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PROLOGO 


Este  libro  ha  sido  pensado  y  realizado  por  dos  teólogos  españoles 
cuyos  nombres  figuran  en  la  portada.  Ellos  asumen  toda  la  responsabilidad 
científica  de  la  obra.  Para  ello  no  han  sido  llamados  por  autoridad  alguna, 
ni  eclesiástica  ni  civil.  Aunque,  naturalmente,  el  libro  no  podía  ser  publi- 
cado sin  la  censura  eclesiástica,  cuyo  valor  negativo,  por  lo  demás,  es  por 
todos  conocido. 

Expresa,  pues,  y  formalmente  no  quiere  ser  un  libro  ni  oficial  ni  ofi- 
cioso. Es  simplemente  un  libro  cuya  autoridad  reside  en  las  razones  que 
sus  autores  exponen. 

Tampoco  quiere  ser  un  libro  de  «política»;  ni  siquiera  propiamente  de 
«política  religiosa».  No,  ciertamente,  porque  sus  autores  piensen  que  no 
pudieran  ser  competentes  en  esas  materias;  mucho  menos  en  cuanto  que 
«abominen»  de  ese  grave  y  digno  «concepto  de  política».  Sino  porque 
— mucho  más  simplemente — no  lo  pretenden. 

No  es  tampoco  un  libro  de  polémica  religiosa  al  uso;  por  más  que  el 
tema  invitaba  a  ello  con  insistencia.  En  unos  tiempos  en  que  el  diálogo 
irénico  y  el  espíritu  ecuménico  llenan  el  ambiente,  un  libro  de  polémica 
religiosa  hubiera  sido,  por  lo  menos,  inoportuno... 

Nuestro  libro,  a  la  sola  lectura  del  Indice,  presenta  unas  intenciones 
clarísimas: 

A  la  luz  de  los  que  juzgamos  principios  católicos  (I  parte), 
estudiar  el  significado  de  unos  hechos  muy  reales  (II  parte), 
\       para  intentar  investigar  su  problemática  y  aventurar  unas  so- 
luciones (III  parte). 

Los  principios  católicos  son  expuestos  de  un  modo  positivo  por  el 
R.  P.  Eustaquio  Guerrero,  S.  ].,  aunque,  en  sus  propios  lugares,  no  se 
hayan  olvidado  las  debidas  referencias  a  otras  interpretaciones.  Estas  re- 
ferencias, bien  que  reducidas  para  no  dar  al  libro  excesiva  extensión,  las 
creemos  suficientes  para  el  lector  preparado  y  van  acompañadas  con  las 
necesarias  notas  bibliográficas,  que  señalen  el  estado  actual  de  la  cuestión. 

La  segunda  parte,  redactada  por  el  R.  P.  Joaquín  María  Alonso,  C.  M.F., 
expone  los  hechos  históricos,  demográficos  y  sociológicos  que  han  llevado 
a  la  actual  situación  de  unidad  religioso-política  de  nuestro  pueblo;  pre- 
sentando, al  mismo  tiempo,  otros  hechos,  sobre  todo  referentes  al  protes- 
tantismo en  España,  que  ha  intentado  y  sigue  intentando  la  ruptura  de 
esa  unidad  católica.  También  aquí  hemos  prescindido  de  la  polémica,  aun 
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en  los  momentos  más  álgidos  de  un  tema  literalmente  candente.  Hemos 
expuesto  los  hechos  fundamentales,  procurando  ser  objetivos:  el  85  por  100 
de  las  fuentes  utilizadas  son  de  procedencia,  o  protestante,  o  aconfesional, 
o  extranjera. 

Hemos  prescindido  expresamente  y  formalmente  de  todo  lo  que  juz- 
gábamos pura  «anécdota»  pasajera.  Ella  no  podía  por  sí  sola  definir  una 
situación,  ni  desde  luego  determinar  unos  principios.  Sin  embargo,  nues- 
tro abundante  «dossier»  de  anécdotas  está  a  disposición  de  toda  persona 
seria  y  responsable  que  quisiera  documentarse. 

En  la  tercera  parte,  redactada  también  por  el  R.  P.  Alonso,  C.  M.  F., 
al  formular  los  problemas  y  discutir  las  soluciones,  hemos  puesto  especial 
cuidado  en  distinguir  bien  los  hechos  de  las  intenciones.  Este  libro  no 
quiere  ser  un  proceso  de  intenciones  para  nadie.  Se  atiene  realísticamente 
a  los  hechos,  a  los  que  únicamente  intenta  enjuiciar  objetivamente  desde 
su  propia  fenomenología  y  teleología. 

Los  autores  se  sentían  obligados  a  realizar  ese  esfuerzo  cristiano  que 
les  señalaba  el  Apóstol  para  ser  «sinceros  en  la  caridad».  Nos  pareció  opor- 
tuno y  aun  necesario  un  libro  de  esta  índole,  porque  ciertamente  sólo  a 
la  luz  de  la  doctrina  católica  y  sobre  la  base  de  la  realidad  histórica,  demo- 
gráfica y  sociológica  de  nuestro  pueblo,  se  podrán  emitir  juicios  objetivos 
acerca  de  la  situación  jurídica  vigente  entre  nosotros  en  materia  religiosa. 
Ahora  bien;  tenemos  la  impresión  de  que  la  mayoría  de  los  estudios  st>bre 
el  particular,  publicados  fuera  de  España,  son  incompletos,  parciales,  ins- 
pirados en  puntos  de  vista  convencionales  y  ajenos  a  nuestra  realidad  his- 
tórica. En  España  mismo,  donde  se  han  escrito  artículos  de  valor,  no  sa- 
bemos de  ningún  libro  manual  en  que  se  haga  el  examen  integral  de 
nuestro  estatuto  legal  y  religioso  en  sus  fundamentos  dogmáticos  y  en 
sus  exigencias  sociales. 

Finalmente,  el  «Epílogo-Mensaje»  quisiera  descubrir  toda  la  sinceridad 
con  que  los  autores  han  procedido  en  su  redacción: 

Nuestra  primera  preocupación  ha  consistido  en  el  deseo  de 
participar  en  el  espíritu  ecuménico  que  anima  tantos  magní- 
ficos esfuerzos  de  católicos  y  no  católicos.  Quisiéramos,  con 
todo,  explicarnos  con  toda  claridad  sobre  los  motivos  que  ur- 
gen al  catolicismo  español  a  entrar  decididamente  en  este  mo- 
vimiento, y  sobre  la  forma  como  puede  y  debe  participar  en  él. 

Su  contribución  al  movimiento  ecuménico  católico,  y 
— siempre  en  él  y  por  él — al  ecumenismo  universal,  debe  ser 
bien  comprendida  dentro  de  la  realidad  católica  española.  De 
otro  modo  surgirían  gravísimos  equívocos  que  nos  lanzarían 
a  la  peor  de  las  aventuras:  la  exposición  inoportuna  e  impru- 
dente de  nuestro  Máximo  Bien  Nacional:  el  de  nuestra  Uni- 
dad Católica. 

Permítasenos  aquí  terminar  agradeciendo  vivamente  a  todos  los  que 
generosa  y  amablemente  nos  han  ayudado  en  la  difícil  tarea  de  este  libro. 
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Queremos  recordar  muy  especialmente  a  las  Direcciones  y  Secretarías 
de  las  Bibliotecas  Nacionales  de  Madrid,  París  y  Roma;  a  las  Direcciones 
y  Secretarías  de  las  Bibliotecas  de  la  ONU,  del  Consejo  Mundial  de  las 
Iglesias  de  Ginebra,  del  Instituto  Ecuménico  de  Bossey  y  de  la  S  ocie  ta 
Italiana  per  l'Organizzazione  Internazionale  de  Roma. 

Los  Autores 


Madrid,  Anunciación  a  nuestra  Señora.  Marzo,  1962. 
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New  York  Herald  Tribune  (USA). 

New  York  Times  (USA). 

Neivs  Cronicle  (inglés). 

New  York  Posl  (USA). 

Nieuwe  Holland's  Dagblad  (holandés). 

Ons  Noorden  (holandés). 

Osservatore  Romano  (italiano). 

Ostweitz  (suizo). 

Our  Sunday  Visitar  (inglés). 

Reforme  (suizo). 

Reformierte  Schweitz  (suizo). 

Républicaine  du  Sud-Ouest  (francés). 

Signo  (español). 

Star,  The  (canadiense). 

Sunday,  The  (USA). 

Svenska  Dagbladet  (Báltico). 

Svenska  Morgonbladet  (Báltico). 

Tablet,  The  (inglés). 

Témoignage  Chrétien  (francés). 

United  Church^  Observer,  The  (USA). 

Universe  (inglés). 


IV.    AGENCIAS,  SERVICIOS  Y  OFICINAS  DE  INFORMACION 

Evangelischer  Pressedienst  (EPD)  (Alemania). 
Fe  Católica  (España). 

Federación  Católica  Femenina  (Internacional). 

Informationsblatt  für  die  niederdeutschen  lütherischen  Landeskirchen  (Alemania). 

Iter  (Francia). 

Journal  Officiel  (ONU). 

NCWC  New  Service  (USA). 

Oficina  General  de  Información  de  la  Iglesia  Española. 
Oficina  de  Información  Diplomática  (España). 
Organización  de  las  Naciones  Unidas  (Suiza  y  New  York). 
Press  Service  of  the  Danish  Church  (Dinamarca). 
Kipa  (agencia  suiza). 

Regles  fondamentales  (Subcomisión  de  la  Comisión  de  los  Derechos  del  Hombre,  ONU). 

Religious  News  Service,  RNS  (USA). 

Secretariado  para  la  Unión  de  los  Cristianos  (Roma). 

Service  Oecuménique  de  Presse  et  information.  S.  O.  E.  P.  S.  (WCC  Ginebra). 
Vademécum  de  la  Iglesia  Evangélica  Española. 
Zendingsbode  (Boletín  holandés). 
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PRIMERA  PARTE 

LOS  PRINCIPIOS 


LOS  PRINCIPIOS.— 2. 


DOCTRINA  CATOLICA  SOBRE  LA  ACTITUD  EXIGIDA  AL 
ESTADO  EN  MATERIA  DE  LIBERTAD  RELIGIOSA 


Introducción. 

La  persecución  religiosa  llevada  a  cabo  en  nuestros  días  por  los  regí- 
menes totalitarios  con  odio  y  crueldad  quizá  nunca  superados  ni  siquiera 
igualados,  en  contraste  con  el  desarrollo  de  una  viva  conciencia  de  la  per- 
sonalidad humana,  ha  dado  especial  actualidad  al  problema  de  la  libertad 
religiosa,  que,  sobre  todo,  desde  que  acabó  la  segunda  guerra  mundial, 
no  ha  cesado  de  estudiarse  y  discutirse. 

Objeto  frecuente  de  esas  discusiones  han  sido  las  limitaciones  que  la 
legislación  española,  a  partir  de  1936,  pone  a  la  práctica  y  difusión  de  los 
cultos  disidentes. 

Escritores  católicos,  especialmente  de  países  sin  unidad  religiosa,  se 
han  interesado  y  aun  apasionado  por  este  tema,  y  han  emitido  juicios  so- 
bre la  situación  jurídico-religiosa  española,  que  a  la  generalidad  al  menos 
de  nuestros  teólogos  y  canonistas  no  han  podido  convencer.  Porque  son 
juicios,  unas  veces,  basados  en  premisas  que  no  parecen  concordar  con  las 
verdades  de  la  tradición  católica;  y  otras,  condicionados,  excesivamente  a 
nuestro  parecer,  por  las  exigencias  ambientales  de  sus  propios  países,  muy 
diferentes  de  las  que  caracterizan  a  nuestra  sociedad. 

Creemos  que  un  dictamen  objetivo  sobre  si  en  un  determinado  país 
existe  o  no  la  debida  libertad  religiosa  ha  de  presuponer  un  conocimiento 
exacto  de  la  doctrina  católica  sobre  los  deberes  y  derechos  del  ciudadano 
y  del  Estado  en  el  campo  de  lo  religioso,  una  visión  clara  de  la  realidad 
sociológica  religiosa  de  tal  pueblo,  y  una  justa  ponderación  de  las  reper- 
cusiones de  su  estatuto  legal  en  el  bien  común  de  todo  el  mundo  y,  espe- 
cialmente, de  la  Iglesia  católica. 

En  este  capítulo  vamos  a  presentar  una  síntesis  del  primero  de  estos 
tres  presupuestos;  esto  es,  de  la  doctrina  católica  sobre  los  deberes  y  de- 
rechos del  Estado  en  materia  de  religión  y  sobre  las  relaciones  que,  en 
consecuencia,  han  de  mediar  entre  ambas  supremas  potestades:  eclesiás- 
tica y  civil,  ya  en  un  país  de  unidad  religiosa  católica,  ya  en  otro  dividido 
en  varias  confesiones. 

Nuestro  trabajo  será  una  prueba  de  que  tal  doctrina  católica  existe, 
aunque  en  alguno  que  otro  de  sus  aspectos  no  haya  sido  aún  tan  precisada 
por  el  Magisterio  eclesiástico,  ni  por  el  unánime  pensamiento  de  los  teó- 
logos. 


3 


Cierto,  que  no  todo  cuanto  diremos  es  dogma  de  fe,  ni  contenido, 
formal  y  explícitamente,  y  con  sus  propios  términos,  en  las  fuentes  de  la 
revelación;  pero,  a  nuestro  juicio,  todo  es  doctrina  verdadera,  no  sólo  por 
deducirse  claramente  y  en  buena  lógica  de  premisas  ciertas,  sean  verda- 
des de  fe,  sean  conclusiones  teológicas,  sino  porque  en  todas  sus  partes 
viene  autorizado  por  el  ordinario  magisterio  y  por  el  gobierno  de  la  Santa 
Sede,  como  se  verá  en  el  curso  de  nuestra  disertación.  Este  es  el  sentido 
que  damos  a  la  expresión  «doctrina  católica». 

No  basamos  ninguna  de  nuestras  afirmaciones  doctrinales  en  lo  dis- 
putable entre  católicos,  ni  entramos,  de  ordinario,  en  discusiones  que 
alargarían  sin  fin  nuestra  tarea;  pero  el  lector  bien  informado  advertirá 
que,  aun  en  la  misma  exposición  de  la  doctrina,  tenemos  presente  cuanto 
en  estos  años  de  la  posguerra  mundial  se  ha  discutido  sobre  el  tema.  Cree- 
mos que  ninguna  publicación  importante  y  pertinente  a  este  período  se 
nos  ha  pasado  inadvertida  (1),  aunque  no  prodiguemos  las  referencias  bi- 
bliográficas, precisamente  en  gracia  del  lector. 

Además,  al  fin  del  capítulo  propondremos  y  examinaremos  los  prin- 
cipales puntos  de  vista  que  suelen  oponerse  al  nuestro. 

Si  la  unidad  religiosa  católica  es  real  en  nuestro  pueblo;  si  la  legis- 
lación española,  en  cuanto  atañe  al  aspecto  religioso,  es  la  exigida  por  la 
doctrina  aquí  expuesta,  y,  en  fin,  si  esa  doctrina  es  la  que  la  Iglesia  Ca- 
tólica propone  en  casos  como  el  español,  podrá  y  deberá  afirmarse  que 
en  España,  legalmente,  existe  auténtica  libertad  religiosa. 

La  realidad  de  todas  estas  condiciones  aparecerá,  según  creemos,  a 
todo  lector  imparcial  de  este  libro. 


1.    El  ideal  divino  de  la  vida  humana. 

Todo  cristiano  instruido  sabe  que  Dios  ha  pensado  y  piensa  mucho 
en  el  hombre,  y  le  ha  señalado  un  ideal  de  perfección  y  normas  de  con- 
ducta con  que  alcanzarlo. 

De  la  condición  del  hombre,  en  cuanto  ser  inteligente  creado,  fluye 
el  fundamental  deber  de  adorar  a  Dios  y  de  conformar  toda  la  vida  con 
su  augusta  voluntad,  ya  se  manifieste  en  exigencias  de  la  misma  natura- 
leza racional,  patentes  en  toda  normal  conciencia,  ya  se  imponga  en  inti- 
maciones de  orden  histórico  y  positivo  como  la  ley  mosaica  o  la  revelación 
en  Cristo. 


(1)  En  particular  hemos  leído  todos  los  escritos  sobre  el  tema  de  los  autores  citados  y 
participantes  en  Tolérance  et  connminauté  humaine  (Casterman,  Tournai,  París);  L  Église 
el  la  liberté  (Fierre  Horay,  «Flore»,  París),  dos  obras  en  que  han  colaborado  gran  número 
de  peritos  en  la  materia;  y  que  han  sido  ampliamente  utilizadas  por  A.  Carrillo  de  Albor- 
noz en  su  libro  Ruinan  Catholicism  and  religious  liberty,  donde  cita  además  a  otros  muchos 
escritores  que  también  hemos  tenido  en  cuenta. 

Han  merecido  nuestra  particular  atención,  entre  otros,  los  estudios  de  Pribilla,  Hartmann, 
Maritain,  Leclercq,  Lecler,  Vialatoux  y  Latreille,  Ivés  Congar,  Courtney  Murray...,  como  parti- 
darios de  la  igualdad  religiosa,  y  el  lector  podrá  advertir  que  nuestro  trabajo  no  pasa  por 
alto  sus  opiniones  ni  sus  razonamientos.  Esta  atención  prestada  a  la  literatura  actual  sobre 
el  tema  aparece  con  evidencia  en  la  última  parte  de  este  estudio,  concerniente  al  examen 
de  las  objeciones  formuladas  en  contra. 
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Por  eso,  todo  hombre,  en  cuanto  tal,  es  y  ha  de  ser  religioso;  esto  es, 
afectado  por  la  conciencia  de  deberes  para  con  Dios,  a  lo  menos  en  cuanto 
Creador,  si  aún  no  tiene  noticia  suficiente  de  la  revelación  cristiana;  en 
cuanto  Creador  y  Redentor,  si  la  tiene. 

En  otros  términos  se  expresa  esta  verdad  diciendo  que  el  hombre  está 
fundamentalmente  obligado  a  venerar  y  servir  a  Dios  en  la  forma  que 
Él  prescriba,  y  hacerlo  así  es  aceptar  y  practicar  la  verdadera  religión. 
Porque  verdadera  religión  es  la  manifestada  y  exigida  por  Dios. 

Como  ésta  es  la  Católica;  esto  es,  la  auténticamente  cristiana,  a  todo 
hombre,  objetivamente,  urge  el  deber  de  vivir  según  ella,  aunque  mien- 
tras uno  aún  la  ignora  sin  culpa,  ese  deber  no  se  le  haga  consciente  ni 
comprometa  su  responsabilidad,  y  de  hecho  subjetivamente  sólo  se  tra- 
duzca en  el  de  relacionarse  con  Dios  según  las  exigencias  de  la  recta  con- 
ciencia, procurar  poner  los  convenientes  medios  para  llegar  al  debido  co- 
nocimiento de  la  religión  que  eventualmente  se  presente  como  revelada, 
y  estar  dispuesto  a  aceptarla  y  practicarla  una  vez  conocida. 

2.  El  deber  religioso  afecta  a  todos  los  actos 

de  la  vida  humana. 

El  hombre,  como  creado  y  redimido,  se  refiere  trascendentalmente  a 
Dios  en  su  ser  mismo  y  en  todos  sus  actos;  y  por  eso,  cuando  éstos  son 
conscientes,  deben  libremente  conformarse  con  las  normas  divinas,  sea 
cual  fuere  la  zona  de  la  actividad  en  que  se  realicen,  en  el  foro  individual 
o  en  el  social,  en  privado  o  en  público,  en  el  orden  teórico  o  en  el  prác- 
tico. 

El  hombre,  en  cuanto  solitario  e  íntimo,  y  en  cuanto  miembro  de  una 
familia,  de  una  profesión,  de  una  sociedad  civil,  está  igualmente  sujeto 
y  ordenado  a  Dios,  y  no  ha  de  ser  menos  animal  religiosum  en  sus  accio- 
nes específicas  de  ciudadano,  gobernado  o  gobernante,  que  en  las  secretas 
y  personales  sin  visible  repercusión  en  la  vida  pública  y  sin  otro  testigo 
que  su  propia  conciencia  y  Dios  mismo. 

De  forma  que  el  deber  religioso  afecta  a  todos  los  actos  libres  de  la 
vida  del  hombre,  sin  excepción  posible;  y  les  afecta  por  exigencia  de  la 
pura  razón.  Pero  a  la  razón  se  añade  la  revelación. 

3.  El  fin  último  de  la  vida  humana  en  el  plan  redentor. 

El  catolicismo,  la  religión  querida  por  Dios. 

Dios,  después  de  haberse  manifestado  a  la  humanidad,  ya  por  los  atis- 
bos de  la  razón,  ya  sobre  todo  por  la  voz  de  los  profetas,  se  dignó  hacerle 
la  revelación  definitiva  por  la  palabra  misma  del  Verbo  Encarnado,  Je- 
sucristo. 

En  cuanto  se  refiere  al  tema  que  en  estos  capítulos  hemos  de  escla- 
recer, el  Divino  Maestro  nos  enseña  estas  sublimes  verdades: 
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1.  a  Dios  ha  elevado  al  hombre,  a  todo  hombre,  a  un  fin  último  so- 
brenatural, consistente  en  el  conocimiento,  amor  y  servicio  del  Sumo 
Bien,  en  el  estado  de  suma  perfección  de  la  persona  humana  y  al  mismo 
tiempo  de  plena  felicidad,  que  es  la  visión  beatífica  eterna,  donde,  se- 
gún la  bella  frase  de  San  Agustín:  «veremos  y  amaremos;  amaremos  y 
alabaremos.  He  aquí  lo  que  sucederá  en  el  fin  sin  fin.  Porque  ¿qué  otra 
cosa  es  nuestro  fin,  sino  llegar  a  aquel  reino  que  no  tiene  fin?»  (2).  No 
existe  otro  fin  último. 

2.  a  Este  fin  último,  superior  a  las  exigencias  de  la  pura  naturaleza 
humana,  considerada  en  su  entidad  y  típicas  virtualidades  y  posibilidades, 
ha  de  conseguirse  como  sanción  de  una  conducta  conforme  con  la  ley  de 
gracia  promulgada  por  Jesucristo  y  como  fruto  y  término  de  una  partici- 
pación de  la  vida  divina,  durante  la  existencia  temporal.  El  hombre,  uni- 
do a  Cristo  por  la  fe  y  el  amor,  es  constituido  hijo  adoptivo  de  Dios,  vi- 
vificado sobrenaturalmente  por  el  Espíritu  del  Hijo  natural,  y  habilitado 
para  actividades  transformativas  de  su  ser,  y  conducentes  a  la  posesión 
de  la  eterna  bienaventuranza. 

3.  a  Para  enseñar  a  los  hombres  las  verdades  y  cánones  de  santidad 
que  constituyen  esa  ley  de  gracia,  comunicarles  la  vida  sobrenatural,  des- 
arrollársela y  perfeccionársela,  hasta  que  florezca  en  la  posesión  del  bien 
definitivo  en  la  eternidad,  Jesucristo  ha  instituido  la  Santa  Iglesia,  con 
la  triple  potestad  magisterial,  litúrgica  y  de  régimen.  Sin  someterse  a 
ella  para  recibir  su  saludable  influjo,  nadie  puede  conseguir  la  eterna  sa- 
lud sobrenautral  en  que  ese  último  fin  consiste:  Extra  ecclesiam,  nulla 
salus  (3).  Nadie  puede  tener  a  Dios  por  Padre  si  no  tiene  a  la  Iglesia  por 
Madre  (4). 

De  forma  que,  por  una  parte,  quiere  Dios  seriamente  que  todos  los 
hombres  alcancen  el  fin  supremo  a  que  los  ha  destinado,  y  a  tal  efecto 
inicien  y  desarrollen  en  su  existencia  temporal  el  conocimiento  de  la  ver- 
dad revelada  en  Cristo  y  la  vivencia  de  su  vida. 

«Dios  quiere  que  todos  los  hombres  se  salven  y  lleguen  al  conoci- 
miento de  la  verdad»  (5). 

«Tengo  otras  ovejas  que  no  son  de  este  aprisco,  y  es  preciso  que  Yo 
las  traiga,  y  oirán  mi  voz,  y  habrá  un  solo  rebaño  y  un  solo  pastor»  (6). 

Pero,  por  otra  parte,  ha  determinado  que  ese  conocimiento  y  esa 
vida  sean  comunicados  a  todos  y  a  cada  uno  por  la  acción  iluminadora  y 
santificadora  de  la  Santa  Iglesia.  «Me  ha  sido  dado,  dice,  todo  poder  en 
el  cielo  y  en  la  tierra;  id,  pues,  enseñad  a  todas  las  gentes,  bautizándolas 
en  el  nombre  del  Padre  y  del  Hijo  y  del  Espíritu  Santo,  enseñándoles  a 


(2)  De  Civilalc  Dei,  lib.  22,  cap.  30  (ML  41,  col.  804). 

(3)  El  sentido  de  esta  expresión  ha  sido  precisado  por  los  teólogos  bajo  la  dirección  del 
magisterio  eclesiástico,  y  en  resumen  es  éste:  Quien  se  salva  se  salva  en  la  Iglesia,  ya  per- 
tenezca a  ella  externamente  también  por  el  sacramento  del  bautismo  y  la  profesión  de  la  fe, 
ya  sólo  internamente  por  la  fe  sustancial  v  la  gracia. 

(4)  Pensamiento  de  San  Agustín.  ML  37,  col.  1140-1141. 

(5)  I  Tim.  2,  4. 

(6)  Jo.  10,  16. 
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observar  todo  cuanto  Yo  os  he  mandado»  (7);  «el  que  creyere  y  fuere 
bautizado,  se  salvará;  mas  el  que  no  creyere,  se  condenará»  (8). 

La  misión  apostólica  de  predicar  el  Evangelio  a  toda  criatura  y  ha- 
cerlos a  todos  creyentes,  discípulos  e  imitadores  de  Cristo,  implica  la 
formal  y  seria  intención  divina  de  que  todos  tengan  una  misma  fe,  un 
mismo  bautismo,  un  mismo  espíritu,  una  misma  vida  cristiana,  en  la 
mística  unidad  de  los  sarmientos  con  la  vid  y  de  los  miembros  con  la  ca- 
beza (9). 

La  vid  y  la  cabeza  es  Cristo  físico;  los  sarmientos  y  los  miembros  son 
los  que  en  Cristo  creen  y  forman  la  sociedad  sobrenatural,  que  es  su  Igle- 
sia, fundada,  regida  y  vivificada  por  Él,  y  animada  por  su  Santo  Espí- 
ritu. 

Este  ideal  divino  no  se  ha  realizado  aún  plenamente,  pues  no  todos 
los  hombres  se  han  unido  así  a  Jesucristo;  quizá  no  se  realizará  nunca; 
pero  esa  dolorosa  y  misteriosa  frustración — aspecto  singular  de  la  fuerza 
del  mal  en  el  mundo — no  prueba,  en  modo  alguno,  la  irrealidad  de  aquella 
divina  intención  salvífica  universal  garantizada  por  la  palabra  de  la  re- 
velación y  las  enseñanzas  de  la  Iglesia;  sólo  muestra  la  deleznabilidad  de 
la  cooperación  humana  a  la  que  Dios,  no  obstante,  ha  querido  vincular  el 
éxito  de  sus  obras. 

Podemos,  pues,  afirmar  que,  según  el  ideal  divino,  todos  los  hombres 
habían  de  ser  católicos,  y  todos  vivir  una  vida  católica,  lo  mismo  en  el 
plano  social  y  político  que  en  el  individual.  Y  si  ése  es  el  ideal  de  Dios, 
es  claro  que  cuantos  llegan  por  la  gracia  divina  a  su  conocimiento  han  de 
secundarlo  con  todas  sus  fuerzas,  máxime  sabiendo  que,  para  su  actualiza- 
ción, Dios  requiere  la  colaboración  de  los  creyentes.  Aunque  en  el  or- 
den de  la  salvación  sobrenatural  tenga  primacía  la  intervención  de  Dios 
Redentor,  es  también  necesaria  la  cooperación  humana  individual  y  so- 
cial. El  reino  de  Cristo  no  se  establece  en  las  almas  sin  la  colaboración 
personal  del  interesado  adulto  y  de  la  Iglesia.  Y  esta  misma  colaboración, 
según  veremos,  está  sumamente  condicionada  por  la  de  la  sociedad  civil 
y  del  Estado. 

4.    Todas  las  acciones  de  la  vida  humana  deben 
ordenarse  al  fin  último. 

Como  no  existe  otro  fin  último  de  la  vida  humana  que  el  antedicho, 
todas  las  acciones  habrán  de  ordenarse  a  él  de  alguna  manera,  si  han  de 
poseer  la  rectitud  que  la  divina  providencia  requiere.  De  lo  contrario,  y 
aunque  no  fueran  opuestas  a  una  ley  puramente  natural,  no  conducirían, 
de  suyo,  las  almas  a  su  destino  sobrenatural. 

Como  sólo  a  la  potestad  eclesiástica:  de  Pedro  y  sus  sucesores,  y  de 
los  obispos,  sucesores  de  los  apóstoles,  se  ha  encomendado  la  misión  de 
regir  las  vidas  humanas  en  orden  a  la  consecución  de  ese  fin  supremo  y 

(7)  Matth.  28,  18-20. 

(8)  Marc.  16,  16. 

(9)  Jo.  15;  /  Cor.  12,  12-26. 
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único,  sigúese  que  todas  ellas,  esto  es,  todas  las  acciones  de  todas  y  cada 
una  de  las  personas,  miembros  de  la  Iglesia,  y  en  cuanto  referentes  o  re- 
feribles a  tal  fin,  caen  de  algún  modo  bajo  el  régimen  eclesiástico. 

Más  aún,  hasta  los  no  pertinentes  todavía  a  esa  sociedad  que  es  la 
Iglesia,  tienen  objetiva  obligación,  por  voluntad  de  Cristo  y  exigencia  de 
la  ley  natural,  de  oír  su  predicación  y  aceptarla  una  vez  suficientemente 
oída  y  conocida,  y  de  inscribirse  como  miembros  vivientes  de  la  vida  de 
Cristo  en  el  cuerpo  místico  de  la  Iglesia;  aunque  subjetivamente  no  ten- 
gan conciencia  de  tal  obligación,  ni,  en  principio,  disponga  la  Iglesia  de 
medios  adecuados  para  exigirles  coactivamente  que  la  cumplan,  y  se  sitúen 
así  en  la  órbita  de  las  criaturas  racionales  que  tienden  al  fin  último  pre- 
fijado por  Dios  siguiendo  la  ruta  por  Él  mismo  trazada. 

Pero  además  de  ese  fin  último  de  todos  los  hombres,  existen  necesa- 
riamente otros  fines  intermedios,  si  bien  no  independientes  de  aquél; 
además  de  la  sociedad  eclesiástica,  existe,  y  ha  de  existir,  la  civil;  además 
de  la  potestad  sobrenatural  conferida  por  Cristo  a  Pedro  y  a  los  apóstoles 
y  a  sus  sucesores  en  orden  al  fin  único  y  supremo,  y  a  los  específicos  me- 
dios a  él  conducentes,  existe  otra  potestad,  propia  de  la  sociedad  civil, 
en  orden  a  la  consecución  de  ciertos  fines  no  últimos  propios  de  ella, 
aunque  tampoco  sea  totalmente  independiente  de  la  eclesiástica,  en  cuan- 
to esos  fines  tengan  relación  con  el  supremo. 

De  forma  que,  si  ambas  potestades  tienen  su  campo  propio,  tienen 
asimismo  sus  interferencias  y  conexiones  inevitables;  y  han  de  resolver 
cada  día  un  problema  de  equilibrio  y  armonía,  para  que  la  civil  no  se 
inmiscuya  en  lo  que  toca  directamente  al  fin  último,  ni  la  eclesiástica,  en 
la  procuración  de  los  intermedios,  se  atribuya  nada  que  no  venga  definido 
por  las  exigencias  del  último  y  supremo. 

Vamos  a  desenvolver  un  tanto  estas  verdades  no  poco  sutiles. 

El  destino  temporal  del  hombre  se  ha  de  orientar  siempre  y  en  todo 
al  fin  último,  y  se  ha  de  realizar  desarrollando,  utilizando,  perfeccionan- 
do su  naturaleza  específica,  según  los  cánones  de  la  razón  iluminada  por 
la  fe  cristiana,  y,  por  tanto,  viviendo  cual  miembro  de  la  sociedad  natu- 
ral y  necesaria,  que  es  la  civil,  y  de  la  sobrenatural,  que  es  la  Iglesia,  bajo 
la  autoridad  del  César  que  gobierna  a  la  una  y  bajo  la  de  Pedro  que,  cual 
vicario  de  Cristo,  rige  a  la  otra,  aunque  sin  mengua  de  la  perfecta  unidad 
de  la  vida. 

Porque  si  bien  Cristo  ha  elevado  el  fin  último  del  hombre  al  nivel 
de  la  vida  trinitaria,  no  lo  ha  escindido:  es  único  e  igual  para  todos  los 
hombres;  ni  tampoco,  propiamente  hablando,  ha  partido  en  dos  el  des- 
tino temporal  o  tarea  ordenada  a  la  realización  o  consecución  de  tal  fin, 
pese  a  la  realidad  de  las  dos  potestades  antedichas,  de  sus  respectivos  cam- 
pos de  dominio  y  de  sus  finalidades  próximas  específicas;  pues  cada  una 
ha  de  actuar  en  la  debida  armonía  con  la  otra. 

Jesucristo  poseía,  sin  duda,  toda  potestad,  pero  nunca  quiso  ejercer 
la  civil,  y  ni  consta  que  a  San  Pedro,  a  los  apóstoles  y  a  sus  sucesores  les 
otorgase  otra  que  la  espiritual  antedicha  en  orden  a  la  vida  sobrenatural, 
ni  que  ellos,  en  cuanto  Papas  y  obispos,  se  la  hayan  jamás  atribuido;  aun- 
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que  sí  se  han  creído  autorizados  para  condicionar,  según  después  explica- 
remos, el  ejercicio  de  la  potestad  civil,  como  exija  el  bien  de  la  Igle-. 
sia  (10). 

Existe,  pues,  en  la  sociedad  civil  una  potestad,  privativa  de  ella.  Po- 
testad que  indudablemente  será  proporcionada  a  su  fin  y  apta  para  pro- 
curar eficazmente  su  consecución  (11). 

¿Cuál,  pues,  es  el  fin  de  la  sociedad  civil?  Para  responder  a  esta  pre- 
gunta nos  ayudarán  unas  previas  reflexiones. 

5.    Unión  íntlma  de  la  vida  natural  y  de  la  sobrenatural 
en  la  prosecución  del  fin  último. 

El  fin  último  y  sobrenatural,  común  a  todos  los  seres  racionales,  se 
ha  de  conseguir,  indudablemente,  con  medios  sobrenaturales  que,  en  con- 
creto, son  acciones  humanas  afectadas  de  la  gracia  divina:  actos  de  fe,  es- 
peranza, caridad,  práctica  de  diversas  virtudes  evangélicas  bajo  la  inspira- 
ción y  moción  del  Espíritu  de  Jesucristo,  participación  de  ciertos  ritos  y 
cultos,  sumisión  a  ciertas  normas  disciplinares,  establecidas  por  Cristo 
mismo  o  por  la  autoridad  sobrenatural  de  sus  vicarios  y  ministros.  Todos 
estos  elementos  sagrados  y  sobrenaturales  dependen  de  la  autoridad  ecle- 
siástica, y  no  del  Estado.  Por  eso  escribió  León  XIII:  «Todo  cuanto  en 
las  cosas  y  personas,  de  cualquier  modo  que  sea,  tenga  razón  de  sagrado; 
todo  lo  que  pertenece  a  la  salvación  de  las  almas  y  al  culto  de  Dios,  bien 
sea  tal  por  su  propia  naturaleza  o  bien  se  entienda  ser  así  en  virtud  de 
la  causa  a  que  se  refiere,  todo  ello  cae  bajo  el  dominio  y  arbitrio  de  la 
Iglesia»  (12). 

Pero  es  el  ser  humano,  con  su  naturaleza,  sus  potencias  y  sus  accio- 
nes entitativamente  naturales,  el  sujeto  de  la  gracia,  y  el  que  le  ofrece  a 
ésta  su  indispensable  soporte  y  su  instrumento. 

Pensar,  amar,  obrar  externamente,  en  sus  infinitas  variedades  de  ac- 
tos, son  algo  entitativamente  natural,  pero  necesario  para  realizar  las  ac- 
ciones sobrenaturales  conducentes  a  la  vida  eterna. 

Por  otra  parte,  los  mismos  elementos  de  la  naturaleza,  inferiores  a  los 
espirituales  y  racionales,  ya  intrínsecos  ya  extrínsecos  al  mismo  ser  huma- 
no, son  indispensables  a  la  vida  específica  del  hombre,  aun  en  sus  altas 
cumbres  místicas,  cuanto  más  en  las  restantes  zonas  de  la  actividad  inte- 
lectual y  moral. 

En  otros  términos,  la  vida  cristiana  no  sólo  no  está  separada  de  la 
vida  natural  del  hombre,  sino  que  es  ésta  misma  penetrada  y  sublimada 
por  el  Sagrado  Pneuma  y  sus  graciosos  dones,  vida  natural  que,  no  sola- 
mente se  presupone  como  materia  de  la  forma  sobrenatural,  sino  que  en 
gran  manera  condiciona  la  acción  de  la  gracia  con  la  cual  coopera. 

Por  eso  suele  repetirse  que  la  gracia  no  suprime  la  naturaleza  y  que, 

(10)  León  XIII  Ene.  ImmOTtaie  Dei. 

(11)  León  XIII  Ib. 

(12)  León  XIII  Ib. 
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ceteris  paribus,  cuanto  más  excelente  sea  la  naturaleza,  mayor  será  el 
fruto  de  la  acción  sobrenatural  que  de  la  gracia  y  de  ella  proviene  y  Dios 
quiere  que  provenga. 

De  aquí  se  sigue  que,  para  realizar  los  designios  de  Dios  sobre  el 
hombre  y  el  mundo,  es  también  necesario  promover  el  conveniente  des- 
arrollo de  los  diversos  bienes  que  constituyen  la  naturaleza  en  sí  misma 
y,  en  particular,  todos  los  que,  siendo  ya  interiores  ya  exteriores  al  hom- 
bre mismo,  cooperan  a  la  perfección  de  su  ser  y  le  suministran  posibilidad 
y  facilidad  de  vivir  una  vida  lo  más  digna  posible,  en  lo  físico,  intelectual 
y  moral. 

Precisamente  para  procurar  la  creación,  conservación,  promoción  de 
todos  esos  bienes  surge  la  sociedad  civil.  Porque  todos  ellos  son  necesa- 
rios a  la  realización  del  plan  divino,  la  Iglesia  no  ha  recibido  directa  mi- 
sión de  proporcionarlos,  y  la  familia  carece  de  suficiencia  para  ello,  es 
indispensable  que  se  constituya  la  sociedad  civil;  y  de  hecho  se  constitui- 
rá por  la  eficacia  incontenible  del  instinto  de  conservación  de  las  familias, 
servido  por  el  de  solidaridad  humana  y  por  los  recursos  de  la  razón. 

Estas  consideraciones  nos  orientan  para  precisar  el  fin  del  Estado. 

6.    Fin  del  Estado. 

El  Estado  no  se  identifica  adecuadamente  o  totalmente  ni  con  la  mis- 
ma sociedad  civil,  ni  con  la  autoridad  o  derecho  del  gobernante  o  magis- 
trado público  en  cuanto  tal,  ni  con  el  hoy  llamado  Gobierno  o  conjunto  de 
personas  que  constituyen  el  llamado  Consejo  de  Ministros  o  Gabinete. 

Pero  no  es  fácil  definir  los  contornos  de  un  concepto  del  Estado  que 
por  todos  sea  comprendido  como  el  ideal  en  que  nada  sobre  ni  falte;  ni 
tampoco  es  necesario  para  nuestro  intento.  Nos  bastará  dar  de  él  una  idea 
que  suficientemente  lo  individualice  y  discierna;  y  así  entenderemos  por 
Estado  el  conjunto  de  organismos  en  que  se  concreta  la  plenitud  de  la  po- 
testad civil  en  sus  diversos  aspectos:  legislativa,  administrativa,  judicial..., 
en  cuanto  fuerza  puesta  por  Dios,  ya  como  Creador,  ya  como  Redentor, 
para  procurar  eficazmente  el  fin  propio  de  la  sociedad. 

Este  fin  propio  de  la  sociedad  civil  y  del  Estado  es  el  denominado 
bien  común.  ¿Y  qué  es  bien  común? 

Ya  hemos  indicado  antes  que  el  fin  último  de  todos  los  seres  huma- 
nos es  la  visión  beatífica  y  a  él  se  han  de  ordenar  de  algún  modo  todas  las 
acciones  humanas,  individuales  y  sociales,  como  se  ordena  el  universo  (13). 

También,  pues,  en  algún  sentido,  la  sociedad  civil  se  ordenará  a  la 
consecución  de  ese  fin  último  para  todos  y  cada  uno  de  sus  miembros. 

Pero  de  esta  finalidad  suprema  no  tratamos  ahora. 


(13)  En  este  orden  de  providencia,  Dios  ha  señalado  al  hombre  un  fin  último  sobrena- 
tural que  es  la  visión  beatífica,  o  sea  el  conocimiento  intuitivo  de  la  divina  esencia,  con 
el  consiguiente  amor  y  fruición.  A  esta  posesión  del  ser  divino  o  Sumo  Bien  está  ordenada 
la  vida  humana,  en  todos  y  cada  uno  de  sus  actos;  y  por  eso,  sus  relaciones  con  todos  los 
demás  seres  del  universo  han  de  estar  condicionadas  en  algún  modo  por  él;  y  en  este  sen- 
tido, al  menos,  se  dice  que  todo  el  universo  se  ordena  al  fin  sobrenatural  del  hombre. 
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Hablamos  del  fin  específico  de  la  sociedad  civil,  aunque  ordenado  al 
último;  de  aquel  bien  necesario  para  cuya  obtención  se  ha  constituido, 
porque  ninguna  otra  sociedad  existe  ni  puede  existir  que  lo  procure. 

Pues  bien,  este  fin  no  es  ni  la  eterna  felicidad  sobrenatural,  que  es 
el  fin  último  del  hombre,  como  está  dicho,  ni  los  diversos  bienes  consti- 
tutivos de  la  vida  sobrenatural  de  este  mundo,  cuya  administración,  co- 
municación y  promoción,  ha  sido  reservada  a  la  Iglesia,  o  mejor,  a  su  Je- 
rarquía; sino  el  «conjunto  de  condiciones  necesarias  para  que  los  ciuda- 
danos vivan  en  justicia  y  paz  con  la  abundancia  de  bienes  materiales,  in- 
telectuales y  morales  requeridos  para  la  conservación,  desarrollo  y  natu- 
ral perfección  de  la  vida  presente,  subordinada  a  la  eterna»  (14). 

El  común  sentir  no  ya  de  Aristóteles,  Santo  Tomás,  Suárez  y  todos  los 
autores  católicos,  sino  de  todos  los  hombres  sensatos,  aun  acatólicos,  ha 
estimado  siempre  que  la  sociedad  civil  realiza  eficazmente  su  misión  pro- 
pia o,  lo  que  es  lo  mismo,  consigue  su  específico  fin,  cuando  en  su  seno 
se  garantiza  el  consorcio  pacífico  de  todos  los  ciudadanos  sobre  la  base 
de  la  justicia  entre  todos,  y  la  posesión  de  los  bienes  necesarios  para  el 
bienestar  y  desarrollo  conveniente  de  la  personalidad  en  lo  físico,  intelec- 
tual y  moral;  pero  se  garantiza  no  precisamente  en  cuanto  que  a  todos  los 
ciudadanos,  independientemente  de  su  libre  colaboración,  se  les  propor- 
cione esa  vida  decorosa,  sino  en  cuanto  que  se  crean  las  condiciones  am- 
bientales adecuadas  para  que  cada  familia  y  cada  individuo  adulto  pueda 
con  relativa  facilidad  vivirla,  si  quiere  hacer  el  esfuerzo  necesario  para  vi- 
virla (15). 

Pues  bien,  ese  conjunto  de  condiciones  necesarias  para  una  vida  digna 
del  hombre,  se  denomina  bien  común. 

El  fin,  pues,  de  la  sociedad  civil  y  del  Estado  es  el  bien  común,  así 
entendido. 

7.    El  valor  religioso  como  ingrediente  del  bien  común. 

En  el  bien  común  de  la  sociedad  civil  entra  el  bien  religioso  del  ciu- 
dadano; y  en  el  bien  común  de  una  sociedad  católica  entra  el  bien  reli- 
gioso católico  del  mismo  ciudadano. 

Porque  entran  todos  los  bienes  y  valores  sin  los  que  no  puede  darse 
la  vida  integral  a  que  aspira  el  hombre  en  la  sociedad.  Esa  vida  integral 
del  hombre  requiere  la  integridad  física  y  conveniente  desarrollo  y  per- 
fección de  todas  las  potencias  vegetativas  y  sensitivas,  la  posesión  de  po- 
tencias intelectuales  expeditas  debidamente  preparadas  para  el  uso,  dis- 
frute, acrecentamiento  y  difusión  de  los  bienes  de  ciencia,  arte,  cultura, 
para  promoción  y  perfección  de  la  propia  personalidad  y  de  la  sociedad 
misma  como  palestra  y  organismo  de  perfección  de  todos  sus  miembros; 
pero  no  menos  requiere  potencias  religiosas  y  morales  que  presidan  y 
orienten  todo  el  dinamismo  de  la  persona,  poniendo  el  debido  orden  y 
armonía  en  todas  sus  otras  actividades. 

(14)  Suárez,  De  Legibus,  lib.  3,  cap.  11,  nn.  4-7.  Cf.  Cathrein,  Ethica  n.  604  edit.  19.a 

(15)  Excmo.  y  Rvdmo.  Sr.  D.  Jesús  Mcrida  Pérez,  La  Restauración  del  Orden  político 
cristiano. 
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Tan  natural  es  al  ser  humano  la  religión  y  la  moral  como  la  cultura 
y  la  salud  fisiológica  y  psíquica;  y  como  apetece  con  apetito  natural  la 
actividad  fisiológica,  la  integridad  y  vigor  de  los  miembros,  el  conoci- 
miento en  toda  la  extensión  de  lo  cognoscible  y  la  contemplación  y  apli- 
cación de  la  verdad  conocida,  así  tiene  también  apetito  natural  de  poseer 
y  gustar  los  valores  de  orden  religioso  y  moral. 

«El  hombre — escribíamos  en  otra  ocasión — es  por  esencia  religioso, 
pues  es  criatura  dependiente,  según  todo  su  ser  y  actividad,  de  Dios,  y 
a  Él  ordenado  como  a  su  último  fin  y  sumo  bien,  y  debe,  por  lo  tanto, 
en  todo  momento  de  su  existencia,  reconocerlo  y  venerarlo.  Su  vida  será 
desordenada  y  contraria  a  las  propias  exigencias  racionales  en  la  medida 
en  que  se  prescinda  del  culto  y  de  la  obediencia  que  debe  a  Dios,  ya  en 
el  secreto  individual,  ya  en  la  externa  convivencia  con  los  consocios  de  la 
familia  o  de  la  sociedad  civil. 

La  psicología  corresponde  a  la  ontología,  y  es,  de  hecho,  el  hombre 
animal  religiosum,  no  sólo  porque  implica  una  trascendental  relación  a 
Dios:  relación  de  origen,  de  finalidad  y  de  constitución;  sino  porque,  efec- 
tivamente, el  hombre  histórico  siempre  aparece  conscientemente  religado 
con  Dios,  esto  es,  afectado  por  creencias  y  sentimientos  diversos  hacia 
la  divinidad,  proyectados  en  actitudes  de  sumisión,  adoración,  alabanza, 
confianza,  amor,  súplica...,  o,  a  veces,  otras  ciertamente  contrarias,  pero 
sólo  por  una  errónea  ideología  v  una  depravación,  que  no  puede,  en 
modo  alguno,  destruir  la  realidad  de  su  ser  ontológico  creado  por  Dios 
y  subordinado  a  Él. 

Luego  el  concepto  de  ciudadano  incluye  la  nota  de  religiosidad,  ni 
más  ni  menos  que  la  de  racionalidad  en  que  realmente  se  contiene,  la 
de  animalidad,  o  cualquier  otra  constitutiva  de  su  ser  esencial. 

Esto  supuesto,  en  el  concepto  de  ciudadano  de  una  república  orga- 
nizada según  la  pura  razón,  entrarían  el  derecho  y  la  obligación  de  vivir, 
aun  en  la  vida  pública,  según  las  normas  religiosomorales  de  la  ley  na- 
tural, fueran  éstas  las  que  fueren,  pues  no  determinamos  ahora  su  con- 
tenido.» 

Ahora  bien,  todos  los  valores  y  bienes  que  el  hombre,  por  naturale- 
za apetece  y  ha  de  apetecer,  concibe  y  ha  de  concebir,  como  elementos  de 
su  vida  íntegra  e  ideal,  deben  ser  facilitados  al  ciudadano,  en  cuanto 
sea  posible,  esto  es,  creando  en  el  seno  de  la  sociedad,  como  decíamos, 
las  condiciones  ambientales  para  que  él  pueda  procurárselos,  poseerlos 
y  disfrutarlos.  Y  como  entre  estos  valores  y  bienes  se  cuentan,  y  en  la 
suprema  jerarquía,  los  de  orden  religioso  y  moral;  esos  son  los  que  ante 
todo  deben  procurarse,  promoverse  y  garantizarse  aun  mirando  a  la  pu- 
ra naturaleza. 

Luego  el  Estado,  que  tiene  obligación  de  garantizar  y  promover  el 
bien  común,  la  tiene  en  primer  lugar  de  garantizar  y  promover  la  parte 
más  importante  de  él,  que  es  el  valor  religioso,  ya  según  lo  define  e 
impone  la  ley  natural  y  lo  conoce  la  pura  razón,  ya  tal  como  se  presenta 
en  la  revelación  divina. 
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No  puede,  pues,  ante  la  razón  justificarse  ni  el  Estado  laicista,  o  per- 
seguidor de  toda  religión  y  moral  fundada  en  ella,  ni  siquiera  el  laico, 
en  el  sentido  de  despreocupado  en  absoluto  de  garantizar  las  condicio- 
nes sociales  requeridas  para  que  el  ciudadano  viva  también  dignamente 
una  vida  religiosa  moral. 

En  el  orden  sobrenatural  vigente  quiere  Dios  que  la  totalidad  de  los 
ciudadanos  profese  el  catolicismo  y,  por  tanto,  que  el  bien  religioso, 
principal  parte  del  bien  común,  sea  estimado  según  lo  define  la  fe  ca- 
tólica. 

Por  consiguiente,  el  Estado,  en  ese  plan  divino,  por  la  obligación  que 
tiene  de  asegurar  y  promover  el  bien  común,  está,  ante  todo,  obligado  a 
asegurar  y  promover  la  posibilidad  y  facilidad  para  que  el  católico  viva 
en  católico,  así  en  la  vida  pública  como  en  la  privada. 

La  dificultad  estará  únicamente  en  precisar  lo  que  el  Estado  debe  y 
puede  legítimamente  hacer  para  cumplir  con  esa  tan  grave  obligación 
que  en  su  generalidad  y  objetividad  es  indiscutible,  aunque  subjetiva- 
mente, muy  de  ordinario,  no  se  advierta. 

8.    Cómo  debe  y  puede  el  Estado  promover  el  bien 
religioso  católico. 

Según  el  ideal  divino,  todos  los  ciudadanos  deben  ser  católicos. 

Supongamos  que  lo  son  de  hecho,  y  que,  por  tanto,  conciben  el  bien 
común  en  católico,  o  sea,  como  han  de  concebirlo  y  pretenderlo.  Desean, 
pues,  que  las  normas  religiosomorales  reguladoras  de  la  vida  pública  sean 
las  que  Cristo  ha  revelado  y  la  competente  autoridad  eclesiástica,  por  Él 
establecida,  ha  enseñado  y  enseña. 

Esas  normas,  propias  de  tal  sociedad  católica,  son,  en  sustancia,  las 
siguientes: 

1.  El  Estado,  representación  adecuada  de  la  comunidad  y  encarna- 
ción del  poder  civil,  ha  de  tributar  culto  a  Dios  según  la  forma  determi- 
nada por  la  Jerarquía  eclesiástica. 

Ha  de  tributar  culto  a  Dios,  porque  toda  persona  ha  de  tributárselo, 
y  el  Estado  es  una  persona,  bien  que  no  física,  sino  moral.  Pero  el  ser 
moral  no  le  libera  de  esa  obligación. 

Porque  es  persona  real,  distinta  de  cada  una  de  las  personas  físicas 
o  ciudadanos  y  de  su  mera  conglomeración;  y  toda  persona,  precisa- 
mente por  ser  ella  y  no  otra,  debe  a  Dios  sumisión,  adoración  y  alabanza 
peculiar  en  razón  de  ser  obra  suya,  por  causalidad  eficiente  y  por  causa- 
lidad final. 

Cierto  que,  por  no  ser  persona  física,  no  se  da  en  el  Estado  ni  un 
entendimento  físico  único  que  reconozca  los  títulos  de  Dios  al  culto,  ni 
una  voluntad  física  única  que  lo  impere  y  de  hecho  lo  tribute;  pero  esta 
circunstancia  no  lo  incapacita  para  ser  sujeto  del  deber  de  venerar  y 
servir  a  Dios,  como  no  lo  incapacita  para  serlo  del  de  practicar  la  jus- 
ticia en  sus  diversos  aspectos.  Y  si  le  urge  el  deber  de  ser  justo  o  gober- 
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nar  justamente,  también  le  podrán  urgir  otros  deberes,  y  entre  ellos  el 
de  dar  a  Dios  el  debido  culto;  y  si  le  urgen,  es  claro  que  podrá  realizar 
los  actos  específicos  de  su  cumplimiento. 

El  deber  de  dar  culto  a  Dios  el  Estado  significa  que  las  diversas  per- 
sonas físicas  que  constituyen  los  organismos  en  que  el  poder  civil  se 
concreta  han  de  reconocerse  dependientes,  adoradores  y  siervos  de  Dios, 
no  sólo  como  simples  ciudadanos,  sino  como  gobernantes  o  participan- 
tes de  una  potestad  que  viene  de  Dios  y  a  Dios  se  ordena  y  sólo  según 
la  voluntad  de  Dios  ha  de  ser  empleada  para  el  bien  de  los  gobernados: 
servus  servorum  Dei. 

Esa  conciencia  de  dependencia  y  obligación  de  reconocer,  adorar,  ala- 
bar y  servir  a  Dios  como  gobernantes,  y  no  sólo  como  ciudadanos  o  sim- 
ples seres  racionales,  es  algo  no  sólo  posible,  sino  realísimo.  No  es,  ni 
mucho  menos,  puro  ente  de  razón  raciocinante.  Significa,  además,  que 
los  gobernantes  han  de  sentirse  elementos  constitutivos  de  una  persona 
moral  que,  en  cuanto  tal,  algo  añade  a  la  mera  suma  de  las  personas  físi- 
cas, y  han  de  reconocer  que  todos,  juntos  en  esa  nueva  unidad,  son  un 
instrumento  del  Creador  y  Redentor  en  la  realización  de  sus  adorables 
designios — misión  sagrada — ,  y  por  lo  mismo,  corporativamente  han  de 
tributarle  culto,  bien  que  no  puedan  tributárselo  sino  mediante  los  ac- 
tos de  personas  físicas;  como  cuando  el  Estado  legisla,  administra,  pre- 
mia o  castiga,  no  lo  hace  ni  puede  hacerlo,  sino  por  los  actos  de  deter- 
minadas personas  físicas  en  quienes  se  concreta  y  en  quienes,  por  así 
decirlo,  él  está  no  sólo  representado,  sino  concentrado. 

2.  El  Estado — en  tal  sociedad  católica  o  formada  por  católicos — 
nada  ha  de  consentir,  en  principio,  contra  el  bien  religioso  católico,  por- 
que ese  bien  forma  parte  esencial  y  principal  del  bien  común,  y  el  Estado 
nada  ha  de  consentir  contrario  a  éste. 

Como  no  puede  consentir,  en  cuanto  de  él  dependa,  que  cundan  las 
enfermedades  y  las  taras  fisiológicas  y  psíquicas  nocivas  a  la  salud,  ni  el 
analfabetismo,  la  ignorancia  y  el  error  manifiestamente  contrarios  a  las 
exigencias  actuales  de  la  cultura;  ni  la  profesión  y  difusión  del  ateísmo 
y  de  la  inmoralidad  pública  indiscutible,  en  pugna  con  las  exigencias  del 
bien  moral;  porque  la  salud,  la  cultura,  la  pública  moralidad,  son  elemen- 
tos del  bien  común;  así  ha  de  impedir  cuanto  destruye  o  pone  en  serio 
peligro  el  bien  religiosomoral  católico  en  una  sociedad  católica,  porque 
ese  bien  religiosomoral  es  el  principal  constitutivo  del  bien  común,  tal 
como  lo  conciben  y  pretenden  los  ciudadanos — indiscutible  democracia — 
y,  sobre  todo,  como  lo  concibe  y  lo  quiere  Dios. 

3.  No  solamente  ha  de  impedir  cuanto  crea  dificultades  a  la  exis- 
tencia y  desarrollo  de  los  valores  religiosomorales  de  sentido  católico,  si- 
no que  ha  de  tutelarlos  y  promoverlos  positivamente,  creando  y  mante- 
niendo condiciones  favorables  a  la  acción  santificadora  de  los  sucesores 
de  Pedro  y  los  demás  apóstoles  por  sí  y  por  sus  ministros  y  colaborado- 
res, y  a  la  vida  cristiana  de  los  simples  fieles. 

Que  el  Estado,  según  el  ideal  divino,  urja  este  triple  deber:  dar 
culto  a  Dios  en  católico,  impedir  cuanto  dificulte  o  tienda  a  destruir  la 
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vida  católica,  y  fomentar  cuanto  le  es  necesario  y  aun  conveniente,  no 
puede  ponerse  en  litigio.  Es  una  evidente  exigencia  de  la  naturaleza  hu- 
mana y  del  ser  social,  y  una  enseñanza  divina  contenida  en  la  misión 
santificadora  de  la  Iglesia,  y  en  el  magisterio  eclesiástico  de  todos  los 
tiempos. 

Pero  se  ha  de  precisar  más  aún  el  modo  cómo  el  Estado  ha  de  cum- 
plirlo. 

Esto  lo  haremos  analizando  el  pensamiento  e  ideal  divino  sobre  las 
relaciones  de  la  Iglesia  y  el  Estado;  primero,  en  su  aspecto  ontológico 
y  metafísico:  cómo  entre  sí  son  independientes  o  no  las  potestades  ecle- 
siástica y  civil;  segundo,  en  su  aspecto  exterior  o  jurídico. 


9.    Relaciones  entre  ambas  potestades.  Independencia 
y  dependencia. 

Aunque  ambas  potestades  y  ambas  sociedades  se  ordenan  de  algún 
modo  al  último  y  sobrenatural  fin — como  se  ordenan  todos  los  hombres, 
y,  por  el  hombre,  todas  las  cosas — ,  sin  embargo,  la  Iglesia  tiene  en  este 
mundo  un  fin  puramente  sobrenatural:  la  santificación  de  las  almas,  que 
ha  de  conseguir  con  medios  sobrenaturales  en  su  propia  entidad  o,  a  lo 
menos,  en  su  conexión  con  tal  fin.  Y  sobre  ese  fin  y  esos  medios,  la  po- 
testad eclesiástica  es  exclusiva  e  independiente  en  absoluto  de  toda  po- 
testad diferente. 

Pero  el  Estado,  en  cambio,  tiene  por  fin  específico  suyo  el  orden  y 
el  bienestar  social,  en  cuanto  ambiente  de  una  existencia  terrena  y  tem- 
poral, pero  digna  y  perfecta,  en  lo  posible,  con  la  posesión  y  uso  de  va- 
riados bienes  materiales  y  espirituales,  y  subordinada  a  la  eterna. 

Todos  los  bienes  concretos  que  contribuyen  a  la  creación  de  esa  si- 
tuación o  ambiente — bien  común,  fin  del  Estado — y  en  cuanto  medios 
conducentes  a  él,  caen  bajo  la  potestad  estatal  de  algún  modo,  pero  con 
esta  diferencia:  que  cuando  son  en  sí  realidades  puramente  naturales, 
alimentos,  medicinas,  vestidos,  habitación,  cultura  en  materias  profanas, 
técnica  de  industria,  agricultura,  comercio,  política...,  sin  conexión  ob- 
jetiva con  la  santificación  de  las  almas  que  procura  la  Iglesia,  aunque  ca- 
da creyente,  con  recta  y  sobrenatural  intención,  pueda  y  deba  subjetiva- 
mente ordenar  el  uso  de  esos  bienes  al  fin  último,  entonces,  el  Estado 
es  independiente  de  la  Iglesia. 

En  cambio,  cuando  las  realidades  que  en  calidad  de  medios  para  su 
fin  propio  pretende  utilizar  el  Estado,  tienen  objetiva  conexión  con 
esa  santificación  de  las  almas,  o  porque  son  en  sí,  en  algún  aspecto,  más 
o  menos  sobrenaturales,  como  el  matrimonio  entre  cristianos,  o  porque 
son  sujetos  o  instrumento  de  algo  sobrenatural,  como  los  bienes  mate- 
riales eclesiásticos,  o  circunstancia  de  gran  influjo  en  intereses  sobrenatu- 
rales, como,  v.  gr.,  la  organización  del  servicio  militar  afecta  en  bien  o 
en  mal  a  la  formación  de  los  seminaristas  y  religiosos;  el  Estado  no  pue- 
de intervenir  con  potestad  independiente  y  soberana,  sino  condicionada 
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por  las  enseñanzas  y  las  exigencias  de  la  Iglesia.  Puede  y  debe  interve- 
nir muchas  veces,  pero  para  servir  y  ayudar  a  la  Iglesia,  y  en  la  forma 
que  ésta  quiera  ser  servida  y  ayudada;  e  interviniendo  así,  es  como  pro- 
cura el  bien  común  aun  en  el  aspecto  religioso,  en  la  parte  que  le  obliga. 

De  forma  que,  aun  en  su  campo  propio,  el  Estado  ha  de  oir  las  normas 
religioso-morales  de  la  conducta  de  los  gobernantes;  en  las  materias  lla- 
madas mixtas  ha  de  actuar  de  acuerdo  con  la  Iglesia  y  dispuesto  a  some- 
terse a  sus  definitivas  resoluciones;  y  en  las  temporales  de  algún  modo 
conexas  con  la  vida  sobrenatural  de  las  almas,  ya  por  su  propia  entidad 
o  naturaleza,  ya  por  circunstancias  eventuales,  debe  también  obedecer  a 
la  autoridad  eclesiástica. 

De  forma  que  soberano  independiente  no  es  sino  en  lo  que  no  tiene 
conexión  objetiva  alguna  con  el  mundo  sobrenatural,  y  salva  la  aceptación 
de  las  leyes  religiosomorales  de  la  conducta  dictadas  por  la  Iglesia  para 
el  gobernante  en  cuanto  tal. 

Estas  verdades  las  expresan  hoy  los  teólogos  desde  Belarmino  y  Suá- 
rez,  diciendo  que,  según  el  plan  divino,  y  en  una  sociedad  católica — donde 
ese  plan  puede  y  debe  realizarse — ,  la  Iglesia  tiene  potestad  directa  sobre 
individuos  e  instituciones  y,  por  lo  mismo,  sobre  los  gerentes  de  la  po- 
testad civil,  en  cuanto  atañe  al  bien  sobrenatural  de  las  almas  y  en  todos 
los  aspectos  de  su  acción  magisterial,  ritual,  disciplinar:  potestad  soberana, 
independiente,  exclusiva. 

Pero  sobre  esos  mismos  gobernantes  tiene  potestad  indirecta  en  cuan- 
to sea  en  sí  profano  y  temporal,  si  se  relaciona  objetivamente  con  lo  sobre- 
natural: ratione  peccati  o  boni  supernaturalis,  de  forma  que  en  tales  asun- 
tos pueda  ordenarles  que  se  abstengan  de  hacer  lo  que  daña  a  ese  bien 
sobrenatural,  y  que  hagan  lo  que  le  favorece.  Esa  ordenación  es  hoy,  para 
ciertos  autores,  un  acto  de  consejo,  ruego,  mera  orientación,  pero,  según 
los  clásicos  y  la  declaración  de  la  Santa  Sede  al  cardenal  H.  I.  Sevin,  arzobis- 
po de  Lyon,  por  el  secretario  de  Estado  cardenal  Merry  del  Val,  en  1913, 
es  un  acto  de  auténtica  jurisdicción:  un  real  mandato  al  que  el  gerente  de 
la  potestad  civil  debe  prestar  obediencia  (16).  Vamos  a  mostrar  que  así  es. 


(16)  El  cardenal  Antonelli,  en  carta  de  19  de  marzo  de  1870,  comunica  de  parte  de  Pío  IX 
al  Gobierno  francés  que  es  doctrina  fundamental  de  la  Iglesia  la  subordinación  indirecta, 
no  directa,  del  poder  civil  al  religioso.  «Si  la  felicidad  temporal,  dice,  que  es  el  fin  de  la 
potestad  civil,  está  subordinada  a  la  eterna  bienaventuranza,  que  es  el  fin  espiritual  del 
sacerdocio,  se  sigue  que,  en  orden  a  obtener  o  alcanzar  la  meta  que  Dios  ha  querido  seña- 
larles, el  primer  poder  está  subordinado  al  segundo,  pues  entre  sí  han  de  subordinarse  las 
facultades  como  los  fines  a  que  se  ordenan.»  Collectio  Lacensis,  to.  VII,  col.  1515-1516.  Cf.  CU 
viltá  Cattolica,  serie  VII,  an.  XXI,  tom.  X,  p.  178  ss. 

Y  el  cardenal  Merry  del  Val,  secretario  de  Estado  de  Pío  X,  en  carta  al  arzobispo  de 
Lyon,  con  ocasión  del  Congreso  de  Jurisconsultos  Católicos  de  Francia,  después  de  recomen- 
dar la  doctrina  de  Tarquini.  Cavagnis,  Billot,  que  manifiestamente  sostiene  la  subordinación 
del  Estado  a  la  Iglesia,  afirma  que  una  potestad  directiva,  solamente  directiva  y  no  de 
jurisdicción,  en  los  asuntos  temporales  relacionados  con  el  bien  de  las  almas,  es  insuficiente, 
y  ha  de  reconocerse  la  potestad  indirecta  de  los  autores  tradicionales  con  carácter  de  juris- 
dicción verdadera.  Se  equivocan,  dice,  ciertos  escritores  católicos  «cuando  conciben  las  dos 
sociedades,  eclesiástica  y  civil,  como  solamente  coordinadas  entre  sí,  o  cuando  limitan  a 
un  poder  puramente  directivo  la  jurisdicción  indirecta  que  la  Iglesia  tiene  el  derecho  de 
ejercitar  sobre  las  cosas  temporales,  cuando  ellas  tienen  algún  aspecto  sobrenatural»  (A.  A.  S., 
(1913)  p.  559).  V.  R.  Sotillo.  Compendian!  Juris  Publici  Ecclesiaslici,  Iib.  2,  pars.  2,  sect.  1, 
cap.  2,  art.  3,  4  et  5,  p.  233-255. 

Esta  cuestión  está  egregiamente  tratada  y  documentada  con  los  testimonios  y  citas  de  los 
más  graves  autores  en  la  materia  por  Ottaviani,  Instituliones  Juris  Publici  Ecclesiastici,  II, 
tit.  III,  artíc.  IV,  Sttbordinatio  indirecta  Status  ad  Ecclesiam,  pp.  137-151,  y  tit.  IV,  p.  151  ss. 
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10.    En  qué  consiste  la  potestad  indirecta  de  la  Iglesia 
sobre  lo  temporal. 


Creemos  que  la  posición  adoptada  frente  al  problema  de  la  naturaleza 
de  esta  potestad  llamada  indirecta  es  de  capital  importancia;  porque  de 
ella  dependerá  que  se  admita  o  no,  como  católica  doctrina,  el  ideal  de 
Estado  católico,  en  una  sociedad  católica. 

Como  al  principio  decíamos,  no  queremos  entrar  en  discusiones  ni  de- 
rivar nuestras  conclusiones  de  premisas  controvertidas;  pero  estimamos 
que  en  este  asunto,  entre  varios  puntos  de  vista  discutibles  o,  a  lo  menos, 
discutidos,  hay  algo  cierto  que  no  sólo  basta  para  justificar  a  quienes  ven 
en  el  poder  indirecto  un  poder  de  mando,  y  no  solamente  de  orientación 
y  consejo,  sino  que  por  todos,  en  realidad,  es  admitido,  pese  a  oposiciones 
accidentales  y  a  terminología  diferente. 

Ese  algo  cierto  y  aceptado  universalmente  por  todos  los  católicos  orto- 
doxos, sin  excluir  a  Juan  de  París,  lo  expresa  y  razona  Suárez  con  par- 
ticular claridad  y  eficacia;  y  por  eso  vamos  a  transcribir  detalladamente 
algunos  de  sus  raciocinios,  prescindiendo  de  otros  que,  desde  luego,  tene- 
mos por  demostrativos,  pero  no  son  necesarios  para  nuestro  intento. 

«Los  reyes  temporales  son  en  lo  espiritual  subditos  de  San  Pedro  y  de  sus  su- 
cesores. Ahora  bien,  la  potestad  espiritual  conferida  a  San  Pedro  se  extiende  a  la 
dirección  de  todos  los  actos  de  los  subditos  con  que  puede  ganarse  o  perderse  la  vida 
eterna,  como  prueban  el  ilimitado  sentido  de  la  palabra  apacienta  {pasee  agnos  meos, 
pasee  oves  meas)  y  el  poder  universal  de  atar  y  desatar. 

Ahora  bien,  uno  de  esos  actos  en  el  príncipe  cristiano  es  el  uso  debido  de  la 
autoridad  gubernativa,  ya  que,  si  no  la  ejercita  justamente,  será  condenado. 

Luego  será  propia  del  pastor  espiritual  de  tal  príncipe  la  facultad  de  regirle  en 
el  uso  de  su  temporal  potestad,  dondequiera  que  se  desviare  (o  para  que  no  se 
desvíe)  de  la  recta  razón,  de  la  fe,  de  la  justicia,  de  la  caridad. 

Por  lo  cual,  esa  potestad  espiritual  se  extiende  indirectamente  a  lo  temporal,  pues 
el  mismo  uso  de  la  potestad  temporal,  en  cuanto  daña  o  aprovecha  al  alma,  se  con- 
tiene en  la  zona  de  lo  espiritual,  como  un  particular  en  lo  universal  y  como  medio 
necesario  bajo  el  fin  al  que  se  ordena  la  potestad  espiritual  (17). 

Atendiendo  a  los  subditos  [del  príncipe  temporal  cristiano],  se  prueba  no  menos 
eficazmente  la  inclusión  [del  poder  indirecto  del  Sumo  Pontífice  en  su  poder  espiri- 
tual]. Porque  si  el  príncipe  prescribe,  o  permite  a  sus  subditos  más  de  lo  razonable, 
actos  ilícitos,  ya  en  sus  quehaceres  temporales,  ya  en  el  uso  de  los  bienes  terrenos, 
les  haría  un  grave  mal  espiritual. 

Ahora  bien,  el  Sumo  Pontífice  tiene  obligación  de  procurar  el  bien  espiritual  de 
todo  el  pueblo  cristiano  sometido  a  los  reyes  temporales. 

Luego  en  ella  ha  de  incluirse  la  potestad  de  alejar  del  pueblo  cristiano  todos  los 
perjuicios  espirituales  que  del  abuso  de  la  potestad  temporal  regia  pudieran  dimanar. 

Es,  pues,  necesario,  también  por  esa  razón,  que  la  potestad  espiritual  del  Sumo 
Pontífice  se  extienda  indirectamente  a  lo  temporal,  dirigiendo,  cuando  convenga,  la 
potestad  temporal  para  que  de  tal  modo  ordene  los  asuntos  temporales  que  no  dañe 
a  los  espirituales»  (18). 


(17)  Suárez.  Defensio  Fidei,  lib.  3,  ca.  22,  n.  5.  Donde  Suárez  escribe  reyes  o  príncipes, 
podemos  entender  hoy  gobernantes  en  general  o  gerentes  del  poder  civil. 

(18)  Suárez,  Ib.,  n.  6. 


los  principios. — 3. 
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De  forma  que  las  acciones  del  gobernante  en  cuanto  tal  caen  bajo  las 
normas  religiosomorales;  y,  por  lo  mismo,  bajo  la  jurisdicción  del  Romano 
Pontífice. 

Si  tales  acciones  son  impeditivas  de  bienes  sobrenaturales,  deben  omi- 
tirse; si  promotoras  de  los  mismos,  deberán  realizarse,  cuando  además 
son  necesarias  o,  a  lo  menos,  podrán,  si  no  lo  son. 

El  Papa,  pues,  podrá  y  aun,  en  su  caso,  deberá  probibir  las  primeras, 
mandar  las  segundas  y  aconsejar  las  terceras. 

Obsérvese  que,  según  este  razonamiento,  la  subordinación  del  gober- 
nante civil  en  cuanto  tal  al  eclesiástico  no  se  deduce  precisamente  de  que 
la  potestad  eclesiástica  sea  en  sí  más  excelente,  como  en  efecto  lo  es,  por 
su  fin,  por  su  origen  y  por  su  propia  entidad  (19),  sino  porque  Dios  ha 
conferido  al  Papa  y  a  los  obispos  la  misión — derecho  y  deber — de  regir 
las  acciones  de  todos  sus  subditos,  según  la  voluntad  de  Cristo;  y  entre 
esas  acciones  figuran,  sin  duda  alguna,  las  de  los  gobernantes  civiles  cató- 
licos en  cuanto  tales.  Porque  también  ellos  son  subditos  de  la  Iglesia,  y 
también  sus  acciones  específicas  de  gobernantes  han  de  someterse  a  la  ley 
de  Dios. 

Esas  acciones  de  los  gobernantes  civiles,  en  cuanto  tales,  son  legislar, 
administrar,  sancionar,  juzgar,  en  orden  al  bien  común.  Luego  todas  ellas, 
en  cuanto  se  relacionan  con  el  bien  sobrenatural,  ya  peculiar  de  los  mismos 
gobernantes,  ya  de  los  gobernados  y  de  la  comunidad  eclesiástica,  están 
sujetas  a  la  jurisdicción  del  Romano  Pontífice  y  de  los  obispos,  según 
los  casos. 

Esta  doctrina  no  implica  directa  jurisdicción  del  Romano  Pontífice 
sobre  los  asuntos  propios  del  jefe  del  Estado,  sino  sólo  indirecta,  lo  cual 
declara  Suárez  con  dos  ejemplos  del  señor  y  del  siervo,  del  padre  y  del  hijo. 

«El  señor  o  dueño  tiene  peculiar  dominio,  de  que  el  Papa  carece,  sobre  el  siervo 
y,  sin  embargo,  ciertamente  todo  señor  está  sometido  a  la  potestad  del  Papa  cuanto 
al  debido  uso — en  el  plano  religiosomoral — de  su  siervo,  sobre  el  cual,  por  lo  mismo, 
el  Papa  posee  una  potestad  indirecta. 

Del  mismo  modo,  la  patria  potestad  es  propia  del  padre,  al  cual  le  corresponde 
por  naturaleza,  no  del  pastor  espiritual;  y,  sin  embargo,  está  sometida  en  su  uso  a 
la  potestad  de  la  Iglesia,  para  ser  convenientemente  dirigida  según  las  exigencias  del 
Evangelio,  de  forma  que  en  este  sentido  la  autoridad  eclesiástica  se  extiende  indirec- 
tamente al  régimen  de  los  hijos  de  los  cristianos. 

Lo  cual  no  es  maravilla.  Porque  si  el  mismo  rey,  a  pesar  de  no  tener  patria  po- 
testad sobre  el  hijo  del  subdito,  ni  dominio  sobre  el  siervo  del  mismo,  puede  ejercer 
una  eminente  e  indirecta  autoridad  para  dirigir  al  padre  y  al  señor  en  el  uso  de  su 
respectivo  derecho  sobre  el  hijo  y  el  esclavo,  mucho  más  el  vicario  de  Cristo  poseerá 
semejante  jurisdicción  sobre  los  reyes  cristianos  en  orden  al  bien  espiritual  de  toda 
la  Iglesia»  (20). 

Por  otra  parte,  nadie  podrá  negar  al  Papa  y  a  los  obispos  la  facultad 
de  determinar,  en  cada  caso  concreto,  si  una  acción  gubernativa,  que  ver- 
sa sobre  un  objeto  material  o  temporal,  v.  gr.,  exacción  de  impuestos,  or- 
ganización del  trabajo  en  la  industria,  imposición  de  un  plan  de  estudios, 

(19)  Suárez,  De  Legibus,  lib.  4,  cap.  8  y  9. 

(20)  Suárez,  Defensio  Fidei,  lib.  3,  cap.  22,  n.  9. 
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se  conforma  o  no  con  las  exigencias  de  la  ley  divina  natural  y  positiva, 
y  es  o  no  es  nociva  o  provechosa  al  bien  sobrenatural  de  las  almas. 

Esto  no  puede  negarlo  nadie  que  no  figure  entre  los  que  sólo  reco- 
nocen a  la  Iglesia  la  misión  de  proclamar  principios,  pero  no  de  aplicar- 
los a  la  realidad,  señalando  los  casos  concretos  en  que  se  observa  la  ley 
de  Dios  o  se  viola  (20  bis). 

11.    Extensión  de  la  potestad  indirecta. 

Con  estos  argumentos  queda  establecida,  en  principio,  la  jurisdic- 
ción espiritual  del  Romano  Pontífice  sobre  la  potestad  temporal  de  los 
príncipes,  ratione  peccati  et  boni  spirítualis;  pero  es  necesario  precisar 
su  extensión  o,  en  otros  términos,  enumerar  los  actos  propios  de  esa 
jurisdicción  espiritual  sobre  el  uso  de  la  potestad  temporal. 

En  el  príncipe  hay  dos  clases  de  potestad  temporal:  la  de  legislar 
y  sentenciar,  que  es  la  propiamente  civil  y  moral,  y  la  de  aplicar  las 
leyes  y  ejecutar  las  sentencias,  que  no  tanto  es  derecho  como  poder  físico, 
ejecutivo  y  militar. 

En  el  Romano  Pontífice  habrá,  pues,  el  derecho  de  dirigir  eficaz- 
mente al  príncipe  en  el  uso  de  una  y  otra  clase  de  su  potestad  temporal. 

Cuanto  a  la  primera,  podrá,  pues,  el  Papa  obligar  al  príncipe  a  que 
se  abstenga  de  dar  leyes  contrarias  al  bien  espiritual  de  las  almas,  a  que 
derogue  las  dadas,  y  a  que  dé  las  que  el  mismo  bien  espiritual  reclame. 

Podrá  también  el  Papa  obligar  al  príncipe  a  que  se  abstenga  de  dic- 
tar una  inicua  sentencia,  o  declararla  nula  o  injusta  después  de  dictada. 

Cuanto  a  la  segunda,  o  sea,  a  la  potestad  física,  ejecutiva  y  militar, 
podrá  el  Papa  dirigirla  de  dos  modos:  primero,  cohibiendo  y  prohibiendo 
los  abusos;  segundo,  moviendo  al  recto  uso  en  auxilio  de  la  fe  y  en  de- 
fensa de  la  religión  cristiana  y,  si  fuese  preciso,  imperándolo. 

«El  primer  modo  es  de  suyo  evidente;  porque,  como  dijo  Inocencio  III  in  cap. 
Novii  de  Judiciis,  propio  es  de  la  potestad  espiritual  reprimir  e  impedir  los  pecados 
y,  sobre  todo,  está  obligada  a  ello  cuando  son  públicamente  nocivos  y  contrarios  al 
bien  común;  ahora  bien,  tal  sería  el  abuso  de  la  potestad  real  para  hacer  una  guerra 
injusta  y  causar  todos  los  consiguientes  daños;  luego  podría  el  Papa  prohibirlo,  y  el 
rey,  en  tal  caso,  estaría  sujeto  a  su  obediencia»  (21). 

Y,  por  lo  que  se  refiere  al  segundo  modo,  no  hay  duda  de  que  el  Papa  puede 
imperar  a  los  reyes  que  pongan  su  poder  (ejecutivo,  administrativo,  militar)  al  ser- 
vicio de  la  Iglesia. 

«Porque  los  príncipes  cristianos  están  obligados  a  defender  y  auxiliar  a  la  Iglesia, 
ya  por  razón  de  su  mismo  oficio,  ya  por  exigencias  de  cierta  justicia  legal,  al  modo 
como  un  miembro  de  la  república  lo  está  a  prestarle  ayuda,  ya  por  caridad  cristiana. 
Luego  en  caso  de  necesidad  puede  el  Romano  Pontífice,  como  pastor  espiritual  así 
de  la  universal  Iglesia  como  de  los  mismos  príncipes,  moverlos  al  conveniente  ejer- 
cicio de  su  potestad  temporal,  impulsándolos  y  obligándolos  con  actos  de  imperio. 


(20  bis)  Pío  XII.  Discurso  al  Sacro  Colegio  y  al  Episcopado  católico,  2  nov.  1954.  A.  A.  S. 
46  (1954),  pp.  671-673.  Cf.  Colección  de  Encícl.  y  docum.  ponlif.  de  la  A.  C.  E.,  edic.  de 
1955,  p.  1586  ss.,  nn.  10-12. 

(21)   Suarez,  ib.  n.  15. 
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El  antecedente  parece  manifiesto  sin  más  declaración  de  sus  términos;  porque 
todos  los  cristianos  son  miembros  del  mismo  Cuerpo,  la  Iglesia;  y  los  miembros, 
como  enseña  San  Pablo  en  la  1."  a  los  Cor.,  cap.  12,  deben  mostrarse  mutuamente 
solícitos  especialmente  del  bien  común,  cada  uno  según  su  potestad  y  su  jerarquía. 
Cuando  quiera,  pues,  que  la  Iglesia  necesite  del  poder  del  príncipe,  le  incumbe  a 
éste,  con  particular  obligación,  esa  solicitud  y  cuidado  [de  que  habla  el  apóstol]. 

Y  por  eso,  el  Papa  León,  en  su  epístola  75  al  emperador  León:  Debes,  le  dice, 
considerar  con  toda  diligencia  que  la  regia  potestad  te  ha  sido  dada  no  sólo  para  go- 
bernar el  mundo,  sino  especialmente  para  defender  a  la  Iglesia. 

Y  Gregorio,  lib.  2,  indict.  11,  epíst.  61,  o  sea,  cap.  100:  Para  esto  ha  sido  dada 
a  la  piedad  de  los  emperadores  la  potestad,  para  que  con  ella  ayuden  a  los  que  aman 
el  bien  y  para  que  el  reino  terrestre  sirva  al  celestial. 

Y  magníficamente,  San  Agustín,  en  la  epíst.  90,  comentando  aquello  del  salmo  2: 
Et  nunc  reges  intelligite,  erudimini,  qui  judicatis  terram,  servite  Domino  in  timore, 
dice:  De  un  modo  sirve  en  cuanto  que  es  hombre,  de  otro  en  cuanto  que  es  también 
rey.  En  cuanto  es  hombre  le  sirve  guardando  los  divinos  preceptos  con  fidelidad;  en 
cuanto  es  rey  le  sirve  sancionando  con  la  debida  energía  leyes  que  prescriben  lo  justo 
y  prohiben  lo  injusto. 

Por  lo  que  el  Concilio  parisiense  celebrado  bajo  Ludovico  y  Lotario,  dice  en  el 
libro  segundo,  c.  2:  El  rey  debe  ser  en  primer  lugar  defensor  de  la  Iglesia  y  de  los 
siervos  de  Dios,  etc.  Conforme  a  lo  cual,  los  mismos  Ludovico  y  Lotario,  empera- 
dores, escribieron  al  Papa  Eugenio:  En  toda  verdad  nos  reconocemos  obligados  a 
prestar  el  auxilio  de  nuestro  poder,  según  nuestras  posibilidades  y  según  nuestro  en- 
tender, a  todos  aquellos  que  tienen  encomendado  el  gobierno  y  el  cuidado  de  las 
ovejas  de  Cristo,  y  en  todo  lo  que  pertenece  al  culto  divino. 

El  mismo  católico  emperador,  Carlos  V,  dijo  en  el  edicto  de  Worms:  Para  honor 
de  Dios  Omnipotente  y  para  mostrar  la  debida  reverencia  al  Romano  Pontífice  y  a 
la  Sede  Apostólica,  según  lo  exige  la  dignidad  imperial,  y  con  el  celo  y  devoción  con 
que  a  ejemplo  de  nuestros  mayores  y  por  propio  impulso  estamos  preparados  a  ex- 
poner todas  nuestras  fuerzas,  nuestros  bienes,  nuestro  imperio,  reinos,  dominios  y 
aun  finalmente  la  propia  vida,  para  defensa  de  la  fe  católica  y  honor,  tutela  y  pro- 
tección de  la  santa,  romana  y  universal  Iglesia... 

Con  lo  dicho,  fácilmente  se  muestra  la  legitimidad  de  la  conclusión.  Porque  si 
el  rey  o  el  príncipe  fueran  negligentes  en  prestar  ese  auxilio,  podrá  el  Sumo  Pon- 
tífice excitarlos  a  ello  y  aun  moverlos  por  medio  de  un  precepto  formal.  Primero, 
porque  según  el  principio  antes  establecido,  el  Papa  es  pastor  del  rey  no  sólo  con- 
siderado como  hombre,  sino  también  como  rey,  supuesto  que  en  uno  y  otro  oficio  debe 
comportarse  rectamente  para  agradar  a  Dios  y  salvarse,  y,  por  lo  mismo,  puede 
procurar  y  mandarle  que  cumpla  con  esta  obligación.  Segundo,  porque,  aun  en  el 
caso  de  no  mediar  una  urgente  necesidad  de  la  Iglesia,  y  de  no  surgir,  por  la  misma 
ley  de  la  caridad,  una  como  natural  obligación  de  auxiliarla,  podría,  no  obstante,  el 
Papa,  imponerla  al  príncipe,  habiendo  suficiente  causa  para  ello;  pues  el  tal  pre- 
cepto sería  entonces  justo,  ya  que,  mirando  el  bien  sobrenatural,  sería  conforme  a  la 
razón  y,  además,  impuesto  por  la  potestad  legítima.  Porque  siendo  el  Romano  Pon- 
tífice cabeza  y  superior  en  los  asuntos  espirituales,  posee  la  jurisdicción  necesaria 
para  imponer  todos  los  preceptos  que  sean  justos  y  prudentes  en  orden  al  fin  so- 
brenatural y  al  bien  de  la  Iglesia»  (22). 

Que  además  de  mandar  y  prohibir  pueda  la  Iglesia  imponer  sancio- 
nes, cuando  menos  espirituales,  a  los  gobernantes  desobedientes,  es  tam- 
bién indiscutible,  prescindiendo  de  si,  además,  puede  o  no  aplicarles  otras 
temporales  (23). 

Si  todo  esto  es  verdadero,  como  lo  es,  existe  una  verdadera  jurisdicción 
de  la  Iglesia  sobre  los  gobernantes  católicos  en  cuanto  tales,  esto  es,  en  el 


(22)  Suárez,  ib.  nn.  16-17. 

(23)  Suárez,  Defensio  Fidei,  lib.  3,  cap.  23. 


ejercicio  de  su  específica  función  de  tutelar  y  promover  el  bien  común, 
según  las  normas  de  la  religión  católica. 

La  realidad  de  esta  jurisdicción  no  puede  ponerse  en  duda,  ni  siquiera 
en  su  aspecto  coactivo,  aunque  se  excluyera  de  ella  la  potestad  de  deponer 
a  los  príncipes,  de  relevar  a  los  subditos  de  su  obligación  de  fidelidad  al 
gobernante  desobediente  a  la  Iglesia,  de  imponer  especiales  castigos  tem- 
porales, o  de  hacer  por  sí,  en  la  sociedad  civil,  lo  que  el  gobernante,  fal- 
tando a  su  deber  y  resistiendo  al  mandato  o  prohibición  del  Papa,  no  qui- 
siere hacer.  Aun  sin  poder  nada  de  esto — cosa  que  aquí  ni  se  afirma  ni  se 
niega — queda  en  pie  que  puede  mandar  o  prohibir  al  gobernante,  en 
orden  a  usar  de  uno  u  otro  modo  su  potestad  específica  al  legislar,  al 
administrar,  al  juzgar,  al  sancionar,  en  zonas  no  propiamente  sobrenatu- 
rales, pero  sí  relacionadas  con  el  bien  sobrenatural  de  las  almas. 

Ese  es  el  poder  llamado  indirecto,  reducido,  si  se  quiere,  a  su  mínima 
expresión,  pero  suficiente  para  justificar  como  ideal  divino  el  Estado  Ca- 
tólico: Un  Estado  que  tributa  culto  católico  a  Dios,  que  acepta  las  nor- 
mas religiosomorales  reguladoras  de  la  vida  política,  y,  en  su  virtud,  está 
dispuesto  a  obedecer  al  Papa  y  a  los  obispos,  cuando  le  prohiben  una  ac- 
ción o  le  mandan  poner  otra  de  que  depende  el  bien  sobrenatural. 

El  poder  indirecto  es,  pues,  una  verdadera  jurisdicción  espiritual  de  la 
Jerarquía  eclesiástica  sobre  los  gobernantes  en  cuanto  tales,  que  alcanza  lo 
temporal,  objeto  de  la  jurisdicción  civil,  a  través  de  la  conciencia  del  sub- 
dito de  la  Iglesia. 

No  es,  pues,  un  poder  meramente  directivo,  sino  preceptivo.  Consis- 
te, dice  Suárez,  en  que  el  Sumo  Pontífice, 

«En  virtud  de  su  potestad  o  jurisdicción  espiritual,  es  superior  a  los  reyes  y 
príncipes  temporales,  de  forma  que  los  pueda  dirigir,  en  el  ejercicio  de  la  potestad 
civil,  en  orden  al  fin  sobrenatural,  por  cuyas  exigencias,  tiene  autoridad  para  man- 
darles aquel  uso  de  su  poder  que  convenga  al  bien  sobrenatural  que  la  Iglesia  pro- 
mueve. Pues  por  potestad  directiva  no  entendemos  aquí  la  mera  potestad  de  acon- 
sejar, avisar  o  rogar,  ya  que  ninguno  de  estos  actos  es  peculiar  de  la  potestad  del  su- 
perior, sino  la  estricta  facultad  de  obligar  y  de  mover  con  moral  eficacia  y  coac- 
ción» (24). 

Lo  único  que  ciertos  teólogos  católicos,  como  Juan  de  París,  negaron, 
es  que  se  extendiera  a  la  imposición  de  ciertas  sanciones  de  orden  tempo- 
ral, como  deposición  del  gobernante,  o  válida  adopción  de  ciertas  medi- 
das, como  liberación  de  los  súbditos  del  deber  de  obediencia,  o  promulga- 
ción de  una  ley  que  el  superior  civil,  faltando  a  su  deber,  no  quisiera 
promulgar,  pese  al  mandato  del  Papa;  pero  que  sea  jurisdicción  auténti- 
ca, con  potestad  de  mandar,  prohibir,  juzgar,  castigar  a  gobernantes  cató- 
licos, en  una  sociedad  católica,  e  implique  la  sujección  antedicha,  ningún 
teólogo  católico  lo  negó  hasta  estos  tiempos,  a  saber,  ni  los  que  negaron 
al  Papa  en  cuanto  Papa  poder  sobre  las  cosas  temporales,  ni  los  que  li- 
mitaron su  derecho  coactivo  a  sanciones  meramente  espirtuales. 

Suárez,  De  leg.,  lib.  4,  c.  9,  n.  2,  afirma  que  esa  jurisdicción  indirecta 
es  sentencia  de  todos  los  católicos.  «Est  ergo  conclusio  haec  certa  et  com- 

(24)   Suárez,  ib.  cap.  22,  n.  1. 
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munis  apud  catholicos»;  y  en  Defensio  Vid.  lib.  3,  c.  22,  escribe  que  así 
entendida  la  doctrina  de  la  subordinación  del  gobernante  al  Papa,  no  sólo 
como  persona  individual,  sino  como  tal  gobernante,  la  afirman  unanimi 
consensu  aun  los  que  niegan  al  Vicario  de  Cristo  potestad  temporal  sobre 
los  reyes.  Esos  autores,  no  obstante,  «unanimi  consensu  docent  veritatem 
hanc  de  potestate  pontificis  directiva  regum  et  principum,  et  jurisdictionis 
ac  regiminis  eorum». 

Y  a  la  verdad,  supuesto  que  la  definición  dogmática  de  Bonifacio  VIII 
en  la  bula  «Unam  Sanctam»,  ha  de  tener  un  sentido,  y  no  el  de  autoridad 
directa  del  Papa  sobre  todo  lo  temporal  objeto  de  la  del  gobernante,  no 
puede  ser  otro  que  el  de  jurisdicción  espiritual  directa  sobre  la  conciencia 
del  gobernante  e  indirecta,  en  la  forma  dicha,  sobre  las  cosas  temporales 
relacionadas  con  el  mundo  sobrenatural. 


12.  SÍNTESIS. 

En  resumen,  el  bien  superior — sobrenatural — que  la  Iglesia  promueve 
puede  pedir,  a  veces,  del  gobernante  católico  una  determinada  acción  sobre 
lo  temporal,  y  pedirla  como  medio  necesario,  ya  sea  acción  impeditiva  o 
eliminatoria  de  obstáculos,  ya  creadora  o  garantizadora  de  facilidades  para 
la  vida  pública  de  sentido  cristiano,  o  bien  común  de  la  sociedad  católica. 

Es  evidente  que  la  Iglesia  puede  imperar  tal  acción,  así  necesaria  para 
el  bien  común,  al  gobernante  católico.  Y  si  éste  no  obedece,  podrá  casti- 
garlo, a  lo  menos,  con  penas  espirituales. 

La  diversidad  de  opiniones  sobre  la  naturaleza  del  elemento  coactivo 
inherente  al  poder  indirecto  del  Romano  Pontífice  no  se  opone  a  la  rea- 
lidad de  ese  poder,  como  verdadera  autoridad  espiritual  del  Papa  sobre  los 
gobernantes  católicos  civiles. 

Este  derecho  de  mandar  y  prohibir,  con  fuerza  coactiva,  es  un  derecho 
esencialmente  constitutivo  de  la  jurisdicción  espiritual  eclesiástica  sobre 
todo  gobernante  católico. 

Su  ejercicio,  como  el  de  otros  derechos,  deberá  condicionarse  por  las 
exigencias  de  la  prudencia  cristiana,  y  podrá  darse  el  caso — se  da  con  fre- 
cuencia, y  en  casi  todo  el  mundo — de  que  la  Jerarquía  eclesiástica  no  con- 
sidere ni  posible,  ni  oportuno,  ni  en  modo  alguno  útil,  imperar  o  exigir, 
sino  sólo  aconsejar,  rogar,  simplemente  proponer  la  verdad  y  la  norma 
cristiana  del  bien;  pero  no  por  eso  deja  de  poseer  la  suprema  jurisdicción; 
y  el  hecho  de  que  las  características  del  momento  histórico  en  que  vivimos 
obliguen  a  la  Iglesia  a  proceder  con  esa  mansedumbre  no  ha  de  invocarse, 
cual  hacen  algunos  escritores,  entre  ellos  Ivés  Congar,  como  argumento 
de  que  ella  jamás  se  atribuye  derecho  alguno  de  dar  órdenes  ni  de  plan- 
tear exigencias  a  los  gerentes  católicos  del  poder  civil. 

Hay  quienes  objetan  que,  si  tal  derecho  de  mandar,  aun  reducido  al 
mínimo  explicado  aquí,  asiste  a  la  Iglesia,  ésta  puede  controlar  y  determi- 
nar a  su  talante  el  ejercicio  de  la  potestad  civil,  y  prácticamente  apropiár- 
sela con  la  consiguiente  tentación  de  abusar  de  ella,  en  desprestigio  de 
su  autoridad  espiritual. 
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La  verdad  es  que  toda  suprema  potestad,  máxime  cuando  no  se  auto- 
limita  o  condiciona  por  normas  institucionales,  puede  excederse;  pero  esa 
posibilidad  no  le  quita  su  realidad. 

También  la  suprema  potestad  civil,  y  mucho  más  que  la  eclesiástica, 
puede  extralimitarse  en  su  respectiva  competencia,  y  no  por  eso  deja  de 
ser  auténtica  jurisdicción. 

La  Jerarquía  eclesiástica  sólo  puede  utilizar  ese  poder  indirecto  en  los 
asuntos  temporales  relacionados  con  lo  espiritual,  no  en  todos;  y  aunque 
sólo  ella  sea  la  capacitada  para  decidir  en  última  instancia  dónde  existe  o 
no  esa  relación,  de  seguro  no  actuará  sino  en  casos  manifiestos  y  de  im- 
portancia; y  mucho  menos,  aun  en  tales  casos,  interpondrá  sus  preceptos 
cuando  basten  los  ruegos  y  consejos.  La  prudencia,  la  suavidad  y  caridad, 
el  espíritu  sobrenatural  de  la  Santa  Sede  y  del  Episcopado  católico,  y  la 
misma  opinión  pública  de  una  sociedad  cristiana  consciente  no  permiten 
hoy  otro  estilo. 

Así  que  esos  temidos  abusos  vienen  a  resultar  quiméricos. 

Y  eso,  aun  en  el  caso  de  una  sociedad  totalmente  católica.  Que  si  se 
tratara  de  un  país  pluralista,  como  Estados  Unidos,  Inglaterra,  Alemania..., 
y  casi  todos  los  del  mundo  occidental,  bien  se  ve  cuán  prudente  y  parsi- 
moniosa habría  de  ser  la  Jerarquía  eclesiástica,  no  ya  en  mandar,  sino  aun 
en  aconsejar  y  rogar  a  los  católicos  constituidos  en  cargos  de  jurisdicción 
civil,  y  cómo  habría  de  limitarse,  de  ordinario,  a  velar  por  la  observancia 
del  eventual  concordato  de  las  relaciones  entre  ambas  potestades,  y  por 
la  tutela  de  la  justa  libertad  común,  y  a  difundir,  con  caridad  y  discreción, 
la  verdad  cristiana.  Porque  toda  otra  intervención,  en  tales  circunstancias, 
sería  contraria  al  bien  común  del  país  y  de  la  misma  Iglesia,  y,  por  lo 
mismo,  prohibida  por  el  derecho  natural  a  la  Jerarquía  eclesiástica. 

13.    Proyecciones  de  esta  doctrina  en  una  sociedad  católica. 

Esto  supuesto,  y  en  una  sociedad  católica,  y  sin  necesidad  de  ningún 
concordato  entre  ambas  potestades,  los  portadores  de  la  civil  deben  oír  y 
seguir  las  normas  religiosomorales  que  la  Jerarquía  eclesiástica  les  dicte. 

Deben,  aun  sin  necesidad  de  previa  amonestación,  orientación  o  man- 
dato de  ésta,  trazar  su  gobierno  de  forma  que  no  dañe  nunca  al  bien  sobre- 
natural de  las  almas,  y  aun  positivamente  lo  favorezca,  especialmente  facili- 
tando la  acción  de  la  Iglesia.  Nunca  han  de  legislar  o  de  cualquier  modo 
intervenir  en  materia  mixta  o  temporal  relacionada  con  lo  sobrenatural, 
sin  previa  atención  a  los  sagrados  intereses  de  la  Iglesia. 

En  toda  situación  han  de  estar  dispuestos  a  oír  las  sugerencias  del 
poder  eclesiástico  y  a  seguir  sus  legítimas  orientaciones  y  sus  mandatos. 

Estos  habrán  de  reputarse  válidos  y  ser  obedecidos,  mientras  no  conste 
con  certeza  que  no  lo  son;  pues  se  ha  de  suponer  que  la  suprema  y  única 
autoridad  establecida  por  Cristo  para  regir  al  mundo  sobrenatural  de  las 
almas  conoce  en  cada  caso  los  límites  de  su  competencia,  y  se  mantiene 
en  ellos  mientras  no  conste  evidentemente  que  los  sobrépasa. 
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Cuando,  pues,  dictamina  que  tal  acto  de  jurisdicción  civil  es  dañoso  al 
bien  de  las  almas,  o  tal  otro  necesario,  aunque  versen  sobre  materia  tem- 
poral en  sí,  como  la  técnica  del  trabajo  industrial,  la  organización  de  los 
planes  de  estudios,  la  imposición  de  una  determinada  forma  de  servicio 
militar  a  los  seminaristas  y  religiosos,  la  declaración  de  la  edad  compe- 
tente para  elegir  estado;  el  Estado,  según  el  ideal  divino,  podrá  dialogar 
con  la  Iglesia,  en  orden  a  lograr  con  ella  una  inteligencia  razonable  y  sa- 
tisfactoria, para  ambos;  pero  habrá,  en  último  término,  de  someterse  a  su 
definitiva  resolución,  mientras  no  sea  evidentemente  ilegítima. 

Para  evitar  la  laboriosidad  de  tales  discusiones  y  los  conflictos  que 
fácilmente  surgen  en  cuestiones  mixtas,  es  costumbre  establecer  concor- 
datos, en  que  las  cosas  más  ocasionadas  a  suscitar  problemas  y  oposicio- 
nes quedan  definidas,  y  ambas  potestades  obligadas  contractualmente  a 
proceder  según  la  aceptada  convención.  Pero  así  en  la  elaboración  del  con- 
cordato como  en  su  interpretación,  el  poder  civil — según  el  ideal  divino — 
no  puede  olvidarse  de  la  primacía  del  eclesiástico  y  de  la  propia  obligación 
de  ceder  y  someterse  a  su  juicio  y  a  su  exigencia  definitiva,  no  evidente- 
mente injusta,  en  caso  de  conflicto  que  por  cordial  avenencia  y  satisfac- 
toria comprensión  mutua  no  pudiera  resolverse. 

Con  concordato  o  sin  él,  las  relaciones  entre  la  Iglesia  y  el  Estado, 
según  los  designios  de  Dios,  han  de  ser  no  de  oposición,  sino  de  concor- 
dia; no  de  separación  y  mutuo  desconocimiento,  sino  de  colaboración  y 
mutuo  respeto  como  instrumentos  una  y  otro  de  una  obra  del  Creador  y 
Redentor:  la  Iglesia,  como  sociedad  originaria,  entitativa  y  formalmente 
sobrenatural,  con  derechos  prevalentes  y  jurisdicción  definitoria  en  caso 
de  conflicto;  el  Estado,  como  sociedad  originaria,  entitativa  y  formalmente 
natural,  pero  subordinada  también,  en  la  forma  anteriormente  expuesta, 
al  último  fin  sobrenatural. 

Con  claridad  y  precisión  expresó  esto  mismo  León  XIII: 

«Por  lo  dicho  se  ve,  cómo  ha  hecho  Dios  copartícipes  del  gobierno  de  todo  el  lina- 
je humano  a  dos  potestades:  la  eclesiástica  y  la  civil;  ésta,  que  cuida  directamente 
de  los  intereses  humanos  y  terrenos;  aquélla,  de  los  celestiales  y  divinos.  Ambas  a 
dos  potestades,  son  supremas,  cada  una  en  su  género;  contiénense  distintamente  den- 
tro de  términos  definidos,  conforme  a  la  naturaleza  de  cada  cual  y  a  su  causa  pró- 
xima; de  lo  que  resulta  una  como  doble  esfera  de  acción,  donde  se  circunscriben  sus 
peculiares  derechos  y  sendas  atribuciones.  Mas,  como  el  sujeto  sobre  que  recaen  am- 
bas potestades  soberanas  es  uno  mismo;  y  como,  por  otra  parte,  suele  acontecer 
que  una  misma  cosa  pertenezca,  si  bien  bajo  diferente  aspecto,  a  una  y  otra  juris- 
dicción, claro  está  que  Dios,  providentísimo,  no  estableció  aquellos  dos  soberanos 
poderes  sin  constituir  juntamente  el  orden  y  el  proceso  que  han  de  guardar  en  su 
acción  respectiva.  Las  potestades  que  hay,  por  Dios  están  ordenadas.  Si  así  no  fue- 
ra, con  frecuencia  nacerían  motivos  de  litigios  insolubles  y  de  lamentables  reyertas, 
y  no  una  sola  vez  se  pararía  el  ánimo  indeciso  sin  saber  qué  partido  tomar,  a  la 
manera  del  caminante  ante  una  encrucijada,  al  verse  solicitado  por  contrarios  man- 
datos de  dos  autoridades,  a  ninguna  de  las  cuales  puede,  sin  pecado,  dejar  de  obe- 
decer. Todo  lo  cual  repugna,  en  sumo  grado,  pensarlo  de  la  próvida  sabiduría  y 
bondad  de  Dios. 

Es,  pues,  necesario  que  haya  entre  las  dos  potestades  cierta  trabazón  ordena- 
da; trabazón  íntima,  que,  no  sin  razón,  se  compara  a  la  del  alma  con  el  cuerpo  en 
el  hombre.  Para  juzgar  cuánta  y  cuál  sea  aquella  unión,  forzoso  se  hace  atender  a 
la  naturaleza  de  las  dos  soberanías,  relacionadas  así  como  está  dicho,  y  tener  cuen- 
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ta  de  la  excelencia  y  nobleza  de  los  objetos  para  que  existen,  pues  que  la  una  tiene 
por  fin  próximo  y  principal  el  cuidar  de  los  intereses  caducos  y  deleznables  de  los 
hombres,  y  la  otra,  el  de  procurarles  los  bienes  celestiales  y  eternos. 

Así,  que  todo  cuanto  en  las  cosas  y  personas,  de  cualquier  modo  que  sea,  tenga 
razón  de  sagrado;  todo  lo  que  pertenece  a  la  salvación  de  las  almas  y  al  culto  de 
Dios;  bien  sea  tal  por  su  propia  naturaleza  o  bien  lo  sea  en  razón  del  fin  a  que  se 
refiere,  todo  ello  cae  bajo  el  dominio  y  arbitrio  de  la  Iglesia;  pero  las  demás  cosas 
que  el  régimen  civil  y  político  como  tal  abraza  y  comprende,  justo  es  que  estén 
sujetas  a  éste,  pues  Jesucristo  mandó  que  se  dé  al  César  lo  que  es  del  César  y  a  Dios 
lo  que  es  de  Dios»  (25). 

A  estas  luminosas  enseñanzas  de  León  XIII,  y  recapitulando  la  doc- 
trina hasta  aquí  expuesta,  hace  un  obispo  español  este  precioso  comen- 
tario: 

«De  suerte  que  si  bien  el  Estado,  en  las  cosas  externas  que  ninguna  relación  ten- 
gan con  el  fin  sobrenatural  o  no  tengan  otra  que  la  establecida  por  cada  individuo 
en  el  secreto  de  su  conciencia  moral,  es  realmente  poder  supremo  y  exclusivo;  no  lo 
es  en  cuanto  sea  sobrenatural  ya  en  sí,  ya  por  su  conexión  con  elío.  Porque  necesa- 
riamente se  ha  de  subordinar  lo  inferior  a  lo  superior,  lo  material  a  lo  espiritual,  lo 
natural  a  lo  sobrenatural,  lo  temporal  a  lo  eterno;  y  tal  subordinación  exige  que  la 
sociedad  y  autoridad  que  procuran  lo  inferior,  lo  material,  lo  temporal,  lo  natural, 
se  subordinen  a  la  sociedad  y  autoridad  que  procuran  lo  superior,  lo  espiritual  y 
lo  sobrenatural.  Si  los  fines  han  de  jerarquizarse  según  su  excelencia,  han  de  je- 
rarquizarse los  medios.  La  sociedad  y  su  correspondiente  autoridad  son  medio  e 
instrumento  para  lograr  su  fin.  Si,  pues,  el  fin  común  temporal  de  la  sociedad  civil 
ha  de  subordinarse  al  sobrenatural  de  la  Iglesia,  es  indudable  que  la  autoridad  ci- 
vil debe  subordinarse  a  la  eclesiástica,  aunque  sólo  cuanto  sea  necesario,  para  ga- 
rantizar el  fin  de  la  Iglesia. 

El  Estado  tiene  potestad  directa  y  «per  se»  suprema  en  la  gerencia  de  las  cosas 
temporales,  como  la  Iglesia  la  tiene  también  directa,  suprema  y  exclusiva  en  las 
sobrenaturales;  pero,  como  consecuencia  del  orden  de  los  fines  establecidos  por  Dios, 
cuando  lo  natural  y  temporal,  que  el  Estado  promueve,  es  ya  impedimento,  ya  con- 
dición necesaria  de  lo  sobrenatural  y  eterno,  la  autoridad  civil  no  puede  procurar 
su  fin  específico  sin  miramiento  al  de  la  Iglesia,  sin  subordinación  a  la  autoridad  de 
la  Iglesia,  que  en  tal  caso  no  sólo  puede  amigablemente  rogarle  y  aconsejarle,  sino 
prescribirle,  ya  que  se  abstenga  de  una  acción  contraria  a  la  salvación  de  las  almas, 
ya  que  ejecute  otra  necesaria. 

Por  lo  demás,  es  indudable  que  el  Estado  debe  recibir  de  la  Iglesia  las  normas 
religiosomorales  según  las  cuales  ha  de  actuar  en  todos  los  campos  de  su  misión  es- 
pecífica. 

La  obligada  actitud  del  Estado  respecto  de  la  Iglesia  en  el  desempeño  de  su 
misión  se  podría  expresar  de  este  modo: 

1.°  La  Iglesia  y  el  Estado  actúan  con  absoluta  independencia  mutua  en  sus 
respectivas  esferas. 

2°  En  los  asuntos  mixtos  pueden  y  deben  intervenir  ambas  potestades,  cada 
una  en  el  aspecto  que  le  interesa. 

3.  °  Caso  de  conflicto  entre  ambas  potestades  en  los  asuntos  mixtos,  imposible 
de  resolver  por  convicción  y  mutua  inteligencia,  el  Estado  está  obligado  a  ceder, 
porque  la  autoridad  que  promueve  lo  temporal  es  inferior  a  la  que  promueve  lo 
espiritual. 

4.  °  El  Estado,  en  el  gobierno  de  los  asuntos  temporales,  está  obligado  a  ob- 
servar las  normas  religiosomorales  del  caso,  y,  por  tanto,  a  oírlas  de  la  santa  Igle- 
sia, cuando  se  las  enseña,  y  a  observarlas  cuando  se  las  impone. 


(25)   León  XIII,  ¡mmortale  Dei. 
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5.°  Cuando  algún  negocio,  aunque  en  sustancia  temporal,  tenga  conexión  con  lo 
espiritual,  el  Estado  no  puede  agenciarlo  con  independencia  de  la  Iglesia.  Esta  tiene 
sobre  él  potestad  indirecta,  no  meramente  directiva,  sino  de  real  jurisdicción  para 
obligarle  a  obrar  como  conviene  a  los  intereses  de  la  Religión,  ya  evitando  lo  no- 
civo, ya  prestando  lo  que  positivamente  sea  necesario  para  el  logro  del  fin  espiritual 
del  ministerio  apostólico. 

Se  da,  pues,  subordinación  directa  del  Estado  a  la  Iglesia  en  lo  puramente  so- 
brenatural; indirecta,  en  lo  natural  relacionado  con  lo  sobrenatural. 

Quizás  alguno  recele  que  si  la  Iglesia  tiene  potestad  sobre  el  Estado  en  los 
asuntos  temporales,  aunque  no  sea  más  que  indirectamente,  fácilmente  podría  abusar 
de  su  poder,  y  así  vendría  a  estar  también  todo  lo  temporal  en  manos  de  la  potestad 
eclesiástica.  Tal  temor  carece  de  fundamento.  Porque  es,  sí,  en  absoluto,  posible  un 
abuso  de  la  suprema  autoridad  eclesiástica.  Pero  ¿es  que  la  suprema  civil,  en  cuan- 
to sea  plenamente  soberana,  no  puede  también  excederse?  Y,  sin  embargo,  esa  po- 
sibilidad, más  de  una  vez  convertida  en  actualidad,  no  nos  autoriza  para  estrechar 
el  campo  de  su  competencia  más  de  lo  que  la  verdad  permite.  Donde  es  autoridad, 
y  en  cuanto  lo  es,  actúa  con  todo  derecho,  pueda  o  no  pasar  los  límites  de  su  ju- 
risdicción. Es  indudable  que  puede  pasarlos,  y  los  ha  pasado  con  frecuencia,  al  con- 
dicionar el  uso  de  ciertos  derechos  naturales  del  individuo  y  de  las  corporaciones  in- 
fraestatales  en  materia  de  enseñanza,  industria,  comercio,  etc.  Y,  con  todo,  nadie  le 
negará  el  derecho  de  intervenir  condicionándolos  y  coordinándolos.  Pues,  ¿por  qué 
se  ha  de  discutir  la  potestad  indirecta  de  la  Iglesia  en  los  asuntos  temporales  del 
Estado,  so  pretexto  de  posibles  abusos?  Precisamente  la  potestad  eclesiástica  es  la 
menos  expuesta  al  peligro  de  excederse.  Porque  su  universalismo  y  amplitud  de 
miras,  su  desinterés,  su  conciencia  de  dignidad  y  responsabilidad,  el  espíritu  de  ca- 
ridad y  comprensión  que  caracteriza  a  sus  gerentes,  y  hasta  su  falta  de  fuerza  ma- 
terial para  ejercer  coacción,  hacen  más  difíciles  los  mencionados  abusos,  especial- 
mente hoy,  cuando  por  la  falta  de  principado  temporal  en  la  Jerarquía  eclesiás- 
tica y  abundancia  de  espíritu  sobrenatural,  nada  puramente  terreno  puede  intere- 
sarle, y  sí  sólo  el  bien  de  las  almas.  Y,  en  efecto,  la  Historia  nos  enseña  que  siempre 
fue  cierta  aquella  frase  consignada  en  la  Patrística:  «Más  ambicionan  los  príncipes 
el  sacerdocio,  que  los  sacerdotes  el  imperio»  (26). 

Y  si  ésta  ha  de  ser  la  situación  política,  por  lo  que  atañe  al  bien  reli- 
gioso, elemento  primario  del  común  pertinente  a  una  sociedad  católica, 
según  los  planes  divinos,  es  manifiesto  que  en  nada  se  puede  oponer  a 
los  derechos  de  la  persona  humana  o  del  ciudadano,  en  materia  religiosa; 
al  revés,  será  su  mejor  garantía. 

Todas  estas  conclusiones,  derivadas  de  los  designios  de  Dios,  son  inde- 
pendientes de  las  formas  en  que  pueda  concretarse  el  régimen  político, 
materialmente  consideradas,  y  lo  mismo  en  una  república  que  en  una  mo- 
narquía en  cualquiera  de  sus  posibles  variedades,  con  tal  que  en  sí  no 
sean  incompatibles  con  la  razón  y  los  mismos  planes  divinos. 

Los  deberes  y  derechos  del  Estado  en  el  orden  establecido  por  Dios 
a  partir  de  la  fundación  de  la  santa  Iglesia  son,  sin  duda,  diferentes  de 
lo  que  serían  en  una  situación  de  puro  derecho  natural. 

«Porque  entonces  no  existiría  fin  sobrenatural  ultraterreno,  sino  sólo  natural;  y 
de  tal  manera  se  integraría  en  el  bien  común  temporal  el  bien  religioso,  que  sola- 
mente al  Estado  correspondería  el  procurarlo.  No  habría  Iglesia  distinta  del  Estado, 
ni,  por  tanto,  autoridad  eclesiástica  distinta  de  la  civil.  La  potestad  de  cuidar  los 
intereses  religiosos  y  morales  del  pueblo  sería  real,  ya  que  éste  estaría  obligado  a 
practicar  la  religión  natural,  y  necesitaría  practicarla  para  tener  paz  y  prosperidad 
humana  o  digna  del  hombre  en  una  vida  subordinada  a  otra  ultraterrena,  aunque 
natural;  pero  esa  potestad  sería  parte  de  la  potestad  pública  que  tiene  la  autori- 


zó)  Excmo.  y  Rvdmo.  señor  don  Jesús  Mérida  Pérez,  ob.  cit.  pp.  101-104. 
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dad  civil,  aun  en  el  caso  de  ejercerse  por  órganos  específicos,  atentos  únicamente  a 
lo  religiosomoral.  Siendo,  pues,  la  civil  la  única  autoridad  competente  en  la  ma- 
teria, a  fa'ta  de  otra  legítima  autoridad  religiosa,  a  ella  correspondería  en  derecho 
toda  intervención  exigida  por  el  bien  común  en  los  asuntos  religiosomorales.  En  con- 
creto, le  correspondería: 

Primero,  prohibir  la  negación  de  las  verdades  fundamentales  de  la  religión  na- 
tural, por  cuanto  esta  negación  redundaría  en  daño  del  bien  público,  y  fomentar  su 
positivo  conocimiento  y  una  educación  de  todos  los  ciudadanos  inspirada  en  tales 
verdades. 

Segundo,  prohibir  las  acciones  que  escandalizaran  públicamente  en  el  orden  re- 
ligiosomoral. 

Tercero,  ordenar  el  culto  divino  público,  según  normas  de  prudencia  natural. 

La  autoridad  civil  no  poseería  infalibilidad  alguna  en  materia  de  enseñanza  re- 
ligiosa, y,  por  eso,  no  podría  imponer  a  los  ciudadanos  doctrina  alguna  disputable, 
no  evidente  y  certísima  para  todos  los  hombres  sensatos;  pero,  firme  ella  misma  en 
el  campo  de  las  escasas  verdades  básicas  e  indubitables  de  la  religión  y  moral  natu- 
rales, podría  y  debería  procurar  que  todos  las  aceptasen,  castigando  justamente  a  los 
que  en  público  las  combatieran  o  las  violasen  con  perjuicio  de  la  paz  y  concordia 
cívica. 

Pero  la  revelación  ha  integrado  en  la  religión  de  Jesucristo  todo  lo  inmutable 
de  la  ley  natural,  y  ha  instituido  la  Iglesia  con  suprema  y  exclusiva  potestad  sobre 
la  vida  religiosa,  dejando  al  Estado  sólo  la  competencia  en  los  elementos  no  reli- 
giosomorales del  bien  común  temporal,  y  la  obligación  de  favorecer  a  la  Iglesia  en 
la  promoción  de  los  intereses  religiosos,  según  las  normas  antes  declaradas»  (26  bis). 

El  Estado  que  acabo  de  describir  como  exigido  por  los  planes  divinos 
de  la  redención  es,  en  realidad,  el  llamado  Estado  católico.  Nada  más  ni 
menos  se  requiere  para  que  un  Estado  sea  católico.  Y  es  claro;  la  existencia 
de  tal  Estado,  donde  por  las  circunstancias  es  viable  o  viene  exigido,  no 
puede  en  modo  alguno  oponerse  a  ningún  derecho  auténtico. 

Sin  embargo,  de  tal  Estado,  aun  en  países  de  perfecta  unidad  católica, 
se  ha  dicho  que  contradice  a  la  legítima  libertad  del  acto  de  fe  (27).  ¿Tie- 
ne fundamento  tal  imputación? 

14.    El  acto  de  fe.  Su  libertad. 

Quiere  Dios  que  todos  acepten  la  revelación  cristiana  y  la  constituyan 
norma  de  vida;  y  ese  querer  es  elemento  esencial  de  sus  designios  sobre 
el  hombre.  Como  que  los  fines,  derechos  y  deberes  de  la  Iglesia,  y  en  el 
sentido  antes  explicado,  del  Estado  mismo,  se  ordenan  a  la  creación,  tutela 
y  promoción  de  esa  fe  en  las  almas. 

Es,  pues,  de  importancia  precisar  en  qué  consiste  esa  fe  y  cuáles  son 
sus  exigencias  en  el  plan  divino. 

La  fe  religiosa  considerada  como  acto,  no  como  objeto  creído  ni  como 
vida  o  conducta  inspirada  por  lo  que  se  cree,  ni  como  la  misma  potencia 
o  disposición  subjetiva  con  que  se  cree,  es  un  asentimiento  a  lo  que  se 
propone  como  revelado  por  Dios,  una  afirmación,  una  aceptación  de  lo  que 
consta  que  Dios  propone  al  hombre  como  verdad  que  ilumine  y  regule  su 

(26  bis)   Ib.  pp.  105-106. 

(27)  Entre  otros  muchos,  creen  en  tal  lesión  de  la  libertad  Vialatoux  y  Lalreille,  según 
se  ve  en  Esprit,  octubre  de  1950,  p.  533;  Leonard,  en  su  trabajo  Liberté  de  la  foi  et  tolérance 
civile,  inserto  en  Tolérance  ct  Communauté  humaine. 
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comportamiento  con  El.  Y  asentimiento  fundado,  no  precisamente  en  la 
percepción  de  las  razones  intrínsecas  de  lo  creído,  sino  en  la  sabiduría  y 
veracidad  de  Dios  que  no  puede  engañarse  ni  engañarnos. 

Es  un  acto  de  certeza,  no  de  opinión.  Porque  el  creyente  se  adhiere 
al  objeto  revelado  no  sólo  sin  vacilación,  sin  duda  y  sin  recelo,  consentidos, 
de  equivocarse  al  afirmarlo  y  aceptarlo,  sino  con  clara  conciencia  de  que 
el  motivo  por  el  cual  lo  afirma  y  lo  acepta  es  incompatible  con  el  error. 
Efectivamente  es  imposible  equivocarse  al  aceptar  por  verdadero  lo  que 
Dios,  infinitamente  veraz,  revela;  y  es  precisamente  esa  veracidad  e  infa- 
libilidad el  motivo  de  la  creencia  o  acto  de  fe. 

Pero  aunque  es  un  acto  cierto  y  no  opinativo,  es  libre.  Libre  no  en  el 
sentido  de  que  no  sea  obligatorio,  pues  es  obligatorio,  porque  Dios  manda 
a  todos  los  hombres  que  crean,  y  les  obliga  a  creer  una  vez  que  les  haya 
sido  convenientemente  manifestado  su  mensaje,  esto  es,  el  contenido  de 
la  revelación  y  el  hecho  de  haber  Dios  revelado.  Por  eso  es  pecado  no  creer. 
«El  que  no  creyere,  dice  Jesucristo,  será  condenado».  Y  en  San  Juan  con- 
tinuamente vitupera  a  los  escribas  y  fariseos  su  incredulidad,  y  pone  como 
causa  de  ella  su  propia  malicia.  (Cap.  VII  v  VIII,  vv.  24,  45-47;  IX,  41; 
X,  35-38.) 

Es  libre  en  cuanto  que  no  es  fatal,  ineludible,  necesario,  como  la  visión 
de  los  primeros  principios,  la  aceptación  de  las  conclusiones  deducidas  de 
ellos  con  evidencia,  la  admisión  de  los  objetos  de  inmediata  experiencia. 

El  entendimiento  no  puede  menos  de  tener  por  verdadero  el  principio 
de  contradicción  y  otros  semejantes,  las  elementales  conclusiones  matemá- 
ticas, como  tres  y  dos  son  cinco,  la  propia  existencia  y  la  de  los  interlo- 
cutores, etc. 

Pero  cuando  se  trata  de  objetos  sin  esa  evidencia  necesitante,  el  enten- 
dimiento no  se  adhiere  a  ellos,  no  los  admite  sino  mediante  el  imperio  de 
la  voluntad,  y  en  ese  imperio  interviene  el  libre  albedrío,  o  libertad  física, 
que  es  la  potestad  de  elegir  uno  u  otro  entre  varios  extremos,  por  motivos 
razonables,  sí,  pero  no  tales  que  coaccionen  al  entendimiento. 

«Algunas  veces,  escribe  Santo  Tomás,  el  entendimiento  no  puede  ser  determi- 
nado a  la  afirmación  de  uno  de  los  extremos  contradictorios,  ni  por  las  mismas  no- 
ciones de  los  términos,  como  acontece  en  los  principios,  ni  por  la  eficacia  de  los 
principios  (mediante  el  discurso),  como  sucede  en  las  conclusiones  demostradas;  pe- 
ro es  determinado  por  la  voluntad,  que  decreta  asentir  a  una  de  las  partes  opuestas, 
por  algún  motivo  que  es  suficiente  para  mover  la  voluntad,  y  no  lo  es  para  mover 
(directamente)  el  entendimiento;  a  saber,  cuando  aparece  honesto  y  conveniente 
asentir  a  uno  de  los  extremos,  y  ésta  es  la  disposición  del  creyente...»  (28). 

El  objeto  de  la  fe  no  constriñe  la  inteligencia  al  asentimiento.  ¿Por 
qué?  Ante  todo,  por  dos  razones:  Primera,  porque  el  hecho  mismo  de  la 
revelación,  necesario  preámbulo  de  la  fe,  no  es  de  una  evidencia  necesi- 
tante al  modo  de  la  geométrica,  aunque  conste  con  moral  certeza;  es  un 
hecho  remoto  en  el  tiempo  y  en  el  espacio,  alejado  de  nosotros,  comuni- 
cado por  sucesivas  generaciones  mediante  documentos  históricos;  y  puede 
el  entendimiento  sentir  temores  y  recelos  de  admitir  con  firme  adhesión 

(28)   De  Veritate,  q.  14,  art.  1. 
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cosas  tales  y  acaso  no  suficientemente  garantizadas  históricamente  como 
testificadas  por  Dios. 

Segunda,  porque  el  mismo  objeto  de  la  revelación,  v.  gr.  los  misterios 
de  la  Trinidad  y  Eucaristía,  no  es  de  suyo  conocido  en  sí  mismo  con  evi- 
dencia intrínseca,  sino  con  evidencia  extrínseca  o  del  atestante,  que  es 
Dios,  por  Jesucristo  y  la  Iglesia;  y  por  eso,  en  el  acto  de  fe  no  se  da  plena 
satisfacción  al  entendimiento,  que  aspira  siempre  a  ver  en  sí  mismas  las 
cosas,  y  pueden  surgir  en  él  repugnancias  contra  el  objeto  creíble,  a  pesar 
de  la  certeza  moral  que  puede  tenerse  y  se  tiene  de  la  ciencia  y  veracidad 
del  testigo. 

Para  superar  la  resistencia  de  todas  estas  oscuridades,  inquietudes, 
repugnancias,  cuando  a  pesar  de  todas  ellas  el  entendimiento  ha  visto 
que  hay  razones  suficientes  para  juzgar  con  moral  certeza  que  es  no  sólo 
razonable  y  honesto,  sino  obligatorio  creer,  interviene  la  voluntad — do- 
tada de  libre  albedrío — e  impera  el  asentimiento  o  la  creencia. 

En  este  sentido  es  libre  el  acto  de  fe;  o  sea,  es  obligatorio,  pero  no  es 
coaccionado  por  la  evidencia  de  su  objeto. 

Esta  libertad  está  proclamada  expresivamente  en  la  sagrada  Escri- 
tura, en  el  testimonio  patrístico  y  en  el  magisterio  eclesiástico  (29). 

La  prueba  a  posteriori,  de  que  la  fe  no  depende  de  la  sola  actividad 
intelectiva,  como  la  necesaria  conclusión  de  premisas  evidentemente  cog- 
noscibles con  sólo  ser  convenientemente  propuestas,  está  bien  a  la  mano. 

Es  también  libre,  en  cuanto  que  el  decreto  invisible,  por  el  que  de 
hecho  es  imperado  y  decidido  el  asentimiento  interior  al  objeto  reve- 
lado, proviene  de  la  voluntad  dotada  de  libre  albedrío  o  potencia  física 
electiva  entre  asentir  o  no  asentir,  y  ese  decreto  es  un  acto  formalmente 
libre. 

Debe,  sí,  la  voluntad  decidirse  por  el  asentimiento  cuando  el  objeto 
de  la  revelación  ha  sido  suficientemente  propuesto  para  conocerlo  como 
creíble  y  obligatorio  de  creer;  pero  conserva  la  facultad  física  de  prefe- 
rir el  disentimiento  o  simplemente  decidirse  por  el  no  asentimiento. 

Esa  potencia  electiva  de  la  voluntad  permanece  intacta,  pese  a  cual- 
quier violencia  interior  o  exterior,  mientras  subsista  la  personalidad  ín- 
tegra; y  no  existe  fuerza  alguna  que  pueda  por  coacción  y  violencia  arran- 
carle la  volición  de  un  asentimiento  sincero  a  la  verdad  revelada;  aunque 
le  pueda  arrancar  la  libre  decisión  de  una  ficción  externa  de  que  se  cree 
lo  que  en  realidad  no  se  cree. 

Los  mártires  auténticos  conservaban  ese  libre  albedrío  en  los  tormen- 
tos y  angustias  del  martirio,  y  en  ellos  la  voluntad  se  decidía  por  la 
afirmación  de  la  revelación  divina  en  Cristo. 

Cuando  la  personalidad  se  desvanece  o  se  disuelve  por  algún  género 
de  violencia  física  o  coacción  externa,  puede  quizá  conseguirse  un  asen- 
timiento sincero,  pero  no  libre,  porque  la  potestad  electiva  ha  desapa- 
recido. 


(29)   E.  Guerrero,  S.  I.  Convicción  religiosa  y  rectitud  moral,  p.  26  ss. 
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Dios  quiere  que  el  acto  de  fe  sea  físicamente  libre,  esto  es,  proce- 
dente del  libre  albedrío,  porque  ha  de  ser  un  acto  personal,  en  sí  meri- 
torio y  principio  de  toda  una  vida  también  meritoria  como  consentimiento 
consciente  a  los  designios  providenciales.  Por  esto  impone  a  todos  la 
obligación  de  creer,  pero  rechaza  todos  los  medios  de  provocar  la  creen- 
cia, destruyendo  esa  libertad  física  e  imposibilitando  la  plena  conciencia 
de  responsabilidad  con  que  el  creyente  ha  de  optar  por  la  verdad  cristiana. 

De  forma  que,  según  el  plan  divino,  todos  los  hombres  han  de  ser 
creyentes;  pero  su  creencia  ha  de  ser  ejercicio  de  libertad  física,  y  en 
hombres  normales  lo  será  necesariamente;  porque  la  libertad  física  es 
inviolable. 

Por  consiguiente,  cuando  se  habla  de  la  libertad  del  acto  de  fe,  he- 
mos de  distinguir  diversos  sentidos  de  esa  libertad.  Libertad  física  o  libre 
albedrío,  inherente  al  ser  humano  en  cuanto  humano  y  normal,  e  indis- 
pensable principio  de  su  responsabilidad  al  creer  o  no  creer;  libertad  mo- 
ral o  inmunidad  de  toda  ley  o  precepto  que  imponga  el  deber  de  creer; 
libertad  jurídica  o  situación  del  ciudadano  bajo  un  régimen  político  que 
garantice  los  derechos  del  hombre  en  materia  de  fe  religiosa,  o  sea  cuanto 
a  investigar  y  aceptar  o  no  aceptar  el  contenido  de  la  revelación,  y  cuanto 
a  proyectar  su  creencia  o  su  incredulidad  en  la  exterioridad  de  la  acción. 

El  acto  de  fe  ha  de  ser  libre  en  el  primer  sentido;  no  lo  es  en  el 
segundo;  lo  será  o  no  lo  será  en  el  tercero,  según  que  el  régimen  político 
condicione  de  uno  u  otro  modo  sus  manifestaciones  y  sus  exigencias  en 
la  vida  social. 

Y  es  precisamente  de  esta  clase  de  libertad  de  la  que  se  trata  cuando 
se  dictamina  sobre  la  situación  jurídica  de  ciertos  países  en  razón  de  lo 
que  las  leyes  facilitan  o  dificultan  la  práctica  de  la  religión  en  general 
o  de  alguna  o  algunas  en  particular. 

15.    Situación  real  del  mundo. 

El  ideal  divino  de  un  mundo  todo  él  cristiano  y  católico,  regido  en 
católico,  no  se  ha  realizado  aún.  De  hecho,  hoy  está  dividido  en  grupos 
de  muy  diversas  religiones  o  de  ninguna.  Apenas  se  hallará  un  país  en 
que  todos  los  ciudadanos  sean  católicos,  ni  siquiera  cristianos.  A  lo  más 
existe  alguno  que  otro  en  que  la  totalidad  moral  lo  son,  y  varios  en  que 
son  la  mayoría. 

Esta  situación  de  pluralismo  religioso  y  aun  arreligioso  y  antirreligio- 
so, no  deroga  nada  a  la  realidad  intencional  del  plan  divino.  En  la  con- 
ciencia de  todo  fiel  siervo  de  Cristo  ha  de  seguir  resonando  aquel:  «Tengo 
otras  ovejas  que  no  son  de  este  aprisco,  y  es  preciso  que  yo  las  traiga,  y 
oirán  mi  voz,  y  habrá  un  solo  rebaño  y  un  solo  pastor»  (30),  como  ex- 
presión de  una  voluntad  divina  salvífica  universal.  La  Iglesia  católica 
está  oyendo  y  cumpliendo  siempre  el  augusto  mandato  «Praedicate  Evan- 
gelium  omni  creaturae»,  que  sin  esa  voluntad  salvífica  no  tendría  sentido 


(30)   Jo.  10,  16. 
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Pero  mientras  la  unidad  religiosa  del  mundo  en  Cristo  no  sea  una  rea- 
lidad histórica,  habrá  de  afrontarse  y  resolverse  el  problema  de  cómo 
respetar  y  tutelar  debidamente  los  derechos  humanos  en  la  zona  de  la 
religión,  sea  cual  fuere  la  confesión  a  que  cada  ciudadano  pertenece. 

Se  podría  proponer  ese  problema  en  un  mundo  políticamente  unifi- 
cado, al  modo  de  cualquier  estado  soberano  de  los  hoy  existentes,  y  go- 
bernado por  organismos  de  autoridad  universal;  pero  ese  mundo  no  exis- 
te todavía;  ni  quizá  exista  nunca,  a  lo  menos  con  la  unidad  que  excluyera 
una  amplia  autonomía  de  cada  una  de  las  diversas  naciones  componentes. 

Prescindimos,  pues,  de  esta  hipótesis,  y  vamos  a  proponerlo  y  resol- 
verlo en  la  situación  actual  de  naciones  o  Estados  soberanos  e  indepen- 
dientes, pero  evolucionando  continuamente  hacia  una  siempre  creciente 
intercomunicación  en  todos  los  órdenes  de  la  existencia  humana:  económi- 
co y  cultural  sobre  todo,  y  aun  hacia  la  creación  de  organismos  interna- 
cionales y  aun  mundiales,  que  regulen  las  actividades  diversas  de  resonan- 
cia ultranacional,  pongan  equilibrio  y  convivencia  beneficiosa  en  la  pug- 
na de  intereses  entre  unos  y  otros  países  o  bloques  de  países,  y  consigan 
cierto  bien  común  universal  favorable,  en  último  término,  a  todos  y 
cada  uno. 

Damos,  pues,  por  supuesto  que,  como  cada  país  ha  de  promover  su 
peculiar  bien  común,  en  la  posible  armonía  con  el  de  todo  el  orbe,  así 
en  concreto  el  religioso,  parte  importantísima  y  aun  principal  de  ese 
bien  común,  aunque  no  haya  de  promoverlo  con  daño  del  bien  religioso 
de  la  Iglesia  universal. 

También  dentro  de  esta  hipótesis  de  frecuente  y  creciente  intercomu- 
nicación de  naciones,  pero  sin  llegar  a  la  unificación,  ni  en  lo  religioso 
ni  en  los  diversos  aspectos  de  lo  profano,  hay  una  doctrina  católica,  que, 
por  ser  católica  o  aprobada  y  prescrita  por  la  Iglesia  católica  docente, 
debe  ser  considerada  por  todo  católico  cual  expresión  del  ideal  divino, 
por  así  decirlo,  provisorio  o  para  el  caso  de  la  hipótesis  de  que  tratamos. 

Esa  doctrina  católica  ha  sido  propuesta  a  toda  la  Iglesia  especialmen- 
te por  León  XIII  y  Pío  XII,  y  ha  de  ser  aplicada  «mutatis  mutandis» 
a  sociedades  diversísimas,  pero  sobre  todo  y  en  primer  lugar  a  una  so- 
ciedad totalmente  católica,  a  lo  menos  con  totalidad  moral,  o  sin  minorías 
apreciables  disidentes,  y  a  una  sociedad  dividida  en  varias  confesiones  re- 
ligiosas. 

16.    Exigencias  de  la  doctrina  católica  en  una  sociedad 
totalmente  católica,  a  lo  menos  con  totalidad 

MORAL. 

En  el  mundo  moderno  no  se  hallan  países  católicos  en  que  no  convi- 
van ciudadanos  acatólicos,  en  mayor  o  menor  número;  pero  es  cierto  que 
en  algunos,  v.  gr.  en  España,  los  ciudadanos  acatólicos  de  convicción  reli- 
giosa diferente  de  la  católica  son  poquísimos,  no  sólo  en  comparación 
con  la  población  total,  sino  en  absoluto. 
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Según  los  más  autorizados  datos,  el  número  de  protestantes  españo- 
les conocidos  como  tales,  prescindiendo  de  si  están  convencidos  o  sólo 
seducidos,  y  si  profesan  conscientemente  el  protestantismo,  o  sólo  por 
oportunismo,  ignorancia  o  eventuales  presiones  o  intereses  materiales,  no 
pasa  de  18.000,  según  datos  fidedignos  de  la  Organización  «Fe  Católica». 
Exiguo  número,  entre  treinta  millones  de  habitantes.  De  otras  confesio- 
nes religiosas  no  protestantes  no  existen  entre  nosotros. 

Es,  pues,  patente  que  la  totalidad  moral  de  los  españoles  son  cató- 
licos. Católicos  en  cuanto  bautizados  en  la  Iglesia  católica;  católicos  en 
cuanto  creyentes,  bien  que  muchos  ignorantes  y  sin  fe  viva  y  actuosa, 
pero  dispuestos  a  recibir  el  influjo  benéfico  de  la  Iglesia  católica,  siem- 
pre que  con  ella  entran  en  contacto.  A  ese  contacto  y  beneficioso  influjo 
jamás  se  oponen;  y  aun  hasta  los  más  incultos  y  prevenidos  con  prejuicios 
lo  desean,  si  la  Iglesia  misma  se  les  aproxima.  Así  ocurre  no  sólo  entre 
los  campesinos,  sino  entre  los  obreros  de  cualquier  industria.  Las  clases 
media  y  alta,  y,  en  particular,  el  estamento  de  los  intelectuales,  ofrecen 
sus  ejemplares  de  anticlericalismo  unas  veces,  de  franco  anticatolicismo 
menos,  de  ateísmo  rara  vez,  de  indiferentismo — igualdad  de  todas  las 
religiones — alguna  que  otra;  pero  su  número  total  no  varía  la  realidad 
de  una  totalidad  moral  católica,  en  la  que  abundan  extensísimas  zonas 
de  intensa  religiosidad,  donde  germinan  en  gran  número  y  excelente  ca- 
lidad las  vocaciones  religiosas  y  sacerdotales  que  llenan  hoy  los  semina- 
rios, noviciados  y  casas  de  formación,  y  se  ofrecen  en  gran  número  al 
apostolado  en  Iberoamérica. 

Desgraciadamente,  la  coexistencia  de  un  sector  numeroso  de  creyentes 
en  el  fondo,  pero  de  baja  tonalidad  religiosa  por  su  incultura,  miseria,  in- 
satisfacción social,  prevenciones  anticlericales  asimiladas  en  ambientes  de 
propaganda  calumniosa  y  sectaria,  y  alejamiento  del  culto  divino  y  de  los 
sacramentos,  facilitó  a  grupos  exiguos,  pero  audaces  y  perversos,  apoyados 
por  el  comunismo  internacional  y  sus  aliados,  y  favorecidos  por  la  debi- 
lidad del  Estado,  la  promoción  de  situaciones  políticas  violentas  y  con- 
flictos sociales  que  desembocaron  al  fin  en  la  terrible  contienda  del  trienio 
1936-1939.  Sin  embargo,  esta  sangrienta  colisión  entre  españoles  no  debe 
considerarse  incompatible  con  la  realidad  de  una  creencia  común,  aunque 
en  grados  de  luz  y  de  tensión  muy  diferentes. 

Es  evidente  que  una  sociedad  así,  aunque  no  compuesta  exclusiva- 
mente de  santos,  posee  unidad  católica,  y  exige  que  el  bien  religioso  sea 
considerado  elemento  esencial  de  su  bien  común  temporal,  en  la  forma 
que  expusimos  al  tratar  del  ideal  divino  para  una  sociedad  católica. 

Ese  bien  religioso  comprende  el  conjunto  de  condiciones  ambienta- 
les, para  que  todas  las  familias  católicas  puedan  vivir  según  las  exigencias 
de  su  religión;  y  por  tanto,  a)  tributar  a  Dios  el  culto  debido  con  la  dig- 
nidad y  asiduidad  que  reclama;  b)  educar  católicamente  a  los  hijos  en 
el  hogar  y  en  la  escuela;  c)  disfrutar  en  todas  las  actividades  de  la  vida 
social  un  orden  católico,  que  facilite  la  conformidad  de  la  conducta  con 
las  normas  establecidas  por  Dios:  ortodoxia  en  la  cultura,  justicia,  equi- 
dad y  caridad  en  la  producción,  elaboración,  distribución,  uso  y  consumo 
de  los  bienes  temporales  por  el  trabajo  de  agricultura,  industria,  comer- 
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ció;  moralidad  en  las  costumbres  públicas,  respeto  de  la  persona  humana 
en  la  acción  política,  con  la  eficaz  garantía  de  sus  derechos,  en  la  armo- 
nía de  la  autoridad  con  la  sana  libertad. 

Para  que,  en  la  medida  de  lo  necesario,  se  promueva  este  bien  reli- 
gioso católico,  es  indispensable  que  a  la  Iglesia  católica  se  le  asegure  la 
facilidad  para  desempeñar  su  augusta  misión  santificadora,  en  la  plenitud 
de  los  deberes  que  le  impuso,  y  de  los  derechos  que  le  otorgó  Jesucristo. 

Pero  asegurarle  esa  facilidad  es  imposible,  sin  que  entre  ella  y  el  Es- 
tado medien  las  relaciones  descritas  antes,  como  exigidas  por  el  ideal 
divino.  Esto  es,  el  Estado  nada  podrá  hacer  que  perjudique  al  orden  ca- 
tólico en  cualquiera  de  sus  aspectos;  o,  en  otros  términos,  que  dañe  al 
bien  sobrenatural  de  las  almas;  y  en  cambio  deberá  hacer  cuanto,  a  juicio 
de  la  Jerarquía  eclesiástica  competente,  deba  hacerse  para  tutelarlo  y  pro- 
moverlo. 

El  Estado  correspondiente  a  tal  sociedad  católica  no  puede  lícitamen- 
te poner  obstáculos  a  los  no  católicos  en  la  práctica  de  su  peculiar  reli- 
gión dentro  del  foro  privado;  pero  puede  y  debe  regular,  y  en  su  caso 
prohibir,  todas  las  acciones  externas  que  repercutan  en  el  bien  común 
de  la  nación,  con  daño  de  la  paz  pública  y  del  bien  católico,  vgr.  escan- 
dalizando y  seduciendo  a  los  católicos  débiles,  creando  dificultades  a  la 
formación  católica  de  los  niños,  adolescentes  y  jóvenes,  estableciendo  or- 
i  ganismos  culturales  heterodoxos  de  influjo  corruptor,  difundiendo  erro- 
res y  calumnias  contra  la  Iglesia  católica,  introduciendo  costumbres  in- 
morales o  cosas  parecidas. 

Se  dice  que  la  conciencia  errónea  de  buena  fe  debe  ser  respetada  por 
¡  el  Estado,  y  no  lo  sería  si  a  los  disidentes  no  les  permite  practicar  y  ma- 
nifestar su  religión  según  ellos  entienden  que  pueden  y  aun  deben.  Más 
!  aún,  se  añade,  el  Estado  no  es  quien  para  discernir  la  buena  de  la  mala 
fe  en  materia  religiosa,  y  por  lo  mismo  ha  de  suponer  que  en  todo  disi- 
¡  dente  concreto  es  buena,  y  debe  garantizarle  la  libertad  de  obrar  confor- 
me a  ella. 

La  verdad  es  que  cuando  un  hombre  se  cree  honradamente  en  el  de- 
i  ber  de  servir  a  Dios  en  una  secta  protestante,  en  el  judaismo  o  en  otra 
i  religión,  tiene  el  consiguiente  derecho  o  facultad  de  obrar  conforme  a  su 
!  conciencia,  y  ese  derecho  no  puede  ser  violado  mientras  no  interfiere,  en 
la  órbita  del  fuero  externo,  con  otros  intereses  superiores.  Pero  cuando 
j  interfiere,  con  daño  de  la  conciencia  recta  o  del  bien  común,  como  acon- 
i  tecería,  si  en  una  sociedad  totalmente  católica  el  protestantismo  se  pro- 
|  yectara  al  exterior,  con  todo  género  de  manifestaciones  y  actos  de  pro- 
•  paganda,  puede  y  debe  ser  limitado  y  aun  impedido. 

El  derecho  de  la  conciencia  errónea  de  buena  fe  es  meramente  sub- 
i  jetivo  y  accidental,  y  cesa  o  cede  en  el  conflicto  con  el  objetivo  y  primario 
i  de  la  conciencia  recta  y  con  las  exigencias  del  bien  común. 

El  error  religioso  sólo  puede  ser  fundamento  de  derechos  subjetivos 
j  y  accidentales,  en  cuanto  causa  la  conciencia  de  un  deber  que,  es  claro, 
|  de  ser  posible,  exige  el  derecho  de  cumplirlo. 
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En  cambio,  la  verdad  religiosa,  por  implicar  una  realidad  ontológica 
y  engendrar  una  conciencia  de  deber  fundada  en  ella,  fundamenta  un 
derecho  también  ontológico  y  primario,  que,  sin  duda,  debe  prevalecer  so- 
bre el  meramente  subjetivo;  y  debe  prevalecer  aun  en  el  caso  de  que  el 
error  sea  inculpable. 

Esa  prevalencia  no  ha  de  ser  de  mera  estimación  o  conceptual  y  valo- 
rativa,  sino  que  ha  de  llegar  a  impedir  que  el  derecho  subjetivo  a  exte- 
riorizar o  difundir  la  falsa  religión  se  ejercite,  cuando  ello  implicara  mer- 
ma y  violación  del  derecho  objetivo,  derivado  de  la  conciencia  recta  y 
de  las  exigencias  del  bien  común. 

El  derecho  objetivo  de  una  sociedad  católica  a  su  unidad  religiosa  y 
a  los  bienes  anteriormente  enumerados,  constitutivos  del  bien  común,  cier- 
tamente sería  lesionado  si  a  los  poquísimos  disidentes  protestantes — víc- 
timas de  su  conciencia  errónea — se  les  respetara  su  derecho  subjetivo  al 
proselitismo  y  a  ciertas  manifestaciones  externas  de  su  religión.  Luego  no 
debe  respetárseles  sino  sólo  el  que  pudieran  tener  a  la  práctica  privada 
y  sin  apreciables  repercusiones  en  la  vida  pública. 

Tiene  aplicación,  y  «a  fortiori»,  al  aspecto  religioso  del  bien  común, 
lo  que  se  aplica,  sin  asomo  de  injusticia,  a  otros  aspectos  sociales  y  polí- 
ticos. Cuando  una  ideología  como  la  comunista  se  estima  incompatible 
con  el  concepto  de  bien  común  nacional,  se  prohiben  tales  o  cuales  de  sus 
manifestaciones,  influjos,  organizaciones  y  acciones,  y  a  la  sincera  posible 
conciencia  del  deber  de  actuar  en  comunista  que  pueda  haber  en  muchos 
ciudadanos  se  le  niega  el  derecho  de  exteriorizarse. 

Pues  ¿por  qué  se  ha  de  autorizar  el  culto  público  y  el  proselitismo 
protestante  en  un  país  totalmente  católico,  que  considera  el  protestantis- 
mo exteriorizado  nocivo  al  bien  común  nacional,  como  él  lo  concibe  y 
desea? 

Si  en  el  primer  caso  se  justifica  plenamente,  en  opinión  de  todo  hom- 
bre sensato  y  recto,  la  limitación  de  la  espontaneidad  y  aun  del  derecho 
subjetivo  del  ciudadano,  no  se  ve  por  qué  no  haya  de  justificarse  en  el 
segundo. 

Habría  razón  para  tolerar  y  aun  autorizar  con  mayor  o  menor  ampli- 
tud el  culto  público  y  el  proselitismo  de  los  disidentes  en  un  país  total- 
mente católico,  si,  de  no  tolerarlos  o  autorizarlos,  se  siguiesen  mayores 
males  que  de  tolerarlos,  ya  dentro  de  los  patrios  confines,  ya  en  la  Iglesia 
universal;  pero  hasta  la  fecha  no  ha  podido  ni  puede  probarse  que,  tra- 
tándose de  un  país  totalmente  católico,  esos  mayores  males  de  la  into- 
lerancia sean  siempre  una  realidad. 

En  cambio,  sí  se  ha  comprobado  el  grave  daño  que  el  proselitismo 
de  los  disidentes,  apoyado  económicamente  por  poderosas  fuerzas  extran- 
jeras, causa  a  la  unidad  religiosa  católica  en  la  doctrina,  en  las  costum- 
bres, en  el  modo  de  concebir  la  vida,  y,  en  fin,  en  la  pacífica  y  cordial 
convivencia;  y,  por  lo  mismo,  a  la  Iglesia  católica  universal,  que  sufre 
gran  quebranto  en  el  país  católico,  y  no  gana  nada  en  cambio  en  los  no 
católicos. 
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17.  Presiones  del  estado  católico  sobre  las  conciencias. 

Para  justificar  en  un  país  católico,  no  ya  una  tolerancia  cualquiera, 
sino  aun  la  plena  igualdad  jurídica  de  los  pocos  disidentes  con  los  cató- 
licos, se  alega  que  donde  esa  igualdad  no  se  garantiza  se  ejercen  injustas 
presiones  sobre  la  conciencia,  aunque  la  práctica  privada  de  la  religión  di- 
sidente esté  autorizada  y  protegida  por  las  leyes. 

Ya  antes  hemos  demostrado  que  no  hay  injusticia  en  limitar  la  es- 
pontaneidad religiosa  de  los  disidentes  en  un  país  totalmente  católico,  si 
esa  limitación  viniera  exigida  por  el  bien  común  de  la  nación  y  no  se 
opusiera  al  bien  común  de  la  Iglesia  universal. 

Pero  ahora  vamos  a  declarar  más  cómo  así  sucede,  y  cómo  las  pre- 
suntas presiones  estatales  que  pudieran  señalarse  en  tal  país,  ya  sobre 
los  disidentes,  ya  sobre  los  católicos,  nada  tienen  de  injustas,  aunque, 
por  lo  que  atañe  a  los  disidentes,  sean,  en  algún  aspecto,  reales  y  molestas. 

18.  Presiones  del  Estado  católico  sobre  las 

conciencias  de  los  disidentes. 

Recordemos  que  en  un  país  totalmente  católico  la  actitud  del  Estado 
respecto  de  los  pocos  disidentes  queda  definida  por  las  enseñanzas  de  la 
Santa  Sede,  los  concordatos  y  la  tradición  histórica,  como  una  tens;ón 
o  equilibrio  entre  la  debida  protección  de  la  unidad  religiosa  católica  y 
el  respeto  a  la  conciencia  del  no  católico. 

Este  respeto  se  manifiesta  en  la  plena  seguridad  jurídica  para  prac- 
ticar el  culto  privado,  no  sólo  en  el  hogar  doméstico,  sino  en  locales 
adecuados;  en  la  abstención  y  prohibición  de  toda  medida  ordenada,  por 
su  naturaleza  o  las  circunstancias,  a  provocar  por  modos  violentos,  ya  la 
profesión  interna  de  la  fe  católica — finalidad  imposible  de  conseguir — , 
ya  la  meramente  externa  o  fingida;  y  en  la  tutela  de  los  derechos  civiles, 
como  de  cualesquiera  otros  ciudadanos  católicos,  que  no  fueran  incompa- 
tibles con  el  bien  común  católico  de  la  sociedad,  según  ésta  lo  concibe 
y,  mediante  leyes  justas,  lo  promueve. 

La  protección  del  bien  religioso  católico  o,  en  otros  términos,  de  la 
unidad  religiosa  católica  del  país,  impone  algunas  limitaciones,  tocantes 
a  la  proyección  social  de  la  disidencia,  que  no  podrán  precisarse  con  exac- 
titud matemática,  pero  que  en  el  orden  práctico  han  de  ser  las  que  la 
Santa  Sede  acostumbra  a  exigir  y  ha  exigido,  v.  gr.  en  el  concordato  es- 
pañol de  1953.  Se  reducen  a  dos:  Prohibición  del  culto  público  y  de  toda 
ceremonia  exterior,  que  pudiera  acentuar  la  presencia  discordante  y  mo- 
lesta de  un  error  religioso  en  la  comunidad  que  practica  la  religión  ver- 
dadera; prohibición  de  toda  actividad  proselitista  de  la  disidencia,  enten- 
dida como  labor  difusora  de  otra  religión  entre  católicos,  o  simplemente 
como  detractora,  tergiversadora  y  falsificadora  de  la  doctrina,  moral,  or- 
ganización e  instituciones  de  la  Iglesia  de  Cristo,  cualquiera  que  sea  el 
medio  con  que  se  realice  de  palabra  o  por  escrito. 
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Tales  prohibiciones  son  necesarias  en  la  medida  en  que  el  mal  ejem- 
plo y  la  propaganda  anticatólica  dañan  al  bien  común  en  un  país  católico. 
Ni  puede  dudarse  de  que  así  es;  sobre  todo  es  dañosa  la  propaganda.  Por- 
que tiende  a  romper  la  unidad  religiosa  católica,  que  es  el  más  precioso 
elemento  de  ese  bien  común.  La  posesión  y  vivencia  de  la  fe  católica  por 
todos  los  ciudadanos  es  la  más  eficaz  garantía  de  una  coincidencia  de  cri- 
terios fundamentales  acerca  de  los  problemas  de  orden  público  y,  por  lo 
mismo,  de  la  consiguiente  concordia  en  la  acción. 

Es  innegable  que  aun  entre  católicos,  y  bien  formados,  queda  mar- 
gen a  la  diferencia  de  opiniones,  razonables  y  no  razonables,  sobre  los  va- 
riados aspectos  de  la  cosa  pública;  y  no  menos  a  la  diversidad  de  táctica 
en  lo  político,  social,  cultural;  no  sólo  porque  la  absoluta  uniformidad 
de  pensamiento  es  imposible,  aun  entre  los  varones  inteligentes  y  rectos, 
sino  porque  las  pasiones  desordenadas  enfrentan  a  los  unos  con  los  otros 
en  el  sentir  y  en  el  obrar. 

Tampoco  puede  negarse  que  el  bien  común  puede  en  absoluto  garan- 
tizarse aun  en  sociedades  religiosamente  divididas,  y  pese  a  la  diversidad 
de  puntos  de  vista  peculiares  de  cada  confesión  religiosa,  si  convienen  en 
ciertos  princpios  básicos  de  convivencia  política  y  modos  prácticos  de 
comportamiento  cívico. 

Pero  es  indudable  que  la  unidad  religiosa  católica,  al  asegurar  esen- 
ciales y  vitales  coincidencias,  reduce  notablemente  el  margen  del  disenti- 
miento, doctrinal  y  práctico,  y  facilita  la  unión  y  la  colaboración;  de 
forma  que,  ceteris  paribus,  la  concordia  necesaria  para  trabajar  eficazmen- 
te por  un  bien  común,  correrá  menos  peligros  que  en  otra  sociedad  de 
pluralismo  religioso. 

Ahora  bien,  el  proselitismo  anticatólico  no  sólo  tiende  a  romper  la 
unidad  religiosa  en  la  verdad  católica,  sino  que  de  hecho  la  rompe.  Por- 
que muchos  católicos,  no  bien  conocedores  de  los  fundamentos  doctrina- 
les de  su  fe,  fácilmente  se  turban  y  aun  son  completamente  engañados 
por  los  sofismas  de  una  hábil  propaganda,  sobre  todo  cuando  viven,  como 
suelen,  sin  el  debido  contacto  con  la  Iglesia;  otros  muchos,  egoístas  y  de 
malas  costumbres,  se  rinden  a  los  atractivos  de  una  ley  moral  menos  se- 
vera y  hasta  canonizadora  de  ciertas  exigencias  pasionales,  como  es,  a  veces, 
la  de  semejantes  propagandistas;  no  pocos,  en  fin,  reciben  fuertes  inyeccio- 
nes de  indiferentismo  y  escepticismo,  que  nunca  jamás  disuelven  ni  asimilan, 
y  dejan  de  ser  los  católicos  convencidos  y  felices  que  eran,  y  de  sentir  la 
estrecha  y  cordial  hermandad  con  que  antes  vivían  en  la  comunidad.  To- 
dos ellos,  por  el  hecho  de  perder  su  fe  católica  y  el  ambiente  luminoso  y 
sentimental  que  daba  a  su  vida,  pierden  la  uniforme  concepción  de  los  idea- 
les nacionales  e  internacionales,  y  el  correlativo  entusiasmo  y  valor  para 
procurarlos. 

Es,  pues,  indudable  que  el  proselitismo  anticatólico  daña  a  la  unidad 
católica  del  país;  y  la  pérdida  de  la  unidad  o  su  debilitamiento  favorece 
la  desunión  de  los  ciudadanos  en  la  concepción  y  prosecución  del  bien 
común. 
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Se  podría  observar  que,  si  los  católicos  poseyeran  la  conveniente  for- 
mación doctrinal  y  moral,  no  haría  mella  en  ellos  la  propaganda  de  una 
religión  diferente,  y  quedaría  a  salvo  la  unidad  religiosa  de  un  país  ca- 
tólico, aunque  se  autorizara  el  proselitismo  de  la  disidencia.  Pero  aunque 
esto  fuera  verdadero — y  no  lo  es — no  probaría  sino  que  la  Iglesia  ha  de 
afanarse  por  dar  a  sus  adeptos  óptima  formación,  pero  no  que  el  Estado 
haya  de  garantizar  a  los  no  católicos  la  facultad  de  hacer  prosélitos  entre 
los  mismos  católicos,  aun  con  acciones  de  carácter  público. 

No  creo  que  el  honor  exclusivo  debido  a  la  verdad  religiosa  católica,  a 
Dios  su  autor  y  a  la  Iglesia  su  depositaría  y  maestra,  sea  compatible  con 
la  autorización  de  públicas  enseñanzas  del  error  que  la  combaten;  ni  veo 
que,  como  se  prohiben  y  castigan  las  públicas  propagandas  contra  los  prin- 
cipios de  la  justicia  natural,  en  que  una  comunidad  se  asienta,  no  hayan  de 
prohibirse  y  propagarse  las  falsedades,  tergiversaciones,  detracciones  con- 
tra la  religión  católica,  considerada,  y  con  razón,  por  una  sociedad  no  sólo 
como  su  fundamento  y  su  norma  de  vida,  sino  como  la  expresión  autén- 
tica de  la  verdad  y  de  la  caridad  del  Creador  y  Redentor. 

Pero  prescindiendo  ahora  de  esta  consideración,  en  que  no  quiere  re- 
parar un  mundo  materialista  y  laico,  se  ha  de  insistir  en  que  esa  perfecta 
formación  de  los  católicos  y  la  consiguiente  invulnerabilidad  es  una 
utopía. 

Por  causas  diversas,  pero  en  realidad  hoy,  y  quizá  siempre,  insupera- 
bles, ni  el  magisterio  de  la  Iglesia  llega  a  todos  los  bautizados  católica- 
mente, ni  surte  pleno  efecto  en  todos  aquellos  a  quienes  llega,  ni  todos 
los  católicos  bien  instruidos  y  formados,  cuánto  menos  los  ignorantes  y 
mal  morigerados,  corresponden  como  sería  su  deber  a  la  gracia  divina;  y 
por  eso  será  inevitable,  prácticamente,  que  la  fe  de  muchos  de  entre  todos 
éstos  quede  malherida  y  debilitada,  y  aun  sucumba  ante  los  sofismas  y 
los  atractivos  de  una  propaganda  adversa. 

No  negamos,  pues,  que  el  medio  más  eficaz  para  conservar  la  unidad 
religiosocatólica  de  un  pueblo  que,  por  gran  dicha  suya,  la  posee,  sea  la 
formación  doctrinal  y  moral  perfecta  en  todas  las  clases  sociales;  pero, 
parte  porque  en  esta  formación  no  se  alcanzará  el  ideal,  parte  porque  el 
sofisma  de  la  hábil  propaganda  del  error,  en  combinación  con  la  debilidad 
de  muchos,  es  siempre  causa  de  ruina  espiritual,  se  ha  de  utilizar  también, 
con  la  prudencia  que  la  situación  reclame,  la  cautela  de  la  preservación 
del  peligro  prohibiendo  y  castigando  la  propaganda  misma. 

Esta  prohibición  y  ese  castigo,  así  exigidos  por  el  bien  común  del 
país  católico,  no  implican  presión  injusta  sobre  las  conciencias  disiden- 
tes; porque  no  violan  ningún  derecho,  y  porque  dejan  intacta,  así  la  liber- 
tad física  o  libre  albedrío  para  profesar  o  no  profesar  la  fe  católica,  como 
además  la  libertad  jurídica  para  profesar  y  practicar  en  privado  su  propio 
credo. 
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19.    Presiones  del  Estado  católico  sobre  las  conciencias 
de  los  católicos. 

Que  el  Estado  católico,  procediendo  como  tal,  en  un  país  totalmente 
católico,  no  presiona  injustamente  sobre  las  conciencias  de  los  católicos 
mismos,  es  tan  manifiesto,  que  parecería  ocioso  tratar  de  mostrarlo,  si 
no  hubiera  quienes  lo  niegan,  alegando  que  bajo  tal  régimen,  la  libertad 
del  acto  de  fe  de  los  católicos  no  es  suficientemente  respetada,  pues  la 
profesan  y  la  practican  los  ciudadanos,  no  tanto  por  convicción  y  propio 
impulso,  como  por  convencionalismo  social;  ni  se  sienten  libres  para  aban- 
donarla, si  a  ello  les  impulsara  su  conciencia. 

Pero  estas  objeciones  carecen  de  consistencia,  aunque  tengan  aspec- 
tos dignos  de  consideración. 

Si  suponemos  un  Estado  católico,  correspondiente  a  una  sociedad  ca- 
tólica, hemos  de  pensar  que  la  generalidad  de  los  ciudadanos,  pese  a  sus 
fragilidades  e  inconsecuencias  en  el  orden  religioso,  carecen  de  conviccio- 
nes favorables  a  otras  religiones  y  estiman  que  la  propia  es  la  verdadera, 
y,  por  lo  mismo,  no  pueden  comprender  un  bien  común  de  su  país  en  que, 
según  antes  decíamos,  no  se  integren  los  valores  religiosomorales  del  ca- 
tolicismo. 

Desean,  pues,  un  régimen  que  garantice  las  posibilidades  y  facilidades 
de  una  educación  católica  para  todas  las  familias,  un  ordenamiento  jurí- 
dico que  tutele  y  promueva  una  justicia  social  según  las  normas  católi- 
cas, una  cultura  objetiva  pero  no  dañosa  a  la  ortodoxia,  unas  costumbres 
públicas  según  las  exigencias  de  la  ley  de  Dios,  una  política  inspirada  en 
las  enseñanzas  de  la  Santa  Sede  y  unas  relaciones  entre  Iglesia  y  Estado 
como  arriba  quedan  expuestas. 

Si  el  Estado  procede  en  conformidad  con  estas  exigencias,  no  sólo  no 
presiona  las  conciencias  de  los  católicos,  sino  que  secunda  su  espontanei- 
dad y  se  pone  realmente  al  servicio  de  sus  más  íntimos  y  sinceros  ideales. 

Ni  por  así  promoverse  y  facilitarse  la  vida  católica  de  la  nación,  con 
ese  ambiente  creado  por  las  leyes  y  los  demás  actos  de  gobierno  y  por  las 
costumbres  privadas  y  públicas,  pierde  quilates  la  sinceridad  de  la  fe,  co- 
mo si  esta  sinceridad  no  pudiera  darse,  o  no  con  tanta  pureza,  cuando  fal- 
tan perseguidores  y  el  culto  a  Cristo  no  ha  de  guarecerse  en  las  catacumbas. 

No  exageremos  los  peligros  de  una  degradación  de  la  vida  católica, 
cuando  socialmente  es  facilitada.  Efectivamente,  el  ambiente  colectivo  y 
uniformista  de  una  sociedad  católica,  regida  por  las  normas  de  Libertas  e 
Immortale  Dei,  disminuye  y  hasta  elimina  ciertos  externos  obstáculos  a  la 
práctica  de  la  religión;  y  esa  conciencia  de  facilidad  puede  ser  ocasión  de 
que  bajen  la  tensión  y  el  esfuerzo  personal  en  muchos,  se  introduzca  la 
rutina  y  se  degrade  el  fervor;  pero  nada  más  que  ocasión;  y  la  ocasión  pue- 
de superarse,  y  se  supera  con  la  abundancia  de  otros  factores,  que  actúan 
como  verdaderas  causas  en  sentido  contrario  sobre  la  totalidad  y  sobre 
los  selectos:  enseñanza  y  educación  religiosa  desde  la  primera  edad,  faci- 
lidad para  recibir  los  santos  Sacramentos,  dirección  espiritual,  acción  siste- 
mática y  organizada  en  el  campo  cultural  y  en  el  apostolado.  Sin  contar 
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con  que  hoy,  aun  en  la  sociedad  oficialmente  católica,  no  faltan  tenta- 
ciones y  peligros  de  renunciar  a  los  altos  ideales  de  la  fe,  de  violar  sus 
preceptos  y  aun  de  perderla  a  ella  misma;  y  la  conciencia  de  tales  riesgos 
estimula  a  no  dormirse  en  la  inacción  y  en  la  rutina,  antes  al  contrario,  a 
vivir  con  intenso  y  cada  día  renovado  fervor. 

Toda  ley — justa — ejerce  alguna  presión  sobre  el  ciudadano;  pero  no 
sólo  no  le  impide  querer  libre  y  aun  entusiastamente  en  ocasiones  lo  que 
la  ley  ordena,  cuando  lo  que  ordena  es  noble  y  amable,  sino  que,  confor- 
me al  sabio  dicho  de  Cicerón,  es  condición  de  la  verdadera  y  sana  libertad, 
que  es  la  que  sin  coacción  escoge  el  bien.  «Legum  idcirco  servi  sumus,  ut 
liberi  esse  possimus».  ¿O  es  que  para  que  los  actos  sean  libres  y  huma- 
nos se  han  de  sustraer  a  toda  ley? 

¿Por  qué,  pues,  un  régimen  legal  que  garantiza  el  respeto  público  y 
el  favor  a  la  Iglesia  católica  en  una  nación  católica — sin  impedir,  por  lo 
demás,  el  culto  privado  disidente  a  los  raros  no  católicos — implicará  ru- 
tina y  esclavitud  religiosa? 

También  en  los  Institutos  religiosos  se  da  ese  uniformismo  de  idea- 
les y  de  prácticas  y  esa  presión  social  de  la  disciplina  en  el  sentido  marca- 
do por  las  reglas  y  por  la  vida  común;  y,  sin  embargo,  la  realidad  históri- 
ca enseña  que  el  peligro  de  rutina  inherente  a  esos  factores  se  supera  con 
los  mismos  recursos  que  la  vida  religiosa  ofrece:  la  oración,  la  liturgia,  la 
dirección  espiritual,  la  vigilancia  de  los  superiores,  el  trabajo  apostólico. 

En  cambio,  difícilmente  se  supera  el  peligro  de  relajación,  disipación  e 
inercia  de  los  seglares  puestos  en  ambiente  de  tentación.  Mayor  es  el  nú- 
mero de  los  laicos  que  en  una  sociedad  pluralista  pierden  el  espíritu  esen- 
cial de  cristianos  en  gracia  de  Dios  y  aun  la  fe,  que  el  de  los  religiosos  víc- 
timas de  la  rutina  y  carentes  de  una  viva  conciencia  de  responsabilidad 
ante  sus  obligaciones  de  perfección,  y  el  de  los  mismos  seglares  tibios  y 
perezosos  en  una  sociedad  católica  católicamente  regida. 

No  exageremos  el  buen  efecto  de  las  dificultades  sociales  en  orden  a 
practicar  el  catolicismo  auténtico.  El  hombre,  sin  una  gracia  extraordina- 
ria, no  puede  en  ocasiones  superarlas.  Sucumbe  ante  ellas. 

La  historia  ha  probado  siempre  y  está  probando  ahora,  que,  donde  el 
Estado  es  perseguidor  de  la  Iglesia,  puede  ésta  llegar  a  desaparecer;  por- 
que las  posibilidades  personales  e  individuales  de  los  fieles  no  siempre 
pueden  competir  con  el  poderío  de  los  tiranos,  máxime  en  los  tiempos 
modernos;  en  cambio,  donde  el  Estado  es  católico — sin  las  desviaciones 
históricas,  v.  gr.,  de  absolutismo,  cesarismo,  josefinismo,  regalismo,  que 
precisamente  se  oponen  al  auténtico  régimen  católico — florecerá  a  la  lar- 
ga la  vida  católica  en  todo  su  esplendor  externo  y  en  toda  su  vitalidad, 
sinceridad  y  felicidad  interna,  salvos  siempre  los  riesgos  inherentes  a  la 
libertad  de  seres  proclives  al  pecado. 

Indudablemente,  en  un  régimen  de  relaciones  cordiales  y  respetuosas 
entre  ambas  potestades,  aunque  el  Estado  no  fuera  católico,  como  v.  gr.  en 
los  Estados  Unidos  de  América,  podrá  la  Iglesia  verdadera  crecer  y  al- 
canzar cierta  prosperidad;  pero,  como  decía  León  XIII  a  los  obispos  de 
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aquella  nación  en  la  epístola  «Longinqua  Oceani»,  ceteris  par  i  bus,  más 
crecería  y  prosperaría  disfrutando  de  la  protección  positiva  estatal  que 
la  doctrina  católica  prescribe,  donde  por  la  unidad  en  la  fe  religiosa  de 
Cristo  fuera  posible. 

Más  fácil  es  conservar  y  aumentar  la  sinceridad,  espontaneidad  y  fer- 
vor en  la  práctica  de  la  religión,  en  un  ambiente  social  y  políticamente 
católico,  que  evitar  la  pérdida  de  la  fe  misma  bajo  un  régimen  persecuto- 
rio y  aun  de  simple  laicismo  oficial  que,  si  efectivamente  es  tal,  no  de- 
jará de  crear  graves  dificultades  a  la  formación  y  a  la  actuación  del  clero 
y  del  laicado  en  toda  acción  católica  de  apostolado,  y  al  ejercicio  de  la 
vida  cristiana. 

Por  otra  parte,  si  la  catolicidad  del  Estado  es  el  ideal,  como  lo  es, 
por  exigirla  manifiestamente  la  doctrina  revelada  y  la  filosofía  cristiana, 
no  puede  ser  verdadero  que  para  la  Iglesia  sea  mejor  la  acatolicidad 
oficial,  la  neutralidad  y  el  laicismo,  donde  sea  posible  esa  catolicidad.  Por- 
que lo  mejor  es  siempre,  en  principio,  la  verdad,  el  ideal.  Unicamente 
cuando  la  sociedad  de  que  se  trata  sea  pluralista  en  religión,  y,  por  lo  mis- 
mo, el  ideal  prescrito  para  una  comunidad  católica  sea  imposible  prácti- 
camente, se  daría  el  caso  de  que  una  política  religiosa  imperada  por  él 
fuera  nociva  a  la  Iglesia. 

El  Estado  que  facilita,  como  es  su  deber,  con  justas  leyes  la  actuali- 
zación de  los  ideales  cívicos  de  paz,  justicia  y  prosperidad,  no  puede  ser 
tildado  de  que  lesiona  la  libertad  con  que  los  ciudadanos  deben  tratar  de 
realizarlos.  <¡Y  podrá  ser  acusado  el  Estado  católico,  cuando  garantiza  el 
conveniente  uso  del  medio  más  eficaz  para  lograr  esa  justicia,  paz  y  pros- 
peridad, propias  de  un  pueblo  cristiano,  que  es  la  verdadera  religión  de 
Jesucristo,  profesándola  él  y  reconociendo  a  la  Iglesia  plenamente  sus  de- 
rechos a  predicarla  y  tutelarla? 

Hemos  hablado  hasta  aquí  de  un  país  de  unidad  católica,  y  en  una 
perspectiva  meramente  nacional. 

Si  el  mundo  se  supusiera  tan  unificado  en  lo  político,  social,  económico... 
que  constituyera  un  único  Estado  o  Superestado;  o,  sin  llegar  a  tal  uni- 
dad, se  aproximara  mucho  a  ella;  y,  por  uno  u  otro  motivo,  el  bien  común 
del  orbe  o  el  de  la  Iglesia  universal  no  pudiera  subsistir,  si  no  se  ase- 
gurara a  todas  las  religiones,  en  principio  al  menos,  la  misma  libertad  o 
condición  jurídica  en  todas  las  naciones  o  Estados  más  o  menos  soberanos, 
habría  de  asegurárseles,  aplicando  a  ese  Superestado  o  a  todo  el  orbe  así 
unificado  la  doctrina  que  vamos  a  exponer  en  seguida,  tratando  de  un 
país  dividido  en  varias  confesiones  religiosas. 

20.    Doctrina  de  la  Iglesia  sobre  el  régimen  político 
de  un  país  carente  de  unidad  religiosa  católica. 

Cuando  la  totalidad  moral  de  los  ciudadanos  no  profesan  el  catoli- 
cismo, a  lo  menos  existirá  una  apreciable  minoría  disidente,  y  podrá 
darse  el  caso  de  que  se  den  varios  grupos  o  confesiones  diferentes  del 
catolicismo,  cuyo  conjunto  iguale  o  supere,  y  quizá  en  mucho,  el  núme- 
ro de  los  católicos. 
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En  la  variedad  de  situaciones  que  en  ese  país  dividido  religiosamente 
pueden  darse,  ya  por  el  volumen,  ya  por  la  importancia  e  influjo  de  las 
confesiones  no  católicas,  el  bien,  la  paz  y  el  bienestar  de  los  ciudadanos, 
exigirán  diferentes  modos  de  convivencia,  pero  siempre,  y  en  todos  ellos, 
se  garantizará  un  mayor  o  menor  grado  de  libertad  para  todos,  y  aun  a 
veces  habrá  de  llegarse  a  la  plena  igualdad  jurídica  de  católicos  y  no  ca- 
tólicos, aun  siendo  mayoría  los  católicos. 

Esta  plena  igualdad  estará  justificada  cuando,  de  no  garantizarse  por 
la  ley,  la  convivencia  en  paz  y  prosperidad  fuera  imposible. 

No  es  que,  en  quienes  profesan  una  religión  falsa,  haya  jamás  objetivo 
derecho  a  profesarla,  ni  menos  a  la  protección  de  un  poder  civil,  que, 
según  la  ordenación  divina,  debería  sólo  servir  a  un  orden  temporal  ca- 
tólico. 

Es  que  el  gobernante,  aun  de  religión  católica,  en  un  país  pluralista, 
tiene  la  obligación  de  asegurar  la  paz  o  concordia  ciudadana  y  el  bien- 
estar, mediante  la  creación  de  condiciones  de  pública  prosperidad;  porque 
ése  es  su  específico  fin.  Claro,  que  sobre  la  base  de  una  justicia  natural 
y  unos  criterios  fundamentales,  aceptados  por  toda  persona  sensata  y 
honesta. 

El  Estado,  en  realidad,  no  colabora  a  la  consecución  del  fin  último, 
sino  en  la  medida  en  que  tutela  y  promueve  ese  bien  común  temporal: 
paz  y  bienestar  o  prosperidad. 

Ahora  bien,  si  en  tal  país  el  poder  civil  no  garantiza  a  las  diversas 
confesiones  la  profesión  y  vivencia  de  su  propio  credo,  incluso  llegando, 
cuando  sea  preciso,  hasta  la  absoluta  igualdad  de  todas  ellas  ante  la  ley, 
no  será  posible  una  pacífica  convivencia  ni  una  seria  y  constante  colabora- 
ción de  los  ciudadanos  en  la  obra  común. 

Podrá  darse  el  caso  de  que  los  supremos  gobernantes  de  un  país  plu- 
ralista sean  de  un  mismo  grupo  religioso,  v.  gr.,  del  católico,  pero  no  por 
eso  han  de  privilegiar  a  la  Iglesia  católica,  con  daño  del  bien  común  ante- 
dicho. Lo  que  deben  hacer  es  asegurar  los  derechos  de  todas  las  confe- 
siones por  igual,  sin  más  diferencia,  quizá,  que  las  exigidas,  según  cáno- 
nes de  sana  democracia,  por  la  respectiva  importancia  de  cada  una  en 
orden  al  bien  nacional;  importancia  derivada  de  su  tradición,  de  su  in- 
flujo, de  su  mayor  solera  y  prestancia  en  la  pública  opinión. 

Pero  en  principio,  tanta  libertad  debe  otorgarse  y  tutelarse  a  cada 
grupo,  aunque  no  sea  católico,  cuanto  requiera  la  paz  y  la  pública  pros- 
peridad. 

21.    Doctrina  de  León  xiu. 

Cuanto  acabamos  de  decir  sobre  el  ideal  católico  del  Estado,  en  cuan- 
to atañe  a  su  comportamiento  en  materia  de  religión,  se  contiene  explí- 
citamente en  el  magisterio  de  los  Papas  y  sobre  todo  de  León  XIII  que, 
rebatiendo  los  errores  del  liberalismo  decimonónico,  ofreció  a  la  Iglesia 
una  admirable  exposición  de  la  verdad  cristiana  sobre  el  particular. 
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En  realidad  nada  enseñó  este  gran  pontífice  que  no  hubieran  enseñado 
sus  predecesores  y  que  la  Santa  Sede  no  hubiera  procurado  llevar  a  la 
práctica,  según  las  posibilidades  de  las  diversas  situaciones  históricas;  pero 
tiene  el  singular  mérito  de  haber  recogido,  sistematizado  en  vigorosa  sín- 
tesis e  ilustrado  el  tradicional  pensamiento  católico. 

En  los  capítulos  3  y  4  de  nuestra  obra  «Libertad  religiosa  y  Estado 
católico»  lo  hemos  presentado,  en  su  plena  autenticidad,  recorriendo  los 
más  expresivos  documentos  pontificios,  desde  la  paz  constantiniana  hasta 
Pío  XII  inclusive;  pero  hemos  procurado,  con  particular  afán,  poner  en 
claro  las  enseñanzas  de  León  XIII  y  de  Pío  XII;  y  a  esas  páginas  remiti- 
mos a  nuestros  lectores,  ya  que  aquí  no  podemos  extendernos  tanto,  y 
sólo  les  ofreceremos  un  sustancioso  resumen. 

A  todo  lector  atento  y  sincero  amigo  de  la  verdad,  será  manifiesto, 
que  en  las  encíclicas  Immortale  Dei,  Libertas,  Diutumum  illud,  y  en  la 
Epístola  Longinqua  Oceani,  León  XIII  reprueba  de  un  modo  inequívoco 
la  aconfesionalidad  del  Estado  y  la  igualdad  jurídica  de  todas  las  reli- 
giones por  contrarias  al  ideal  divino,  aunque  admita  una  y  otra,  como  un 
mal  menor,  una  desviación  que  ha  de  tolerarse  y  aceptarse  en  la  hipóte- 
sis de  una  sociedad  dividida  en  dos  o  más  confesiones  religiosas  de  im- 
portancia. Este  es  el  inconfundible  sentido  de  todos  y  cada  uno  de  tan 
venerables  documentos.  He  aquí  algunos  pasajes  bien  expresivos: 

«Considerada  en  el  Estado  la  misma  libertad  (de  cultos),  pide  (el  liberalismo)  que 
éste  no  tribute  a  Dios  culto  alguno  público,  por  no  haber  razón  que  lo  justifique; 
que  ningún  culto  sea  preferido  a  los  otros,  y  que  todos  ellos  tengan  igual  derecho, 
sin  respeto  ninguno  al  pueblo,  dado  caso  que  éste  haga  profesión  de  católico.  Para 
que  todo  esto  fuera  justo,  habría  de  ser  verdad  que  la  sociedad  civil  no  tiene  para 
con  Dios  obligaciones  algunas,  o  que  puede  infringirlas  impunemente;  pero  no  es 
menos  falso  lo  uno  que  lo  otro.  No  puede,  en  efecto,  dudarse  de  que  la  sociedad 
establecida  entre  los  hombres,  ya  se  mire  a  sus  partes,  ya  a  su  forma,  que  es  la 
autoridad;  ya  a  su  causa,  ya  a  la  gran  copia  de  utilidades  que  acarrea,  existe  por  vo- 
luntad de  Dios.  Dios  es  quien  creó  al  hombre  para  vivir  en  sociedad,  y  quien  lo 
puso  entre  sus  semejantes,  para  que  las  exigencias  naturales,  que  él  no  pudiera  satis- 
facer solo,  las  viera  cumplidas  en  la  sociedad.  Así  es  que  la  sociedad,  por  serlo, 
ha  de  reconocer  como  Padre  y  autor  a  Dios,  y  reverenciar  y  adorar  su  poder  y  do- 
minio. Veda,  pues,  la  justicia,  y  védalo  también  la  razón,  que  el  Estado  sea  ateo, 
o,  lo  que  viene  a  parar  en  el  ateísmo,  que  se  halle  de  igual  modo  con  respecto  a 
las  varias  que  llaman  religiones  y  conceda  a  todos  promiscuamente  iguales  derechos. 

Siendo,  pues,  necesario  al  Estado  profesar  una  religión,  ha  de  profesar  la  única 
verdadera,  la  cual  sin  dificultad  se  conoce,  singularmente  en  los  pueblos  católicos, 
puesto  que  en  ella  aparecen  como  sellados  los  caracteres  de  la  verdad.  Esta  religión 
es,  pues,  la  que  han  de  conservar  los  que  gobiernan;  ésta  la  que  han  de  proteger,  si 
quieren,  como  deben,  atender  con  prudencia  y  útilmente  a  la  comunidad  de  los  ciu- 
dadanos. La  autoridad  pública  está,  en  efecto,  constituida  para  utilidad  de  sus  sub- 
ditos, y  aunque  próximamente  mira  a  proporcionarles  la  prosperidad  de  esta  vida 
terrena,  con  todo,  no  debe  disminuirles,  sino  aumentarles  la  facilidad  de  conseguir 
aquel  sumo  y  último  bien  en  que  está  la  sempiterna  bienaventuranza  del  hombre  y 
a  que  no  puede  llegarse  en  descuidándose  de  la  religión»  (31). 

«Así  fundada  y  constituida  la  sociedad  política,  manifiesto  es  que  ha  de  cum- 
plir por  medio  del  culto  público  las  muchas  y  relevantes  obligaciones  que  la  unen 
con  Dios.  La  razón  y  la  naturaleza,  que  manda  a  cada  uno  de  los  hombres  dar  culto 
a  Dios  piadosa  y  santamente,  porque  estamos  bajo  su  poder,  y  de  El  hemos  salido 


(31)   León  XIII,  Ene.  Libertas,  nn.  26-27  de  la  Colección  de  Ene.  de  A.  C. 
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y  a  El  hemos  de  volver,  estrecha  con  la  misma  ley  a  la  comunidad  civil.  Los  hombres 
no  están  menos  sujetos  al  poder  de  Dios  unidos  en  sociedad  que  cada  uno  de  por 
sí;  ni  está  la  sociedad  menos  obligada  que  los  particulares  a  dar  gracias  al  Supremo 
Hacedor,  que  la  formó  y  compaginó,  que  pródigo  la  conserva  y  benéfico  le  otorga 
innumerables  copias  de  dádivas  y  afluencia  de  haberes  inestimables.  Por  esta  razón, 
así  como  no  es  lícito  descuidar  los  propios  deberes  para  con  Dios,  el  primero  de 
los  cuales  es  profesar  de  palabra  y  de  obra,  no  la  religión  que  a  cada  uno  acomoda, 
sino  la  que  Dios  manda  y  consta  por  argumentos  ciertos  e  irrecusables  ser  la  única 
verdadera,  de  la  misma  suerte  no  pueden  las  sociedades  políticas  obrar  en  concien- 
cia como  si  Dios  no  existiese;  ni  volver  la  espalda  a  la  religión,  como  si  les  fuese 
extraña;  ni  mirarla  con  esquivez  ni  desdén,  como  inútil  y  embarazosa;  ni,  en  fin, 
otorgar  indiferentemente  carta  de  vecindad  a  los  varios  cultos;  antes  bien,  y  por 
el  contrario,  tiene  el  Estado  político  obligación  de  admitir  enteramente  y  abierta- 
mente profesar  aquella  ley  y  prácticas  de  culto  divino  que  el  mismo  Dios  ha  de- 
mostrado que  quiere. 

Honren,  pues,  como  sagrado,  los  príncipes  el  santo  nombre  de  Dios,  y  entre 
sus  primeros  y  más  gratos  deberes  cuenten  el  de  favorecer  con  benevolencia  y  el 
de  amparar  con  eficacia  a  la  religión,  poniéndola  bajo  el  resguardo  y  vigilante  auto- 
ridad de  la  ley;  ni  den  paso  ni  abran  la  puerta  a  institución  ni  a  decreto  alguno  que 
ceda  en  su  detrimento. 

Este  deber  de  los  Gobiernos  nace,  asimismo,  del  derecho  de  los  ciudadanos,  cu- 
yo bien  administran,  porque  a  la  verdad,  y  sin  excepción,  los  hombres,  todos  cuan- 
tos hemos  venido  a  la  luz  de  este  mundo,  nos  reconocemos  naturalmente  inclina- 
dos y  razonablemente  movidos  a  la  consecución  de  un  bien  final  y  soberano,  que, 
por  encima  de  la  fragilidad  y  brevedad  de  esta  vida,  está  colocado  en  los  cielos, 
adonde  han  de  aspirar  todos  nuestros  propósitos  y  designios. 

Si,  pues,  de  este  sumo  bien  depende  el  colmo  de  la  dicha  o  la  perfecta  felicidad 
de  los  hombres,  no  habrá  quien  no  vea  que  su  consecución  importa  tanto  a  cada  uno 
de  los  ciudadanos,  que  mayor  interés  no  hay  ni  es  posible.  Así  que  estando,  como 
está,  naturalmente  constituida  la  sociedad  civil  para  la  prosperidad  de  la  cosa  pú- 
blica, preciso  es  que  no  excluya  este  bien  principal  y  máximo,  de  donde  nacerá  que, 
bien  lejos  de  crear  obstáculos,  provea  oportunamente,  cuanto  esté  de  su  parte,  toda 
comodidad  a  los  ciudadanos  para  que  logren  y  alcancen  aquel  bien  sumo  e  inconmu- 
table que  naturalmente  desean.  ¿Y  qué  medio  hay  cómodo  y  oportuno  de  que  echar 
mano  con  ese  intento  que  sea  tan  eficaz  y  excelente  como  el  de  procurar  la  ob- 
servancia santa  a  inviolable  de  la  verdadera  religión,  cuyo  oficio  consiste  en  unir 
al  hombre  con  Dios?»  (32). 

«En  verdad,  aunque  la  Iglesia  juzga  no  ser  lícito  el  que  las  diversas  clases  y 
formas  de  culto  divino  gocen  del  mismo  derecho  que  compete  a  la  religión  ver- 
dadera, no  por  eso  condena  a  los  encargados  del  Gobierno  de  los  Estados  que,  ya 
para  conseguir  algún  bien  importante,  ya  para  evitar  algún  grave  mal,  toleren  en 
la  práctica  la  existencia  de  dichos  cultos  en  el  Estado.  Otra  cosa  también  precave 
con  grande  empeño  la  Iglesia,  y  es  que  nadie  sea  obligado  contra  su  voluntad  a  abra- 
zar la  fe,  como  quiera  que,  según  enseña  sabiamente  San  Agustín,  el  hombre  no  puede 
creer  sino  queriendo»  (33). 

En  León  XIII,  pues,  aparece  claro  e  indiscutible: 

1.°  Que  no  sólo  el  hombre  como  individuo,  sino  el  Estado  mismo 
en  cuanto  tal,  el  poder  civil  en  cuanto  encarnado  en  tales  personas,  físicas 
o  morales,  ha  de  tributar  culto  a  Dios;  y  ha  de  profesar  la  religión  verda- 
dera que  es  la  católica,  y  como  tal  es  conocida  por  los  países  católicos. 

2°  Que  no  se  ha  de  comportar  de  igual  modo  con  respecto  a  las  di- 
versas religiones  ni  otorgarles  a  todas  iguales  derechos. 


(32)  León  XIII.  Ene.  Immortale  Dei,  nn.  11-12  de  la  Colección  de  A.  C. 

(33)  León  XIII,  Ene.  Immortale  Dei,  n.  46  de  la  misma  colección. 
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3.  °  Que  la  religión  católica  es  la  que  han  de  conservar  y  proteger  los 
gobernantes,  pues  aunque  la  autoridad  civil  próximamente  mira  a  propor- 
cionar a  los  ciudadanos  la  prosperidad  de  esta  vida  terrena,  con  todo,  no 
debe  disminuirles,  sino  aumentarles  la  facilidad  de  conseguir  el  sumo  y 
último  bien  de  la  sempiterna  bienaventuranza. 

4.  °  Que  ese  deber  de  protección  de  la  religión  católica  exige  al  Es- 
tado abstenerse  de  toda  medida  que  ceda  en  su  detrimento,  y  adoptar  las 
que  sean  necesarias  para  favorecerla  positivamente  proveyendo  oportu- 
namente, en  cuanto  esté  de  su  parte,  toda  comodidad  a  los  ciudadanos 
para  que  logren  el  sumo  bien  que  desean. 

5°  Que,  en  concreto,  ambas  potestades,  civil  y  eclesiástica,  deben 
actuar  cada  una  en  su  campo  propio,  pero  en  amigable  inteligencia;  no 
desconociéndose  y  oponiéndose,  sino  reconociendo  la  una  a  la  otra  sus 
derechos,  y  cumpliendo  sus  respectivos  deberes,  y  colaborando  ambas  al 
bien  temporal  y  al  eterno  del  ciudadano  que  bajo  diversos  aspectos  es 
subdito  de  las  dos. 

6.  °    Que  las  normas  de  estas  relaciones  mutuas  deben  ser: 

a)  La  Iglesia  es  absolutamente  independiente  del  Estado  y  goza  de 
potestad  exclusiva  en  cuanto  atañe  a  la  vida  sobrenatural. 

b)  El  Estado  está  sometido  directamente  a  la  Iglesia  en  cuanto  se 
refiere  a  los  asuntos  religiosomorales  e  indirectamente  en  los  temporales 
relacionados  con  la  vida  sobrenatural. 

c)  El  Estado  es  soberano  en  los  asuntos  puramente  temporales,  en 
los  cuales  la  Iglesia  carece  en  absoluto  de  jurisdicción. 

7.  °  Que  para  evitar  un  mal  mayor,  y  en  la  imposibilidad  real  de  tal  ré- 
gimen católico  ideal,  en  un  país  dividido,  se  impondrá  a  veces  la  toleran- 
cia de  los  cultos  disidentes  y  aun  la  igualdad  jurídica  con  el  católico;  y 
hasta  la  aconfesionalidad  del  Estado  en  cuanto  tal,  ya  que  nunca  se  pue- 
de justificar — mucho  menos  exigir — ni  la  irreligiosidad  del  Estado,  ni  la 
simple  arreligiosidad  del  gobernante  como  tal  individuo  particular. 

Es,  pues,  manifiesto  que  León  XIII  constituye  como  sujeto  de  esas 
obligaciones  a  los  príncipes,  a  los  gobiernos,  al  poder  civil,  al  que  legisla, 
administra  y  juzga;  y  aunque  a  veces,  no  siempre,  usa  los  términos  de 
sociedad  civil  y  sociedad  política,  los  usa  en  cuanto  significan  poder  y  auto- 
ridad, que  es  la  razón  formal  por  la  que  el  gobernante  es  gobernante,  ya 
ese  poder  y  autoridad  encarnen  en  formas  democráticas,  ya  no.  Por  con- 
siguiente, no  condena  a  la  sociedad  compuesta  de  laicos,  sino  al  Estado 
laico,  contra  el  parecer  de  Vialatoux  y  Latreille,  en  el  artículo  antes  citado, 
y  en  el  de  Esprit,  septiembre  de  1950,  p.  394. 

22.    Interpretación  de  Lecler. 

Tampoco  puede  objetarse  con  Lecler  (33  bis)  que  León  XIII  condena 
la  igualdad  de  todas  las  confesiones  ante  la  ley  sólo  en  cuanto  favorable 
al  indiferentismo,  al  adogmatismo,  a  la  irreligión,  no  en  cuanto  se  ordena 

(33  bis)  Lecler,  Etndes,  tom.  249,  pág.  299. 
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a  la  pacificación  de  los  espíritus  y  en  cuanto  garantiza  la  libertad  del  acto 
de  fe.  Porque  precisamente  piensa  el  Papa  y  afirma  que  esa  tolerancia  o 
igualdad,  de  suyo,  por  su  naturaleza,  fomenta  el  indiferentismo,  la  irreli- 
gión, el  adogmatismo,  sin  ser  necesaria  para  la  libertad  justa  del  acto  de 
fe  ni  para  la  paz  de  los  espíritus,  y  que,  por  el  contrario,  el  régimen  de 
estado  católico  descrito  no  se  opone  a  la  libertad  del  acto  de  fe  ni  a  la  paz 
y  concordia  de  los  espíritus,  y  fomenta  en  cambio  la  verdadera  religiosi- 
dad. Solamente  se  opondría  a  esa  libertad  y  a  esa  paz  y  dejaría  de  fomen- 
tar la  verdadera  religiosidad,  en  el  caso  de  división  religiosa  notable. 

Es  manifiesto  que  en  toda  la  encíclica  el  Papa  rechaza  esa  igualdad  de 
todas  las  religiones  ante  la  ley  como  contraria  a  la  naturaleza  del  hom- 
bre, de  la  ley  natural  y  de  la  religión  católica,  y  como  inclusiva,  de  suyo, 
ya  del  indiferentismo,  ya  del  ateísmo;  y  en  las  palabras  aducidas  por  Le- 
cler  se  limita  a  justificar  la  tolerancia,  cuando  en  circunstancias,  que  no 
son  de  suyo  permanentes  y  universales,  sino  que  pueden  ser  transitorias  y 
locales,  sea  necesaria  «ya  para  conseguir  algún  bien  importante,  ya  para 
evitar  algún  grave  mal».  No  dice,  en  modo  alguno,  que  la  falta  de  esa 
igualdad  de  trato  para  todas  las  confesiones  se  oponga  a  la  libertad  del 
acto  de  fe;  sino  que,  haya  o  no  haya  tolerancia,  jamás  debe  imponerse  la 
fe  por  coacción,  a  saber,  ni  donde  hay  pluralidad  de  confesiones  y  todas 
son  iguales  ante  la  ley,  ni  donde  hay  unidad  religiosa,  y  no  existe  esa 
igualdad,  ni  otra  tolerancia  que  la  del  culto  privado. 

La  verdad  es  que  si  el  Estado  católico,  de  suyo,  y  precisamente  don- 
de tiene  su  lugar  adecuado,  o  sea  en  la  sociedad  compuesta  en  su  totali- 
dad moral  de  católicos,  se  opusiera  a  la  libertad  del  acto  de  fe  y  a  la  paz 
de  los  espíritus,  no  se  concibe  cómo  el  Sumo  Pontífice — siguiendo  a  todos 
sus  antecesores — pudiera  habérnoslo  propuesto  como  el  ideal. 

23.    Interpretación  de  Murray. 

También  aparece  claro  en  las  encíclicas  leonianas  que  el  Estado  ca- 
tólico no  es  un  modo  concreto  apto  para  garantizar  la  libertad  de  la  Igle- 
sia, entre  otros  que  también  lo  serían,  sino  que  es  una  exigencia  dogmáti- 
ca derivada  de  la  naturaleza  del  hombre  y  de  la  sociedad  católica  y  de  su 
adecuada  finalidad  en  el  orden  sobrenatural  vigente,  como  hemos  de- 
mostrado. 

Sostiene  Murray  que  esa  plena  libertad  de  la  Iglesia  podría  salvarse, 
aun  en  la  sociedad  católica,  con  la  plena  igualdad  religiosa  de  católicos 
y  no  católicos  (34). 

Pero  esto  no  es  exacto.  El  derecho  real,  objetivo  y  de  suyo  exclusivo 
de  la  verdadera  Iglesia  de  Cristo — la  católica,  en  una  sociedad  de  cató- 
licos— indefectiblemente  padece  limitaciones  en  sí  injustas,  al  serle  igua- 
ladas las  falsas  religiones,  y  al  haber  de  soportar,  conforme  a  las  leyes, 
las  inevitables  exigencias  y  aun  ataques  de  las  conciencias  erróneas  de  los 
no  católicos  que  luchan  por  ideales  diferentes,  no  sin  daño,  y  grave,  de 
los  católicos,  como  antes  hemos  procurado  mostrar. 

(34)   Theological  Studies,  September  1949,  pp.  420-426.  Item  junio  1949,  pp.  227-230. 
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En  un  plano  meramente  nacional,  y  prescindiendo  de  repercusiones 
internacionales,  que  después  consideraremos,  no  existe  razón  alguna  que 
en  una  nación  católica  justifique  la  autorización  de  peligrosas  situaciones 
para  la  fe  de  los  católicos  y  deshonrosas  para  la  verdadera  Iglesia  de  Cris- 
to. Esta,  es  claro,  entonces,  no  disfrutaría  de  todos  sus  derechos;  luego 
no  tendría  plena  libertad  jurídica,  aunque  pudiera  predicar  la  verdad  y 
ejercer  su  augusto  ministerio  sin  traba  alguna.  La  plenitud  de  la  libertad 
de  la  Iglesia  se  identifica  con  la  plenitud  de  su  derecho,  garantizado  por 
el  régimen  jurídico  estatal. 

En  una  sociedad  dividida,  la  igualdad  jurídica  de  todas  las  confesio- 
nes garantiza  a  la  Católica  una  libertad  igual  que  la  de  las  otras,  y  la  má- 
xima posible  en  la  hipótesis.  Por  eso  ha  de  establecerse.  Pero  aun  así  es 
un  mal  menor.  Primero,  porque  es  contraria  al  ideal  divino  de  la  unidad 
religiosa  en  el  catolicismo,  sin  grupos  disidentes  con  los  que  sea  preciso 
condescender.  Segundo,  porque,  pese  a  la  facilidad  dada  a  la  Iglesia  para 
desempeñar  su  misión,  será  inevitablemente  víctima  de  resistencias  y 
ataques  continuos  de  las  otras  confesiones,  obstaculizada  con  diversas  difi- 
cultades y  privada  de  la  positiva  protección  del  Estado  católico  arriba 
descrito.  Así  lo  expresó  León  XIII  (35). 

«Entre  vosotros,  en  efecto — escribe  el  Papa  al  episcopado  norteamericano — ,  gra- 
cias a  la  buena  constitución  del  Estado,  no  estando  la  Iglesia  impedida  por  las  leyes 
civiles,  sino  más  bien  defendida  contra  la  violencia  por  el  derecho  común  y  la  equi- 
dad de  los  tribunales,  ha  obtenido  la  segura  libertad  de  vivir  y  actuar  sin  obstácu- 
los. Aunque  sean  exactas  estas  observaciones,  hay  que  guardarse  del  error  de  con- 
cluir de  aquí,  que  sea  éste  el  modelo  de  la  mejor  situación  de  la  Iglesia,  o  que  es 
siempre  permitido  y  útil  separar  o  disociar,  como  en  América,  los  intereses  de  la 
Iglesia  y  los  del  Estado.  En  efecto,  si  la  religión  católica,  entre  vosotros,  ha  logrado 
honor,  prosperidad  y  acrecentamiento,  hay  que  atribuirlo  enteramente  a  la  fecundi- 
dad divina  de  que  goza  la  Iglesia,  que,  cuando  nadie  se  opone  a  ella  ni  le  crea  obs- 
táculos, se  extiende  por  sí  misma  y  se  difunde;  pero  ¡cuánto  más  fecundos  frutos  se 
producirían  si,  además  de  la  libertad,  tuviera  el  favor  de  las  leyes  y  la  protección 
de  los  poderes  públicos!» 

24.    Doctrina  de  Pío  XII. 

León  XIII  propuso  el  ideal  católico,  pero  en  un  horizonte  meramente 
nacional,  esto  es,  atendiendo  al  bien  de  la  Iglesia  dentro  de  cada  país 
soberano,  sin  considerar,  explícitamente  al  menos,  las  repercusiones  del 
Estado  católico  en  un  bien  común  internacional  o  mundial  o,  también, 
de  la  Iglesia  Universal.  Pero  es  indudable  que  su  filosofía  sobre  la  liber- 
tad y  sobre  la  tolerancia  es,  como  intemporal  y  metafísica,  la  que  ha  de 
aplicarse  también  al  problema  de  la  libertad  religiosa  en  un  mundo  más 
o  menos  unificado,  pero  en  el  que  influye  hoy,  de  algún  modo,  lo  que 
sucede  en  cada  uno  de  los  Estados  soberanos. 


(35)   Epístola  Longinqua  Occani  al  episcopado  norteamericano. 
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25.    Alocución  a  los  juristas  italianos. 


Pío  XII  hizo  esta  aplicación,  y  su  pensamiento,  que  coincide,  como 
es  natural,  con  el  de  León  XIII,  está  expresado,  especialmente  en  dos 
alocuciones:  a  los  juristas  italianos  y  al  Congreso  Internacional  de  Cien- 
cias Históricas. 

Supone  el  Papa  que  en  este  mundo  que  evoluciona  hacia  la  máxima 
intercomunicación  y  aun  hacia  una  cada  vez  más  estrecha  unión  en  todos 
los  aspectos  de  la  vida,  habrá  de  llegar  el  día  en  que  también  en  la  zona 
de  lo  religioso  y  moral  se  adopte  un  estatuto  válido  para  todas  las  na- 
ciones unidas,  como  se  van  adoptando  otros  en  lo  comercial,  industrial, 
social,  político...,  y  cree  previsible  que  ese  estatuto  podría  enunciarse  así: 

«Dentro  de  su  propio  territorio,  y  para  sus  propios  ciudadanos,  cada  Estado  re- 
gulará los  asuntos  religiosos  y  morales  mediante  una  ley  propia;  sin  embargo,  en  todo 
el  territorio  de  la  comunidad  de  los  Estados  será  permitido  a  todos  los  ciudadanos 
de  cada  Estado-miembro,  el  ejercicio  de  las  propias  creencias  y  prácticas  éticas  y 
religiosas,  en  cuanto  éstas  no  contravengan  a  las  leyes  penales  del  Estado  en  que 
ellos  tienen  su  residencia»  (36). 

«¿Podría — pregunta  el  Papa — un  Estado  católico  aceptar  la  fórmula  antedicha, 
cuando  se  trata  de  entrar  en  la  comunidad  de  los  pueblos  o  de  permanecer  en  ella?» 

Obsérvese  que  el  problema  se  propone  en  un  Estado  católico;  y  Esta- 
do católico  hoy  no  puede  darse  ni,  por  lo  mismo,  entenderse  sino  como 
correspondiente  a  una  sociedad  totalmente  católica,  o  sin  un  número  apre- 
ciable  de  no  católicos. 

«Ninguna  autoridad  humana,  dice,  ningún  Estado,  ninguna  comunidad  de  Es- 
tados, cualquiera  que  fuere  su  carácter  religioso,  pueden  dar  un  mandato  positivo 
o  una  positiva  autorización  de  enseñar  o  de  hacer  lo  que  fuere  contrario  a  la  verdad 
religiosa  o  al  bien  moral.  Un  mandato  o  una  autorización  de  este  género  no  tendría 
fuerza  obligatoria  y  carecería  de  eficacia.  Ninguna  autoridad  podría  darlo,  porque 
es  contra  naturaleza  obligar  al  espíritu  y  la  voluntad  del  hombre  al  error  y  al  mal 
o  a  considerar  uno  y  otro  como  cosa  indiferente.  Ni  Dios  mismo  podría  dar  tal 
mandato  o  tal  positiva  autorización,  porque  ello  estaría  en  contradicción  con  su  abso- 
luta veracidad  y  santidad.» 

Pero  no  es  lo  mismo  aprobar  positivamente  o  mandar  algo  contrario 
a  la  verdad  religiosa  o  a  la  moral,  que  no  impedirlo. 

«En  una  comunidad  de  Estados,  a  lo  menos  en  determinadas  circunstancias,  ¿po- 
dría establecerse  la  norma  de  que  el  libre  ejercicio  de  una  creencia  o  de  una  prác- 
tica religiosa  o  moral,  vigente  en  uno  de  los  Estados-miembros,  no  sea  impedido  en 
todo  el  territorio  de  la  comunidad,  por  medio  de  leyes  o  disposiciones  coercitivas 
estatales?  En  otros  términos,  se  pregunta,  si  el  «no  impedir»,  o  sea,  el  tolerar,  es 
en  tales  circunstancias  permitido,  y,  por  lo  tanto,  no  siempre  es  un  deber  la  positiva 
represión.» 

Dios  nuestro  Señor  permite  muchos  males  en  el  mundo;  la  Iglesia, 
inspirada  por  el  Espíritu  Santo  y  siguiendo  las  enseñanzas  de  su  Divino 


(36)  Alocución  de  Pió  XII  a  los  participantes  en  el  Congreso  de  los  juristas  italianos, 
6  dic.  1953.  Colección  antes  citada,  p.  1.482  ss. 


47 


Maestro  en  la  parábola  de  la  cizaña,  soporta  con  mansedumbre  y  caridad 
lo  que  sin  mayores  males  no  podría  evitar.  Y  es  que 

«el  deber  de  reprimir  las  desviaciones  morales  y  religiosas  no  puede,  según  lo 
dicho,  ser  la  última  norma  de  acción.  Debe  subordinarse  a  más  altas  y  más  gene- 
rales normas,  las  cuales,  en  determinadas  circunstancias,  permiten,  y  aun  quizá  hacen 
aparecer  como  el  mejor  partido,  no  impedir  el  error,  a  fin  de  promover  un  bien 
mayor.» 

Hechas  estas  sabias  reflexiones,  S.  S.  resuelve,  en  primer  lugar,  la 
cuestión  de  derecho: 

«Primero:  lo  que  no  responde  a  la  verdad  y  a  la  norma  moral  no  tiene  objeti- 
vamente ningún  derecho  ni  a  la  existencia  ni  a  la  propaganda,  ni  a  la  acción.  Se- 
gundo: el  no  impedirlo  por  medio  de  leyes  estatales  y  de  disposiciones  coercitivas, 
puede,  sin  embargo,  estar  justificado  por  causa  de  un  bien  superior  y  más  amplio.» 

Pero  en  cada  caso  concreto  se  ha  de  investigar  si  existe  o  no  ese  bien 
superior  que  justifique  la  tolerancia.  Cuestión  de  hecho.  Ahora  bien,  dice 
el  Papa,  eso 

«debe  dictaminarlo  ante  todo  el  mismo  hombre  de  estado,  católico.  El,  en  su  de- 
cisión, se  dejará  guiar  por  las  dañosas  consecuencias  que  resultan  de  la  tolerancia, 
comparadas  con  las  que  se  evitarán  a  la  comunidad  de  los  Estados,  mediante  la 
aceptación  de  la  fórmula  de  tolerancia  y,  por  consiguiente,  del  bien  que,  según  una 
sabia  prognosis,  se  podrá  derivar  de  ella  a  la  misma  comunidad  en  cuanto  tal  o,  in- 
directamente, al  Estado  que  de  ella  es  miembro.  Claro  que,  en  cuanto  atañe  al 
campo  de  lo  religioso  y  moral,  él  requerirá  también  el  juicio  de  la  Iglesia.  En  la 
cual,  cuando  se  trata  de  tales  cuestiones  decisivas,  tocante  a  la  vida  internacional,  y 
en  última  instancia,  sólo  es  competente  aquel  a  quien  Cristo  ha  encomendado  el 
gobierno  de  toda  la  Iglesia,  el  Romano  Pontífice.» 

Como  se  ve,  Su  Santidad  no  hace  sino  repetir  la  doctrina  de  la  to- 
lerancia o  permisión  del  mal,  como  la  han  enseñado  siempre  los  teólogos 
católicos,  y  como  la  resumió  nítida  y  bellamente  León  XIII  en  su  encí- 
clica Libertas;  doctrina  que,  aplicada  al  punto  que  nos  ocupa,  se  redu- 
ce a  esto:  las  religiones  falsas — que  son  todas  menos  la  católica — son  un 
mal.  No  pueden,  pues,  tolerarse  dentro  de  un  Estado  católico,  aunque 
sea  miembro  de  la  comunidad  internacional,  sino  en  razón  de  algún  mal 
mayor  que  se  siguiera  de  no  tolerarlas;  o  en  razón  de  un  bien  superior  al 
mal  mismo  tolerado  y  a  sus  derivaciones.  Esta  es  la  cuestión  doctrinal,  o 
de  derecho. 

Tocante  a  la  de  hecho,  el  Papa  no  dice  que  hoy  en  los  países  de  uni- 
dad católica,  v.  gr.,  en  España,  la  permisión  del  proselitismo  de  los  acatóli- 
cos, además  de  la  de  la  práctica  de  su  culto  privado,  evite  mayores  males 
o  traiga  mayores  bienes,  ya  a  una  determinada  Iglesia  nacional,  ya  a  la 
universal;  ni  menos  da  a  entender  que  la  igualdad  de  todas  las  confesio- 
nes y  religiones  sea  hoy  la  única  situación  legítima  en  todos  los  países, 
aun  en  los  de  unidad  católica.  Queda,  pues,  aún  la  cuestión  de  hecho  por 
resolver.  Mas  el  Papa  añade  una  observación  de  importancia.  Advierte  a 
los  juristas  que  sólo  él  es  competente,  en  última  instancia,  para  juzgar  si 
para  esa  tolerancia  de  las  religiones  acatólicas,  mirando  al  aspecto  inter- 
nacional, se  dan  o  no  se  dan  hoy  razones  válidas. 
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Consta,  pues,  de  lo  dicho  que  el  Papa  Pío  XII,  tratándose  de  una 
sociedad  de  naciones  sostiene  exactamente  la  misma  tesis  que  León  XIII 
cuando  hablaba  de  una  sola  nación,  y  por  las  mismas  razones.  Propone 
el  mismo  ideal  divino  de  verdad  y  unidad  religiosocatólica,  y  reconoce, 
no  obstante,  la  posibilidad  de  motivos  que  justifiquen  una  mayor  o  menor 
tolerancia  de  la  religión  disidente  o  falsa. 

26.    Alocución  al  X  Congreso  Internacional  de 
Ciencias  Históricas. 

En  este  famoso  discurso,  posterior,  afirma  explícitamente  el  Papa  que 
la  colaboración  del  Estado  y  la  Iglesia,  propia  del  Estado  católico  o  co- 
rrespondiente a  una  sociedad  católica,  es  el  ideal. 

«La  Iglesia,  dice,  no  disimula  que,  en  principio,  considera  esta  colaboración — pe- 
culiar de  los  períodos  tranquilos  de  régimen  civil  católico  desde  la  época  constanti- 
niana  hasta  la  contemporánea — como  normal,  y  que  mira  como  un  ideal  la  unidad  del 
pueblo  en  la  verdadera  religión  y  la  unanimidad  de  acción  entre  ella  y  el  Estado»  (37). 

Si  ése  es  el  ideal,  es  patente  que  la  división  religiosa  y  la  consiguiente 
y  necesaria  tolerancia  y  aun  igualdad  y  plena  libertad  de  las  confesiones 
no  católicas,  no  lo  son;  son  males,  como  desviaciones  y  degradaciones  del 
ideal,  aunque  sean  males  necesarios  en  sí  mismos,  y  bienes  relativos,  en 
cuanto  medio  indispensable  para  la  consecución  de  la  paz  pública,  y  ga- 
rantía de  la  máxima  posible  libertad  de  la  Iglesia  en  las  actuales  circuns- 
tancias. 

Desgraciadamente,  la  situación' religiosa  del  mundo  es  tal,  que  hoy  el 
régimen  político  de  casi  todos  los  Estados  deberá  adoptar  como  ley  fun- 
damental, en  materia  religiosa,  la  libertad  igual  para  todos  y  la  laicidad, 
no  laicismo,  del  Estado. 

Claro  que  esta  laicidad,  exigida  por  la  situación  del  momento  en  la 
generalidad  de  los  países  cristianos,  no  es  la  laicidad  legítima  inherente  al 
Estado  en  cuanto  tal,  y  proclamada  por  Pío  XII  en  su  discurso  del  23  de 
marzo  a  la  colonia  romana  de  las  Marcas  (38),  porque  esta  «legítima  y  sa- 
na laicidad»  no  consiste  precisamente  en  que  el  Estado  sea  aconfesional  y 
se  halle  de  igual  modo  respecto  de  todas  las  confesiones  religiosas,  tute- 
lando la  libertad  de  todas  ellas  y  no  favoreciendo  a  la  católica,  según  las 
exigencias  del  ideal  divino  antes  propuesto;  sino  en  que  no  asuma  fun- 
ciones propias  de  la  Jerarquía  eclesiástica. 

No  va  contra  esa  sana  y  legítima  laicidad  que  el  Estado  se  considere 
también  obligado  a  dar  culto  a  Dios  e  instrumento  de  Dios  para  realizar 
en  este  mundo  su  fin  específico,  subordinado  a  la  eterna  bienaventuranza, 
y,  por  lo  mismo,  tutelando  y  apoyando  la  acción  del  Papa  y  de  los  obis- 
pos y  bajo  su  dirección  o  jurisdicción;  sino  que  se  atribuya  el  fin  mis- 
mo de  la  Iglesia,  o,  para  desempeñar  su  cometido  propio,  use  de  medios 
reservados  a  la  autoridad  eclesiástica. 

(37)  Alocución  de  Pío  XII  al  X  Congreso  Internacional  de  Ciencias  Históricas,  A.  A.  S. 
v.  47,  1955,  pp.  677-679. 

(38)  L'Osservatore  Romano  de  24-25  marzo  1958. 
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«Hay  en  Italia,  dice  el  Papa,  quienes  se  agitan  porque  temen  que  el  cristianismo 
arrebate  a  César  lo  que  es  de  César.  Como  si  dar  a  César  lo  que  le  corresponde  no 
fuera  un  mandato  de  Jesús;  como  si  la  legítima  y  sana  laicidad  del  Estado  no  fuese 
uno  de  los  principios  de  la  doctrina  católica;  como  si  no  fuera  tradicional  en  la 
Iglesia  esforzarse  continuamente  para  mantener  los  dos  poderes  distintos  y,  no  obs- 
tante, unidos  según  los  verdaderos  principios;  como  si,  al  revés,  la  confusión  de  lo 
sagrado  y  de  lo  profano  no  hubiera  alcanzado  su  culmen  en  la  historia,  cuando 
una  parte  de  los  fieles  se  separó  de  la  Iglesia»  (39). 

Según  Pío  XII,  el  Estado  ha  de  tributar  culto  a  Dios,  pues  este  deber 
urge  no  sólo  a  cada  individuo,  sino  a  la  comunidad  civil  en  cuanto  co- 
munidad, por  cuanto  ella  también  depende  de  la  suprema  autoridad  de 
Dios  (40);  y  ha  de  considerarse  obligado  también  a  ayudar  a  los  ciudada- 
nos a  conseguir  su  fin  sobrenatural.  Es  exactamente  lo  que  hemos  leído  en 
León  XIII. 

Por  otra  parte,  jamás  ha  pronunciado  una  frase  que  cohoneste  la  igual- 
dad de  todas  las  confesiones  ante  la  ley  en  un  país  católico. 

27.  Aclaración. 

Es  cierto  que  en  el  mensaje  navideño  de  1942  pone  como  derecho 
fundamental  de  la  persona  humana  el  derecho  al  culto  de  Dios,  privado  y 
público;  pero  esa  expresión  general  no  significa  que,  en  una  sociedad  ca- 
tólica en  su  totalidad,  se  haya  de  igualar  a  todas  las  religiones  con  la  ca- 
tólica. 

El  texto  del  Papa  expresa  que  se  ha  de  respetar,  entre  otros  derechos 
fundamentales  de  la  persona  humana,  «el  derecho  al  culto  de  Dios,  pri- 
vado y  público,  incluida  la  acción  caritativa  religiosa»  (41).  Pero  en  esas 
palabras  no  enseña  el  Papa  que  se  falte  al  debido  respeto  a  ese  derecho, 
cuando  a  los  disidentes  se  les  ponen  ciertas  limitaciones  exigidas  por  el 
bien  común  en  una  sociedad  de  unidad  religiosa.  Como  no  se  falta  al 
respeto  debido  a  los  demás  derechos  allí  enumerados,  cuando  en  su  ejer- 
cicio se  regulan  conforme  a  las  exigencias  de  un  bien  más  universal.  Lo 
que  el  Papa  reprueba  es  el  sistema  político  persecutorio  de  toda  religión 
y  de  sus  proyecciones  en  la  vida  privada  y  pública,  e  incluso  aquel  que, 
con  la  intención  en  sí  laudable  de  garantizar  la  acción  beneficiosa  de  la 
religión  verdadera,  limitara  el  ejercicio  de  las  otras  más  de  lo  exigido  por 
el  bien  común  de  la  sociedad. 

28.  Grave  advertencia  de  la  Sagrada  Congregación 

de  Seminarios,  bajo  Pío  xii. 

La  Sagrada  Congregación  de  Seminarios,  en  su  Epístola  de  7  de  mar- 
zo de  1950,  dirigida  a  los  prelados  de  Brasil,  hace  esta  grave  amonesta- 
ción: 

«Otro  error  igualmente  condenado  por  la  Iglesia  debe  ser  evitado  por  el  cris- 
tianismo: el  liberalismo.  Este  niega  que  la  Iglesia,  por  causa  de  su  nobilísimo  fin 


(39)  Traducido  del  texto  de  Docwnentaüon  Catholique,  n.  1.275,  p.  456. 

(40)  Ene.  Mediator  Dei  et  hominum,  Colee,  citada,  p.  763,  A.  A.  S.,  39,  1947,  p.  525-526. 

(41)  A.  A.  S.,  35  (1943),  p.  19. 
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y  de  su  divina  misión,  tenga  una  natural  supremacía  sobre  el  Estado.  Admite  y  fo- 
menta la  separación  entre  los  dos  poderes.  Niega  a  la  Iglesia  el  poder  indirecto  so- 
bre las  materias  mixtas.  Afirma  que  el  Estado  debe  mostrarse  indiferente  en  materia 
religiosa  con  todos  los  creyentes,  que  se  debe  otorgar  la  misma  libertad  a  la  verdad 
que  al  error;  que  a  la  Iglesia  no  le  corresponden  privilegios,  favores  y  derechos  ma- 
yores que  los  concedidos  a  las  demás  confesiones  religiosas,  ni  siquiera  en  los  paí- 
ses católicos;  que  la  Acción  Católica  no  tiene  derecho  a  intervenir  en  cuestiones 
temporales  y  civiles  ni  aun  en  el  caso  de  tocar  éstas  los  supremos  intereses  de  la 
religión  o  las  finalidades  de  la  Iglesia.  Ahora  bien,  ha  de  tenerse  presente,  hoy  como 
ayer,  que,  donde  las  circunstancias  lo  aconsejen,  se  podrá  usar  de  tolerancia  con  las 
falsas  religiones  o  falsas  doctrinas;  pero  donde  tales  circunstancias  no  se  verifiquen, 
deben  ser  mantenidos  los  derechos  de  la  verdad,  y  los  hombres  han  de  ser  preserva- 
dos del  error.  El  cristiano  que  habla  de  otro  modo  traiciona  a  su  fe,  da  fuerza  al 
indiferentismo  y  priva  a  sus  conciudadanos  del  beneficio  que  les  ofrece  el  culto  y 
el  amor  de  la  verdad»  (42). 

Estas  palabras  ratifican  cuanto  hemos  dicho  sobre  la  mente  de  la 
Santa  Sede,  bajo  Pío  XII,  acerca  del  Estado  católico  en  un  país  católico, 
y  condenan  del  modo  más  expresivo  el  régimen  de  igualdad  para  todas 
las  confesiones  ante  la  ley,  sin  favor  especial  para  la  Iglesia  católica. 

Más  aún,  este  documento,  con  el  Concordato  español  de  1953,  y  el  de 
Santo  Domingo,  prueban  que  para  la  Santa  Sede,  aun  hoy,  es  mejor  el 
régimen  de  Estado  católico  en  países  católicos. 

29.  Conclusión. 

De  cuanto  acabamos  de  decir  puede  colegirse,  a  mi  juicio,  que  hay 
un  ideal  divino  sobre  las  relaciones  entre  la  Iglesia  y  el  Estado;  y  que 
este  ideal  implica  no  sólo  una  mera  dirección  de  la  autoridad  eclesiástica 
respecto  de  la  civil,  sino  una  real  potestad  de  jurisdicción  sobre  el  go- 
bernante católico,  al  cual  no  sólo  puede  imponer  o  dictar  las  normas  re- 
ligiosomorales,  ya  universales,  ya  concretas,  de  su  conducta  privada,  sino 
su  mismo  comportamiento  político,  o  específico  del  gobernante,  siempre 
que  el  objeto  de  su  actuación  no  sea  indiferente,  sino  tenga  conexión  fa- 
vorable o  desfavorable  con  el  bien  común  de  la  Iglesia  y  la  vida  sobrena- 
tural de  las  almas. 

Según  ese  ideal  divino,  la  autoridad  eclesiástica  competente  posee,  no 
ya  una  facultad  de  aconsejar  y  de  exhortar  al  gobernante  católico,  sino  de 
prohibirle  o  mandarle  obrar,  como  gobernante,  en  determinado  sentido, 
como  ella  misma  entiende  que  viene  exigido  por  el  bien  que  está  obligada 
a  promover,  y  consideradas  las  circunstancias  de  lugar,  tiempo  y  personas... 

Dios  desea,  con  seria  voluntad,  que  todos  los  hombres  vengan  al  co- 
nocimiento de  la  verdad,  y  los  ya  venidos  actúen  de  tal  modo  que  lleguen 
a  darse  las  condiciones  requeridas  para  que  la  sociedad  sea  católica  y  regi- 
da por  gobernantes  católicos,  que,  en  la  promoción  del  bien  común,  con- 
cebido en  católico— cual  conviene  a  tal  sociedad  católica — ,  eviten  en  lo 
posible  todo  obstáculo  al  desenvolvimiento  de  la  vida  sobrenatural  que 
la  Iglesia  tutela  y  fomenta,  y  faciliten  los  requisitos  ambientales  propi- 
cios, siempre  atentos  y  dóciles  a  las  orientaciones,  ruegos  y  aun  manda- 

(42)   A.  A.  S.,  42  (1950),  p.  841. 
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tos  que,  en  orden  a  tales  efectos,  emanaran  de  la  competente  autoridad 
eclesiástica,  a  la  cual  corresponde  apreciar,  por  misión  recibida  de  Cristo, 
qué  se  opone  a  la  consecución  del  fin  último  y  qué  le  favorece  de  parte 
de  las  estructuras  políticas  y  de  parte  de  la  acción  estatal. 

El  Estado  que  reconoce  estas  verdades  y  está  en  la  conveniente  dis- 
posición de  actuar  conforme  a  ellas,  ése  es  el  Estado  Católico;  y,  por  con- 
siguiente, el  Estado  ideal,  o  exigido  por  la  plenitud  de  la  verdad  cristiana. 

Pero  el  ideal  no  siempre  se  realiza;  e  integralmente,  nunca  o  casi 
nunca.  El  ideal  de  Estado  católico — el  aquí  descrito — no  se  puede  reali- 
zar donde  hay  pluralismo  religioso  concretado  en  grupos  importantes.  En 
tal  caso  la  autoridad  eclesiástica  podrá  estimular  y  urgir  la  conciencia  de 
aquellos  de  sus  hijos  que  fueran  gobernantes  o  de  cualquier  modo  puedan 
influir  en  la  cosa  pública,  pues  ha  de  procurar  el  bien  de  las  almas,  y 
ese  bien  depende,  en  gran  parte,  del  comportamiento,  no  sólo  individual, 
sino  social  de  los  que  gobiernan. 

Pero  es  claro,  ni  a  los  gobernantes  ni  a  los  gobernados  podrá  acon- 
sejarles, recomendarles  y  exigirles  lo  que  sería  aconsejable,  recomenda- 
ble o  exigible  en  una  sociedad  de  unidad  católica.  Lo  vedarían  a  una  el 
bien  común  de  la  sociedad  civil  y  el  de  la  eclesial,  suprema  norma  de  la 
convivencia  política. 

Estos  gobernantes  católicos,  en  una  sociedad  pluralista,  no  dejarían 
de  gobernar  en  católico,  por  acomodarse  a  las  circunstancias.  Al  revés. 
Esa  acomodación  es  también,  entonces,  exigencia  de  la  verdad  cristiana. 
Pero  el  Estado,  en  que  tal  acomodación  se  impusiera,  no  sería  el  Estado 
católico  descrito  antes  como  ideal,  sino  el  menos  perfecto  en  sí,  reque- 
rido por  la  situación  real  de  pluralismo  religioso. 

Estimamos,  pues,  que  se  presta  al  equívoco  negar  que  la  jurisdicción 
indirecta  de  la  Iglesia  sobre  el  poder  temporal,  en  asuntos  temporales 
relacionados  con  el  bien  sobrenatural  de  las  almas,  sea  una  exigencia  dog- 
mática, y  sostener  que  el  Estado  católico  es  sólo  una  versión  histórica  de 
las  relaciones  entre  ambas  potestades,  pero  contingente  y  no  impuesta  por 
la  esencia  de  las  cosas  en  el  plan  divino. 

Prescindimos  ahora  de  si  esa  jurisdicción  indirecta  puede  lógicamente 
derivarse  de  la  suprema  excelencia  de  la  autoridad  eclesiástica  por  razón 
del  fin  sobrenatural  único  y  también  supremo  a  que  toda  se  ordena.  Mi 
opinión  es  que  sí.  Porque  ese  fin  sobrenatural  es  único  y  supremo  fin 
del  hombre;  y  no  concuerda  con  los  divinos  atributos  de  sabiduría,  po- 
der y  bondad  que  la  autoridad  que  promueve  ese  fin  carezca  de  jurisdic- 
ción sobre  las  que  promueven  otros  inferiores  y  subordinados,  de  suerte 
que,  a  lo  menos  en  principio,  no  pueda  mandarles  cuanto  a  la  consecu- 
ción de  tal  fin  único  y  supremo  convenga.  Ni  veo  que  pudiera  hallarse  un 
solo  teólogo  o  canonista  católico  hasta  nuestros  días  que  a  ella,  en  lo 
sustancial,  se  oponga. 

Pero  este  aspecto  no  es  necesario  tratarlo  aquí  para  justificar  la  reali- 
dad de  la  jurisdicción  indirecta,  ya  que  basta  derivarla  de  la  directa  es- 
piritual sobre  las  conciencias  de  los  gobernantes  católicos,  en  la  forma  que 
los  argumentos  de  Suárez,  arriba  aducidos,  muestran;  y  no  es  necesario 
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tampoco  precisar  hasta  dónde  pueden  llegar  las  sanciones  con  que  la 
Iglesia  la  respaldara  e  hiciera  eficaz;  pues  en  este  punto  puede  haber  y  ha 
habido  siempre  ciertas  discrepancias. 

Así  entendida,  juzgo  que  la  potestad  indirecta  de  la  Iglesia  sobre  el 
poder  civil,  como  auténtica  jurisdicción,  y  no  mera  facultad  directiva  o 
exhortativa,  es,  por  lo  menos,  una  conclusión  teológica,  que  ningún  ca- 
tólico puede  poner  en  duda,  pues  se  deduce,  con  certeza,  de  otras  verda- 
des dogmáticas  e  inconcusas  y  de  la  esencia  de  los  fines  y  naturaleza  de 
la  Iglesia  y  del  Estado. 

Por  consiguiente,  el  poder  indirecto  no  es  una  verdad  dogmática,  en 
cuanto  que  no  es  objeto  de  una  explícita  definición  conciliar  o  papal,  ni 
quizá  de  una  enseñanza  evidentemente  universal,  categórica  y  consciente 
del  ordinario  magisterio,  al  abrigo  de  toda  discusión;  pero  sí  es  dogmá- 
tica en  cuanto  que  del  dogma  se  deriva  con  certeza,  y,  como  así  derivada, 
es  enseñada  por  los  Papas,  especialmente  Pío  IX,  León  XIII,  Pío  X  y 
Pío  XII,  y  reconocida  y  defendida  por  la  totalidad,  a  lo  menos  moral,  de 
los  teólogos  y  canonistas  católicos,  desde  los  gigantes  y  clásicos  Belarmino 
y  Suárez  hasta  Cavagnis  y  Ottaviani.  Sólo  disienten  algunos  modernos  de 
nuestros  días;  pero  aun  éstos,  dudo  mucho  de  que  disintieran  si  preci- 
saran, como  lo  hemos  hecho  nosotros,  el  concepto  de  poder  indirecto. 

Y  si  el  Estado  católico  es  el  que  se  conforma  con  el  ideal  divino  arri- 
ba descrito,  y  reconoce  y  acata,  a  lo  menos  esa  potestad  indirecta  de  la 
Iglesia  sobre  lo  temporal,  habrá  que  considerarlo  asimismo,  en  cuanto  ex- 
presión de  ese  ideal,  como  exigido  por  la  naturaleza  y  los  fines  de  la  so- 
ciedad civil  y  la  eclesiástica;  y,  en  consecuencia,  lo  menos  que  de  él  po- 
dría decirse  es  que  constituye  el  objeto  de  una  estricta  conclusión  teoló- 
gica, aunque  ni  él  ni  ella  lo  fueran  de  una  definición  dogmática. 

Sin  embargo,  hay  quienes  opinan  que,  pues  la  bula  Unam  sanctam  ha 
de  tener  algún  sentido,  si  no  define  la  potestad  directa  sobre  lo  temporal, 
necesariamente  ha  de  definir  al  menos  la  indirecta. 

Esta  definición  implica  además  la  doctrina  expuesta  sobre  el  Estado 
católico.  No  parece,  pues,  libre  hoy  para  los  católicos,  aceptarlo  o  recha- 
zarlo. 

30.  Dificultades. 

En  la  precedente  exposición  de  ideas  han  sido  consideradas  y  supe- 
radas las  más  corrientes  objeciones  formuladas  contra  lo  que,  a  nuestro 
juicio,  es  doctrina  verdadera  fácilmente  demostrable  y  aquí  mismo  demos- 
trada, y  se  han  suministrado  elementos  para  responder  adecuadamente  a 
otras  que  pueden  presentarse. 

Pero  vamos  a  recoger  aquí  algunas,  dirigidas  contra  el  Estado  católi- 
co, que  tienen  particular  importancia,  ya  por  su  especiosidad  o  fuerza  so- 
fística, ya,  al  menos,  por  la  pertinacia  con  que  se  repiten. 

1.a  La  libertad  es  un  valor  que  ocupa  la  más  alta  jerarquía.  Desco- 
nocerla, pues,  o  limitarla,  por  presuntas  exigencias  de  bien  común,  es  ilí- 
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cito;  y  esa  limitación  y  aun  supresión  total,  en  la  zona  de  lo  religioso  y 
de  la  fe  cristiana,  es  el  efecto  de  un  régimen  de  Estado  católico  (43). 

R.  La  libertad,  en  cuanto  libre  albedrío  o  capacidad  electiva,  es 
ciertamente  un  valor,  principio  de  la  responsabilidad  humana,  y  razón 
del  mérito  o  demérito  de  la  conducta.  Ella  confiere  al  hombre  la  dignidad 
de  autor  consciente  de  sus  obras  y,  hasta  cierto  punto,  dueño  de  su  propio 
destino.  La  acción  del  hombre  en  cuanto  ser  racional  es  moral;  y  es  mo- 
ral porque  es  libre.  Si  tal  no  fuera,  se  equipararía  a  la  de  los  brutos, 
cualquiera  que  fuese  su  complicación  física  o  psíquica,  porque  no  tras- 
cendería los  confines  de  lo  fatal  o  determinado  en  las  propias  causas. 

Pero  el  libre  albedrío  en  sí  mismo,  independientemente  de  su  conexión 
con  el  bien  moral  y  con  la  verdad  objetiva  que  es  su  norma,  es  un  valor 
meramente  ontológico  o  físico;  y,  en  cuanto  poder  de  abrazarse  con  el  error 
y  el  mal,  es  un  valor  negativo.  Porque  en  el  campo  del  espíritu,  la  facul- 
tad de  decidirse  por  el  desorden  o  el  mal,  no  es  perfección,  sino  defecto. 
Ese  poder  no  se  da  en  la  libertad  divina,  que  sólo  puede  escoger  entre 
bienes. 

Por  esta  razón,  la  libertad  es  digna  de  respeto  en  cuanto  implica  la 
potestad  de  elegir  y  realizar  lo  verdadero  y  lo  bueno;  no  en  cuanto  puede 
preferir  lo  que  sea  contrario  al  ideal  y  a  las  exigencias  de  la  ley  divina  y 
de  las  justas  leyes  humanas. 

El  comportamiento  de  Dios,  que,  por  la  prohibición,  pone  obstáculos 
morales  a  la  conducta  pecadora,  pero  no  obstante  conserva  en  su  ser 
físico  la  potencia  electiva  de  donde  el  pecado  procede,  no  ha  de  inter- 
pretarse como  respeto  y  estimación  de  la  misma,  sino  como  misterio  de 
su  adorable  providencia,  que  tiene  secretas  razones  para  permitir  el  mal 
moral,  tan  opuesto  y  aborrecible  a  la  santidad  divina,  y,  por  eso,  no 
despoja  a  la  voluntad  libre  que  lo  causa  de  su  triste  poder  de  causarlo. 

Pero,  en  todo  caso,  el  respeto  debido  a  la  humana  libertad  no  exi- 
ge que  se  la  abandone  a  su  plena  espontaneidad,  sin  prescribirle  jamás 
el  objeto  de  su  elección,  ni  imponerle  limitación  alguna.  Si  así  fuese,  todas 
las  leyes,  divinas  y  humanas,  habrían  de  considerarse  injustas;  pues 
todas,  sin  excepción,  circunscriben  moralmente,  en  mayor  o  menor  gra- 
do, el  campo  del  libre  albedrío. 

Más  aún,  por  circunscribirlo  precisamente,  son  justas;  ya  que  ponen 
obstáculo  a  la  elección  pecaminosa  y  garantizan  así  mejor  la  virtuosa. 
Es  lo  que  bellamente  expresó  Cicerón:  Legum  idcirco  sumus  ser  vi,  ut  li- 
ben esse  possimus. 

Prohibir,  pues,  en  el  campo  de  lo  religioso,  las  acciones  desordena- 
das, ya  por  razón  del  objeto  erróneo  o  inmoral,  ya  por  razón  de  efectos 
externos  contrarios  a  la  paz  y  bienestar  social,  conforme  antes  hemos  ex- 
puesto, no  es  violar  un  valor  intangible,  ni  oponerse  a  los  derechos  del 
creyente,  sino  regular  el  ejercicio  de  la  misma  libertad  según  las  exigen- 
cias del  realmente  supremo  valor  religioso,  que  es  la  verdad  religiosa 


(43)  Esla  dificultad  se  destaca  en  Vialatoux  y  Latreille,  ya  citados,  y  en  general  es  co- 
rriente en  los  medios  progresistas  franceses  y  afines.  Véase  Leonard  en  Tolérame  et  Comntu- 
nauté  humaine,  p.  146  ss. 
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objetiva,  y  del  supremo  valor  social,  que  es  el  bien  común.  La  libertad 
como  libre  albedrío  se  subordina  en  su  proyección  externa  a  estos  dos 
supremos  valores:  verdad  religiosa  y  bien  común. 

2.  a  La  conciencia,  aun  errónea,  al  menos  cuando  se  ha  formado  y 
se  mantiene  de  buena  fe,  debe  ser  respetada;  y  si  dicta  como  honesto  o 
como  obligatorio  un  culto  o  un  comportamiento  religioso  y  moral,  aun  en 
público,  y  el  proselitismo  de  la  propia  creencia,  debe  dejársele  plena 
libertad  de  practicarlos. 

R.  Sobre  los  derechos  de  la  conciencia  errónea — siempre  se  en- 
tiende de  la  persona  con  tal  conciencia — ,  subjetivos  y  accidentales,  he- 
mos hablado  ya  extensamente,  y  todo  lo  dicho  se  reduce  a  que  han  de 
ser  respetados  siempre  que  no  se  opongan  a  los  auténticos  derechos  de 
las  conciencias  rectas,  ni  impliquen  daño  digno  de  consideración  para  el 
bien  común;  porque  entonces  han  de  ceder  ante  los  objetivos  y  reales 
de  quienes  profesan  la  verdad  religiosa  y  ante  las  exigencias  del  bien  co- 
mún. Es  de  lamentar  que  el  padre  Olivier  no  insista  en  esta  considera- 
ción (44). 

Un  equivocado  en  materia  de  justicia,  que  afirma  serle  lícito  tomar 
venganza  de  su  enemigo  matándole,  o  quemándole  su  casa,  no  es  respetado 
por  el  Estado,  que  no  sólo  lo  castiga,  si  perpetra  ese  crimen,  sino  que  le 
prohibe  cometerlo,  y  aun  previene  que  no  lo  perpetre,  por  medio  de  la 
Policía  que  lo  vigila. 

Pues  un  equivocado  en  materia  religiosa  que  cree  ser  verdad  el  pro- 
testantismo y  se  cree  obligado  a  difundirlo  en  una  sociedad  católica,  y 
a  romper  así  su  unidad — que  es  un  gran  elemento  de  bien  común  de  tal 
sociedad — ,  no  debe  ser  respetado  por  el  poder  civil,  sino  impedido  de 
realizar  tal  difusión  y  castigado  si  la  realiza. 

De  la  misma  manera  que  en  otras  zonas  el  Estado  sólo  puede  per- 
mitir— y  debe  permitir — lo  que,  aun  siendo  quizá  erróneo,  no  dañara  en 
nada  al  bien  común,  así  en  materia  religiosa. 

Y  eso  sólo  por  la  razón  de  inofensivo  para  el  bien  común,  no  por- 
que el  error,  en  sí,  merezca  respeto.  El  Estado  no  tiene  más  norma  de 
su  poder  que  ésta:  el  bien  común.  No  puede  nada  contra  él  ni  sin  relación 
con  él;  puede  todo  lo  que  sea  favorable  a  él. 

3.  a  Por  otra  parte,  el  Estado — se  dice  hoy  a  todas  horas — carece  de 
competencia  para  determinar  qué  religión  es  la  revelada  por  Dios  y  cuáles 
son  sus  dogmas  y  exigencias;  y  no  sabe  tampoco  más  que  cualquier  per- 
sona física  o  moral  pueda  saber,  en  materia  de  religión  natural.  ¿Cómo, 
pues,  podrá  dictar  normas  sobre  creencias  y  conductas  en  el  campo  de  lo 
religioso  y  moral,  aún  revelado,  que  no  sean  caprichosas  o  al  menos  ca- 
rentes de  objetivo  fundamental  que  pueda  mostrarse  y  justificarse?  (45). 

R.  Ciertamente  el  Estado,  que  ha  de  regular  con  leyes  y  otros  actos 
de  gobierno  el  comportamiento  público  de  los  disidentes  en  un  país  ca- 
tólico, no  sabe  nada,  por  sí,  de  lo  que  atañe  a  la  religión  verdadera,  la 

(44)  Tolérance  el  Communaulé  húmame,  p.  162  ss. 

(45)  Véase  la  cita  anterior  y  las  de  Vialatoux  y  Latreille. 
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católica,  y  no  más  que  los  demás  de  la  religión  natural;  pero  sabe  todo 
lo  que  ha  de  saber  por  el  magisterio  de  la  Iglesia  y  la  fe  viviente  de  la 
sociedad  que  representa,  y,  en  todo  caso,  ha  de  cumplir  sus  deberes  y 
utilÍ2ar  sus  derechos  en  la  materia,  bajo  la  dirección  y  mandato  de  la 
autoridad  eclesiástica,  según  las  circunstancias. 

En  el  ambiente  de  concordia  y  colaboración  entre  poder  civil  y  poder 
eclesiástico,  propio  del  ideal  cristiano,  en  una  sociedad  católica,  serán  en 
todo  momento  patentes  al  Estado,  esto  es,  a  los  gobernantes,  las  normas 
religiosomorales  que  han  de  regular  su  actuación,  los  obstáculos  que 
ha  de  eliminar  y  los  factores  favorables  que  ha  de  crear  o  mantener  para 
asegurar  el  bien  común  católico,  y,  en  concreto,  para  garantizar  y  facili- 
tar la  acción  santificadora  de  la  Iglesia. 

4.a  Además,  por  el  hecho  de  limitar  la  libertad  de  los  disidentes  en 
un  país  católico,  prohibiéndoles  exteriorizar  y  propagar  su  fe,  ejerce  sobre 
ellos  mayor  o  menor  coacción  para  que  profesen,  o  mejor,  finjan  la  ca- 
tólica, general  en  el  país,  a  fin  de  gozar  de  las  ventajas  inherentes  a  los 
católicos  en  todos  los  campos  de  la  vida  social. 

R.  En  la  obra  promotora  del  bien  común  católico  se  incluyen  ciertas 
limitaciones  en  la  vida  pública  de  las  religiones  disidentes;  y  esas  limi- 
taciones comportan,  es  cierto,  molestias  para  sus  adictos;  pero  justifica- 
das, según  hemos  mostrado,  por  la  necesidad  de  tutelar  la  unidad  católica 
del  país  con  cuantos  bienes  encierra.  Esas  molestias  son  en  sí  un  mal  fí- 
sico, pero  necesario;  pues,  de  no  causarse  ese  mal,  se  causarían  otros  mu- 
chos mayores  para  los  católicos  y  para  todo  el  país  y  aun  para  la  Iglesia 
universal. 

Estas  limitaciones  no  implican  coacción  alguna  a  los  disidentes  para 
que  realmente  abandonen  su  fe  y  acepten  la  católica.  Saben  ellos  mismos 
muy  bien  que  ni  se  ordenan  a  tal  fin  ni  tienen  eficacia  para  conseguirlo. 
Como  también  saben  que  se  les  respeta  cordial  y  escrupulosamente  la  pro- 
fesión privada  de  su  religión,  y  nada  se  les  habría  de  agradecer  una  ficción 
externa  de  catolicismo. 

Es  posible,  con  todo,  que  alguno,  a  pesar  de  que  esas  limitaciones 
afectan  solamente  a  las  manifestaciones  externas  y  a  la  propaganda  del 
culto  disidente  y  apenas  menguan  sus  otros  derechos  civiles,  se  sienta 
violento  en  una  sociedad  totalmente  católica,  que  concibe  su  vida  en  ca- 
tólico y  repele  como  instintivamente  todo  criterio  o  actitud  contraria.  De 
tal  violencia  más  que  el  Estado  mismo  será  causa  el  ambiente  social  ca- 
tólico del  país.  ¿Pero  quién  podrá  interpretar  como  coacción,  y  mucho 
menos  como  injusta  coacción,  la  ejercida  por  tal  ambiente  en  los  pocos 
disidentes,  a  los  que,  por  otra  parte,  si  son  correctos  y  sinceros,  todo  el 
mundo  respeta  y  aun  quiere?  No  hay  tal  coacción. 

Si,  no  obstante,  alguno,  sólo  por  evitarla,  se  finge  católico,  será  un 
ser  excepcionalmente  egoísta,  tan  insincero  en  su  propia  religión  como  en 
la  católica. 

Estos  casos  de  ficción  serán,  en  todo  caso,  rarísimos  bajo  un  régimen 
político  que  respeta  y  garantiza  el  culto  privado  y,  por  la  disidencia,  no 
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priva  a  nadie  de  sus  fundamentales  derechos  civiles  ni  fomenta  contra 
él  la  hostilidad  social,  sino,  al  revés,  la  comprensión  humana  y  la  cordia- 
lidad. 

5.a  Asimismo  fomenta  en  los  católicos  el  formulismo  y  la  inconscien- 
cia de  su  vida  religiosa;  porque,  al  evitarles  todo  encuentro  con  otros 
credos  religiosos,  que  jamás  se  hacen  presentes,  los  priva  del  estímulo 
para  estudiar,  conocer  a  fondo  y  valorar  teórica  y  prácticamente  sus  pro- 
pias creencias,  y  fácilmente  vienen  a  profesarlas  por  puro  convencionalis- 
mo, sin  vivirlas  como  un  ideal  de  verdad  y  santidad.  Como  jamás  con- 
trastan su  propia  religión,  nunca  llegan  a  poseer  una  íntima  convicción 
de  su  verdad;  la  practican  por  rutina  y  costumbre,  por  acomodamiento  al 
medio  social,  por  tradición  no  asimilada  ni  revitalizada. 

R.  Tampoco,  de  suyo,  es  causa  de  formulismo,  rutina,  ignorancia  re- 
ligiosa en  los  católicos,  el  favor  oficial  para  el  catolicismo  en  el  Estado 
católico,  y  mucho  menos  sería  mayor  bien  de  la  Iglesia  la  igualdad  para 
todas  las  religiones  aun  en  el  Estado  católico.  Igualdad  con  cuanto  impli- 
ca de  proselitismo  de  todas  las  confesiones,  de  lucha  apostólica,  de  con- 
traste y  afinación  de  ideas. 

Porque,  como  consta  por  la  experiencia  individual,  la  religión  de  ca- 
da uno,  aun  siendo  verdadera  y  fervorosamente  vivida,  necesita  un  am- 
biente favorable  para  no  correr  grave  peligro  y  sucumbir,  ya  en  lo  dog- 
mático, ya  en  lo  moral,  y  así  el  discreto  celo  de  los  padres  por  asegurar 
ambiente  favorable  a  sus  hijos,  como  el  de  los  centros  docentes  primarios, 
medios  y  superiores  para  asegurarlo  a  sus  alumnos,  es  no  sólo  loable,  sino 
indispensable;  y  como  no  prejuzga  en  lo  más  mínimo  la  sincera  fe  y  el 
intenso  fervor  de  quienes  son  objeto  de  tal  protección,  tampoco  les  per- 
judica. 

Pues  lo  mismo  cabalmente  ocurre  en  la  sociedad  civil.  La  verdad  y 
santidad  de  la  religión  católica  y  la  ilustrada  y  viva  fe  de  sus  adeptos  no 
excusan  a  los  gobernantes  de  eliminar  en  cuanto  sea  posible  cuanto  pueda 
comprometerla  en  las  almas  de  los  ciudadanos,  sobre  todo  de  los  aún  no 
bien  formados;  y  esa  protección  no  es  ningún  indicio  de  insinceridad  en 
la  manera  como  se  vive  esa  religión,  sino  cautela  prudentísima  reco- 
mendada por  el  Espíritu  Santo  cuando  dice  que  el  que  ama  el  peligro  pe- 
recerá en  él,  v  reconocimiento  de  la  fragilidad  humana.  Fuera  de  que  la 
Iglesia  siempre  ha  invocado  esa  protección  estatal,  como  es  evidente,  y 
yo  mismo  demostré  en  mis  artículos  de  Razón  y  Fe,  de  noviembre  de 
1950  y  enero  y  febrero  de  1951,  y  no  ha  creído  con  eso  que  la  religión 
católica  fuera  inconsistente,  ni  en  sí  ni  en  la  conciencia  de  sus  hijos;  sólo 
ha  creído  que  todos  los  hombres,  aun  los  más  santos,  son  por  naturaleza 
seres  caducos  que  siempre  corren  peligro  en  la  tentación;  por  lo  cual, 
mejor  es  prevenirles  discretamente  las  dirigidas  contra  su  fe  y  su  moral, 
especialmente  cuando  son  graves,  que  exponerlos  a  la  necesidad  de  luchar 
con  ellas,  aunque,  es  claro,  se  les  debe  dar  conveniente  formación  para 
superar  las  inevitables  y  las  más  probables  y  corrientes. 

Evitando  en  lo  posible  todas  las  tentaciones  y  resistiendo  valiente- 
mente a  las  inevitables — que  no  serán  pocas  en  este  mundo  de  tan  fáciles 
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y  necesarias  comunicaciones — es  como  se  coopera  a  la  gracia  divina  y  se 
garantiza  la  victoria. 

No  conviene  olvidar  que  una  gran  parte  del  pueblo  cristiano,  por  ra- 
zones hace  mucho  tiempo  y  quizá  de  siempre  existentes  y  operantes,  y 
muy  difícilmente  removibles,  como  falta  de  clero,  defecto  de  iglesias,  difi- 
cultades de  contacto  con  centros  y  maestros  apropiados,  carecerá  de  la  com- 
petente cultura  religiosa,  aunque  posea  la  indispensable  para  poder  salvar 
su  alma.  Estos  tales  tendrán  siempre  convicciones  más  o  menos  débiles,  y 
fácilmente  pueden  ser  pervertidos  por  influjos  de  una  oportuna  propa- 
ganda protestante  que,  si  no  los  conquista  para  la  herejía,  a  lo  menos,  en 
la  práctica  los  aparta  más  aún,  y  quizá  definitivamente,  del  catolicismo 
y  aun  de  toda  religión.  ¿No  será  razonable  preservar  a  estos  católicos,  mal 
adiestrados  y  mal  armados,  de  la  propaganda  anticatólica? 

Nos  parece  de  una  infantil  ingenuidad  limitarse  a  proclamar  que,  para 
proteger  la  conciencia  de  los  sencillos  e  ignorantes  contra  el  peligro  pro- 
testante, el  medio  eficaz  es  instruirles  bien  en  la  religión  católica,  no 
precisamente  impedir  el  proselitismo  anticatólico.  En  primer  lugar,  a  los 
sencillos  y  rudos,  y  a  los  que  por  diversas  causas  no  han  podido  lograr 
una  elevada  cultura  religiosa,  siempre  les  será  peligroso  el  contacto  con 
sofistas  heterodoxos;  y  a  evitar  ese  peligro  se  ordena  la  prohibición  de 
la  propaganda  protestante.  Concedido  que  esa  prohibición  no  basta. 
Además  se  les  ha  de  suministrar  la  debida  instrucción.  Pero  esto  no  siem- 
pre es  posible  por  falta  de  apóstoles  o  por  falta  de  contacto.  Y  aun  olla 
suministrada  en  ese  grado  popular,  no  será  por  sí  sola  garantía  contra  el 
hábil  proselitismo  de  quienes  quizá  poseen  más  cultura  profana  y  saben 
explotar  el  sentido  derrotista  de  ciertas  dificultades  que  sólo  son  innocuas 
para  fieles  de  más  sólida  cultura  religiosa  y  de  fervor  más  intenso. 

Ningún  católico  culto,  y  menos  si  es  docto  teólogo,  ha  imaginado  nun- 
ca que  los  principales  apoyos  del  catolicismo  en  un  país  sean  el  favor 
de  las  leyes  y  la  coacción  de  la  fuerza  estatal;  son,  sin  duda,  su  propia 
verdad  y  santidad  y  la  fervorosa  vivencia  con  que  lo  conocen,  sienten, 
gustan  y  practican  las  almas;  pero  eso  no  significa  que  la  protección  de 
las  leyes,  como  queda  explicado  en  el  texto,  no  sea  también  útil  v  aun 
necesaria;  y  la  prueba  está  en  que,  donde  falta,  la  religión  suele  sufrir 
grave  detrimento. 

6.a  La  igualdad  de  todas  las  religiones  ante  la  ley,  sin  privilegio  al- 
guno para  la  católica,  aun  tratándose  de  países  católicos  no  sólo  en  su 
mayoría,  sino  en  su  totalidad  moral,  sería  el  ambiente  adecuado  para  for- 
talecer la  fe  de  los  católicos,  lejos  de  fomentar  el  indiferentismo  ni  el 
ateísmo,  a  lo  menos,  en  general;  y,  por  lo  mismo,  sería  no  contraria  al 
bien  común  de  tal  país  católico,  sino,  al  revés,  favorable.  Una  religión 
que,  para  sostenerse,  necesita  de  la  protección  estatal,  confiesa  su  debi- 
lidad y  vive  de  precario.  Los  valores  espirituales  se  imponen  por  su  su- 
perioridad espiritual  y  no  por  la  fuerza  material  del  Estado;  que  en  estas 
materias  es  odiosa  a  la  conciencia  moderna. 

R.  Se  dice  que  el  régimen  de  protección  legal  a  la  Iglesia  católica 
como  única  confesión  estatal — régimen  católico  antes  descrito — no  formó 
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de  hecho  al  hombre  de  religión  personal  conscientemente  vivida  y  capaz 
de  conservarla  en  cualquier  medio  histórico  y  propagarla.  Pero  esta  acu- 
sación es  inconsistente.  Formó  selectos  de  esa  fe  vital,  sentida  y  hecha 
ideal,  aunque  por  desfallecimiento  de  los  hombres  de  Iglesia,  también 
de  carne  y  hueso,  por  falta  de  cooperación  de  la  autoridad  civil,  por  ac- 
cidentales defectos  del  régimen  mismo,  no  en  todo  conforme  con  el 
ideal  católico,  y  por  otras  dificultades  inevitables,  no  a  todos  llegara  ni 
pudiera  llegar  esa  perfecta  e  ideal  formación.  Pero  repárese  en  dos  cosas: 

c)  Que  ningún  sistema  será  eficaz  para  formarlos  de  hecho  idealmen- 
te a  todos. 

b)  Que  el  régimen  de  unión  de  la  Iglesia  y  el  Estado,  con  la  pro- 
tección legal  privilegiada  para  la  fe  católica,  defiende  y  tutela  adecuada- 
mente a  esa  masa  necesaria  de  débiles,  conservándoles  la  vida  espiri- 
tual, bien  que  no  siempre  lozana,  mientras  el  sistema  de  libertad  igual 
para  todos  los  pone  en  evidencia  y  les  da  muerte  espiritual  definitiva. 

El  régimen  persecutorio  no  deja  vivir  sino  a  los  héroes.  Pero  todos 
no  pueden  ser  héroes;  los  héroes  son  poquísimos.  Y  por  eso,  en  los  paí- 
ses donde  ese  régimen  se  estableció,  los  católicos  van  disminuyendo  de 
modo  alarmante,  y  donde  antes  había  más  selectos  que  ahora,  como  prue- 
ba la  historia,  y  además  una  enorme  masa  católica  suficientemente  adicta 
a  la  Iglesia  y  sometida  a  sus  leyes,  hoy  sólo  quedan  un  grupo  reducido 
de  los  primeros  y  algunas  reliquias  de  los  segundos,  pero  de  escaso  o 
nulo  influjo  social. 

Que  la  separación,  aun  amigable,  sea  mejor  que  la  unión  en  princi- 
pio, lo  condenan  todos  los  Papas  desde  principios  del  siglo  xix.  León  XIII 
dice  a  los  americanos  que  su  régimen  es  de  suyo  menos  bueno  que  el  de 
Estado  católico  (46). 

El  proselitismo  de  ideas  anticatólicas,  amén  del  desacato  a  Dios  y 
a  su  verdadera  religión,  que  siempre  implica,  es,  de  suyo,  un  factor  de 
ruina  de  las  almas.  El  provecho  de  reaccionar  contra  él  y  afirmarse  más 
en  la  fe  católica  solamente  lo  logran,  per  se,  los  teólogos  y  los  muv  cultos  en 
religión,  más  o  menos  teólogos  en  realidad  también.  El  pueblo,  más  o 
menos  inculto,  no  logra  ese  provecho,  sino  todo  lo  contrario,  pierde  o 
debilita  su  fe  o  la  mezcla  con  errores. 

Para  que  los  teólogos  y  cultos  adquieran  una  conciencia  viva  de  su 
fe  contrastada  con  las  creencias  disidentes,  no  es  necesario  que  en  el  pro- 
pio país  totalmente  católico  haya  libertad  religiosa  de  igualdad  para  los 
escasos  católicos;  basta  que  haya  el  comercio  ideológico  mundial  que  hoy 
existe  entre  todos  los  países,  y  que  los  estudios  religiosos  se  hagan  en 
serio,  como  se  hacen  hoy,  o,  cuando  menos,  se  pueden  hacer,  y  se  tiende 
a  que  se  hagan. 

7.a  Estableciendo  en  los  países  católicos  la  igualdad  jurídica  para 
todas  las  religiones,  se  conseguiría  que  en  los  protestantes  y,  en  general, 
no  católicos,  se  hiciera  otro  tanto,  con  la  consiguiente  garantía  dada  así 
a  la  Iglesia  católica  de  desplegar  su  celo  apostólico  donde  ahora  no  puede, 

(46)   Pasaje  citado  de  Longinqua  Oceani. 
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o  apenas  puede,  actuar.  Los  hombres  de  hoy  tienen  una  vivísima  con- 
ciencia de  autonomía  y  no  pueden  soportar  la  coacción  ni  la  violencia,  y 
menos  en  la  vida  religiosa;  la  Iglesia  es  una  institución  mundial,  y  su 
acción,  en  muchas  regiones,  depende  de  lo  que  de  ella  sientan  paganos, 
protestantes,  mahometanos.  Si  respecto  de  todos  estos  grupos  somos  in- 
tolerantes, donde  somos  los  más,  ¿con  qué  derecho  les  pediremos  a  ellos 
tolerancia  donde  somos  los  menos? 

R.  No  negaremos  que  se  seguirían  algunas  ventajas  para  la  Iglesia 
en  las  regiones  donde  sólo  hay  minorías  católicas,  si  en  los  países  cató- 
licos se  ampliaran  las  libertades  de  los  disidentes,  e  incluso  se  llegara  a 
la  igualdad  jurídica  para  todas  las  confesiones.  Pero  ¿serían  esas  venta- 
jas suficiente  compensación  de  los  males  que  implicaría  para  los  países 
católicos  esa  igualdad?  No  han  dejado  de  reflexionar  sobre  este  punto  los 
teólogos  españoles.  El  señor  obispo  de  Astorga  escribía: 

«Recelan  algunos  que,  si  en  países  de  unidad  católica,  como  el  nuestro,  no  se 
concede  igual  libertad  religiosa  a  los  no  católicos,  se  vengarán  éstos  en  otras  nacio- 
nes, procurando  negársela  a  los  católicos.  Y  parece  que  sería  menos  dañoso  permitir 
el  proselitismo  acatólico  en  nuestra  patria  católica,  con  el  consiguiente  peligro  de 
seducción  para  muchos  católicos,  que  dar  ocasión  de  que  se  prive  de  libertad  a  la  Igle- 
sia en  los  países  no  católicos,  ya  que  con  tal  medida,  ésta  no  sólo  no  podrá  allí  dila- 
tarse, sino  que  quedará  expuesta  al  peligro  de  ser  perseguida  y  aun  prohibida  y 
desaparecer. 

Pero  a  este  razonamiento  hemos  de  replicar  que  no  por  cualquier  peligro  para 
la  fe  de  nuestros  hermanos  de  otros  países  nos  sería  lícito  dar  en  el  nuestro  la  liber- 
tad religiosa,  sino  sólo  para  impedir  mayores  males  de  la  santa  Iglesia.  No  es  lícito 
a  un  padre  exponer  a  un  real  y  grave  peligro  la  fe  de  su  hijo  por  facilitar — con  du- 
dosa eficacia — la  conversión  o  reducción  de  otro  a  la  verdad  católica,  o  por  evitar 
que  se  le  pongan  ciertos  impedimentos  en  la  externa  profesión  y  difusión  de  la 
misma.  No  es,  pues,  lícito  a  los  gobernantes  de  un  país  católico  exponer  cierta  y 
gravemente  los  ciudadanos  al  contagio  de  la  herejía  o  incredulidad  por  evitar  un 
incierto  peligro  de  que  a  los  creyentes  de  países  no  católicos  se  les  niegue  la  libertad 
religiosa  pública,  ya  para  manifestar  su  fe,  ya  para  difundirla. 

Además,  ese  peligro  quizá  no  existe  o  no  es  tan  grave,  aunque  muchos  anti- 
católicos se  afanen  por  provocarlo  y  la  prensa  lo  abulte  para  aterrorizarnos  y  con- 
seguir así  su  intento,  que  es  la  libertad  plena  religiosa  para  los  protestantes  y  demás 
disidentes.  La  situación  de  una  sociedad  con  unidad  religiosa  es  esencialmente  distinta 
de  la  de  una  sociedad  dividida.  Cualquier  persona  razonable  puede  advertir  que  la 
paz  y  el  bienestar  se  comprometen  cuando,  no  existiendo  problema  religioso  a  causa 
de  la  unidad,  se  crea  con  el  otorgamiento  de  una  libertad  que  todos  los  nacionales 
rechazan  y  cordialmente  detestan  y  que,  por  lo  mismo,  aun  mirando  el  asunto  con 
puro  criterio  democrático  y  sin  relación  a  las  exigencias  exclusivistas  de  la  verdad 
católica,  la  libertad  en  tales  países  es  inadmisible  por  contraria  a  la  voluntad  nacional. 

Como  antes  insinuábamos,  esa  libertad  en  España  no  daría  satisfacción  sino  a  una 
reducida  colonia  protestante  extranjera  y  a  los  propagandistas  anticatólicos  y  anti- 
españoles de  todo  el  mundo;  esto  es,  a  los  que  ningún  derecho  tienen  a  condicionar 
nuestra  vida  civil  ni  religiosa.  A  los  españoles  sólo  nos  causaría  profundo  disgusto 
por  herirnos  en  lo  más  íntimo  de  nuestro  espíritu  religioso  y  nacional,  y  grave  daño, 
por  dividirnos  y  enfrentarnos  entre  nosotros,  al  disolver  nuestra  unidad  espiritual  y 
restar  así  adeptos  a  los  ideales  de  verdad  y  santidad  católicas,  motores  de  nuestra 
historia,  creadores  de  nuestra  personalidad,  garantía  de  nuestra  permanencia  como 
pueblo  y  estímulo  y  sostén  de  nuestra  empresa  misionera  de  soldados  de  la  cristiandad. 

Por  otra  parte,  no  es  creíble  que  los  que  hacen  un  dogma  de  la  libertad  religio- 
sa absoluta  lo  vayan  a  negar,  porque  haya  países  que  no  creen  en  él.  Tanto  más 
cuanto  que  donde  los  católicos  sean  grupos  importantes  no  será  tan  fácil  negarles 
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los  derechos  o  la  igualdad  de  que  ahora  disfrutan,  aunque  otras  fracciones  lo  preten- 
dieran. Donde  apenas  haya  católicos  habría  mayor  peligro;  pero  precisamente  el  mal 
que  se  seguiría  de  negarles  esa  libertad  montaría  menos  que  el  de  abrir  brecha  en 
nuestra  unidad»  (47). 

El  Papa  Pío  XII,  como  lo  mostró  el  Concordato  actual  de  1953,  opi- 
na como  el  señor  obispo  de  Astorga.  Y  la  Jerarquía  española  es  del  mismo 
parecer. 

8.a  Estableciendo  esa  igualdad  aun  en  los  países  católicos,  ahorra- 
ríamos a  las  minorías  católicas  de  los  países  protestantes,  cismáticos  y 
paganos  las  graves  dificultades  psicológicas  y  dialécticas  en  que  las  pone 
aquel  socorrido  argumento:  Vosotros,  ¡oh  católicos!,  donde  estáis  en  mi- 
noría pedís  la  igualdad  religiosa  de  todas  las  confesiones;  pero  donde  es- 
táis en  mayoría  la  negáis,  y  hasta  llegáis  a  prohibir  a  los  no  católicos  toda 
manifestación  cultural  externa  y  todo  proselitismo. 

R.  Tampoco  negaremos  que  entre  las  ventajas  de  la  igualdad  jurídi- 
ca para  todas  las  confesiones,  aun  en  naciones  católicas,  figuraría  la  eli- 
minación de  las  antedichas  dificultades  psicológicas  y  dialécticas  que  en 
sus  respectivas  patrias  molestan  a  los  católicos  minoritarios. 

Pero,  como  acabamos  de  insinuar,  lo  primero  es  ponderar  si  esa  sola 
ventaja  compensaría  los  daños  de  la  unidad  católica  en  el  país  católico. 
Fuera  de  esto  se  ha  de  notar  que  no  se  expresa  bien  en  esas  objeciones  el 
pensamiento  católico.  Incluso  los  teólogos  españoles,  calificados  de  in- 
tegristas  e  intransigentes  a  ultranza,  no  discurrimos  tan  fácilmente  ni  pa- 
samos por  alto,  como  se  nos  atribuye,  circunstancias  decisivas.  Distingui- 
mos tres  casos:  Cuando  los  católicos  somos  totalidad,  al  menos  moral, 
cuando  somos  simple  mayoría,  pero  teniendo  al  lado  minorías  aprecia- 
bles  disidentes,  y  cuando  somos  sólo  una  minoría.  En  los  dos  últimos 
casos  la  realidad  es  que  la  nación  está  dividida  religiosamente,  y  en  el 
primero  hay  unidad.  ¡Sólo  para  el  primero  requerimos  el  Estado  ideal  ca- 
tólico arriba  descrito! 

Refiriéndose  a  esta  doble  situación  escribe  el  mismo  señor  obispo  de 
Astorga: 

«Podemos  precisar  más  distinguiendo  entre  sociedades  de  unidad  religosa  católica 
y  sociedades  en  que  tal  unidad  no  existe. 

En  las  primeras  debe  realizarse  el  ideal  católico;  y  éste  exige  que  el  Estado,  con- 
densación, por  así  decirlo,  de  las  aspiraciones  sociales  católicas  de  la  comunidad  na- 
cional, garantice  las  condiciones  necesarias  para  la  conservación  y  progreso  de  la  vida 
pública  dentro  de  la  unidad  religiosa,  sumo  bien  nacional  anhelado  por  la  totalidad 
de  los  ciudadanos. 

Por  consiguiente,  no  debe  permitir  actividad  pública  alguna  dañosa  al  dogma  o 
a  la  moral,  ni  en  la  cátedra,  ni  en  la  Prensa,  ni  en  la  tribuna  ni  en  cualquier  otro  cam- 
po de  las  libertades  liberales.  No  puede,  pues,  permitirse  a  los  extranjeros  no  católi- 
cos, ni  a  los  nacionales  disidentes — insignificante  minoría  tratándose  de  una  nación 
católica  en  su  totalidad,  a  lo  menos  moral — ,  que  hagan  propaganda  de  su  religión 
— o  irreligión — ,  ni  de  palabra  ni  por  escrito,  ni  de  cualquier  otro  modo;  porque  es 
propaganda  del  error,  que  en  sí  no  tiene  derecho  alguno  a  difundirse,  y  porque  daña 
gravemente  a  los  nacionales  católicos,  ocasionándoles  la  pérdida  de  su  fe,  o,  a  lo  me- 


(47)   Carta  pastoral  citada,  pp.  127-129. 
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nos,  poniéndosela  en  peligro,  y,  consiguientemente,  exponiéndolos  también  a  perder 
la  concordia  y  unidad  con  sus  compatriotas:  bienes  ambos  inapreciables  individual 
y  socialmente  considerados. 

Con  todo,  a  tales  extranjeros  acatólicos  debe  permitírseles  la  práctica  privada  de 
su  religión,  sin  forzarles  directa  ni  indirectamente  a  aceptar  ni  a  practicar  la  cató- 
lica. Tampoco  debe  prohibírseles  en  modo  alguno  que  eduquen  a  sus  hijos  menores 
de  edad  en  su  propia  religión,  no  ya  en  su  casa,  sino  también,  si  lo  desean,  y  les  es 
factible,  en  colegios  especiales  exclusivamente  para  ellos.  Otro  tanto  se  diga  de  los 
nacionales  disidentes,  salvo,  no  obstante,  los  derechos  de  la  Iglesia  en  cualquier 
bautizado  y  particularmente  en  los  apóstatas  de  la  religión  católica,  y  en  los  hijos  de 
unos  y  otros,  derechos  que  ella  ejercitará  según  su  prudencia,  atenta  al  espíritu  de 
los  tiempos. 

Como  se  ve,  el  régimen  político  exigido  en  una  nación  de  unidad  católica  reconoce 
la  libertad  religiosa  en  cuanto  derecho  natural  y  sobrenatural  a  profesar  y  practicar 
la  religión  verdadera,  y  prohibe  de  suyo  los  actos  contrarios  a  ese  derecho.  Consi- 
guientemente, todas  las  demás  libertades:  de  Prensa,  enseñanza  y  asociación...  que- 
darán condicionadas  por  las  exigencias  de  la  libetad  religiosa.  Mas  en  cuanto  a  la 
verdad  y  a  la  moral  católica  no  se  oponga,  justo  es  que  subsistan  en  la  máxima  po- 
sible amplitud. 

Pero  cuando  no  existe  unidad  religiosa,  antes  la  nación  está  dividida  en  sectores 
religiosos  diversos,  todos  apreciables  e  influyentes  en  la  vida  nacional,  será  imposi- 
ble la  concordia  y  estable  conspiración  de  todos  al  bien  común  temporal,  sin  plena 
libertad  religiosa,  igual  para  todas  las  confesiones.  En  tal  caso,  la  razón  y  la  misma 
fe  católica  y  el  magisterio  de  los  Romanos  Pontífices  enseñan  que  el  régimen  político 
debe  sancionar  esa  libertad  para  todas  las  religiones  naturalmente  honestas,  no  por- 
que todas  sean  verdaderas,  y  todas  en  realidad  tengan  los  mismos  derechos,  pues 
sólo  es  verdadera  la  católica,  y  sólo  ella  tiene  derecho  a  ser  aceptada  y  difundida 
y  ganar  todo  el  orbe,  sino  porque,  sin  reconocérselos  a  todas  igualmente,  las  pugnas 
entre  todas,  y  de  todas  contra  la  privilegiada,  imposibilitarían  la  paz  necesaria  para 
la  convivencia  social  y  para  la  tranquila  predicación  de  la  verdad  religiosa,  conte- 
nida totalmente  en  la  religión  católica,  y  fragmentariamente  en  las  demás.  Con  este 
régimen,  seria  y  noblemente  observado,  la  Iglesia  católica  brilla  especialmente  ante 
los  mismos  acatólicos  con  los  fulgores  de  su  verdad,  los  va  penetrando  con  la  efi- 
cacia de  su  espíritu,  y  va  así  aumentando  el  cuerpo  de  Cristo  con  la  asimilación  de 
nuevos  miembros. 

También  en  este  régimen  político  la  libertad  religiosa  condicionará  el  ejercicio 
de  las  demás  libertades,  en  el  sentido  de  autorizar  o,  quizá  con  más  exactitud,  no  es- 
torbar ni  permitir  se  estorbe  positivamente  la  propaganda,  la  enseñanza,  la  asociación 
favorable  a  cualquiera  de  las  confesiones  religiosas  honestas,  con  tal  que  sea  res- 
petuosa para  con  las  demás,  en  cuanto  exige  la  mencionada  concordia  y  el  bien  co- 
mún, el  cual  asegurado,  esas  libertades  deben  ser  lo  más  amplias  que  fuese  posi- 
ble» (48). 

9.a  También  se  facilitaría  así  la  unión  de  todos  los  hombres  que 
creen  en  Dios,  sea  cual  fuere  su  religión,  para  combatir  contra  los  que 
no  creen  o  le  hacen  la  guerra,  y  aun  para  colaborar  en  tantas  obras,  hoy 
necesarias,  de  trascendencia  internacional  o  mundial.  Unión  y  colabora- 
ción que,  con  los  católicos,  han  de  resultar  difíciles  psicológicamente  a 
todos  los  no  católicos  que,  dentro  de  un  país  católico,  se  sientan  depre- 
ciados, cohibidos  y  más  o  menos  violentados  por  ellos  en  la  profesión 
de  su  fe. 

R.  No  parece  que  la  situación  del  insignificante  grupo  disidente 
bajo  un  régimen  de  Estado  católico,  correspondiente  a  una  nación  total- 
mente católica,  sea  grave  óbice  para  que  todos  los  hombres  que  creen  en 


(48)   Ib.,  pp.  82-86. 


62 


Dios,  sean  o  no  cristianos,  se  unan  para  ciertos  empeños  comunes,  y,  en 
particular,  para  oponerse  a  los  sin  Dios,  a  los  comunistas  y  racistas.  In- 
teresando a  todos  ellos  la  eliminación  de  esos  comunes  enemigos  y  la 
promoción  de  determinados  bienes  culturales,  económicos,  políticos,  in- 
discutiblemente necesarios,  se  unirán,  sin  duda,  pese  a  las  diferencias  re- 
ligiosas, en  la  medida  en  que  esos  bienes  aparezcan  a  todos  como  inasequi- 
bles, y  esos  enemigos  como  invencibles,  sin  la  colaboración  de  todos.  ¿Qué 
dificultad  de  importancia  puede  suscitar  contra  esa  unión  una  nación 
católica  que,  por  serlo,  prohibe  el  proselilismo  anticatólico,  organizado  y 
externo,  en  sus  confines,  pero,  no  obstante,  respeta  las  convicciones  pe- 
culiares de  los  disidentes  y  tutela  sus  derechos  y  se  comporta  con  ellos 
en  espíritu  de  cordialidad  y  caridad? 

Aun  en  donde  son  minoritarios  los  católicos,  será  patente  a  los  no 
católicos  que  los  católicos  se  creen  los  únicos  en  posesión  de  la  verdad, 
tienen  a  los  demás  por  equivocados,  ruegan  a  Dios  por  su  conversión,  y 
adoptan  actitudes  de  intransigencia  en  puntos  de  moral  y  de  disciplina  so- 
cial. Todo  lo  cual  implica  en  algún  modo  depreciación  y  aun  condena- 
ción de  lo  que  no  se  armonice  con  el  dogma  y  la  moral  del  catolicismo. 
El  católico  no  puede  ni  debe  encubrir  esa  disposición  psicológica,  porque 
eso  sería  disimular  su  fe  y  renunciar  a  su  difusión;  y,  por  consiguiente, 
no  podrá  evitar  en  los  acatólicos  la  impresión  de  sentirse  menospreciados 
por  él. 

Cierto  que  todo  el  que  profesa  una  religión,  aunque  no  sea  la  ca- 
tólica, con  tal  de  que  la  crea  única  verdadera,  como  v.  gr.  la  creen  los 
islamitas,  lleva  en  lo  íntimo  de  su  creencia  una  desestima  de  los  de  cual- 
quier otra  confesión  cuanto  a  la  objetividad  de  su  pensamiento  religioso, 
pues  también  los  crerá  equivocados,  aun  a  los  católicos.  Hasta  los  indi- 
ferentes en  religión  y  los  ateos  creen  equivocados  a  los  que  no  son  como 
ellos,  aunque  los  indiferentes  profesionales  de  la  religión  A  perdonen  su 
equivocación  a  los  de  la  religión  B,  y  juzguen  que,  pese  a  ello,  también 
éstos  van  por  buen  camino,  y  los  protestantes  de  ciertas  sectas  hagan  lo 
mismo  con  los  de  otras  y  aun  con  los  católicos. 

Pero  el  católico  en  conjunto  ha  de  acusar,  y  acusa,  más  que  ningún 
otro,  su  conciencia  de  poseer  la  verdad  en  la  doctrina  y  en  la  moral,  la 
única  verdad.  Sin  embargo,  no  por  eso  concitará  contra  sí  más  la  hostili- 
dad de  los  demás  que  el  respeto,  si  procede  como  auténtico  católico;  es- 
to es,  con  prudencia  y  dulce  firmeza,  con  verdad,  sencillez,  pureza,  be- 
nignidad, caridad  sobre  todo.  Entonces,  la  exclusividad  de  su  dogmatis- 
mo, ya  en  sí  admirable  cual  faro  orientador  en  un  mundo  escéptico  y 
saturado  de  confusión,  resulta  avalada  por  su  proyección  en  la  vida  vir- 
tuosa y  bella,  y  supera  todas  las  prevenciones  y  todos  los  apasionamien- 
tos y  rebeldías  que  pudieran  al  principio  provocar  sus  propias  exigencias 
totalitarias. 

Las  supera,  sin  duda  alguna,  no  sólo  por  su  intrínseca  virtualidad  de 
verdad  y  amor,  sino  por  el  auxilio  divino,  que  siempre  coopera  con  la 
acción  de  la  Iglesia,  Cuerpo  de  Cristo,  y  de  cada  uno  de  sus  miembros. 

Detalle  este  último  de  que  se  olvidan  demasiado  los  apóstoles  de  la 
convivencia  en  la  absoluta  laicidad  del  Estado. 
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10.  El  mundo  es  o  será  pronto  como  una  nación  religiosamente  plu- 
ralista, y  ya  desde  ahora  exige  en  todas  partes  y  para  todos  la  igualdad 
religiosa. 

R.  No  puede  negarse  que  el  mundo  evoluciona  hacia  una  estructura 
de  unidad  en  todos  los  aspectos  de  la  vida  social,  y  quizá  en  esa  evolución 
se  llegue  un  día  a  tal  punto,  que  obligue  a  considerar  los  problemas  to- 
dos en  una  dimensión  mundial,  y  no  meramente  regional  o  estatal.  Quizá 
entonces  los  Estados  sean  al  orbe  unificado,  como  son  hoy  las  provincias 
o  los  departamentos  al  Estado  soberano  que  integran. 

Difícil  es  hoy  precisar  qué  estatutos,  universalmente  válidos,  han  de 
adoptarse  no  sólo  en  el  momento  terminal  de  esa  evolución  hacia  la 
unidad  del  mundo,  sino  en  los  demás. 

En  lo  que  atañe  a  lo  religioso  pueden  afirmarse  tres  cosas: 

a)  Hoy  aún  no  consta  de  la  conveniencia  de  establecer  en  todas  par- 
tes, hasta  en  los  países  católicos,  la  igualdad  para  todas  las  confesiones  re- 
ligiosas; consta  más  bien  de  lo  contrario,  a  juzgar  por  el  Concordato  es- 
pañol de  1953,  a  gusto  de  la  Santa  Sede,  y  el  de  la  República  de  Santo 
Domingo,  años  después. 

b)  Pío  XII,  como  antes  se  dijo,  proclamó  que  sólo  la  Santa  Sede 
es  competente  para  determinar  cuándo  esa  igualdad  convendrá  al  bien  de 
la  Iglesia  universal. 

c)  Todavía  estamos  muy  lejos  de  poder  considerar  a  los  Estados  res- 
pecto de  la  Sociedad  de  Naciones,  como  a  las  provincias  y  departamentos 
respecto  de  una  nación.  La  unión  entre  las  diversas  regiones  de  una  nación 
soberana  es  hoy  incomparablemente  más  estrecha  que  la  dé  las  diversas 
naciones  en  la  Sociedad  Internacional.  Esa  diferencia  subsistirá  durante 
muchos  años  todavía.  No  ha  llegado,  pues,  la  hora  de  reclamar  el  esta- 
blecimiento de  la  igualdad  religiosa  en  los  países  católicos  en  nombre  de 
la  paridad  entre  la  nación  pluralista  y  la  sociedad  de  naciones.  Al  revés,  se 
ha  de  perseverar  en  la  idea  de  que  en  una  nación  católica,  el  bien  común 
propio  suyo  pide  la  defensa  de  la  unidad  religiosa;  y  esa  defensa  no  causa 
ningún  daño  al  bien  común  del  orbe  ni  menos  al  bien  común  de  la  Igle- 
sia católica. 

11.  Finalmente,  ha  de  considerarse  que  la  protección  estatal  sugie- 
re fácilmente  la  idea  de  que  la  Iglesia  recíprocamente  se  somete  al  Esta- 
do y  se  hace  solidaria  de  él  en  la  acción  política;  sobre  todo  cuando  esa 
protección  es  la  descrita  antes  como  propia  del  Estado  católico;  y  enton- 
ces, el  desprestigio  del  Estado  cae  también  sobre  la  Iglesia,  y  aun  es  ésta 
considerada  causa  principal  de  cuanto  en  aquél  se  vitupera.  Por  eso  no 
faltan  los  que  prefieren  al  Estado  católico  una  amigable  separación  entre 
Iglesia  y  Estado,  con  absoluta  igualdad  religiosa  para  todos. 

Más  aún,  la  misma  persecución  religiosa  del  poder  civil  fomenta  el 
bien  de  la  Iglesia,  según  muchos,  más  que  el  privilegio  oficial;  y  mayores 
daños  le  causó  perseguir  el  Estado  católico  a  los  herejes  que  sufrir  ella 
la  persecución.  Esta  la  asemeja  más  a  Jesucristo. 
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R.  El  Estado  católico  no  enfeuda  la  Iglesia  al  Estado  ni  queda  en- 
feudado a  ella.  No  enfeuda  la  Iglesia  al  Estado,  puesto  que  es  el  régimen 
político  en  que  a  la  autoridad  eclesiástica  se  le  garantiza  la  plenitud  de  sus 
derechos:  el  de  dictar  al  mismo  Estado  las  normas  religiosomorales  que 
han  de  regular  la  actuación  de  los  gobernantes  y  de  los  gobernados  en 
cuanto  ciudadanos  y  el  de  desempeñar  su  misión  santificadora  de  todos 
los  hombres  según  las  enseñanzas  y  mandatos  de  Cristo,  ya  predicando  la 
palabra  divina,  ya  educando  cristianamente  a  la  juventud,  ya  dirigiendo 
las  prácticas  piadosas  del  culto  sagrado,  ya  administrando  los  santos  Sa- 
cramentos, ya  ejercitando  diversas  obras  de  caridad,  ya  exigiendo  de  los 
poderes  públicos  lo  que  estime  convenir  para  eliminar  obstáculos  y  para 
crear  facilidades  en  orden  al  progreso  de  la  vida  cristiana. 

Cuanto  la  Iglesia  misma  se  atribuye  de  potestad  directa  en  lo  espi- 
ritual e  indirecta  en  lo  temporal  relacionado  con  el  bien  sobrenatural 
de  las  almas,  eso,  integralmente,  le  es  reconocido  y  garantizado  eficaz- 
mente por  el  Estado  católico  en  las  leyes  y  actos  de  gobierno,  sin  que 
por  eso  el  Estado  mismo  asuma  con  propia  potestad  funciones  que  no 
le  competen. 

En  tal  régimen  tampoco  el  Estado  pierde  ninguno  de  sus  derechos  ni 
queda  sometido  a  la  Iglesia  más  de  lo  que  pide  la  ley  de  Dios.  Porque  la 
Iglesia  nada  le  exige  que  no  pueda  y  deba  exigirle;  y  el  Estado  a  nada 
renuncia  de  lo  que  es  realmente  suyo.  Es,  a  la  letra,  la  situación  expresa- 
da por  León  XIII  como  ideal:  en  lo  sagrado,  sólo  la  Iglesia  es  sobera- 
na; en  lo  meramente  profano,  el  Estado;  en  lo  temporal  relacionado  con 
lo  espiritual,  ambas  potestades  son  competentes  bajo  diverso  aspecto;  pe- 
ro la  civil,  ratione  peccati  et  boni  supern aturdís,  ha  de  ceder,  llegado  el 
caso,  a  la  decisión  de  la  eclesiástica,  si  por  vía  de  avenencia  no  se  consi- 
guiera el  acuerdo. 

Ni  se  objete  que  de  hecho  tal  sistema  de  relaciones  enfeudará  la  Igle- 
sia al  Estado  no  jurídica,  pero  sí  psicológicamente,  porque,  siendo  para 
ella  tan  provechoso  ese  favor  del  poder  civil,  la  privará  de  libertad  para 
reprender  e  impedir  los  abusos  de  los  gobernantes  en  cualquier  orden, 
temiendo  que,  si  les  causa  enojo,  podrían  replicar  con  actitudes  contra- 
rias a  los  intereses  eclesiásticos. 

La  Iglesia  no  ha  de  tener  ni  tiene  otros  intereses  que  el  bien  sobre- 
natural de  las  almas,  y  no  se  advierte  por  qué  precisamente  el  daño  cau- 
sado a  éstos  por  medidas  equivocadas  del  poder  civil  propio  de  un  Estado 
católico,  va  a  resultar  insensible  a  la  autoridad  eclesiástica  y  la  va  a  ha- 
llar impotente  para  tratar  en  serio,  si  bien  con  prudencia  y  bondad,  de  re- 
mediarlo. 

Tal  objeción  supone  una  jerarquía  eclesiástica  degenerada,  solícita  de 
bienes  terrenos  que  no  son  los  que  debe  buscar  ni  promover  en  el  mundo. 

Supone  asimismo  que  la  paz  y  concordia  entre  las  dos  potestades  se- 
gún el  plan  divino,  produce  de  suyo  males,  que  son  sólo  obra  de  la  even- 
tual corrupción  de  los  hombres,  y  siempre,  con  la  divina  gracia,  pueden 
evitarse. 


LOS  PRINCIPIOS. — 6. 
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Y,  a  la  verdad,  los  posibles  males  de  un  régimen  ideal  y  establecido 
por  Dios  y  per  se  no  derivados  de  él,  no  justificarán  nunca  el  repudio  de 
ese  régimen,  sino  simplemente  serán  ocasión  de  vigilancia  y  de  esfuerzo 
continuo  por  evitarlos,  y  por  promover  los  bienes  contrarios  que  son  su 
fin.  Criterio  aplicable  a  la  solución  de  mil  otros  problemas  humanos. 

Si  así  no  fuera,  habríamos  de  pensar  que  las  situaciones  de  persecu- 
ción, separación,  mutua  ignorancia,  de  los  dos  poderes  son  mejores  que 
la  siempre  exigida  y  alabada  por  la  Santa  Sede,  y  aun  las  únicas  buenas. 
Absurdo  intolerable. 

La  persecución  implica  cruz  que  asemeja  la  Iglesia,  y  cada  sujeto  que 
la  padece,  a  Jesucristo;  pero  puede  ser  tan  pesada  que  aplaste  y  destruya 
a  la  víctima,  como  ha  ocurrido  tantas  veces  en  la  historia  de  regiones 
cristianas,  v.  gr.,  Africa,  Japón...  Fuera  de  que  comporta  una  serie  de  in- 
jurias contra  la  divina  Majestad,  gravísimos  males  entre  todos. 

Por  eso  la  Iglesia  misma  siempre  ha  rogado  y  ruega  porque  desapa- 
rezca la  persecución  y  renazca  la  paz  y  tranquilidad  en  que  los  hijos  de  Dios 
puedan  servir  y  glorificar  a  su  Padre  celestial  y  extender  su  reinado  en  todo 
el  mundo.  Y  eso  es  lo  que  desea  como  lo  mejor  y  lo  normal,  según  el  plan 
divino  de  su  Fundador. 

Claro  que  aun  en  ese  ambiente  de  concordia  entre  ambas  potestades 
no  faltarán,  y  menos  hoy,  a  los  fieles  siervos  de  Cristo,  diversas  cruces 
con  que  imitar  a  su  Redentor  y  cooperar  con  El  a  la  salud  del  orbe;  ni 
a  la  Iglesia  ocasiones  de  desavenencia  y  pugna  con  el  Estado  que,  aunque 
sea  católico,  se  concentrará  en  seres  humanos  siempre  imperfectos  y, 
por  lo  mismo,  accesibles  al  error  y  a  los  siete  pecados  capitales. 

De  esta  unión  entre  Iglesia  y  Estado  católico  se  sigue,  según  algunos, 
la  depreciación  de  la  Iglesia  ante  el  pueblo,  que  le  echa  a  ella  la  culpa 
de  las  faltas  del  Estado  y  la  cree  sometida  a  él,  aunque  no  lo  esté,  por  in- 
tereses materiales.  Esta  opinión  popular  impide  ya  la  conquista  de  las 
almas  para  Cristo. 

Sin  negar  toda  objetividad  a  esta  dificultad,  hemos  de  mantener  que 
nada  prueba.  Porque  el  ideal  que  Cristo  ha  trazado,  y  la  Iglesia  siempre 
ha  procurado  que  se  realice,  no  puede  ser  causa,  de  suyo,  de  tan  graves 
males,  que  nos  obliguen,  además,  a  renunciar  a  ese  ideal.  Se  habría  equi- 
vocado Cristo,  si  nos  propusiera  un  ideal,  que,  al  realizarse,  destruyera  o 
dañara  gravemente  a  la  Iglesia.  Y  la  Iglesia  misma  habría  estado  siempre, 
y  lo  estaría  aún,  en  el  grave  error  de  creer  que  el  Estado  católico  es  el 
régimen  ideal. 

Esos  males  enumerados  en  la  objeción  no  nacen  de  que  el  Estado  y 
la  Iglesia  estén  en  las  relaciones  de  Estado  católico,  como  lo  hemos  des- 
crito, sino  de  una  serie  de  factores  contingentes  que  pueden  y  deben  su- 
primirse en  gran  parte,  de  suerte  que  ya  no  se  sigan  los  males  enumera- 
dos; a  lo  menos,  no  se  sigan  en  gran  escala. 

V.  gr.,  puede  suprimirse  el  escándalo  de  fariseos  y  pequeños  o  ignoran- 
tes, que  interpreta  mal  lo  bueno,  formando  bien  a  los  débiles  y  desen- 
mascarando a  los  fariseos. 
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Puede  evitarse  la  indiscreción  y  la  cobardía  de  algunas  personas  de 
Iglesia  que  con  llamativo  aulicismo,  con  demasiada  lenidad  en  la  repren- 
sión de  los  errores  de  una  política  nociva  a  la  religión,  a  la  Iglesia,  a  la 
justicia  social,  a  la  moral  pública,  y  quizá  con  defensas  públicas  impru- 
dentes, aunque  no  arbitrarias,  de  actos  del  Estado,  dan  ocasión  de  injustas 
generalizaciones  a  los  maliciosos. 

Puede  impedirse  o  contrarrestarse  la  propaganda  de  los  enemigos  de 
la  Iglesia  que  la  hacen  responsable  de  lo  que  no  lo  es,  ya  mintiendo  y  ca- 
lumniando, ya  interpretando  los  hechos  con  tendenciosidad;  v.  gr.,  a  la  Igle- 
sia española  docente  se  le  achacó  y  achaca  que  no  ha  defendido  estos 
años  la  verdad,  la  justicia  social  y  la  moralidad  pública,  por  lograr  apoyo 
económico  del  Estado;  que  ha  canonizado  al  régimen  de  nuestra  posgue- 
rra como  ideal  cristiano,  pasando  por  alto  y  aun  cohonestando  sus 
abusos. 

Esa  propaganda  se  puede  y  se  debe  contrarrestar,  poniendo  las  cosas 
en  su  punto;  esto  es,  mostrando  que  los  obispos  españoles  han  hablado 
bien  claro  sobre  todos  los  problemas  de  actualidad,  como  consta  por  las 
instrucciones  de  las  Conferencias  de  Metropolitanos  y  las  Cartas  pasto- 
rales. 

Pero  no  pueden  ni  deben  hablar  a  todas  horas  ni  de  todo.  Parte,  por- 
que ese  oficio  se  ha  de  hacer  por  la  Iglesia  con  toda  mesura,  objetividad 
y  oportunidad;  parte,  porque  de  la  realidad  de  ciertos  presuntos  males 
no  se  sienten  suficientemente  informados  y  se  expondrían  a  equivocacio- 
nes e  injusticias  dañosas  al  pueblo  cristiano  y  comprometedoras  de  su  pro- 
pia autoridad,  si  ligeramente  los  condenaran;  parte,  porque,  a  veces,  los 
problemas  religiosomorales  y  de  justicia,  objeto  de  la  intervención  epis- 
copal, están  entreverados  y  condicionados  con  los  técnicos,  en  que  la  Igle- 
sia no  tiene  siempre  la  debida  competencia;  y  no  se  puede  hablar  de  los 
unos,  en  concreto,  antes  de  poseer  un  claro  conocimiento  de  los  otros; 
para  lo  cual  se  requiere  a  veces  prolongado  y  atento  estudio. 

En  cambio  bien  puede  asegurarse  que  cuando  no  se  dan  esas  relacio- 
nes de  Estado  católico,  y  el  Estado  no  se  considera  obligado  a  defender 
y  apoyar  la  misión  cristianizadora  de  la  Iglesia,  ésta  carece  de  la  situa- 
ción que  le  conviene  para  actuar  con  eficacia,  v.  gr.,  en  la  enseñanza,  en  la 
formación  de  sus  ministros,  en  sus  obras  misioneras,  etc.  Así  lo  expresó 
León  XIII  en  Longinqua  Oceani. 

12.  Como  el  bien  común  de  un  país  católico  exige  la  defensa  de  la 
unidad  religiosa  católica,  y  esa  defensa  implica  normalmente,  según  arriba 
se  ha  dicho,  la  prohibición  en  mayor  o  menor  grado  del  proselitismo  de 
las  demás  confesiones  y  aun  otras  limitaciones  de  su  libertad,  así  el  bien 
común  de  un  país  protestante,  musulmán,  budista...,  exigiría  que  su  Go- 
bierno prohibiera  la  predicación  del  catolicismo  e  impusiera  otras  consi- 
guientes cortapisas  a  su  expansión. 

Con  lo  cual  parecería  justificarse  plenamente  una  situación  legal  que 
en  tales  países  cerrara  la  puerta  a  toda  actividad  apostólica  de  la  Iglesia  de 
Jesucristo.  ¿Cómo  se  podría  entonces  cumplir  el  encargo  del  Señor:  Pre- 
dicad el  Evangelio  a  toda  criatura,  cuando  más  bien,  según  los  principios 
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antes  establecidos,  habría  que  alabar  a  los  gobernantes  de  impedir  que  se 
cumpliera? 

R.  Una  sociedad  que  de  buena  fe  profesa  una  religión  falsa,  y,  tam- 
bién de  buena  fe,  estima  que  debe  conservarla  como  máximo  bien  nacional 
defendiéndola,  con  leyes  adecuadas,  del  proselitismo  adverso,  es  natural  que 
trate  al  catolicismo  como  una  sociedad  católica  trata  y  ha  de  tratar  con  otras 
religiones;  y  nadie  le  imputará  como  un  pecado  o  una  injusticia  formal 
ese  comportamiento.  La  conciencia  subjetiva  fundada  en  buena  fe,  aun- 
que sea  errónea,  la  exime  en  él  de  todo  desorden  moral;  y  aun  le  obliga 
a  proceder  como  procede.  Lo  cual  no  impediría  que,  en  determinadas  cir- 
cunstancias, las  molestias  sufridas  por  los  católicos  fueran  verdadero 
martirio. 

Más  aún,  el  gobernante  eventualmente  católico  de  tal  sociedad  no  ca- 
tólica se  vería  obligado  a  actuar,  de  ordinario,  según  la  conciencia  común 
de  su  país,  y  como  si  no  fuera  católico,  aunque  siempre  evitando  lo  que 
intrínsecamente  fuera  contrario  a  la  ley  divina  o  implicara  formal  nega- 
ción de  la  verdad  católica,  y  favoreciendo  a  la  Iglesia  cuanto  fuere  po- 
sible, dentro  de  la  prudencia  cristiana. 

Con  todo,  existiría  una  diferencia  esencial  entre  el  caso  de  una  so- 
ciedad no  católica  y  el  de  otra  católica.  La  primera  está  en  un  error,  aun- 
que quizá  de  buena  fe,  y  su  deber  de  proceder  así,  como  su  derecho  co- 
rrelativo, son  meramente  subjetivos,  aplicación  concreta  del  principio  ge- 
neral: que  se  ha  de  seguir  el  dictamen  de  la  conciencia;  y  la  segunda, 
poseedora  de  la  verdad,  tiene  deber  y  derecho  objetivos.  La  primera,  en 
su  actuación  limitratriz  de  la  actividad  disidente,  se  conforma  con  las 
exigencias  de  la  conciencia,  pero  se  opone  a  las  de  la  verdad  y  al  ideal 
divino  desconocido;  la  segunda  no  sólo  sigue  el  dictamen  de  la  conciencia, 
sino  que  además  realiza  el  ideal  divino  y  da  satisfacción  a  las  exigencias 
de  la  verdad. 

Por  otra  parte,  la  autoridad  civil  debe  facilitar,  lo  mismo  en  una  so- 
ciedad acatólica  que  en  otra  católica,  el  serio  y  honrado  estudio  de  la 
religión;  que  hoy  no  será  tal  si  no  implica,  en  las  clases  cultas,  la  posi- 
bilidad del  conocimiento  de  las  diversas  religiones  que  se  exhiben  como 
verdaderas  y  de  su  confrontación  con  la  propia. 

El  católico  culto,  que  posee  la  verdad,  ha  de  hacer  también  ese  es- 
tudio; y  entonces  se  enraiza  y  tranquiliza  en  ella,  se  afirma  más  y  más 
en  la  persuasión  de  su  exclusiva  verdad  y  santidad;  el  no  católico,  en  la 
medida  de  su  buena  fe  y  de  la  suficiencia  de  sus  investigaciones  y  refle- 
xiones, se  convencerá  de  que  el  catolicismo  es  la  verdad,  y  se  hará  ca- 
tólico. 

El  Concilio  Vaticano  da  esa  plena  seguridad  a  los  hijos  de  la  Santa 
Iglesia  católica,  apostólica  y  romana,  cuando  enseña  que  sólo  ella  reúne 
en  sí  todas  las  señales  con  que  Dios,  providencialmente,  ha  querido  hacer 
evidentemente  creíble  la  fe  cristiana;  de  suerte  que 

«por  su  admirable  propagación,  por  su  eximia  santidad  e  inexhaurible  fecundidad 
en  toda  clase  de  bienes,  por  su  católica  unidad  y  su  inconmovible  estabilidad,  cons- 
tituye un  magnífico  y  perpetuo  motivo  de  credibilidad  y  un  irrefragable  testimonio 
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de  su  divina  legación.  De  donde  resulta  que,  como  bandera  levantada  ante  todas  las 
naciones,  no  sólo  atrae  a  sí  a  los  que  aún  no  han  creído  en  ella,  sino  que  afirma  a 
sus  hijos  en  la  certeza  de  que  la  fe  que  profesan  se  apoya  en  firmísimo  fundamento. 

En  modo  alguno  es  igual  la  situación  de  los  que  por  el  celeste  don  de  la  fe  se 
adhirieron  a  la  verdad  católica,  y  la  de  los  que,  guiados  por  humanas  opiniones,  pro- 
fesan una  religión  falsa.  Porque  los  que  recibieron  la  fe  bajo  el  magisterio  de  la 
Iglesia  nunca  pueden  tener  justa  causa  para  cambiar  su  creencia  o  ponerla  en  duda.» 

Pero  ese  estudio  comparado  de  su  religión  se  ha  de  hacer  con  puro 
deseo  de  conocer  la  verdad  y  abrazarla,  y  utilizando,  no  trucos  y  sofismas 
ni  revulsivos  nacionalistas,  sino  la  objetiva  exposición  de  doctrinas  y  he- 
chos, poniendo  de  relieve  los  reales  valores  como  se  imponen  en  la  vida 
y  en  la  historia. 

Para  prohibir  o  impedir  ese  estudio  no  existe  en  una  sociedad  acató- 
lica derecho  alguno;  y  él  bastaría  para  que  se  abriera  poco  a  poco  a  la  luz 
de  la  verdad  católica  y  dejara  de  ser  en  su  totalidad  moral  acatólica.  En 
una  sociedad  católica,  v.  gr.,  España,  aunque  hayan  de  perseverar  las 
medidas  restrictivas  del  proselitismo  protestante  entre  los  débiles — pues 
éstos,  sin  ellas,  serían  vilmente  engañados  y  coaccionados — ,  no  sólo  no 
se  ha  de  negar  a  las  clases  cultas  la  facilidad  de  llegar  a  formarse  un 
juicio  objetivo  del  protestantismo  en  comparación  con  el  catolicismo,  me- 
diante la  presentación  y  discusión  de  la  doctrina  real  de  uno  y  otro  por 
personas  honradas  y  doctas,  amigas  de  la  verdad  sobre  toda  otra  afición 
desordenada,  sino  que  se  les  ha  de  facilitar.  Ese  estudio  daría  al  catolicis- 
mo de  nuestros  intelectuales  y  universitarios  o  de  cultura  equivalente  una 
clarividencia,  hondura  y  firmeza  que  al  presente  quizá  sólo  en  pocos  tiene, 
y  son  sin  embargo  necesarias  para  vivir  con  la  seguridad  espiritual  y  con 
la  valentía,  entusiasmo  y  celo  apostólico  que  las  dificultades  del  momento 
exigen. 
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SEGUNDA  PARTE 

LOS  HECHOS 


Introducción. 


La  historia  de  los  hechos  y  la  explicación  de  los  mismos  que  van  a 
constituir  el  centro  de  interés  de  nuestro  estudio,  abarca  propiamente 
desde  la  primavera  de  1945  en  adelante.  Sin  embargo,  para  ser  bien  com- 
prendidos, necesitan  ser  contemplados  desde  una  perspectiva  histórica  más 
lejana.  La  «prehistoria»  que  vamos  a  presentar,  si  bien  en  rasgos  breves  y 
panorámicos,  nos  dará  esta  perspectiva. 

La  unidad  religiosopolítica  española,  tal  como  hoy  existe,  en  los  ras- 
gos peculiares  que  la  distinguen  netamente  de  tantos  otros  países,  es  un 
fruto  difícil,  pero  realísimo,  de  su  historia;  y  es  un  hecho  tangible  y  pal- 
pable a  cualquier  historiador  objetivo.  Sus  notas  diferenciales  con  el  res- 
to de  Europa  y  aun  del  mundo,  pueden  reducirse  a  una  sola:  haber  supe- 
rado la  crisis  protestante  del  siglo  xvi,  en  la  que  se  vieron  envueltos  la 
mayor  parte  de  los  Estados  europeos.  He  aquí  el  gran  hecho  diferen- 
ciador. 

No  se  puede  abordar  el  «caso  español»  con  mentalidad  extranjera; 
mucho  menos  si  esa  mentalidad  viene  tarada  por  largos  siglos  de  leyenda 
negra.  Esta  ha  hecho  de  España,  cuando  no  una  caricatura  grotesca  de  sí 
misma,  un  escándalo  edificante  de  Europa.  Como  dice  el  escritor  norte- 
americano Pattee: 

«El  español  es  creyente  por  temperamento.  Si  se  destruye  su  fe  en  la  religión 
revelada,  se  convierte  entonces  en  un  ateo  virulento  o  un  militante  apasionado  por 
las  opiniones  extremas.  Todo  español  que  abandona  la  fe  católica,  viene  a  ser,  por 
la  misma  pendiente  de  su  carácter,  anticlerical,  hostil  a  la  Iglesia,  y  con  mucha  pro- 
babilidad, perseguidor  de  la  Iglesia...  La  idea  de  compromiso,  la  preferencia  por  el 
justo  medio  le  faltan...  No  hay  lugar  en  él  para  las  concepciones  de  los  otros,  ni 
para  las  opiniones  adversas.  Nadie  se  extrañará  de  encontrar  estas  tendencias  en  el 
catolicismo  español;  y  esa  es  la  razón  por  la  que  ha  sido  tan  mal  comprendido  por 
los  católicos  no  españoles  y  ha  recibido  por  ello  tantos  reproches.  Muchos  de  ellos 
son  frecuentemente  graves;  pero  ninguno  de  los  católicos  no  españoles  que  tienen  las 
críticas  más  mordaces,  se  ha  tomado  la  molestia  de  intentar  comprender  la  mentalidad 
fundamental  del  país,  los  sufrimientos  y  las  pruebas  sufridas  por  el  pueblo  espa- 
ñol, ni  los  rasgos  de  carácter  inherente  a  su  raza...  El  católico  español,  al  ser  cató- 
lico, no  cesa  de  ser  español;  y  su  comportamiento  religioso  lleva  las  marcas  de  si- 
glos de  prueba,  de  esperanza  y  de  adversidad.  Lo  menos  que  se  impone  a  todo  ex- 
tranjero, es  el  tener  cuenta  de  todo  este  contexto  cuando  hace  un  juicio  sobre  la 
situación  actual.  Ese  esfuerzo  nos  ayudaría  a  comprender  la  insistencia  de  los  espa- 
ñoles en  su  unidad  religiosa,  su  desconfianza  para  con  las  disidencias  religiosas,  por 
qué  son  aparente  y  frecuentemente  tan  intolerantes,  y  por  qué  la  cuestión  de  las  rela- 
ciones entre  la  Iglesia  y  el  Estado  en  España  es  tan  radicalmente  diferente  de  lo  que 
lo  es  en  otras  partes»  (!)■ 


(1)  En  Patee,  R.-A.  M.  Rothbauer,  Spanien,  Mythos  und  Wirklichkeit,  pág.  23  ss.;  cit.  por 
Hartmann,  A.,  S.  J.,  Vraie  et  fausse  Tolerance  (Trad.  en  Les  Edit.  Du  Cerf.,  París.  1958), 
p.  236-7,  nota  1. 
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Y  otro  autor,  extranjero  también,  señalando,  una  vez  más,  las  razones 
inconfesables  de  ciertas  campañas  modernas  de  que  nos  vamos  a  ocupar, 
decía: 

«Si  hay  algún  tema  discutido  ásperamente  en  los  medios  anglosajones,  es  cierta- 
mente éste.  Y  es  que  él  pone  en  compromiso  todo  el  estatuto  de  la  libertad  religiosa 
al  que  los  pueblos  democráticos  están  tan  adheridos,  y  con  razón.  Con  todo,  cuando 
se  recorre  toda  la  literatura  acumulada  sobre  la  cuestión,  se  tiene  la  impresión  neta 
de  que  se  ha  escrito  demasiado:  demasiadas  cosas  confusas,  demasiadas  declaracio- 
nes apasionadas.  El  asunto  hasta  ha  sido  deliberadmente  desnaturalizado  por  una 
Prensa  profana,  cuyo  fin  es  el  de  desacreditar  el  régimen  político  de  España...  Pero 
— continúa  diciendo — el  régimen  de  Franco,  en  este  punto  se  inscribe  en  una  tradi- 
ción... España  es,  tal  vez,  entre  todos  los  pueblos  del  mundo,  el  más  homogéneo 
desde  el  punto  de  vista  religioso...  Hay  que  tener  en  cuenta  esa  peculiaridad  espa- 
ñola y  no  juzgarla  a  más  de  1.200  kilómetros  al  norte  de  los  Pirineos»  (2). 

No  intentemos,  sin  embargo,  resolver  aquí  una  cuestión  siempre  vital: 
la  superación  española  del  fenómeno  protestante,  ¿representa  un  valor 
positivo  o  negativo?  Como  todos  los  problemas  de  valor,  podrá  ser  res- 
pondido afirmativa  o  negativamente,  según  el  punto  de  vista  adoptado. 
Nosotros,  los  católicos  españoles — y  siquiera  en  esto  tendrán  que  conve- 
nir con  nosotros  todos  los  católicos  del  mundo — diremos  siempre  que  esa 
superación  es  un  hecho  de  signo  eminentemente  positivo.  Y  hoy  ya  repre- 
senta para  España  ese  hecho  un  valor  positivo  inalienable,  que  debe  ser 
defendido  y  fortalecido  como  el  máximo  valor  nacional  español. 

Las  instancias,  sin  embargo,  posibles  que  pueden  plantearse  con  toda 
urgencia,  en  las  circunstancias  religiosopolíticas  del  mundo  actual,  pare- 
cen ser  las  siguientes:  si  existe  efectivamente  ese  hecho  sociológico  es- 
pañol; si  puede  legalmente  intentar  el  protestantismo  español  deshacerlo 
desde  dentro;  y  si  los  organismos  internacionales,  tanto  de  tipo  político 
como  sobre  todo  religioso,  pueden  justamente  exigir  que  ese  bien  máxi- 
mo nacional  pueda  ser  puesto  en  peligro  desde  fuera. 

La  última  respuesta  precisa  a  esas  instancias  urgentes  no  podemos 
darla  sino  al  final  de  nuestro  estudio.  Este  consta  primero  de  una  breve 
exposición  de  los  hechos  que  determinan  la  unidad  religiosopolítica  de 
España.  Son  hechos  tan  conocidos  que  apenas  necesitan  más  que  el  re- 
cuerdo. Y  se  termina  con  la  victoria  del  Movimiento  Nacional.  A  esta 
primera  parte  seguirá  una  segunda  en  la  que  expondremos  las  campañas 
persistentes  que,  desde  1945,  sobre  todo,  se  vienen  haciendo  como  exi- 
gencias reivindicadoras  en  contra  de  esta  unidad  religiosopolítica,  tanto 
por  parte  católica,  como  protestante.  Una  última  parte,  por  fin,  pretende 
hacer  síntesis  y  responder  objetivamente  a  esas  exigencias. 

Los  Hechos 

Esta  primera  parte  comprende  dos  capítulos:  en  el  primero  se  hace  un 
recorrido  histórico  brevísimo  sobre  la  formación,  evolución  de  la  unidad  ca- 
tólica de  España,  y,  abandonando  todas  las  «heterodoxias»  que  hubieran 

(2)  Hamer,  J.,  Dialogue  sans  polémique  sur  la  condilion  des  protesiants  en  Spagne.  La 
Rev.  Nouv.  10  (1949),  pp.  558,  560,  561. 
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podido  destruirla,  nos  fijamos  estrictamente — como  convenía  a  nuestra  in- 
tención— en  los  intentos  protestantes,  y  hacemos  una  historia,  igualmente 
breve,  pero  creemos  que  suficiente,  del  protestantismo  español. 

El  segundo  capítulo  quiere  presentar  los  hechos,  completamente  actua- 
les, que  han  sometido  a  una  crítica — que  objetivamente  no  dudamos  en 
llamar  «feroz» — la  unidad  católica  de  España,  con  sus  repercusiones  ne- 
cesarias sobre  la  libertad  religiosa. 

Entre  ambos  capítulos  no  existe  desgraciadamente  un  corte  de  con- 
tinuidad: entre  las  antiguas  campañas  que  produjeron  la  célebre  «leyenda 
negra»,  y  las  actuales  que  pretendieron  y  siguen  pretendiendo  difamar  a 
España,  existe  unanimidad  de  supuestos,  de  procedimientos  y  de  fines.  Y, 
aunque  sea  verdad  que  las  causas  y  actores  de  este  enrevesado  retablo 
sean  muy  complejas,  es  lo  cierto  que  el  protestantismo,  tanto  español 
como  extranjero,  juega  un  papel  de  primera  importancia.  De  ahí  que  le 
hayamos  concedido  también  un  lugar  de  primer  plano  en  nuestra  exposi- 
ción (2  bis). 


(2_  bis)  La  Leyenda  Negra  arranca— ya  se  sabe— de  la  Apología  de  Guillermo  de  Orange 
en  1580  contra  Felipe  II.  Pero  es  interesante  la  investigación  de  los  elementos  políticos  que 
la  preparan.  Cfr.  Arnoldsson  Sverker,  La  Leyenda  Negra.  Estudios  sobre  sus  orígenes  (Góte- 
borgs  Universitets  Arsskrift.  Góteborg,  1960),  p.  215.  Cfr.  Benito  Ruano,  E.,  Nuevos  estudios 
sobre  la  Leyenda  Negra.  Arbor,  n.  183  (marzo,  1961),  87-90. 
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Capítulo  i 


LA  UNIDAD  CATOLICA  DE  ESPAÑA.  LOS  INTENTOS  PROTES- 
TANTES DE  RUPTURA 


1.    Formación  de  la  unidad  católica.  Sus  causas. 

La  unidad  religiosopolítica  de  España  alcanza  su  vértice  más  alto  con 
la  política  de  unidad  de  los  Reyes  Católicos;  pero  hasta  la  ruptura  pro- 
testante no  puede  decirse  que  esa  unidad  tenga  algo  específicamente  dis- 
tinto de  la  unidad  religiosopolítica  de  los  restantes  Estados  europeos.  La 
idea  de  unidad  religiosopolítica  no  sólo  es  algo  general  a  la  cristiandad 
europea  antes  de  la  Reforma  protestante;  sino  que  sigue  siéndolo  en  el 
primer  período  revolucionario  del  protestantismo;  y  se  consolida  en  el 
segundo,  el  dogmático-doctrinario-constitucional.  Sólo  mucho  más  tarde, 
la  idea  de  tolerancia,  como  fruto  del  liberalismo  individualista  protestan- 
te, impone  la  idea  de  escisión  de  esa  unidad  religiosopolítica,  no  sólo  en 
los  Estados  protestantes,  sino  también  en  los  católicos  (2  ter). 

No  es,  por  tanto,  justo  hacer  historia  de  la  unidad  políticoreligiosa  de 
España  como  algo  específico  y  peculiar  nuestro,  sino  a  partir  del  que 
hemos  llamado  gran  hecho  diferenciador:  la  ruptura  protestante  de  Euro- 
pa. Aunque,  efectivamente,  tampoco  puede  negarse  que  existían  factores 
que  daban  a  esta  unidad  un  vigor  especial.  Fueron  ellos  los  que  le  hicie- 
ron superar  victoriosamente  la  gran  crisis  europea  a  la  que  sucumbieron 
la  mayor  parte  de  los  Estados  europeos.  Enumerémoslos  brevemente  (3). 

Un  primer  factor,  decisivo  sin  duda,  es  el  arraigo  profundo  que  el 
Cristianismo  alcanza  en  la  Península  Ibérica,  bien  preparada  ya  por  su 
intensa  romanización.  El  hecho  es  patente  en  la  historia  de  la  Iglesia  pri- 
mitiva española  (4). 

(2  ter)   La  historia  de  este  proceso  la  hace  Lecler,  J.,  Histoire  de  la  tolérance  (París,  1955). 

(3)  Bibliografía  en  torno  a  la  unidad  católica  de  España  es  innumerable.  Pueden  verse 
las  conocidas  obras  de  Juderías,  García  Villada,  García  Morente,  Maeztu.  Más  actuales,  pue- 
den verse:  o.  c.  del  Excmo.  Sr.  Cantero;  Corts  Grau,  Motivos  de  la  España  eterna;  Villa- 
romea,  L.,  Hispanidad-Catolicidad ;  Ollero,  Carlos,  Estado  e  Iglesia.  En  Información  Jurídica, 
102  (1951),  1.101-1. 111;  Oficina  de  Información  Diplomática,  La  situación  del  protestantismo 
en  España  (Madrid,  1955,  2.a  edic);  Calvo  Serer,  Valoración  europea  de  la  Historia  española. 
(En  Historia  de  España:  Estudios  publicados  por  la  revista  Arbor,  Madrid,  1953),  pp.  1-21; 
Odriozola,  A.  F.,  La  catolicidad  del  Estado  español  (Comillas,  1953);  Idem,  La  unidad  cató- 
lica de  España  (en  XIV  Semana  Española  de  Teol.,  Madrid,  1955),  pp.  271-306;  Segarra,  Iglesia 
y  Estado  (Barcelona,  1958).  Y  esto,  sin  hacer  referencia,  por  ahora,  a  los  documentos  oficiales, 
tanto  del  Estado  español  como  de  sus  representantes  mas  elevados;  cuanto  a  los  de  la  Jerar- 
quía española.  Todos  estos  documentos  se  van  citando  posteriormente. 

(4)  Cfr.  García  Villada,  Z.,  Historia  Eclesiástica  de  España  (Madrid,  1929),  t.  I,  p.  215  ss. 
Cfr.  t.  II,  p.  354:  «Todo  esto,  junto  con  los  restos  artísticos  y  monumentales  hoy  conocidos, 
demuestran  que  la  savia  del  Evangelio  corría  pujante  por  las  venas  de  la  vida  entera  del 
pueblo;  pudiendo  afirmarse  que,  al  invadir  los  bárbaros  el  territorio  español,  en  409,  era 
la  península  en  masa  completamente  cristiana.» 
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Cuando  se  habla  de  los  factores  múltiples  y  complejos  que  influyen 
en  el  triunfo  de  la  Reforma  en  el  norte  de  Europa,  tal  vez  no  debiera 
olvidarse  tan  fácilmente  que  esa  parte  de  Europa,  que  se  separa  de  Roma, 
es  precisamente  la  Europa  a  la  que  nunca  alcanzó  plenamente  el  roma- 
nismo;  y  a  la  que  tampoco  acabó  nunca  de  asimilar  el  cristianismo  ro- 
mano. También  esto  es  un  hecho  histórico  patente,  a  pesar  del  Sacro 
Imperio  Romano,  ideal  ficticio  que  nunca  llegó  a  ser  realidad  permanente. 
No  hablamos  de  factores  geográficos,  étnicos  y  lingüísticos.  Todo  esto  hu- 
biera podido  darse  igualmente  en  la  Península  Ibérica.  Se  trata  de  facto- 
res culturales  que  penetran  la  médula  misma  del  ser  de  un  pueblo. 

Pues  bien;  en  España  se  crea  una  cultura  cristianoromana  de  una  vi- 
talidad tan  poderosa,  que  iguala  a  la  de  la  misma  Roma;  que  puede  adue- 
ñarse del  ímpetu  salvaje  de  los  godos,  y  que  crea  aquel  renacimiento  se- 
villano, toledano  y  zaragozano,  que  culmina  en  los  Concilios  de  Toledo. 

Los  historiadores  protestantes  han  pretendido  ver  en  estos  mismos 
Concilios,  y  en  general,  en  los  primeros  herejes  españoles,  el  individua- 
lismo de  la  libertad,  oponiéndose  al  centralismo  jurídico  de  Roma...  (5). 

«Al  centralizarse  en  Toledo — explica  el  hoy  ya  Excmo.  Sr.  Cantero — las  adminis- 
traciones respectivas  de  la  Iglesia  y  del  Estado,  es  cierto  que  obispos  santos  y  sabios, 
como  San  Braulio  y  San  Julián,  tienen  expresiones  duras,  conforme  al  tono  español  de 
aquella  época;  pero,  en  cambio,  un  San  Isidoro  perfeccciona  las  fórmulas  de  San  Ci- 
priano relativas  al  Primado  de  Roma;  un  San  Braulio  explica  ante  Honorio  I  la  con- 
ducta del  episcopado  español,  y  un  San  Julián  justifica  ante  los  teólogos  de  la  Sede 
Romana  sus  tesis  cristológicas  para  combatir  a  los  monotelitas.  Extranjeros  e  his- 
panófilos de  buena  fe,  pero  desconocedores  del  espíritu  español  en  la  época  visigoda, 
como  Bonifacio  Gams  y  Duchesne,  han  insinuado  que  la  España  de  San  Julián  ca- 
minaba al  borde  del  cisma  o  en  dirección  de  una  iglesia  nacional;  ahí  están  los  es- 
critos de  nuestros  padres  y  las  actas  de  nuestros  Concilios  para  demostrar  no  sólo  la 
amistad  entrañable  de  un  San  Leandro  con  el  Papa  San  Gregorio  Magno,  sino  tam- 
bién la  adhesión  inquebrantable  de  Toledo  hacia  la  Roma  de  San  Pedro»  (6). 

Pero  todo  ello  es  poco  serio;  ese  protestantismo  «avant  la  lettre» 
que  incluiría  igualmente  a  Cisneros  y  a  Teresa  de  Jesús  y  a  Juan  de  la 
Cruz...  es  algo  históricamente  imaginado. 

Un  segundo  factor  de  fortalecimiento  religiosopolítico  lo  marca  la 
superación  de  la  crisis  arriana  en  la  solemne  proclamación  de  Recaredo  en 
el  III  Concilio  Toledano  del  8  de  mayo  de  589  (7).  Recuérdense  las  con- 
secuencias políticas  perdurables  hasta  nuestros  días  en  los  países  del  Orien- 
te Próximo  a  causa  de  las  herejías  cristológicas  de  los  siglos  v-vi,  para 
imaginar  qué  hubiera  sucedido  en  el  ámbito  religiosopolítico  de  la  Pen- 
ínsula sin  aquella  solemne  proclamación  de  Recaredo. 

Un  tercer  factor  peculiarísimo  de  la  Historia  de  España  es  el  hecho 
de  la  Reconquista,  que  hace  de  los  españoles,  en  los  siglos  que  preceden  a 
la  formación  de  las  nacionalidades  europeas,  unos  perpetuos  cruzados  de 
la  fe,  al  mismo  tiempo  que  unos  caballeros  de  la  patria  que  se  va  haciendo. 

(5)  La  objeción  es  vieja,  y  su  respuesta  también.  Cfr.  bibliografía  en  Ballesteros,  Histo- 
ria..., t.  I,  p.  533  ss.  Y  en  Menéndez  Pidal,  R.,  Historia  de  España,  III  España  visigoda, 
pp.  265  ss.  Ya  Menéndez  y  Pelayo,  Heterodoxos...,  L.  III,  cap.  3,  la  rebatió  plenamente.  Más 
abajo  volveremos  a  referirnos  a  ella. 

(6)  En  La  Hora  Católica  de  España  (Madrid,  1942),  p.  14. 

(7)  Cfr.  o.  c.  de  Menéndez  Pidal,  to.  III,  p.  139  y  319.  Cfr.  o.  c.  de  Odriozola. 
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«Hecho  único — dice  Chávaz — en  medio  de  todas  las  naciones  del  Occidente,  Es- 
paña debe  su  existencia  a  una  Cruzada,  es  decir,  a  una  expedición  militar,  a  una  con- 
quista, cuya  finalidad  inmediata  era  restaurar  un  reino  de  este  mundo,  pero  para 
subordinarlo  a  un  reino  que  no  es  de  este  mundo  y  ponerlo  a  su  servicio...  La  His- 
toria de  España,  más  que  la  de  ningún  otro  país,  enlaza  lo  espiritual  a  lo  temporal. 
Mientras  que  el  liberalismo  moderno  se  esfuerza  en  disociarlos,  el  español,  convencido 
de  que  la  vía  verdadera  del  progreso  le  está  indicada  por  su  pasado,  vela  piadosa- 
mente por  su  unión.  Y  por  ello  no  es  raro  oírle  afirmar  que  existe  una  suerte  de 
unión  sustancial  entre  la  existencia  de  España  como  nación  y  su  vocación  cristia- 
na y  católica.  Pueblo  de  la  reconquista,  baluarte  frente  al  Islam,  España  teme  siem- 
pre verse  envuelta  por  el  enemigo  de  la  fe  católica;  y  he  ahí  por  qué  el  pueblo  cru- 
zado, el  pueblo  evangelizador,  ha  resultado  sin  transición  el  pueblo  iniciador  de  la 
Contrarreforma,  defensor  de  la  más  estricta  ortodoxia,  intransigente,  rígido  en  su 
concepción  de  la  verdad,  llevada  hasta  el  fanatismo»  (8). 

Realizada  la  Reconquista  en  1492,  España  se  siente  una,  más  que  geo- 
gráfica y  demográficamente,  religiosamente;  aunque  el  pathos  de  aquella 
época  no  supiera  distinguir  entre  unidad  católica  y  política. 

Un  último  factor  lo  constituye  la  perfecta  unidad  moral,  primero  con 
la  expulsión  de  los  judíos,  y  ya  más  tarde,  con  la  de  los  moriscos.  No 
es  tampoco  la  ocasión  de  hacer  apología  de  estos  hechos,  que  no  deben 
ser  contemplados  desde  una  ideología  anacrónica  (9). 

Otros  pueblos  de  Europa  habían  ya  realizado  esa  medida  políticore- 
ligiosa;  pero  tal  vez  ninguno  como  España  había  sentido  una  necesidad 
tan  apremiante,  una  necesidad  espiritual  tan  honda  que  le  obligó  a  to- 
mar una  decisión  que  iba  en  contra  de  tantos  intereses  económicos.  No 
habría  de  ser  ésta  la  última  vez  en  su  historia  en  que  España  sabrá  optar 
por  los  altos  valores  del  espíritu  a  riesgo  cierto  de  los  valores  de  la  tie- 
rra. 

Estos  cuatro  factores,  repetimos,  sin  llegar  a  diferenciar  netamente  la 
unidad  religiosopolítica  de  España  de  la  de  los  restantes  Estados  europeos, 
sí  que  constituyen  unos  elementos  de  vigor  y  de  fuerza  peculiares  que  no 
poseían  esos  otros  Estados  de  Europa.  Hay  que  tener  en  cuenta  esos  ele- 
mentos para  no  dar  explicaciones  demasiado  simplistas,  cuando  se  trate 
de  entender  el  fenómeno  español  frente  al  protestantismo  invasor  de  Euro- 
pa. Como  vamos  a  ver,  el  protestantismo  pudo  desorientar  a  grupos  de 
individuos  influidos  por  el  temible  fermento;  pero  encontró  a  un  pueblo 
y  a  un  Estado,  fuertemente  unidos  en  la  tradición  católicoromana  más 
arraigada  que  ha  conocido  la  Historia  de  la  Iglesia. 

«El  hecho  es — concluye  el  mismo  Chávaz — que,  como  lo  reconocen  todos  los 
historiadores,  «desde  el  principio  España  aparece  en  el  concierto  de  las  naciones 
europeas  como  una  potencia  cuya  existencia  misma,  en  su  forma  concreta,  depende 
de  su  rígido  catolicismo  doctrinal.»  (M.  A.  S.  Hume,  «The  Spanish  people».)  (10). 


(8)  En  La  situation  des  protestants  en  Espagne.  Vie  Intell.  16  (julio,  1948),  pp.  6-36.  Hay 
que  advertir  que  el  Abée  Chavaz  era  entonces  el  capellán  de  los  estudiantes  católicos  de  Gine- 
bra, y  fue  enviado  por  Mons.  Charriére  a  conocer  la  situación  de  España.  Citaremos  siempre 
la  traducción  que  hizo  la  Oficina  de  Información  Diplomática  en  el  estudio  citado.  Para  la 
evolución  del  concepto  de  unidad  religioso-política,  tanto  en  el  tuero  Juzgo  como  en  Las 
Partidas,  cfr.  o.  c.  de  Odriozola  y  De  la  Fuente,  La  pluralidad  de  ritos  y  SUS  inconvenientes 
(Madrid,  1866),  p.  257  ss. 

(9)  Cfr.  oo.  ce.  de  Juderías,  Menéndez  y  Pelavo.  Ballesteros  Gaibrois,  M.,  La  Obra  de 
Isabel  la  Católica  (Segovia,  1953). 

(10)   En  o.  c,  p.  128. 
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2.    La  crisis  protestante  en  España. 


Aunque  no  poseamos  una  historia  completa  del  protestantismo  espa- 
ñol; los  diversos  estudios  comparados '  que  existen,  pueden  ofrecer  una 
visión  bastante  objetiva  y  completa  (11).  Nosotros  no  podemos  tampoco 
intentarla  siquiera  en  el  breve  resumen  que  sigue.  Este  quiere  únicamente 
ofrecer  la  perspectiva  histórica  indispensable  para  que  los  hechos  mo- 
dernos y  su  significación  puedan  ser  debidamente  interpretados.  Sólo  así 
nuestra  conclusión  última  podrá  legitimarse:  los  diversos  intentos  pro- 
testantes de  penetración  en  nuestra  patria,  encuentran  una  pura  resonan- 
cia aislada,  sin  lograr  nunca  constituir  un  estatuto  sociológico  digno  de 
ser  tenido  en  cuenta  como  tal. 

El  protestantismo  se  introduce  en  España  primeramente  como  un  fe- 
nómeno natural  de  la  época.  Creemos  que  esto  debe  ser  admitido  sin 
rebozos  para  explicarse  suficientemente  aquellos  primeros  brotes  de  Va- 
lladolid  y  de  Sevilla  de  una  pujanza  indudablemente  seria  y  peligrosa. 
A  nadie  puede  extrañar  que,  en  España,  que  vive  una  vida  «europea»  in- 
tensísima, lo  mismo  que  en  el  resto  de  Europa,  ciertos  espíritus  inquie- 
tos se  sintieran  invadidos  por  aquel  fermento,  bien  disimulado  como  una 
reforma  y  un  retorno  a  la  libertad  y  pureza  primitiva  del  Evangelio. 

Esa  inquietud,  sin  embargo,  de  ciertos  elementos  renacentistas  espa- 
ñoles, debe  ser  bien  valorada,  para  saber  distinguir  con  precisión  en  ellos 
lo  que  había  de  puro  idealismo  reformista,  y  lo  que  efectivamente  hoy  ya 
puede  aparecemos  como  elemento  específicamente  protestante. 

Llevando  la  confusión  hasta  lo  inverosímil,  un  escritor  protestante, 
dice: 

«...  llamamos  principio  de  Reforma  cristiana  a  ese  criterio  eterno,  en  cuanto  es 
una  aspiración  y  un  regreso  al  Cristianismo,  como  fue  revelado  en  Jesús,  vivido  y 
predicado  por  sus  apóstoles...»  Puesto  así  el  principio,  era  fácil  hacer  la  «historia 
de  la  Reforma  en  España».  «En  los  nombres  de  Talavera,  Cisneros,  Nebrija,  Pedro 
de  Osma  y  Osuna  están  cifrados  los  elementos  típicos  de  la  Reforma  española  ante- 
rior a  la  crisis  de  Sevilla  y  Valladolid,  a  mediados  de  siglo»  (12). 

Efectivamente,  esta  interpretación  es  antigua:  ya  el  «Carrascón»  lla- 
maba a  Rodrigo  de  Valer  el  Wicliffe  español  (13).  Y  G.  Marín  habla  de 
Pedro  de  Osma,  como  del  Hus  español  (13  bis). 

Pero  es  claro  también  que  no  todo  «reformismo»,  aun  el  que  clama 
contra  Roma  y  pide  la  reforma  «in  capite  et  in  membris»,  era  necesaria- 


(11)  Bibliografía  sobre  historia  del  protestantismo  español,  puede  verse  en  Menéndez  y 
Pelayo,  Heterodoxos... -Introducción.  Más  completa  en  Scháfer,  E.,  Beitrage  zur  Geschichte 
des  spanischen  Protestantismus  und  der  ¡nquisition  im  XVI  Jahrhundert  (Gütersloh,  1902, 
3  vols.).  Como  autores  modernos  pueden  verse:  Hughey,  J.  D.,  Religious  Freedom  in  Spain 
(London,  1955).  Aunque  no  es  propiamente  una  historia  del  protestantismo  español,  pero 
para  los  siglos  xix  y  xx  es  de  lo  más  completo  que  existe.  Gutiérrez  Marín,  C,  Historia  de 
ta  Reforma  en  España  (Méjico,  1942),  es  demasiado  apasionado  para  ser  historia.  ... 

Para  la  historia  de  la  Inquisición,  íntimamente  unida  en  el  siglo  XVI  con  la  historia  del 
protestantismo  español,  cfr.  bibliografía  de  Llorca,  B.,  S.  J.,  La  inquisición  en  España  (Bar- 
celona, 1936).  Y  más  completa  en  Atard,  V.  P.,  Razón  de  la  Inquisición  (Madrid,  1954), 

PP'(12)  Así  Angel  M.  Mergal,  Reformismo  cristiano  y  alma  española  (Buenos  Aires,  1949), 

PP'(13)'  Cfr.  Usoz  y  Río,  Vol.  I  de  los  «Reformistas  españoles»,  1847,  p.  362. 
(13  bis)  En  o.  c,  p.  47. 


80 


mente  «protestante».  En  España,  como  en  todas  partes,  es  el  elemento 
«reformista» — múltiple  y  complejo — el  que  prepara  el  terreno  a  lo  es- 
pecíficamente herético  y  cismático  protestante.  Pensamos  que  esa  distin- 
ción es  clave  para  entender  el  nacimiento  del  protestantismo. 

Pues  bien;  ese  elemento  que  llamamos  «reformista»  queda  configura- 
do por  tres  vertientes,  ya  bien  señaladas  por  los  historiadores  de  la  Re- 
forma protestante  española:  el  iluminismo,  el  erasmismo  y  los  falsos  con- 
versos. 

El  iluminismo  español,  entendido  como  un  fenómeno  ordinario  de 
subjetivismo  religioso,  ofrecía  por  ello  mismo  un  terreno  abonado  al  es- 
píritu radical  carismático  de  la  nueva  orientación.  El  erasmismo,  al  cla- 
mar contra  la  barbarie  antigua  en  favor  de  un  renacimiento  de  las  letras, 
azuzaba  las  críticas  más  acerbas  contra  todo  lo  institucionalmente  tradicio- 
nal. Y  los  falsos  conversos  daban  rienda  suelta  a  un  resentimiento  repre- 
sentado y  que  ahora  encontraba  fácil  cauce  para  desbordamiento. 

«Es  singular — dice  Menéndez  y  Pelayo — el  número  de  prosélitos  que  hizo  la  Re- 
forma entre  los  cristianos  nuevos;  ni  podía  producir  más  católicos  frutos  la  antievan- 
gélica distinción  que  engendró  los  Estatutos  de  Limpieza  y  alimentó  el  odio  ciego 
del  vulgo  contra  las  familias  de  los  conversos.  Obsérvese  bien:  los  Ca2allas  eran 
judaizantes;  Constantino,  también;  Juan  González  y  Casiodoro  de  Reina,  moriscos. 
La  cuestión  de  raza  explica  muchos  fenómenos  y  resuelve  muchos  enigmas  de  nues- 
tra historia»  (14). 

Los  dos  únicos  brotes  importantes  del  protestantismo  español,  Valla- 
dolid  y  Sevilla,  encuentran  explicación  por  esas  vías  recónditas;  aunque, 
repetimos,  hay  que  admitir  en  algunos  procesados  un  auténtico  espíritu 
de  bien  caracterizada  ideología  protestante;  y  en  casi  todos  una  influen- 
cia, más  o  menos  cierta,  del  ambiente  general  del  protestantismo  europeo. 

Hughey,  siguiendo  al  historiador  Meyrick  (15),  señala  la  cifra  de  unos 
tres  mil  protestantes  españoles  hacia  1560,  distribuidos  entre  los  focos  de 
Valladolid  y  Sevilla  y  otras  partes.  Pero  la  cifra  es  evidentemente  exage- 
rada. Scháfer,  también  historiador  protestante  y  mejor  informado,  al  nú- 
cleo de  Valladolid-Palencia-Logroño,  lo  reduce  a  55,  y  al  de  Sevilla, 
a  129  (16).  Menéndez  y  Pelayo  recoge  simplemente  la  información  de 
Montes,  al  hablar  de  los  800  de  Sevilla  (17).  De  todos  modos,  es  cierta 
la  afirmación  del  historiador  protestante  Hughey,  que  expresa  el  sentir 
de  todos  los  historiadores,  especialmente  protestantes,  a  saber,  que:  el 
poder  de  la  Iglesia  y  del  Estado  hicieron  imposible  la  existencia  del  pro- 
testantismo en  España.  Después  de  los  grandes  Autos  de  fe  de  Valla- 
dolid y  Sevilla...  hubo  algunos  otros  en  que  algún  protestante  español 
murió.  En  los  últimos  años  (del  siglo)  ocasionalmente  aparecen  en  las 
listas  algunos  procesados  y  condenados  por  la  Inquisición;  pero  es  exacto 
el  decir  que,  después  del  año  1560,  no  hubo  ningún  movimiento  protes- 
tante en  el  país.  Como  ha  destacado  un  escritor,  los  protestantes  o  fueron 
quemados,  o  se  vieron  obligados,  por  el  temor  del  fuego,  a  confesarse  a 


(14)  En  o.  c,  L.  IV,  cap.  IX. 

(15)  Cit.  por  Hughey,  o.  c,  p.  6  y  nota  17  de  la  pág.  174. 

(16)  Más  abajo  (cfr.  pág.  147  ss.)  discutimos  más  ampliamente  estas  cifras. 

(17)  Ibid.,  L.  IV,  cap.  IX. 
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sí  mismo  católicos.  La  custodia  oficial  de  la  unidad  católica  pudo  preve- 
nir una  división  religiosa  (18). 

¿Cómo  explicarse,  con  todo,  este  extraño  fenómeno,  en  un  ambien- 
te exterior  saturado  de  humanismo  revolucionario,  de  antirromanismo 
reformista,  de  pertinacia  herética?...  La  explicación  obvia  y  simplista  ha 
sido  siempre  la  acción  oportuna  y  fuerte  del  Santo  Tribunal  de  la  Inqui- 
sición. Así,  Coulton,  autor  protestante,  dice:  «a  esta  institución  debe  la 
España  moderna  tanto,  cuanto  Gran  Bretaña  a  su  constitución  parlamen- 
taria, y  esto  ya  le  guste  o  le  disguste»  (19).  El  mismo  Llorca  parece 
conceder  una  importancia  excesiva  y  unilateral  a  la  Inquisición,  cuando 
dice:  «lo  que  no  se  puede  dudar  es  que,  gracias  a  esta  vigilancia  y  acti- 
tud enérgica  de  la  Inquisición,  los  primeros  conatos  que  hizo  el  protestan- 
tismo para  introducirse  en  la  Península  Ibérica  quedaron  deshechos  por 
completo  y,  en  consecuencia,  nunca  pudo  el  protestantismo  echar  raíces 
en  nuestro  suelo»  (20). 

Otros  historiadores  matizan  mejor  la  influencia  del  Santo  Tribunal, 
al  decir,  por  ejemplo,  Menéndez  y  Pelayo: 

«¿Cómo  una  doctrina  que  tuvo  eco  en  los  palacios  de  los  magnates,  en  los  cam- 
pamentos, en  las  aulas  de  las  Universidades  y  en  los  monasterios,  que  no  carecía  de 
raíces  y  antecedentes,  así  sociales  como  religiosos;  que  llegó  a  constituir  secretas 
congregaciones  en  Valladolid  y  en  Sevilla,  desaparece  en  el  transcurso  de  pocos  años, 
sin  dejar  más  huella  de  su  paso  que  algunos  fugitivos  en  tierras  extrañas,  que  desde 
allí  publican  libros,  no  leídos  o  despreciados  en  España?  Porque  hablar  del  fana- 
tismo, de  la  intolerancia  religiosa,  de  los  rigores  de  la  Inquisición  y  de  Felipe  II  es 
tomar  el  efecto  por  la  causa,  o  recurrir  a  lugares  comunes  que  no  sirven  ni  por 
asomo  para  resolver  la  dificultad.  Pues  qué,  ¿hubiera  podido  existir  la  Inquisición 
si  el  principio  que  dio  vida  a  aquel  popularísimo  Tribunal  no  hubiese  encarnado  des- 
de muy  antiguo  en  el  pensamiento  y  en  la  conciencia  del  pueblo  español?  Si  el  pro- 
testantismo de  Alemania  o  de  Ginebra  no  hubiese  repugnado  al  sentimiento  religio- 
so de  nuestros  padres,  ¿hubieran  bastado  los  rigores  de  la  Inquisición,  ni  los  de 
Felipe  II,  ni  los  de  poder  alguno  en  la  tierra  para  estorbar  que  cundiesen  las  nue- 
vas doctrinas,  que  se  formaran  iglesias  y  congregaciones  en  cada  pueblo,  que  en  ca- 
da pueblo  se  imprimiese  pública  o  privadamente  una  Biblia  en  romance  y  sin  no- 
tas, y  que  los  catecismos,  los  diálogos  y  las  confesiones  reformistas  penetrasen  triun- 
fantes en  nuestro  suelo,  a  despecho  de  la  más  exquisita  vigilancia  del  Santo  Tribu- 
nal, como  llegó  a  burlarla  Julianillo  Hernández,  introduciendo  dichos  libros  en  odres 
y  en  toneles  por  Jaca  y  el  Pirineo  de  Aragón?  ¿Por  qué  sucumbieron  los  luteranos 
españoles  sin  protesta  y  sin  lucha?  ¿Por  qué  no  se  introdujeron  entre  nosotros  las 
guerras  religiosas  que  ensangrentaron  a  Alemania  y  a  la  vecina  Francia?  ¿Bastaron 
unas  gotas  de  sangre  derramadas  en  los  autos  de  Valladolid  y  de  Sevilla  para  aho- 
gar en  su  nacimiento  a  aquella  secta?  Pues  de  igual  suerte  hubiera  bastado  en  Fran- 
cia la  tremenda  jornada  de  Saint-Barthélemy  y  los  furores  de  la  Liga;  lo  mismo  hu- 
bieran logrado  en  Flandes  las  tremendas  justicias  del  gran  duque  de  Alba.  ¿No  ve- 
mos, por  otra  parte,  que  casi  toda  la  península  permaneció  libre  del  contagio  y  que, 
fuera  de  dos  o  tres  ciudades,  apenas  encontramos  vestigios  de  organización  protestan- 
tes?» (21). 

Creemos  que  es  inútil  que  nosotros  ahora  nos  detuviéramos  en  una 
nueva  apología  del  Santo  Tribunal  y  de  sus  procedimientos.  La  Inquisi- 
ción, cuya  crítica  histórica  está  ya  hecha,  y  no  precisamente  en  los  térmi- 


(18)  o.  c,  p.  14. 

(19)  Cit.  por  Hughey,  o.  c,  p.  4. 

(20)  En  o.  c,  p.  259-60. 

(21)  En  o.  c,  Discurso  Preliminar. 
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nos  seguidos  por  los  ingenuos  investigadores  del  siglo  xix,  era  una  insti- 
tución tan  estatal  como  religiosa  y  en  conjunto  popular  entre  los  espa- 
ñoles de  aquella  época;  entonces  como  ahora,  la  nación  sentía  un  inven- 
cible impulso  hacia  cuantos  factores  reforzaban  su  unidad,  y  entre  ellos, 
ahora  como  entonces,  la  religión  figura  en  primer  término. 

Nos  atrevemos  a  insinuar,  con  todo,  que  tanto  por  parte  católica,  co- 
mo claro  está  por  parte  protestante,  aunque  desde  diversos  y  aun  contra- 
rios puntos  de  vista,  ha  existido  la  tendencia  general  a  supervalorar  la 
influencia  de  la  Inquisición  en  la  extirpación  de  la  herejía  protestante  en 
España;  viendo  en  ello  una  causa  principal  y  casi  única,  cuando  en  reali- 
dad es  más  bien  una  «con-causa»,  o  mejor,  un  efecto-resultado  de  otras 
causas  que  determinan  y  posibilitan  su  misma  eficacia. 

La  Inquisición  no  hubiera  sido  eficaz  sin  el  concurso  de  tres  causas 
en  las  que  fundamentalmente  hay  que  ver  la  razón  más  profunda  del  fra- 
caso protestante. 

En  primer  lugar,  como  hemos  visto  antes,  está  el  robustecimiento  de 
la  unidad  políticoreligiosa  conseguida  por  los  Reyes  Católicos,  y  que  aho- 
ra está  dando  sus  mejores  frutos.  El  protestantismo  se  enfrenta  a  un  sen- 
tido católicoromano  de  unidad  de  un  Estado  que  se  lo  juega  todo  en  la 
defensa  exterior  e  interior  de  su  unidad  nacional  y  de  creencias.  ¿Qué 
hubiera  sido  de  Europa  y  de  la  Iglesia  si  los  movimientos  de  Valladolid  y 
de  Sevilla  hubieran  encontrado  a  un  pueblo  y  a  un  Estado  en  las  condi- 
cines  de  Sajonia  e  Inglaterra,  y  aun  de  Francia?... 

En  segundo  lugar  está  el  sentimiento  cristiano  del  pueblo  español, 
nutrido  y  fortalecido  en  la  defensa  de  la  fe  contra  la  herejía  y  el  cisma 
por  largos  siglos  de  lucha  enconada. 

En  tercer  lugar  está  la  vitalidad  teológica  de  nuestras  Universidades. 
Estas  no  estaban  minadas  por  la  decadencia  escolástica  nominalista  de 
las  Universidades  alemanas. 

Señalando  Lortz  las  causas  de  la  Reforma,  dice  que  la  más  importante 
residía  en  «la  creciente  inseguridad  teológica»  en  que  había  caído  la  teo- 
logía desde  el  siglo  xiv  (22).  «Lo  que  no  vale — confiesa  él  mismo — 
igualmente  para  los  países  del  Norte,  como  para  los  países  del  Sur,  co- 
mo Italia  y  sobre  todo  España...»  Nosotros  creemos  que,  efectivamente, 
respecto  de  España,  la  cosa  es  absolutamente  clara:  si  en  España  hubiera 
habido  esa  inseguridad  teológica  que,  por  ejemplo,  manifestaba  Carranza, 
y  esto  hubiera  sido  algo  general,  como  sucedía  en  Alemania  y  aun  en 
Francia,  es  indudable  que  la  herejía  se  hubiera  extendido  de  tal  modo 
que  ni  la  Santa  Inquisición,  ni  todo  el  poder  absoluto  de  Felipe  II  hu- 
bieran podido  contenerla. 

La  acción  inquisitorial  cabalga,  pues,  sobre  estos  tres  supuestos  que 
la  hicieron  eficaz;  sin  ellos  toda  acción  represiva,  en  la  efervescencia  na- 
tural de  la  época,  hubiera  resultado  no  solamente  vana,  sino  contrapro- 
ducente. 


(22)   Lortz,  J.,  Wic  kam  es  zur  Rcformation  (Einsiedclm,  1955,  3.»  edic),  p.  34. 
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Ni  la  unidad,  pues,  nacional  ni  la  historia  española  del  siglo  xvi  en 
general,  pueden  comprenderse  sin  atender,  como  ha  escrito  Tresor  Da- 
vies  (23),  a  la  «fuerte  religiosidad  de  los  españoles»  (24). 

He  aquí,  para  terminar  este  período,  dos  síntesis  de  dos  autores  ex- 
tranjeros, católico  uno,  y  otro  protestante: 

«Pueblo  de  la  reconquista — dice  Chávaz — ,  baluarte  frente  al  Islam,  España  teme 
siempre  verse  envuelta  por  el  enemigo  de  la  fe  católica;  y  he  ahí  por  qué  el  pueblo  cru- 
zado, el  pueblo  evangelizador,  ha  resultado  sin  transición,  el  pueblo  iniciador  de  la  Con- 
trarreforma, defensor  de  la  más  estricta  ortodoxia,  intransigente,  rígido  en  su  con- 
cepción de  la  verdad,  llevada  hasta  el  fanatismo...  El  problema  de  la  unidad  ha  sido 
siempre  el  problema  político  número  uno  de  España...  Solamente  el  lazo  de  la  fe 
es  bastante  poderoso  para  vencer  el  feroz  individualismo  de  este  pueblo...  He  aquí 
porque,  más  que  en  ninguna  otra  nación,  los  problemas  religiosos  llevan  en  España 
un  signo  político  y  social  que  resulta  imposible  no  tener  en  cuenta.  Todo  juicio  sim- 
plista, que  no  se  ajuste  a  la  complejidad  de  lo  real,  puede  ser  declarado  falso  a 
priori»  (25). 

«La  persecución  sangrienta — dice  Hughey — que  caracterizó  pasadas  centurias  no 
existe  hoy;  pero  la  adhesión  al  principio  de  la  unidad  católica  por  parte  de  los  di- 
rigentes religiosos  y  políticos  produce  varias  restricciones  sobre  las  actividades  de  las 
minorías  religiosas.  Este  principio  está  enraizado  en  la  religión  y  en  el  patriotis- 
mo... El  ideal  de  la  unidad  católica,  que  de  ese  modo  había  alcanzado  una  expre- 
sión tan  clara  y  fuerte  al  comienzo  de  la  Era  Moderna,  ha  continuado,  a  través  de 
los  años,  afectando  profundamente  el  comportamiento  de  los  Gobiernos  españoles. 
Este  permaneció  inmutable  durante  el  largo  periodo  de  decadencia  que  siguió  a 
Felipe  II;  desde  entonces  puede  haber  sido  puesto  en  peligro,  pero  nunca  vencido. 
Españoles  hay  que  se  consideran  a  sí  mismo  herederos  del  espíritu  y  de  la  misión  de 
la  Inquisición  (26).  Otros  desean  evitar  la  violencia  de  la  Inquisición,  pero  siguen 
encontrando  en  los  siglos  xv  y  xvi  su  ideal  para  la  nación  española»  (27). 


3.    La  crisis  liberal. 

Hasta  entrado  el  siglo  xix — dice  en  una  síntesis  perfecta  el  estudio 
de  la  O.  I.  D. — no  cabe  referirse  al  protestantismo  español  más  que  des- 
de el  punto  de  vista  históricopolítico  exterior.  Es  decir,  durante  centu- 
rias, por  todo  un  complejo  de  motivos  sociológicos  o  históricos,  España, 
nación  que  hizo  propia  la  causa  de  la  contrarreforma,  consideraba  los 
protestantes  más  como  enemigos  de  la  nación  que  como  adversarios  doc- 
trinales. Y,  de  hecho,  la  evolución  histórica  durante  los  siglos  xvi  a  fi- 
nes del  xviii,  demuestra  que,  no  sólo  en  España,  sino  en  la  totalidad  de 
las  naciones  europeas,  la  Confesión  religiosa  formaba  rigurosamente  par- 
te de  la  actitud  general  del  país,  y  no  era  compatible  con  el  indeferentis- 
mo  oficial  de  nuestros  días.  En  España,  además,  a  consecuencia  de  la  im- 
portancia que  el  factor  religioso  tradicional  revistió  contra  el  Islam  (si- 
glos vin-xv),  los  brotes  reformadores  fueron  muy  limitados...  La  Inqui- 
sición, cuya  crítica  histórica  está  ya  hecha,  y  no  precisamente — como  queda 


(23)  Cit.  por  Calvo  Serer,  o.  c,  p.  6. 

(24)  Así  la  Ofic.  Inf.  Dipl.,  p.  29-30. 

(25)  En  o.  c,  p.  127. 

(26)  En  o.  c,  p.  15.  Hughey  hace  alusión  (cfr.  p.  174,  nota  36)  a  ciertas  hojas  volantes 
repartidas  en  octubre  de  1947,  en  que  se  decía:  «Nosotros,  estudiantes  universitarios  espa- 
ñoles de  1947,  somos  plenos  herederos  del  espíritu  inquisitorial.»  No  vale  la  pena  insistir  en 
estas  declaraciones  que  no  pueden  servir  para  definir  a  «unos»  españoles. 

(27)  Ibid.  p.  2  y  14. 
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dicho — ,  en  los  términos  seguidos  por  los  ingenuos  investigadores  del  si- 
glo xix,  era  una  institución  tan  estatal  como  religiosa.  Crisol  de  la  fe  de 
un  pueblo  que  la  amaba  hasta  el  sacrificio  y  lazo  de  cohesión  nacional, 
frente  a  tentativas  de  ruptura  de  las  más  diversas  procedencias. 

Pero  sería  inútil  extenderse  en  consideraciones  conocidas  de  todas 
las  personas  cultas.  Baste  decir  que,  hasta  vencida  la  guerra  con  Fran- 
cia (1808-1815),  la  Reforma  se  ignoró  en  España.  Sólo  en  la  pequeña 
isla  de  Menorca,  ocupada  por  los  ingleses  durante  algunos  años  del  si- 
glo xvni,  existía  una  reducida  comunidad  protestante,  que  ha  sido  res- 
petada hasta  nuestros  días. 

Es  a  partir  de  1830,  aproximadamente,  cuando  empieza  a  registrarse 
la  presencia  de  algún  núcleo  protestante  en  España.  En  su  origen — lo  es 
aún  hoy — de  inspiración  británica.  A  ello  contribuía  la  intensidad  de 
relaciones  entre  España  y  la  Gran  Bretaña,  cuyos  ejércitos  lucharon  uni- 
dos durante  las  guerras  napoleónicas,  y,  especialmente,  el  desarrollo  del 
comercio  y  las  inversiones  financieras  inglesas  (y  de  otros  orígenes) 
en  España  misma;  estos  fenómenos  económicos  dieron  lugar  a  que  se  es- 
tablecieran en  la  península  muchos  extranjeros  de  religión  protestante, 
que,  naturalmente,  promovieron  la  apertura  de  templos  y  la  inmigración 
de  ministros;  después  se  empezaron  a  considerar  seriamente,  siempre  des- 
de el  exterior,  las  posibilidades  de  desarrollar  una  acción  proselitista  en 
España  entre  los  mismos  españoles...  (28). 

A  esa  acción  desde  el  exterior,  hay  que  añadir,  para  una  recta  inte- 
ligencia de  la  nueva  aparición  del  fenómeno  protestante  en  España,  la 
crisis  liberal  interna  que  pone  al  país  en  una  peligrosa  fermentación. 

En  el  siglo  xix  la  crisis  liberal  española,  tan  paralela  a  la  que  sufre 
toda  Europa,  presenta  unas  dificultades  complejas  que  ha  desorientado  en 
algunos  el  sincero  planteamiento  del  problema  de  la  unidad  católica  de 
España  en  este  turbulento  período.  Como  ha  puntualizado  Suárez  Ver- 
deguer  (29),  nos  encontramos  hoy  con  dificultades  serias  para  un  plan- 
teamiento justo  de  la  ideología  que  mueve  al  siglo  xrx.  Es  evidente  la  in- 
suficiencia de  la  visión  actual,  fundada  exclusivamente  en  los  historiado- 
res apasionados  del  tiempo;  no  se  hace  más  que  repetir  fuentes  liberales, 
dejando  las  contrarias.  Esa  visión  nos  presentaba  una  contraposición  per- 
fecta entre  «liberales»,  que  serían  los  representantes  de  toda  civilización 
y  progreso,  y  los  «carlistas»,  que  representarían  siempre  la  reacción  y  la 
tradición  muerta.  Pero  esta  contraposición  simplista  no  basta.  Desde 
1800  hasta  1840  hay,  en  realidad,  una  liquidación  del  antiguo  régimen, 
y  una  implantación  del  sistema  liberal.  Es  un  período  general  de  desorien- 
tación, tanto  en  España  como  en  Europa.  ¿Por  qué  se  verificó  en  España 
ese  cambio?  Para  entenderlo,  hay  indudablemente  que  referirse  al  grupo 
pequeño,  pero  muy  influyente,  de  los  «ilustrados»  españoles,  que  Me- 
néndez  y  Pelayo  ha  estudiado  tan  maravillosamente:  ellos  son  los  que 
abandonan  la  tradición  española  para  entrar  a  velas  desplegadas  por  los 

(28)  En  o.  c,  p.  30. 

(29)  Son  de  mucho  interés  todos  los  estudios  publicados  por  Arbor  en  o.  c.  bajo  el  epí- 
grafe: VII.  El  Siglo  Liberal  (pp.  471-681).  Pero  nos  referimos  ahora  particularmente  a  los 
dos  de  Suárez,  V.  F.,  Planteamiento  ideológico  del  siglo  xix  español.  Y  Génesis  del  libera- 
lismo español. 


85 


caminos  de  la  «europeización»,  que  entonces  era  también  «afrancesamien- 
to».  Ellos  son  los  que  se  impondrán  en  las  Cortes  de  Cádiz,  porque  en 
ellos  reside  el  «espíritu  del  siglo».  De  ahí  salen  los  afrancesados  y  los 
diputados  de  las  Cortes  de  Cádiz,  que  saben  aprovechar  el  momento  po- 
lítico de  confusión  que  sigue  a  la  guerra  para  implantar  sus  ideas  avanza- 
das. Existe,  es  verdad,  otro  grupo,  más  numeroso,  el  de  los  «tradiciona- 
les», pero  sin  vigor  interno  y  sin  visión  política  de  lejanía.  La  oposición 
— clásica  desde  entonces — será  siempre  en  España  entre  los  dos  grupos: 
los  que  miran  hacia  dentro  y  se  niegan  a  mirar  hacia  fuera;  los  que  mi- 
ran hacia  fuera  y  se  niegan  a  mirar  hacia  dentro...  ¿Cómo  se  pudo  pasar 
de  la  situación  de  religiosidad  popular  que  como  nota  específica  domina 
la  tónica  del  levantamiento  contra  los  franceses,  como  herejes  (30),  a  las 
algaradas  populares  anticlericales  que  muy  pronto  van  a  injuriar  los  sen- 
timientos más  arraigados  del  pueblo  español?  Todo  lo  explica  la  fermen- 
tación política  universal,  aprovechada  por  el  grupo  revolucionario  de 
siempre,  que  utiliza  grupos  reducidos  de  subversión.  Se  puede  asegurar 
que  se  trata,  además,  de  un  fenómeno  liberal  y  «anticlerical»;  no  precisa- 
mente «antirreligioso»,  y  mucho  menos  «anticatólico».  Este  fenómeno  no 
hiere  propiamente  la  unidad  religiosa,  aunque  es  claro  por  lo  demás  que 
el  fenómeno  liberal  se  ha  manifestado  en  todas  partes  como  una  progre- 
siva «laicización»  de  la  cristiandad. 

Es  en  este  contexto  «liberal»  y  «anticlerical»  en  el  que  hay  que  ins- 
talar el  problema  de  la  unidad  católica  de  España  en  ese  período;  e  igual- 
mente, el  contrafenómeno  de  los  nuevos  intentos  de  ruptura  que  va  a 
realizar  el  protestantismo. 

Puntualicemos  un  poco  más  de  lo  que  se  hace  generalmente,  la  ac- 
ción proselitista  protestante  en  España,  para  valorar  mejor  todavía  sus 
pobres  resultados.  Esta  acción,  a  pesar  de  haber  contado,  en  determinadas 
ocasiones  de  la  historia  liberal  de  España,  con  las  circunstancias  más  pro- 
picias, no  alcanza  nunca  resultados  permanentes.  Para  una  mayor  objeti- 
vidad, vamos  a  seguir  casi  siempre  el  estudio,  en  general  sereno  y  pon- 
derado, del  protestante  Hughey  (31). 

«En  otros  países — nos  dice — la  presencia  y  el  conflicto  de  religiones  diferentes 
ha  llevado  a  un  régimen  de  libertad  para  todos;  pero  en  España,  una  vez  que  todas 
las  religiones,  menos  la  católica,  fueron  eliminadas  al  principio  de  la  Era  Moderna, 
la  consecución  de  la  libertad  religiosa  ha  dependido  casi  enteramente  de  los  políti- 
cos liberales»  (32).  Pero  es  el  mismo  autor  el  que  fija  bien  el  sentido  «anticlerical», 
y  no  precisamente  «anticatólico»,  del  clásico  liberalismo  español,  al  decir:  «muchos 
liberales  españoles  han  sido  anticlericales  en  el  sentido  de  oponerse  al  poder  y  a  la 
influencia  del  clero;  pero  esto  no  significaba  necesariamente  oposición  al  catolicis- 
mo como  una  religión,  ni  frecuentemente  implicaba  interés  alguno  por  el  protes- 
tantismo» (33). 


(30)  Cfr.  Calvo  Serer,  España  v  la  caída  de  Napoleón.  En  Ibid.  p.  513  ss. 

(31)  Hughey,  en  o.  c,  nos  da  un  resumen  bastante  perfecto  de  historia  constitucional  de 
España  en  este  punto  particular.  Sobre  historia  constitucional  la  bibliografía  es  amplia. 
Cfr.  Ballesteros,  en  o.  c.  De  una  manera  general,  cfr.  Sánchez  Agesta,  Historia  constitucional 
de  España.  Para  lo  que  interesa  más  particularmente  a  nuestro  estudio,  cfr.  Menéndez  y 
Pelayo,  o.  c,  Soto  de  Gangoiti,  J.,  Relaciones  de  la  Iglesia  Católica  y  el  Estado  español  (Ma- 
drid, 1940).  Vicente  de  la  Fuente,  Historia  Eclesiástica;  Odriozola,  óo.  ce;  Becker,  J.,  Rela- 
ciones Diplomáticas  entre  España  y  la  Santa  Sede  durante  el  siglo  xix  (Madrid,  1908).  La 
Reforma  constitucional  de  España  (Madrid,  1923). 

(32)  En  o.  c,  p.  16. 

(33)  Ibid.,  p.  17. 
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Marañón  ha  hecho  una  descripción  perfecta  del  liberal  español,  que 
vale  la  pena  transcribir: 


«Le  liberal  espagnol»,  al  defecto  común  de  todos  los  liberales — es  decir  un  dalto- 
nismo parcial,  que  le  permitía  ver  solamente  el  antiliberalismo  negro,  y  no  rojo — unía 
una  vieja  tradición  anticlerical.  Estas  circunstancias  particulares  le  hacían  capaz  de 
todas  las  concesiones  y  de  todas  las  debilidades.  El  liberal  anticlerical  era  frecuente- 
mente, en  su  vida  privada,  perfectamente  ortodoxo...»  (33  bis). 


Y  el  estudio  de  la  O.  I.  D.,  aclara  ya  perfectamente: 


...  en  1856  encontramos,  por  primera  vez  en  la  Legislación  española  (artículo  14 
de  la  Constitución),  la  noción  legal  de  la  libertad  de  conciencia  religiosa,  pues  se  pre- 
ceptuó que  nadie  podía  sei  perseguido  por  sus  opiniones  religiosas,  mientras  no  diera 
a  las  mismas  el  carácter  de  actos  contrarios  a  la  idea  religiosa  misma;  este  un  tanto 
alambicado  concepto  merece  analizarse.  En  realidad  se  trataba  de  una  disposición 
protectora  de  la  libertad  de  conciencia  religiosa,  en  el  sentido  católico  de  la  palabra, 
pues  en  aquella  época  el  sector  librepensador  desarrollaba  una  actividad  intensa  con- 
tra la  Iglesia  Católica  Romana  (en  1836  se  había  despojado  a  la  Iglesia  de  todas  sus 
propiedades),  que  podía  dar  lugar  a  trastornos  de  orden  público;  este  rasgo  es  esen- 
cial para  comprender  el  sentido  de  la  copiosa  legislación  española  relativa  a  la  li- 
bertad de  conciencia  religiosa;  en  ella  sería  un  gran  error  ver  una  oposición  entre 
católicos  y  fieles  de  cualquier  otra  confesión  religiosa  (cristiana  o  no);  se  trata 
siempre  de  reacciones  en  la  relación  entre  católicos  y  anticatólicos  (o  ateos  o  ra- 
cionalistas), enemigos  de  cuanto  suponga  aceptar  el  factor  religioso  como  elemento 
básico  de  la  organización  del  Estado,  y  especialmente  en  la  formación  de  la  juven- 
tud. En  1869,  a  consecuencia  de  los  trastornos  políticos  de  la  época,  nos  encontra- 
mos ante  una  nueva  Constitución — que  siguió  inmediatamente  al  destronamiento  de 
la  reina  Isabel  II — y  que  podemos  considerar  como  expresiva  de  la  opinión  domi- 
nante entre  los  hombres  de  la  Primera  República.  En  ella  se  dice  textualmente  que 
«la  práctica  pública  o  privada  por  extranjeros  de  otras  confesiones  religiosas  dis- 
tintas de  la  católica  se  garantiza,  sin  otras  limitaciones  que  las  impuestas  por  las  re- 
glas universales  de  la  Moral  y  del  Derecho.»  «Si  existe  algún  español — agrega  la 
ley — que  profese  una  fe  distinta  de  la  católica,  le  serán  aplicables  las  disposiciones 
de  este  artículo.»  Ya  se  ve  que  entonces  se  consideraba  como  muy  dudosa  la  exis- 
tencia de  españoles  pertenecientes  a  confesiones  religiosas  distinta  de  la  católica;  de 
todas  maneras,  por  primera  vez  se  advierte  la  posibilidad  de  su  existencia  y  se  les 
conceden  ciertos  derechos  (34). 


No  hay,  pues,  de  qué  extrañarse — como  lo  hace  Hughey  (35) — siguien- 
do al  liberal  Altamira  (36),  de  que  el  artículo  12  de  la  Constitución  de  las 
extremosamente  liberales  Cortes  de  Cádiz,  pudiera  establecer:  la  religión 
de  la  nación  española  es,  y  será  perpetuamente,  la  Apostólica  Católica  Ro- 
mana, la  única  verdadera  religión.  La  nación  la  protege  con  sabias  y  justas 
leyes,  y  prohibe  el  ejercicio  de  cualquiera  otra  en  cualquier  parte...  Y  es 
que  se  trata  simplemente  del  reconocimiento  de  un  hecho  histórico  y  tra- 
dicional. Su  liberalismo — bien  sincero  por  lo  demás — ,  que  les  lleva  a  la 
abolición  del  Santo  Tribunal,  no  les  cegaba  ante  la  evidencia  del  hecho  de 
la  unidad  sociológicoreligiosa  de  España.  Como  ha  destacado  Menéndez  y 
Pelayo,  entre  los  diputados  y  el  pueblo  había  un  abismo:  «Una  cosa  me 
ha  llamado  sobre  todo  la  atención  en  este  larguísimo  debate  (se  refiere  al 
debate  en  las  Cortes  sobre  la  Inquisición),  la  extraña  unanimidad  con  que 

(33  bis)  Marañón,  G.,  Libéralisinc  et  Communisme  (Nouvelles  Editions  Latines,  Paris, 
1961),  p.  28-29. 

(34)  O.  c,  pp.  31-32. 

(35)  Ibid.,  p.  17. 

(36)  Historia  de  España,  cit.  por  Hughey,  p.  17. 
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amigos  y  enemigos  de  la  Inquisición  afirman  que  el  pueblo  la  quería  y  la 
deseaba»  (37).  «¿No  es  absurdo — decía  Riesco,  el  Inquisidor  de  Llere- 
na  (38) — que  ahora  vayamos  a  guerrear  contra  Napoleón,  llevando  las  mis- 
mas ideas  que  él  en  nuestra  bandera  y  plagiando  hasta  en  la  letra  sus  de- 
cretos?» Y  Méndez  Bej araño,  en  su  «Historia  política  de  los  afrancesa- 
dos», dice:  «Los  liberales  nos  defendían  de  la  Francia  grande  para  cons- 
tituirnos en  una  Francia  chica;  y  por  eso  los  elementos  reaccionarios,  la  ma- 
sa popular,  de  seguro  instinto;  el  clero,  los  verdaderos  enemigos  de  los 
franceses  y  nervio  de  la  defensa  nacional,  envolvieron  en  el  mismo  ana- 
tema a  afrancesados  y  liberales»  (39). 

Es  así — creemos — cómo  se  responde  sencilla  y  contundentemente  a 
una  objeción  bastante  común,  y  que  recoge  el  padre  Congar,  de  este  modo: 

«El  gran  argumento  de  los  españoles  es  que  la  catolicidad,  la  profesión  de  fe  ca- 
tólica, forma  parte  de  la  Hispanidad,  de  la  cualidad  nacional  misma.  Yo  no  conozco 
lo  bastante  a  España,  a  su  historia  y  su  cultura,  para  juzgar  sobre  ello.  Uno  de  mis 
amigos  me  ha  asegurado  que  la  afirmación  reposaba,  en  parte,  sobre  una  ficción:  que 
no  podía  sostenerse  esta  tesis  sin  olvidar  la  mitad  de  la  historia  española  en  el  si- 
glo xix.  Yo  cito  esta  opinión  con  el  único  fin  de  invitar  a  la  aportación  de  su  tes- 
timonio a  cuantos  sean  competentes  en  las  cuestiones  españolas»  (40). 

Pues  bien,  la  respuesta  es  la  siguiente:  la  unidad  católica  de  España 
no  se  pierde  porque,  en  ciertos  períodos,  más  bien  breves,  de  la  historia 
política  del  siglo  xix,  se  manifiesten  tendencias  liberales  revolucionarias, 
que  imponen  por  breves  períodos  un  régimen  de  cierta  libertad  religiosa. 
Aun  en  los  períodos  más  álgidos  de  liberalismo,  los  españoles  no  pueden 
menos  de  reconocer  públicamente  la  unidad  católica;  y  si  son  «anticleri- 
cales», lo  son  únicamente  en  el  sentido  anteriormente  explicado.  En  todo 
el  siglo  xix  no  se  niega  nunca  el  hecho  sociológico  del  catolicismo  español 
por  los  liberales  más  furibundos;  sino  que,  en  ciertos  momentos,  las  lu- 
chas políticas  desenfrenadas  logran  imponer  por  la  fuerza  una  situación 
de  excepción,  en  contra  del  catolicismo  español,  que  no  responde  a  su 
realidad  sociológicorehgiosa. 

Son  esos  momentos  de  excepción  los  que  ha  intentado  aprovechar 
siempre  el  protestantismo  extranjero  para  sus  campañas  de  infiltración, 
sin  que  a  favor  de  ello  haya  logrado  éxitos  de  importancia. 

La  primera  campaña  de  infiltración  se  le  ofrece  propicia  al  protestan- 
tismo en  el  primer  tercio  del  siglo,  después  del  triunfo  liberal  de  1830. 
Efectivamente,  es  aprovechada  por  el  foco  metodista  de  Gibraltar  (40  bis), 
de  donde  sale  W.  H.  Rule,  quien  logra  establecer  el  primer  puesto  en 
Cádiz.  Al  mismo  tiempo  aparece  en  la  Península  el  célebre  Borrow;  y  ya 
después  se  inician  varias  otras  actividades,  como  la  de  Graydon  (41). 


(37)  O.  c,  L.  VII,  cap.  2. 

(38)  Cit.  por  Menéndez  y  Pelayo  en  o.  c.  Ibid. 

(39)  Méndez  Bejarano,  M.,  Historia  política  de  los  afrancesados  (Madrid,  1912),  p.  172-3. 

(40)  En  Orden  temporal  y  verdad  religiosa.  En  Documentos,  10  (San  Sebastián,  1952), 
pp.  42-43. 

(40  bis)  «Plaza  fuerte  de  la  Reforma» — dice  G.  Marín,  o.  c,  p.  175 — ,  sin  darse  cuenta 
de  la  terrible  ironía  antiespañola  de  la  frase. 

(41)  Cfr.  Bibliografía,  fuentes  y  descripción  en  oo.  ce.  de  Menéndez  y  Pelayo,  Hughey, 
González  Marín. 
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Los  incidentes  que  luego  van  a  constituir  la  trama  ordinaria  de  la  his- 
toria lamentable  del  protestantismo  español,  comienzan:  ilegalidades,  con- 
juras secretas,  sanciones  y  represalias,  intervenciones  de  las  representacio- 
nes consulares  y  de  las  Embajadas,  reclamaciones  de  los  organismos  ex- 
tranjeros...; sobre  todo  ello  puede  encontrar  el  lector  curioso  amplia  in- 
formación en  Menéndez  y  Pelayo  y  en  el  autor  protestante  Hughey.  Las 
Sociedades  Bíblicas  extranjeras  comienzan  sus  campañas  intensas  de  pro- 
paganda bíblica.  Los  100.000  ejemplares  de  la  Spanish  Evangelization 
Society  de  Edimburgh,  los  10.000  de  la  British  and  Foreing  Bible  So- 
ciety  de  Londres,  con  sus  numerosas  ediciones  (42). 

Menéndez  y  Pelayo  nos  ha  narrado  ya  las  peripecias  singulares  y  las 
intenciones  extrañas  de  «otros»  protestantes;  así,  Calderón,  Montsalvage, 
Matamoros,  y,  sobre  todo,  la  obra  literiaria  realizada  por  Usoz,  y  Río  y 
Wiffen,  y  publicada  por  Boehmer  (43).  Toda  esta  labor,  bien  precaria 
por  cierto,  se  lleva  a  cabo  en  los  breves  períodos  de  triunfo  liberal,  y 
sólo  alcanza  un  rápido  desarrollo,  pero  también  fugacísimo,  en  la  re- 
volución del  68. 

Las  Cortes  de  1836  elaboran  una  nueva  Constitución,  en  la  que,  a  pe- 
sar de  todo,  se  reconoce  que  «la  religión  católica  es  la  que  los  españoles 
profesan».  Después  de  la  tormentosa  regencia  de  Espartero,  en  1843, 
Isabel  II  es  declarada  mayor  de  edad,  y  comienza  un  período  más  tran- 
quilo; la  Constitución  de  1845  vuelve  a  declarar  que:  «la  religión  de  la 
nación  española  es  la  Religión  Católica,  Apostólica  Romana».  Y  el  Código 
Penal  de  1848  determina  mejor  este  sentido,  castigando  los  insultos  e 
injurias  a  esta  religión,  y  conminando  penas  contra  todas  las  manifestacio- 
nes públicas  de  otras  religiones  (44). 

En  1851  se  realiza  el  Concordato,  cuyo  primer  artículo  dice:  «La 
Religión  Católica,  Apostólica  y  Romana,  la  cual,  con  exclusión  de  todos 
los  otros  cultos,  continúa  siendo  la  única  de  la  nación  española,  será 
conservada  siempre  en  los  dominios  de  su  Majestad  Católica,  con  todos 
los  derechos  y  prerrogativas...» 

A  la  revolución  de  1854  sigue  un  nuevo  período  liberal  de  dos  años, 
en  los  que  se  intenta  una  nueva  Constitución  más  radical.  En  ella,  sin 
embargo,  se  vuelve  a  proclamar  que  «la  nación  está  obligada  a  mantener 
y  proteger  el  culto  y  los  ministros  de  la  Religión  Católica  que  los  espa- 
ñoles profesan»;  si  bien  ya  se  añadía  que  «ningún  español  o  extranjero 
puede  ser  perseguido  por  su  religión  u  opiniones  religiosas  o  creencias,  con 
tal  de  que  no  las  manifieste  en  actos  públicos  contrarios  a  la  religión.» 

Y  de  nuevo  es  aprovechada  la  coyuntura  liberal  para  otra  campaña  de 
infiltración,  bien  exigua  en  resultados,  a  pesar  de  la  intensa  propagan- 
da (45). 

En  1860  se  produce  el  gran  escándalo  de  Matamoros,  de  sumo  inte- 
rés histórico  para  conocer  las  intenciones  e  intereses  del  protestantismo 


(42)  Cfr.  Menéndez  y  Pelayo,  o.  c,  L.  VIII,  cap.  2.  Y  Hughey,  o.  c,  p.  30,  con  sus 
referencias. 

(43)  Sobre  esta  literatura  cfr.  Menéndez  v  Pelayo.  Discurso  preliminar. 

(44)  Cfr.  Hughev.  o.  c,  pp.  22-23.  Cfr.  o.  c.  de  Odriozola. 

(45)  Ibid.,  pp.  29-30. 
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extranjero  en  nuestra  patria.  Pero  tenemos  que  remitirnos  a  Menéndez 
y  Pelayo  (46). 

En  ningún  otro  caso  en  la  historia  anterior  a  estos  últimos  años  se 
ha  empleado  más  a  fondo  la  coacción  violenta  y  descarada  por  parte  de 
los  organismos  extranjeros  para  intervenir  en  los  asuntos  internos  de  Es- 
paña; aunque,  desde  luego,  sin  resultados  palpables  (47). 

Con  ello  llegamos  a  la  revolución  de  1868,  en  la  que  vale  la  pena  que 
nos  detengamos  un  poco  más. 


4.    El  triunfo  liberal. 

«La  revolución  de  1868 — dice  Hughey — ,  que  en  muchos  aspectos  anuncia  una 
nueva  era  en  la  Historia  de  España,  marca  el  comienzo  del  estatuto  legal  del  protes- 
tantismo para  existir  en  España»  (48). 

La  revolución  de  1868,  como  casi  todas  las  revoluciones,  tuvo  la  pre- 
tensión de  defender  unos  quiméricos  ideales,  que  muy  pronto  son  defrau- 
dados por  los  logreros  de  los  movimientos  subversivos.  La  septembrina 
intentaba  finalmente  una  definitiva  exaltación  de  la  libertad,  la  cual  nun- 
ca todavía  había  podido  ser  alcanzada  a  lo  largo  de  todo  el  siglo.  En  esa 
exaltación  ocupaba  un  rango  de  primer  plano  la  libertad  religiosa.  Pero, 
una  vez  más,  los  hechos  demuestran  que  por  libertad  religiosa  no  enten- 
dían otra  cosa  aquellos  sempiternos  liberales  ochocentistas  que  la  libe- 
ración absoluta  de  todo  clericalismo,  de  toda  ingerencia  de  la  Iglesia  en 
el  Estado.  Pero  los  mismos  hechos  dicen  siempre  que,  una  vez  desatada 
la  revolución,  esa  pretendida  libertad  se  convierte  por  parte  del  Estado 
en  una  insoportable  tiranía  y  aun  persecución;  y  por  parte  del  desenfreno 
del  populacho,  en  un  libertinaje  en  contra  de  la  única  religión  que  cuenta 
en  España:  la  católica.  Y  esto  sucedió  una  vez  más  con  la  revolución  sep- 
tembrina. Es  siempre,  pues,  ese  anticlericalismo  mal  digerido  el  que,  de 
hecho,  se  convierte  en  España  en  un  «anticatolicismo». 

El  protestantismo,  a  todo  lo  largo  del  siglo  xix,  ha  estado  siempre 
muy  atento  a  estos  momentos  espasmódicos  de  la  Historia  de  España,  pa- 
ra recoger  los  únicos  posibles  frutos,  aunque  siempre  escasos.  Así  como 
es  cierto  igualmente  que  el  protestantismo,  siempre  impopular  en  Espa- 
ña, es  absolutamente  inocuo  en  períodos  de  salud  de  la  historia  de  nues- 
tra patria. 

La  revolución  de  septiembre  era  el  momento,  el  gran  momento  es- 
perado. Para  ellos  comenzaba  lo  que  han  dado  en  llamar  pomposamente  «la 
segunda  Reforma  Protestante»  (49). 

Efectivamente,  Prim,  en  el  destierro,  les  promete  su  ayuda  (50).  Se- 
rrano hace  una  especie  de  revocación  del  edicto  de  1492,  y  llama  a  los 

(46)  En  o.  c,  L  VIII,  cap.  2. 

(47)  Cfr.  la  versión-resumen  que  hace  Hughey,  o.  c,  p.  31. 

(48)  Ibid.,  p.  33. 

(49)  Cfr.  la  obra  de  Mrs.  Robert  Peddie,  Los  albores  de  la  segunda  reforma  en  Espa- 
ña (Publicado  en  inglés  en  1871  y  traducido  por  F.  Cabrera  para  publicarse  en  la  serie 
en  la  España  Evangélica). 

(50)  Así  Hughey,  p.  34. 
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sefarditas  (51);  y  se  proclama  muy  solemnemente  la  más  amplia  libertad 
religiosa  (52).  Las  sesiones  de  Cortes  que  discuten  el  proyecto  de  nueva 
Constitución,  fueron  tormentosas  cuando  se  llegó  al  punto  vivo  de  la  li- 
bertad de  cultos.  Léase  la  descripción  de  Menéndez  y  Pelayo  de  la  sesión 
llamada  gráficamente  «la  de  las  blasfemias»  (53). 

Castelar,  sin  embargo,  tuvo  aquel  célebre  párrafo: 

«Yo,  señores  diputados,  no  pertenezco  al  mundo  de  la  teología  y  de  la  fe,  sino 
al  de  la  filosofía  y  al  de  la  razón.  Pero,  si  alguna  vez  hubiera  de  volver  al  mundo 
del  que  partí,  no  abrazaría  ciertamente  la  religión  protestante,  cuyo  hielo  seca  mi 
alma;  esa  religión  enemiga  constante  de  mi  patria  y  de  mi  raza...»  (54). 

Y  el  mismo  Olózaga  habría  de  declarar  impopular  el  protestantismo 
en  España  (55). 

«La  unidad  católica — resume  Menéndez  y  Pelayo  (56) — no  murió  sin  defensa; 
túvola,  y  brillantísima,  en  los  discursos  del  cardenal  Cuesta,  del  obispo  de  Jaén, 
Monescillo,  y  del  canónigo  de  Vitoria,  Manterola.  También  algunos  seglares  tomaron 
parte  en  el  debate;  de  ellos  los  señores  Ortiz  de  Zarate,  Estrada,  Vinader,  Cruz 
Ochoa  y  Díaz  Caneja.  Exaltado  el  sentimiento  católico  del  país,  en  todas  partes  se 
celebraron  funciones  de  desagravio  por  las  inauditas  impiedades  vertidas  en  el  Con- 
greso y  se  remitió  a  las  Cortes  una  petición  en  favor  de  la  Unidad  Católica  con  tres 
millones  y  medio  de  firmas.  Todo  en  vano:  la  Unidad  Católica  sucumbió  asesinada 
el  5  de  junio  de  1869  por  163  votos  contra  40.  Finalmente,  se  votó  aquel  artículo 
21  de  la  Constitución,  que  establecía  «que  el  ejercicio  del  culto  privado  o  público 
para  toda  religión  quedaba  garantizado  para  todos  los  extranjeros  residentes  en  Es- 
paña, sin  otras  limitaciones  que  las  reglas  universales  de  Moral  y  Derecho.  Si  algún 
español  profesa  otra  religión  que  no  sea  la  católica,  todo  lo  previsto  en  el  párrafo 
anterior,  es  aplicable  a  ellos»  (57). 

En  este  ambiente  propicio,  la  actividad  protestante  alcanza  su  máxi- 
ma eficacia:  introducción  y  divulgación  de  literatura  bíblica  y  protestante; 
apertura  de  la  primera  capilla  de  Madrid;  Cabrera,  un  ex  escolapio,  abre 
la  capilla  de  Sevilla;  se  abren  otras  en  Madrid,  Barcelona  y  Valladolid.  El 
protestantismo,  ante  el  pueblo  ebrio  de  libertades  y  amigo  siempre  de  no- 
vedades, pasa  como  algo  consustancial  con  la  revolución. 

«Los  misioneros  protestantes — dice  muy  bien  Hughey  (58) — que  desde  varios 
países  vienen  a  España,  se  encuentran  con  una  acogida  extraña.  En  la  nueva  atmós- 
fera de  libertad,  por  todas  partes  el  pueblo  está  hambriento  de  conocer  el  hasta  ahora 
desconocido  protestantismo.  Algunos  de  ellos,  sin  duda,  unían  en  su  pensamiento  al 
protestantismo  con  el  nuevo  orden  introducido  por  la  revolución.» 

La  verdad  es  que  el  número  de  adeptos,  si  bien  impreparados  y  adven- 
ticios, aumenta  considerablemente  (59).  Los  protestantes  se  organizan:  en 
mayo  de  1869  se  tiene  una  asamblea  general  en  Sevilla,  a  la  que  asisten 
80  miembros;  de  allí  sale  constituido  un  Consistorio,  que  es  reconocido 
por  las  Cortes.  Hughey  habla  hasta  de  la  formación,  por  primera  vez  en 

(51)  Ibid.,  p.  35. 

(52)  Ibid.,  p.  36. 

(53)  O.  c,  L.  VIII,  cap.  4. 

(54)  Apud  Menéndez  v  Pelayo,  ibid. 

(55)  En  Hughev,  p.  47. 

(56)  Ibid. 

(57)  Cfr.  o.  c.  de  la  O.  I.  £>.,  p.  32. 

(58)  Ibid.,  p.  50. 

(59)  Cfr.  más  abajo  nuestro  estudio-estadística. 
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España,  de  una  Iglesia  Reformada,  que  no  debe  ser  confundida  con  la 
que  más  tarde  se  formará  y  se  llamará  «Iglesia  Reformada  Espa- 
ñola» (60). 

Entretanto,  el  Gobierno  sigue  su  obra  revolucionaria;  por  su  parte, 
no  puede  menos  que  reconocer  el  hecho  español  de  la  unidad  católica  de 
España:  así,  en  la  célebre  Carta  del  Ministro  de  Estado  al  Cuerpo  Diplo- 
mático (61);  por  otra,  quiere  llevar  el  espíritu  de  tolerancia  religiosa  has- 
ta el  límite:  así,  sobre  la  asistencia  militar  a  misa  (62),  sobre  las  leyes 
penales,  matrimonio  civil,  instrucción,  funerales  y  entierros,  libertad  de 
propaganda  religiosa  (63). 

La  obra  de  la  revolución  de  septiembre  se  agota  y  da  paso  a  la  primera 
República  Española.  Esta  quiere  llevar  todavía  más  adelante  la  liberali- 
zación  de  España;  aunque  finalmente  todo  quede  en  sus  proyectos  avan- 
zados y  radicales  de  absoluta  separación  de  la  Iglesia  y  del  Estado. 

Los  protestantes,  aunque,  como  dice  Hughey  (64),  se  encontraban  en 
aquellas  circunstancias  con  el  handicap  de  su  falta  de  preparación,  inten- 
taron aprovechar  bien  el  tiempo  propicio.  La  reacción  popular,  sin  em- 
bargo, no  siempre  les  fue  favorable;  hubo  represalias  y  amenazas  (65). 
En  definitiva,  ¿cuáles  fueron  los  resultados  de  estos  años  de  la  «Segunda 
Reforma»,  los  más  propicios,  sin  duda,  que  jamás  tuvo  el  protestantismo 
español  para  su  difusión?  Oigamos  aquí  sobre  todo  a  un  historiador  pro- 
testante. 

Haciendo  Hughey  un  resumen  e  historia  del  protestantismo,  en  este 
su  mejor  período  de  historia  española,  se  pregunta: 

«¿Llegaría  a  ser  una  parte  permanente  de  la  vida  española?  ¿Había  obtenido 
aceptación  entre  el  pueblo?  ¿Existía  una  minoría  protestante  significativa  en  Es- 
paña? Es  cierto,  vienen  a  responder,  que  comunidades  florecientes  llegan  a  esta- 
blecerse en  diferentes  ciudades  españolas;  y  que,  como  dice  una  información  del  tiem- 
po, «hay  que  lamentar  que  si  en  aquellos  días  hubiera  habido  ministros  y  fondos 
suficientes  para  haber  abierto  una  capilla  en  cada  ciudad  y  pueblo  de  alguna  impor- 
tancia en  España,  hoy  existirían  tantas  congregaciones  como  capillas  abiertas  al  pú- 
blico.» Sin  embargo,  continúa  Hughey,  esa  curiosidad  inicial  no  podía  subsistir;  ade- 
más la  inseguridad  política  del  país  no  permitía  asegurar  nada  de  modo  que  des- 
pués de  aquel  espectacular  progreso,  se  siguieron  serias  pérdidas  y  todo  proceso  de 
consolidación  se  perdió...  El  protestantismo  no  llegó  a  las  clases  altas  y  aristocrá- 
ticas de  la  nación  ni  tampoco  tuvo  una  amplia  difusión  entre  el  pueblo...  Un  pastor 
español  escribía  en  1874  que  un  campo  tras  otro  estaba  siendo  abandonado  por  los 
protestantes;  y  que  esto  constituía  un  serio  peligro  para  la  libertad  religiosa  que  ha- 
bían alcanzado.  Tenía  razón — apostilla  Hughey — :  la  mejor  garantía  de  libertad  hu- 
biera sido  el  aumento  de  una  ancha  e  influyente  minoría  protestante  en  España.  Por- 
que había  muchos  españoles  que  creían  con  Balmes  que  «todo  Gobierno  que  pro- 
fesa una  religión,  es  más  o  menos  tolerante  con  otras  religiones,  y  que  esta  toleran- 
cia crece  o  disminuye  solamente  cuando  aquellos  que  profesan  la  religión  odiada  se 
hacen  a  sí  mismos  temibles  al  ser  fuertes,  o  despreciados  al  ser  muy  débiles.»  «Los 
protestantes  españoles — concluye  tristemente  Hughey — no  eran  tan  insignificantes  co- 
mo para  ser  ignorados,  pero  tampoco  suficientemente  fuertes  para  ser  temidos»  (66). 


(60)  Ibid.,  pp.  50-52. 

(61)  Apud  Hughey,  p.  53-4. 

(62)  Ibid.,  p.  62. 

(63)  Ibid.,  p.  54-57. 

(64)  Cfr.,  pp.  32  y  50. 

(65)  Ibid.,  pp.  57  y  60. 

(66)  Hacemos  resumen  de  págs.  61-68. 
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5.    La  Restauración. 

Cánovas  del  Castillo,  verdadero  artífice  de  la  Restauración,  aunque 
conservador,  era  un  auténtico  liberal:  poseía,  con  todo,  un  sentido  muy 
seguro  del  realismo  y  del  equilibrio  político,  que  constituyó  toda  su 
fuerza;  y  entre  ambos  extremos  navegó,  no  sin  dificultad,  aquella  polí- 
tica de  finales  de  siglo. 

En  1869,  en  la  famosa  sesión  de  Cortes,  Cánovas  se  mostró  opuesto, 
tanto  a  la  persecución  religiosa  (¡de  los  católicos,  se  entiende!)  como  a 
la  absoluta  libertad  religiosa.  «Puesto  que  en  España,  dijo,  no  existe  otra 
religión  que  la  católica,  el  Estado  tiene  la  obligación  de  proteger,  y  esto 
de  un  modo  efectivo,  aunque  de  manera  legítima  y  liberal,  el  culto  ca- 
tólico» (67). 

Esta  posición,  mantenida  en  1874,  llevaba  a  un  compromiso,  que  es 
realmente  lo  que  caracterizó  todo  este  período  hasta  la  segunda  Repúbli- 
ca. Intentemos  describir  brevísimamente  los  sucesos  religiosos  y  las  acti- 
vidades, temores  y  quejas  protestantes,  ya  que  desde  ahora  se  van  a  repe- 
tir indefinidamente  hasta  nuestros  días:  el  protestantismo — a  no  ser  en  el 
breve  lapso  de  las  dos  repúblicas — no  ha  podido  aspirar  más  que  a  la  to- 
lerancia. 

En  el  manifiesto  de  Sandhurst,  de  1  de  diciembre  de  1874,  Alfon- 
so XII  concluía: 

«Sea  lo  que  quiera  mi  suerte,  ni  dejaré  de  ser  buen  español,  ni,  como  mis  ante- 
pasados, buen  católico,  ni  como  hombre  del  siglo,  verdaderamente  liberal»  (68). 

Y  el  ministro  de  Justicia  del  Consejo  de  Regencia,  en  enero  de  1875, 
poco  antes  de  la  llegada  del  rey,  se  dirigía  a  la  Jerarquía  asegurándole  los 
sentimientos  católicos  de  la  Monarquía  (69). 

Efectivamente,  se  comienzan  a  tomar  disposiciones  que  impedían  actos 
públicos  contra  la  religión  católica:  el  matrimonio  civil  es  suprimido  pa- 
ra los  católicos;  a  los  ordenados  «in  sacris»  o  ligados  con  votos  se  les 
prohibe  todo  matrimonio;  a  los  profesores  universitarios  se  les  prohibe 
toda  enseñanza  contra  la  Monarquía  o  la  religión;  se  restablecen  las  rela- 
ciones con  la  Santa  Sede. 

Sin  embargo,  algo  había  pasado  en  España  que  impedía  ya  para 
siempre  volver  atrás  absolutamente.  Esto  se  manifestó  plenamente  en  la 
discusión  del  artículo  11  de  la  nueva  Constitución  proyectada  de  1876. 
Este  artículo  afirma,  es  verdad,  la  religión  Católica,  Apostólica  y  Roma- 
na, como  religión  del  Estado;  pero  añade  a  continuación  que  nadie  será 
molestado  por  sus  opiniones  religiosas,  ni  por  la  práctica  de  su  respectivo 
culto,  con  tal  de  que  se  respetara  la  moral  cristiana;  y  que  no  serían  per- 
mitidas otras  ceremonias  y  manifestaciones  públicas  que  las  de  la  religión 
del  Estado. 

El  anuncio  del  proyecto  causó  una  impresión  fuerte  en  los  medios 

(67)  Ibid.,  p.  49. 

(68)  Cfr.  el  documento  completo  en  Fernández  Almagro,  Historia  política  de  la  España 
contemporánea  (Madrid,  1956),  I,  p.  538. 

(69)  Apud  Hughey,  p.  71. 


93 


vaticanos  y  en  la  Jerarquía  española;  éstos  habían  creído  siempre  que  se 
restablecería  sin  más  la  unidad  católica.  Hubo  protestas,  a  las  que  res- 
pondió el  Gobierno  español.  Y  en  este  ambiente  tenso  se  llegó  a  la  dis- 
cusión en  Cortes.  En  ellas,  entre  otros,  Pidal  y  Mon  declaraban  el  artícu- 
lo 11  contrario  a  la  Monarquía,  a  España  y  al  catolicismo;  no  había  ne- 
cesidad, por  lo  demás,  de  hacer  una  declaración  de  tolerancia,  puesto  que 
no  existían  sujetos  que  tolerar;  bastaría  ya  una  mínima  vigilancia  a  la 
propaganda  protestante,  para  que  ésta  desapareciera  totalmente.  El  obis- 
po de  Salamanca  advertía  que  la  admisión  de  ese  artículo  haría  perder  a  la 
legislación  española  su  carácter  de  católica.  El  obispo  de  Orihuela  mati- 
zaba un  poco,  distinguiendo  entre  tolerancia  dogmática,  de  principios,  que 
condenaba;  y  la  de  hecho,  que  obligaba  a  España,  en  fuerza  de  ciertos 
compromisos  adquiridos,  a  permitir  que  ciertas  capillas  quedaran  abier- 
tas. Otros  oradores  se  manifestaron  también  por  la  tolerancia  de  hecho; 
mientras  el  grupo  de  Sagasta  intentaba  volver  a  la  Constitución  de  1869. 

Fue  Cánovas,  naturalmente,  el  que  fijó,  con  mucha  sagacidad,  los  tér- 
minos de  la  cuestión  debatida:  no  se  trataba  ya,  en  aquellos  momentos,  de 
pasar  de  la  Unidad  católica  a  la  tolerancia  religiosa,  sino  de  la  libertad  re- 
ligiosa a  la  tolerancia  religiosa.  Esos  eran  los  hechos  a  los  que  había,  rea- 
lísticamente, que  atenerse:  las  capillas  abiertas  y  los  tratados  comerciales 
obligaban  a  ello.  España,  por  lo  demás,  tenía  que  vivir  en  armonía  con 
otras  naciones;  y  el  Concordato  no  obligaba  a  más,  ya  que  se  reduce  a 
manifestar  el  hecho  histórico  de  la  unidad  católica  de  España.  No  es  exac- 
to el  argüir  que  el  número  de  protestantes  en  España  es  insuficiente  para 
justificar  la  libertad  religiosa.  Los  mil  o  dos  mil  españoles  que  son  protes- 
tantes pueden  parecer  pocos  en  cuanto  protestantes,  pero  en  cuanto  en- 
carcelados pudieran  parecer  bastantes  (70). 

«Por  lo  demás — añadió  en  otro  discurso — ,  la  aceptación  de  este  ar- 
tículo no  impedirá  las  mejores  relaciones  con  la  Santa  Sede;  puesto  que 
no  se  acepta  ningún  principio  de  derecho,  sino  que  se  propone  una  situa- 
ción de  hecho.  Esta,  por  otra  parte,  no  puede  ser  juzgada  ni  estimada  por 
la  Santa  Sede.» 

Es  sumamente  importante  advertir  aquí  que  este  discurso  de  Cánovas, 
perfecto  de  forma  y  fondo,  aun  con  sus  discutibles  recursos  dialécticos, 
nos  presenta  una  síntesis  acabada  de  razones  que  pueden  justificar  la  to- 
lerancia en  España;  siempre,  empero,  que,  verdaderamente,  ciertos  he- 
chos se  den,  y  en  la  medida  en  que  se  den.  Pero,  ¿se  daban  va  enton- 
ces? (71). 

(70)  Clr.  para  todo  ello  Hughey,  que  sigue  los  Diarios  de  Cortes. 

(71)  Mcnéndez  y  Pelayo,  cuyo  certero  juicio  hay  siempre  que  oír,  dijo:  «...  Quede 
reservado  a  rnás  docta  y  severa  pluma,  cuando  el  tiempo  vaya  aclarando  la  razón  de  mu- 
chos sucesos,  hoy  oscurecidos  rjor  el  discordante  clamoreo  de  las  pasiones  contemporá- 
neas, explicarnos  porqué...  v  qué  esperanzas  hizo  florecer  la  restauración  y  cuán  en  breve 
se  vieron  marchitas,  persistiendo  en  ella  el  espíritu  revolucionario  así  en  los  hombres  como 
en  los  códigos;  y  de  qué  suerte  volvió  a  falsearse  el  concordato  y  a  tribularse  la  con- 
cienca  de  los  católicos  españoles,  quedando  de  hecho  triunfante  la  iibertad  religiosa  en  el 
art.  11  de  la  Constitución  de  1876;  y  cómo  desde  esa  Constitución  hemos  llegado  por  pen- 
dientes suavísimas,  a  la  proclamación  de  la  absoluta  libertad  de  la  «ciencia»  (o  dicho  sin 
eufemismos,  del  error)  y  del  mal  en  las  cátedras;  y  a  los  proyectos  ya  inminentes  del  ma- 
trimonio civil  y  de  secularización  de  cementerios.  Dentro  de  poco,  si  Dios  no  lo  remedia, 
veremos,  bajo  una  monarquía  católica,  negado  en  las  leyes  el  dogma  y  la  esperanza  de  la 
resurrección,  v  ni  aun  quedará  a  los  católicos  españoles  el  consuelo  de  que  descansen  sus 
cenizas  a  la  sombra  de  la  cruz  y  en  tierra  no  profanada.»  L.  VIII.,  c.  4.  Estas  palabras 
—para  nosotros— no  son  ya  «profecía». 
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El  artículo  11  y  toda  la  Constitución  fueron  finalmente  aprobados  por 
las  dos  Cámaras  el  22  de  junio  de  1876.  Como  dice  muy  bien  Hughey 
(72),  esa  fecha  marca  el  establecimiento  legal  en  España  del  principio  de 
tolerancia  religiosa,  en  cuanto  distinta  de  la  libertad  religiosa,  vivida 
transitoriamente  por  la  República,  y  en  cuanto,  desde  luego — añadimos 
nosotros — ,  distinta  del  régimen  de  perfecta  unidad  católica  anterior. 

¿Qué  implicaciones  ofrecía  este  artículo  il  para  el  movimiento  pro- 
testante que  va  desde  1876  a  1931?...  (73). 

Al  advenimiento  de  la  Monarquía,  los  protestantes  temen  de  nuevo 
la  represión  de  sus  actividades.  Un  pastor  protestante,  por  ejemplo,  es- 
cribía desde  España,  por  este  tiempo,  que  la  retirada  de  los  derechos  de 
matrimonio  para  los  que  habían  tenido  votos  religiosos  fue  un  golpe  se- 
rio para  los  ministros  protestantes,  muchos  de  los  cuales  eran  antiguos  sa- 
cerdotes (74).  Los  protestantes  advierten,  igualmente  desesperanzados, 
que  se  adopta  la  terminología  de  «libertad  de  conciencia»,  y  no  ya  co- 
mo antes,  la  de  «libertad  de  cultos»  (75).  Y  se  resisten  a  aceptar  la  tole- 
rancia que  se  les  impone  por  la  ley,  en  lugar  de  la  libertad  religiosa  de 
que  habían  gozado  en  el  breve  período  de  la  revolución  (76).  «Temen 
— prosigue  Hughey  (77) —  que  sus  capillas  vayan  a  ser  cerradas,  aunque 
sin  fundamento.»  Naturalmente,  las  que  los  protestantes  seguirán  siempre 
llamando  «injusticias»,  pero  que  tal  vez,  con  mayor  razón,  puedan  ser  lla- 
madas en  unos  casos  «mero  cumplimiento  de  la  ley»,  y  en  otros  «repre- 
salias», comienzan  (78). 

Las  actividades,  pues,  protestantes  fueron  «de  derecho»  restringidas; 
pero  ¿hasta  qué  punto?  Todo  dependía  del  turno  ministerial:  Conserva- 
dores, liberales,  Cánovas,  Sagasta.  Aquel  es  asesinado  en  1897.  El  pastor 
Fliedner,  el  primero  de  una  familia  protestante  alemana  que  va  a  jugar 
un  papel  importante  en  el  protestantismo  español,  tenía  razón  en  de- 
dicar un  elogio  a  Cánovas  en  su  muerte  por  haber  conservado  la  toleran- 
cia en  sus  «justos»  límites  (79).  Todo  dependía  igualmente  de  la  cualidad 
personal  religiosamente  de  los  gobernadores  de  provincia,  de  las  intromi- 
siones abusivas  de  la  diplomacia  extranjera  y  de  la  sagacidad  y  astucia  de 
los  protestantes  para  burlar  la  ley.  Y — ¿por  qué  no  decirlo  también? — 
de  la  desidia  de  los  católicos  y  del  abandono  de  la  necesaria  vigilancia 
por  parte  de  algún  prelado.  Por  este  mismo  tiempo  no  puede  olvidarse 
el  factor  importante  de  la  fundación  por  Giner  de  los  Ríos  de  la  Institu- 
ción Libre  de  Enseñanza,  en  1876. 

En  ese  mismo  año  aparece  la  célebre  R.  O.  de  octubre,  interpretando 
el  artículo  11  en  el  sentido  más  bien  restrictivo:  toda  manifestación  de 
culto  distinto  del  católico  es  prohibida  fuera  del  recinto  de  los  templos 
o  cementerios,  y  todo  distintivo  externo.  Esta  interpretación  restrictiva 
dio  lugar,  naturalmente,  a  muchas  infracciones  de  la  ley  por  parte  pro- 

(72)  Ibid.,  p.  83. 

(73)  Cfr.  Mencndez  y  Pelayo  para  la  primera  parte  de  este  período;  y  Hughey  para  la 
segunda  parte. 

(74)  Cit.  por  ibid.,  p.  72,  nota  11. 

(75)  Ibid.,  p.  73. 

(76)  Ibid.,  p.  75. 

(77)  Ibid.,  p.  73. 

(78)  Ibid.,  p.  87. 

(79)  Cit.  por  Hughey,  pp.  97-98. 
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testante,  con  los  consiguientes  incidentes,  que  Hughey  señala  muy  al 
por  menor  (80).  Así,  los  signos  externos  de  las  capillas  (81),  la  propa- 
ganda bíblica,  los  entierros,  la  apertura  de  nuevas  capillas,  etc..  (82). 

En  1889  aparece  el  nuevo  Código  Penal  con  su  célebre  artículo  42, 
reconociendo  las  dos  formas  de  matrimonio.  Esto  habría  de  dar  lugar  a 
innumerables  interpretaciones  para  burlar  le  ley:  que  se  han  continuado 
hasta  nuestros  días,  como  veremos  en  su  lugar. 

El  período  de  la  Regencia  de  María  Cristina,  y  los  primeros  años  del 
reinado  de  Alfonso  XIII,  hasta  la  Dictadura  de  1923,  no  hace  más  que 
continuar  las  fluctuaciones  de  nuestra  lastimosa  política.  El  grave  proble- 
ma no  es  ya  siquiera  el  problema  protestante,  sino  el  de  la  indiferencia 
religiosa  y  la  influencia,  cada  día  más  fuerte,  de  los  partidos  de  izquierda 
socialistas.  Un  protestante  español  decía  por  este  tiempo: 

«Estamos  pasando  por  una  crisis  política,  social  y  religiosa.  Religiosamente,  Es- 
paña se  está  marchando  lejos  de  Roma,  y  al  hacerlo  así,  parece  que  se  arroja  a  sí  misma 
en  los  brazos  de  la  incredulidad  y  del  ateísmo,  lo  mismo  que  hizo  Francia;  he  ahí 
la  natural  consecuencia  en  donde  el  Romanismo  ha  enseñado  y  gobernado.  El  cambio 
es  tan  rápido  que  podemos  verlo.  No  tenemos  que  luchar  contra  el  fanatismo  reli- 
gioso, sino  contra  el  fanatismo  socialista.  No  tanto  tenemos  que  temer  la  persecución 
y  los  insultos  del  clero — por  más  que  haya  ejemplos  de  ello — ,  últimos  esfuerzos  de 
un  gigante  que  muere,  como  tenemos  que  luchar  contra  la  indiferencia  del  pueblo. 
Pero  tenemos  suficiente  libertad,  y  la  Biblia»  (83). 

Hughey,  resumiendo  este  período,  dice  también: 

«En  este  período  que  va  de  1876  a  1902,  el  protestantismo  continúa  su  progreso, 
aunque  no  de  un  modo  notable.  En  1886,  un  misionero  protestante  escribía:  la  his- 
toria última  del  movimiento  protestante  en  España  es  ciertamente  peculiar.  Al  entu- 
siasmo y  curiosidad  de  los  primeros  años  ha  sucedido  una  casi  absoluta  estagnación 
en  toda  la  Península.  Las  nuevas  plazas  que  han  comenzado  durante  estos  últimos 
diez  años  podían  casi  ser  contadas  con  los  dedos  de  una  mano,  ciertamente  con  los 
de  ambas»  (84). 

Y  Menéndez  y  Pelayo,  que  ha  recogido  abundantes  datos,  aunque  de 
un  modo  inorgánico  para  este  período,  nos  dice,  después  de  narrar  una 
larga  serie  de  fracasos  de  las  iniciativas  protestantes: 

«A  nada  conduciría  prolongar  esta  enfadosísima  narración  para  decir  de  todas 
partes  las  mismas  cosas.  No  hubo  rincón  de  España  adonde  no  llegase  algún  pastor 
protestante  o  algún  expendedor  de  Biblias,  sino  que  las  ovejas  no  acudieron  al  re- 
clamo. Lo  que  en  España  se  llama  protestantismo  es  una  farsa  harto  pesada  y  dispen- 
diosa para  las  sociedades  evangélicas.  Las  hojas  y  los  folletos  y  las  Biblias  se  reparten 
como  si  se  tirasen  al  mar,  y  suelen  morir  intactas  y  vírgenes  en  manos  de  los  curio- 
sos que  las  reciben.  Si  comienzan  a  leerlas,  les  enfadan  y  adormecen.  Hasta  el  indi- 
ferentismo grosero,  única  religión  de  los  españoles  no-católicos,  opone  y  opondrá  per- 
petuamente un  muro  de  hielo  a  toda  tentativa  protestante,  por  muy  locamente  que 
en  ella  se  derrame  el  dinero.  El  protestantismo  no  es  en  España  más  que  la  religión 
de  los  curas  que  se  casan,  así  como  el  islamismo  es  la  religión  de  nuestros  escapados 
de  presidio  en  Africa»  (85). 


(80)  Cfr.,  pp.  88  ss. 

(81)  Ibid.,  p.  94. 

(82)  Ibid.,  p.  94. 

(83)  Ibid.,  pp.  98-99. 

(84)  Ibid.,  p.  99. 

(85)  En  o.  c,  L.  VII,  cap.  2. 
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Y  con  todo,  es  cierto  que,  en  el  período  siguiente  de  1902-1931,  la 
actividad  protestante  no  cesa:  peticiones  a  las  Cortes,  al  Gobierno,  por 
la  libertad  religiosa;  presentación  de  firmas  al  presidente  del  Congreso 
en  1910  (86);  en  ellas  se  intentan  las  reivindicaciones  conocidas  sobre  en- 
tierro, matrimonio,  educación,  servicio  militar  y  cultos.  Y  de  nuevo  todo 
depende  del  turno  ministerial  y  de  los  hombres  que  sustenta.  Canalejas, 
en  esto,  habría  de  ser  un  hombre  funesto. 

Juzgando  en  este  aspecto  la  Dictadura  de  Primo  de  Rivera,  dice  Hu- 
ghey  (87),  que  significó  una  tolerancia  más  restringida,  pues,  aunque  en 
general,  las  capillas  siguieron  abiertas,  no  se  permitió  abrir  otras  nuevas, 
ni  pudo  fácilmente  procederse  a  nuevas  actividades  extralegales.  El  caso 
de  Carmen  Padín,  en  el  año  1926,  se  hizo  célebre:  se  atrevió  a  decir  en 
público  que  la  Virgen  María  había  tenido  más  hijos  después  de  Jesús; 
fue  condenada,  y,  después  de  largas  instancias  de  los  grupos  evangélicos, 
fue  desterrada  (88). 

Durante  este  período  el  protestantismo  se  va  organizando,  a  pesar  de 
las  dificultades  conocidas,  se  organiza  la  Alianza  Evangélica  Española,  que 
coopera  con  la  Alianza  Evangélica  Mundial,  y  tiene  dos  Congresos,  uno 
en  Madrid,  en  1919,  y  otro  en  Barcelona,  en  1929.  Es  de  esta  organiza- 
ción de  la  que  parten  todas  las  iniciativas. 

Resumiendo  este  período,  dice  Hughey: 

«En  general,  la  acción  protestante  estaba  parada...  Uno  bien  informado  escribía 
en  1923  que  «después  de  cincuenta  años  de  esfuerzo  llevado  por  unas  diez  denomi- 
naciones apenas  hay  al  presente  en  España  unos  cuatro  mil  cristianos  protestantes». 
En  un  punto,  con  todo — prosigue  Hughey — estaban  de  acuerdo  los  protestantes:  que 
el  ganar  a  los  españoles  a  su  fe,  a  la  participación  activa  en  sus  iglesia  era  di- 
fícil...» (89). 

6.    La  Segunda  República. 

No  hay  necesidad  de  historiar  los  acontecimientos  que  llevan  a  Espa- 
ña a  la  desgraciada  situación  del  14  de  abril  de  1931.  La  República,  que  a 
alguien  pudo  parecer  de  tipo  idealista  y  hasta  sincero,  se  ve  envuelta  en 
los  bajos  y  turbios  fondos  de  las  mareas  políticas  más  degradantes.  To- 
das las  peores  tendencias,  excitadas  por  la  revolución  de  1868,  y  sólo 
precariamente  reprimidas  por  una  Restauración  sin  vigor  interno,  salen  a 
flote  y  se  manifiestan  virulentas  en  1931.  No  hay  que  olvidar  que  a  los 
factores  de  desintegración  políticoreligiosa  de  España,  representados  por 
el  viejo  y  cansino  liberalismo,  hay  que  añadir  ahora  la  fuerza  joven  y  tre- 
menda del  socialismo  comunistoide.  Y  se  llega,  quemando  etapas,  a  la 
libertad  religiosa  más  desenfrenada.  Esta — ya  lo  sabemos  bien —  es  siem- 
pre en  España,  persecución  de  la  Iglesia  Católica. 

Uno  de  los  primeros  actos  del  Gobierno  Provisonal  de  la  segunda  República  fue 
la  proclamación  de  la  libertad  religiosa  (14  abril  1931).  Siguen  inmediatamente  la 


(86)  Ibid.,  pp.  101-104. 

(87)  Ibid.,  pp.  110  ss. 

(88)  Cfr.  Bibliografía  en  Ibid.,  p.  112  y  en  notas. 

(89)  Ibid.,  pp.  115-116. 
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quema  de  iglesia  y  conventos,  y  a  continuación  una  serie  ininterrumpida  de  dispo- 
siciones encaminadas  a  fomentar  la  absoluta  libertad  de  conciencia  y  de  cultos:  libertad 
de  asistencia  a  actos  religiosos  en  el  Ejército  y  en  las  cárceles;  instrucción  religiosa 
no  obligatoria;  desaparición  de  símbolos  religiosos  de  locales  oficiales;  declaración 
de  libertad  de  cultos  para  todas  las  religiones  privada  o  públicamente;  secularización 
de  cementerios;  exigencia  de  documentos  para  ser  enterrado  católicamente  después 
de  veinte  años;  matrimonio  civil,  como  forma  única  legal,  etc. 

Las  Cortes  Constituyentes  de  la  República  sancionan  definitivamente  todas  esas 
medidas.  La  Constitución  aprobada  el  9  de  diciembre  de  1931  declaraba  la  separación 
de  la  Iglesia  y  el  Estado;  la  libertad  de  conciencia  y  de  cultos,  el  matrimonio  civil, 
el  divorcio  y  demás  medidas  antes  citadas.  La  Ley  especial  sobre  Asociaciones  y 
Congregaciones  religiosas  de  1933  venía  a  poner  al  descubierto  las  verdaderas  inten- 
ciones persecutorias  contra  la  Iglesia  Católica:  disolución  de  la  Compañía  de  Jesús, 
supresión  del  presupuesto  de  culto  y  clero.  Finalmente,  el  nuevo  Código  Penal  venía 
a  suprimir  todo  obstáculo  a  la  libertad  de  cultos  más  absoluta  (90). 

Proclamado  el  Alzamiento  Nacional  y  dividida  España  en  dos  zonas, 
no  necesitamos  hacer  historia  de  la  terrible  y  gloriosa  suerte  de  la  Iglesia 
Católica  en  la  zona  roja.  Son  hechos  demasiado  conocidos  (90  bis).  La  ausen- 
cia casi  absoluta  de  solidaridad  cristiana  durante  los  años  de  la  persecución 
sufridos  por  la  Iglesia  Católica  y  la  posición  política  adoptada  por  los 
elementos  rectores  del  protestantismo  español  que  se  presentan  como 
tales,  ha  perjudicado  su  popularidad  dentro  del  plano  nacional;  este  fac- 
tor, unido  a  la  estrecha  vinculación  del  protestantismo  con  el  extranjero, 
explicarán  al  lector  sensato  no  pocos  fenómenos.  Creemos  interesante 
reproducir  unos  párrafos  de  Richard  Pattée,  el  escritor  americano  antes 
citado: 

«Pocos  críticos  de  España  se  cuidan  hoy  de  interpretar  las  realidades  contempo- 
ráneas, no  como  hechos  y  acontecimientos  en  el  espacio,  sino  como  parte  de  una  con- 
secuencia y,  especialmente,  como  parte  de  una  herencia  de  persecución,  de  guerra 
civil  y  de  intolerancia.  Nada,  en  la  historia  de  la  Iglesia  española,  puede  ser  com- 
parado en  su  brutalidad  con  la  persecución  concentrada  y  sistemáticamente  organi- 
zada que  sufrió  entre  1931  y  1936...  Los  crímenes,  los  incendios,  las  rapiñas  y  de- 
predaciones que  durante  años  fue  la  Historia  de  España,  no  levantó  un  eco,  fuera 
de  los  círculos  estrictamente  católicos:  esa  complacencia  mundial  durante  aquellos 
años  de  angustia  y  violencia  no  han  sido  olvidados»  (91). 

En  estas  circunstancias,  favorables  como  nunca,  ¿cuáles  fueron  la  po- 
sición política,  las  actividades,  los  resultados  del  protestantismo  espa- 
ñol? «No  es  extraño — dice  Hughey  (92) — ,  por  lo  tanto,  que  los  pro- 
testantes saludaran  el  advenimiento  de  la  República  con  gozo.»  Un  ar- 
tículo de  una  revista  protestante  saludaba  al  nuevo  régimen:  «La  libertad 
de  cultos...  permitirá  que  el  Evangelio  de  Cristo  sea  predicado  con  plena 
libertad;  y  los  que  tienen  el  honor  de  ser  conocidos  como  protestantes  es- 
pañoles podrán  trabajar  por  la  causa  del  Evangelio  con  la  misma  libertad 
que  los  de  otras  religiones.  Que  Dios  guíe  al  Gobierno  Provisional  de  la 
República.»  Los  protesantes,  pues,  aceptaron  la  segunda  República  es- 
pañola lo  mismo  que  la  primera:  como  un  medio  de  liberación  de  una 
Monarquía  molesta  y  onerosa  para  sus  planes  de  proselitismo.  Es  lo  que 


(90)  Cfr.  para  este  período  la  o.  c.  de  Soto  de  Gangoiti. 

(90  bis)    Cfr.  Montero  A.  Historia  de  la  persecución  religiosa  en  España  (B.  A.  C.  1961). 

(91)  Apud  O.  I.  D.,  p.  35  cit.  a  Pattee. 
(921   Ibid.,  p.  117. 
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manifestaba  otro  periódico  protestante,  poco  antes  de  las  elecciones 
de  1931:  su  desilusión  para  con  la  Monarquía  (93). 

«Se  comprende — dice  por  su  parte  Chavaz  (94) — que  los  protestantes  de  España 
hubieran  acogido  con  gratitud  una  legislación  que  les  garantizaba  una  gran  libertad 
de  movimiento  y  de  acción;  y  que  ellos  hubieran  concedido  su  confianza  y  su  apoyo 
a  los  partidos  que  la  habían  procurado  y  que  les  prometían  una  garantía  de  continua- 
ción. Las  relaciones  entre  sus  Comunidades  y  estos  partidos  fueron  estrechas.  En  el 
momento  de  las  elecciones  se  habían  dado  consignas  a  los  protestantes.  Y  fue  de  esta 
manera  cómo,  la  víspera  de  las  elecciones  que  se  celebraron  en  1936,  el  presidente 
de  la  Alianza  de  las  Iglesias  evangélicas  recomendaba  en  su  órgano  oficial:  votar 
por  las  izquirdas,  que  son,  decía  él,  «en  el  plan  humano  nuestra  última  esperanza  de 
la  libertad  de  propaganda».» 

Se  alegran,  pues,  de  todas  las  disposiciones  que  favorecen  la  libertad. 
Así  la  de  enseñanza,  como  una  de  sus  grandes  aspiraciones  (95).  Y  expre- 
san su  grande  satisfacción  por  la  nueva  Constitución  republicana,  de  este 
modo: 

«Nosotros,  los  protestantes  españoles  que  hemos  estado  reclamando  tantos  años 
por  la  libertad  de  cultos,  secularización  de  los  cementerios,  matrimonio  civil,  respeto 
de  conciencia  para  soldados  y  marinos,  y  la  restauración  de  los  derechos  civiles  para 
los  que  antes  han  sido  clérigos,  ¿cómo  no  habríamos  de  sentirnos  contentos  con  la 
República  que  había  concedido  todo  esto  en  tan  pocos  meses?»  (96). 

Y— cosa  curiosa — ahora  son  los  mismos  protestantes  quienes  toman 
a  su  cargo  la  defensa  del  nuevo  régimen  contra  las  acusaciones  católicas 
de  persecución  religiosa:  «Se  creen  perseguidos — dicen...»  (97).  Dos 
autores,  sin  embargo,  nada  sospechosos,  parecen  contemplar  mejor  la 
verdadera  situación  creada  por  la  República.  Uno  es  el  mismo  Hughey, 
que  dice: 

«En  ciertos  aspectos,  el  anticlericalismo  de  los  que  estaban  en  el  poder  les  llevaba 
más  allá  de  las  posibilidades  de  la  Constitución...  Un  régimen  menos  anticlerical  hu- 
biera probablemente  visto  lo  juicioso  que  era  el  permitir  a  la  Iglesia  el  continuar 
presidiendo  los  matrimonios  de  aquéllos  que  deseaban  el  matrimonio  católico»  (98). 

Y  Madariaga  escribe  con  malicia:  «el  menguado  y  acaso  vengativo 
«anticlericalismo»  de  los  jefes  de  la  República  se  reveló  en  las  órdenes 
sobre  los  entierros...»  (99). 


(93)  Ibid..  p.  114. 

(94)  En  o.  c,  pp.  130-131. 

(95)  Ibid.,  p.  1Í9. 

(96)  Cit.  por  Ibid.,  p.  127. 

(97)  Así  se  expresaban  por  este  tiempo  los  protestantes,  que  ciertamente  no  tuvieron 
ni  un  gesto  de  solidaridad  para  con  el  «mártir»  catolicismo  español.  Cfr.,  por  ej.,  Arena- 
les A.,  Crónica.  Hay  que  insistir  en  la  verdad  de  la  situación  presente  del  Romanismo  (¡!) 
en  España  bajo  la  República.  En  España  Evangélica  (17  dic.  1931),  p.  413.  Por  su  parte, 
el  ex  franciscano  Juan  Orts  González,  ayudado  financieramente  por  los  «Friend  of  Spanish 
Democracy»,  organización  americana  movida  por  el  prof.  J.  A.  Mackay,  bien  conocido  por 
sus  campañas  anticatólicas,  volvía  a  España  con  la  «piadosa»  (¡así  habla  él  mismo!)  in- 
tención de  reunir  y  ayudar  a  todos  los  «ex  frailes»,  «ex  curas»  y  «ex  monjas».  A  este  ex 
franciscano  protestante  no  le  importa  prodigar  alabanzas  al  secretario  del  partido  comu- 
nista Jesús  Hernández  (Cfr.  carta  del  15  sept.  1936).  Ni  decir  en  sus  discursos  de  agrade- 
cimiento al  banquete  que  le  ofrecen  los  protestantes  norteamericanos,  que  ningún  sacerdote 
católico  ha  sido  asesinado  por  ser  católico...  (El  2  de  dic.  de  1936,  en  New  York).  La  España 
Evangélica,  en  su  n.  754,  de  20  de  agosto  de  1936,  refiriéndose  a  las  destrucciones  de  los 
primeros  momentos  de  la  revolución  en  zona  roja,  decía:  Los  perjuros  lian  recibido  su  lec- 
ción del  pueblo...,  el  fuego  se  adueñó  de  templos  y  catedrales.  ¿De  quién  fue  la  culpa?  De 
tos  que  hicieron  de  la  ¿tasa  del  Señor»  atalaya  para  matar. 

(98)  Ibid.,  pp.  128-129. 

(99)  Cit.  por  Ibid.,  p.  128. 
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Los  protestantes  viven,  pues,  una  auténtica  luna  de  miel  con  la  jo- 
ven República;  «durante  este  período — vuelve  a  decir  Hughey  (100) — , 
los  protestantes  gozan  de  plena  libertad  de  acción  y  reciben  cumplimiento 
y  consideraciones  de  los  representantes  del  Gobierno.»  Tal  fue,  cierta- 
mente, el  testimonio  del  Comité  Nacional  de  Propaganda  Evangélica,  que 
fue  organizado  para  dirigir  los  esfuerzos  para  dar  a  conocer  el  mensaje 
protestante  en  España  a  través  de  mítines  públicos  y  de  otros  modos. 
Una  delegación  protestante  que  representaba  al  Comité,  acudió  al  socia- 
lista Prieto,  miembro  del  Gabinete,  para  rogarle  ayuda.  A  pesar  de  estar 
muy  ocupado  les  recibió  cordialmente  y  tuvo  una  larga  conversación  con 
ellos;  después  les  entregó  una  carta  para  el  ministro  del  Interior  para  obte- 
nerles una  visita.  El  ministro  del  Interior  cursó  telegramas  a  los  goberna- 
dores de  provincia  recomendándoles  que  no  pusieran  ningún  obstáculo 
al  Comité,  antes  bien,  que  les  ayudaran  en  caso  de  ataque  u  obstrucción. 
Los  gobernadores  transmitieron  las  instrucciones  a  los  alcaldes,  y  el  Co- 
mité protestante  pudo  llevar  a  cabo  su  obra  sin  la  menor  dificultad. 

Cuando  llegan,  pues,  las  elecciones  decisivas  de  1936,  los  protestantes  están  com- 
prometidos y  aceptan  el  compromiso  de  alianza  con  el  Frente  Popular:  la  mayor  parte 
de  los  protestantes — confiesa  Hughey  (101) — ,  temiendo  un  retorno  a  la  intolerancia 
y  al  despotismo  si  ganan  las  derechas,  tienden  a  mirar  al  Frente  Popular  como  el 
menos  peligroso  de  las  dos  coaliciones.  El  informe  de  la  Oficina  de  Información 
Diplomática,  juzgando  esta  posición,  dice:  la  llegada  de  la  República  fue  saludada  con 
satisfacción  por  creerse  que  con  ella  se  obtendrían  facilidades  para  el  protestantismo; 
los  hechos  demostraron  pronto  que  la  actitud  oficial  era  realmente  antirreligiosa  sin 
distingos;  a  pesar  de  ello,  los  elementos  oficialmente  representativos  del  protestan- 
tismo jamás  protestaron  contra  los  incendios,  saqueos  y  asesinatos  de  que  fue  víc- 
tima la  Iglesia  católica,  e  incluso  se  declararon  oficialmente  en  favor  del  Gobierno 
antirreligioso  que  los  favorecía;  y  así  hasta  el  final:  el  30  de  enero  de  1936 — cuando  no 
podía  haber  dudas  sobre  el  carácter  de  la  lucha  que  se  preparaba — el  presidente  de 
la  Alianza  de  Iglesias  Evangélicas  en  España  recomendaba  oficialmente  se  votara  por 
las  llamadas  izquierdas,  en  un  manifiesto  que  inmediatamente  daba  sabor  político  a  la 
Iglesia  Reformada,  con  las  inevitables  y  previsibles  consecuencias;  así  se  conoció  ex- 
plícitamente más  tarde  por  el  mismo  organismo,  al  decir  que  «muchas  de  las  iglesias 
y  de  los  hermanos  han  tenido  que  pagar  duramente  a  causa  de  esta  estrecha  asocia- 
ción con  elementos  izquierdistas  que,  a  la  larga,  no  podrían  menos  de  dañar  a  nues- 
tra causa»  (102). 

En  .la  zona  roja,  mientras  los  católicos  sufríamos  la  persecución  más 
sangrienta  que  ha  conocido  la  Iglesia  en  general,  los  protestantes — como 
confiesa  Hughey  (103) — gozaban  de  toda  libertad  que  podía  esperarse 
en  las  circunstancias  anormales  de  la  guerra  civil.  Aun  hubo  algo  más:  el 
pastor  Vila,  de  Tarrasa,  se  ponía  abiertamente  de  parte  de  los  rojos  es- 
pañoles, escribiendo  en  la  «Accio»,  periódico  marxista  de  Tarrasa,  con  fe- 
cha 8  de  agosto  de  1936,  cuando  ya  los  asesinatos,  los  incendios,  estaban 
asolando  a  España: 

«Las  juventudes  evangélicas  de  toda  España,  que  antes  del  19  de  febrero  se  adhi- 
rieron al  Frente  Popular  en  un  documento  que  fue  publicado  por  muchos  diarios  de 
izquierda  de  Madrid  y  provincias,  están  en  estos  momentos  de  dolor  en  todos  los 
ámbitos  de  la  Península,  al  lado  de  los  que  luchan  por  la  libertad.» 


(100)  Ibid.,  p.  130. 

(101)  Ibid.,  p.  132.  Véanse  las  citas. 

(102)  En  o.  c,  p.  34. 

(103)  Ibid.,  p.  133. 
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Con  esta  situación,  no  ya  de  libertad  religiosa,  sino  de  favor,  el  pro- 
testantismo pudo  entregarse  de  lleno  a  sus  actividades  proselitistas.  ¿Con 
qué  resultados? 

«Después  de  sesenta  años  de  obra  misionera  en  España — sigue  diciendo  el  protes- 
tante Hughey — las  iglesias  dependen  en  gran  parte  de  la  asistencia  financiera  extran- 
jera y  aunque  en  menor  parte  también  de  misioneros...  La  situación,  en  general,  al 
final  de  la  República  no  era  muy  diferente  de  la  de  1931.  Las  ventajas  que  resultaron 
del  establecimento  de  la  libertad  religiosa  quedaron  en  gran  parte  neutralizadas 
por  el  aumento  de  la  indiferencia  religiosa  y  aun  de  la  oposición  a  toda  religión. 
Un  pastor  español  escribía  en  1934:  El  nivel  moral  y  religioso  del  pueblo  espa- 
ñol ha  descendido  abiertamente  de  un  modo  acentuado.  Las  campañas  contra  la 
Iglesia  Católica  han  sido  a  veces  confundidas  con  cosas  contra  la  idea  de  Dios  y  la 
actividad  de  la  literatura  atea  aumenta  la  pérdida  de  la  fe,  especialmente  entre  las 
clases  bajas...  Para  resumir,  diríamos  que  la  República  ha  perdido  parte  de  su  es- 
píritu liberal;  que  la  vida  económica  de  la  nación  es  inestable  a  causa  de  la  falta 
de  tranquilidad  y  del  desorden  que  reina  en  el  país;  que  el  espíritu  moral  y  reli- 
gioso del  pueblo  está  bajo,  y  que  toda  violencia  está  a  la  orden  del  día»  (104). 

«La  expansión  protestante — sigue  diciendo  Hughey — estuvo  también 
limitada  por  falta  de  fondos.»  El  período  de  libertad  religiosa  en  España 
coincidió  con  una  depresión  financiera  en  América  y  en  otras  partes  del 
mundo;  y  como  las  iglesias  españolas  dependían  de  la  ayuda  financiera 
exterior,  una  reducción  de  esa  ayuda  significaba,  en  muchos  casos,  una 
reducción  de  pastores  y  hasta  el  cierre  de  algunas  iglesias...  La  «segunda 
reforma  española»  en  España  había  tenido  que  pasar  tiempos  duros.  Al 
final  de  la  República,  el  protestantismo  no  había  alcanzado  todavía  una 
parte  real  y  significativa  de  la  cultura  española.  Esta  es  la  razón  de  por  qué 
los  «reaccionarios»  (¡!)  no  tendrían  dificultad  en  reducir  la  libertad  reli- 
giosa (105). 

7.    El  Movimiento  Nacional. 

Al  llegar  a  este  período,  sería  completamente  inútil  pretender  hacer 
historia.  Siguiendo  el  método  adoptado,  no  nos  queda  más  que  destacar 
aquellos  hechos  que  ofrecen  algún  interés  para  el  esclarecimiento  del  fe- 
nómeno y  de  las  vicisitudes  de  la  unidad  religiosopolítica  de  España. 

El  sentido  católico  del  Movimiento  Nacional  es  algo  que  no  puede  po- 
nerse en  duda  ante  la  realidad  de  los  hechos.  Una  vez  más  en  la  Historia 
de  España — y  mejor  tal  vez  que  nunca — lo  católico  y  lo  nacional  han  en- 
trado en  una  unión  tan  estrecha,  que  es  imposible  distinguir  dónde  co- 
mienza lo  uno  y  lo  otro  acaba.  Se  trata,  en  realidad,  de  una  unión  vital, 
que  no  puede  ser  disociada,  ni  poética  ni  realmente,  sin  que  hiera  de 
muerte  la  misma  realidad  de  España  como  nación.  Quien  no  entienda  esta 
primera  categoría  de  nuestra  historia,  se  cierra  de  antemano  toda  posible 
inteligencia  del  fenómeno  español  radical. 

Ese  sentido  católico  ha  sido  afirmado: 

a)  Por  los  dirigentes  del  Movimiento;  sobre  todo,  naturalmente, 
por  Su  Excelencia  el  Jefe  del  Estado,  en  innumerables  ocasiones. 

(104)  Cit.  por  ibid.,  p.  136. 

(105)  Resumimos  pp.  134-136. 
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b)  Por  las  Leyes  Fundamentales  del  Estado  español  (106). 

c)  Por  el  Sumo  Pontífice  Pío  XII  (107). 

d)  Por  la  Jerarquía  española  (108). 

e)  Por  la  Jerarquía  no  española  (109). 

/)  Por  las  Ordenes  y  Congregaciones  religiosas  (110). 

«Sólo  la  mala  fe — dice  Calvo  Serer  (111) — o  la  ignorancia  voluntaria 
y  culpable,  podían  permitir  a  Maritain  decir  que  esta  guerra,  a  lo  más  po- 
dría ser  lícita,  nunca  santa,  nunca  cruzada,  pues  con  la  existencia  de  los 
documentos  que  comentamos,  es  imposible  sostener  esta  opinión,  como 
también  son  inaceptables  las  ironías  de  Bernanos  en  «Les  grandes  cime- 
tiéres  sous  la  lune»,  visión  injusta  que  le  hizo  considerar  a  la  guerra  es- 
pañola como  «la  cruzada  de  los  generales  ateos»  (112). 

Situemos  bien,  sin  embargo,  el  «sentido»  de  estos  hechos.  Cánovas,  en  el  dis- 
curso ya  citado,  de  defensa  del  artículo  11  del  proyecto  de  Constitución  de  1876, 
decía  realísticamente  que  ciertos  hechos  no  podían  olvidarse;  eran  irreversibles;  que 
el  tránsito  que  había  que  hacer  no  era  el  de  la  unidad  católica  sin  restricciones  al 
de  tolerancia,  sino  el  de  libertad  religiosa,  creado  por  la  revolución,  y  el  de  toleran- 
cia religiosa  frente  al  cual  se  encontraba  la  Restauración.  En  aquel  tiempo,  el  con- 
cepto de  «tolerancia»  ofrecía  todo  un  contenido  de  resonancias  afectivo-negativas 
que  herían  profundamente  los  sentimientos  dogmáticos:  ser  «tolerante»  venía  a  ser 
lo  mismo  que  una  vergonzosa  huida  de  los  principios  catóicos  y  una  concesión  la- 
mentable al  liberalismo.  De  ahí  la  oposición  de  Roma  y  de  los  partidos  católicos 
integristas  españoles  al  proyecto  de  Constitución.  La  solución  de  entonces  fue  una 
distinción  célebre,  muy  mal  entendida  tantas  veces,  pero  no  difícil  de  ser  bien  com- 
prendida hoy:  la  cuestión  de  principios  y  la  cuestión  de  hechos. 

Hoy  necesitamos  comprender  el  «sentido»  católico  del  Movimiento  Nacional  y 
de  la  actual  situación  católica  de  España,  desde  unos  supuestos  igualmente  realis- 
tas. Ese  realismo  precisamente  no  merma  absolutamente  nada,  sino  todo  lo  con- 
trario, la  unidad  existente  de  hecho  del  catolicismo  nacional. 

El  Movimiento  Nacional  restaura  la  unidad  católica  de  España  dentro  de  la 
estructura  política  de  la  nación;  pero— lo  mismo  que  en  tiempo  de  la  Restauración 
de  1874 — no  lo  puede  hacer  desde  una  tabla  rasa  de  la  historia  integral  de  Espa- 
ña, sino  desde  unos  hechos  dados  en  las  circunstancias  internas  y  externas  que  fuer- 
zan a  reconocer  unos  derechos  inalienables  a  las  conciencias  privadas  y  a  la  li- 
bertad del  acto  de  fe  individual.  Y  que,  por  otra  parte,  se  inscriben  en  la  histo- 
ria contemporánea  desde  una  convivencia  internacional  imposible  de  ser  descono- 
cida. Finalmente,  es  cierto  que  el  concepto  actual  de  tolerancia  no  trae  ya  aquellas 
antiguas  resonancias  negativas;  es,  más  bien,  un  concepto  positivo  que  implica  unos 
derechos  inalienables  de  la  persona  humana. 

Pero — y  he  aquí  el  otro  extremo  pendular  de  nuestro  pensamiento — el  Movi- 
miento Nacional,  ni  para  guardar  el  sentido  católico  de  España  necesita  caer  en  el 
sectarismo  religioso  persecutorio;  ni,  para  ser  «tolerante»,  puede  ceder  a  ilega- 
lidades internas,  ni  a  presiones  externas  que  pusieran  en  peligro  lo  que  indudable- 


(106)  Toda  esta  documentación  la  damos  más  abajo.  Cfr. 

(107)  Cfr.  Ha  hablado  la  Iglesia  (Editorial  Española,  1937).  Documentos  de  Roma  y  del 
Episcopado  español,  a  propósito  del  Movimiento  Nacional  Salvador  de  España.  Por  Dios  y 
por  España.  Cardenal  Goma  (Barcelona,  1940). 

(108)  Ibid.  Cfr.  Calvo  Serer,  R.  La  Iglesia  en  la  vida  pública  española  desde  1936.  En 
Arbor,  XXV  (julio-agosto,  1953),  289-324. 

(109)  Cfr.  Razón  y  fe,  1938,  pp.  244  ss. 

(110)  Ibid. 

(111)  En  ibid.,  p.  294. 

(112)  Sobre  interesantes  repercusiones  ideológicas  producidas  por  los  sucesos  españoles, 
cfr.  Jiménez  Urresti,  T.  I.,  Estado  e  Iglesia  (Vitoria,  1958),  pp.  17  ss. 
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mente  constituye  su  máximo  «Bien  Nacional».  He  aquí — nos  parece — bien  definido 
el  problema  real  y  único,  religiosopolítico,  que  tiene  planteado  el  Movimiento  Na- 
cional. 

Veamos  cómo  ha  intentado  resolverlo,  y  cuáles  han  sido  las  reaccio- 
nes del  protestantismo  español  en  este  período. 

El  entonces  representante  español  en  Londres,  duque  de  Alba,  escri- 
bía, en  noviembre  de  1937:  «Creo  que  debería  saber  que  una  completa 
tolerancia  existe  en  la  España  nacional  para  todas  las  comuniones  cristia- 
nas y  que  la  completa  tolerancia  continuará  siendo  el  régimen  y  la  prác- 
tica del  Gobierno  español  después  de  la  guerra.  Y  hago  esta  declaración 
con  la  autoridad  del  mismo  General  Franco»  (113). 

Ante  estas  declaraciones,  el  doctor  Rushbroke,  secretario  de  la  Alian- 
za Mundial  Bautista,  en  una  carta  dirigida  al  «Times»,  preguntaba  sobre 
qué  significaba  para  el  General  Franco  la  «completa  libertad»,  y  enume- 
raba los  elementos  que  él  pensaba  esenciales,  tomándolos  de  la  Conferen 
cia  de  Oxford,  es  decir:  libertad  de  culto  público  y  privado,  libertad  de 
instrucción,  libertad  de  organización  y  de  práctica  y  libertad  para  la  ayuda 
cristiana  y  para  la  actividad  misionera  en  casa  y  fuera  de  ella  (114).  A 
esto,  lord  Phillimore,  en  un  carta-respuesta,  replicaba:  «Tengo  absoluta 
libertad  para  decir  que  la  tolerancia  completa  garantizada  por  el  General 
Franco  implica  la  «libertad  religiosa»,  que  tan  precisamente  define  el  doc- 
tor Rushbroke.»  A  lo  cual,  apostilla  Hughey,  diciendo:  «La  experiencia 
ha  probado  que  no  fué  así.  No  era  posible  crear  un  Estado  Católico  en 
España  sin  limitar  los  derechos  de  las  minorías  religiosas»  (115). 

Sin  embargo,  pese  a  la  interpretación  de  lord  Phillimore,  esa  promesa 
del  General  Franco  no  podía  referirse,  lo  mismo  que  en  otras  ocasiones 
que  veremos,  más  que  a  la  «libertad  religiosa»,  dentro  de  la  ley  española, 
no  dentro  de  la  ley  inglesa,  o  de  cualquier  otro  Estado.  Los  derechos  de 
las  minorías  religiosas  están  perfectamente  salvaguardados,  en  el  Estado 
católico  español,  por  las  leyes  de  tolerancia  religiosa,  y  éstas  son  tan  posi- 
tivas y  normativas  como  las  que  regulan  los  derechos  de  la  Religión  Cató- 
lica. Existe,  es  verdad,  un  Código  Penal  que  castiga  las  infracciones  de 
esas  leyes;  pero  este  Código  parecen  querer  olvidarlo  los  protestantes,  y 
algunas  veces,  parece  necesario  recordárselo. 

El  nuevo  Estado  español  fue  restaurando  poco  a  poco  las  medidas 
que  respondían  a  la  situación  que  de  hecho  existía  en  España.  Así,  el  res- 
tablecimiento de  la  Compañía  de  Jesús;  la  libertad  de  las  Congregaciones 
y  Ordenes  religiosas;  devolución  de  las  propiedades  eclesiásticas;  instau- 
ración del  presupuesto  de  culto  y  clero;  obligación  de  la  enseñanza  reli- 
giosa; devolución  de  los  cementerios  como  lugares  sagrados;  prohibición 
de  signos  externos  religiosos  distintos  de  los  católicos  (116);  la  Orden 
de  10  de  marzo  de  1941  restablecía  el  artículo  42  del  antiguo  Código 
Civil  sobre  matrimonios  y  le  explicaba  adecuadamente;  restricción  en 


(113)  Apud  Hughev,  p.  139,  citando  a  Times. 

(114)  Apud  ibid. 

(115)  Apud  ibid. 

(116)  Ibid.,  p.  141.  Cfr.  Unité  Chrálienne  et  tolcrance  religicuse  (París,  1950),  pp.  125  ss. 


103 


la  apertura  de  capillas;  vigilancia  sobre  actividades  públicas  religiosas  ile- 
gales, etc.,  etc. 

El  7  de  junio  de  1941  se  firmaba  el  acuerdo  transitorio  entre  el  Go- 
bierno español  y  la  Santa  Sede.  En  él  se  declaraba  que,  hasta  que  un 
nuevo  Concordato  fuera  firmado,  serían  mantenidos  en  su  vigor  los  cuatro 
primeros  artículos  del  Concordato  de  1851. 

Finalmente,  en  diciembre  de  1944,  se  promulgaba  un  nuevo  Código 
del  Estado  español  (117). 

En  este  período  de  1936-1945,  el  protestantismo  español  y  extranjero 
empieza  ya  a  soportar  mal  el  régimen  establecido  de  unidad  católica  y  de 
libertad  religiosa  privada,  único  que  en  realidad  respondía  a  la  situación 
concreta  de  España. 

Y  surgen  los  incidentes  de  siempre:  las  protestas  por  los  actos  públi- 
cos religiosos  a  que  son  sometidos  en  el  Ejército  y  otros  locales  oficiales; 
el  cierre  de  sus  escuelas;  se  quejan  de  ser  enterrados  en  lugares  no  de- 
centes; de  que  no  se  les  permite  la  propaganda  bíblica  y  periódica;  se  clama 
contra  las  puniciones  justas  por  las  infracciones  de  la  ley,  y,  sobre  todo, 
se  protesta  fuertemente  contra  el  cierre  de  capillas  y  la  prohibición  de 
apertura  de  otras  nuevas  (118). 


8.    Consideraciones  finales. 

Unas  consideraciones  finales  pueden  cerrar  este  casi  esquemático  re- 
sumen sobre  historia  de  la  unidad  católicoreligiosa  de  España,  y  sobre 
los  intentos  protestantes  de  romper  esa  unidad.  Queremos  hacerlo  ya  so- 
lamente desde  una  perspectiva  meramente  fácticohistórica;  dejando  para 
la  última  parte  los  juicios  valorativos. 

Cuando  el  protestantismo  intenta  su  primera  gran  ofensiva  contra  el 
catolicismo  español,  España  formaba  una  unidad  compacta  de  historia 
políticoreligiosa  que  culminaba  ya  en  los  Reyes  Católicos,  y  que  encuen- 
tra un  afianzamiento  seguro  en  la  política  religiosa  de  Carlos  V  y  de  Feli- 
pe II.  Por  ello — aunque  no  sin  graves  riesgos — la  unidad  católica  española 
superó  aquella  grave  crisis  con  un  vigor  interno  tan  formidable  que  el 
protestantismo  desaparece  de  la  Historia  de  España  por  casi  tres  siglos 
de  una  manera  absoluta. 

Su  nueva  aparición,  en  el  primer  tercio  del  siglo  xix,  es  fruto  de  la 
crisis  liberal  española,  como  causa  interna  de  debilidad;  y  como  causa  ex- 
terna, de  los  contactos  producidos  por  tres  causas:  las  guerras  de  la  in- 
dependencia, la  alianza  con  Inglaterra  y  los  tratados  comerciales.  Estas  cir- 
cunstancias propicias  no  logran,  sin  embargo,  organizarle  en  nuestra  pa- 
tria. Ni  los  esfuerzos  de  Borrow,  ni  los  de  Rule,  ni  los  de  Graydon 
(¡nombres  todos  extranjeros!),  consiguen  gran  cosa;  sigue  siendo  cierta  la 
frase  célebre  de  Ford,  por  esa  época,  que  decía:  «The  whole  Nation  is 


(117)  Para  toda  esta  legislación,  cfr.  o.  c.  de  Soto  de  Gangoiti. 

(118)  Hughey.  pp.  142-3. 
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divided  into  two  classes,  bigoded  Romanist  or  Infidels;  there  is  no  middle 
way»  (119). 

Para  encontrar  signos  de  vida,  dignos  de  ser  considerados,  hay  que 
llegar  a  la  revolución  del  68,  en  donde  por  sólo  cinco  años,  y  esto  en 
fuerza  de  circunstancias  políticas  absolutamente  de  favor,  logra  un  cierto 
momentáneo  auge,  aunque  completamente  ficticio  y  pasajero  en  sus  resul- 
tados. Es  cierto  que,  al  menos  en  esos  cinco  años — y  en  los  «otros»  cin- 
co de  la  segunda  República — ,  la  unidad  del  Estado  católico  se  rompe,  al 
admitir  la  libertad  absoluta  de  cultos.  Pero  es  necesario  considerar  tam- 
bién bajo  qué  circunstancias  de  excepción  se  produce  esa  ruptura,  para 
no  darle  una  importancia  histórica  que  no  puede  tener.  Es  necesario  tam- 
bién distinguir  bien  entre  «Estado»  y  «Nación»;  porque,  aunque  sea  ver- 
dad que  el  «Estado»,  en  cuanto  tal,  dejó — aunque  por  brevísimo  interva- 
lo— de  ser  católico  (¡sólo  en  este  sentido  tenía  razón  Azaña,  al  decir:  «Es- 
paña ha  dejado  de  ser  católica...»!),  la  «Nación»,  igualmente  en  cuanto 
tal,  nunca  lo  dejó  de  ser:  había,  pues,  una  contradicción  patente  entre  la 
Nación  y  el  Estado,  fenómeno  bastante  común  en  los  Estados  europeos 
desde  la  aparición  del  régimen  liberal-parlamentario. 

Restablecida  la  unidad  católica  por  la  Restauración,  nos  encontra- 
mos con  el  nuevo  factor  de  la  «tolerancia»,  cuyo  artífice  fue  Cánovas.  Pe- 
ro este  nuevo  fenómeno  no  rompe,  propiamente,  la  unidad  católica  de 
España,  ya  que  responde  a  unos  hechos  mínimos,  cuya  significación  socio- 
logicopolítica  no  tiene  importancia.  Por  lo  demás,  el  protestantismo — co- 
mo única  religión  con  pretensiones  en  España — ,  después  de  cuatro  siglos, 
no  ha  logrado  introducir  un  factor  demográfico  importante  como  para 
romper  su  unidad  políticoreligiosa. 

En  el  período  que  precede  a  la  segunda  República,  el  verdadero  pe- 
ligro de  la  unidad  religiosopolítica  no  es  ya  tanto  el  protestantismo  como 
el  indiferentismo  y  la  irreligión.  Pero,  por  fortuna,  esa  ola  que  invade  al 
mundo,  no  tiene  tal  fuerza  en  España,  ni  sociológicamente,  ni  demográfi- 
camente, que  impida  hablar  de  unidad  católica  de  España. 

Los  años  de  1931-1936,  lo  mismo  que  los  «otros»  cinco  de  1869-1874 
de  la  primera  República,  no  pueden  ser  considerados  como  suficientes  pa- 
ra hablar  de  una  ruptura  perdurable  de  la  unidad  religiosopolítica  espa- 
ñola, aunque  tengan  que  ser  considerados  seriamente  desde  un  punto  de 
vista  pastoral.  Restablecida  la  unidad  por  el  Alzamiento  Nacional,  nos 
encontramos  ante  un  hecho  único  entre  los  pueblos  de  Europa:  España, 
como  nación,  y  aun  como  Estado,  está  vinculada  a  un  hecho  religioso:  al 
Catolicismo  como  médula  de  su  Historia. 

Señalando  certeramente  Menéndez  y  Pelayo  las  consecuencias  de  la 
abjuración  de  Recaredo  para  la  unidad  religiosopolítica  de  España,  dice, 
en  un  párrafo  insuperable: 

«...  victoria  fue  que  nos  aseguró  por  largos  siglos,  hasta  el  desdichado  en  que 
vivimos  (120),  el  inestimable  tesoro  de  la  unidad  religiosa,  no  quebrantada 
por  Elipando  ni  por  Hostegensis,  ni  por  los  secuaces  del  panteismo  oriental  en  el 

(119)  Cit.  por  la  O.  /.  D.,  p.  30. 

(120)  Cfr.  nota  71. 
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siglo  xii,  ni  por  los  aibigenses  y  valdenses,  ni  por  Pedro  de  Osma,  ni  por  el  pro- 
testantismo del  siglo  xvi,  que  puso  en  conmoción  a  Europa,  ni  por  los  alumbrados 
y  molinosistas,  ni  por  el  jansenismo  ni  por  la  impiedad  del  siglo  pasado,  porque 
todas  estas  sectas  y  manifestaciones  heréticas  vinieron  a  estrellarse  en  el  diaman- 
tino muro  levantado  por  los  Concilios  toledanos.  Algunos,  muy  pocos  españoles, 
pudieron  extraviarse;  la  raza  española  no  apostató  nunca.  Quiso  Dios  que  por 
nuestro  suelo  apareciesen,  tarde  o  temprano,  todas  las  herejías,  para  que  en  nin- 
guna manera  pudiera  atribuirse  a  aislamiento  o  intolerancia  esa  unidad  preciosa, 
sostenida  con  titánicos  esfuerzos  en  todas  edades  contra  el  espíritu  del  error.  Y 
hoy,  por  misericordia  divina,  puede  escribirse  esta  historia,  mostrando  que  todas 
las  heterodoxias  pasaron,  pero  que  la  verdad  permanece,  y  a  su  lado  está  el  mayor 
número  de  españoles,  como  los  mismos  adversarios  confiesan.  Y  si  pasaron  los 
errores  antiguos,  así  acontecerá  con  los  que  hoy  deslumhran,  y  volveremos  a  teñe* 
un  solo  corazón  y  una  sola  alma;  y  la  unidad,  que  no  está  muerta,  sino  oprimida, 
tornará  a  imponerse,  traída  por  la  unánime  voluntad  de  un  gran  pueblo,  ante  el 
cual  nada  significaba  la  escasa  grey  de  impíos  e  indiferentes»  (121). 

He  aquí  una  profecía  ya  cumplida...  ¿Será  posible  que,  todavía  hoy, 
haya  españoles  para  quienes  la  unidad  religiosa  de  España  no  significa 
necesariamente  su  Bien  Máximo  Nacional?... 


(121)   En  o.  c,  L.  I,  cap.  3. 
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Capítulo  ii 

LA  UNIDAD  CATOLICA  DE  ESPAÑA  Y  LAS  CAMPAÑAS 
ACTUALES  DE  DIFAMACION 


Nuestro  capítulo  anterior  se  cerraba  con  el  año  1945,  cuando  el  nuevo 
Estado  español  entraba  en  el  difícil  período  de  estructuración  interna  y 
en  lucha  desigual  contra  el  sordo  murmullo  de  unos  invisibles,  aunque 
bien  conocidos,  enemigos,  que  le  amenazaban  desde  el  exterior. 

El  período  que  ahora  iniciamos  no  puede  decirse  distinto  esencial- 
mente de  los  anteriores;  existe  una  perfecta  cotinuidad  histórica:  los  mis- 
mos supuestos,  las  mismas  dificultades  políticoreligiosas,  las  mismas  in- 
tromisiones extrañas  de  los  organismos  extranjeros  nacionales  o  interna- 
cionales en  los  asuntos  de  una  España  recobrada  por  los  españoles,  para 
los  españoles. 

Si  algo  debe  destacarse,  aun  cuando  no  sea  específicamente  nuevo,  es 
esa  injusta  atribución  que  se  arrogan  los  Estados  extraños  a  intervenir 
en  las  cosas  de  España.  El  protestantismo  español,  que  no  encuentra  ya 
las  circunstancias  internas  propicias  para  sus  actividades  de  siempre,  va 
a  organizar  sus  grandes  campañas  desde  el  exterior.  En  ellas  va  a  lograr 
la  colaboración  eficaz,  no  sólo  de  las  grandes  sectas  protestantes,  sino  tam- 
bién la  enorme  influencia  del  nuevo  organismo  que  nace,  de  marcada  ten- 
dencia protestante,  que  es  el  Consejo  Mundial  de  las  Iglesias,  constituido 
en  Amsterdam,  en  1948.  A  ellos  hay  que  añadir  los  nuevos  organismos 
político-internacionales,  como  la  O.  N.  U.  y  el  C.  E.;  y — ¿por  qué  no  de- 
cirlo?— hasta  una  gran  parte  de  la  opinión  católica  misma.  De  todas  es- 
tas fuerzas  temiblemente  conjuradas,  van  a  surgir  unas  campañas  tenaces 
de  difamación  y  ataque  a  la  unidad  católica  de  España.  Será  un  nuevo 
favor  que  la  España,  y  la  España-mártir  salida  penosamente  de  la  Cruza- 
da, va  a  tener  que  agradecer  al  eterno  enemigo  de  su  unidad  histórica:  al 
protestantismo. 

En  este  capítulo,  nuestros  procedimientos  literarios  y  nuestros  méto- 
dos de  trabajo  están  condicionados  por  los  liechos  mismos.  Puesto  que  las 
campañas  difamatorias  vienen  urgidas  desde  el  exterior,  es  a  éste  a  quien 
pediremos  las  fuentes  de  información;  y,  puesto  que  dicen  fundarse  en 
unos  hechos  internos,  son  éstos  los  que  deben  aparecer  con  toda  objetivi- 
dad. Había,  con  todo,  que  presentar  los  antecedentes  políticos  y  religio- 
sos que  sirven  de  base  a  todos  estos  hechos,  para  hacerlos  comprensibles, 
en  y  desde  la  historia  atormentada  de  España  en  estos  últimos  años.  De 
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esas  consideraciones  surgía  ya  el  orden  de  nuestros  párrafos,  como  puede 
advertir  el  lector  leyendo  el  índice  general  del  trabajo. 

Nada  nuevo,  por  lo  demás,  tenemos  que  añadir  a  lo  dicho  al  princi- 
pio sobre  la  objetividad  de  nuestras  fuentes  de  información,  así  como 
tampoco  sobre  los  juicios  valorativos  que  en  esas  fuentes  se  proponen. 

1.     LOS  ANTECEDENTES. 

Los  futuros  historiadores  de  este  período  español,  que  va  desde  1945 
hasta  nuestros  días  (escribimos  en  1962),  no  podrán  salir  de  su  asombro, 
si  no  consideran  antes  los  antecedentes  y  las  circunstancias  que  acompa- 
ñan su  desarrollo.  La  historia  más  «histórica»,  es  decir,  de  más  categoría 
humana,  no  es  nunca  el  fluir  espacial  y  temporal  de  los  acontecimientos,  si- 
no la  misma  sustancia  humana,  noble  o  miserable,  de  que  se  nutre  íntima- 
mente. Y  este  período  está,  desgraciadamente,  inmerso  en  un  humus  de 
humanidad  miserable.  Para  comprenderlo,  intentemos  ver  claro  en  la  si- 
tuación política  interna  y  externa;  en  la  legislación  religiosa;  en  la  posi- 
ción de  la  Jerarquía  española,  y  en  el  volumen,  y,  sobre  todo,  en  la  na- 
turaleza de  unos  incidentes  lamentables;  son  éstos — como  siempre — los 
que,  aun  siendo  puras  anécdotas,  están  descubriendo  el  fondo  del  proble- 
ma. 

A)    La  situación  política. 

Como  no  tratamos  precisamente  de  hacer  historia,  nos  basta  recordar 
esquemáticamente  casi  unas  fechas  que  jalonen  y  llamen  la  atención  a 
nuestra  memoria.  Esta  memoria  que  tantos  españoles  empiezan  a  perder. 

El  1  de  septiembre  de  1939,  tropas  alemanas  invaden  Polonia.  Fran- 
cia e  Inglaterra  declaran  la  guerra  al  Tercer  Reich.  España  proclama  su 
neutralidad,  tan  preciada  para  los  aliados.  En  junio  de  1940,  en  una  gue- 
rra relámpago,  Francia  pide  la  paz.  En  octubre  de  ese  mismo  año,  Franco 
no  accede  a  las  pretensiones  de  Hitler  al  paso  de  tropas  alemanas  para 
atacar  Gibraltar.  En  junio  de  1941  nace  la  División  Azul,  con  una  alta 
intención  simbólica  anticomunista.  En  diciembre  de  1941,  el  ataque  sor- 
presa a  Pearl  Harbour.  En  febrero  de  1942,  reunión  en  Sevilla  de  Franco 
y  Salazar  para  la  salvaguardia  de  intereses  mutuos.  En  septiembre  de  1943 
Italia  capitula  sin  condiciones.  En  junio  de  1944,  desembarco  aliado  en  la 
costa  francesa.  En  mayo  de  1945,  Alemania  acepta  la  rendición  incondi- 
cional. En  agosto  de  1945,  rendición  del  Japón  (122). 

El  2  de  septiembre  de  1945  termina  la  segunda  guerra  mundial;  y, 
para  España,  tan  halagada  durante  la  guerra,  va  a  comenzar  la  más  injusta 
y  brutal  ofensiva  internacional  que  jamás  sufrió  pueblo  alguno  (123). 
«Una  de  las  intrigas  más  sucias  de  los  tiempos  modernos,  el  «bluff»  más 


(122)  Para  la  posición  de  la  política  española  exterior  en  este  período  de  guerra,  cfr. 
obras  conocidas  de  Doussinague,  España  tenía  razón;  i.  de  la  Cosa,  España  ante  el  mun- 
do, en  su  cap.  VII. 

(123)  O.  cit.  de  J.  de  la  Cosa,  p.  313. 
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gigantesco  de  este  siglo»,  como  dijo  el  no  siempre  simpático  hacia  España 
«Catholic  Herald»  (124). 

¿Qué  fuerzas  intervenían  en  esta  turbia  maniobra  contra  el  pueblo 
español?  Digamos  sinceramente  que  todas:  los  rojos  españoles  vencidos 
y  en  el  exilio,  el  comunismo  y  socialismo  internacional,  la  masonería;  im- 
portantes elementos  de  las  nuevas  democracias,  aun  de  las  que  se  llaman 
«católicas».  Pues  bien,  de  todos  estos  elementos  se  va  a  servir  el  protes- 
tantismo de  dentro  y  de  fuera,  para  convertirlos  en  peones  de  unas  cam- 
pañas innobles:  ahora  estaba  seguro  de  que,  otra  vez  en  la  historia,  se  le 
ofrecía  el  momento  propicio  para  sus  intereses  proselitistas. 

En  junio  de  1945,  la  Conferencia  de  San  Francisco  aprueba  una  mo- 
ción en  la  que  España  es  excluida  virtualmente  de  la  Organización  Inter- 
nacional que  nace.  El  2  de  agosto,  la  nueva  reunión  de  Postdam,  la  ex- 
cluye ya  explícitamente  (125);  en  diciembre  de  1946,  España  reacciona, 
salvándose  a  sí  misma,  en  sus  imponentes  manifestaciones  contra  las  deci- 
siones de  la  O.  N.  U.  Estas,  sin  embargo,  continuaron:  sanciones,  retirada 
de  embajadores,  cierre  de  fronteras  franco-españolas,  etc.,  etc.  (126).  La 
célebre  «tripartita»  de  4  de  marzo  se  atreve  a  dirigirse  contra  el  Caudillo 
en  persona  (127).  Todavía  más:  España  es  excluida  inicua  e  irracional- 
mente del  Plan  Marshall,  de  la  Alianza  Occidental  y  del  Pacto  del  Atlán- 
tico; mientras  se  sigue  miserablemente  especulando  sobre  ella,  haciéndola 
pasar  por  las  mayores  angustias  económicas.  Estas  mismas  angustias  son, 
sin  embargo,  explotadas  por  un  proselitismo  protestante,  con  unos  resul- 
tados tan  precarios  como  el  hambre  y  la  miseria  misma  en  que  se  funda- 
ban. «Estas  coyunturas  políticas — concluye  un  autor  extranjero  (128) — 
tienen  un  efecto  importante  en  lo  religioso,  pues  los  españoles  han  recibi- 
do la  impresión  de  que  su  pobreza,  sus  inextricables  dificultades  económi- 
cas y  la  miseria  de  los  trabajadores,  resultado  natural  de  todo  ello,  han 
sido  explotados  por  la  propaganda  protestante,  mediante  copiosas  distri- 
buciones de  socorro,  leche  condensada,  ropas,  cantidades  de  dinero,  y  me- 
diante la  reunión  de  los  descontentos. 

Algún  lector,  extrañado,  nos  preguntará  el  por  qué  de  este  rápido  re- 
cuerdo de  universal  hispanofobia,  ahora  y  hoy,  que  ya,  felizmente,  ha  pa- 
sado... Responderemos  serenamente  que  nuestra  intención  no  puede  ser 
ya  la  de  herir  a  nadie;  tampoco  nos  dejamos  llevar  de  un  desfogue  instin- 
tivo y  reprimido  mucho  tiempo — por  lo  demás  naturalísimo — .  Es,  senci- 
llamente, la  exposición  objetiva,  aunque  bien  lastimosa,  de  un  marco  y 
de  un  fondo  histórico  que  explique  la  actuación  del  protestantismo  con- 
temporáneo, en  unos  esfuerzos  desesperados  para  no  dejar  perder  la  me- 
jor ocasión  de  todos  los  siglos  para  romper  la  unidad  políticoreligiosa  de 
España.  Y  vamos  a  ver  cómo,  efectivamente,  las  campañas  de  difamación 
no  hubieran  podido  encontrar  un  eco  tan  favorable  sin  ese  ambiente  ra- 
bioso de  hispanofobia,  que  el  protestantismo  ha  sabido  explotar  «a  man- 
salva». 


(124)  En  su  núm.  de  10  de  febrero  de  1950. 

(125)  Obra  cit.  de  la  Cosa,  pp.  322-23. 

(126)  Ibid.,  p.  325. 

(127)  Ibid.,  p.  327.  Léanse  sobre  el  estado  de  ánimo  de  ciertos  pusilánimes  las  pp.  328-330. 

(128)  En  art.  cit.  de  Chavaz,  p.  139. 
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B)    La  Legislación  española  en  materia  religiosa. 

Ya  hemos  hecho  relación,  en  el  capítulo  anterior,  al  acuerdo  interino 
o  transitorio  de  7  de  junio  de  1941,  poniendo  en  vigor  los  cuatro  prime- 
ros artículos  del  Concordato  de  1845  (129);  también  hemos  ya  aludido 
a  la  Orden  del  10  de  marzo  de  1941  restableciendo  y  aclarando  el  artícu- 
lo 42  del  Código  Civil  de  1878,  y,  hemos  dicho,  igualmente,  que  en  di- 
ciembre de  1944,  entra  en  vigor  un  nuevo  Código  Penal.  Finalmente,  el 
17  de  julio  de  1945,  es  promulgado  el  Fuero  de  los  Españoles,  que  es 
convertido  en  Ley  Fundamental  de  la  nación  por  el  Referéndum  de  6  de 
julio  de  1947.  El  texto  había  sido  redactado,  en  la  primavera  anterior,  por 
las  Cortes.  Este  texto  fue  aprobado  por  Roma.  «Y  fue  entonces — afirma 
un  autor  extranjero  (130) — cuando  intervinieron  algunas  Embajadas  para 
tratar  de  conseguir  un  reconocimiento  más  explícito  de  los  derechos  de 
las  minorías  protestantes.»  Esta  intervención  extranjera  en  la  redacción 
del  artículo  6  del  Fuero,  está  confirmada  por  la  Instrucción  que  la  Confe- 
rencia de  Metropolitanos  hacía  pública  el  28  de  mayo  de  1948,  que  decía, 
en  nota  9: 

«No  toca  a  la  Conferencia  de  Metropolitanos  Españoles  entrar  en  ninguna  dis- 
cusión ni  defensa  del  artículo  6  del  Fuero  de  los  Españoles.  Podemos,  sí,  hacer  dos 
afirmaciones  con  absoluta  certeza:  primero,  que  la  tolerancia  del'  culto  privado  disi- 
dente fue  inserta  en  el  artículo  6  del  Fuero  de  los  Españoles  en  vista  de  los  extran- 
jeros residentes  en  España  y  ante  las  exposiciones  de  alguna  potencia  extranjera  no 
católica;  segundo,  que  la  redacción  definitiva  del  artículo  6  del  Fuero  de  -  los  Es- 
pañoles fue,  no  hecha  como  la  del  artículo  11  de  la  Constitución  de  1876,  sin  tra- 
tarlo con  la  Iglesia,  sino  por  el  contrario,  tratándolo  previamente  con  la  Santa  Se- 
de» (131). 

El  artículo  6.°  del  Fuero  fue  recibido,  en  general,  por  la  opinión  ex- 
tranjera como  un  exponente  más  del  «caso  español»,  que  venía  a  plan- 
tear, de  una  forma  acusada,  todo  el  problema  de  la  libertad  religiosa  de 
hoy  (132).  ¿Y  cómo  lo  recibió  la  opinión  española?  Dejemos  hablar  a 
un  observador  extranjero: 

«Los  católicos,  en  conjunto,  se  sintieron  satisfechos.  El  Estado  se  declaraba 
católico,  en  oposición  abierta  a  la  orientación  laica  de  la  Constitución  republicana, 
tan  diversa  de  los  sentimientos  del  país  y  de  sus  tradiciones.  Los  protestantes  que- 
daban autorizados  a  celebrar  sus  cultos,  pero  a  condición  de  que  ello  no  derivase 
ningún  daño  para  las  conciencias  católicas,  puesto  que  no  debería  tener  ningún  ca- 
rácter público  el  ejercicio  de  este  culto  y  de  todas  las  reuniones  de  edificación  y 
formación  que  le  son  inherentes.  Sin  embargo,  es  notable  el  hecho  de  que,  en  1945, 
lo  mismo  que  en  1876,  una  minoría  de  intransigentes  estimaba  que  esta  ley  era  de- 
masiado favorable  a  los  protestantes.  La  oposición,  lo  mismo  que  hace  setenta  años, 
provenía  del  partido  carlista.  Pero,  a  diferencia  de  lo  que  ocurrió  en  1876,  cuando 
el  Episcopado,  ayudado  por  el  Papa  Pío  IX,  había  protestado  contra  el  texto  de  la 
Constitución,  el  artículo  6  del  Fuero  de  los  Españoles  fue  aceptado  por  la  Santa 
Sede  y  por  el  Clero,  aunque  algunos  de  sus  miembros  se  hayan  creído  en  el  caso  de 
formular  alguna  reserva»  (133). 


(129)  Cfr.  art.  citado  de  Calvo  Serer,  p.  313,  nota  80. 

(130)  Cfr.  Chavaz,  art.  cit.,  p.  131. 

(131)  Cfr.  Ecclesia,  1948/1,  pp.  673.  1953/2,  p.  481,  en  nota. 

(132)  Cfr.  Giménez  Urresti,  en  la  obra  cit.,  pp.  20  ss. 

(133)  Cfr.  Chavaz,  en  art.  cit.,  p.  132. 
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El  texto  del  artículo  6.°  parecía  estar  claro,  y  sin  embargo  debieron 
existir  algunas  indecisiones  en  torno  a  la  significación  precisa  de  la  pa- 
labra «culto  privado»,  que  exigieron  algunos  Decretos  administrativos. 
Así,  en  la  Orden  ministerial  de  12  de  noviembre  de  1945,  se  explicaba 
claramente:  «Las  confesiones  disidentes  de  la  religión  católica  podrán 
ejercer  sus  cultos  particulares  en  todo  el  territorio  español,  a  condición 
de  que  se  celebren  siempre  en  el  interior  de  sus  templos  respectivos,  sin 
que  haya  ninguna  manifestación  o  exteriorización  en  la  vía  pública»  (134). 
Lo  mismo  se  volvía  a  explicar  en  la  Orden  del  ministro  de  la  Goberna- 
ción del  13  de  febrero  de  1948.  Esta  Orden,  con  todo,  no  se  hace  pública 
hasta  la  respuesta  del  16  de  marzo  de  1950  de  la  Carta  respuesta  del  Jefe 
de  la  Casa  Civil  de  S.  E.  a  una  petición  de  parte  protestante  (135).  La 
verdad  era  que  no  había  motivo  ninguno  «objetivo»  para  dudar  del  al- 
cance de  la  palabra  «privado»  (136).  El  presidente  de  las  Cortes  lo  había 
explicado  claramente  (137).  Y  el  Caudillo,  más  tarde,  en  el  mensaje  a  las 
Cortes,  con  ocasión  de  la  firma  del  Concordato  de  1953,  habría  de  ex- 
plicar: «este  principio...»  (138).  Nosotros  pensamos,  con  todo,  que  si  no 
en  el  pensamiento  de  los  altos  jefes  de  Gobierno,  por  lo  menos  sí  en  cier- 
tas autoridades  subordinadas,  hubo  alguna  desorientación.  Esta  ha  sido 
señalada  por  el  diputado  norteamericano  J.  P.  Richards  a  la  Cámara  de 
Representantes  de  los  Estados  Unidos  de  Norteamérica  (139);  es  lo  mis- 
mo— pensamos — que  señalaba,  como  una  simple  constatación  ele  hecho, 
el  informe  de  la  Oficina  de  Información  Diplomática  (140).  Y  nosotros 
pensamos  que  esa  misma  preocupación  descubren  ciertos  párrafos  de  la 
Pastoral  de  10  de  septiembre  de  1947  del  Emmo.  Cardenal  Segura  (141). 

De  ahí  que,  en  ciertos  casos,  las  autoridades  inferiores  gubernamenta- 
les más  bien  se  mostraran  «generosas»  con  las  actividades  protestantes. 
Una  vez  más  en  la  historia  de  esta  cuestión,  ciertos  órganos  del  Gobierno, 
influidos  por  circunstancias  varias,  han  hecho  de  las  Leyes  claras  una  in- 
terpretación abusiva  que  ha  dañado  la  santa  causa  de  la  unidad  española. 

Los  protestantes,  desde  luego,  en  la  palabra  «privado»  vieron  más 
bien  una  ampliación  de  favores.  Así  Hughey  (142);  así  el  Boletín  de 
la  I.  E.  E.  (143);  as?  el  optimismo  manifestado  por  la  asamblea  de  la 
misma  I.  E.  E.  de  junio  de  1945  (144);  así  el  Servicio  de  Información 
del  Consejo  Mundial  de  las  Iglesias,  de  Ginebra  (145). 


(134)  Cfr.  la  información  protestante  de  Delpech,  J.,  en  The  oprression  of  Prolestants  in 
Spain  (London,  1956),  pp.  53  ss.  Cfr.  obra  cit.  de  Hughey,  p.  147.  Para  inlormación  católica, 
cfr.  folleto  cit.  de  la  Oficina  de  Información  Diplomática,  p.  161-62. 

(135)  Muchas  de  estas  informaciones  no  pueden  ser  recogidas  por  nosotros  sino  de  fuen- 
tes protestantes.  Cfr.  para  ésta,  obra  cit.  de  Delpech,  pp.  90-91. 

(136)  Cfr.  art.  cit.  de  Chavaz,  pp.  134-5. 

(137)  Apareció  en  toda  la  Prensa  española  de  14  de  julio  de  1945. 

(138)  Cfr.  Bcclesia,  1953/2,  pp.  532-33. 

(139)  Esta  notable  intervención  del  diputado  norteamericano  la  destacamos  más  tarde. 
Cfr.  ahora  O.  /.  D.,  p.  173. 

(140)  Cfr.  O.  /.  D.,  núms.  6  y  7.  Decimos  expresamente  en  el  texto:  «como  una  simple 
constatación  de  hecho.»  Y  es  igualmente  claro  que,  al  tomar  esos  datos  el  Emmo.  cardenal 
Segura  de  la  O.  /.  D.,  tampoco  ha  pretendido  otra  cosa  oue  señalar  una  fuente  de  informa- 
ción. Si,  además  de  esto,  existía  alguna  acusación  implícita,  nosotros  pensamos  que  no  da 
lugar  a  ello  el  informe  de  la  O.  I.  D. 

(141)  Cfr.  en  O.  /.  D.,  p.  141. 

(142)  En  obra  cit.,  pp.  146-7. 

(143)  En  su  Carta  circular  de  1945,  núms.  VIII-IX. 

(144)  Cfr.  en  O.  /.  £>.,  p.  135,  texto  tomado  de  la  revista  protestante  Life  of  Faith,  de 
20  de  agosto  de  1947. 

(145)  Cfr.  S.  O.  E.  P.  /.,  núm.  5  de  febrero  de  1947;  núm.  12  de  marzo  del  mismo  año; 
núm.  27  de  julio  del  mismo  año. 
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El  ambiente  de  confusión  se  había  extendido  de  tal  modo,  que  unas 
declaraciones  del  Jefe  del  Estado  al  periodista  norteamericano  Merwin, 
el  18  de  agosto  de  1947,  podían  fácilmente  ser  mal  interpretadas  (146). 
De  ahí  que  un  autor  extranjero,  después  de  aducir  esas  declaraciones, 
apostillaba: 

«estos  asertos  (del  General  Franco)  eran  rigurosamente  exactos.  Listas  de  tem- 
plos y  de  capillas  publicadas  por  las  comunidades  protestantes,  revelaban  por  en- 
tonces que  estos  lugares  de  culto  eran  bastante  más  numerosos  que  lo  habían  sido 
durante  la  República,  en  el  tiempo  de  la  más  completa  libertad»  (147). 

Los  protestantes,  pues,  como  admite  Hughey  (148),  empezaron  a 
interpretar  abusivamente  el  artículo  6.°  del  Fuero.  Y  se  iniciaron  las 
infracciones  de  la  ley,  tan  francamente  confesadas  en  ocasiones  por  ellos 
mismos.  Así  un  órgano  protestante  dice,  refiriéndose  a  la  apertura  de 
capillas:  «No  hay  autorización  oficial,  pero  casi  todas  las  iglesias  se  la  han 
tomado  por  su  cuenta»  (149).  Ahora  bien,  las  formas  a  que  esta  inter- 
pretación abusiva  dio  lugar,  son  innumerables;  y  las  formas  que  adopta  de 
una  calidad  proselitista  inferior:  difusión  de  panfletos  y  prospectos,  repar- 
to de  Biblias,  ataque  a  los  dogmas  católicos  más  venerados  por  el  pueblo 
español:  eucaristía,  Virgen  María,  el  Papa  y  la  Iglesia  (150). 

Nos  encontrábamos,  pues,  en  estos  años  de  1945-48,  con  un  verdade- 
ro renacimiento  de  las  actividades  proselitistas,  como  tal  vez  nunca  ha- 
bía sucedido  en  la  historia  del  protestantismo  español,  ni  siquiera  en  los 
mejores  tiempos  de  la  llamada  «segunda  reforma».  ¿Cómo  podía  expli- 
carse que,  precisamente,  en  los  años  inmediatamente  posteriores  a  lo  que 
habíamos  llamado  «Cruzada»  por  la  unidad  religiosa  de  España,  pudiera 
acontecer  un  fenómeno  tan  extraño?  Lo  hemos  dicho  antes:  todo  se  ex- 
plica si  se  advierte  el  clima  internacional  adverso,  y  la  poca  firmeza  de 
ciertos  gobernantes  inferiores.  Un  historiador  protestante  podía  hacer  la 
más  halagüeña  descripción  del  estado  actual  del  protestantismo  en  aque- 
llos años  en  España,  y  su  próximo  futuro  porvenir  (151). 

Todo  parecía  «como  si»  la  Legislación  Española  en  materia  religiosa, 
sobre  todo  el  artículo  6.°  del  Fuero,  nos  hubiera  llevado  a  la  inexplicable 
paradoja  de  una  «tolerancia»,  que  se  convertía  en  una  «protección».  La 
verdad,  sin  embargo,  no  era  esa. 


C)    La  posición  de  la  Jerarquía  española. 

Conocemos  ya  la  posición  de  Roma  y  de  la  Jerarquía  española  ante  el 
artículo  11  de  la  proyectada  Constitución  de  1876;  y  cómo  y  por  qué  fue 
finalmente  aceptado  (152).  Acabamos  de  ver,  igualmente,  cómo  el  artícu- 

(146)  Aparecen  en  la  Prensa  contemporánea.  Cfr.  O.  /.  D.,  p.  140.  Hughey,  obra  cit., 
p.  148.  Delpech,  obra  cit.,  p.  58. 

(147)  Así,  Chavaz  en  art.  cit.,  p.  140. 

(148)  En  obra  cit.,  p.  146-7.  , 

(149)  En  O.  1.  D.,  tomándolo  de  Chavaz,  que  depende  de  Life  of  Faith,  de  20  de  agosto 
de  1947. 

(150)  Información  de  Chavaz,  en  O.  1.  D.,  pp.  48-49. 

(151)  Así  Hughey,  pp.  148  ss.  Cfr.  igualmente  Chavaz  en  art.  cit.,  pp.  132-133.  , 

(152)  Hace  historia  precisa  de  ello  la  Carta  Pastoral  del  doctor  Modrego.  Cfr.  Ecclesia, 
1948/1,  p.  372. 
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lo  6.°  del  Fuero,  antes  de  ser  aprobado  por  las  Cortes,  había  sido  some- 
tido, en  su  redacción  constitutiva,  a  Roma  y  al  Episcopado  español  (153). 
Este  artículo  mismo  ha  sido,  finalmente,  incorporado  al  Protocolo  final  del 
Concordato  de  1953.  Con  ello,  la  Santa  Sede — y  no  hay  que  decir  la  Je- 
rarquía española — dan  una  aprobación  definitiva  a  la  legislación  esencial 
que  hace  de  España  no  solamente  una  «Nación»  católica,  sino  que,  sobre 
todo,  imprime  al  «Estado»  español  una  dirección  de  la  que,  en  justicia, 
no  puede  volverse. 

Pero  la  Jerarquía  española,  no  solamente  ha  aceptado  esa  legislación, 
sino  que  la  ha  interpretado  con  su  suprema  autoridad.  Desde  esta  inter- 
pretación, no  puede  caber  duda  alguna  sobre  el  sentido  de  la  palabra  «pri- 
vado». Así  la  Instrucción  colectiva  de  los  Metropolitanos  españoles  (154). 
Así  el  entonces  excelentísimo  obispo  de  Jaén  (155).  Así  la  Pastoral  del 
excelentísimo  obispo  de  Barcelona  (156).  Así  todas  las  Pastorales  que,  por 
estos  años,  advierten  el  peligro  protestante  en  nuestra  patria  (157).  De- 
jamos, sin  embargo,  a  la  propia  responsabilidad  del  autor,  las  siguientes 
afirmaciones:  «No  es  un  secreto  para  nadie  que  el  cardenal  (Segura)  se 
inclinó  contra  su  gusto  ante  la  decisión  de  Roma,  aprobando  el  artícu- 
lo 6.°  del  Fuero.  Gesto  que  impone  a  todos  respeto;  y  no  se  podrá  decir 
que  el  arzobispo  de  Sevilla,  aislado,  representa  al  Episcopado»  (158). 

D)    Incidentes  lamentables. 

Acabamos  de  ver  cómo,  durante  los  años  1945-48,  las  actividades  pro- 
testantes adoptan  en  nuestra  patria,  de  hecho,  un  carácter  no  solamente 
antilegal,  sino  ofensivo  y  agresivo  al  catolicismo  español.  Las  reacciones, 
por  parte  católica,  fueron — ¡hablamos  siempre  de  hecho! — absolutamente 
normales,  aun  dentro  de  su  agresividad.  Existían,  como  sabemos,  elemen- 
tos descontentos  ya  de  mucho  antes  por  el  sentido  «tolerante» — decían — 
del  artículo  6.°  del  Fuero;  otros  elementos  estaban  molestos  por  ese  pro- 
selitismo  descarado  y  sin  paliativos;  algunos  otros,  finalmente,  pensaron 
que  las  autoridades  gubernativas  no  aplicaban  las  leyes  de  prohibición  de 
toda  manifestación  pública  de  cultos  no  católicos...  Y  con  un  celo,  indu- 
dablemente sincero,  pero  intemperante  y  fuera  de  propósito,  se  tomaron 
la  justicia  por  su  mano. 

¿Cuáles  fueron  los  incidentes  surgidos?  ¿Cuál  su  importancia?  ¿Quién 
tuvo  la  culpa  de  ello?  Y,  finalmente,  y  sobre  todo:  ¿qué  última  significa- 


(153)  Además  de  las  citas  en  nota  10,  cfr.  Calvo  Serer,  art.  cit.,  313-14;  y  Chavaz,  pagi- 
nas 131-132. 

(154)  Cfr.  nota  131. 

(155)  Cfr.  Ecclesia,  1948/1,  p.  370. 

(156)  Cfr.  Ecclesia,  ibid.,  p.  372.  Nueva  Pastoral  de  febrero  de  1954,  cfr.  en  Ibid. 

(157)  Están  señaladas  por  Ecclesia  en  estos  años;  pero  (1954/1,  p.  399.  Recordamos: 
Sr.  arzobispo  de  Zaragoza,  en  diciembre  de  1947;  Sr.  obispo  de  Vitoria,  en  1948;  Sr.  obispo 
de  Barbastro,  discurso  pronunciado  en  Zaragoza,  1953;  Sr.  obispo  de  Astorga...  Además  de 
los  ya  citados:  Emmo.  cardenal  Segura,  Emmo.  cardenal  Primado.  Instrucción  colectiva  de 
Metropolitanos.  Cfr.  art.  cit.  de  Odriozola,  p.  296,  nota  88. 

(158)  Así  Chavaz  en  art.  cit.,  p.  142;  con  quien  no  podemos  compartir  en  este  punto  todas 
las  afirmaciones.  Cfr.  una  expresión  «perfecta»  en  el  Editorial  de  Ecclesia,  1948/1,  pági- 
nas 671-72. 
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ción  encierran  más  allá  de  la  anécdota  callejera  y  de  la  vocinglería  pro- 
pagandística? 

Al  hablar  de  estos  incidentes,  ocurridos  casi  todos  durante  el  año  1947, 
y  algunos  más,  muy  pocos  ya,  en  años  posteriores,  nos  sería  fácil  pre- 
sentar al  lector  la  lista  completa  con  una  descripción  detallada  de  sus  cir- 
cunstancias como  constan  en  nuestras  fichas  de  estudio.  Renunciamos  a 
ello  porque  no  lo  consideramos  pertinente;  y  preferimos  remitir  al  lector 
a  la  nota  bibliográfica  que  precisamente  se  reduce  a  fuentes  de  proceden- 
cia protestante  (159).  Entre  esos  incidentes,  deben  destacarse  primero  la 
campaña  de  tipo  panfletario  de  excitación,  llevada  a  cabo  unas  veces  por 
elementos  anónimos  y  otras  por  elementos  firmantes,  que  no  han  oculta- 
do noblemente  sus  temores  y  sus  deseos  de  poner  fin  a  ciertas  actitudes 
pasivas.  Siguieron  luego  los  incidentes  reales:  verdaderos  atropellos  a  los 
locales  y  a  los  enseres  del  culto  protestante.  El  lector  puede  acudir  a 
nuestra  nota  bibliográfica  si  quiere  enterarse  de  detalles  que  nada  signifi- 
can. Chavaz,  después  de  una  descripción  verídica  de  los  más  importantes, 
continúa  diciendo:  «probablemente  se  podrían  añadir  otros.  Son  muy  la- 
mentables. Pero,  en  honor  de  la  verdad,  no  se  pueden  tergiversar  los  he- 
chos, ni  exagerar  su  alcance  ni  su  significación»  (159  bis). 

¿Cuál  es,  pues,  la  importancia  real  de  estos  actos  de  violencia?  Pa- 
ra ser  objetivos  no  hace  falta  que  ahora  nosotros  fuéramos  recorriendo  las 
descripciones  que  han  recorrido  las  fuentes  protestantes,  interesadas  en 
exagerar  los  sucesos.  Nos  sería  demasiado  fácil  advertir  cómo  una  acumu- 
lación de  fotos  de  edificios  siniestrados,  o  unas  exclamaciones  pintarra- 
jeadas en  la  puerta  de  una  capilla,  no  pueden  dar  más  que  una  prueba  do- 
cumental de  unas  anécdotas  que  nosotros  los  católicos  somos  los  primeros 
en  lamentar  (160).  Es,  por  ejemplo,  falsa  del  todo  la  afirmación  del  órga- 
no protestante  Midi-Libre  (161),  de  que  fueran  reducidas  a  cenizas  las 
capillas  avengélicas  de  Barcelona,  Granollers,  Madrid  y  Sevilla...  En  reali- 
dad, los  sucesos  de  1947 — que,  en  cuanto  a  su  número,  fueron  ciertamen- 
te numerosos — se  redujeron  a  los  siguientes:  daños  más  o  menos  impor- 
tantes en  el  edificio  y  en  los  enseres  sin  llegar  nunca  a  la  destrucción  de 
ningún  local;  ningún  daño  de  importancia  personal,  aunque  ciertamente 
hubo  injurias  personales.  Finalmente,  la  acción  gubernativa  logró  casi 
siempre  castigar  a  los  culpables  y  la  restitución  de  perjuicios. 

Lo  importante,  sin  embargo,  en  estos  incidentes,  no  es  tanto  el  ca- 
rácter anecdótico  que  tienen  de  hecho,  cuanto  el  sentido  que  encierran  y 
las  causas  que  los  motivan.  Es  claro  que  la  interpretación  valorativa  de 
los  sucesos  es  necesariamente  distinta  según  el  punto  de  vista  que  se  adop- 
te, protestante  o  católico;  y,  aun  respecto  a  este  último,  debe  distinguirse 


(159)  Utilizamos  las  siguientes  fuentes  de  información:  las  ediciones  del  libro  de  Del- 
pech,  francesa,  norteamericana,  inglesa,  alemana,  que  no  en  todo  convienen  y  se  comple- 
mentan mutuamente.  El  opúsculo  publicado  por  las  Edic.  Pro  Hispania  del  Comité  Protes- 
tante del  Alto  Aragón,  titulada  Liberté  religieuse  en  péril.  El  libro  cit.  de  Hughey.  La  Vie 
protestante,  de  Ginebra,  de  14  de  marzo  de  1952.  Midi-Libre,  de  Montpellier,  de  10  de  no- 
viembre de  1947.  Y  S.  O.  E.  P.  /.,  años  1947,  1948  y  1952. 

(159  bis)   En  art.  cit.,  p.  149. 

(160)  Así  han  procedido  el  opúsculo  La  liberté  religieuse...  y  las  ediciones  francesa  y 
alemana  del  libro  de  Delpech.  Con  ello  evidentemente  sólo  se  sirven  los  fines  de  una  propa- 
ganda de  estilo  discutible. 

(1961)   En  su  núm.  de  6  de  nov.  de  1947. 
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entre  «católico-español»  y  católico-no-español.  Empecemos  afirmando  al- 
go absolutamente  claro,  y  cuya  negación  entra  inmediatamente  en  el  te- 
rreno de  lo  calumnioso:  no  existió  ninguna  complicidad  en  los  sucesos,  ni 
por  parte  del  Gobierno  español,  ni  por  parte  de  la  Jerarquía.  De  hecho, 
en  las  fuentes  de  información  protestante,  no  hemos  encontrado  nada  so- 
bre ello.  Unicamente  han  aparecido  ligeras  insinuaciones  contra  la  actua- 
ción del  Emmo.  Cardenal  Segura.  Para  los  protestantes,  el  fallecido  car- 
denal español  era  «tbe  great  arch-enemy  of  Vrotestantism  an  of  religious 
Liberty»  (162).  ¿Cuál  fue,  sin  embargo,  la  verdadera  actuación  del  Emmo. 
Segura?  En  una  cuestión  tan  actual,  preferimos  valemos  de  un  autor  ex- 
tranjero y  de  una  información  oficiosa. 

El  sacerdote  suizo  Chavaz,  dice:  «El  cardenal  Segura,  arzobispo  de  Sevilla,  las 
(inquietudes  de  los  católicos)  animaba  en  una  Carta  Pastoral  del  10  de  septiem- 
bre (de  1947).  Este  prelado  es  una  de  las  más  nobles  figuras  de  la  España  con- 
temporánea... Según  la  antigua  tradición  española,  se  muestra  intransigente,  sin 
ninguna  consideración  por  las  contingencias  políticas,  cuando  se  trata  de  intereses 
religiosos...»  (163).  Y  en  la  Oficina  de  Información  Diplomática,  explicaba  así  su 
actuación:  «La  Carta  del  cardenal  está  motivada  por  el  anuncio  que,  en  enero  del 
mismo  año,  hizo  un  pastor  protestante  de  Sevilla,  anunciando  que,  en  vista  de  las 
favorables  circunstancias,  se  iban  a  abrir  en  esta  ciudad  varias  capillas  protestan- 
tes más;  el  cardenal  sostenía  que  el  artículo  6  del  Fuero  de  los  Españoles  no  podía 
interpretarse  tan  ampliamente...»  (164).  Tampoco  monseñor  Vizcarra  hizo  otra  cosa 
en  su  discurso  que  poner  en  guardia  a  sus  oyentes  contra  la  ofensiva  protestante 
(165);  efectivamente,  como  dice  la  misma  Oficina  de  Información  Diplomática,  el 
obispo  Vizcarra  se  refirió  a  la  intensa  propaganda  protestante  y,  especialmente,  al 
refuerzo  económico  que  estaban  recibiendo  por  aquellos  días...»  (166). 

En  realidad,  tanto  las  Pastorales  de  los  obispos  españoles  de  aquel 
año  siguiente  a  los  sucesos,  como  la  Instrucción  de  los  Metropolitanos, 
condenaron  unánimemente  estos  actos  de  fuerza.  Hughey,  después  de  na- 
rrar los  sucesos,  decía:  «Las  anteriores  declaraciones  no  deben  ser  toma- 
das como  expresión  de  una  unidad  general  y  de  una  norma  política  de  la 
Iglesia  Católica  en  España,  ya  que  la  Jerarquía  hizo  conocer  su  desaproba- 
ción de  ese  uso  de  la  violencia»  (167). 

Lo  mismo  declaraba  Paul  P.  Kennedy  en  el  «New  York  Times»  (168). 
Y  Mr.  Lloyd,  entonces  ministro  de  Asuntos  Exteriores  inglés,  respondien- 
do a  una  interpelación  ocasionada  por  el  incidente  de  Sevilla  de  1952,  res- 
pondía que:  «no  hay  ni  la  más  mínima  prueba  de  que  el  Gobierno  espa- 
ñol estuviera  implicado  en  ningún  sentido  en  el  incidente»  (169). 

Pero,  si  definitivamente  queremos  saber  las  últimas  causas  de  estos 
lamentables  y  típicos  fenómenos  «populares»,  nosotros  apuntaríamos  a  dos: 
primero,  el  comportamiento  ilegal,  irrespetuoso  ciudadanamente,  agresivo 
y  provocativo  de  algunos  grupos  protestantes  en  su  afán  proselitista;  y, 
después,  como  consecuencia,  la  exasperación  de  ciertos  elementos  católicos 


(162)  En  obra  cit.,  p.  149. 

(163)  En  art.  cit.,  p.  140. 

(164)  O.  I.  D.,  p.  54. 

(165)  Cfr.  Ecclesia,  1947/2,  p.  401. 

(166)  O.  I.  D.,  p.  55. 

(167)  En  o.  c,  p.  154. 

(168)  En  su  núm.  de  25  de  dic.  1948. 

(169)  Cfr.  desarrollo  de  toda  la  sesión  de  interpelación  en  O.  /.  D.,  pp.  52-55. 
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por  la  incomprensible  pasividad  de  algunas  autoridades  locales,  ante  tales 
hechos  vejatorios  de  ilegal  y  descarado  proselitismo. 

Y  todavía  nosotros  seguimos  pensando  que  esas  anécdotas,  todo  lo 
lamentables  que  se  quieran,  están  descubriendo  el  fondo  de  un  problema 
todavía  más  agudo  y  más  digno  de  lamentarse.  Y  es  éste  el  que  debe  ha- 
cer reflexionar  tanto  a  las  autoridades  nacionales  como  extranjeras: 

«El  problema  de  la  unidad  religiosopolítica  de  los  españoles,  si  no 
quiere  terminar  en  graves  trastornos  internos  y  aun  externos,  necesita  ser 
comprendido  por  los  Gobiernos  extranjeros  como  un  problema  peculiar 
español.  Ellos  no  pueden  inmiscuirse  en  un  asunto,  específicamente  es- 
pañol, que  solamente  puede  ser  comprendido  y  resuelto  por  españoles  y 
para  españoles.» 

La  historia  de  la  unidad  religiosopolítica  de  España  que  hasta  ahora 
llevamos  hecha,  muestra  bien  a  las  claras  que  ese  problema  no  puede  en- 
contrar solución  distinta  que  la  adoptada  por  el  actual  Gobierno  español. 
Solamente  ella  responde  a  las  condiciones  sociológicas,  demográficas  y  psi- 
cológicas del  pueblo  español:  una  actitud  de  tolerancia,  pero  «positiva»  en 
dos  sentidos:  de  mantener  eficazmente  las  leyes  sobre  manifestaciones  de 
cultos  distintos  del  católico,  y  el  amparo,  igualmente  eficaz,  de  la  libertad 
personal  y  de  religión.  Todo  otro  procedimiento,  hoy  y  en  las  circunstan- 
cias actuales,  lleva  un  grave  y  seguro  riesgo  de  comprometer  los  intere- 
ses más  serios  de  la  nación  española.  Y  no  podemos  dejarnos  llevar  del 
inocente  señuelo  de  un  futuro,  ahora  que  el  presente  nos  agobia  con  una 
urgencia  tremenda.  Sabemos  que  la  Historia  puede  progresar,  o...  terri- 
blemente «regresar».  En  nosotros,  los  católicos,  está  el  que  esa  Historia 
«española  y  católica»  progrese  en  el  sentido  de  una  unidad  políticoreli- 
giosa  cada  vez  más  perfecta.  Lo  contrario  sería  la  mayor  desgracia  de  Es- 
paña, y  la  más  grave  de  nuestras  responsabilidades. 

2.    Primera  campaña  de  difamación:  ¿protestantes 
perseguidos  o  protestantes  fuera  de  la  ley? 

«De  cuando  en  cuando,  arrecia  por  el  mundo  una  campaña  de  difama- 
ción contra  España,  suscitada  en  torno  a  la  situación  del  protestantismo  en 
nuestra  patria...»  (170). 

La  que  vamos  a  llamar  primera  gran  campaña,  adoptó  un  «slogan» 
fuerte:  «Persecución  de  los  protestantes  en  España»  (171);  de  ese  modo  la 
conciencia  internacional  podría  despertar  ante  el  recuerdo  siempre  vivo  de 
una  nueva  y  nunca  periclitada  Inquisición. 

Pero  ¿cuál  era  la  verdadera  realidad:  la  de  unos  protestantes  persegui- 
dos, o  la  de  unos  subditos  españoles  fuera  de  la  ley?...  Se  responderá  in- 
mediatamente que  se  trata  de  una  ley  «injusta»,  pero — y  dejando  para 
luego  la  cuestión  del  criterio  valorativo  de  lo  justo  y  de  lo  injusto  en  este 


\\l\>)    u.  1.  u.,  p.  /. 

(171)  No  inventamos  nada:  la  edic.  más  difundida  del  libro  del  pastor  Delpech,  la  in- 
glesa, lleva  por  título:  The  oppression  o¡  protestants  in  Spain. 


116 


caso — nos  encontramos,  efectivamente,  ante  una  situación  de  hecho  ile- 
gal, que  los  protestantes  se  crean  a  sí  mismos,  en  cuanto  subditos  del  Es- 
tado español.  La  razón  última  de  este  hecho  hay  que  buscarla  en  la  His- 
toria: el  protestantismo  ha  representado  siempre  una  «herejía  nacional». 
Se  dirá  que  ha  sido  obstaculizado  por  el  poder  público,  civil  y  eclesiásti- 
co. Pero,  añade  sobriamente  la  O.  I.  D.: 

«esa  es  la  gran  verdad  de  España  y  la  última  razón  de  su  modo  de  ser.  Porque, 
al  expulsarlo  de  su  periferia,  el  poder  público  no  obraba  sino  como  instrumento  de 
la  conciencia  general.  No  fue  obra  de  un  Gobierno;  fue  la  repulsa  de  todo  el  pue- 
blo español  patente  a  través  de  los  siglos»  (172). 

Pero  veamos  cómo  se  desarrolla  la  campaña.  En  un  proceso  de  des- 
arrollo tan  fluido  y  variado,  seguimos  simplemente  los  diferentes  centros 
de  interés,  teniendo  mucho  cuidado  en  distinguir  al  lector  las  fuentes  ca- 
tólicas de  las  no  católicas.  Rogamos  al  lector  un  poco  de  paciencia  con 
nuestras  numerosas  citas:  son  necesarias  para  exponer  lealmente  el  estado 
objetivo  de  la  cuestión.  Ya  que  ésta  y  las  demás  campañas  que  expondre- 
mos, han  utilizado  para  sus  fines  todos  los  medios  modernos  de  difusión: 
los  órganos  de  divulgación,  Prensa,  radio,  agencias;  las  repercusiones  po- 
líticas por  vía  diplomática  y  hasta  parlamentaria;  las  repercusiones  doctri- 
nales, artículos  de  revistas,  libros  y  folletos,  hojas  volantes  y  panfletos; 
todos  ellos  abordan  el  llamado  «caso  español»,  como  punto  de  arranque  de 
una  discusión  doctrinal  en  torno  a  los  mismos  principios  sobre  la  libertad 
religiosa  en  general. 

A)    Los  países  Bálticos. 

Uno  de  los  primeros  ataques  de  la  ofensiva  contra  la  unidad  religiosa 
de  España,  procede  del  corresponsal  Bjorn  Hallstróm,  de  profesión  cuáque- 
ro; quien,  en  visita  clandestina  por  España,  escribe  varios  artículos  en  el 
periódico  «Svenska  Morgonbladet»,  órgano  del  partido  liberal  y  de  los 
protestantes  militantes  de  Suecia.  Los  artículos  son  recogidos  en  un 
opúsculo  que  tiene  los  honores  de  ser  presentado  en  la  O.  N.  U.,  como 
un  documento  más,  acusador  de  la  intolerancia  de  España  (173).  El  señor 
Iribarren,  después  de  haber  aducido  largos  extractos  de  Hallstróm,  con- 
cluye: «hagamos  el  balance  del  sueco:...  total:  diecisiete  afirmaciones  que 
son  diecisiete  descaradas  mentiras  como  para  dar  la  enhorabuena  a  los 
lectores  del  «Svenska  Morgonbladet»  (174).  Cosa  parecida  hacía  el  pe- 
riódico conservador,  también  sueco,  «Svenska  Dagbladet»  (175);  lo  mismo 


(172)  o.  i.  D.,  p.  51. 

(173)  Los  arts.  se  publican  en  17,  18  de  abril  y  5  de  nov.  de  1947.  El  opúsculo  se  titu- 
laba: /  Franco-Spanien  litan  Pass  (En  la  España  de  Franco  sin  pasaporte).  (Stockholm, 
Missionsfórbundts  Forlag,  1947);  se  traduce  al  inglés  con  el  título:  Secret  Journey  throuth 
Spain  (London,  1948).  Cfr.  otro  art.  del  Svenska  Morgonbladet  en  Ecclesia,  1950/2,  p.  60;  el 
mismo  Hallstróm  volvía  sobre  el  tema  en  el  Manchester  Guardian,  de  10  de  nov.  de  1948. 
Para  textos  y  críticas  de  estos  y  otros  arts.,  cfr.  Iribarren,  J.,  El  protestantismo  español, 
problema  artificial.  Cuatro  arts.  de  Ecclesia,  1949/1,  515-528;  543-545;  573-575;  602-612.  Y  Mns. 
Vizcarra,  Indignos  ataques  a  la  Iglesia  española.  Ecclesia,  1948/1,  429-431.  Cfr.  O.  /.  £>.,  pá- 
gina 11.  El  Góteborgs  Handels  (Sjófarts-Tidning),  de  21  de  enero  de  1948,  vuelve  de  nuevo 
sobre  los  arts.  de  Hallstróm. 

(174)  Ibid.,  p.  516. 

(175)  En  su  crónica  de  mayo  de  1947.  La  crítica  la  hizo  el  P.  Bayle,  a  su  tiempo,  en 
Razón  y  Fe,  julio-septiembre  1947,  p.  249  ss. 
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Gustavsson  Bernt,  en  su  trabajo  publicado  en  el  «Arbeitet»,  de  Malmo 
(176);  otras  fuentes  de  información  báltica  siguen  con  interés  la  campaña. 
Así  el  «Dagen»,  de  Estocolmo  (177).  El  «Press  Service  of  the  Danish 
Church»  protestante,  se  hacía  eco  de  la  campaña,  alabando  un  párrafo  del 
periódico — esta  vez  católico — «The  Catholic  Week»  (178);  este  semana- 
rio católico  danés  decía  tan  inocentemente  que  esperaba  pronto  recibir  «de 
una  autorizada  fuente  española»  que  tales  desórdenes  serían  castigados  co- 
mo se  merecían...  (179).  El  mismo  escándalo  edificante  recibía  otra  se- 
ñora católica  compasiva  hacia  los  protestantes  españoles,  perseguidos  por 
los  católicos  españoles  hasta  tal  punto  que  «llegan  a  profanar  el  nombre 
sagrado  de  la  Madre  de  Dios,  empleándolo  como  etiqueta  para  sus  crí- 
menes» (180). 

Vaya  el  lector  advirtiendo  por  sí  mismo  las  fuentes,  las  reacciones,  las 
exageraciones  y  las  falsedades  que,  entre  protestantes  y  católicos  del  Bál- 
tico, producían  las  llamadas  persecuciones  de  los  protestantes  en  España... 


B)    Estados  Unidos  de  Norteamérica  y  Canadá. 


Pero  el  caso  es  que  la  campaña  se  extiende.  Fijémonos  ahora  en 
U.  S.  A.  y  Canadá.  Leiper,  autor  protestante,  nos  habla  en  1947  de  la 
vida  lánguida  espiritualmente  del  protestantismo  español  (181);  lo  mismo 
dicen  Araujo  y  Grubb,  citando  a  Buffard  (182);  y  no  de  otro  modo  se  ex- 
presa el  protestante  hispanista  E.  Allison  Peers  (183),  y  el  católico  nor- 
teamericano Pattee  (184);  quienes  reconocen  la  aversión  instintiva  del 
pueblo  español  contra  el  protestantismo.  Efectivamente,  el  diario  pro- 
testante «The  Christian»  advertía  su  escaso  número  (185). 

Sin  embargo,  el  ambiente  se  preparaba  para  la  campaña.  Por  estos 
días  salía  el  lastimoso  libro  de  Hughes  (186),  y  los  periódicos  empiezan 
una  propaganda  dirigida.  Así  el  «Sunday»,  con  las  truculencias  que  le 
transmite  su  corresponsal  Froman,  recibidas  del  pastor  catalán  en  exilio 
Caries  (187);  así  el  «Chicago  Daily  Tribune»,  en  donde  el  pastor  Bonell 
escribe  que  «España  es  el  país  más  sombrío  de  Europa  respecto  de  la  li- 
bertad religiosa,  y  que  él  prefiere  vivir  tras  el  telón  de  acero...»  (188); 


(176)  En  25  de  oct.  de  1947.  Cfr.  Iribarren,  art.  cit.,  p.  516. 

(177)  En  3  de  mayo  de  1954.  Se  trata  de  una  relación  de  un  misionero  pentecostal  ex- 
pulsado de  España. 

(178)  Cfr.  opúsculo  cit.  La  liberté  religieuse...,  pp.  27-28,  quien  lo  toma  de  Vie  Protes- 
tante, de  6  de  febrero  de  1948. 

(179)  Cfr.  texto  en  The  Oppression...,  p.  96.  A  ello  alude  también  el  abate  Couturier 
en  la  obra  en  colaboración  Vnité  el  Tolerance,  p.  137. 

(180)  Así  la  Katolsk  Ugeblad,  del  30  de  nov.  de  1947.  Cfr.  las  conferencias  de  otro 
exilado  protestante  en  9  de  nov.  del  mismo  año. 

(181)  En  Chrisltanitv  to  Doy  (New  York,  1947),  p.  91. 

(182)  En  Religión  in  the  Republic  of  Spain  (World  Dominion  Press.  1953),  p.  83.  El 
censor,  en  cambio,  de  la  obra  de  Leiper  (en  Ecumenical  Review,  1  (48-49),  p.  255,  nos 
habla  de  que  el  art.  sobre  España  nos  refiere  una  historia  de  valor  y  de  resistencia  que 
debería  ser  más  generalmente  conocida. 

(183)  «...  There  seems  to  be  in  the  Spaniard  an  instinclive  adversión  from  it».  En  Spain, 
the  Church  and  the  Orders  (cit.  por  O.  /.  D.,  p.  31). 

(184)  Cfr.  texto  en  O.  /  .D.,  p.  31. 

(185)  The  Christian,  de  10  ¡ulio  1947.  Cfr.  Ecclesia,  1948/1,  p.  207. 

(186)  Report  ¡rom  Spain  (New  York,  1947).  Cfr.  refutación  en  Mns.  Vizcarra,  Ecclesia, 
1947/2,  pp.  483-486,  v  traducción  francesa  en  Docum.  Catliol,  1948,  col.  879-886. 

(187)  En  su  núm.  de  mayo  de  1948.  Cfr.  Iribarren,  a.  c,  p.  527. 

(188)  En  su  núm.  de  11  d  esept.  1948.  Cfr.  Iribarren,  ibid.,  p.  527.  Cfr.  nuevas  noti- 
cias del  mismo  pastor  neoyorquino  en  New  York  Times,  de  27  de  sept.  1948. 
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«Every's  Body»,  afirmaba  algo  más  grave  todavía:  «...  no  pasa  una  se- 
mana en  España  en  que  no  sea  torturado  hasta  la  muerte  algún  miembro 
de  la  Iglesia  protestante»  (189);  parecidas  truculencias  escribía  el  perió- 
dico canadiense  «La  Gazette»  (190),  y  lo  mismo  el  «The  United  Churcb 
Observer»  (191).  Especial  mención  se  merece  un  gran  maestro  de  la  men- 
tira y  de  la  calumnia  contra  España,  Bigart  Homer,  que  escribía  cosas  te- 
rribles en  el  «New  York  Herald  Tribune» — cosa  muy  importante,  dice 
monseñor  Vizcarra — en  vísperas  de  abrirse  nuevo  debate  antiespañol  en 
la  O.  N.  U.  (192);  y  en  el  periódico  canadiense  «The  Monireal  Star» 
se  comparaba  a  España  con  la  Roma  del  tiempo  de  Nerón  (193). 

Pero  no  es  sólo  la  Prensa  periódica.  Por  este  tiempo  aparecen  unos 
cuantos  libros  famosos  de  ataque  a  la  Iglesia  Católica  en  general,  y  a  Es- 
paña en  particular.  Así,  los  conocidos  de  Blanshard,  Manhattan,  Avro, 
Trenchard,  Wrigth  (194):  son  los  libros  que  recomendaba  leer  uno  de  tan- 
tos panfletos  que  han  llegado  a  nuestras  manos,  salido  de  la  Orient  Cru- 
sades,  de  Los  Angeles,  para  liberarse  del  «romanismo»,  que  es  «demo- 
cracy's  enemy  and  Comunism's  prototype.»  ¿Se  puede  decir  más?  (195). 

El  aspecto  político  de  esta  campaña  contra  el  catolicismo  español  en 
EE.  UU.  lo  ponía  de  manifiesto,  en  una  coferencia  de  Prensa,  el  entonces 
secretario  de  Estado,  cuando  unía  expresamente  las  dos  cuestiones,  la  po- 
lítica de  la  reposición  de  embajadores,  con  sus  afirmaciones  de  que  «la  li- 
bertad de  cultos,  fundamentalísima  para  el  libre  ejercicio  de  la  persona  hu- 
mana, no  existe  en  España»  (196). 

Hay,  en  verdad,  que  destacar  algunas  reacciones  favorables,  aunque 
pocas.  Así,  el  «Catholic  Herald»  (197);  el  «New  York  Times»  (198).  Pe- 
ro el  alegato  más  serio  y  documentado  en  favor  de  España  lo  constituyó 
la  intervención  famosa  del  senador  protestante  norteamericano  James  P. 
Richards,  en  un  discurso  que  merecería  ser  trasladado  entero  (199). 

C)  Inglaterra. 

En  Inglaterra  la  repercusión  de  la  campaña  fue  no  pequeña.  Los  in- 
gleses estaban  ya  familiarizados  hacía  tiempo  con  las  dificultades  prose- 
litistas  de  sus  «colporteurs»,  por  los  libros  clásicos  de  Borrow  y  Richard 


(189)  En  su  núm.  de  25  de  dic.  de  1948. 

(190)  Con  la  firma  de  A.  L.  Smith  v  fecha  de  27  de  enero  de  1948. 

(191)  En  su  núm.  de  1  de  febrero  de  1948;  cfr.  Iribarren,  a.  c,  p.  528. 

(192)  En  Ecclesia,  1949/1,  p.  376;  cfr.,  ibid.,  p.  528,  una  refutación  vigorosa  y  exacta. 
A  estos  arts.  contestaba  el  agregado  de  Prensa  de  la  Embajada  española  en  Washington, 
pero  la  dirección  los  mutiló  lastimosamente. 

(193)  Art.  de  27  de  enero  de  1948,  por  el  presbiteriano  Rdo.  H.  Alastair  MacOdrum. 

(194)  Se  trata  de  la  organización  «Orient  Crusades»,  cuyos  métodos  de  acción  se  dis- 
tinguen por  su  rabioso  anticatolicismo. 

(195)  El  panfleto  despreciable  se  titula — muy  significativamente — :  Will  America  elect 
a  Catholic  Presiden!,  y  procede  de  la  organización  dicha.  Por  esos  métodos,  bien  pobres, 
se  ha  intentado,  a  la  desesperada,  evitar  lo  que  de  un  modo  normal  tenía  que  venir,  y  ya 
ha  venido,  un  presidente  católico  de  U.  S.  A. 

(196)  Cfr.  Ecclesia,  1949/1,  p.  573,  en  donde  Iribarren  responde  adecuadamente.  Cfr. 
también  Hughey,  o.  c,  p.  154,  nota  56;  otras  intervenciones  en  este  sentido  en  S.  O.  E.  P.  I., 
núm.  43,  de  octubre  de  1948. 

(197)  En  su  núm.  de  17  de  febrero  de  1948;  cfr.,  Ecclesia,  Ibid.,  p  .573. 

(198)  En  su  núm.  de  25  de  diciembre  1948,  por  el  simpatizante  Paul  P.  Kennedy. 

(199)  Cfr.  reproducción  íntegra  en  A  B  C,  del  19  de  julio  de  1950;  copia  en  Eccle- 
sia, 1950/2,  pp.  97-99;  v  en  O.  /.  D.,  pp.  167-183,  quien  remite  a  Connressional  Record- 
House,  vol.  96,  núm.  116,  pp.  8.677-8.680. 
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Ford,  y  ya  últimamente  por  el  libro  citado  de  Araujo-Grubb.  Los  espa- 
ñoles estábamos  igualmente  acostumbrados  a  que  en  la  «leyenda  negra», 
bien  nutrida  por  el  oro  inglés,  figurara  en  primer  plano  la  persecución  del 
protestantismo  por  la  Inquisición...  Pero  ahora,  de  nuevo,  la  campaña 
toma  caracteres  todavía  más  acusados  por  las  rivalidades  políticas. 

Los  periódicos  se  han  ocupado  hasta  la  saciedad  del  tema.  Así,  «Life 
of  Faith»  (200);  así  el  «Manchester  Guardian»,  reproduciendo  los  des- 
dichados artículos  de  Hálstróm  (201);  así  el  «The  English  Churchman» 
(202).  Periódicos  católicos,  como  el  «Catholic  Herald»,  se  dejan  impresio- 
nar (203). 

Vinieron  en  seguida  las  primeras  reacciones  diplomáticas  inglesas,  con 
un  procedimiento  ya  bien  conocido  en  la  historia  diplomática  de  estas  cues- 
tiones, se  reclama  por  los  «bienes  ingleses»,  que  son  las  capillas  protes- 
tantes establecidas  en  España...  (204).  Más  tarde  observaremos  nuevas 
reacciones  inglesas. 


D)  Suiza. 

Suiza  ha  sido  un  país  especialmente  interesado  en  el  problema  español; 
en  él  se  jugaban  unos  intereses  confesionales  que  están  a  la  base  misma 
de  la  estructura  política  de  la  Confederación  Helvética;  de  ahí  que  pro- 
testantes y  católicos  hayan  tomado  las  más  diversas  actitudes  en  torno  al 
«caso  español». 

El  Comité  de  Lausanne  declara  abiertamente  su  intento  de  «evangeli- 
zar» a  España  (205);  con  una  intención,  claro  está,  de  llegar  a  un  antica- 
tolicismo rabioso,  y  esto  como  un  título  de  gloria  (206).  «Por  estas  ra- 
zones— escribe  el  suizo  católico  Chavaz — el  catolicismo  y  el  protestantis- 
mo chocan  más  radicalmente,  con  más  violencia,  en  España  que  en  cual- 
quier otro  país  del  mundo.»  Por  esta  razón  misma  no  hay  motivo  para 
asombrarse  de  que  el  secretario  de  la  Unión  Cristiana  de  Barcelona  afir- 
me que  «una  característica  del  protestantismo  español  es  ser  anticatólico», 
o  de  leer  en  el  «Boletín  de  la  Iglesia  Evangélica  Española»  estas  líneas, 
que  tienen  algo  de  declaración  de  guerra:  «que  si  el  protestantismo  cons- 
tituye una  amenaza  efectiva  para  la  «paz  romana»,  somos  nosotros  los 
primeros  en  admitirlo  como  un  hecho  cierto  y  un  honor  para  la  Iglesia 
Evangélica»  (207). 


(200)  En  su  núm.  de  20  de  agosto  de  1947  informa  sobre  la  bases  económicas  extran- 
jeras del  protestantismo  español. 

(201)  En  su  núm.  de  10  de  nov.  de  1948. 

(202)  En  su  núm.  de  7  de  enero  de  1949;  cfr.  Ecclcsia,  1949/1.  p.  527. 

(203)  En  su  núm.  de  25  de  marzo  de  1949,  se  vuelve  conciliador;  pero  unos  días  an- 
tes, el  11  de  marzo,  la  impresión  es  pesimista.  Cfr.  Hechos  y  Dichos,  año  1949,  pp.  258  ss. 

(204)  En  abril  de  1949,  el  entonces  ministro  de  Asuntos  Exteriores,  el  laborista  Bevan, 
ante  una  reclamación  parlamentaria,  informaba  a  la  Cámara  de  los  Comunes  que  había  in- 
tentado inútilmente  por  más  de  un  año  la  reapertura  de  siete  capillas  protestantes  en  España, 
que  eran  de  propiedad  británica.  Cfr.  Catholic  Herald,  de  29  de  abril  de  1949,  y  New  York 
Herald  Tribune,  de  la  misma  fecha.  Cfr.  también  o.  c.  de  Hughey,  p.  155. 

(205)  En  su  boletín,  número  de  mayo  de  1936. 

(206)  Así  el  pastor  Brutsch,  en  L'evangile  du  Christ,  l'Espagne  meurtriere  et  nous,  1937; 
cit.  por  O.  /.  D.,  p.  34. 

(207)  En  O.  /.  £>.,  p.  138. 
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Las  reacciones,  en  este  ambiente  de  «lucha»,  eran  normales.  Así,  el 
pastor  Brutsch  a  la  cabeza  de  los  protestantes  suizos  (208).  Pero  nos  in- 
teresan ahora  más  las  reacciones  de  parte  católico-suiza.  Así,  la  revista 
«Orientierung»,  se  ha  ocupado  varias  veces  del  tema  (209).  Su  largo  ar- 
tículo de  1947,  con  ocasión  de  los  sucesos  españoles,  es  bastante  obje- 
tivo (210). 

La  Internationale  Kirchenzeitung  de  los  viejos  católicos  suizos  seña- 
la las  fuertes  reacciones  contra  la  posición  del  Emmo.  Segura  (211).  Fi- 
nalmente, ante  los  sucesos  del  otoño  de  1947,  Mns.  Charriére,  envía  al 
abate  Chavaz  a  España,  quien  nos  da  una  de  las  versiones  más  exactas  de 
información  y  de  crítica  que  poseemos  sobre  el  «caso  español»  (212).  Un 
poco  después,  en  la  revista  franco-suiza  protestante  de  la  Comunidad  de 
Taizé,  el  pastor  Dumas  iniciaba  una  polémica  sobre  el  caso  español  (213), 
a  quien  contestaba,  en  la  misma  revista,  el  padre  Hamer,  O.  P.  (214),  con 
observaciones  tan  atinadas  como  ésta: 


«...  cuando  se  recorre  toda  la  literatura  acumulada  sobre  la  cuestión,  se  tiene  la 
neta  impresión  de  que  se  ha  escrito  demasiado:  demasiadas  cosas  confusas,  dema- 
siadas declaraciones  apasionadas.  El  asunto  ha  sido  hasta  deliberadamente  desnatu- 
ralizado por  una  Prensa  profana,  cuyo  fin  es  el  de  desacreditar  el  régimen  político 
de  España...  Franco  se  inscribe  en  una  tradición...  España  es,  quizás,  entre  todos 
los  países  del  mundo  el  más  homogéneo  desde  el  punto  de  vista  religioso»  (215). 


E)  Alemania. 


En  Alemania  es,  sobre  todo,  un  poco  más  tarde  cuando  el  problema 
español  va  a  tener  las  repercusiones  más  importantes;  pero,  ahora  ya,  en 
este  primer  período  de  campaña,  la  revista  de  información  «Herder- 
Korrespondenz»,  informa  abundantemente  siempre  sobre  el  problema  es- 
pañol (216). 


F)    Francia  y  Bélgica. 

En  Francia  y  Bélgica  existían,  allá  por  los  años  1945-1949,  muchas 

razones  políticas  y  sociológicas  para  reaccionar  de  una  manera  extraña 

ante  el  caso  español;  hoy  las  reconocemos,  y  vamos  meramente  a  hacer 


(208)  En  la  Vie  protestante,  de  Ginebra,  de  21  de  diciembre  de  1947.  Cit.  por  Congar  en 
Lcttre...,  p.  457;  quien  añade:  «Ch.  Brutsch  es  el  autor  de  un  librejo  «assez  méchant»  sobre 
la  Virgen  María  (Neuchatel-París,  1943). 

(209)  Cfr.  siendo  todavía  Apologetische  Blater,  1940,  n.  9;  y  9  (1945),  3-12,  un  art.  de  orien- 
tación separatista;  pp.  180  ss.  y  189  ss. 

(210)  Con  el  título  La  minoría  protestante  en  España,  hoy.  Orientierung,  11  (1947)  75  ss. 

(211)  Cfr.  Int.  Kirchen  Z.  18  (1948),  p.  143.  Esta  revista  cita  un  artículo  del  conocido 
A.  Georg  S.  Huber,  tantas  veces  incluido  en  el  Indice,  del  Dein  Reich  komme,  de  Zurich, 
n.  6,  del  1  de  junio  de  1948.  Cfr.  47  (1957),  p.  284. 

(212)  El  resultado  de  sus  informaciones  está  recogido  en  La  vie  intellectuelle,  16  (julio, 
1948),  n.  7,  p.  6-36,  con  el  título  La  situation  des  protestants  en  Espagne.  Cfr.  también  resu- 
men en  Herder-Korr,  año  1948,  p.  552  ss.  La  Oficina  de  Información  Diplomática  española  de 
una  traducción  íntegra,  pp.  123-164,  que  es  la  que  venimos  citando.  Cfr.  la  relación  hecha  por 
el  repórter  de  Reformierte  Schweiz,  mayo-julio,  1949. 

(213)  Simples  explications  aux  catholiques ,  en  Verbum  Caro,  3  (1949),  88-93. 

(214)  Dialogue  sans  polemique  sur  la  condición  des  protestants  en  Espagne.  Revue  Nou- 
vee,  10  (1949),  558-564. 

(215)  Ibid.,  p.  560. 

(216)  Cfr.  1947-48,  pp.  552  ss.  Es  inútil  hacerse  cargo  de  panfletos  como:  Ein  feste  Burg... 
(Verlag  für  Volkesbildung  und  Kultur  in  G.,  Wien,  1960).  En  pág.  382  se  dan  las  siguientes 
fantásticas  estadísticas:  Cristianos,  25.025.400;  Romano-católicos,  15.000.000;  «Otros»,  8.224.300. 
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una  descripción  de  las  actitudes  tomadas.  Los  órganos  protestantes  fran- 
ceses se  ocuparon  largamente  de  la  suerte  de  sus  hermanos  de  religión  es- 
pañoles. Así,  el  «Midi-Libre»,  de  Montpellier  (217).  Hay  que  señalar, 
sobre  todo,  la  revista  periódica  «Etoile  du  Matin»,  como  órgano  del  Co- 
mité conjunto  francés-suizo  para  la  evangelización  de  España  (218).  Es 
de  este  mismo  activo  Comité  de  donde  han  salido  los  libros  del  pastor 
Brutsch  y  del  pastor  Delpech  (219);  y  de  donde  parten  muchas  de  las  ac- 
tividades protestantes  en  España. 

Los  sucesos  del  otoño  de  1947  y  1948  producen  un  verdadero  escán- 
dalo: las  agencias  les  daban  toda  publicidad  (220):  «Témoignage  Chré- 
tien»,  de  enorme  difusión  entonces,  daba  la  nota  más  aguda  (221);  a  ella 
se  unía  fervorosamente  la  «Union  des  étudiants  catholiques»,  de  Lyón 
(222).  Hemos  nombrado  a  Lyón,  que  recuerda  inmediatamente  un  nom- 
bre célebre  para  el  ecumenismo  católico,  y — en  otro  sentido — ,  para  el 
catolicismo  español:  el  abate  Couturier:  ¿quién  podrá  jamás  dudar  de  la 
sinceridad  de  su  posición  en  el  caso  español?  Los  sucesos  españoles  le  en- 
tristecían a  él,  que  sentía  una  inclinación  especial  a  reparar  la  Saint-Bar- 
thélemy...  (223).  Solo  que — ¡pace  tanti  viril — sus  informaciones  estaban 
muy  lejos  de  responder  a  la  objetividad:  ni  las  fuentes  utilizadas,  ni  los 
hechos  apuntados,  ni  las  conclusiones  deducidas  se  ajustan  a  ella  (224). 

En  cuanto  a  las  posiciones  de  los  padres  Congar  y  Rouquette,  siendo 
cuestiones  más  bien  de  «principios»,  no  pueden  ser  abordadas  aquí,  y  ya 
han  sido  juzgados  en  otra  parte  (225).  Lo  mismo  decimos,  respecto  de 
algunos  escritores  belgas,  como  Leclercq  y  Aubert,  que  se  han  referido  al 
caso  español,  más  bien  desde  un  punto  de  vista  de  principios  (226). 


G)  Holanda. 


También  los  Países  Bajos,  sobre  todo  Holanda,  se  han  interesado  enor- 
memente por  la  cuestión  española.  Razones  históricas  y  razones  confesio- 
nales, que  todos  sabemos,  han  hecho  que  católicos  y  protestantes  se  sin- 
tieran muy  de  cerca  afectados  por  el  problema.  Así,  el  Sínodo  General  de 
la  Iglesia  Reformada,  en  su  Instrucción  Pastoral,  descubría  el  fondo  emo- 
tivo de  interés  por  el  caso  español  (227).  Y  la  Spanish  Christian  Mission 
se  encarga  desde  el  Canadá,  a  través  de  su  boletín  «Zendingsbode»,  de 


(217)  En  su  número  de  6  de  noviembre  de  1947;  lo  mismo  hacía  Le  Republicainc  du 
Sud-Ouest,  reseñando  la  conferencia  inverosímil  de  Mme.  Cadier,  Cfr.  Eclessia,  1948/2,  p.  151, 
con  la  adjunta  crítica  justa. 

(218)  Con  el  nombre  Pro  Hispania.  Periódico  trimestral.  Sevres  (S-et-O). 

(219)  Cfr.  el  opúsculo  cit.  La  liberté  religieuse...,  con  un  prólogo  de  Brutsch  y  un  epílogo- 
historia  de  Delpech. 

(220)  Así  la  agencia  francesa  Iter,  en  25  de  junio  de  1948. 

(221)  Número  185  del  23  de  enero  de  1948.  Cfr.  texto  en  The  Oppression...,  p.  92;  y  en 
S.  O.  E.  P.  /.,  n.  4  de  30  de  enero  de  1948. 

(222)  Cit.  por  Herder-K.,  1948-49,  p.  552. 

(223)  Cfr.  la  obra  del  abate  Vilain,  L'abbé  P.  Couturier,  p.  209. 

(224)  Nos  referimos  sobre  todo  a  la  obra  en  colaboración,  Unité  Chretienne  et  Tolórance 
Religieuse,  en  la  que  tiene  un  trabajo  en  colaboración  a  su  vez  con  el  pastor  Delpech 
(pp.  124-145).  El  libro  entero  adopta  una  posición  absolutamente  extraña  cuando  trata  de  Es- 
paña. Por  ej.,  Felipe  II,  «la  única  vez  de  su  vida  que  se  rió  fue  al  saber  la  noticia  de  la 
Saint-Barthclemy...»,  p.  36;  la  Inquisition,  esa  «ex-croissance»,  pp.  29-30...,  etc.,  etc. 

(225)  Cfr.  la  primera  parte. 

(226)  Hay  también  algunos  otros  ligeros  comentarios  de  prensa  que  no  vale  la  pena 
mencionar. 

(227)  Cfr.  pp.  153-154. 
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avivar  la  atención  (228).  Un  trabajo  de  orientación  importante  del  padre 
Arts,  S.  J.,  no  logra  orientar  la  opinión  (229);  así  como  tampoco  el  ar- 
tículo de  la  publicación  católica  «De  Linie»  (230),  que  ponía  de  mani- 
fiesto la  falsedad  del  «slogan»  utilizado:  «protestantes  perseguidos».  A 
esa  misma  conclusión  llegaba  el  Gelderlander,  de  Nimega  (231),  cuyas 
verdaderas  razones  señalaba  el  Nieuwe  Holland's  Dagblad  (232). 

Todo  esto,  sin  embargo,  no  impedía  que,  a  mediados  de  noviembre 
de  1949,  en  la  Cámara  Segunda  de  La  Haya,  varios  diputados  hicieran  in- 
terpelaciones sobre  el  caso  español,  pidiendo  intervenciones  diplomáticas, 
que,  efectivamente,  tuvieron  lugar  (233).  Una  mención  particular  merece 
el  libro  escrito  en  colaboración  por  el  doctor  H.  Van  der  Linde,  refor- 
mado, y  el  doctor  F.  Thiysen,  católico.  Este  libro,  que  es  suficientemente 
objetivo,  no  quiere  oír  hablar  de  una  «persecución»  religiosa  en  España, 
aunque  reconozca  que  la  situación  de  los  protestantes — en  su  criterio — 
sea  no  justa  (234). 

H)  Conclusión. 

Aunque  una  crítica  última  y  definitiva  de  los  problemas  críticos  deba 
ser  reservada  para  la  tercera  parte  de  este  libro,  sin  embargo,  pregunté- 
monos  ya  brevemente  lo  que  queda  de  esta  rápida  exposición  de  la  pri- 
mera campaña  difamatoria,  ocasionada,  sobre  todo,  por  los  sucesos  de  los 
años  1947  y  1948.  Pongamos  aparte  los  hechos  abultados  y  exagerados; 
no  nos  fijemos  en  las  reacciones  propiamente  psicológicas  y  extremas,  y 
para  nada  tengamos  en  cuenta  los  móviles  políticoreligiosos  que  impul- 
saron la  campaña...,  queda  todavía  en  claro  unas  cuantas  resultantes  que 
debemos  destacar: 

1)  Que  el  «slogan»  utilizado  «protestantes  perseguidos»  era  ficticio. 

2)  Que  es  cierto  que  los  protestantes  españoles  no  tienen — no  ya  la 
misma  libertad  religiosa — ,  sino  el  mismo  ámbito  de  acción  que  los  ca- 
tólicos; pero  que  esto  viene  exigido  por  un  Bien  superior. 

3)  Que  es  igualmente  cierto  que  los  protestantes  españoles  no  se  con- 
forman con  esta  situación  jurídica,  que  quisieran  hacer  desaparecer. 

4)  Que  para  ello  emplean  medios  inadecuados,  perfectamente  ilegales. 

5)  Que  de  esa  conducta  se  sigue — no  ya  una  persecución — ,  sino  una 
aplicación  justa  de  sanciones. 

6)  Que  los  criterios  valorativos  de  lo  «justo»  o  «injusto»  no  pueden 
ser  los  que  proponen  los  protestantes  de  dentro  y  de  fuera. 

(228)  Sobre  métodos  de  proselitismo  v  de  información  que  utiliza  la  Spanish  Christian 
Mission,  dirigida  por  Caries,  desde  Toronto,  cfr.  Ecclesia,  1951/2,  pp.  432  y  449.  Spaingrans 
es  otra  especie  de  boletín  de  ella  misma. 

(229)  En  Katholiek  cultureel...  Cfr.  Doc.  Cath.,  año  1948,  col.  822. 

(230)  En  su  número  de  31  de  octubre  de  1947. 

(231)  Cfr.  Ecclesia.  1951/2,  p.  588. 

(232)  Cfr.  ibid.,  1952/2,  p.  498. 

(233)  Cfr.  ibid.,  1949/2,  p.  647. 

(234)  De  situatie  van  de  Protestanteii  in  Spanje  (Verslag  van  een  studiereis  gemaakt  in 
het  najaar  van  1949  door...),  Spectrum,  Utrecht-Brussel,  1950.  Hov  el  Dr.  Van  der  Linde  es 
católico.  El  libro  de  Steltenpool  Th..  Is  het  Katholicisme  totalitür  (Heerlen,  1950)  no  adopta 
una  postura  clara,  en  relación  con  España. 
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3.    Segunda  campaña:  la  cuestión  de  principios 
y  el  Concordato  (1950-1953). 

Esta  que  ahora  llamamos  «segunda  campaña»  en  torno  al  problema 
protestante  en  España  se  caracteriza  porque  en  ella  van  a  intervenir  dos 
acontecimientos  peculiares:  una  discusión  muy  viva  entre  católicos  sobre 
los  mismos  principios  de  la  libertad  religiosa  y  la  firma  del  Concordato 
español  con  la  Santa  Sede,  de  agosto  de  1953.  No  es  que,  en  realidad,  la 
propaganda  antiespañola  hubiera  cesado  en  estos  años;  pero  queremos 
aquí,  sobre  todo,  recoger  esos  dos  acontecimientos  que  sirven  de  marco 
excelente  a  una  propaganda,  empeñada  en  acabar  con  la  unidad  político- 
religiosa  española. 


A)    Cuestión  de  principios. 

«Lo  que  da  actualidad  a  este  problema  de  la  libertad  religiosa  es  el 
caso  español.»  Así,  el  padre  Murray  (235),  quien  se  ha  distinguido  en  sus 
posiciones  avanzadas  por  la  libertad  religiosa.  Entretanto,  unos  inciden- 
tes de  tipo  político  se  estaban  desarrollando,  que  hacía,  al  parecer,  que  la 
tensión  «persecutoria»  sufriera  una  relajación  (236).  El  presidente  Tra- 
man hacía  una  declaración  extraña  sobre  España,  que  era  interpretada 
por  su  embajador  en  Madrid  como  refiriéndose  a  la  intolerancia  españo- 
la (237).  A  ella  respondía  adecuadamente  el  ministro  español  (238).  Las 
imposiciones,  pues,  de  tipo  político  continuaban  en  grande  escala:  cua- 
tro cientos  protestantes  se  dirigen  en  noviembre  de  1959  a  Traman  para 
que  tomara  una  decisión  sobre  la  cuestión  discriminatoria  española  (239). 

Así,  pues,  las  cosas,  en  este  estado  de  ánimo  internacional,  el  Emmo. 
Cardenal  Segura  escribía  una  Pastoral  (240).  La  revista  católica  «Amé- 
rica», le  da  una  réplica  más  bien  fuerte  (241);  lo  mismo  hace  el  «Indiana 
Catholic»  (242).  Á  ambas  responde  el  señor  Cardenal  (243),  al  que  se 
unen  otros  órganos  españoles  (244).  En  esto,  el  cardenal  Ottaviani  tiene 
su  célebre  Discurso  del  2  de  marzo  de  1953,  en  el  que  se  defiende  vigo- 
rosamente la  situación  religiosopolítica  española  (245).  Y  el  Emmo.  Car- 
denal Primado  condenaba  la  actitud  de  ambas  revistas  (246).  Estas,  sin 


(235)  El  P.  Murray,  S.  J.,  tiene  numerosos  artículos  en  torno  a  la  libertad  religiosa,  que 
no  es  de  este  lugar  recensionar.  Digamos  simplemente  que  representa  la  corriente  más  li- 
beral entre  los  escritores  católicos. 

(236)  Cfr.  o.  c.  de  Hughey,  p.  156. 

(237)  Cfr.  Herder-K.  6  (1951-52),  p.  375;  S.  O.  E.  P.  /.,  de  29  de  febrero  de  1952;  Hughey, 
p.  157;  The  Oppression...,  p.  46. 

(238)  Cfr.  texto  en  Hechos  y  Dichos,  1952,  p.  315;  cfr.  también  fuentes  protestantes:  The 
Oppression...,  p.  47-48. 

(239)  Cfr.  S.  O.  E.  P.  /.,  n.  46,  de  diciembre  de  1952. 

(240)  Fecha  de  20  de  febrero  de  1952.  Cfr.  texto  completo  en  Por  ¡a  unidad  católica  de 
España  (Sevilla,  1952). 

(241)  En  su  número  de  22  de  marzo  de  1952  y  5  de  abril  del  mismo  año. 

(242)  En  su  número  de  14  de  marzo  de  1952.  Cfr.  Ecclesia,  1952/1,  p.  507  y  ss. 

(243)  Pastoral,  fecha  24  de  septiembre  de  1952  y  25  de  septiembre  de  1952,  Cfr.  textos 
completos  en  Por  la  unidad  católica... 

(244)  Cfr.  Ecclesia,  1952/1,  pp.  316  y  507. 

(245)  El  discurso  se  pronuncia  el  2  de  marzo  de  1953.  Cfr.  texto  en  Rev.  Esp.  de  Der.  Can., 
8  (1953),  5-22. 

(246)  Cfr.  Ecclesia,  1953/2,  p.  480. 
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embargo,  mantenían  su  actitud  (247).  Con  ello  se  entró,  evidentemente, 
en  un  terreno  superior:  el  de  los  principios  y  su  aplicación  al  caso  español. 

Los  católicos  de  Inglaterra,  Alemania  y  Francia  han  simpatizado  con 
las  ideas  expuestas  por  parte  de  los  escritores  de  los  EE.  UU.  de  Norte- 
américa, representados  por  el  padre  Murray,  aunque  todavía  la  cuestión, 
de  hecho,  sea  más  favorable  a  la  tesis  española.  Así,  «The  Tablet»  (248). 

Los  incidentes  más  insignificantes  siguen  siendo  recogidos  por  la 
Prensa,  dándoles  una  importancia  que  realmente  no  tienen  (249).  En 
Alemania  es  de  nuevo  la  «Herder-Korrespondenz»  quien  acusa  las  di- 
versas reacciones  en  este  punto  (250).  Por  esta  época,  el  incidente  aislado 
de  la  capilla  evangélica  de  Sevilla,  del  4  de  marzo  de  1952,  ponía  otra  vez 
fuego  a  la  hojarasca;  se  vuelve  a  la  gritería  (251);  y,  lo  que  es  más,  el  in- 
cidente da  lugar  nada  menos  que  a  dos  intervenciones  parlamentarias  en 
la  Cámara  de  los  Comunes  (252). 

Se  advierten,  pues,  dos  actitudes  diversas,  según  se  trate  de  católicos 
o  protestantes  extranjeros:  los  primeros  reaccionan  ante  una  cuestión  de 
hecho  que  les  coloca  en  una  posición  molesta  ante  los  protestantes  de  su 
país;  pero  no  acaban  de  dar  una  respuesta  satisfactoria  a  las  reclamaciones 
protestantes  porque — pensamos  nosotros — la  cuestión  de  principios  sobre 
la  libertad  religiosa  no  es  la  misma  que  sostenemos  los  católicos  españo- 
les; ellos,  más  bien,  se  colocan  en  un  plano  igual  a  sus  contrarios;  lo  que, 
en  modo  alguno,  podemos  hacer  los  españoles.  Los  protestantes,  en  cam- 
bio, reaccionan  en  este  período  con  una  irritación  nerviosa  al  advertir  la 
inutilidad  de  sus  esfuerzos  por  quebrar  la  resistencia  española.  Ambos  van 
a  tener  muy  pronto  una  ocasión  todavía  más  patente  de  nerviosismo  a 
causa  del  Concordato  que  el  Estado  español  iba  a  firmar  con  la  Santa  Se- 
de. ¿No  venía  ésta  a  confirmar  una  situación  de  hecho  y  de  principios 
sobre  el  Estado  católico  español? 


B)    El  Concordato  (27  de  agosto  de  1953). 

Quien  quiera  conocer  la  posición  «molesta»  del  Gobierno  español  an- 
te tantas  presiones  extranjeras  de  aquellos  años,  necesita  leer  la  nota  que, 
el  entonces  ministro  de  Asuntos  Exteriores,  señor  Martín  Artajo,  dirigía 


(247)  En  su  número  de  14  de  noviembre  de  1953.  El  pastor  Delpech,  que  recoge  estas  disi- 
dencias internas,  añade  «por  su  cuenta»:  «Ainsi,  du  moins  pour  le  moment,  les  jésuites 
americains  restent  sur  Ieurs  positions.  Mais  leur  ton  est  celui  de  la  défense,  de  la  mise  en 
garde  contre  les  dangers  que  la  thése  espagnole  pourrait  leur  faire  courrir.  Quelle  difference 
avec  le  ton  triomphant  de  Mgr.  Pía  y  Deniel,  si  sür  maintenant  d'avoir  l'appui  officiel  de 
Rome.  Les  voix  catholiques  étrangeres,  en  faveur  de  plus  de  liberté  en  Espagne,  ont-elles 
quelque  chance  d'etre  entendues,  lorsqu'elles  ont  eté  contredites  de  si  eclatante  facón?»  (Edic. 
francesa,  p.  85).  Ya  veremos  más  tarde  el  interés  de  los  protestantes  de  «comprometer»  a 
Roma  en  el  asunto  español. 

(248)  En  22  de  marzo  de  1952  trae  un  artículo  benévolo  en  torno  a  la  Pastoral  del  carde- 
nal Segura;  el  25  de  marzo  de  1950  había  traído  un  artículo  notable  del  hoy  señor  obispo 
don  Pedro  Cantero.  Por  el  contrario,  cfr.  Catholic  Herald,  que  apadrina  nada  menos  una 
suscripción  paga  pagar  una  multa  hecha  a  un  pastor  protestante  español  por  haber  infrin- 
gido una  ley  justa.  Cfr.  Ecclcsia,  1953/2,  p.  37. 

(249)  Cfr.  Christian  Centary  de  10  de  diciembre  de  1952.  Los  incidentes,  en  este  tiempo, 
son  el  cierre  de  capillas  que  funcionan  sin  permiso.  El  conocido  dirigente  Mackay  se  desata 
en  injurias  personales  al  Jefe  del  Estado  español:  cfr.  Svenska  MorgonblaJet  de  22  de  ene- 
ro de  1952. 

(250)  Cfr.  6  (1951-52),  pp.  435  ss.;  7  (1952-53),  pp.  106  ss. 

(251)  Cfr.  La  Vie  Protestante,  de  Ginebra,  14  de  marzo  de  1952;  The  Tablet,  de  22  de  mar- 
zo de  1952;  New  York  Times,  de  6  de  marzo  de  1952;  The  Commonweal,  de  14  de  marzo 
de  1952. 

(252)  Cfr.  textos  en  O.  /.  D.,  pp.  52-54. 
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al  reverendo  Paul  E.  Freed  (253).  La  posición  del  Gobierno  español  se- 
guía siendo  perfectamente  clara,  y  ya  sabemos  que  estaba  condicionada 
jurídicamente  por  la  revalidación  del  Concordato  de  1851,  y  por  una  larga 
serie  de  disposiciones  legales  posteriores,  que  ya  conocemos. 

La  posición  de  la  Jerarquía  española  era,  igualmente,  perfectamente 
clara. 

¿Cuál  era,  pues,  finalmente,  la  posición  de  la  Santa  Sede?  La  respues- 
ta rotunda  la  daba  el  nuevo  Concordato  de  1953.  Un  testigo  bien  infor- 
mado señalaba  las  no  pequeñas  dificultades  que  hubo  que  vencer  (254). 
Pero  el  Concordato  se  firma  el  27  de  agosto,  y  se  ratifica  el  27  de  octubre 
de  1953  (255).  En  él  se  definía  y  se  aprobaba,  de  un  modo  excepcio- 
nal, la  posición  religiosopolítica  de  España.  Sin  embargo,  el  ambiente  an- 
tiespañol seguía  tenso  (256).  Y,  efectivamente,  la  acogida  dispensada  al 
Concordato  en  el  extranjero  es  una  página  más  de  la  campaña  que  la  hace 
especialmente  odiosa  por  venir  de  parte  católica.  A  los  protestantes,  na- 
turalmente, les  importaba  poco  (257).  En  cambio,  entre  los  católicos  ex- 
tranjeros las  reacciones  fueron  a  veces  sumamente  extrañas  (258). 

C)  Conclusión. 

Lo  que  resulta  de  esta  segunda  campaña  es  más  bien  lastimoso:  por 
una  parte,  el  «caso  español»,  suscita  vivas  polémicas  sobre  los  mismos 
principios  que  deben  regular  la  libertad  religiosa;  el  antiguo  problema  de 
la  «tesis»  y  de  la  «hipótesis»  resurge  con  una  agudeza  desconocida  hacía 
ya  mucho  tiempo,  desde  los  buenos  tiempos  del  ochocientos.  Por  otra  par- 
te, los  protestantes  encuentran,  en  esa  división  de  opiniones  católicas,  no 
pocos  motivos  para  intentar  forzar  la  posición  española  (259).  En  Espa- 
ña misma  se  oyen  voces  inexplicables  sobre  una  necesidad  de  revisar  an- 
tiguas ideas  (260).  Y  todo  ello  no  hace  más  que  agravar  un  problema  que 
afecta  a  lo  más  íntimo  del  ser  de  España. 

4.  Tercera  campaña:  la  clausura  del  seminario  protes- 
tante de  Madrid  (23  de  enero  de  1956)  y  la  incau- 
tación de  propaganda  (24  de  abril  de  1956). 

Los  años  de  1954-1955  habían  transcurrido  sin  especial  relieve;  la 
campaña  antiespañola  se  había  amortiguado  algún  tanto;  y  sólo  de  un 
modo  silencioso  se  estaba  fortaleciendo  el  languidecente  protestantismo 

(253)  Una  vez  más,  nos  tenemos  que  valer  de  las  únicas  fuentes  posibles:  las  protestan- 
tes. Cfr.  The  Oppression...,  pp.  47-49,  y  Edic.  francesa,  pp.  89-90. 

(254)  Ruiz  Giménez,  en  Rev.  Esp.  Der.  Can.,  1953,  p.  848. 

(255)  Cfr.  número  extraordinario  de  Ecclesia,  en  1953;  Rev.  Esp.  Der.  Can.,  años  1953  y 
1954;  Regatillo,  en  Razón  y  Fe,  t.  148,  año  1953. 

(256)  Cfr.  declaraciones  de  Martín  Aratajo,  en  Rev.  Esp.  Der.  Can.,  1953,  p.  832. 

(257)  Cfr.  S.  O.  E.  P.  /.,  n.  36,  de  2  de  octubre  de  1953. 

(258)  Cfr.  Regatillo,  en  Razón  v  Fe,  151  (1955),  341-60;  Guerrero,  Ibid.,  149  (1954),  327  ss. 

Useros,  en  Rev.  Esp.  Der.  Can.,  1954,  pp.  225  ss.  Véase,  por  ej.,  Lecler  J.,  en  Eludes  (Enero, 
1954),  108-115;  Aubert  R.,  en  La  Revtte  Nouvelle  (15  Nov.  1953),  434-445.  L'actualité  rcliuieusc 
(15  Dic.  1953),  22  v  ss.  (15  Mayo  1954),  23  y  ss. 

(259)  Cfr.  el  signiticativo  opúsculo  de  Carrillo  de  Albornoz,  Román  Catholicism  and  Re- 
ligious  Libertv  (Généve,  1959). 

(260)  Cfr. 'ibid.,  p.  6. 
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español  desde  fuera  (261),  mientras,  desde  dentro,  se  proyectaban  nue- 
vos impulsos  de  «evangelización»  (262). 

A)    Los  hechos. 

Así  las  cosas,  dos  acontecimientos  vienen  otra  vez  a  levantar  el  re- 
vuelo de  las  agencias,  de  la  radio,  de  la  Prensa,  de  las  cancillerías  y  hasta 
de  las  Cámaras,  en  la  mayor  algarada  publicitaria  que  hasta  entonces  se 
había  producido.  ¿Cómo  se  produjeron  los  sucesos?  ¿Cuál  es  su  verdade- 
ra significación? 

a)  Clausura  del  Seminario  Teológico  Unido,  de  Madrid — .El  día 
23  de  enero  de  1956,  la  Policía  clausuró  en  Madrid  los  locales  del  Se- 
minario Teológico  Unido,  que  ilegalmente  funcionaba  desde  hacía  algún 
tiempo  en  la  calle  de  Bravo  Murillo,  núm.  85,  de  esta  capital.  También 
fueron  clausurados  otros  locales  del  mismo  edificio,  destinados  a  Cole- 
gio-Residencia y  que  tampoco  estaban  autorizados.  Ambos  centros  estaban 
especialmente  dirigidos  por  la  secta  denominada  Iglesia  Evangélica  Es- 
pañola (de  carácter  «presbiteriano»),  aunque  también  se  preparaban  en 
ellos  jóvenes  de  la  Iglesia  Española  Reformada  Episcopal  (de  tendencia 
«episcopaliana»  o  «anglicana»). 

La  medida  se  tomó,  después  de  conocerse  la  abierta  postura  prose- 
litista  adoptada  por  la  Iglesia  Evangélica  Española  en  su  XLI  Asamblea 
General,  en  atención,  sin  duda,  a  las  circunstancias  siguientes: 

1.  °  En  los  locales  clausurados  venían  funcionando,  sin  autorización 
de  las  autoridades  españolas,  y  sin  que  se  hubiera  siquiera  solicitado,  un 
denominado  Seminario  Teológico  Unido  y  un  Colegio-Residencia,  para 
menores  de  ambos  sexos,  y  de  edades  comprendidas  entre  los  siete  y  los 
quince  años. 

2.  °  El  funcionamieto  de  ambos  centros  era  totalmente  ilegal,  ha- 
biéndose infringido  no  solamente  las  disposiciones  legales  referentes  a  las 
actividades  de  sectas  religiosas,  sino  también  normas  generales  a  los  es- 
tablecimientos similares,  tanto  de  carácter  público  como  privado,  tales 
como  las  que  prohiben  la  coeducación  de  sexos,  las  que  exigen  títulos  ofi- 
ciales de  carácter  profesional,  impuestos  estatales,  inspecciones  y  condi- 
ciones sanitarias  y  de  otra  índole,  para  seguridad  de  los  escolares,  etc. 
Como  dato  concreto  referente  a  las  deficiencias  múltiples  observadas  en  el 
local,  puede  citarse  el  hecho  de  dedicarse  la  mayor  parte  del  sótano  a  al- 
macén de  esparto,  sin  que  existieran  extintores  de  incendios  u  otras  me- 
didas de  seguridad  para  caso  de  siniestro. 

3.  °  La  dirección,  administración  y  funcionamiento  de  estos  centros 
estaba  en  manos  de  individuos  españoles  y  extranjeros,  con  antecedentes 
sumamente  desfavorables  (incluso  condenados  con  penas  de  prisión  por 

(261)  Las  revistas  y  prensa  en  general  protestante  acusan  un  cansancio,  pero  siguen  sir- 
viendo a  sus  lectores  las  pequeñas  anécdotas  cotidianas  de  los  pastores  multados,  de  los 
disgustos  en  materia  de  matrimonios,  de  sepelios,  etc. 

(262)  Así  la  Asamblea  General  de  la  I.  E.  E.,  tenida  en  diciembre  de  1955,  se  propone  la 
creación  de  una  Comisión  de  Evangelización,  con  fines  muv  activos  de  propaganda  familiar. 
Cfr.  S.  O.  E.  P.  /.,  n.  1,  enero  1956. 
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su  actuación  en  la  zona  dominada  por  los  rojos  durante  la  Guerra  de  Li- 
beración, etc.),  lo  que  representaba  un  grave  peligro  de  corrupción  ideoló- 
gica para  los  jóvenes  y  niños  aquí  atendidos.  Los  nombres  y  antecedentes 
de  esas  personas  nos  constan  plena  y  detalladamente. 

Tan  normal  y  justificada  medida  de  las  autoridades  españolas  levantó 
una  desorbitada  campaña  injuriosa  en  los  sectores  extranjeros  ya  conoci- 
dos por  su  hostilidad,  sistemática  e  irrazonada,  a  todo  lo  que  procede  de 
nuestro  país.  No  faltaron  tampoco  impertinentes  gestiones  de  diplomáti- 
cos extranjeros  cuyos  Gobiernos  hubieran,  sin  duda,  recibido  con  in- 
dignación una  intervención  similar  de  los  representantes  de  otro  país. 

Y  todo  ello  resulta  aún  más  ilógico  si  se  considera  la  ínfima  importan- 
cia cultural  y  numérica  de  los  centros  afectados,  sin  profesorado  solvente, 
con  siete  u  ocho  aspirantes  a  pastor  y  veinticinco  o  treinta  escolares,  sin 
planes  completos  de  estudio,  etc.  Realmente  puede  decirse  que  «el  ruido 
fue  más  que  las  nueces». 

b)  Intervención  de  obras  ¿legalmente  editadas  en  España  por  la 
Sociedad  Bíblica  Británica  y  Extranjera. — En  abril  de  1951,  el  Ministerio 
de  Información  ordenó  una  inspección  en  los  locales  de  la  agencia  que  la 
Sociedad  Bíblica  Británica  y  Extranjera  tiene  en  Madrid  (calle  Flor  Al- 
ta, núm.  2),  por  tenerse  pruebas  evidentes  de  que  la  misma  había  editado 
clandestinamente  dos  obras  de  marcado  carácter  anticatólico,  tituladas: 
«Conozca  la  Biblia»  y  «Escribiendo  la  Biblia»,  escritas  por  el  propio  di- 
rector-gerente de  la  agencia  de  esa  entidad  británica,  José  Flores  Espi- 
nosa. Se  había  comprobado  que  esas  obras,  injuriosas  para  la  Iglesia  Ca- 
tólica, los  dirigentes  de  la  agencia  se  esforzaban  por  difundirlas  entre  los 
católicos  e,  incluso,  las  remitían  oficialmente  a  diversas  autoridades,  y  se 
jactaban  en  sus  propias  publicaciones  de  haber  repartido  ya  más  de  siete 
mil  ejemplares  de  una  de  ellas  («Conozca  la  Biblia»). 

Como  resultado  de  esa  inspección  fueron  intervenidos  3.600  ejempla- 
res de  las  dos  obras  aludidas,  así  como  otros  de  ediciones  clandestinas 
hechas  en  España  con  infracción  de  las  normas  legales  vigentes  en  la 
materia.  En  total,  las  obras  intervenidas  fueron  18.713,  todas  ellas  impre- 
sas o  difundidas  en  nuestro  país  de  forma  ilegal.  Unas  llevaban  falso  pie 
editorial,  simulando  estar  impresas  en  el  extranjero.  Otras  aparecían  fal- 
samente como  editadas  en  el  año  1935,  cuando  realmente  lo  eran  con 
posterioridad  a  1950.  El  mismo  director-gerente  confesó  haber  realiza- 
do cinco  ediciones  de  otras  diversas  en  esas  condiciones,  desde  1950  a  1956. 

En  síntesis,  la  Sociedad  Bíblica  Británica  y  Extranjera  era  responsable  de 
graves  infracciones  de  la  legislación  española,  según  quedó  plenamente  de- 
mostrado en  el  expediente  que,  reglamentariamente,  y  con  toda  clase  de  ga- 
rantías, le  instruyó  el  Ministerio  de  Información.  Varias  de  estas  infraccio- 
nes hubieran  sido  consideradas  delictivas  en  cualquier  país  del  mundo. 

La  medida,  notoriamente  justificada,  de  las  autoridades  españolas  pro- 
movió una  absurda  campaña  en  cierta  Prensa  extranjera,  instigada  por  or- 
ganizaciones protestantes  o  de  otra  índole,  interesadas  en  presentar  desfavo- 
rablemente, de  forma  sistemática,  todos  los  asuntos  de  España.  Se  afirmó 
falsamente  que  las  obras  intervenidas  eran  30.000,  y  que  todas  eran  libros 
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de  la  Biblia.  Incluso  llegaron  a  decir  que  entre  ellas  figuraban  5.600  libros 
de  la  Biblia  impresos  en  lenguas  extranjeras,  cuando  realmente  los  libros 
de  la  Biblia  en  lenguas  extranjeras  que  se  encontraron  eran  113  (¡ciento 
trece!),  y  éstos  últimos  se  devolvieron  por  estimarse  que  no  estaban,  co- 
mo los  restantes,  en  lengua  española,  destinados  a  la  labor  de  proselitismo 
entre  los  católicos  españoles. 

Durante  meses,  y  aun  años,  hemos  podido  ver  cómo  se  insistía,  perió- 
dicamente, en  esta  falsa  versión  de  lo  realmente  sucedido.  Todos  los  me- 
dios, incluso  la  intervención  de  representaciones  extranjeras  en  virtud  de 
no  sabemos  qué  principios,  se  intentaron  para  conseguir  la  devolución  del 
material  de  propaganda  intervenido. 

No  es  la  primera  vez  que  esto  ocurre  a  esta  entidad  británica.  Ya  en 
1940  fueron  intervenidas  numerosas  obras  impresas,  también  ilegalmen- 
te.  La  Sociedad  Bíblica  Británica  Extranjera  parece  creer  que  debe  apli- 
cársele un  estatuto  jurídico  privilegiado,  que  le  permita  eludir  las  normas 
generales  a  que  están  sometidas  las  restantes  editoriales  establecidas  en 
España. 

Estos  son  los  hechos.  Sin  embargo,  vamos  a  ver  cómo,  naturalmente, 
no  fueron  así  interpretados  en  el  extranjero,  ni  por  protestantes,  ni  siem- 
pre por  los  católicos,  y  que  la  tormenta  más  fuerte  de  todas  vino  a  des- 
atarse violenta  en  todos  los  campos,  político  y  religioso.  Las  reacciones 
fuertes  aquí  se  comprenden  como  nunca:  la  clausura  del  seminario  y  la 
incautación  de  propaganda  eran  puntos  vitales  de  la  actividad  protestan- 
te en  España.  Intentemos  ordenar  de  algún  modo  las  amplias  y  múltiples 
repercusiones  que  estos  hechos  tuvieron  en  el  extranjero.  En  relación  con 
esos  dos  motivos,  son  tantas  las  protestas  levantadas,  repitiendo  hasta  la 
saciedad  los  mismos  motivos,  que  nos  vemos  obligados  a  hacer  mero  elen- 
co de  muchas,  que  remitiremos  a  las  notas,  destacando  únicamente  las  que 
ofrezcan  algún  interés. 

B)  Repercusiones. 

Las  primeras,  naturalmente,  en  protestar  por  el  cierre  del  seminario 
son  las  iglesias  nacionales  protestantes  (263);  sigue  inmediatamente  el 
Consejo  Mundial  de  las  Iglesias  (264);  y,  como  consecuencia  obvia,  en 
seguida  vinieron  las  reclamaciones  de  tipo  político:  amenaza  de  recurrir 
a  la  O.  N.  U.  y  posibilidad  de  sanciones  (265).  En  las  Cámaras  inglesas  se 
producen  nada  menos  que  cuatro  interpelaciones  sobre  los  sucesos  (266). 

Ahora  podemos  preguntarnos:  ¿Toda  esta  inmensa  maniobra  tuvo  al- 
gún efecto  sobre  el  Gobierno  español?  Reconozcamos,  desde  luego,  que  el 


(263)  Cfr.  Irish  Times,  de  10  de  marzo  de  1956;  The  Daily  Mail,  de  15  de  febrero;  Greerock 
Thelegraph,  de  11  de  febrero;  News  Chronicle,  de  14  de  febrero;  The  Bulletin  and  Scots 
Pictorial  de  Glasgow,  de  14  de  febrero;  S.  O.  E.  P.  /.,  n.  8,  de  24  de  febrero. 

(264)  Cfr.  S.  O.  E.  P.  /.,  n.  5,  de  3  de  febrero  de  1956;  n.  6  de  10  de  febrero.  «El  Comité 
Ejecutivo,  reunido  en  Gilbulla  (Australia),  publica  el  7  de  febrero  una  protesta;  y  da  ins- 
trucciones al  Secretariado  General  del  W.  C.  C.  y  la  Comisión  de  las  Iglesias  para  los  asun- 
tos internacionales  para  que  tomen  las  medidas  oportunas.» 

(265)  Cfr.  Manchesler  Guardian,  de  19  de  marzo  de  1956. 

(266)  Cfr.  The  Times,  4  de  mayo  de  1956  v  25  de  ídem.  Cfr.  Ecclesia,  1956/1,  pp.  637  y  ss. 
Cfr.  también  el  interesante  artículo  de  The  Tablet  de  12  de  mayo  de  1956. 
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momento  psicológico-político  estaba  perfectamente  estudiado,  como  han 
notado  las  fuentes  protestantes  (267);  el  entonces  ministro,  señor  Mar- 
tín Artajo,  está  para  hacer  su  visita  de  amistad  a  los  EE.  UU.  de  Norte- 
américa, en  mayo;  se  va  a  tener,  además,  en  Madrid,  próximamente,  la 
reunión  de  la  U.  N.  E.  S.  C.  O....  ¿Para  qué  agriar  los  ánimos  con  medi- 
das violentas? 

Por  las  fuentes  de  información  protestantes  que  poseemos,  sabemos 
que  la  Embajada  inglesa  en  Madrid  se  movió  activamente  para  neutralizar 
la  acción  de  la  incautación  del  arsenal  bíblico;  esas  mismas  fuentes  nos 
informan  de  que  el  Gobierno  estaba  dispuesto  a  ceder  en  otros  puntos, 
pero  que — dicen — la  acción  de  la  Jerarquía  española  pudo  impedirlo... 
Reseñamos  nada  más  algunas  de  las  noticias  recogidas  por  nosotros. 

Por  el  Servicio  Ecuménico  de  Información  y  Prensa  de  Ginebra,  sa- 
bemos que  los  medios  gubernamentales  habían  asegurado  a  ciertos  diplo- 
máticos extranjeros  que  el  seminario  podría  ser  tolerado  con  ciertas  con- 
diciones (268);  que  se  les  ha  permitido  levantar  los  sellos  (¿por  quién?) 
(269);  que  la  Jerarquía  española  había  hecho  saber  al  Gobierno  de  Ma- 
drid que  se  ooonía  a  la  reapertura  del  Seminario,  según  un  proyecto  ya 
elaborado  por  el  Gobierno  (270);  que,  por  un  sentido  de  justicia,  las 
autoridades  del  Estado  estaban  dispuestas  a  encontrar  una  solución;  pero 
que  luego  esas  mismas  autoridades  han  empezado  a  dudar,  a  causa  de  la 
protesta  de  los  católicos  romanos.  Sin  embargo,  los  protestantes  tienen 
esperanzas  de  que  las  negociaciones  entre  el  Nuncio  Apostólico  de  Ma- 
drid y  el  ministro  de  Asuntos  Exteriores  llegarán  a  una  solución  favora- 
ble, porque,  cuando  se  considera  la  situación  mundial,  parece  poco  proba- 
ble que  el  Vaticano  quiera  adoptar  una  actitud  análoga  a  la  de  la  Jerar- 
quía española  hacia  los  protestantes  (271).  Esto  mismo  afirmaba  el  obis- 
po luterano  doctor  Dibellius  en  la  carta  a  la  que  luego  vamos  a  referirnos. 

Qué  valor  debamos  dar  a  estas  consideraciones,  no  nos  es  posible 
determinarlo;  debemos  atenernos  a  los  hechos,  ya  que  otras  fuentes  más 
tardías  a  los  sucesos,  e  igualmente  protestantes,  nos  hablan  de  su  desen- 
canto por  no  haber  obtenido  lo  que  esperaban  (272). 

Esta  vez,  pues,  la  carta  jugada  por  el  protestantismo  había  sido  fuer- 
te: ¿había  ganado  algo?  Sigamos  la  historia  de  los  sucesos.  Efectivamente, 
se  «esperaba»  la  reapertura  del  seminario  ante  las  difíciles  circunstancias 
internacionales  del  Gobierno  de  Madrid  (273);  y  se  especulaba  con  la  opo- 
sición supuesta  entre  el  Gobierno  y  el  Nuncio  por  una  parte,  y  los  obispos 


(267)  Sobre  todo  la  Christian  Cenlury,  en  7  de  marzo  de  1956. 

(268)  S.  O.  E.  P.  /.,  n.  10  de  9  de  marzo  de  1956. 

(269)  «La  dirección  del  seminario  ha  sido  formalmente  obligada  por  las  autoridades  a 
levantar  ella  misma,  el  28  de  marzo,  los  sellos  puestos  por  la  policía  el  23  de  enero.»  Así, 
S.  O.  E.  P.  /.,  n.  17,  de  27  de  abril  de  1956. 

(270)  Idem,  n.  19,  del  11  de  mayo  de  1956,  con  el  título:  «La  Jerarquía  católica  española 
y  el  seminario  de  Madrid». 

(271)  Cfr.  las  Informations  Cathol.  Internationales  (católica),  en  su  número  de  15  de 
junio  de  1956. 

(272)  S.  O.  E.  P.  /.,  n.  30/31,  del  27  de  julio  de  1956.  Inform.  Cath.  Intern.  (1-11-1959), 
p.  10,  recoge,  de  la  Agencia  R.  N.  S.,  la  «extraña»  noticia  de  que  el  Ministro  Castiella  prepara 
un  proyecto  de  Estatuto  (charte)  «para  garantizar  los  derechos  de  los  protestantes  en  el  país». 

(273)  Cfr.  Universe,  de  Londres,  con  fecha  9  de  marzo  de  1956;  Brilrish  V/eekly,  de  24 
de  mayo  del  56. 
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españoles  por  otra  (274).  Por  lo  demás,  las  reacciones  de  la  Prensa  son  va- 
rias (275).  Cuando  la  visita  de  Truman  al  Papa,  en  mayo  de  1956,  llegan 
hasta  suponer  que  aquél  habría  hablado  al  Papa  de  la  situación  desgracia- 
da de  los  protestantes  españoles  (276).  Por  lo  demás,  son  ciertas  las  in- 
gerencias de  la  diplomacia  norteamericana  en  este  asunto  (277).  Es  más: 
el  «The  New  York  Times»,  en  fecha  de  1  de  marzo  de  1956,  llega  a  decir 
que  es  el  mismo  ministro,  señor  Martín  Artajo,  quien  había  logrado  (¿de 
quién?)  que  se  autorizara  la  reapertura. 

Y  las  reclamaciones,  una  vez  más,  llegan  a  las  esferas  parlamentarias 
(278)  con  nuevas  amenazas  de  sanciones  económicas... 

En  Alemania,  ambos  sucesos  tuvieron  importantes  y  aun  graves  re- 
percusiones que  recogen  las  agencias  (278  bis),  y  sobre  todo  la  «Herder- 
Korrespondenz»  (279);  el  punto  álgido  lo  alcanzaban  las  cartas  cruzadas 
entre  el  obispo  Dibellius  y  el  cardenal  Frings.  Aquél,  en  nombre  de  la 
E.  K.  D.,  presenta  sus  quejas  sobre  ambos  sucesos,  y  principalmente  por- 
que el  episcopado  español  se  opone  a  las  tendencias  tolerantes  del  Go- 
bierno español,  lo  mismo  que  a  la  reapertura  del  seminario.  El  cardenal 
Frings  responde  diciendo  que:  «...  ha  sido  oficialmente  desmentido  que  el 
episcopado  español  haya  protestado  ante  el  Gobierno  contra  la  reapertu- 
ra del  seminario...»  (280). 

En  Suiza,  igualmente,  la  repercusión  es  enorme.  La  agencia  católica 
KIPA  (281),  la  Prensa  protestante  (282);  la  católica  (283),  finalmente 
— y  de  nuevo — la  revista  «Orientierung»  se  decide  a  enviar  un  correspon- 
sal especial  que  recoja  las  informaciones  directamente.  De  este  viaje  te- 
nemos igualmente — lo  mismo  que  el  de  Chavaz  y  de  los  enviados  holande- 
ses— un  trabajo  serio  (284). 

En  Francia,  esta  vez,  la  campaña  alcanza  menos  resonancia;  los  órga- 
nos franceses  de  información  apenas  hacen  otra  cosa  que  recoger  las  no- 
ticias del  exterior,  tanto  las  protestantes  (285)  como  las  católicas  (286). 


(274)  Cfr.  citas  de  S.  O.  E.  P.  I.  más  arriba. 

(275)  Cfr.  The  Times,  del  7  de  mayo  de  1956;  Glasgow  Observer,  junio  1956,  informaciones 
favorables  a  España. 

(276)  Así  el  The  New  York  Post  de  28  de  mayo  de  1956. 

(277)  Cfr.  Frankfurter  Allgemeine  y  Frankfurter  Rundschau,  de  principios  de  febrero 
de  1956. 

(278)  Hablando  ante  el  Comité  especial  de  la  Comisión  de  Relaciones  Exteriores,  que  es- 
tudia el  programa  de  ayuda  extranjera,  el  12  de  abril  del  57,  el  dirigente  protestante  Stanley 
Lowell  propuso  que  España  fuera  privada  de  la  ayuda  económica. 

(278  bis)    El  Evangelischer  Pressedienst ,  del  21  de  febrero  de  1956. 

(279)  Cfr.  10  (1955-56),  357-361;  404-405. 

(280)  Cfr.  el  texto  de  las  cartas,  en  S.  O.  E.  P.  /.,  n.  21,  del  25  de  mayo  de  1956,  y  n.  28, 
de  13  de  julio  de  1956.  Cfr.  todavía  Michael  J.  P.,  Chrisien  suchen  eine  Kirche  (Herder,  1958), 
hablando  de  la  «intolerancia  española»,  pág.  16. 

(281)  Esta  agencia  católica  suiza  publicó  los  días  17  de  febrero,  en  alemán,  y  el  21,  en 
francés,  una  nota  aclaratoria  sobre  el  cierre  del  seminario  hecha  a  base  de  noticias  recibidas 
de  fuentes  «oficiales»  españolas.  En  ella  se  afirma  que  el  cierre  se  ha  verificado  sin  con- 
sultar para  nada  a  las  autoridades  eclesiásticas. 

282)  Cfr.  Journal  de  Genéve,  de  8  de  febrero  del  56;  La  Liberté,  de  16  de  febrero,  respon- 
de al  anterior.  Reformatio,  de  febrero  de  1956. 

(283)  La  liberté,  del  27  de  enero;  Neue  Ziirchcr  Nachrichten,  de  21  de  febrero;  Ostwcitz, 
de  23  de  junio  de  1956. 

(284)  Con  el  título:  «Um  das  evangelische  Seminar  in  Madrid.  Ergebnisse  einer  Informa- 
tions-reisse».  Orientierung,  de  15  de  abril  de  1956,  pp.  73  ss.  Lo  firma  Félix  A.  Platner. 

(285)  Cfr.  Reforme,  del  11  de  febrero  de  1956;  Foi  et  Vie,  1958,  pp.  311-315. 

(286)  Le  Fígaro,  del  9  de  junio  de  1956;  Informal.  Cathol.  en  varios  números;  La  Croix, 
8  de  marzo  de  1956,  4  de  julio  de  1956. 


131 


C)  Conclusión. 


En  los  momentos  en  que  estamos  redactando  nuestro  trabajo,  la  cam- 
paña de  difamación  sigue  poco  más  o  menos.  Pero  debíamos  cerrar  nues- 
tra información  si  no  queríamos  alargarla  indefinidamente.  De  esta  que 
hemos  llamado  tercera  campaña,  ocasionada  por  los  motivos  citados,  he- 
mos podido  deducir  nuevos  motivos — que  juzgaremos  más  tarde — ,  pero 
que  ahora  conviene  destacar. 

Además  del  acostumbrado  lujo  de  publicidad,  se  ha  empleado  a  fondo 
la  presión  exterior  desde  los  organismos  religiosos  o  estatales  más  am- 
plios: reclamaciones  diplomáticas  abundantes  y  numerosas  interpelaciones 
parlamentarias;  intervención  del  Consejo  Mundial  de  las  Iglesias,  y  de  to- 
das las  iglesias  nacionales  protestantes;  y  se  ha  intentado  la  grave  manio- 
bra de  una  separación  entre  el  Gobierno  y  la  Jerarquía  española;  en  fin, 
hasta  se  ha  llegado  a  querer  comprometer  definitivamente  a  Roma  en  el 
asunto  español.  Todo  esto  es  tan  grave  que  necesitamos  luego  volver  so- 
bre ello  de  una  manera  absolutamente  crítica  (286  bis). 


5.    Las  reivindicaciones  de  los  protestantes  españoles. 

Conocemos  ya  la  legislación  del  Estado  español  en  materia  religiosa: 
no  es  más  que  el  reflejo  de  un  hecho  religiosopolítico.  Pues  bien,  es  a 
esta  «legalidad»  a  la  que  en  modo  alguno  quieren  someterse  los  protestan- 
tes españoles.  Y  es  ella,  la  que,  urgida  por  los  órganos  ejecutivos  del  Po- 
der, da  lugar  a  los  nuevos  incidentes.  Los  protestantes  españoles,  por  lo 
tanto,  ¿se  encuentran  en  un  lastimoso  estado  de  clandestinidad  ante  la 
ley;  o  bien — todo  lo  contrario — tienen  una  legislación  clara  y  contunden- 
te que  les  ampara?... 

A)    Instancias  generales. 

Los  protestantes,  ya  de  antiguo,  han  insistido  siempre  en  sus  peticio- 
nes al  Estado  español  para  salir  de  lo  que  ellos — bien  «antijurídicamen- 
te»— llaman  «estado  de  clandestinidad»  (287).  Así,  en  1876  (288),  así  en 
1910,  1923,  1927,  1929  (289).  En  estos  últimos  años  las  peticiones  han 
sido  continuas:  1939,  1940,  1944,  1947  (290).  En  1950  nueva  petición 
al  Jefe  del  Gobierno,  quien  les  responde  recordándoles  la  Orden  Circular 
del  23  de  febrero  de  1948  (291).  Con  ocasión  del  cierre  del  seminario, 
nuevas  reclamaciones  (292). 


(286  bis)  Lo  que  no  quiere  decir  que,  en  grandes  sectores  protestantes,  no  se  proceda  con 
una  intención  recta.  Así  las  jornadas  de  oración  y  penitencia  «por  los  protestantes  españoles 
perseguidos».  Cfr.  The  Times,  9-2-59. 

(287)  Cfr.  The  Oppression...,  p.  88. 

(288)  Cfr.  o.  c.  de  Hughey,  p.  75. 

(289)  Ibid.,  pp.  102-113,  con  textos. 

(290)  Cfr.  The  Oppression...,  p.  88,  nota  2;  y  S.  O.  E.  P.  /.,  n.  27,  de  julio  de  1947. 

(291)  Hughey,  o.  c,  p.  155;  Vers  VVnite  Chr.  Marzo-junio,  1950;  S.  OE.  P.  /.,  marzo,  1950. 

(292)  Cfr.  Reiorme,  de  11  de  febrero  de  1956;  S.  O.  E.  P.  /.,  n.  28,  de  13  de  julio  de  1956, 
y  nn.  30/31,  de  27  de  julio  del  mismo  año;  Monroy,  J.  A.,  En  defensa  de  los  protestantes  es- 
pañoles (Tánger,  1958),  pp.  72  y  ss.,  p.  127. 
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A  todas  estas  reclamaciones,  el  Gobierno  español  ha  debido  contestar 
o  por  la  negativa  o  por  el  simple  recuerdo  de  las  disposiciones  vigentes 
(293).  Apoyando  estas  reclamaciones,  la  propaganda  exterior  ha  ayudado 
cuanto  ha  podido  (294).  Pero,  naturalmente,  si  los  altos  jefes  de  Estado 
tienen  que  atender  a  todas  las  reclamaciones  personales  de  sus  subditos, 
que  no  quieren  reconocer  las  leyes  establecidas,  se  aceptaría  un  principio 
jurídico  disolvente  de  la  autoridad  del  Estado  (294  bis). 

No  hay  que  decir  que,  en  sus  reclamaciones,  los  protestantes  presen- 
tan su  caso  como  absolutamente  «ilegal»;  y  exigen  que  se  les  trate  como  a 
«españoles».  No  quieren  que  «su»  ejercicio  de  la  religión  sea  considerado 
como  un  artículo  de  contrabando...,  piden,  sencillamente,  «igualdad»,  en 
la  que  ellos  llaman  «libertad  religiosa»  (295). 

B)    Reivindicaciones  especiales. 

Pero,  además,  estas  instancias  generales  para  obtener  un  estado  ju- 
rídico que  ellos  llaman  «legal»,  los  protestantes  españoles — bien  clamo- 
reados por  los  extranjeros — expresan  muy  en  concreto  sus  reivindicacio- 
nes especiales  en  ciertos  puntos  de  los  que  vamos  a  hablar.  De  este  modo 
podremos  darnos  cuenta  más  exacta  del  alcance  de  sus  peticiones  al  Esta- 
do español. 

1.  Matrimonio. — El  protestantismo  en  general,  aunque  a  veces  con- 
serve el  nombre  de  «sacramento»  (así  para  el  bautismo  y  la  cena),  ha  re- 
chazado la  realidad  misma  sacramental  tal  como  la  entiende  la  Iglesia  Ca- 
tólica. Para  los  protestantes  españoles,  apóstatas  en  su  inmensa  mayoría, 
se  crea  un  problema  en  España,  de  tipo  religiosocivil,  verdaderamente  gra- 
ve. El  problema,  sin  embargo,  conviene  considerarlo  desde  todos  los  pun- 
tos de  vista,  v  no  solamente  desde  el  «individualista»  a  que  están  tan 
acostumbrados — ¡no  faltaba  más! — los  protestantes.  Para  ellos  se  trata 
siempre  y  únicamente  de  un  «caso  de  conciencia».  No  parecen  advertir 
nunca  que  «su»  conciencia  subjetiva  encuentra  un  orden  objetivo  que  no 
deben  olvidar. 

El  problema  «confesional»  que  el  matrimonio  presenta  en  la  legis- 
lación de  España,  consiste,  dicho  muy  esquemáticamente  (296),  en  lo  si- 
guiente: existen  dos  «especies»  (297)  de  matrimonio,  entendido  como 


(293)  Cfr.  The  Oppression...,  pp.  88-91;  Hughey,  pp.  155-57. 

(294)  Así  el  Baptist  Times,  de  29  de  diciembre  de  1955.  Spaingrans,  de  diciembre  de  1957; 
New  York  Times,  de  4  de  mayo  de  1959;  S.  O.  E.  P.  I.,  n.  47,  de  13  de  diciembre  de  1957; 
The  Courier-Journal  de  Louisville,  Ky,  de  27  de  octubre  de  1959.  Christian  Century,  de  30  de 
septiembre  de  1959;  el  órgano  de  la  asociación  P.  O.  A.  U.,  News,  de  22  de  octubre  de  1959, 
etcétera. 

(294  bis)  La  Alianza  Evangélica  Española,  en  mayo  1956,  dirigía  a  sus  miembros  una 
Carta-cuestionario  para  ala  formación  de  un  registro  que  contenga  todos  los  datos  posibles 
relativos  a  la  intolerancia  religiosa  en  España,  durante  los  últimos  años». 

(295)  Es  característico  de  esta  actitud  el  libro  de  Monroy  cit. 

(296)  Claro  está  que  no  podemos  intentar  una  exposición  integral  de  la  cuestión  en  todos 
sus  aspectos  jurídicos,  morales  y  políticos.  Remitimos  a  Pere  Raluy,  en  Ecclesia,  1953, 
pp.  11  ss.;  Pérez  Mier,  en  Rev.  Der.  Can.,  1953;  e  Iglesia  y  Estado  (Madrid,  1940);  Regatillo, 
en  Ecclesia,  1953/2,  p.  512;  y  en  Las  causas  matrimoniales  (Salamanca,  1953);  León  del  Amo, 
Los  matrimonios  civiles  durante  la  república  (Madrid,  1954);  Doroteo  Fernández  en  Ecclesia, 
1957;  Arturo  Alonso  Lobo,  Boletín  en  Rev.  Esp.  Der.  Can.,  1956,  pp.  417-421. 

(297)  Nosotros  preferimos  el  término  «especie»  al  de  «clase»,  últimamente  adoptado  en 
la  reforma  del  artículo  42;  y  desde  luego  el  término  anterior  de  «forma»  era  absolutamente 
impropio. 
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unión  conyugal  permanente  para  los  fines  específicos  de  la  naturaleza 
humana;  el  natural  y  el  sacramental.  Y  existen  dos  «formas»  de  celebrarlo 
válida  y  lícitamente:  la  «civil»,  que  sólo  puede  afectar  al  matrimonio  na- 
tural: sobre  ella  tiene  potestad  el  Estado  civil.  Y  la  «canónica»,  que  sólo 
puede  afectar  a  la  especie  «sacramental»:  sobre  ella  es  la  Iglesia  Católica 
quien  ha  recibido  únicamente  la  potestad.  En  España,  el  Estado  reconoce 
a  la  Iglesia  Católica  su  derecho  matrimonial,  y  acepta  la  forma  canónica 
como  la  única  válida  para  los  que  están  obligados  a  ella;  y  sólo  exige 
ciertas  formalidades  externas  que  tutelan  las  justas  responsabilidades  ci- 
viles. En  cambio,  para  la  forma  civil,  el  Estado  posee  todas  las  atribucio- 
nes que  no  estén  contra  una  ley  superior,  como  lo  es  la  ley  natural. 

Ahora  bien,  según  el  Derecho  Canónico,  están  obligados  al  matrimo- 
nio canónico  todos  los  bautizados  en  la  Iglesia  Católica  (298).  Al  recono- 
cer el  derecho  matrimonial  de  la  Iglesia  Católica,  el  Estado  puede  en- 
contrarse con  casos  de  súbditos  bautizados  apóstatas,  que  no  quieran  con- 
traer la  unión  conyugal  en  la  forma  «canónica».  Es  cierto  que:  a)  teológi- 
camente, a  causa  del  carácter  indeleble  del  bautismo,  esa  unión,  en  los 
bautizados,  exige  radicalmente  ser  unión  «sacramental»;  b)  canónicamen- 
te, la  Iglesia  Católica — aun  en  el  caso  extremo  de  haber  lanzado  la  ex- 
comunión— sigue  exigiendo  la  «forma»  canónica;  luego,  c)  de  hecho,  no 
parece  existir  otra  «forma»  jurídica  viable  para  esos  casos  que  la  «canó- 
nica». 

¿Qué  hacer,  pues,  para  un  Estado  católico,  con  unos  súbditos,  a  los 
que  evidentemente,  hoy  ya,  hay  que  dar  una  situación  jurídica,  ya  que  no 
sea  posible  una  absolutamente  «legal»?  En  otros  tiempos — en  que  fe- 
lizmente los  principios  podían  tener  una  ordenación  jurídica  perfecta — a 
los  apóstatas  se  les  excluía — de  un  modo  o  de  otro — de  la  sociedad  civil 
y  el  problema  quedaba  resuelto.  Hoy  esta  solución  tajante  no  es  ya  po- 
sible (299). 

Pero  ¿cómo  salvar  los  dos  extremos?  Es  decir:  ¿los  derechos  de  la 
Iglesia  Católica  sobre  sus  súbditos  y  la  necesidad  que  tiene  el  Estado  de 
regular  un  asunto  tan  grave  como  es  la  situación  civil  de  unos  cónyuges 
apóstatas?  La  solución  de  esta  dificultad  grave,  constituye  la  historia,  tan- 
tas veces  lamentable,  en  el  período  liberal,  de  nuestra  legislación  en  este 
punto  clave  de  materia  religiosoconcordataria.  Y  aun  hoy  todavía  no  pode- 
mos decir  que  haya  encontrado  una  solución  definitiva.  La  historia  es  larga, 
y  no  podemos  hacerla  (300).  Pero  lo  que  interesa  ahora  a  nuestro  propósito, 
es  advertir  cómo  los  protestantes  se  han  presentado  esta  cuestión  desde  un 
punto  de  vista  puramente  individual,  cuando  en  realidad  tiene  también 
un  punto  de  vista  igualmente  esencial,  como  es  la  justa  ordenación  dentro 
de  esta  situación  histórica,  política  y  sociológica,  que  es  la  realidad  cató- 
lica de  España.  Y  la  legislación  española  en  esta  materia  no  ha  hecho  más 
que  reflejar  esa  realidad. 


(298)  De  nuevo  advertimos  que  prescindimos  de  determinaciones  particulares  que  no 
afectan  a  nuestro  asunto.  Cfr.  art.  cit.  de  Doroteo  Fernández. 

(299)  No  es  objetivo  «históricamente»  calificar  esta  posición  de  injusta  e  inquisitorial; 
entonces  era  absolutamente  justa  y  normal  jurídicamente. 

(300)  Cfr.  para  esta  historia  el  libro  de  Del  Amo,  pp.  27  ss.,  al  que  hay  que  añadir  los 
nuevos  datos,  sobre  todo  a  partir  del  Decreto  célebre  de  1956. 


134 


Es  esto  lo  que  una  vez  más — y  fundamentalmente — no  quieren  reco- 
nocer los  protestantes  españoles.  Ellos  exigen,  sin  más,  que  se  reconozca, 
para  etectos  civiles,  el  matrimonio  celebrado  ante  sus  ministros;  es  decir, 
sin  más,  que  para  ellos  se  reconozca  el  matrimonio  civil,  ya  que  del  «sa- 
cramental» no  tienen  que  preocuparse.  Dicen,  sobre  todo,  que  se  les  po- 
ne en  alternativa  de  vivir  en  pecado,  o  de  pasar  por  una  forma  de  ma- 
trimonio que  va  contra  su  conciencia;  que  se  fuerza  su  fe,  su  conciencia  y 
la  libertad  de  un  derecho  primario  y  personal  (301).  A  ellos  no  les  satis- 
face ni  el  Decreto  de  octubre  de  1956,  ni  el  cambio  de  la  ley  verificado  en 
abril  de  1958  (302). 

2.  Sepelio — La  Prensa  protestante  extranjera  ha  hecho  grandes  al- 
haracas en  torno  a  una  serie  de  casos  de  sepelio  de  individuos  protestan- 
tes, en  los  que  dicen  haber  sido  objeto  de  actos  sumamente  injustos  (303). 
Pero,  una  vez  más,  los  «casos»  no  han  sido  tales,  y  las  «injusticias»  no 
son  otra  cosa  que  los  resultados  de  una  situación  jurídica  normal  (304). 

3.  Asistencia  «obligatoria»  a  actos  oficiales  católicos. — Sobre  ello, 
igualmente,  los  órganos  protestantes  han  reclamado  excesivamente  (305). 
Pero  no  se  trata  de  actos  individuales  de  religión,  en  cuanto  tal,  a  los  que 
fueron  forzados,  sino  de  actos  de  servicios  públicos,  a  los  que  verdadera- 
mente están  obligados  como  ciudadanos  del  Estado  español.  Es  el  mismo 
caso  de  la  tan  conocida  «objeción  de  conciencia»  de  los  Testigos  de  Jeho- 
vá  contra  todo  servicio  militar.  Si  el  Estado  tuviera  que  respetar  esos 
que  indebidamente  se  llaman  derechos  individuales  de  la  persona  humana, 
pondría  en  el  mayor  de  los  peligros  un  bien  común  objetivo  y  supe- 
rior (306). 

4.  Educación. — Las  quejas  protestantes  a  este  punto  son  varias,  y, 
desde  luego,  muy  vivas:  que  se  ven  obligados  a  enviar  a  sus  hijos  a  cen- 
tros donde  reciben  instrucción  católica  que  ofende  a  sus  conciencias..., 
que  no  pueden  tener  centros  propios  de  educación...  (307).  Pero,  tam- 
bién aquí,  hay  que  puntualizar  bien  el  problema  y  su  significación  dentro 
de  la  realidad  española  (308);  y  cómo  la  legislación,  en  este  punto,  no  so- 
lamente deba  ser  así,  sino  que  necesariamente  no  pueda  serlo  de  otro  mo- 
do (309). 

5.  Obras  de  asistencia  social. — En  el  Decreto  de  23  de  febrero  de 
1948,  en  que  se  determinaba  el  sentido  en  que  se  debía  entender  el  ar- 
tículo 6.°  del  Fuero,  se  advertía  que  era  ilícita  toda  propaganda  o  proseli- 
tismo  de  religiones  no  católicas,  fuera  cualquiera  el  método  que  se  utili- 

(301)  Cfr.  The  Courier-Journal,  Louis-Ville,  Ky,  de  27  de  octubre  de  1959;  The  Times, 
de  25  de  mayo  de  1959;  The  oppression...,  pp.  73  ss. 

(302)  Cfr.  Etoile  du  Matin,  n.  123  (octubre-diciembre  de  1956);  n.  129  (abril-junio  de 
1958);  S.  OE.  P.  /.,  de  23  de  mayo  de  1958;  Etoile  du  Matin,  n.  125  (abril-junio),  de  1957, 
hace  notas  críticas  a  la  Carta  del  Nuncio. 

(303)  Cfr.  The  Oppression...,  pp.  75  ss.;  cfr.  edic.  francesa,  p.  56  ss. 

(304)  Cfr.  O.  /.  £>.,  pp.  43  ss.;  Chavaz,  ibid.,  p.  154. 

(305)  Cfr.  Delpech,  Les  protestants  en  Espagne,  p.  62. 

(306)  O.  /.  D.,  p.  44.  Cfr.  Iribarren,  Ecclesia,  194971,  pp.  574-75. 

(307)  Delpech,  ibid.,  p.  60. 

(308)  O.  I.  D.,  p.  42.  Para  el  tema  «la  educación  en  el  concordato»,  cfr.  Ecclesia, 
1953/2,  p.  517. 

(309)  Cfr.  las  reflexiones  justas  de  Maestro  en  O.  /.  D.,  p.  111-13;  y  de  Chavaz, 
ibid..  p.  159. 
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zara,  como  por  ejemplo,  la  fundación  de  escuelas  de  enseñanza,  la  distri- 
bución de  donativos  con  fines  supuestos  de  caridad,  los  centros  de  recreo, 
los  campamentos  de  verano,  etc.,  ya  que  todo  eso  serían  exteriorizaciones 
o  demostraciones  que  no  estaban  permitidas. 

Pero  los  protestantes  no  quieren  aceptar  esas  disposiciones,  y  se  que- 
jan de  no  poder  mantener  hospitales,  dispensarios,  clínicas,  orfanotrofios, 
etc..  (310).  Lo  que  no  les  impide  eludir  las  disposiciones  gubernamenta- 
les (311).  Pues  bien;  si  en  ciertos  casos  son  sorprendidos  en  flagrante  de- 
lito de  proselitismo,  disfrazado  de  candad,  ¿tendrán  derecho  a  quejarse 
de  la  aplicación — más  bien  siempre  benigna — de  las  sanciones  correspon- 
dientes? 

6.  «Otras»  violencias  personales. — Finalmente,  para  ser  menos  in- 
completos en  nuestra  información,  conviene  terminar  señalando  «otras» 
violencias,  que  los  protestantes  llaman  «violencias  personales».  A  los  pro- 
testantes— dicen — se  les  niega  el  visado  (312);  no  tienen  acceso  a  ciertas 
profesiones,  y  encuentran  sumas  dificultades  en  el  ejercicio  de  otras;  son 
mirados  con  suspicacia  en  cuanto  son  descubiertos  como  tales;  experimen- 
tan en  la  vida  social  y  familiar  continuas  molestias  (313). 

Ahora  bien;  es  indudable  que  muchas  de  esas  cosas  «les  pasan»  a  los 
protestantes  españoles.  Pero,  una  vez  más,  los  hechos  no  deben  ser  exa- 
gerados, y  debe  puntualizarse  su  significación.  No  es  cierto  que  los  protes- 
tantes, por  sólo  el  hecho  de  serlo,  sean  molestados  profesionalmente  (314). 
En  cuanto  a  la  «vida  diaria»  que  los  protestantes  tienen  que  llevar  de 
perpetuo  «ghetto»  respecto  de  la  convivencia  española,  si  algo  prueba  es  lo 
siguiente:  que,  en  la  vida  española,  el  protestantismo  ha  sido  siempre,  y 
sigue  siendo,  un  auténtico  cuerpo  extraño  contra  el  que  el  pueblo  espa- 
ñol reacciona  instintivamente.  ¿Puede  nadie  extrañarse  de  que  las  moles- 
tias se  manifiesten  en  actos  de  malhumor,  que  a  veces  pueden  tener  más 
graves  consecuencias,  cuando  los  protestantes  no  guardan  la  necesaria 
prudencia  en  sus  actuaciones  exteriores? 

C)  Conclusión. 

He  aquí,  pues,  las  instancias  generales  y  las  querellas  protestantes  en 
puntos  particulares.  Si  se  va  al  fondo  de  la  cuestión,  la  conclusión  es  la 
misma  que  en  capítulos  anteriores:  sus  querellas  no  tienen  otro  fundamen- 
to que  el  no  querer  aceptar  la  realidad  española,  como  una  situación  legal, 
contra  la  cual  se  rebelan.  Es  natural  que  tengan  sus  disgustos  con  quie- 
nes tienen  la  obligación  de  hacer  respetar  las  leyes  del  Estado  español 

Pero  vamos  a  ver  en  seguida  cómo,  donde  los  protestantes  esperan 
ganar  la  última  partida  en  contra  de  la  unidad  religiosopolítica  de  Espa- 


nto) The  Oppression,  p.  69;  para  la  legislación  concordatoria,  cfr.  Ecclesia,  1953/2, 
p.  520.  Cfr.  también  The  Christian  Science  Monitor,  de  24  de  diciembre  de  1956. 

(311)  Cfr.  S.  OE.  P.  /.,  n.  40,  del  25  de  octubre  de  1957. 

(312)  Ibid.,  n.  31,  de  septiembre  de  1949,  New  York  Times,  de  8  de  julio  de  1955. 

(313)  Cfr.  una  relación  abundante  y  detallada  en  The  Oppression...,  pp.  83-87. 

(314)  O.  /.  D.,  p.  44;  y  declaraciones  del  diputado  Richard  en  ibid.,  p.  176. 
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ña,  no  es  precisamente  en  el  campo  de  las  reclamaciones  «nacionales»,  si- 
no en  el  de  las  «internacionales».  ¿Qué  fundamentos  tienen  para  ello? 

Acabamos  de  ver  cómo,  en  todas  las  campañas  descritas,  han  interve- 
nido de  un  modo  extraordinario  e  inusitado  los  organismos  extranjeros,  re- 
ligiosos y  políticos.  Todos  han  creído  un  «deber  de  conciencia»  intervenir 
en  un  asunto  que,  en  última  instancia,  eran  absolutamente  de  incumben- 
cia exclusiva  del  Gobierno  español.  Si  éste  hubiera  querido  seguir  el  burdo 
hilo  de  la  trama  y  poner  al  descubierto  a  los  elementos  internos  que  des- 
pertaban y  aun  azuzaban  toda  esa  algarabía  exterior,  a  buen  seguro  que 
hubiera  tenido  que  procesar  por  delitos  graves  contra  la  seguridad  del  Es- 
tado a  muchos  que  proclamábanse  «buenos  españoles».  Pero  ¿valía  la 
pena?  Y,  sobre  todo,  ¿eso  hubiera  respondido  a  una  serena  medida  de 
prudencia? 

Pero  la  campaña  antiespañola  adquiere  un  cariz  nuevo  y  mucho  más 
grave  cuando  se  advierte  que  el  protestantismo  de  dentro  y  de  fuera  está 
poniendo  en  movimiento — como  recurso  extremo — los  grandes  tentácu- 
los de  los  organismos  internacionales,  en  los  que  comienza  a  desarrollarse 
el  nuevo  signo  del  mundo  actual.  Hoy  todos  tienen  una  conciencia  adqui- 
rida de  que  caminamos  hacia  una  nueva  concepción  política  del  mundo,  en 
la  que  los  grandes  organismos  supranacionales  van  a  constituir  el  centro 
dinámico  y  vivo. 

Pero  los  hechos  y  los  graves  problemas  que  suscitan  deben  ser  estudia- 
dos en  la  tercera  parte. 
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TERCERA  PARTE 

LOS  PROBLEMAS 


INTRODUCCION 


En  las  dos  primeras  partes  de  este  trabajo  se  han  expuesto  los  prin- 
cipios y  los  hechos  que  determinan  lo  que  se  ha  dado  en  llamar  «caso 
español». 

Ahora  queremos  preguntarnos  por  los  problemas  que  suscitan  los  prin- 
cipios mismos  cuando  quieren  realizarse  en  su  «praxis»  histórica  y  humana. 
Tampoco  aquí  queremos  entrar  propiamente,  ni  en  la  polémica,  ni  en  la 
disputa  clásica;  aunque  necesariamente  tengamos  que  llevar  un  diálogo  crí- 
tico: exponemos  las  razones  críticas  adversarias  y  a  ellas  oponemos  nuestros 
puntos  de  vista  igualmente  críticos. 

Los  diversos  temas  que  se  van  tratando  en  los  varios  capítulos  de  esta 
tercera  parte,  no  tienen  la  pretensión  de  agotar  la  problemática  que  el 
protestantismo,  en  cuanto  situación  peculiar  religiosoespañola,  ha  creado 
a  España  como  nación  en  sí  y  en  su  posición  ante  el  mundo.  Esto  exi- 
giría no  uno,  sino  muchos  libros,  que  hoy  tal  vez  ya  pueden  ser  escritos 
con  serenidad. 

Creemos,  con  todo,  que  los  capítulos  de  esta  parte  son  suficientes 
para  una  reflexión  histórica,  seria,  sobre  el  mismo  ser  futuro  de  España. 
Y,  sin  embargo,  nuestra  intención  primera  quiere  ser  una  contribución, 
todo  lo  modesta  que  se  quiera,  a  la  inteligencia  lúcida  del  grave  y  com- 
plejo problema  de  la  libertad  religiosa  en  España. 

Y  ya,  dentro  de  esta  perspectiva,  sí  que  creemos  haber  abordado,  con 
sinceridad,  los  temas-claves  que  sitúan  ese  problema  ante  la  conciencia  de 
los  españoles  y  ante  la  responsabilidad  del  mundo. 
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Capítulo  primero 


LA  UNIDAD  EN  SU  HISTORIA 


El  hecho-base  de  todo  el  problema  crítico  en  torno  al  protestantismo 
español  lo  constituye  una  realidad  dada:  la  unidad  religiosopolítica  de 
España.  De  esta  «evidencia»  fáctica,  nuestro  proceso  es  el  siguiente: 

1.  La  unidad  católica  de  España  es  un  hecho  histórico,  demográfico 
y  sociológico. 

2.  A  este  hecho,  según  los  principios  católicos  y  según  los  principios 
políticos,  debe  responder  jurídicamente  una  legislación  en  materia  reli- 
giosa que  esté  de  acuerdo  con  la  auténtica  estructura  real  del  pueblo  es- 
pañol. 

3.  Esta  legislación  es,  esencialmente,  la  que  España  tiene  en  la  ac- 
tualidad. 

1.    Objeciones  y  respuestas. 

El  hecho,  decimos,  de  la  unidad  católica  de  España  presenta  tres  no- 
tas características  que  integran  vitalmente  su  propia  estructura:  es  una 
realidad  tan  histórica  como  demográfica  y  sociológica. 

Porque  España  podría  tener  una  realidad  católica,  «histórica»  pero 
«perdida»,  como  les  pasa,  desgraciadamente,  a  tantos  países  del  continen- 
te europeo;  y  podría  ser  católicamente  una,  desde  un  punto  de  vista 
demográfico  puramente  material;  y  no  serlo  desde  un  punto  de  vista  más 
formal,  que  sería  propiamente  el  sociológico;  y  podría  tener  ambas  reali- 
dades demograficosociológicas  en  cuanto  «nacidas  ayer»,  en  un  próximo 
reciente,  sin  que  por  ello  el  catolicismo  español  estuviera  ligado  esencial- 
mente a  la  formación  de  España  como  nación. 

Pero  afirmamos  que  se  dan  a  la  vez  las  tres  notas  integrales,  configu- 
rando el  catolicismo  español  de  una  manera  única  en  la  fenomenología 
comparada  religiosa  del  catolicismo  universal. 

Pero  no  todos  admiten  esta  tesis,  negando  la  evidencia  de  esas  afir- 
maciones. La  realidad  histórica  la  niegan  todos  los  historiadores  del  pro- 
testantismo español  que  conocemos;  la  niegan  igualmente  algunos  cató- 
licos extranjeros,  dando  diversas,  aunque  difíciles,  interpretaciones  a  la 
Historia  de  España.  La  realidad  demográfica  no  puede  ser  negada;  por- 
que, aunque  no  sea  fácil  determinar  con  precisión  la  demografía  mínima  del 
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protestantismo  español,  resulta  sumamente  fácil  determinar  la  demografía 
del  catolicismo.  Aun  ateniéndose,  como  vamos  a  ver,  a  las  cifras  próxi- 
mas, dadas  por  fuentes  protestantes,  las  estadísticas  protestantes  no  lo- 
gran forzar  el  nivel  de  una  minoría  insignificante.  Por  el  contrario,  cuan- 
do llegamos  al  aspecto  sociológico  de  la  cuestión,  los  autores — tanto  pro- 
testantes como  algunos  católicos  extranjeros — se  toman  el  desquite.  Hemos 
de  ver  sus  razones. 


2.    La  unidad  católica  de  España  en  su  historia. 


Es  un  achaque  conocido  el  de  los  historiadores  protestantes  y  autores 
protestantes  en  general  el  decir  que  hacemos  del  protestantismo  español 
una  importación  extranjera  (1).  Ellos,  en  cambio,  tienden  a  hacer  una  in- 
terpretación de  la  Historia  de  España  que  resultaría  «protestante»  desde 
el  origen,  y  «avant  la  lettre»:  todo  lo  cismático,  herético,  carismático,  hu- 
manista, reformador...  sería  protestante  (2). 

Por  el  contrario,  toda  nuestra  historia  «católica»  sería  una  serie  inter- 
minable de  ataques  al  «Evangelio»  (3).  De  ahí  resulta  una  versión  bien 
curiosa  de  la  Historia  de  España:  la  «verdadera»  España  habría  estado 
siempre  oprimida  por  la  «falsa»;  es  decir,  por  la  «católica»  (4). 

Pero  es  el  caso  que  los  «hechos»  hay  que  admitirlos  como  tales,  y  no 
permiten  una  fácil  tergiversación  cuando  se  trata  de  hechos  de  un  calibre 
como  los  que  forman  la  historia  católica  de  España  (5).  ¿Qué  quere- 
mos, pues,  decir  cuando  afirmamos  que  el  protestantismo  es  producto 
extranjero?  Es  evidente,  en  primer  lugar,  que  no  pretendemos  con  ello 
dar  un  juicio  de  valor,  que  resultaría  sumamente  chauvinista...  y  falso. 
Afirmamos  simplemente  un  hecho:  que  la  mayoría  son  extranjeros  (6),  que 
un  47  por  100  de  ministros  lo  son  también  (7);  que  la  economía-base  lo 
es  también  (8);  que  la  formación  es  extranjera  (9);  que  los  impulsos  de 
iniciación,  desoués  de  todos  los  períodos  de  decadencia,  provienen  de  fue- 
ra; que  el  protestantismo  español  está  sostenido  moralmente  desde  fuera, 
y  que  sin  ese  soporte  moriría  (10);  que  contradice  instintivamente  a  la  psi- 
cología nacional  (11). 


(1)  Cfr.  Quejas  en  Delpech,  Les  proteslants  en  Espagne,  p.  8;  The  Oppression,  p.  18; 
Hughey,  pp.  5  ss.;  Monroy,  pp.  12-13.  ' 

(2)  Cfr.  Reformismo  y  alma  española  (Buenos  Aires,  1949),  pp.  12  y  58.  Gutiérrez  Ma- 
rín pp.  47  y  33.  Etoile...,  n.  126  (julio-septiembre  1957),  pp.  35-36.  Courvillon  B.  Ibid  (En. 
Marzo  1960),  pp.  60  ss.;  (En.  Marzo  1961),  pp.  61  y  ss.  _  . 

(3)  Así,  Mackay,  en  una  melodramática  requisitoria  que  dice  entre  otras  cosas:  «It  ís 
important  to  wiew  Spain's  tragic  condition  in  the  perspective  of  the  country  s  history, 
and  of  the  agelong  struggle  of  the  spanish  soul  for  spiritual  freedom»  (p.  4),  y,  tomando 
las  «cosas»  «ab  ovo»,  continúa:  «Spain's  spiritual  tragedy  stems  from  a  terrifing  pohtical- 
religious  philosophy.  A  baneful  theory  imposed  upon  and  unwilling  nation  by  a  theocratic 
government  has  blocked  the  development  of  one  of  Europe's  greatest  people.  It  ís  claimed 
that  an  absolute  link  must  always  exist  between  the  spanish  nation  and  the  Román  Cathohc 
Chuch ..  »  Y  de  este  tenor  y  de  esta  tesitura  todo  el  prólogo  a  la  edición  inglesa  del  libro 
de  Delpech.  ¡Claro  que  a  esto  se  llama  objetividad  histórica! 

(4)  Cfr.  el  curioso  discurso  de  Santos  Molina,  apud  Doc.  Cath.,  1948,  p.  1.138;  sobre  la 
índole  personal  de  este  dirigente  cfr.  Ecclessia,  1956/1,  pp.  637  ss. 

(5)  Cfr.  Delpech,  Les  protestants...,  pp.  8  ss. 

(6)  Cfr.  Chavaz,  p.  124.  Maestro,  en  O.  /.  D.  Iribarren,  pp.  14  y  23. 

(7)  O.  1.  D.,  p.  27. 

(8)  Hughey,  p.  136. 

(9)  En  Bosey,  Ruschlikon-Zurich  y  otras  partes. 

(10)  Cfr.  Hughey,  pp.  136  ss.  Iribarren,  pp.  602  ss.  O.  /.  D.,  pp.  37  ss. 

(11)  Cfr.  citas  ele  E.  Allison  Peers  y  R.  Pattee,  en  O.  I.  D.,  p.  31. 
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Otro  argumento  en  contra  de  la  interpretación  de  la  Historia  de  Es- 
paña, como  unidad  católica,  se  ha  pretendido  fundar  en  el  agitado  período 
liberal  del  siglo  xix  (12).  Pues  bien,  el  estudio  serio  de  ese  «medio  siglo» 
de  que  habla  Congar,  nos  revela  que:  1)  el  período  cronológico  considera- 
do no  es  «medio  siglo  xix»,  sino  los  «cinco  años»  violentos  de  la  revolu- 
ción septembrina  y  de  la  primera  República  española;  2)  que  se  trata 
siempre,  además,  en  primer  lugar  de  un  período  revolucionario  anormal;  y 
que,  aun  así,  lo  que  allí  sucede  es  siempre  un  fenómeno,  clásicamente  li- 
beral; por  lo  tanto,  abiertamente  anticlerical,  pero  no  específicamente 
«anticatólico»;  3)  que,  sin  embargo,  es  decir,  aun  con  el  favor  de  las  me- 
jores circunstancias  políticas,  el  protestantismo  de  la  «segunda  reforma» 
no  logró  conseguir  carta  de  naturaleza  en  España  (13).  El  hecho,  pues,  de 
una  España  presidida  desde  sus  orígenes  por  la  unidad  católica,  nutrida 
por  ella  y  conservada  por  la  misma  como  un  elemento  esencial  de  su 
ser  constituivo,  es  algo  que  entra  en  la  inteligencia  misma  del  ser  histó- 
rico español  (14). 


(12)  Así  Congar  en  Documentos,  n.  10,  pp.  42-43.  Reproduce  la  «Lettre  sur  la  liberté  reli- 
gieuse  á  propos  de  la  situation  des  Protestants  en  Espagne».  La  Revite  Noitvelle  (15-5-1948), 
pp.  452-458.  El  P.  Congar  reconoce  que:  «la  misma  Prensa  (protestante)  es  mucho  más  dis- 
creta sobre  la  suerte  de  esos  cuatro  millones  de  católicos  orientales  de  Ukrania  y  de  Galitzia, 
que  la  presión  del  poder  soviético  acaba  actualmente  de  arrancar  de  la  comunión  con  la 
Sede  de  Roma»  (p.  449).  Este  y  otros  muchos  hechos  podían  haber  despertado — siquiera 
un  poco — la  atención  del  P.  Congar  y  del  difunto  Abbé  Couturier,  para  entender  mejor  el 
«caso  español»,  sin  dejarse  fácilmente  impresionar  por  esa  misma  Prensa,  ahora  justamente 
criticada. 

(13)  Hughey,  p.  137. 

(14)  Cfr.  la  II  Parte. 


LOS  PRINCIPIOS.  — 11. 
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Capítulo  ii 


LA  UNIDAD  EN  SU  DEMOGRAFIA 


«Las  estadísticas  religiosas  (se  refiere  únicamente  a  las  protestantes) 
de  España — decía  Hughey  (15) — son  siempre  problemáticas.»  Efectiva- 
mente, su  fluctuación  es  enorme,  como  vamos  a  ver.  Las  causas  de  ello 
son  varias:  está,  en  primer  lugar,  la  falta  seria  de  encuestas  científicas 
(16).  No  es  que,  necesariamente,  haya  que  suponer  una  intención  velada 
de  ocultamiento  de  las  verdaderas  cifras  reales  por  motivos  inconfesables; 
pero  sí  ciertamente  no  existe  un  claro  interés  por  parte  protestante  de  pre- 
sentar datos  claros  científicamente  elaborados  (17). 

De  ahí,  pues,  que  sigue  siendo  verdadera  la  afirmación  anterior  del 
historiador  protestante  Hughey;  y  a  ella  hemos  de  atenernos.  Dentro,  sin 
embargo,  de  esas  limitaciones  de  método,  y  hasta  de  resultados,  a  que  nos 
vemos  obligados,  vamos  a  distinguir  tres  períodos  fácilmente  discerni- 
bles  en  la  historia  del  protestantismo  español,  para  seguir  mejor  sus  esta- 
dísticas demográficas. 

1.    Primer  período:  1517-1560. 

El  protestantismo  se  muestra  influyente  de  algún  modo  en  España  ya 
en  los  primeros  años  que  siguen  a  su  nacimiento  en  Alemania  (18).  Esa  in- 
fluencia, primero  aislada  en  algunos  individuos  (19),  hacia  1550,  aparece 
formando  núcleos  (20).  ¿Cuál  fue  la  verdadera  importancia  y  extensión 
del  protestantismo  en  esta  época;  se  puede  determinar  su  número?  La 
discusión  sobre  estos  interrogantes  viene  de  muy  lejos.  Nosotros  vamos 
a  seguir  a  Scháfer,  autor  protestante,  quien  de  una  manera  crítica  ha  es- 
tudiado esas  cuestiones  (21). 

«La  diversidad  de  opiniones,  procede — dice  Schafer — no  siempre  por 
motivos  objetivos»  (22).  Son  fantásticos  e  imaginados  los  números  de 


(15)  En  o.  c,  p.  101. 

(16)  Ibid.,  p.  83;  Delpech,  Les  proiestants...,  p.  16. 

(17)  Ecclesia,  1949/1,  pp.  573-4. 

(18)  Cfr.  Menéndez  y  Pelayo,  Edic.  BAC,  to.  I,  p.  1.045. 

(19)  Así  Pedro  de  Lerma,  los  dos  Encinas,  Juan  de  Valdés,  Francisco  San  Román. 

(20)  Para  bibliografía  sobre  historia  del  protestantismo  español  remitimos  a  las  obras 
citadas  en  la  II  Parte,  en  particular  la  de  Menéndez  y  Pelayo,  que  la  da  críticamente; 
y  lo  mismo  hace  la  de  Schafer.  La  obra  de  G.  Marín  son  meros  apuntes  sin  ninguna  serie- 
dad histórica.  En  cambio,  la  obra  de  Hughey,  sin  ser  propiamente  una  historia,  es  suma- 
mente útil. 

(21)  En  o.  c,  quien  discute  críticamente  la  cuestión. 

(22)  Ibid.  p.  183. 
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500  (23),  de  4.000  (24),  de  6.000  (25).  Tanto  el  historiador  Illescas  (26) 
como  Páramo  (27).  Y  la  baladronada  de  Cazarla  está  destituida  de  fun- 
damento (28).  Montano,  nada  recomendable  por  su  objetividad,  habla  de 
800  (29),  pero,  según  las  Actas,  dice  Scháfer,  aun  la  cuarta  parte  sería 
exagerada.  Por  lo  demás,  es  ya  algo  admitido  que  las  cifras  dadas  por  Lló- 
rente y  por  Adolfo  de  Castro  no  son  serias  (31).  Ni  pueden  serlo  las  de 
los  autores  extranjeros  que  dependen  de  ellos  (32).  El  mismo  Fliedner, 
primero  de  una  familia  que  tanta  influencia  habría  de  tener  en  el  protes- 
tantismo contemporáneo,  ha  dado  cifras  inverosímiles  (33). 

Para  establecer  bien  la  cuestión,  Scháfer  comienza  preguntándose  por 
el  sentido  de  «protestante»  en  aquella  época.  «Empecemos,  dice,  exclu- 
yendo a  los  extranjeros  que  por  diferentes  motivos  (comercio,  negocios, 
espionaje,  relaciones  diplomático-políticas)  entraban  en  España  y  eran 
sorprendidos  y  juzgados.»  De  ellos  ninguno  aparece  en  los  procesos  céle- 
bres de  Sevilla  y  Valladolid,  aunque  son  la  inmensa  mayoría  de  los  pro- 
cesados en  los  tribunales  de  los  puertos  de  mar  y  de  frontera  (34).  Ade- 
más, hay  que  tener  en  cuenta  que  no  todos  los  procesos  fueron  contra 
los  «protestantes»,  ni,  en  los  procesos,  todos  los  procesados  eran  protes- 
tantes, sino  de  otras  sectas  religiosas  (judíos,  árabes),  o  bien  gente  indocta 
que  se  había  dejado  llevar  de  errores  religiosos  que  luego  matenían  por 
contumacia  (35).  Tampoco,  evidentemente,  debe  ser  considerado  como  pro- 
testante cualquier  criticista  bíblico  (Fr.  Luis),  reformador  religioso  (Cis- 
neros),  renacentista  o  erasmiano  (Alfonso  de  Valdés),  cualquier  místico 
(San  Juan  de  la  Cruz),  cualquier  alumbrado  (Molinos)...,  sino  solamente 
aquellos  que: 

«A  través  del  estudio  de  la  Sagrada  Escritura  y  de  las  obras  de  los  reformado- 
res se  llegan  a  colocar  en  una  posición  consciente  contra  la  doctrina  fundamental  de 
la  Iglesia  Romana»  (36). 

Pues  bien;  dados  estos  criterios  exactos,  he  aquí  los  resultados  a  que 
llega  Scháfer  según  las  fuentes  de  los  procesos:  de  los  68  procesos  por 
el  Tribunal  de  Toledo,  entre  1528-1588,  solamente  17  procesos  han  sido 
contra  procesados  españoles;  y  aun  éstos,  de  ninguno  se  puede  decir  que 
haya  sido  procesado  como  protestante.  Desde  luego,  en  modo  alguno 
aparecen  formando  como  unidades  o  núcleos.  Lo  mismo  debe  decirse  res- 
pecto de  los  procesos  de  otros  tribunales  que  no  disponían  de  tanto  poder 
coercitivo.  Así,  en  Barcelona,  hay  39  procesos,  427  personas  procesadas, 

(23)  Cfr.  o.  c.  I,  p.  262;  y  III,  pp.  504-5. 

(24)  Cfr.  ibid.  I,  p.  262;  III,  p.  98. 

(25)  Ibid.  I,  pp.  262  y  498. 

(26)  Citado  por  Scháfer,  I,  p.  184. 

(27)  En  su  frase  célebre:  «Brevi  hispaniarum  regna  conflagatura  esse  nemo  est  qui  du- 
bitet».  Cit.  por  Scháfer,  I,  p.  185. 

(28)  Cfr.  la  información  de  Valdés  en  ibid.  187,  nota  2;  Scháfer  cita  la  baladronada  de 
Cazalla,  pero  sin  referencia  crítica  en  p.  194. 

(29)  Cit.  por  Scháfer,  I,  195-6;  Menéndez  y  Pelayo  cita  la  misma  cifra  pero  refiriéndose 
a  Montano,  cfr.  t.  II,  p.  89. 

(30)  Ibid.  I,  p.  196! 

(31)  Para  el  valor  crítico  de  estos  autores,  confróntese  las  introducciones  de  Menéndez 
y  Pelayo  y  de  Scháfer. 

(32)  Así,  para  unos  (McCrie)  serían  2.000;  lo  mismo  para  Pressel;  para  otros,  3.000.  Así 
Hugucy  (p.  6)  citando  a  Meyrick.  Cfr.  Scháfer  p.  197,  nota  2  y  p.  198. 

(33)  Ibid.  I,  p.  207.  Fliedner  no  distinguía  ni  procesos  ni  causas. 

(34)  Ibid.  I,  pp.  208-9. 

(35)  Ibid.  I,  pp.  210-11. 

(36)  Ibid.  t.  I,  p.  211. 
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de  las  cuales  66  son  declaradas  libres,  29  son  quemadas  (22  en  estatua), 
como  protestantes;  pero  de  estas  427  personas  solamente  tres  son  es- 
pañoles. Y  aun  de  estos  tres,  uno  queda  absuelto  y  dos  se  reconcilian 
(37).  En  Valencia  hay  33  procesos,  con  144  personas  procesadas  como 
protestantes,  de  las  cuales  14  quedan  libres,  cinco  son  quemadas  en  per- 
sona y  dos  en  estatua;  pero  de  ellos  solamente  diez  son  españoles,  de 
los  cuales  dos  son  nada  más  que  penitenciados,  cinco  reconciliados  y  so- 
lamente uno  es  quemado  en  persona  y  dos  en  estatua;  adviértase  que,  en 
esos  33  procesos,  en  19  de  ellos  no  aparece  el  motivo  protestante. 

Datos  parecidos  trae  Scháfer  de  los  tribunales  de  Calahorra,  Logro- 
ño, Zaragoza,  Córdoba,  Cuenca,  Granada,  Murcia,  Compostela  (38).  En 
Sevilla,  los  procesados  como  protestantes  son  317;  entre  ellos  solamente 
149  son  españoles,  entre  los  cuales  hay  que  poner  los  miembros  de  las 
comunidades  descubiertas  en  1557,  y  cuyo  proceso  se  alarga  hasta  1565. 
Pero  abstrayendo  ahora  de  esos,  tenemos:  132  procesos,  con  sólo  dieci- 
siete españoles  (11  penitenciados,  dos  reconciliados  y  un  relajado),  y 
con  222  extranjeros;  lo  que  se  explica  muy  bien  por  el  puerto;  la  ma- 
yoría son  ingleses  y  tudescos.  En  Valladolid  tenemos  10  procesos,  de  los 
cuales  sólo  en  tres,  figura  el  motivo  protestante,  con  84  personas,  de  las 
cuales  sólo  60  son  españoles;  entre  los  cuales  hay  que  contar  las  54  per- 
sonas de  la  comunidad  descubierta  y  juzgada  en  1559. 

El  número  preciso  de  la  comunidad  de  Valladolid,  juzgado  en  1559, 
es  el  de  55  personas;  y  el  de  Sevilla,  en  los  célebres  procesos,  es  el  de 
129  personas  (39). 

Hecha  luego  la  comparación  crítica  de  estos  procesos  conservados, 
con  los  posibles  no  conservados  (40),  para  demostrar  que  no  pueden  in- 
fluir en  la  conclusión  final,  ésta  es  la  siguiente: 

«Si  se  prescinde  de  las  dos  comunidades  de  Valladolid  y  de  Sevilla, 
el  protestantismo  en  España  no  ha  encontrado  asiento»  (41). 

«Aquel  puñado  de  protestantes  que,  en  los  últimos  años  de  Carlos  V 
y  primeros  de  Felipe  II,  aparecen  allí,  fueron  pronto  extirpados  oor  la 
energía  del  poder  real  español.  Su  aparición  se  quedó  en  un  fenómeno  del 
todo  aislado  que  no  tiene  conexión  alguna  interna  con  la  vida  espiritual 
española;  y  que  no  ejercía  ningún  influjo  ni  en  el  desarrollo  de  la  na- 
ción española,  ni  produce  consecuencias  permanentes»  (42). 

2.    Segundo  período:  1830-1936. 

En  este  siglo  (¡¡)  de  protestantismo  español,  todo  es  significativo:  las 
fechas  van  coincidiendo  de  tal  modo  que  los  resurgimientos  y  las  deca- 
dencias del  protestantismo  español  van  íntimamente  ligados  a  los  fenó- 
menos más  lamentables  de  decadencia  y  resurgimiento  de  España;  no  pa- 

(37)  Ibid.  t.  I.  p.  220. 

(38)  Ibid.  pp.  222-23. 

(39)  Cfr.  Ibid.  t.  III,  pp.233ss.  y  345  ss.;  t.  I,  pp.228-233,  la  crítica  cerrada  de  las  esta- 
dísticas de  Fliedner. 

(40)  Ibid  pp.  225-227. 

(41)  Ibid.  p.  227. 

(42)  Esta  conclusión  es  de  Maurenbrecher.  admitida  absolutamente  por  Schafer  p.  228. 
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rece  sino  que  el  protestantismo  español  estuviera  destinado  solamente  a 
aprovechar  los  momentos  de  decadencia  española  para  su  resurgir;  al  re- 
vés, los  momentos  del  resurgir  de  España  fueran  para  él  los  puntos  del 
declive. 

El  protestantismo,  pues,  desaparece  totalmente  después  de  los  proce- 
sos de  Valladolid  y  Sevilla  (43).  Es  necesario  esperar  al  primer  tercio  del 
siglo  xix  para  encontrarlo  de  nuevo  importado  del  extranjero  y  aprove- 
chando un  momento  lastimoso  de  la  vida  española  (44).  Las  causas  de 
esta  nueva  aparición  están  ya  bien  estudiadas  (45),  y  no  hace  falta  que 
nos  detengamos. 

Sin  embargo,  en  todo  este  período,  hasta  que  llegamos  a  la  revolución 
de  septiembre  de  1868,  no  es  posible  hablar  de  estadísticas  de  ninguna 
clase;  y  aquí  no  solamente  por  falta  de  documentos,  sino  porque,  efecti- 
vamente, no  constituyen  número.  Ni  Rule,  ni  Borrow,  ni  Graydon,  ni 
siquiera  el  grupo  que  acaudilla  Matamoros  significan  nada  numéricamente 
desde  el  punto  de  vista  de  la  estadística. 

Con  la  revolución  septembrina,  las  actividades  protestantes  toman  de 
pronto  un  vuelo  desconocido,  pero  ¿cuál  era  el  alcance  real  de  su  influen- 
cia, cuál  su  verdadero  número  y,  sobre  todo,  cuál  su  verdadera  significa- 
ción en  aquel  turbulento  mar  de  la  vida  española?  ¿Hasta  dónde  pueden 
llamarse  «protestantes»  aquellos  grupos — aún  numerosos — de  curiosos 
que  acuden  a  los  mítines  de  los  dirigentes  protestantes,  como  los  griegos 
acudían  al  foro  ansiosos  de  toda  novedad  revolucionaria?  Todo  aquel  am- 
biente de  ofuscación  popular  y  populachera  que  caracteriza  las  orgías  es- 
pañolas del  siglo  xix,  hace  muy  problemática  toda  cifra  determinada.  Se 
puede  hablar  de  «oyentes»,  hasta  de  «entusiasmados»,  si  se  quiere,  pero 
será  muy  difícil  el  determinar  nunca  si  se  trata  de  «prosélitos»,  y  mucho 
menos  de  efectivos  «comunicantes».  Digamos,  con  todo,  lo  poco  que  sa- 
bemos (45  bis). 

Hughey,  fundado  en  datos  de  la  época  (46)  del  año  1869,  hace  su- 
bir de  3.000  a  4.000  los  protestantes  de  sólo  Sevilla,  debido  a  las  activi- 
dades del  ex  escolapio  Juan  Cabrera.  Pero,  fundadamente  puede  dudar- 
se de  la  cifra,  si  advertimos  que  el  mismo  Hughey,  haciendo  resumen  del 
estado  del  protestantismo  español  en  el  período  que  inmediatamente  pre- 
cede, da  una  pobrísima  descripción  de  él  (47);  que  él  mismo  se  contra- 
dice en  las  cifras  (48).  En  Madrid,  en  cambio,  por  esta  misma  época  de 
1869,  la  asistencia  a  los  cultos  protestantes  era  bien  escasa,  aunque  iba  en 
aumento  (49).  En  Barcelona,  un  pastor  invita  a  sus  oyentes  de  un  modo 
vago  a  una  «asociación  protestante»  y  obtiene — se  dice — 700  firmas;  pe- 

(43)  Cfr.  Menéndez  y  Pelayo,  II,  p.  98,  Ballesteros,  O.  C.  t.  VII,  pp.  245-246. 

(44)  Cfr.  O.  /.  D.  c.  30. 

(45)  Cfr.  ibid.  Hay  que  atender  además  a  las  causas  de  la  renovación  interior  que  le 
viene  al  protestantismo,  sobre  todo  inglés  por  el  movimiento  wesleiano;  este  se  hace  inme- 
diatamente expansionista  y  misionero. 

(45  bis)  Además  de  las  obras  cit.,  véase  Mazo  J.,  Los  protestantes  españoles  antes  de  la 
revolución  de  septiembre  de  1868.  Revista  Critica  XXXIX  (1918),  pp.  17  ss.  Mateu  V.,  Memo- 
ria sobre  el  origen  v  desarrollo  de  la  Iglesia  Evangélica  Bautista  en  Valencia,  de  1888  a  1898 
(Valencia,  1898). 

(46)  Evangélica!  Christcndom  X  (abril  1869)  p.  141;  cit.  por  Hughey  p.  51. 

(47)  Ibid.  p.  32. 

(48)  Ibid.  p.  63;  ¿cómo  era  posible  ese  aumento  repentino  de  2.000  a  3.000,  para  quedarse 

inmediatamente  después  en  258? 

(49)  Ibid.  p.  51. 
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ro  nadie  dirá  que  esto  significaba  sin  más  una  adscripción  a  la  secta.  En 
Valladolid  las  asistencias  de  unas  conferencias  protestantes  llegan  hasta 
4.000,  y  en  Córdoba  a  800...  Pero  ya  nos  advierte  el  mismo  Hughey  que 
tal  vez  las  cifras  están  coloreadas  de  entusiasmo  (50). 

Es  cierto,  sin  embargo,  absolutamente,  que,  al  socaire  de  la  revolu- 
ción y  de  la  primera  República,  el  protestantismo  crece  y  se  extiende  a 
muchas  ciudades  de  España  (51);  aunque  se  trataba  de  una  universal  cu- 
riosidad, gran  ocasión  para  el  proselitismo,  pero  nada  favorable  a  las  ver- 
daderas conversiones.  De  todos  modos,  la  propaganda  y  el  derroche  de  di- 
nero extranjero  fueron  enormes. 

Menéndez  y  Pelayo,  contemporáneo  de  los  sucesos,  nos  da  una  ver- 
sión de  la  historia  del  protestantismo  en  esa  época  que  no  difiere  esen- 
cialmente de  la  que  hace  el  historiador  Hughey.  Menéndez  y  Pelayo  da 
la  estadística  de  Madrid,  que  le  proporcionaba  Vicente  de  Lafuente.  La  ci- 
fra dada  es  de  3.623,  repartidas  en  nueve  capillas  (52).  En  1870,  unos 
grupos  forman  la  Unión  Evangélica,  que  dice  contar  en  Madrid  con  unos 
1.000  adherentes.  La  asamblea  general  de  1871  forma  la  Iglesia  Cris- 
tiana Española,  que  reúne  a  la  Unión  Evangélica  y  a  la  Iglesia  Reforma- 
da; y  que  toma  carácter  presbiteriano,  dirigida  por  un  consistorio.  En  1872 
se  tiene  otra  asamblea,  en  la  que  toman  parte  las  cuatro  congregaciones  de 
Madrid  y  otras  doce  de  otras  partes;  se  adopta  una  confesión  de  fe  y  se 
completa  la  unión  de  las  Iglesias.  «Por  este  tiempo — sigue  diciendo  Hu- 
ghey (53) — sabemos  que  Cabrera,  en  1870,  enrola  unas  2.000  personas  en 
su  iglesia  de  Sevilla...,  pero  ya  en  1873  habían  descendido  a  258  (!!). 
La  iglesia  de  Madera  Baja,  de  Madrid,  tiene  367  miembros  y  1.300  ad- 
herentes en  1871,  pero  ya  en  1874  tiene  solamente  357  antiguos  miem- 
bros, y  sólo  72  nuevos  y  283  simpatizantes»  (54). 

Un  gran  proselitista — «pioner»  de  los  Hermanos  de  Plymouth — fue 
el  célebre  George  Lawrence,  que  dice  haber  distribuido  300.000  ejempla- 
res de  la  Biblia.  Knapp,  primer  predicador  americano  baptista,  se  une 
luego  a  los  presbiterianos  para  formar  la  Iglesia  Presbiteriana.  El  mismo 
dice  que,  en  abril  de  1870,  después  de  algunos  meses  de  trabajo,  tenía  ins- 
critos en  sus  libros  1.325  convertidos.  Más  tarde  es  el  que  inicia  la  Igle- 
sia Baptista,  de  Madrid,  con  un  número  inicial  de  33  miembros;  esa  iglesia 
es  luego  adoptada  por  la  Unión  Bautista  Americana,  y  la  obra  se  extiende 
a  Alicante  y  a  otras  partes.  En  1874  tenía  cuatro  capillas  en  España,  cua- 
tro pastores  nativos,  tres  escuelas,  62  bautismos  en  aquel  cño  y  un  total 
de  244  miembros.  Lo  mismo  que  las  demás  sectas,  vinieron  en  seguida 
a  menos  en  los  años  posteriores.  Los  metodistas  ya  sabemos  que  fueron 
los  primeros  que,  desde  Gibraltar,  empezaron  su  acción  en  España;  en 
1871  los  metodistas  wesleianos  tenían  163  niños  y  151  niñas  en  sus  es- 
cuelas de  Barcelona;  había  una  capilla  con  ocho  personas  como  miembros; 
tres  años  más  tarde  se  extiende  a  Puerto  Mahón,  y  el  grupo  forma  102 
miembros  y  503  alumnos  (55).  Los  Congregacionalistas  americanos  inten- 

(50)  Ibid.  p.  51. 

(51)  Ibid.  p.  61. 

(52)  M.  y  Pelayo,  II,  p.  1.153-4. 

(53)  Hughey,  O.  C,  pp.  62-63. 

(54)  Ibid.  p.  64. 

(55)  Ibid.  p.  66.. 
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taron  establecerse  en  Barcelona,  sin  éxito,  y  en  Santander,  donde  alcan- 
zaron resultados  exiguos  (56). 

Aunque  no  poseamos  más  que  datos  parciales,  las  estadísticas  señalan 
por  este  tiempo  que  precede  a  la  restuaración,  unas  90  ciudades  que  ha- 
bían sido  influenciadas  por  el  protestantismo.  Había  27  dirigentes  ex- 
tranjeros varones,  y  32  mujeres;  80  pastores  nativos  y  40  evangelistas. 
Las  sociedades  extranjeras  que  financiaban  la  propaganda  eran:  la  Iglesia 
Presbiteriana  Unida  de  Escocia,  la  Iglesia  Presbiteriana  de  Irlanda,  los 
Bautistas  americanos,  los  Hermanos  de  Plymouth  ingleses,  los  Anglica- 
nos,  la  Sociedad  Española  de  Evangelización  de  Edimburgo,  un  comité 
alemas,  otros  comités  de  Suiza  y  Holanda  y  otros  grupos  extranjeros.  En 
algunas  ciudades  (Madrid,  Barcelona,  Sevilla)  había  varias  capillas;  y  el 
total  de  lugares  de  culto  era  36.  El  total  de  los  asistentes  a  los  oficios  del 
domingo  era  de  1.840;  y  el  total  de  alumnos  de  las  43  escuelas  era  de 
1.783.  La  Sociedad  Bíblica  contaba  con  50  «colporteurs»,  y  la  Sociedad 
Bíblica  Nacional  de  Escocia,  con  siete.  Había  cuatro  periódicos  protes- 
tantes, uno  de  los  cuales,  «El  Cristiano»,  tenía  una  tirada  de  1.400  (57). 

Hughey  concede  que  el  protestantismo  no  logró  interesar  las  clases  al- 
tas, cultas  y  aristocráticas  de  la  sociedad  española;  sin  que  tampoco  pue- 
da decirse  que  lograra  una  gran  captación  entre  el  pueblo  bajo;  la  gran 
masa — sigue  diciendo — siguió  bautizando  sus  hijos  en  la  Iglesia  Católica 
Romana,  y  lo  mismo  hacían  respecto  del  matrimonio  y  del  sepelio.  El  ca- 
tolicismo fue  siempre  mirado  como  la  religión  del  pueblo  español,  y  el 
protestantismo  como  la  religión  de  los  extranjeros  que  se  veían  en  Espa- 
ña. Este  carácter  extranjero  del  protestantismo  quedaba  más  destacado  por 
el  hecho  de  que  su  propagación  en  España  dependía  casi  exclusivamente 
de  dinero  y  de  los  agentes  extranjeros. 

Su  influencia,  pues,  al  final  del  período  revolucionario,  1868-1874, 
se  iba  debilitando  cada  vez  más,  pasado  aquel  primer  momento  de  fervor 
curioso.  Un  pastor  protestante  escribía  en  1874  que  «campo  tras  campo, 
estaba  siendo  abandonado  por  los  protestantes,  y  que  esto  ponía  en  peli- 
gro el  futuro  disfrute  de  la  libertad  religiosa  alcanzada»  (58).  «Tenía  ra- 
zón— añade  Hughey — porque  la  mejor  garantía  de  la  continuación  de 
aquella  libertad  religiosa  hubiera  sido  el  aumento  de  una  amplia  e  influ- 
yente minoría  en  España.  Pero  los  protestantes  españoles  no  eran  tan  in- 
significantes como  para  ser  ignorados  absolutamente,  pero  tampoco  su- 
ficientemente fuertes  como  para  ser  temidos.» 

La  restauración  de  1874  trae,  pues,  de  momento,  una  nueva  caída  de 
la  actividad  protestante  en  España,  pero  el  período  que  sigue  lo  veía  Me- 
néndez  y  Pelayo  de  un  modo  pesimista  (59).  La  profecía  lúgubre  de  aquel 
gran  español  se  cumplió  desgraciadamente:  el  período  que  sigue  desde  1874 
hasta  1931  es  de  una  tolerancia  religiosa,  llevada  por  nuestros  hombres  de 
gobierno  tan  a  la  letra,  que  muchas  veces  se  convirtió  en  absoluta  libertad. 

(56)  El  fenómeno  es  igual  en  todas  parles.  Así  en  Santander  primero  un  entusiasmo  po- 
pulachero que  reúne  unos  400  «oyentes»;  después  quedan  unos  30...  Ibid.  p.  66. 

(57)  Ibid.  pp.  66-67.  G.  Marín,  o.  c.  da  una  estadística  periódicos  publicados  desde  1849. 
Cfr.  pp.  412-12. 

(58)  Hughey  p.  67. 

(59)  El  carácter  «liberal»  indeciso  y  precario  que  adopta  inmediatamente  la  «Restaura- 
ción» es  la  causa  de  todos  los  males  posteriores.  Cfr.  M.  y  Pelayo,  t.  II,  pp.  1.140-41. 
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Si  se  puede  afirmar  que  el  protestantismo,  de  hecho,  no  prosperó  gran 
cosa,  no  fue  precisamente  por  falta  de  libertad  de  acción,  sino  por  otras 
causas.  Entre  ellas  cuenta,  sobre  todo,  el  mismo  indiferentismo  religioso 
que  empezaba  a  apoderarse  de  nuestro  pueblo. 

Reseñando  las  actividades  y  el  progreso  del  protestantismo  en  España, 
entre  1876  y  1902,  Hughey  dice  que,  aunque  continuaba  su  progreso,  éste 
no  era  notable.  En  ciertos  lugares  y  en  algunas  confesiones  existía  un  mar- 
cado descenso  en  miembros  y  en  actividades.  Knapp  abandona  España  des- 
corazonado y  disgustado  con  sus  colaboradores  españoles;  y  su  obra  bap- 
tista  desaparece,  hasta  que  otro  misionero,  esta  vez  sueco — Eric  Lund — , 
se  hace  cargo  de  ella.  Al  final  del  siglo  había  76  miembros  en  Valencia 
y  114  en  Cataluña;  pero  ninguna  capilla  bautista  en  Madrid.  Los  congre- 
gacionalistas  obtienen  mejores  resultados:  un  misionero  y  cuatro  mujeres 
extranjeros  y  24  evangelistas  españoles;  poseen  ocho  capillas  y  setenta 
puestos  de  predicación,  con  354  miembros  y  1.510  adherentes,  y  unos 
772  alumnos  en  sus  escuelas. 

La  Iglesia  Cristiana  Española  sufre  un  cisma  en  1880.  Juan  Cabrera, 
desde  la  iglesia  del  Redentor,  de  Madrid,  reúne  unas  cuantas  iglesias  y 
forma  la  Iglesia  Reformada  Española  de  tipo  episcopaliano,  de  la  que  él 
mismo  viene  a  ser  el  primer  obispo.  En  1886,  la  asamblea  de  los  repre- 
sentantes de  la  Iglesia  Cristiana  Española  que  no  siguieron  a  Cabrera, 
cambiaron  de  nombre  por  el  de  Iglesia  Evangélica  Española.  Por  este 
tiempo,  un  reportaje  señala  122  establecimientos  protestantes;  9.000  per- 
sonas que  asistían  a  los  servicios  de  culto;  3.600  comunicantes  y  5.000 
alumnos  (60). 

En  la  época  que  sigue  existen  algunos  puntos  culminantes  en  la  ac- 
tividad proselitista  protestante.  Uno  de  ellos  es  el  año  1910,  en  el  que 
una  espectacular  campaña  recoge  150.000  firmas  en  favor  de  la  libertad 
religiosa,  que  son  presentadas  a  las  Cortes.  Un  poco  más  tarde,  los  pro- 
testantes, siguiendo  corrientes  unionistas  extranjeras,  realizan  intentos  de 
unión  y  de  reorganización  interna.  En  cuanto  al  desarrollo  general,  mien- 
tras algunas  denominaciones  aumentan,  otras  disminuyen.  Así,  los  con- 
gregacionalistas,  en  1931,  no  tenían  más  que  seis  capillas  organizadas,  con 
320  miembros;  los  bautistas  crecen  de  600  miembros  adultos  en  1922 
a  1.005  en  1931.  Sin  embargo,  señalando  el  estado  general  por  esta 
época,  dice  Hughey: 

«En  general,  la  obra  protestante  está  estancada.  Como  hemos  visto,  la  petición 
al  general  Primo  de  Rivera,  de  1929,  se  refería  a  20.000  protestantes,  pero  muchos 
de  ellos  eran  simplemente  simpatizantes,  pero  no  comunicantes  miembros  de  las 
iglesias.  Una  persona  bien  informada  escribía  en  1923:  «Después  de  cincuenta  años 
de  esfuerzos  realizados  por  unas  diez  denominaciones,  apenas  existen  en  España 
al  presente  4.000  cristianos  evangélicos»  (61). 

¿Cuál  era,  finalmente,  la  situación  real  del  protestantismo  en  número 
y  actividades  durante  la  segunda  República  española?  Cuando  se  lamen- 


(60)  Hughey,  o.  c.  p.  101. 

(61)  Ibid.  p.  116;  de  nuevo  empezamos  con  la  fluctuación  de  las  estadísticas  protes- 
tantes en  España.  ¿Cómo  concordar  esa  estadística  con  la  que  nos  van  a  dar  inmediata- 
mente Araujo-Grubb  de  20.000?... 
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taba  Prieto  de  que  no  existiera  en  España  ninguna  otra  religión  que  pu- 
diera oponerse  a  la  católica,  un  pastor  protestante  le  respondía  con  estas 
cifras:  200  iglesias  y  capillas,  200  escuelas,  dos  hospitales,  algunas  pu- 
blicaciones y  20.000  miembros.  Cuando  en  1933  aparece  el  libro  de 
Araujo-Grubb,  éste  solamente  enumera  166  capillas,  6.259  miembros  co- 
municantes, casi  todos  españoles,  y  un  total  (que  incluye  a  los  hijos  de 
los  protestantes  y  a  los  asistentes  al  culto)  de  21.900.  Los  alumnos  son 
7.459.  Hay  123  misioneros  extranjeros,  incluyendo  a  sus  esposas,  y  142 
españoles.  Los  protestantes  españoles  están  divididos  en  cuatro  grupos 
principales:  la  Iglesia  Evangélica  Española,  con  6.560  adherentes,  tiene 
el  30  por  100  del  total;  sus  elementos  constituyentes  principales  son  pres- 
biterianos, congregacionalistas  y  metodistas.  Los  Hermanos  de  Plymouth, 
con  5.880,  tienen  el  27  por  100.  Los  bautistas,  con  6.630  adheridos,  tie- 
nen el  17  por  100.  La  Iglesia  Reformada  Española,  con  1.710,  tiene  el 
8  por  100.  La  Misión  Evangélica  Española,  con  1.170,  tiene  el  6  por 
100.  El  resto,  es  decir,  poco  más  o  menos  el  12  por  100,  se  reparte  entre 
los  adventistas  del  séptimo  día,  pentecostales,  etc. 

La  expansión,  pues,  del  protestantismo  también  en  esta  época  propi- 
cia fue  muy  limitada.  El  aumento  en  número  fue  muy  ligero.  Así  las  es- 
tadísticas bautistas  muestran  1.005  miembros  en  1931  y  solamente  1.054 
cinco  años  más  tarde.  «Lo  que  es  característico — dice  Hughey  (62) — para 
todas  las  demás  sectas.» 

La  «segunda  Reforma»  española — concluye  el  mismo  historiador  pro- 
testante— se  había  dejado  marchar  un  tiempo  lamentable.  Al  final  de  la 
segunda  República,  el  protestantismo  no  había  logrado  una  participación 
real  y  significativa  de  la  cultura  española.  Esta  es  la  razón  por  la  que  los 
reaccionarios  (¡!)  no  habrían  de  encontrar  dificultad  en  reducir  la  libertad 
religiosa  (63). 


3.    Tercer  período:  1936-1960 

Para  este  período,  el  lector  nos  agradecerá  que,  dejándonos  de  anéc- 
dotas ya  referidas  esencialmente  en  la  segunda  parte,  le  hablemos  direc- 
tamente de  estadísticas;  vamos  a  hacerlo,  dejando  hablar,  sobre  todo,  a  las 
fuentes  protestantes,  y  empezando  por  las  cifras  más  bajas.  Luego  añadi- 
remos unas  reflexiones  críticas  que  determinen  un  poco  siquiera  la  grande 
fluctuación  de  las  cifras. 

Prof.  Maestro  (católico)   1.750  (64) 

Dr.  Iribarren  (católico)   2.000  (65) 

«Our  Sunday  Visitor»  (10-4-49)    2.000 

«Our  Sunday  Visitor»    4.000 

«Our  Sunday  Visitor»    21.000  (66) 


(62)  Ibid.  p.  136. 

(63)  Ibid.  p.  137. 

(64)  Más  abajo  hacemos  la  discusión  de  las  cifras.  Cfr.  Iribarren,  1949/1,  p.  574. 

(65)  El  suplemento  de  1956  de  la  «Guía  oficial  de  la  Iglesia  española»  habla  de  5.000. 

(66)  Las  tres  cifras  son  dadas  al  mismo  tiempo  por  esa  publicación. 
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«Kirchenbote»  (Winterthur,  nov.  1948)    7.000 

«The  Christian»  (10-7-47)    7.500 

Spaingrains    8.000 

Spaingrains    10.000  (67) 

«New  York  Times»  (20-9-48)    15.000 

«The  Star»  (Canadá,  19-1-49)    20.000 

Delpech    20.000  (68) 

World  Christian  Handbook,  1952    23.500  (69) 

Chavaz  (católico)   25.000  (70) 

«De  Linie»  (12-11-48)    25.300  (71) 

«Orientierung»  (3-5-47)   20.000 

«Orientierung»    30.000  (72) 

«The  Catholic  Herald»  (13-5-49)    28.000 

«Chicago  Daily  Tribune»  (11-1948)   30.000 

«The  New  York  Times»  (20-9-48)    30.000  (73) 

Ministro  Castiella  (católico)   30.000 

«Ons  Noorden»  (5-9-47)    50.000  (74) 

Los  últimos  datos  ofrecidos  por  la  oficina  técnica  de  Fe  Católica  son 
los  siguientes: 

Denominación  Mínimo  Máximo 


Hermanos  Plymouth    4.000  5.000 

Bautistas   3.350  3.990 

Iglesia  Evang.  Españ   2.550  3.100 

Adventistas  del  7.°  día    1.300  1.500 

Federación  de  Ig.  Evang.  Indep.  de 

España    1.000  1.200 

Testigos  de  Jehová    650  850 

Spanish  Christian  Mission   600  790 

Iglesia  Españ.  Reformada  Episcopal  ...  450  600 

Pentecostales    200  250 

Cuáqueros   30  40 

Grupos  varios  (disidentes)    450  550 


Total   14.750  18.100 


(67)  Cit.  por  Eclessia,  1956/1,  p.  638. 

(68)  En  Les  vrotestants...,  p.  16;  G.  Marín,  p.  399,  habla  de  22.000. 

(69)  El  Handbook  de  1949  asignaba  a  España  quince  millones  de  católicos  (!!),  Cfr. 
Ecclessia,  1950/1,  p.  172. 

(70)  Cfr.  O.  /.  D.,  p.  124. 

(71)  Pero  advierte  que,  en  su  mavoría,  son  extranjeros. 

(72)  Habla  propiamente  de  20.000  a  30.000;  de  los  cuales  7.000  serían  «comunicantes». 
Posiblemente — añade—,  los  españoles  no  pasarían  .  de  1.000. 

(73)  Este  diario  especifica  así:  10.000  protestantes,  los  cuales,  con  sus  hijas,  suman 
un  total  de  30.000,  a  los  que  quizá  pudieran  añadirse,  como  simpatizantes,  unos  90.000 
que  asisten  a  sus  cultos,  de  100  a  150  dirigentes,  de  los  cuales  30  han  recibido  instrucción 
teológica  en  el  extranjero,  y  15  misioneros  extranjeros;  unas  250  capillas  de  las  que  sólo 
unas  40  tienen  permiso. 

(74)  De  los  cuales,  unos  15.000  declarados  como  españoles.  Así,  el  señor  Castiella,  en  sus 
declaraciones  de  Londres.  Cfr.  Civiltá  Cat.,  1  de  octubre  de  1960,  p.  107,  que  lo  toma  del 
NCWC  New  Service,  de  18  de  julio  de  1960. 
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«Si  en  un  exceso  de  generosidad  estadística  sumamos  y  elevamos  al 
máximo  de  18.000  a  todos  los  protestantes  españoles,  ellos  representarían 
el  0,6  por  1.000  de  la  población  española»  (74  bis). 

4.  Observaciones  críticas 

Hagamos  ahora  algunas  observaciones  críticas  que  permitan  apreciar 
mejor  el  sentido  de  estas  cifras.  Está,  en  primer  lugar,  su  enorme  varia- 
bilidad que  oscila  entre  1.750  (Prof.  Maestro)  y  los  50.000  del  «Ons 
Noorden».  Esta  variabilidad  es  tan  excesiva  que  indica  que  los  criterios 
fallan.  Pero  si  buscáramos  una  cifra  intermedia  de  variabilidad,  habría 
que  quedarse  con  la  de  unos  20.000.  En  segundo  lugar,  hay  que  decir 
que  la  solución  del  problema  no  es  fácil  porque  en  las  estadísticas  no  se 
han  empleado  métodos  críticos  demográficos  y  sociológicos;  englobando 
muchas  veces  a  los  miembros  comunicantes  con  los  asistentes,  o  los  ex- 
tranjeros, y  aun  a  los  meramente  simpatizantes,  como  miembros.  Estas 
dificultades  no  son  fáciles  de  obviar. 

Sin  embargo,  he  aquí  cómo  de  un  modo  general  se  ha  intentado 
obviarlas.  La  O.  I.  D.  concluye  a  una  coincidencia  de  las  informaciones  de 
origen  católico  y  protestante,  distinguiendo  simplemente  «comunicantes», 
y  españoles  y  extranjeros;  y  da  esta  cifra:  20.000  protestantes,  de  los 
que  unos  10.000  poseen  nacionalidad  española  (75).  El  profesor  Maestro 
ha  urgido  más  la  crítica  (76).  Partiendo  de  los  datos  de  Araujo-Grubb, 
resulta  que  los  «comunicantes»  son  un  0,023  por  100  de  la  población 
total  de  España  (censo  de  1947:  27.400.000)  y  los  miembros  de  la  Co- 
munidad Protestante  son  un  0,08  por  100.  Pero,  dice  Maestro,  no  se 
hace  distinción  entre  extranjeros  y  españoles.  Ahora  bien;  hecho  el  por- 
centaje de  las  poblaciones  protestantes  en  los  países  de  los  cuales  proce- 
den la  mayoría  de  los  protestantes  que  viven  en  España,  resulta  que  «ob- 
tenemos una  cifra  aproximada  de  9.616  extranjeros  protestantes  residen- 
tes en  España  pertenecientes  a  la  comunidad  cristiana  y  que  representan 
el  44  por  100  de  la  población  total  protestante  de  España  (21.900). 
Aplicando  este  coeficiente  al  número  total  de  comunicantes  en  España 
(6.259),  hallamos  que  el  número  de  comunicantes  españoles  es  de  3.505. 
Maestro  sigue  todavía  argumentando  para  probar  que  los  «verdaderos» 
protestantes  tienen  que  ser  menos,  ya  que  existen  razones  para  advertir 
que  el  número  no  puede  haber  aumentado  desde  que  dieron  sus  estadísti- 
cas Araujo-Grubb  en  1933. 

Nosotros  hemos  visto  cómo  efectivamente  en  los  años  de  la  segunda 
República  el  número  ciertamente  aumenta,  aunque  no  mucho.  Y  sabemos 
que  en  los  años  1936-1945  ese  número  disminuye  sensiblemente.  Así, 

5.  O.  E.  P.  I.  nos  habla  en  1948  de  más  de  4.000  los  pertenecientes  a 
los  Hermanos  de  Plymouth,  mientras  Araujo-Grubb  señalaban  en  1933 
5.880;  de  la  Iglesia  Evangélica  Española,  S.  O.  E.  P.  I.  habla  de  2.500, 


(74  bis)  Así,  Iribarren  en  Eclessia,  21  de  enero  de  1961,  siguiendo  la  Guía  de  la  Iglesia 
en  España  de  1960,  la  cual  recoge  el  resultado  del  trabajo  de  Fe  Católica. 

(75)  O.  /.  £>.,  p.  16. 

(76)  Ibid.  pp.  101  ss. 
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mientras  que  Araujo-Grubb  señalaba  los  6.560...  Y  así  de  los  demás. 
Esto  quiere  decir  que,  en  esos  años,  hay  una  disminución  notable  que 
llega  al  60  por  100.  Es  también  cierto  que,  desde  el  año  1945 — por  las 
causas  que  ya  sabemos — ,  las  actividades  protestantes  han  aumentado  con- 
siderablemente; pero  ¿habrán  podido  resarcirse — como  dice  Hughey — 
de  las  pérdidas  en  los  años  que  siguen  a  la  segunda  República?  Esto 
es  absolutamente  problemático. 

El  doctor  Iribarren  ha  discutido  también  críticamente  las  estadísti- 
cas protestantes,  y  concluye:  «Después  de  madura  consideración,  somos 
de  su  (Prof.  Maestro)  parecer  y  dudamos  que  alguien  pueda  probar  que 
llegan  a  2.000.  Tenemos  a  la  vista  informes  de  las  curias  episcopales, 
de  la  Dirección  General  de  Seguridad  y  de  particulares  que,  completados 
mutuamente,  nos  permiten  afirmar  con  solidez  la  cifra»  (77).  Mgr.  Viz- 
carra,  tomando  como  base  las  estadísticas  publicadas  por  la  Oficina  Ge- 
neral de  Información  y  Estadística  de  la  Iglesia  en  España,  sobre  ente- 
rramientos, llegaba  a  esta  conclusión:  unos  5.000  ciudadanos  protestan- 
tes (78).  Se  trata,  como  advertía  Informations  Catholiques  Internationa- 
les  (79)  de  protestantes  «consecuentes»  (80). 


5.    Las  consecuencias  de  las  estadísticas 


He  ahí,  pues,  una  serie  de  cifras  estadísticas...  incompletas,  inciertas, 
sin  criterios  fijos  para  poder  organizar  conclusiones  absolutamente  válidas. 
Sin  embargo — adviértase  bien — ,  todos  los  autores  católicos,  una  vez  que 
han  sometido  a  crítica  las  cifras  de  las  fuentes  protestantes,  luego  ya  han 
partido  para  deducir  las  consecuencias  importantes,  no  precisamente  de 
las  cifras  mínimas,  sino  de  las  máximas.  Su  argumentación,  por  lo  tanto, 
es  válida  «a  fortiori». 

1)  Primero  en  cuanto  a  la  población  escolar  y  a  la  obligación  estatal 
que  de  ella  puede  surgir  si  se  parte  de  una  población  global  de  España 
de  28  millones  (fecha,  1952),  la  proporción  protestante  máxima  que  re- 
sulta es  la  siguiente: 

Enseñanza  primaria:  protestantes:  3.030;  prot.  españoles,  1.515 
Enseñanza  media:  protestantes:  159;  prot.  españoles,  79 
Restantes  est.:  protestantes:  1.094;  prot.  españoles,      97  (81) 

El  señor  Iribarren,  según  sus  criterios,  aunque  siempre  máximos, 
dice:  «¡Un  niño  protestante  por  cada  14.000!  y,  evidentemente,  las  es- 
cuelas que  los  protestantes  mismos  levanten  con  ayuda  extranjera  serán 
siempre  escuelas  protestantes  para  niños  católicos.  Eso  pasa  ya  de  ser  li- 
bertad a  ser  insensatez»  (82). 


(77)  Araujo  Grubb  daban  sus  estadísticas  en  1933. 

(78)  Cfr.  Eclessia,  1956/1,  p.  741. 

(79)  En  su  número  de  15-11-1956. 

(80)  El  periódico  protestante  Refor 
1956.  Cfr.  corrección  en  Informal.  Cath.  Inter. 

(81)  Así,  O.  /.  D.,  pp.  17  y  18. 

(82)  En  Ecclesia,  1949/1,  p.  574. 
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Y  el  señor  Maestro  deduce  sus  conclusiones  cerradas  del  siguiente 
modo:  «El  mayor  grupo  de  protestantes — los  extranjeros — no  tienen  que 
enviar  sus  hijos  a  escuelas  españolas  privadas  o  públicas...,  además  no  es 
cierto  que  en  España  no  existan  colegios  protestantes.  En  cuanto  al  se- 
gundo grupo,  formado  por  españoles,  es  tan  infinitesimal,  que  razones 
graves  de  toda  índole,  que  a  ellos  mismos  favorecen,  no  permiten  al  Go- 
bierno la  creación  de  centros  especiales  de  formación»  (83). 

2)  En  cuanto  a  los  matrimonios,  en  relación  con  la  demografía  espa- 
ñola, el  número  de  matrimonios  al  año  ha  sido,  en  1952,  de  209.006;  es 
decir,  el  7,5  por  1.000.  Proporcionalmente,  pues,  el  número  estadístico 
de  protestantes  en  general  que  han  podido  contraer  matrimonio  es  el 
de  150  aproximadamente,  y  el  de  españoles  protestantes  sería  el  de  75. 
Y  esto  suponiendo  que  todos  los  matrimonios  se  efectúen  entre  personas 
de  la  misma  confesión  y  que  no  exista  ningún  matrimonio  mixto  (84). 

Aquí  también  el  doctor  Iribarren,  que  admite  la  misma  proporción 
global  de  7,6  por  1.000,  pero  que  parte  de  unas  estadísticas  más  restrin- 
gidas, dice,  refiriéndose  al  año  1948:  «no  pudo  haber,  pues,  más  de  30 
individuos  protestantes  que  se  casaran.  Pero,  como  algunos  de  ellos  se 
casarían  con  católicos...,  otros  se  casarían  con  protestantes  de  nacimien- 
to..., ¿cuántos  de  esos  barullos  de  conciencia  que  los  periódicos  extran- 
jeros nos  han  descrito  habrán  podido  ocurrir  en  España  entre  los  213.540 
matrimonios  que  se  celebraron  el  año  pasado?  Tal  vez  uno;  tal  vez  ninguno. 
No  hemos  de  negar  que  tales  conflictos,  si  se  dan,  son  dolorosos,  pero  al  fin 
y  al  cabo  obedecen  a  una  apostasía  voluntaria...  no  son  bastantes  para  que 
el  Estado  español  deba  reformar  su  código;  y,  desde  luego,  no  justifican 
un  escándalo  mundial  y  un  criterio  de  «persecución»  (85). 

3)  En  cuanto  a  las  defunciones,  nos  hallamos  con  que,  siendo  el  nú- 
mero global  de  españoles  muertos  en  1952  de  300.989,  arroja  un  índice 
proporcional  del  10,72  por  1.000;  de  donde  se  deduce  que  el  número 
de  protestantes  en  general  muertos  es  de  257  aproximadamente;  y  el  de 
protestantes  españoles,  de  129  (86).  Para  ellos,  en  las  ciudades  grandes, 
existe  un  lugar  decente  y  reservado;  si  algún  caso — bien  cacareado  por  la 
propaganda — se  ha  dado  en  que  en  un  pueblo  pequeño,  por  falta  de  ce- 
menterio para  no  católicos,  ha  habido  que  enterrarlos  fuera  del  cemen- 
terio, esto  es  excepcional  y  no  da  razón  para  la  alharaca  de  siempre  (87). 

4)  La  cuestión  sobre  el  servicio  militar  resulta  todavía  más  curiosa: 
refiriéndonos  al  año  1952,  y  suponiendo  que  se  encuentren  en  filas  todos 
los  que  nacieron  entre  1931  y  1932,  resulta  una  población  militar  de 
681.928.  Pues  bien;  el  resultado  proporcional  es  que  no  existe  la  posi- 
bilidad de  que  en  los  tres  ejércitos  españoles  sirvan  más  de  245  a  246 
soldados,  marineros  o  aviadores  de  religión  protestante;  los  que  se  en- 
contrarán sumergidos  dentro  de  más  de  600.000  movilizados,  al  igual  que 


(83)  En  O.  I.  D.,  p.  110-112. 

(84)  Cfr.  O.  I.  D.,  p.  17. 

(85)  Ecclesia,  ibid.  p.  574. 

(86)  O.  /.  D.,  p.  17. 

(87)  Ecclesia,  ibid.  p.  575. 
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sus  diez  mil  correligionarios  entre  los  28  millones  de  habitantes  (88). 
Nos  hemos  informado — dice  Iribarren — cuidadosamente  de  los  incidentes 
que  han  podido  ocurrir  en  los  cuarteles.  En  el  Ministerio  del  Ejército, 
de  Madrid,  se  estudió  hace  unos  meses  el  expediente  de  un  soldado  que 
se  había  negado  a  presentar  armas  a  la  orden  del  oficial  ante  el  Santísimo 
Sacramento.  No  se  recuerda  más  incidente  desde  hace  tres  años  en  que 
se  dio  otro  parecido.  En  ambos  casos,  a  la  consulta  de  los  oficiales  intere- 
sados, la  respuesta  ha  sido  idéntica.  Presentar  armas  es  un  servicio,  es 
un  acto  disciplinario...,  nadie  debería  escandalizarse  de  este  tipo  de  «per- 
secución», si  tiene  en  cuenta  que  los  representantes  diplomáticos  de  los 
países  protestantes  y  católicos  acuden,  respectivamente,  a  los  funerales  o 
Te  Deum  de  otra  confesión  religiosa  siempre  que  los  deberes  de  corte- 
sía internacional  lo  requieran  y  sin  que  la  asistencia  presuponga  ni  apos- 
tasía  de  su  fe  ni  aceptación  de  la  ajena.  ¿Debería  permanecer  sentado  y 
cubierto  el  rey  de  Inglaterra  cuando  acudió  a  la  iglesia  católica  de  St.  Ja- 
mes para  los  funerales  del  asesinado  rey  de  Portugal?  (89). 

Todavía  más  significativas  e  interesantes  las  proporciones  que  resultan 
sobre  templos,  ministros  y  propaganda. 

5)  En  cuanto  a  los  lugares  de  culto  protestante,  tomando  una  cifra 
que  está  determinada  con  criterios  más  bien  estrictos,  nos  hallamos  con 
que  los  lugares  de  culto  católico  en  España  son  unos  41.221;  lo  que  re- 
lativamente a  la  población  absoluta  de  España  arroja  un  lugar  de  culto 
por  cada  679  individuos  católicos.  Si  hacemos  el  mismo  cálculo  para  los 
protestantes,  nos  encontramos  con  que  éstos  disponen  de  un  lugar  de 
culto  para  cada  76  individuos  protestantes  en  general  y  para  cada  38 
personas  protestantes  españolas  en  particular.  Es  decir:  que  desde  el 
punto  de  vista  del  local,  están  mucho  mejor  servidas  sus  necesidades  re- 
ligiosas que  las  de  los  católicos  (90).  Si  a  esto  añadimos  nosotros  que  las 
últimas  informaciones  que  nos  proporciona  el  «New  York  Times»  de  4 
de  mayo  de  1959,  el  número  de  capillas  es  de  250  (entre  las  que  no  están 
incluidos  otros  lugares  de  culto)  y  que  harían  subir  el  número  a  unos  300 
lugares  de  culto,  entonces  la  proporción  es  la  siguiente:  3,3  protestantes 
para  cada  lugar  de  culto...  El  lector  encontrará  esto  ridículo  y  extraño, 
pero  responde  a  una  realidad  estadística. 

¿Para  quién,  pues,  son  esos  templos  vacíos?  ¿Para  qué  esos  lugares 
de  culto  desiertos?  ¿Quién  sostiene  unos  edificios  de  tan  poco  uso?  ¿Con 
qué  derecho  se  inscriben  falsamente  como  de  uso  privado  edificios  que 
evidentemente  están  destinados  a  uso  religioso?  ¿Por  qué  han  podido 
multiplicarse  con  permisos  subrepticios  o  absolutamente  sin  permiso? 
Y  finalmente,  ¿de  qué  pueden  quejarse  los  protestantes  cuando  con  toda 
/usticia  se  les  ordena  clausurar  alguno?  La  respuesta  nos  la  dan  los  hechos 
siguientes:  en  la  época  más  propicia  para  el  protestantismo  español,  como 


C88)  o.  /.  D.,  p.  19. 

(89)  Ecctesia,  ibid  p.  574. 

(90)  O.  /.  £>.,  p.  175.  Hughey,  p.  101,  señala  para  1884,  122  lugares  de  culto;  y  Araujo- 
Grubb,  p.  154,  para  1933,  166.  En  1945,  se  nos  habla  de  unos  40  centros;  en  1947,  de  20  igle- 
sias, 30  misiones  y  27  pastores.  Según  el  Vademécum  de  la  I.  E.  E.,  de  aquellos  40  centros, 
se  ha  subido  a  149,  y  había  166  proyectados.  A  fines  de  1948  eran  195  las  capillas...  Y  el 
aumento  ha  continuado. 
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fue  la  de  1868  a  1874,  un  conocido  protestante  español  de  entonces,  Ca- 
rrasco, decía,  señalando  la  verdadera  razón  de  apertura  de  capillas:  «hay 
que  lamentar  mucho  que,  en  aquellos  días,  no  hubiera  suficientes  agentes 
y  fondos  bastantes  para  haber  abierto  una  capilla  en  cada  ciudad  y  pueblo 
de  importancia  a  través  de  España,  porque  si  esto  se  hubiera  hecho,  hov 
existirían  tantas  congregaciones  como  capillas  se  hubieran  abierto  al  pú- 
blico» (91).  Es  decir:  para  los  protestantes  españoles  las  capillas  no  son 
primero  lugares  de  culto...  son  centro  de  proselitismo  religioso.  De  ahí 
su  atrevimiento  o  su  audacia  al  enfrentarse  tan  abiertamente  con  la  ley 
en  este  punto  tan  vital  para  sus  fines.  Así  el  Congreso  de  Pastores  cele- 
brado en  Tarrasa  en  septiembre  de  1954  tomaba  como  consigna  lo  si- 
guiente, que  hubiera  sido  suficiente  para  inducir  a  un  proceso  civil  de 
carácter  grave: 

«Trabajar  incansablemente  y  por  todos  los  medios  para  crear  nuevas 
capillas  o  núcleos  de  reunión  en  toda  España,  tolerados  o  no,  y  que  fun- 
cionen aunque  los  prohiban,  y,  consumado  el  hecho,  será  factible  obtener, 
con  el  apoyo  de  Estados  Unidos  e  Inglaterra,  la  libertad  total  apete- 
cida» (92). 

¿No  son  ellos  los  primeros  en  afirmar  que  poseen  «locales  nuevos 
con  permisos  viejos...»,  «locales  nuevos  sin  permiso...»?  (93).  «Permiso 
oficial  no  existe,  pero  casi  todas  las  iglesias  se  lo  han  tomado  por  su 
mano»  (94).  El  «New  York  Times»  de  4  de  mayo  de  1959,  en  un  ar- 
tículo se  asustaba  ante  la  medida  futura  del  Gobierno  de  cerrar  todos  los 
lugares  de  culto  que  no  tenían  permiso,  ya  que  esto  afectaría — decía — a 
unos  doscientos  lugares  que  no  lo  tenían  efectivamente,  y  otros  diez  que 
lo  tenían  puramente  verbal,  quedando  únicamente  unos  cuarenta  que  lo 
tendrían  perfectamente  regulado. 

Ante  estos  hechos  de  una  estadística  convincente,  la  conclusión  no 
es  difícil:  las  capillas  protestantes  de  España,  en  su  número  excesivo,  no 
cumplen  un  fin  específicamente  religioso,  sino  proselitista.  Están  además, 
la  mayor  parte,  en  contra  de  la  legislación  del  Estado;  ¿podía  éste  per- 
manecer inactivo  ante  una  transgresión  tan  abierta  de  una  ley  importante 
de  la  nación?...  (95). 

6)  En  cuanto  a  los  ministros  de  culto  protestante,  se  deduce  una 
lección  parecida:  cuando  en  1868  comienza  la  «segunda  reforma»,  nos 


(91)  Cit.  por  Hughey,  p.  61. 

(92)  Ecclesia,  1956/1,  p.  638. 

(93)  Cfr.  o.  c.  de  Monroy,  pp.  65-68. 

(94)  El  mismo  Hughey  reconoce  que,  en  1952,  había  234  lugares  de  culto,  pero  muchos 
de  ellos  sin  permiso  (O.  C,  p.  163). 

(95)  La  O.  /.  D.  nos  da  la  siguiente  división  por  sectas: 


Anglicanos,  evangélicos  y  prot.  afines  (¿?)   159  lugares 

Bautistas  y  evangélicos  bautistas    50  » 

Adventistas  del  7.»  día   18  » 

Luteranos    6  » 

Metodistas    17  » 

Iglesia  española  reformada    7  » 

Hermanos  de  Cristo   1  » 

Testigos  de  Jehová    2  » 


Total    260  lugares 


Existe,  además,  un  seminario,  una  editorial  y  tres  librerías.  (Advertiremos  que  esta  des- 
cripción del  protestantismo  es  sumamente  deficiente.) 
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dice  el  historiador  protestante  Hughey  que  «el  pequeño  número  de  pas- 
tores españoles  preparados  y  la  falta  de  preparación  de  los  extranjeros, 
fue  siempre  un  handicap  para  las  nuevas  oportunidades  ofrecidas»  (96). 
Sin  embargo,  ya  en  1874,  la  relación  de  William  H.  Gulick  habla  de  27 
dirigentes  extranjeros  varones,  32  mujeres  y  80  pastores  nativos,  además 
de  unos  40  propagandistas  (97).  En  1933  Araujo-Grubb  nos  informa  so- 
bre 123  pastores  y  dirigentes  extranjeros  y  142  nativos,  y  ya  refiriéndose 
a  nuestros  días,  la  O.  I.  D.  decía,  sacando  conclusiones  de  la  proporción 
establecida:  «...un  eclesiástico  para  cada  900  personas  católicas;  entre  los 
protestantes,  uno  para  cada  170;  al  igual  que  ocurre  con  el  local,  los  pro- 
testantes están  mejor  atendidos  que  los  católicos  en  cuanto  se  refiere  al 
personal»  (98). 

7)  En  cuanto  a  la  propaganda  protestante,  el  caso  es  todavía  más 
extraño  y  más  desconcertante  cuando  se  hace  la  proporción  entre  el  es- 
caso número  de  sujetos  a  que  deberta  ser  dirigida  y  el  ingente  número  de 
tiradas  y  ejemplares  que  se  realizan.  Las  estadísticas  proporcionales  entre 
el  número  exiguo  de  protestantes  españoles  y  el  número  de  propaganda 
repartida  son  absolutamente  significativas  de  los  verdaderos  fines  que  esa 
propaganda  lleva.  Si  a  esto  se  añade  el  modo  insidioso,  oculto  unas  veces, 
otras  provocativo  con  que  se  realiza,  no  puede  caber  duda  de  que  lo  que 
se  pretende  no  es  ya  una  provisión  elemental  de  libros  de  devoción,  de 
lectura  y  de  estudio,  sino  un  auténtico  proselitismo,  que  los  protestantes 
saben  de  sobra  que  está  prohibido  por  las  leyes  españolas. 

Una  relación  de  la  Sociedad  Bíblica  Británica  y  Extranjera,  hecha  en 
1870,  pero  refiriéndose  a  las  primeras  propagandas  bíblicas  en  España,  las 
de  Borrow  y  Graydon,  decía:  «el  trabajo  de  los  años  pasados  no  ha  sido 
perdido  del  todo...,  y  cuando  ahora  nos  encontramos  con  algunos  que  tie- 
nen algún  conocimiento  de  la  palabra  de  Dios  y  les  preguntamos  cómo  lo 
han  obtenido,  la  respuesta  es  que  sus  padres  poseían  el  Libro,  y  que  de  sus 
labios  aprendieron  su  precioso  contenido.  De  modo  que  hay  razón  para  creer 
que  muchos  que  jamás  se  separaron  de  Roma  porque  temían  los  terrores 
de  su  venganza  sin  escrúpulos,  vivían,  sin  embargo,  y  morían  en  la  fe  del 
Evangelio  que  la  Biblia  les  había  revelado;  pero  a  quienes  la  tiranía  de  un 
despotismo  cruel  (¡!)  les  prohibía  su  conocimiento»  (99).  Dejemos  así  ese 
texto  «decimonónico»  con  todo  su  saber  «sectario»... 

En  1856,  la  Sociedad  Española  de  Evangelización  de  Edimburgo  re- 
parte, en  sólo  dos  años,  100.000  textos  de  la  Sagrada  Escritura,  y  la 
Sociedad  Bíblica  Británica  y  Extranjera,  que  tenía  preparados  10.000  ejem- 
plares impresos  en  España,  no  recibe  permiso  para  ser  repartidos  (100). 
En  1868,  naturalmente,  la  propaganda  se  desborda.  La  Sociedad  Bíblica 
Británica  y  Extranjera:  «Al  presente,  al  menos,  las  Escrituras  pueden  ser 
vendidas  tan  libremente  en  Madrid  como  en  nuestra  propia  metrópoli; 
y  el  corazón  que  persigue  a  Cristo  en  su  plenitud  de  gracia  y  amor  no 


(96)  Hughey,  p.  50. 

(97)  Cit.  por  Ibid.,  p.  66. 

(98)  Así,  O.  I.  D.,  p.  26-27;  atención  a  que  el  suplemento  de  1956  de  la  Guía  de  Informa- 
ción de  la  Iglesia  Española  da  el  número  de  1.260  por  cada  sacerdote. 

(99)  Cit.  por  Hughey,  p.  29. 

(100)  Ibid.  p.  30. 


los  principios.— 12. 
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necesita  dudar  para  confesarle  delante  de  los  hombres»  (101).  Las  Bi- 
blias, pues,  se  reparten  profusamente;  y  hasta  se  hace  un  ofrecimiento  al 
Gobierno  para  proveer  gratuitamente  de  ellas  a  todas  las  escuelas  (¡!); 
desde  luego  se  regala  una  colección  de  varias  versiones  a  la  Biblioteca  Na- 
cional (102).  En  1871  se  vuelven  a  repartir  Biblias  por  millares  en  Ma- 
drid. La  cifra  máxima  parece  haberla  alcanzado  la  American  Tract  Society 
que,  en  1896,  había  vendido  a  un  precio  nominal  300.000  ejemplares  (103); 
y  el  Hermano  de  Plymouth  Lawrence  dice  haber  vendido  en  Barcelona, 
en  dos  días  y  medio,  él  y  seis  ayudantes,  más  de  60.000  ejemplares  (104). 
Pero  todos  estos  dispendios  importan  poco  a  las  sociedades  extranjeras 
que  financian  estos  derroches  de  propaganda,  sobre  todo  cuando  la  oca- 
sión se  les  muestra  propicia. 

Como  sucedió  con  la  segunda  República,  la  Sociedad  Bíblica  Británi- 
ca y  Extranjera  ha  distribuido:  en  1930,  243.258  ejemplares;  en  1931, 
275.656,  y  en  1932,  258.813.  La  Sociedad  Nacional  Bíblica  Escocesa  ha- 
bía repartido:  en  1930,  33.841,  y  en  1931,  34.404  ejemplares  (105). 

En  realidad,  ¿qué  motivos  pueden  alegarse  para  una  propaganda  tan 
enormemente  excesiva?  No  otros  que  un  decidido  proselitismo,  que  inme- 
diatamente, en  cuanto  a  los  modos,  se  convierte  en  un  odioso  sectarismo: 
no  se  trata  ya  de  extender  y  dar  a  conocer  la  palabra  de  Dios,  sino  de 
oponer  la  palabra  de  Dios,  como  norma  única  enfrente  de  la  Iglesia  de 
Roma,  que  se  adjudica  esa  norma.  Se  trata  de  convertir  la  Sagrada  Es- 
critura en  arma  de  combate  en  contra  de  Roma.  En  España  hay  ediciones 
católicas  más  que  de  sobra,  y  los  protestantes  españoles,  exiguos,  no  pue- 
den necesitar  un  número  tan  enorme  de  ejemplares.  ¿Para  quién  se  des- 
tinan, por  tanto?  (106). 

El  diputado  Richard  advertía  sospechosamente  después  de  citar  unas 
estadísticas  enormes: 

«Ello  hace  sospechar  que  las  Biblias  protestantes  no  se  distribuyen 
sólo  a  los  no  católicos»  (107).  Y  «The  Tablet»  del  12  de  mayo  de  1956, 
con  ocasión  de  la  incautación  del  arsenal  protestante,  decía,  marchando 
directamente  al  «fondo  del  problema»:  «pero  el  propósito  es  oponer  la 
autoridad  de  la  Escritura  a  la  autoridad  de  la  Iglesia,  cuyos  documentos 
propios  son  las  Escrituras.» 

Conclusión. — Las  estadísticas  tienen  un  lenguaje.  En  este  caso  resul- 
ta— como  dice  plásticamente  Iribarren  (108) — que  «el  protestantismo  es- 
pañol revienta  estrepitosamente  como  la  rana  que  quiso  ser  buey»...;  es 
decir — explicamos  nosotros — ,  por  la  falta  desmesurada  entre  su  exigua 
demografía  y  la  enormidad  de  los  medios  de  que  dispone.  Estos  medios 
no  pueden  explicarse  serenamente,  sino  con  unas  intenciones  proselitis- 


(101)  Ibid.  p.  56. 

(102)  Ibid.  p.  56. 

(103)  Ibid.  p.  62. 

(104)  Ibid.  pág.  64. 

(105)  Cfr.  o.  c.  de  Araujo-Grubb,  p.  81;  confirmado  por  Searle  Bates  (edic.  italiana, 
19),  p.  27-28. 

(106)  Cfr.  Mons.  Vizcarra,  en  Ecclesia,  1956/1,  p.  637  ss. 

(107)  Cfr.  en  O.  /.  D.,  p.  175. 

(108)  Ibid.  p.  574. 
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tas  que,  por  lo  demás,  son  ellos  los  primeros  en  declarar  abiertamente. 
«De  nuestras  informaciones  actuales  resulta  que  conocemos  más  de  dos 
docenas  de  libros  que  se  difunden  por  España,  más  de  doscientas  revistas 
protestantes  que  se  reparten,  aunque  la  mayoría  estén  editadas  en  el  extran- 
jero, y  unas  530  clases  de  folletos  y  hojas  volantes»  (109).  Todo  ello  no 
puede  tener  otro  sentido:  un  proselitismo  organizado  con  un  lujo  de  di- 
nero desconocido  por  los  católicos;  y,  sin  embargo,  eso  está  prohibido 
explícitamente  por  las  leyes  españolas...,  ¿cómo  explicarse  esta  extraña 
anomalía? 

6.    El  sentido  de  las  estadísticas 

Pero,  ante  la  evidencia  de  las  estadísticas,  todos  los  protestantes  es- 
pañoles y  extranjeros  tienen  una  respuesta:  «No  es  el  número  el  que 
aquí  cuenta,  sino  la  justicia  o  injusticia  de  nuestra  causa.»  Examinemos 
serenamente  la  objeción. 

En  Sociología,  las  estadísticas  tienen  un  sentido.  Y  las  modernas  de- 
mocracias, que  todo  lo  fiaron  del  número  material  de  las  papeletas  im- 
personalizadas que  caían  en  las  urnas  electorales,  hoy  empiezan  a  dudar 
de  que  ese  criterio  sea  el  exacto  cuando  se  trata  de  conocer  el  sentido 
político  de  un  pueblo.  Pero,  en  fin,  por  lo  menos  los  protestantes  y  todos 
los  simpatizantes  extranjeros  con  ellos,  han  elevado  a  dogma — nuevo  dog- 
ma que  está  subiéndose  a  sus  cabezas — los  «derechos  del  hombre»  y  «las 
libertades  fundamentales»,  y  los  han  concebido  de  una  manera  abstracta, 
como  gozando  de  una  «indivisibilidad»  quimérica  y  fantasmal;  la  conclu- 
sión es  clara:  las  minorías  tienen  derechos  individuales  que  deben  ser 
respetados  y  el  ataque  a  un  solo  individuo,  en  sus  derechos  fundamenta- 
les como  persona,  va  dirigido  contra  toda  la  Humanidad  (¡con  ma- 
yúscula!)... 

Dejemos  por  ahora  encubierta  toda  la  trama  sofística  que  ahí  se  en- 
vuelve en  medio  de  las  más  grandes  verdades  y  vayamos  ahora  a  los  he- 
chos. En  el  mensaje  de  los  Evangélicos  españoles  a  Su  Excelencia  el  Jefe 
de!  Estado,  del  15  de  febrero  de  1950,  se  decía:  «Además,  nuestro  con- 
cepto cristiano  de  libertad  de  conciencia  y  de  culto  no  admite  en  modo 
alguno  que  la  concesión  de  esas  libertades  (que  piden  en  un  escrito)  se 
haga  depender  del  número  de  fieles  que  se  benefician  de  ellas».  Y  Hughey, 
después  de  aducir  esas  palabras,  continúa:  «Muchos,  tanto  en  España 
como  fuera,  están  de  acuerdo  con  los  protestantes  españoles,  que  la  con- 
cesión de  la  libertad  religiosa  tenga  que  hacerse  depender  de  la  propor- 
ción de  las  minorías  religiosas.  Tanto  si  fueran  10  como  10.000  como 
10.000.000  los  no  católicos  de  España,  tienen  derecho  a  la  libertad  re- 
ligiosa» (110). 

Ahora  bien,  los  sofismas  que  se  cometen  al  enjuiciar  así  la  cuestión 
son  de  dos  clases:  primero,  una  confusión  lamentable  entre  «libertad  de 


(109)  Para  otros  aspectos  de  la  propaganda  protestante  hacia  Hnes  del  siglo  pasado,  cfr. 
M.  y  Pelayo,  II,  p.  1.154  y  notas. 

(110)  En  o.  c,  p.  164;  Les  Protestaras...,  pp.  73-74. 
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conciencia»  y  «libertad  de  cultos»,  y  aun  esta  última  debería  dividirse  en- 
tre «libertad  de  cultos  externos  públicos»  y  «privados».  Una  segunda  con- 
fusión, todavía  más  importante,  es  la  de  no  distinguir  entre  los  «derechos 
y  libertades  fundamentales»  considerados  en  la  persona  en  sí  misma  de 
un  modo  abstracto,  como  existiendo  aislada  individualísticamente,  y  esos 
mismos  derechos  y  libertades  considerados  tales  como  en  concreto  los  ha 
recibido  y  los  puede  desarrollar  la  persona  humana,  dentro  de  la  comu- 
nidad, como  decía  el  artículo  29  de  la  declaración  de  los  derechos  del 
hombre  de  la  O.  N.  U. 

Teniendo  en  cuenta  estas  distinciones,  preguntamos:  ¿La  verdadera 
posición  del  problema  que  presentan  las  estadísticas  protestantes  en  Es- 
paña es  la  que  presentan  esos  párrafos  de  los  protestantes  españoles  y  del 
complaciente  Témoignage  Chrétien...}  Respondemos  decididamente  que 
no.  Porque,  en  primer  lugar,  no  se  puede  dudar — si  no  queremos  «inven- 
tar» los  problemas — ,  éstos  deben  partir  de  unos  hechos  por  mínimos  que 
sean.  Y  esto  sin  que  haya  que  caer  por  ello  en  un  historicismo  jurídico 
que  absolutamente  rechazamos.  Hughey  decía:  «Diez,  diez  mil,  diez  mi- 
llones...»; efectivamente:  para  una  consideración  abstracta,  metafísica, 
de  un  problema,  no  necesitamos  ni  siquiera  «un»  caso  real:  basta  la  po- 
sibilidad pura  para  lanzarnos  a  la  estratosfera  de  la  especulación...,  pero 
¿cuál  es,  en  concreto  y  tácticamente,  el  «caso  español»...?  Es  el  siguiente: 

1)  Una  minoría  exigua.  Y  ésta  militante,  proselitista,  sectaria;  es 
históricamente,  no  solamente  «exótica»  y  extranjerizante,  sino  positiva- 
mente antiespañola.  Esa  minoría  es  reconocida,  protegida  en  su  libertad 
verdadera,  la  de  conciencia;  y  lo  es  igualmente  en  aquel  ejercicio  externo 
— aunque  privado — de  culto  que  es  compatible  con  el  bien  superior  de 
la  comunidad  nacional. 

2)  No  hay,  pues,  ninguna  lesión  de  los  «derechos  del  hombre»  ni  de 
las  «libertades  fundamentales  de  la  persona  humana».  Hay  sí  un  autén- 
tico respeto  y  hasta  una  tutela  de  la  misma  Ley. 

3)  No  tienen,  por  tanto,  aplicación  al  «caso  español»  los  principios 
de  la  indivisibilidad  de  los  derechos  humanos;  porque,  en  realidad,  no  so- 
lamente no  han  sido  divididos  por  el  Estado  español,  sino — todo  lo  con- 
trario— están  perfectamente  tutelados,  aunque  sin  olvidar  los  derechos 
objetivos  que  están  representados  por  el  bien  común  nacional. 

4)  Esta  salvaguardia  de  esos  derechos  se  realiza,  igualmente,  en  el 
plano  «supranacional».  Porque,  concreta  y  fácticamente,  en  España  no 
existe  otro  modo  de  servir  a  la  comunidad  supranacional  que  guardan- 
do el  bien  supremo  nacional  de  su  unidad  religiosopolítica.  Todo  ata- 
que a  esta  unidad  no  es  solamente  un  ataque  al  bien  más  preciado  del 
pueblo  español,  es,  al  mismo  tiempo,  e  ineluctablemente,  un  ataque  a  la 
posibilidad  de  contribución  de  España  al  bien  supranacional  futuro.  Sin 
esa  unidad  religiosopolítica,  España  se  desharía  como  nación  y  mal  po- 
dría entrar  en  una  comunidad  supranacional.  Los  que  proceden  al  revés, 
es  decir,  deshaciendo  primero  lo  nacional  para  constituir  lo  «supranacio- 
nal», se  echan  tierra  a  los  ojos.  En  esto  tenía  razón  Churcill,  al  decir — re- 
firiéndose a  la  integración  europea — que  Inglaterra  no  estaba  dispuesta 
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a  ceder  una  pulgada  de  su  soberanía  nacional.  Nosotros,  los  españoles, 
estamos  convencidos  de  que  si  se  nos  obliga  a  realizar  una  fisura  en  nues- 
tra unidad  religiosopolítica,  inmediatamente  esa  fisura  se  ensanchará  peli- 
grosamente en  contra  de  su  misma  unidad  política;  y,  como  último  resul- 
tado, en  contra  de  la  posibilidad  misma  de  servir  a  la  causa  de  una  co- 
munidad supranacional. 

5)  Los  organismos  mundiales  constituidos  (O.  N.  U.  y  C.  E.)  debe- 
rían hacer  un  esfuerzo  generoso  para  comprender  que  España  solamente 
les  será  «útil»  como  Nación-Miembro  integrado,  en  cuanto  sepan  respetar 
en  ella  sus  características  históricoreligiosopolíticas.  Querer  hacer  un  orga- 
nismo supranacional  que  fundiera  todas  las  características  «nacionales»  en 
un  organismo  superior  anodino  y  confuso,  es,  en  primer  lugar,  imposible 
fácticamente,  y  en  segundo  lugar,  el  mundo  llegaría  a  conocer  el  peor  de 
los  «superestados»,  con  una  estructura  totalitaria  que  jamás  llegó  a  tener 
ninguno  de  los  desaparecidos  o  supervivientes  de  la  segunda  gran  guerra. 

6)  Los  protestantes  españoles,  pues,  ni  desde:  a)  los  derechos  del 
hombre;  b)  el  bien  común  nacional;  c)  el  bien  común  supranacional... 
pueden,  con  justicia,  reclamar  más  escuelas,  más  seminarios,  más  capillas, 
más  libertad  de  propaganda,  más  «libertad  de  acción»  externa,  que  iría 
ciertamente  contra  esos  bienes  objetivos  y  mayores.  Al  constituirse,  pues, 
en  estado  de  rebeldía  contra  la  legislación  del  Estado  español,  se  encuen- 
tran en  una  situación  «ilegal»  de  la  que,  naturalmente,  resultan  muchas 
molestias.  Pero  la  última  causa  de  ellas  no  es  otra  que  su  misma  posi- 
ción en  contra  de  la  justa  legislación  española  en  materia  religiosa. 
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Capítulo  iii 


LA  UNIDAD  EN  SU  SOCIOLOGIA 


1.    Planteando  el  problema. 

Una  «Sociología  religiosa»  de  España,  entendida  no  como  pura  esta- 
dística y  descriptiva  de  topología  y  estadística,  sino  como  estudio  «histó- 
rico» que  se  adentre  con  valentía  en  esa  realidad  compleja  de  la  vida  es- 
pañola, está  por  hacer  (112).  Un  estudio  «vigilante» — aunque  demasiado 
breve — sobre  Sociología  religiosa  en  España,  advertía  el  «fenómeno  reli- 
gioso» de  importancia  esencial  en  la  vida  contemporánea  de  España:  el 
«anticlericalismo»  pasional  y  desconcertadamente  violento  de  una  gran 
parte  de  su  población,  y  de  un  sector  muy  cualificado  de  sus  minorías  in- 
telectuales y  rectoras;  fenómeno  que,  en  el  fondo,  está  lejos  de  suponer 
una  ruptura  radical  con  el  catolicismo,  y  que  supone  un  hecho  mucho  más 
relevante  cualitativa  y  cuantitativamente,  que  el  que  podría  constituir 
el  objeto  de  estudio  de  una  Sociología  de  la  irreligión  entre  los  españo- 
les (113).  Efectivamente,  el  problema  serio  de  la  Sociología  religiosa  es- 
pañola está  ahí,  y  no  precisamente  en  el  campo  de  la  influencia  protestan- 
te, sino  en  cuanto  que  aquel  pueda  repercutir  en  ésta.  El  mismo  autor  di- 
ce en  otra  parte: 

«Esta  indiferencia  práctica  de  la  conciencia  española  a  los  intentos  de  evange- 
lización  de  unas  sectas  extranjeras,  de  signo  agresivamente  anticatólico  (actitud  a 
la  que  suelen  responder  los  medios  católicos  con  otras  no  menos  destempladas) 
nos  llevan  a  fijar  nuestra  atención  en  los  únicos  fenómenos  religiosos  de  importan- 
cia que  alteran  sensiblemente  la  homogeneidad  espiritual  efectiva  del  país:  la  fuerte 
tendencia  clerical  de  una  parte,  y  la  no  menos  intensa  anticlerical  de  otra...  y,  en 
tercer  lugar,  la  tendencia  igualmente  perturbadora,  pero  mucho  más  minoritaria  que 
las  dos  anteriores,  del  tipo  de  anticlericalismo — ya  no  de  mero  disgusto  religioso 
por  razones  de  querella  espiritual  «familiar» — ,  sino  abiertamente  antirreligioso  y 
laicista  de  inspiración  masónica»  (114). 

Creemos,  sin  duda,  que  esa  Sociología  que  necesitamos  debería  en- 
caminar sus  pasos  por  esas  orientaciones,  por  esos  «tipos»,  por  esas  «Ges- 
talten»  religiosas  españolas,  que  habrían  de  ser  examinadas  con  una  se- 
rena objetividad,  exentas  de  esa  «irritación»  con  que,  en  los  últimos  años, 


(112)  Cfr.  Iribarren,  Introducción  a  la  sociología  religiosa.  Lizcano  M.,  La  sociología  de 
las  religiones  en  España,  Rev.  Est.  Pol.  (1956,  n.  90),  p.  115-131.  En  p.  123  ss.  puede  verse 
una  bibliografía  sumaria. 

(113)  Lizcano,  a.  c,  p.  117. 

(114)  Ibid.  p.  129.  Menéndez  Pidal,  en  Los  Españoles  en  la  Historia  (Edic.  Minotauro, 
Madrid,  1957,  t.  I),  p.  33,  señala  las  luces  y  sombras  de  la  religiosidad  española. 
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se  ha  considerado  en  las  consabidas  «autocríticas»  al  catolicismo  espa- 
ñol. De  allí  resultarían  los  siguientes  «tipos»:  primero,  el  grupo  «católi- 
co», constituido  por  los  «clericales»  y  «anticlericales»,  a  los  que  habría 
que  añadir  los  «no  practicantes»;  después,  el  grupo  «anticatólico»,  consti- 
tuido por  los  «irreligiosos»,  «arreligiosos»  y  «religiosos  nocatólicos».  «Co- 
mo Lizcano  nos  acaba  de  decir,  es  sumamente  necesario  destacar  que  el 
«anticlericalismo»  español  sigue  siendo  radicalmente  «católico»,  lo  que 
vale  para  toda  la  gama — ¡amplia  y  fastidiosa  gama! — de  «liberales»  (so- 
bre todo  tipo  siglo  xix),  «disgustados»,  el  sector  más  representativo  es- 
pañolamente  de  los  «intelectuales»...,  etc.  (115). 

En  cambio,  es  todavía  demasiado  claro  que  los  protestantes  españo- 
les están  en  el  tipo  de  los  «anticatólicos»,  como  veremos  más  abajo. 

Pero  es  el  caso  que,  al  estudiar  la  Sociología  religiosa  española,  hay 
un  fenómeno  «escandaloso»  para  esa  realidad  innegable  que  es  su  unidad 
católica.  Y  es  ésta  la  que  ahora  queremos  considerar  únicamente,  ya  que 
nos  es  imposible  organizar  aquí,  en  este  trabajo,  nada  más  extenso  sobre 
los  demás  fenómenos. 

Los  autores — extranjeros  o  españoles — que  se  han  fijado  en  estos  fe- 
nómenos sociológicoreligiosos  de  España,  no  han  puesto  en  duda  que  la 
unidad  católica  de  España  no  sufría  fisura  por  los  insignificantes  grupos 
minoritarios  que  suponían  todos  esos  que  hemos  incluido  entre  los  «an- 
ticatólicos». Unicamente,  según  ya  hemos  visto,  hay  quienes  han  interpreta- 
do el  fenómeno  español  de  liberalismo  como  rompiendo  esa  unidad  en 
su  Historia.  Pero  creemos,  con  Lizcano,  que  el  fenómeno  libera!  español 
no  es  absolutamente  el  fenómeno  liberal  europeo,  sino  algo  esencialmente 
distinto,  como  lo  suelen  ser  casi  todos  los  fenómenos  españoles  que  afec- 
tan a  motivos  religiosos.  No  se  puede  olvidar  que  España  no  sufrió  la 
ruptura  protestante  europea,  si  se  la  quiere  explicar  «históricamente». 

Pero — seguimos  ya  diciendo — el  tipo  «católico  no  practicante»  (con- 
siderado desde  los  dos  puntos  de  vista  íntimamente  ligados:  el  moral  y  el 
cultural),  ¿rompe  la  unidad  católica  de  España  desde  el  punto  de  vista 
psicológico?  ¿Qué  sentido  «tendría»  esa  ruptura,  si  existiera?... 

2.    Discusión  crítica. 

«La  práctica  religiosa  no  es  toda  la  vida  religiosa;  pero  es  signo  ob- 
jetivo y  el  único  visible»,  nos  dice  Iribarren  (116).  Pero  ¿cuándo  y  hasta 
dónde  esa  visibilidad,  única  que  se  permite  apreciar  a  un  método  feno- 
menológico  característico  de  la  Sociología  religiosa  puede  declararse  cri- 
terio de  catolicidad,  de  modo  que  pueda  ser  decisivo  para  la  unidad  ca- 
tólica de  un  país?... 


(115)  Esta  identificación  en  España  entre  «anticlericalismo»  y  «liberalismo»  la  admiten 
Dawson  (The  Judgement  of  the  Nations),  p.  61,  y  Madariaga,  Spain  (2.a  ed.,  1943),  pp.  126- 
128.  Citados  por  M.  Searle  Bates,  Religious  Liberty,  pp.  20  ss.  Por  cierto  que  este  último 
libro  editado  por  el  I.  M.  C.  y  adoptado  por  el  W.  C.  C,  por  lo  que  respecta  a  España 
enfoca  el  problema  de  la  libertad  religiosa  del  modo  más  lastimoso;  no  puede  ser  aceptado 
objetivamente. 

(116)  Cfr.  Iribarren,  o.  c,  p.  119. 
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«En  países  extranjeros  donde  la  minoría  católica  vive  en  constante  lucha  espi- 
ritual con  una  mayoría  protestante  o  indiferente,  y  se  llevan  a  punta  de  lanza  el 
cumplimiento  de  los  deberes  externos  como  signo  de  pertenencia  a  la  religión,  y  se 
interpreta  la  falta  de  práctica  como  apostasía,  suele  criticarse  al  catolicismo  de  al- 
gunos países  latinos  como  pura  tradición  inoperante  y  rutinaria.  Poco  falta  para 
que  afirmen  que  tales  países  no  son  católicos,  aunque  lo  fueron  antiguamente,  por- 
que limitan  su  religión  al  bautismo  y  al  entierro. 

La  cosa  es  injusta  y  grave.  El  hombre  no  puede  vivir  sin  religión:  en  los  casos 
más  extremos  ha  hecho  de  la  irreligión,  religión  suya,  es  decir,  ha  dado  al  materia- 
lismo la  categoría  de  sistema  filosófico  y  verdadero,  que  explica  totalmente  su  po- 
sición en  la  vida  y  su  relación  con  el  universo  visible  e  invisible. 

Esto  supuesto,  nadie  deja  una  religión  sin  tomar  otra,  con  una  aceptación  pre- 
cisa e  indispensablemente  intelectual,  aunque  sea  tácita.  El  que  deja  de  ir  a  misa 
o  pagar  a  sus  curas  para  hacerse  protestante  o  aceptar  el  laicismo  apóstata,  no  el 
que  simplemente  deja  de  ir  a  misa  y  pagar  a  sus  curas. 

Existe  una  línea,  a  veces  sutilísima  y  vaga,  entre  la  indiferencia  práctica  y  el 
abandono  teórico,  pero  sólo  ésta  es  el  límite,  más  allá  del  cual  se  ha  dejado  de  ser 
católico.  En  consecuencia,  la  pregunta,  no  fácil  de  contestar  en  cada  individuo,  ni 
en  cada  ambiente,  ni  menos  en  cada  nación,  es  ésta:  ¿la  indiferencia  observada,  es 
simple  pereza  o  pérdida  y  sustitución  de  fe?  Nada  importan  los  años  que  la  indi- 
ferencia dure.  Cuando  generaciones  de  católicos  no  practicantes  hayan  decaído  len- 
tamente hasta  dar  lugar  a  una  generación  «sin  instrucción  religiosa»,  podrá  haberse 
llegado  de  hecho  a  que  una  nación  perezosa  «despierte  sin  fe».  Eso  no  puede  ne- 
garse y  debe  ponernos  alerta.  Tampoco  valdría  en  ese  caso  alegar  que  los  niños  se 
siguen  bautizando  y  los  muertos  enterrando  con  la  bendición  del  sacerdote;  porque 
en  la  mente  de  los  ciudadanos  (no  hablamos  de  la  validez  del  bautismo  administra- 
do a  cada  niño  que  depende  de  la  intención  del  que  administra)  bautismo  y  entie- 
rro pueden  quedar  relegados  a  la  categoría  de  usos  sociales,  o  de  supersticiones 
como  la  de  la  sal  y  la  herradura. 

Se  impone,  pues,  la  más  exquisita  prudencia  en  la  valoración  de  los  signos  ex- 
ternos de  la  religiosidad»  (117). 

Pues  bien,  esta  prudencia  es  la  que  creemos  que  ha  faltado  muchas 
veces  al  apreciar  la  unidad  católica  de  España  desde  su  aspecto  sociológi- 
coreligioso.  Los  protestantes,  muchos  católicos  extranjeros  y  hasta  algunos 
españoles,  han  dado  un  sentido,  primero  excesivamente  pesimista  a  la 
realidad  religiosocatólica  de  España  (118);  para  deducir  luego  unas  con- 
secuencias del  todo  ilegítimas.  Y  esto  es  ya  más  grave. 

Así,  el  protestante  francés  Delpech  dice:  «entre  los  católicos  consi- 
derados como  tales,  según  el  criterio  del  canon  87,  hay  una  proporción 
considerable  de  españoles  que  están  completamente  separados  de  la  Igle- 
sia, y  hasta  hostiles;  y,  sin  embargo,  han  sido  bautizados,  han  hecho  su 
primera  comunión  y  se  han  casado  en  la  Iglesia  Católica.  Este  caso  se 
constata  entre  los  intelectuales  liberales,  pero  sobre  todo  en  los  centros 
industriales  y  hasta  en  el  campo,  más  supersticioso  que  cristiano.  Ya  Mi- 
guel de  Unamuno  hablaba,  antes  de  la  guerra  mundial,  de  la  descristiani- 
zación de  su  pueblo.  Este  estado,  de  hecho,  parece  acentuarse,  a  juzgar 
por  ciertos  gritos  de  alarma  que  no  disimulan  la  gravedad  del  hecho»  (119). 


(117)  Ibid.  p.  120-121. 

(118)  Cfr.  Bibliografía  de  Lizcano,  p.  123.  Cfr.  Ecclesia,  1953/2,  p.  745. 

(119)  En  Les  protestants...,  p.  17.  La  bibliografía  más  completa  sobre  libertad  religiosa 
puede  verse  en  la  obra  de  Bates  M.  Searle  Religious  Liberty:  An  Inquiry  (I.  M.  C,  New 
York,  1945).  Nosotros  hemos  utilizado  la  traducción  italiana  (Torino,  1949).  Es  también  inte- 
resante la  bibliografía  que  aporta  la  obra  cit.  Hughey. 
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Así,  también,  el  protestante  español  Monroy  insiste:  «¿hay  o  no  hay 
crisis  de  espiritualidad  en  España?  En  nuestra  opinión,  la  hay...  Vamos  a 
citar  a  autores  católicos  romanos  bien  conocidos  en  España,  quienes  han 
estudiado  el  tema  con  sincera  objetividad»  (120).  Y  sigue  citando  pá- 
rrafos de  Aranguren  (121),  Agustín  de  Foxá  (122),  Kindelán  (123),  Sig- 
no (124),  Ecclesia  (125),  El  Ciervo  (126),  señor  obispo  de  Solsona  (127). 

Así,  también,  católicos  extranjeros,  como  Rouquette  (128),  y  como 
Molitor;  estos,  más  bien,  acuden  a  la  distinción  entre  unidad  católicode- 
mográfica  y  unidad  católicosociológica,  diciendo,  por  ejemplo,  como  éste 
último:  «No  existe  una  sola  nación  en  el  mundo  en  que  se  tenga  una 
concepción  del  mundo  (Weltanschaung  en  el  texto)  unánime.  Donde  un 
tal  concepto  parece  existir,  no  existe  realmente,  sino  que  su  apariencia  es 
únicamente  el  resultado  de  hábiles  estratagemas  propagandísticas.  Tome- 
mos un  ejemplo  específico:  el  de  España.  A  despecho  de  todos  los  es- 
fuerzos del  Gobierno  y  de  muchos  bien  intencionados  católicos,  ninguno 
será  capaz  de  convencerme  de  que  España  es  unánimemente  católica»  (129). 


3.    La  verdadera  posición  del  problema. 

Dejando  para  luego  el  discutir  si,  en  el  caso  de  una  crisis  de  espiri- 
tualidad, sería  el  protestantismo  el  más  llamado  en  España  a  colaborar  en 
la  solución  de  ella,  abordaremos  otros  aspectos  del  problema. 

Primero,  naturalmente,  el  de  su  realidad.  Las  citas  aducidas  por  Mon- 
roy y  por  Delpech,  y  las  que  «un  peu  partout»  han  aducido  muchos  ca- 
tólicos extranjeros  en  los  años  en  que  en  España  fue  una  «moda»  hacer 
autocrítica,  prueba  que  en  España  existe  en  su  grado,  como  en  todo  el 
mundo,  una  crisis  de  espiritualidad,  o  si  se  quiere — sin  eufemismos — de 
vida  católica.  Pero  lo  que  hay  que  poner  en  claro  es  el  grado  en  que  esa 
vida  católica  ha  caído,  sobre  todo  en  comparación  con  los  restantes  países 
católicos,  y,  naturalmente,  protestantes. 

Ahora  bien,  sin  dejarse  llevar  de  un  optimismo  a  ultranza,  nada  bene- 
ficioso para  una  pastoral  urgente,  nos  parece  que  en  España  todavía  se 
están  realizando  aquellas  palabras  en  las  que  León  XIII  definía  el  Estado 
católico,  aducidas  por  Rouquette  mismo  (130).  Si  Rouquette  afirma  que 
Irlanda  se  acerca  a  ese  ideal,  nosotros  nos  preguntamos  por  qué  «ahora» 
España  es  excluida  (131). 


(120)  En  O.  C,  pp.  37  ss. 

(121)  En  O.  C,  p.  37,  tomado  de  Catolicismo  y  Protestantismo,  p.  228. 

(122)  Ibid.  p.  38,  tomado  de  ABC,  artículo  sobre  el  Caodaísmo. 

(123)  Ibid.  p.  38,  tomado  de  ABC,  dos  artículos  sobre  la  crisis  religiosa  actual. 

(124)  Ibid.  p.  38,  tomado  del  número  correspondiente  al  28  de  enero  de  1950,  firmado  por 
G.  L.  de  la  Torre. 

(125)  Ibid.  p.  39,  tomado  del  número  de  7  de  septiembre  de  1957,  p.  16,  firmado  por 
Mauro  Rubio  Repullés. 

(126)  Ibid.  pp.  40-41,  tomado  del  número  61,  de  enero  de  1958,  p.  8. 

(127)  Ibid.  p.  42,  tomado  de  La  incógnita  de  la  juventud  (Madrid,  1947),  pp.  164  y  105. 

(128)  En  Eludes,  1954/1,  p.  242. 

(129)  En  Tolérance  et  communauté  humaine,  p.  16.  En  este  tenor  se  colocan  los  estudios 
varios  de  la  revista  Esprit,  septiembre  1956;  septiembre  1957;  bien  explotados  por  los  pro- 
testantes. Cfr.  Etoile...  octubre-diciembre  1957. 

(130)  Ibid.  p.  242,  nota. 

(131)  En  Etudes,  1954/1,  p.  242. 
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Sin  embargo,  lo  más  importante  en  el  debate  sobre  la  unidad  católica 
de  España,  no  está  en  una  visión  más  o  menos  pesimista  u  optimista  so- 
bre su  realidad  sociológicoreligioso — aunque  nosotros  podamos  soportar 
con  tranquilidad  cualquier  comparación — ,  sino  en  que,  en  España,  es  ésa 
la  única  realidad  sociológicorreligiosa  constatable.  ¿Es  que  los  protestantes 
pueden  ofrecer  otra?  Si  ya  su  realidad  demográfica  es  tan  exigua,  ¿qué 
pasaría  si  quisiéramos  aplicarles  el  criterio  sociológico? 

Finalmente,  es  claro,  que  si  es  verdad  que  una  cierta  realidad  socioló- 
gicoreligiosa  mínima  es  necesaria  e  imprescindible,  como  factor  dé  uni- 
dad religiosa;  y  mucho  más  diríamos,  como  factor  de  unidad  católica,  que 
se  distingue  por  su  fuerza  de  «ministerio»  y  de  «sacramentalidad  eclesial», 
pero:  en  primer  lugar,  es  algo  demasiado  claro  que  ese  mínimo  socioló- 
gico se  da  en  España  por  encima  de  todos  los  pesimismos;  que,  en  se- 
gundo lugar,  es  irracional  emplear  el  criterio  sociológico  como  un  cri- 
terio absoluto,  ya  que,  en  ese  caso,  el  primero  que  empezaría  por  disol- 
verse sería  el  protestantismo:  ¿quiénes  y  cuántos  son  los  «verdaderos» 
protestantes  españoles?  Finalmente,  es  claro  también  que,  ante  ese  cri- 
terio, se  disolverían  muchas  otras  religiones,  y  la  que  menos  tendría  que 
temer  esa  prueba  del  fuego  sería  precisamente  la  religión  católicoromana, 
como  lo  prueba  suficientemente  su  historia  de  todos  los  tiempos. 

«Si  mundo  pagano  es  el  que  no  practica  «idealmente»  el  ideal  católico,  nin- 
guna nación  ha  sido  ni  es  católica.  Ni  lo  fue  la  primitiva  sociedad  cristiana,  ni  des- 
pués la  medieval  de  las  Cruzadas.  Quizás  no  lo  será  jamás  ninguna.  Si  por  pagano 
se  ha  de  entender  el  que  carece  de  fe  cristiana,  es  claro  que  han  existido  y  exis- 
ten sociedades  que  no  son  paganas.  No  lo  han  sido  ni  lo  son  cuantas  se  compo- 
nen de  miembros  bautizados  y  creyentes,  aunque  no  en  todos  sus  actos  conformen 
la  conducta  a  la  fe. 

En  este  sentido  el  mundo  actual  europeo  y  americano  es  en  gran  parte  cris- 
tiano, y  en  menor  parte,  católico,  no  pagano,  e  incluye  naciones  como  España, 
Irlanda — salvo  el  Ulster — y  muchas  de  América  Central  y  del  Sur,  que  son  en  su 
totalidad  moral  católicas;  pues  sus  miembros  están  bautizados  en  la  Iglesia  Cató- 
lica y  profesan  la  fe  católica:  unos  con  fervor,  otros  tibiamente;  muchos  quizás 
no  la  viven  ni  aun  siquiera  en  las  formalidades  externas,  porque,  a  causa  de  su 
incultura  religiosa,  no  actualizan  en  sus  almas  el  pensamiento  católico;  pero  aun 
éstos  están  dispuestos  a  dejarse  influir  por  la  fe  y  la  vida  de  la  Iglesia,  si  ésta  se 
les  aproxima,  cosa  a  veces  difícil  y  aún  en  el  fondo  de  sus  almas  lo  desean. 

Precisamente  esta  masa  jurídicamente  católica,  aunque  sin  vida  católica,  a  lo  menos 
intensa,  es  la  que  necesita  ser  más  resguardada  contra  la  acción  de  propagandas 
ateas  y  heterodoxas  y,  a  lo  menos,  «post-factum»  se  alegrará  cordialmente  de  serlo. 
Más  que  en  una  nación  ferviente  católica  se  impone  aquí  la  máxima  posible  res- 
tricción de  la  tolerancia  religiosa,  porque  entre  ignorantes  y  abandonados,  incapaces 
de  resistir  a  los  sofismas  del  error,  el  proselitismo  heterodoxo  causaría  mayores 
desastres.  Luego  debe  afirmarse  que  no  sólo  en  las  sociedades  católicas  fervorosas, 
sino  en  las  incultas  y  de  vida  católica  lánguida,  la  tolerancia  debe  limitarse  a  las 
tres  consabidas  concesiones: 

a)  A  nadie  debe  coaccionársele  para  que  acepte  el  catolicismo. 

b)  A  todos  debe  autorizárseles  la  práctica  privada  de  su  culto. 

c)  A  todos  deben  reconocérseles  aquellos  derechos  públicos  cuyo  ejercicio  no 
sea  nocivo  a  los  intereses  de  la  verdadera  religión»  (131  bis). 


(131  bis)   Guerrero,  Razón  y  Fe,  1948/2,  p.  538-9. 
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«Podrá  hablarse — decía  el  señor  obispo  de  Barcelona — de  diversos  grados  en 
la  observancia  y  práctica  de  la  religión  católica,  desde  los  que  la  practican  con  ver- 
dadero fervor  y  ejemplaridad  admirable  hasta  los  que  se  muestran  indiferentes  y 
aún  a  veces  aparentemente  hostiles.  Aparentemente,  decimos,  porque  aún  esos,  los 
más  descuidados  y  descarriados,  llevan  en  el  alma  la  semilla  de  la  fe  y  de  las 
virtudes  cristianas  que,  en  circunstancias  propicias,  se  manifiestan  y  fructifican»  (132). 


(132)   Cfr.  Ecclesia,  1948/1,  p.  371 
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Capítulo  iv 


EL  ESTATUTO  DEL  PROTESTANTISMO  ESPAÑOL  ES  LEGAL 


Del  hecho  de  la  unidad  católica  de  España,  histórica,  demográfica  y  so- 
ciológica, se  sigue,  con  una  juridicidad' perfecta,  que  el  estatuto  de  que 
goza  (¡en  sentido  positivo  y  nada  irónico!)  el  protestantismo  español  es 
perfectamente  legal. 

Esto — ya  lo  sabemos — no  lo  admiten  los  protestantes  españoles,  ni 
quieren  reconocerlo  muchos  católicos  extranjeros,  entusiasmados  con  los 
derechos  de  las  minorías  religiosas  y  con  las  libertades  de  la  persona 
humana.  Sus  razones  están  tomadas,  tanto  del  aspecto  legal  de  la  naciona- 
lidad española,  cuanto  de  la  convivencia  internacional,  como  igualmente 
de  los  llamados  derechos  inalienables  de  la  persona  humana.  Dejando  el 
aspecto  de  convivencia  internacional  para  más  tarde,  tratemos  ahora  de 
los  otros  dos. 


1.     LOS  PROTESTANTES  SOMOS  ESPAÑOLES. 

Los  protestantes  españoles  han  hecho  gran  propaganda  del  art.  3  del 
Fuero  de  los  Españoles: 

«La  ley  ampara  por  igual  el  derecho  de  todos  los  españoles,  sin  preferencia  de  cla- 
ses, ni  acepción  de  personas.»  Han  citado  hasta  la  saciedad,  en  su  favor,  las  «primeras 
palabras»  del  art.  6:  «Nadie  será  molestado  por  sus  creencias  religiosas  ni  en  el  ejer- 
cicio privado  de  su  culto.» 

Pero  nunca — que  sepamos — se  les  ha  ocurrido  citar  el  art.  33,  que 
dice: 

«El  ejercicio  de  los  derechos  que  se  reconocen  en  este  fuero  no  podrá  atentar  a  la 
unidad  espiritual,  natural  y  social  de  España.» 

Los  protestantes  españoles,  pues,  son  «españoles»  con  todos  los  de- 
rechos y  deberes  de  los  españoles.  Efectivamente,  como  «una  de  las  cosas 
serias  que  se  puede  ser  en  este  mundo  es  la  de  ser  español»,  veamos  a  lo 
que  obliga  este  título,  y  decimos  «a  lo  que  obliga»,  naturalmente,  ante  la 
ley  española,  no  ante  la  ley  inglesa  o  estadounidense;  explicando  honesta- 
mente ésto,  decía  el  diputado  Richard: 
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«Desde  el  punto  de  vista  norteamericano,  no  hay  verdadera  libertad  de  culto;  des- 
de el  punto  de  vista  español  hay  toda  la  que  cabe  esperar...»  (133). 

«Los  protestantes  no  queremos  vivir  en  la  clandestinidad...;  no  que- 
remos ser  ciudadanos  de  segunda  categoría...»;  pero  puntualicemos  bien 
el  grave  sentido  que  para  un  español  tienen  esas  palabras:  son  quejas  que 
afectan,  sin  más,  a  la  justicia  del  Estado  español.  Y  esto  es  sumamente 
grave. 

Comprendemos:  «desde  su  punto  de  vista»  las  leyes  españolas  en  ma- 
teria religiosa,  les  parezcan  «subjetivamente  vejatorias».  Pero  ¿cuál  es  el 
punto  de  vista  «objetivamente  exacto»?  ¿El  de  «ellos»  o  el  del  Estado 
español?  Porque  es  el  caso  que  éste  tiene  un  bien  común  nacional,  como 
norma  verdaderamente  objetiva  que  se  le  impone,  y  a  la  que,  en  concien- 
cia (la  conciencia  de  los  responsables  del  poder),  debe  atender,  custodiar 
y  tutelar.  Tiene,  además,  «unos»  bienes  no  comunes  que  se  salvaguardan 
en  lo  posible,  mientras  el  bien  común  no  padezca;  ahora  bien,  para  esta- 
blecer ese  bien  común,  debe  atenerse  a  criterios  objetivos;  y  no  a  puras 
sugerencias,  a  apetencias  individuales.  Pues  bien,  de  ese  criterio  ha  re- 
sultado el  actual  estado  legal,  tanto  para  los  católicos  como  para  los  no 
católicos.  Lo  curioso,  lo  extraño,  lo  injusto,  hubiera  sido  lo  contrario. 

Es  ciertamente  inexacto  hablar,  no  solamente  de  «persecución  religio- 
sa» (¡esto  es  ya  calumnia  y  difamación!),  pero  ni  siquiera  de  discrimina 
ción  legislativa.  En  primer  lugar  porque  no  serían  los  protestantes  los 
«únicos»  discriminados,  sino  todos  los  no  católicos.  Y  entre  éstos,  sola- 
mente los  protestantes  han  elevado  a  protesta  lo  que  era  un  hecho  nor- 
mal (134).  Sobre  los  judíos,  decía  Kühnelt-Leddihn,  no  siempre  afecto  a 
la  posición  española:  «durante  una  larga  permanencia  mía  en  España,  me 
ocupé  detenidamente  de  la  situación  jurídica  y  social  de  una  minoría  re- 
ligiosa, los  judíos.  La  actitud  de  España  en  los  últimos  tiempos  frente  a 
los  judíos  ha  sido,  en  algunos  aspectos,  ejemplar.  Ciertamente  que  el  nú- 
mero de  israelitas  españoles  es  más  reducido  que  el  de  protestantes;  sin 
embargo,  mientras  que  su  vida  religiosa  está  sometida  a  las  mismas  res- 
tricciones que  las  de  los  otros  no  católicos,  les  es  favorable  la  opinión  pú- 
blica y  el  régimen.  El  antisemitismo  es  desconocido  en  la  España  actual» 
(135).  Pues  bien,  ¿se  han  preguntado  los  protestantes  por  la  verdadera 
razón  del  «antiprotestantismo»  español? 

Pero,  además — y  muy  positivamente — ,  decimos  que  los  protestantes 
españoles  están  jugando  siempre  con  un  concepto  negativo  de  la  ley 
española,  que  no  sólo  es  contrario  a  los  estatutos  fundamentales  (cfr.  ar- 
tículo 1)  y  al  Código  Civil,  sino  también  al  mismo  Código  Penal.  Porque 
si  consideramos  el  concepto  de  «tolerancia»  desde  un  punto  de  vista  abs- 
tracto, el  de  los  principios,  es  claro  que  el  error  no  se  merecería  ninguna 
ley,  sino  la  penal.  Y  tratándose  de  un  error  como  la  herejía,  de  una  gra- 


(133)  En  O.  /.  D.,  p.  168. 

(134)  Cfr.  ibid.  testimonio  del  mismo  Richard,  cit.  al  diputado  Mutter,  en  su  interven- 
-  ción  del  24  de  enero  de  1950,  y  al  diputado  Owen  Brewster,  en  su  intervención  del  10  de 

marzo  del  mismo  año. 

(135)  En  Religióse  Duldiuig-eimal  spanisch  gesehcn.  En  Schweiz  Rundschau  de  Zurich  (no- 
viembre 1955),  pp.  427-428. 
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vedad  tan  enorme  para  la  seguridad  del  Estado,  éste  «podría»,  de  jare,  to- 
mar medidas  de  propia  defensa,  las  más  fuertes. 

Y  esto  es  lo  que  se  hacía  en  tiempos  en  que  la  verdad  y  el  error  no  an- 
daban confundidos,  como  pasa  hoy,  precisamente  a  causa  de  la  revolución 
protestante. 

Pero  es  el  caso  que  hoy,  en  la  coyuntura  lamentable  de  este  hombre 
moderno,  y,  al  ser  considerados  los  derechos  de  la  persona  en  un  terreno 
y  en  una  concepción  «individualista  y  liberal»,  y,  desde  luego,  supuesto 
siempre  (aun  por  los  más  liberales)  que  ese  grave  ataque  al  Estado  pueda 
neutralizarse  por  otros  medios  coercitivos;  resulta  que  el  concepto  de  to- 
lerancia puede  adquirir  todos  los  valores  positivos  de  una  auténtica  «pro- 
tección de  la  ley»  a  las  creencias  subjetivas  de  los  individuos  y  de  las  mi- 
norías religiosas.  Siempre — repetimos — dentro  de  las  garantías  exigidas 
por  el  bien  nacional  superior  y  objetivo.  Decimos,  por  tanto,  que  es  este 
el  aspecto  positivo  que  mejor  se  acomoda  a  la  ley  española,  que  regula  el 
estatuto  jurídico  de  los  no  católicos:  estos  «gozan»  de  la  protección  de  la 
ley,  mientras  se  mantengan  dentro  de  los  límites  de  la  misma  ley;  lo 
mismo  que  los  católicos  gozan  de  la  misma  (¡ni  mayor,  ni  menor!)  protec- 
ción, mientras  cumplan  como  españoles  su  propia  ley. 

Es  inexacto,  y  desde  un  punto  de  vista  jurídico  «injusto»,  hablar  de 
«régimen  privilegiado»  que  gozaría  la  Iglesia  Católica  en  España;  es  éste 
un  «prejuicio»  que  plantea  mal,  a  radice,  muchos  problemas  religiosos  es- 
pañoles, ya  que  el  régimen  dicho  de  «privilegio»  no  es  más  que  la  ex- 
presión de  una  situación  histórica,  demográfica  y  sociológica.  Así  como 
es  inexacto  y  jurídicamente  injusto  hablar  de  una  situación  de  excepción 
para  el  protestantismo,  cuando  en  realidad  la  ley  española  no  hace  más 
que  salvaguardar  el  estatuto  que  responde  a  la  realidad  española  de  los 
no  católicos.  Es  esta  inexactitud  la  que  condena  tantas  páginas,  por  lo 
demás  objetivas,  del  libro  de  Hughey  (136).  No  hay  «limitación  de  dere- 
chos», sino  «ordenación  de  derechos».  Si  esta  ordinatio  (¡es  la  definición 
misma  de  la  ley!)  resulta  luego  «subjetivamente»  una  limitación,  ésta  nun- 
ca puede  llamarse  una  «injusticia»...,  es,  simplemente,  una  «deficiencia» 
normal  en  toda  legislación  humana. 

2.     LOS  DERECHOS  DE  LA  PERSONA. 

El  Fuero  de  los  Españoles  dice  en  su  artículo  1: 

«El  Estado  español  proclama  como  principio  rector  de  sus  actos,  el 
respeto  a  la  dignidad,  la  integridad  y  la  libertad  de  la  persona  humana, 
reconociendo  en  el  hombre,  en  cuanto  portador  de  valores  eternos  y  miem- 
bro de  una  comunidad  nacional,  titular  de  deberes  y  derechos,  cuyo  ejer- 
cicio garantiza  en  orden  al  bien  común.» 

Cuando  unos  protestantes  que  se  dicen  «españoles»  reclaman  contra 
la  ley,  en  nombre  de  la  dignidad  de  la  persona,  hacen  una  grave  acusa- 
ción implícita  al  Estado  español,  quien,  de  una  manera  tan  explícita  y  so- 

(136)   En  o.  c,  p.  139. 
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lemne  ha  proclamado  los  derechos  de  la  persona  humana.  Cuando  los 
oímos  de  nuevo,  reclamar  contra  la  ley  española,  en  nombre  de  los  dere- 
chos del  hombre  en  la  Carta  de  la  O.  N.  U.  y  de  la  Declaración,  podemos 
temernos  que  existe  una  grave  incompatibilidad  entre  su  españolismo  y  su 
reclamación;  sobre  todo  cuando,  como  en  los  años  tristemente  pasados, 
esas  reclamaciones  se  han  unido  a  las  campañas  antiespañolas  más  furi- 
bundas que  ha  conocido  la  Historia  de  España. 

La  apelación,  pues,  no  puede  hacerse  al  Estado  español — y  por  subdi- 
tos españoles... — ,  ya  que  éste  ha  legislado  en  nombre  y  conforme  a  una 
realidad  viva  española.  Luego  consideremos  si  es  posible  una  apelación 
a  un  organismo  «supranacional»...,  y  esto  de  una  manera  justa,  jurídica- 
mente. 

Sin  embargo — siguen  objetando  los  protestantes,  y  con  ellos  no  pocos 
católicos  extranjeros — el  Estado  no  puede  conculcar  unos  derechos  pri- 
marios de  la  persona,  como  son  las  libertades  de  culto  y  la  manifestación 
de  las  propias  convicciones  religisas,  mientras  todo  esto  no  vaya — aña- 
den— contra  la  seguridad  del  Estado  o  de  la  moral  natural.  Por  lo  de- 
más, el  protestantismo  no  es  una  epidemia,  un  virus;  y  si  lo  fuera,  mejor 
sería  vacunarse  contra  él,  que  intentar  combatirlo  por  medios  coactivos  es- 
tatales; nunca  la  violencia  política  fue  una  solución  definitiva.  Es  inútil, 
por  lo  demás,  todo  intento  moderno  de  aislar  cualquier  fenómeno  socio- 
lógico actual;  y  menos  de  naturaleza  religiosa.  Los  actuales  medios  de  pe- 
netración superan  todas  las  posibilidades  de  la  nación,  mejor  controlada 
por  el  Estado  más  absolutista...  He  ahí,  pues,  unas  razones — objetan  hoy 
muchos — que  hacen  inválidas  las  contrarias,  que  se  fundan  en  un  hecho, 
puramente  fáctico,  de  las  minorías  religiosas  insignificantes... 

No  vamos  aquí  a  contestar  a  estas  y  a  otras  objeciones  parecidas, 
puesto  que  son  tratadas  en  la  primera  parte  de  este  trabajo. 

Nosotros  vamos  a  proponer  aquí  una  posición  de  la  cuestión,  muy  en 
concreto,  desde  la  que  puedan  ser  abordadas  de  raíz,  y  en  la  situación 
española,  que  es  lo  que  todavía  no  ha  sido  propuesto  en  la  primera  par- 
te dedicada  a  los  principios.  Se  trata — decimos — indudablemente  de  la 
dignidad  de  la  persona,  creada  a  imagen  y  semejanza  de  Dios  (137).  Pe- 
ro se  trata — puntualizamos — también  de  un  concepto  de  persona  «abier- 
to» y  no  cerrado  por  el  individualismo  liberal,  como  fruto  precisamente 
del  protestantismo.  No  vamos  contra  la  tesis  actual  de  muchos  protestan- 
tes de  que  el  protestantismo  no  es  necesariamente  de  jure,  un  «individua- 
lismo»; afirmamos  únicamente  que  el  hecho  individualistaliberal  es  un 
hecho  históricamente  protestante: 

Y,  desde  luego,  nos  reservamos  el  derecho  de  pensar  que,  también,  de 
jure,  el  protestantismo  es  esencialmente — no  sólo  fácticamente — un  indivi- 
dualismo radical. 

Porque,  en  primer  lugar,  se  parte  de  los  siguientes  supuestos  falsos: 
a)  Cuando  el  Estado  español  legisla  del  modo  como  lo  ha  hecho,  va  en 
contra  de  la  dignidad  de  la  persona;  b)  y  el  fin  que  pretende  sería  la  limi- 


(137)   Así  se  habla  en  el  Rapport  ele  Amsterdam,  Vol.  IV. 
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taciónrepresión  de  sus  derechos...  en  el  individuo  protestante  español; 
c)  trata,  por  tanto,  a  los  subditos  españoles  como  a  un  «mal»  que  hay 
que  tolerar  negativamente;  d)  y  que,  solamente  por  eso,  habría  que  ais- 
lar como  a  un  foco  epidémico;  habría  que  «localizarle». 

Ahora  bien,  todo  esto  supone,  primero,  un  concepto  de  libertad  de 
conciencia  que  no  podemos  admitir.  Así,  por  ejemplo,  dice  un  autor  pro- 
testante— titulando  un  artículo  de  su  obra  «La  libertad  que  queremos  te- 
ner»— :  «Podríamos  ahorrarnos  todo  este  capítulo  diciendo  simplemente 
que  queremos  para  los  protestantes  la  misma  libertad,  los  mismos  dere- 
chos y  privilegios  que  disfrutan  los  católicos  romanos  en  España»  (138). 
He  ahí — respondemos — un  concepto  de  libertad  que  parte  del  individua- 
lismo protestante  y  que  quiere  realizarse  a  costa  de  todas  las  normas  ob- 
jetivas de  la  misma  persona,  que  es  un  valor  «abierto»  y  ordenado  en  y 
para  la  comunidad.  Comprendemos  que  este  concepto  sea  de  muy  difícil 
inteligencia  para  ellos,  ya  que  a  la  misma  raíz  del  protestantismo  está  una 
rebelión  contra  la  norma  objetiva.  Pero,  siguiendo  ese  criterio,  no  habría 
modo  de  coartar  los  derechos — «humanos»  también,  ¿por  qué  no? — de 
la  misma  anarquía  y  del  desorden  del  individuo,  como  desgraciadamente 
atestigua  toda  la  historia  de  las  revoluciones  modernas,  fruto  neto  del  in- 
dividualismo religioso  desencadenado  por  la  Reforma. 

Pero — como  acabamos  de  decir — ,  hay,  sin  embargo,  un  concepto  de 
tolerancia  postivo,  que  dirige  la  difícil  estructuración  jurídica  de  los  gru- 
pos minoritarios,  religiosos  sobre  todo,  en  las  sociedades  modernas.  Si 
estos  grupos  no  aceptan  un  estatuto,  que  es  perfectamente  legal  para 
ellos  en  su  situación  fáctica,  entonces  nos  hallamos  ante  el  «resentimiento» 
subjetivo  de  apreciación  subjetiva  de  la  legislación  española,  que  no  me- 
rece ser  atendido,  sino  para  vigilarlo  desde  la  banda  previsora  del  Código 
Penal.  Pues  bien,  los  protestantes  no  quieren  aceptar  este  estado  «obje- 
tivo» y  se  refugian  en  su  cápsula  «subjetiva»,  haciéndose  los  «persegui- 
dos», los  «clandestinos»,  los  «ciudadanos  de  segunda  clase»... 

Pero  debe  constar  que  ya  son  ellos  quienes  «se  hacen»  a  sí  mismos  esa 
situación  «molesta»;  no  precisamente  la  ley  española  y  para  españoles... 

Por  el  contrario,  lo  verdadero  objetivamente  es:  a)  que  el  Estado  es- 
pañol va  guiado  por  el  concepto  más  depurado  de  persona  humana,  co- 
mo es  el  concepto  católico,  y  quiere,  de  un  modo  postivo,  salvaguardar 
su  dignidad.  Y  ya  se  ha  concedido  a  España  el  estar  al  polo  opuesto  de 
los  Estados  totalitarios  (139);  b)  el  Estado  español,  cuando  legisla  para 
los  españoles,  no  intenta  «reprimir»,  sino  «ordenar»  la  vida  pública  es- 
pañola; la  «represión»  se  produce,  únicamente,  de  un  modo  mecánico 
ante  un  conflicto  entre  la  ley  y  su  infracción  por  el  individuo-súbdito; 
c)  el  Estado  español  podrá  «pensar»  lo  que  quieran  sus  hombres  de  Es- 
tado, de  carne  y  hueso,  valorativamente  sobre  el  protestantismo,  pero,  de 
hecho,  no  lo  trata  como  un  «mal»  que  hay  que  tolerar,  sino  como  una 
realidad  nacional  que — aunque  mínima  e  insignificante — hay  que  orde- 
nar en  el  conjunto  de  la  vida  española;  esta  ordenación  ha  exigido  su  pro- 


(138)  Así  Monroy,  o.  c,  p.  111. 

(139)  Cfr.  N.  Galli,  Vorlaufige  Bemerkungen  der  Schliessung  da  Evangelischcn  Semina-n 
en  Orientierung  (n.  6,  del  31  de  marzo  de  1956),  p.  69  y  ss. 
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pió  estatuto  jurídico  para  que  no  degenere  en  un  verdadero  mal;  d)  no 
intenta,  por  tanto,  propiamente,  «localizarlo»,  ni  «aislarlo»,  sino  que  tie- 
ne la  obligación  de  «circunscribirle»  el  ámbito  de  acción  externa  nece- 
sario para  que  precisamente  la  «persona»  protestante  quede  tutelada;  y 
ésto  tiene  que  hacerlo  no  sólo  desde  el  punto  de  vista  protestante  (¡no 
faltaría  más!),  sino  desde  el  ángulo  de  visión  total  de  la  nación  española. 

He  ahí,  pues,  el  verdadero  planteamiento  del  problema,  desde  donde 
puede  encontrarse  una  justa  solución.  Porque  solamente  así  es  claro  que 
donde  surge  un  conflicto,  no  es  en  el  ámbito  de  la  «persona»  por  un  la- 
do y  el  Estado  por  el  otro,  sino  en  el  ámbito  clásico  jurídicamente,  del 
«individuo»  cerrado  enfrente  de  la  autoridad.  La  persona,  como  tal,  es 
— repetimos — un  concepto  abierto  que  no  puede  chocar  contra  la  «co- 
munidad», que  es  igualmente  otro  concepto  positivo  y  abierto. 

Pero  es  el  caso  que  los  protestantes  españoles — y  tantos  otros,  aún 
católicos — están  jugando  con  el  equívoco  «persona-individuo»,  y  los  pa- 
ralogismos de  argumentación  aquí  son  tremendos.  El  conflicto,  decimos, 
en  primer  lugar,  se  produce,  no  ante  la  autoridad  legislativa  y  la  dignidad 
de  la  persona  de  los  no  católicos.  Esta  dignidad  queda  explícitamente  afir- 
mada, y,  de  hecho,  tutelada,  ya  que:  no  se  violenta  la  conciencia  y  se  res- 
peta la  libertad  de  la  fe,  siguiendo  los  criterios  católicos;  y,  finalmente, 
se  les  concede  el  ejercicio  «externo-privado»  de  culto  compatible  con  su 
propia  dignidad  y  con  la  situación  fáctica  de  la  comunidad.  El  conflicto, 
pues,  si  surge,  se  produce  ya  entre  unos  «deseos  subjetivos»  de  reivindi- 
cación y  la  situación  objetiva  de  la  realidad  española;  entre  las  exigencias 
subjetivas  del  individuo  y  la  realidad  objetiva  que  está  obligada  a  tute- 
lar la  autoridad  comunitaria;  entre  la  disolución  individualista  y  el  orden 
de  una  comunidad  bien  ordenada  públicamente. 

3.     LOS  DERECHOS  DE  LA  PERSONA.  RESPUESTA. 

Así  planteada  la  cuestión,  es  clara  nuestra  respuesta  a  las  razones — só- 
lo aparentemente  verdaderas — que  se  toman  de  la  dignidad  de  la  perso- 
na, pero  que,  en  realidad,  se  basan  en  un  concepto  de  libertad  individua- 
lista y  liberal.  La  legislación  actual  española  en  materia  religiosa,  no  so- 
lamente no  conculca  la  dignidad  de  la  persona,  sino  que  tiende  a  fomen- 
tarla y  a  conservarla,  dentro  de  la  comunidad  española;  con  ello,  piensa 
igualmente  que  sirve  los  intereses  de  la  futura  Comunidad  Internacional 
Hacer  lo  que  pretende  el  protestantismo  de  dentro  y  de  fuera,  favorecido 
por  ciertos  medios  aun  católicos,  sería  favorecer  un  individualismo  desen- 
frenado que,  atentando  primero  contra  la  comunidad  española,  atentaría 
después  contra  la  comunidad  internacional  misma,  y  queriendo  a  todo 
trance  luchar  en  favor  de  la  persona,  lo  que  haría  sería — una  vez  más  en 
la  historia — llevar  el  individualismo  a  su  último  paroxismo,  desvinculán- 
dolo de  toda  autoridad.  En  España,  una  legislación  paritaria,  por  el  solo 
hecho  de  serlo,  sería  injusta,  y  se  convertiría  la  nación  en  una  planifica- 
ción, fuente  de  todas  las  revoluciones. 

El  Estado  español  no  tiene  por  qué  pronunciarse  sobre  si  el  protestantis- 
mo es  o  no  es  una  epidemia  en  España.  Esta  es  una  cuestión  de  tipo  es- 
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peculativo  que  no  le  compete,  pero  sí  que  debe  atenerse  a  unos  hechos 
patentes  en  la  historia,  en  la  demografía  y  en  la  sociología  del  pueblo 
español;  son  ellos  los  que  le  obligan  a  legislar  en  materia  religiosa  con- 
forme a  esos  hechos,  fuente  y  criterio  justo  de  derecho  español. 

No  tiene,  pues,  que  valerse  de  una  «coacción»  o  de  una  violencia,  si- 
no simplemente  debe  urgir  su  propio  estatuto  jurídico  con  un  Código 
Penal  justo  y  aún  equitativo.  Lo  «epidémico»  del  protestantismo  se  pro- 
duce instantánea  y  necesariamente,  desde  el  momento  en  que  se  permitie- 
ra, antijurídicamente,  que  el  innato  individualismo  protestante  se  mani- 
festara con  virulencia,  y  ahogara  los  verdaderos  derechos  de  la  persona. 
Y  esto  es  lo  que  ha  sucedido  siempre,  de  hecho,  cuando  el  protestantis- 
mo ha  logrado  un  verdadero,  aunque  fugaz,  triunfo,  en  la  Historia  de 
España. 

El  Estado,  pues,  español,  no  intenta  aislarlo  propiamente,  sino  re- 
ducirlo a  sus  justos  límites:  la  tutela  legal  que  el  Estado  español  ofrece  a 
los  no  católicos,  no  puede  convertirse  en  un  salvoconducto  de  piratería  y 
abordaje.  Conoce  el  Estado  español  que  los  medios  modernos  de  difusión 
desbordan  sus  posibilidades  de  tutela,  pero  eso  precisamente  le  debe 
hacer  más  vigilante  para  salvar  una  responsabilidad  grave  que  la  nación 
le  ha  confiado. 

Del  mismo  modo,  el  Estado  español  sabe  que  la  legislación  dada  oara 
los  católicos — igualmente  tutelar  que  para  los  no  católicos — ,  en  razón 
de  su  propio  estatuto  legal,  no  es  la  proclamación  de  una  situación  de  pri- 
vilegio, sino  de  estricta  justicia  política,  de  justicia  distributiva.  No  tiene 
tampoco  que  pronunciarse  sobre  si  ese  estatuto  legal  fomenta  la  hipocresía 
y  la  pereza  religiosa,  y — dentro  de  determinadas  circunstancias  políticas — 
hasta  la  asfixia  religiosa...  Si  estos  fenómenos  se  dieran  como  una  nece- 
saria consecuencia  o,  al  menos,  como  una  constante  histórica,  ellos  mismos 
acabarían  por  urgir  el  cambio  de  actitud  religiosopolítica.  Pero  esto  nun- 
ca se  ha  probado.  En  cambio,  lo  contrario  es  lo  cierto:  que  el  Estado  de- 
be legislar  siempre  en  materia  religiosa  en  conformidad  con  el  estatuto  ju- 
rídicoestructural  de  la  nación  que  representa.  Como  decía  el  entonces  se- 
ñor obispo  de  Barcelona:  «La  unidad  católica  de  España  no  es  un  postu- 
lado de  política  alguna  determinada,  sino  exigencia  del  estado  religioso 
del  pueblo  español.»  Por  eso,  cuando  España  ha  tenido  administradores 
de  la  cosa  pública  que  interpretaron  rectamente  el  hecho  religioso,  legis- 
laron en  conformidad  con  lo  que  dejamos  expuesto  (140). 


(140)   Cfr.  Ecclesia,  1948/1,  p.  372. 
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Capítulo  v 

LAS  INTENCIONES  Y  LOS  HECHOS  DEL  PROTESTANTISMO 
ESPAÑOL 


Al  iniciar  la  redacción  de  este  capítulo,  hay  algo  que  no  queremos  ab- 
solutamente olvidar:  la  distinción  necesaria  entre  las  intenciones  y  los 
hechos.  Las  primeras  afectan  al  dominio  subjetivo  de  las  conciencias,  que 
siempre  respetaremos.  Afirmamos  resueltamente  que  no  haremos  un  pro- 
ceso de  intenciones.  Los  segundos  pertenecen  al  dominio  externo  de  los 
hechos  manifiestos.  Las  primeras  nunca  sufren  otro  proceso  que  el  que 
se  ha  reservado  aquel  que  «escudriña  el  corazón  y  los  ríñones»;  los  segun- 
dos necesitan  y  urgen  un  proceso  humano  por  su  misma  naturaleza.  Afir- 
mamos, por  tanto,  muy  formal  y  explícitamente,  que  en  lo  que  sigue  nos 
atenemos  a  los  hechos  y  abandonamos  las  intenciones  al  Señor. 

Los  protestantes  se  quejan  muchas  veces  (141)  de  que  los  católicos 
españoles  les  calumniamos...,  pero,  dejando  aparte  las  intenciones,  los  he- 
chos son  siempre  hechos. 

1.    Las  intenciones  o  el  «protestantismo  de  cátedra». 

Las  intenciones,  cuando  son  absolutamente  internas,  sólo  pueden  conje- 
turarse por  los  hechos,  pero  son  éstos  siempre  los  que  tienen  una  teleología 
que  les  traiciona  y  les  pone  al  descubierto.  Sin  embargo,  ahora  todavía, 
no  vamos  a  hablar  de  esa  traición  de  los  hechos.  Son  los  mismos  protes- 
tantes quienes  nos  han  descubierto  sus  intenciones,  al  señalar  los  fines 
que  persiguen...  Ya  hemos  oído  antes  decir  a  algunos  más  radicales,  por 
ejemplo,  que  quieren  destruir  el  catolicismo  español,  la  influencia  de  la 
Iglesia  Católica  en  España,  que  hay  que  acabar  con  su  unidad  católica..., 
y  añadir  que  todo  eso,  lejos  de  ser  un  baldón,  es  una  gloria...,  es  el  goce 
de  la  conquista  misionera  y  el  desquite  hostil  contra  la  soberbia  Roma  (142). 

Sin  embargo,  confesémoslo  también,  hoy  ya  esas  intenciones  y  esos  fi- 
nes no  suelen  presentarse  de  esa  forma  radical,  sino  con  unos  matices 
«ecumenistas»  que  suponen  una  mayor  finura  dialéctica  en  ellos,  y  exigen 
en  nosotros  una  mayor  atención  al  diálogo.  Tomemos,  por  ejemplo,  dos 

(141)  Cfr.  Monroy,  o.  c,  p.  15  ss. 

(142)  «Según  parece,  ellos  (los  protestantes)  juzgan  que  en  los  pueblos  católicos  de  Sur- 
américa  podrán  encontrar  una  doble  satisfacción  religiosa:  un  goce  de  conquista  y  un  des- 
quite hostil  contra  la  Iglesia  Católica»,  Ospina,  E.,  Las  sectas  protestantes  en  Colombia  (Bo- 
gotá, 1954),  p.  29.  Véase  Damboriena  P.,  S.  J.,  Protestantismo  Lalino-Américain:  1958.  Nouv. 
Rev.  Théol.  80  (1958)  944-1076. 
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autores  protestantes  tipo  de  esta  dialéctica  suave  de  los  fines:  el  tantas 
veces  mencionado  pastor  Delpech,  especializado  en  cuestiones  protestantes 
españolas,  y  Monroy. 

El  primero,  en  la  edición  inglesa  de  su  libro,  dice,  por  ejemplo: 

«Al  presentarse  aquí  la  descripción  detallada  de  la  opresión  de  los  protestantes  en 
España,  no  lo  hemos  hecho  a  petición  suya  ni  en  un  intento  de  realizar  ningún  per- 
juicio a  la  Iglesia  Católica  romana.  Nuestro  motivo  es  un  deseo  serio  de  destacar  los 
hechos  simplemente,  que  se  refieren  a  un  problema  que  ha  sido  frecuentemente  objeto 
de  amarga  lucha.  Si  el  Gobierno  español  concediera  una  real  libertad  a  los  protestan- 
tes—asegurada por  unas  garantías  inequívocas — ¿qué  sucedería?  En  primer  lugar,  una 
acción  de  gracias  en  los  corazones  de  los  protestantes  españoles,  ya  que  aman  a  su 
país  y  sienten  ser  tratados  como  ciudadanos  de  segunda  clase.  En  segundo  lugar,  el 
número  de  protestantes  se  incrementaría  considerablemente;  todos  los  arriba  mencio- 
nados como  «criptoprotestantes»,  declararían  sus  verdaderos  sentimientos.  ¿Sufriría  la 
Iglesia  Católica?  Creemos  que  no.  La  Iglesia  no  se  robustece  verdaderamente  mante- 
niendo un  poder  coercitivo  sobre  unos  sujetos  que  hace  mucho  tiempo  están  lejos  de 
ella  espiritualmente.  El  peligro  para  la  Iglesia,  lo  mismo  que  para  el  Estado,  consiste 
no  en  conceder  a  los  españoles  la  libertad  de  escoger  su  propia  religión,  sino  en  pri- 
varles de  esa  libertad  de  elección»  (143). 

El  protestante  Monroy  es  más  explícito: 

«Los  fines  que  perseguimos  los  protestantes  en  España  son  bien  distintos  a  los 
que  se  nos  atribuyen.  Nuestra  intención  es  más  sincera:  queremos  el  Evangelio  de  la 
salvación  para  quienes  viven  encadenados  por  tinieblas  de  superstición  y  de  ignorancia 
espiritual;  queremos  que  Dios  habite  en  los  corazones  de  nuestros  compatriotas,  que 
Cristo  sea  para  los  nuestros  alguien  más  que  un  personaje  histórico,  que  el  Espíritu 
Santo  convenza  de  pecado  a  las  multitudes  y  las  induzca  al  arrepentimiento;  queremos 
luchar  contra  el  ateísmo,  contra  el  materialismo  creciente,  contra  esa  ola  de  pesimismo 
que  invade  a  nuestra  juventud,  sumiéndola  en  un  fatalismo  desesperante.  Queremos,  en 
fin,  que  todos  puedan  conocer  a  Dios  íntimamente.  Que  le  amen  con  amor  sincero  y 
que  aprendan  a  adorarle  en  espíritu  y  en  verdad»  (144).  Y  las  razones  que  les  mueven 
para  conseguir  esos  fines  son:  la  crisis  de  espiritualidad,  el  auge  del  materialismo,  la 
impotencia  católica,  la  necesidad  de  apostolado,  la  ayuda  de  las  minorías  (religiosas),  la 
labor  eficaz  de  los  protestantes  (145). 

Hoy,  algunas  iglesias,  sobre  todo  las  afectas  al  W.  C.  C.  (I.  E.  E.)  to- 
man actitudes  ecumenistas  muy  dignas  de  ser  tenidas  en  cuenta;  y  que, 
bien  sostenidas,  pudieran  preparar  un  ambiente  futuro  muy  distinto  del 
actual.  He  aquí  un  testimonio  significativo: 

«En  las  discusiones  sobre  la  libertad  religiosa  no  es  extraño  que  el 
problema  sobre  la  actitud  frente  al  catolicismo  romano  se  presente  con 
frecuencia.  Diversas  proposiciones  se  afrontan,  a  través  de  las  cuales  un 
denominador  común  se  destaca;  no  se  trata  de  seguir  una  política  anti- 
rromana,  anticlerical;  los  «testigos  de  Jehová»  se  encargan  de  ello  inun- 
dando a  España  con  su  literatura  corrosiva.  Pero  no  por  ello  hay  que  dejar 
de  guardar  la  herencia  que  nos  ha  confiado  la  reforma  y  mantener  una  ac- 
titud de  firme  oposición  a  los  errores  de  la  doctrina  romana  y  a  las  des- 
viaciones de  la  piedad  popular.  El  catolicismo  español,  ¿es  verdadera- 
mente una  forma  atrasada  del  catolicismo,  como  lo  sugieren  muchos  ca- 


(143)  Edición  citada,  p.  109,  y  ed.  francesa,  p.  87. 

(144)  En  o.  c,  p.  36-37. 

(145)  Ibid.  p.  37  ss. 
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tólicos  de  Francia  y  de  otras  partes,  diciéndonos  al  oído  que  el  Vaticano 
mismo  se  habría  declarado  impotente  ante  las  exageraciones  españolas? 
¿O  no  será  más  bien  la  verdadera  cara  del  romanismo  llevado  a  sus  últi- 
mas consecuencias?...  Es  necesario  mencionar  una  intervención  del  joven 
pastor  Alberto  Araujo,  quien  recordó  que,  a  pesar  de  todo,  hemos  de  ver 
el  problema  de  la  unidad  a  la  luz  de  la  Biblia  más  bien  que  a  la  luz  de 
nuestras  experiencias:  la  unidad  nos  está  ya  dada  en  Cristo.  Por  otra 
parte,  ¿no  estamos  viendo  a  la  Jerarquía,  también  ella  preocupada  y  favo- 
rable al  resurgir  bíblico?  ¿No  estamos,  sobre  todo,  unidos  por  un  mismo 
bautismo?  (145  bis). 

Examinemos  más  de  cerca  lo  que  Monroy  llama  «impotencia  católica»: 

«...  la  Iglesia  Católica  se  muestra  impotente...,  no  lo  diría  si  no  pudiera  demos- 
trarlo con  pruebas  indubitables...,  las  afirmaciones  de  relevantes  personalidades  cató- 
licas tienen  más  valor  para  otros  y  para  nosotros  mismos.  Son  muchos  los  escritores 
católicos  que  se  han  ocupado  de  esta  cuestión  y  la  han  expuesto  con  sinceridad  y  valen- 
tía.» ¿Quiénes  son  éstos?  Monroy  cita,  una  vez  más,  a  Laín  Entralgo,  Marías,  Arangu- 
ren,  Gomis,  y...  al  obispo  de  Solsona,  señor  Tarancón  (146). 

Como  ven  nuestros  lectores,  las  «intenciones»  que  manifiestan  los 
protestantes  no  pueden  ser  mejores.  Pero  que  se  nos  permita  en  primer  lu- 
gar, puntualizar  los  hechos  aducidos,  para  luego  entrar  en  su  valoración. 

Las  palabras  que  hemos  aducido  de  Delpech,  manifiestan  que  se  sigue 
suponiendo  que  los  hechos  por  él  narrados  son  una  «opresión». 

No  tenemos  que  repetir  lo  anteriormente  dicho  sobre  el  carácter  po- 
sitivo de  tutela  que  más  bien  tiene  la  ley  española  para  con  los  protestan- 
tes. No  está,  además,  en  el  arbitrio  del  Gobierno  español,  el  conceder 
esa  «libertad»  que  supone  Delpech,  y  los  protestantes  deben  estarle  más 
bien  agradecidos  por  ello,  porque  de  otro  modo,  un  día  podría  venir 
«otro»  Gobierno  que  hasta  lo  que  tienen  les  podría  quitar  (injustamente, 
en  este  último  caso).  Que  el  número  de  protestantes  con  la  libertad  reli- 
giosa aumentaría  considerablemente,  es  una  suposición  que  contradicen  los 
hechos  históricos.  En  1868  y  en  1931,  los  protestantes  han  tenido  toda 
la  libertad  imaginable:  desde  1876  hasta  1936,  la  han  tenido  «de  hecho»; 
desde  1945  hasta  hoy,  se  la  están  tomando,  en  muchos  casos  igualmente 
de  hecho...,  ese  aumento  considerable  no  se  produce;  es  decir,  sí  se  pro- 
duce, como  en  el  caso  de  1868  (¡no  ya  así  en  1931!)...,  pero  como  un  en- 
tusiasmo pasajero  y  curioso,  que  pronto  se  desvanecía.  Por  lo  demás,  la 
razón  «última»  puramente  estatal,  por  la  que  el  Estado  español  no  con- 
cede a  los  protestantes  una  libertad  falsa  y  que  sería  injusta  jurídicamente, 
no  es  que  sufriera  o  no  la  la  Iglesia  Católica,  sino  que  no  respondería  a 
la  situación  religiosopolítica  de  España.  Por  lo  demás,  es  claro  que  la 
Iglesia  Católica  sufre  con  los  miembros  lacerados,  pero,  ¿no  han  sido 
siempre  los  protestantes  quienes  le  han  objetado  la  dureza  de  sus  «ana- 
temas»?... La  Iglesia  Católica  no  puede  abandonar  a  sus  miembros  mien- 

(145  bis)  Así,  Ch.  Brütsch,  en  una  crónica  sobre  una  reunión  de  pastores  laicos  españoles 
en  Barcelona,  14-19  octubre  1958.  Cfr.  Etoile...  Octubre-diciembre  1958,  p.  52-53.  Con  esto,  el 
pastor  Brütsch  puede  corregir  su  visión  del  protestantismo  español  como  característicamente 
«anticatólico»,  tal  como  nos  lo  presentaba  en  su  libro  L'Evangile  du  Christ:  l'Espagne  meur- 
trie  et  nous. 

(146)  Ibid.  p.  38  y  sig. 
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tras  éstos,  de  algún  modo,  quieran  permanecer  en  su  seno.  Ni  el  Estado 
español,  ni  la  Iglesia  Católica  en  España,  privan  de  la  verdadera  libertad 
de  elección  a  sus  subditos.  La  afirmación  de  Delpech  es  el  «slogan»,  vie- 
jo de  cinco  siglos,  que  todos  los  protestantes  han  lanzado  contra  ellos. 

Las  afirmaciones  del  protestante  Monroy  deben,  en  primer  lugar,  ser 
bien  puestas  en  claro:  repetimos  que  no  dudamos  de  sus  buenas  intencio- 
nes..., pero  la  exégesis  que  hace  de  los  señores  Laín  Entralgo,  Marías, 
Aranguren,  Gomis...  y  del  señor  obispo  de  Solsona,  está  del  todo  fuera 
de  propósito.  Lo  que  afirma  Monroy  es  lo  siguiente:  «Que  la  Iglesia  Ca- 
tólica se  muestra  impotente».  Todos  estos  católicos  nombrados,  lejos  de 
corroborar  esa  afirmación  de  Monroy — que  los  aduce  para  ello — ,  están 
suponiendo  precisamente  que  puede  la  Iglesia  Católica  hacer  frente  a  los 
males  españoles  que  ellos  muestran,  ya  que  por  lo  que  ellos  claman  es  por  un 
catolicismo  (¡no  por  un  protestantismo!)  más  vivo  y  sincero.  Estamos  se- 
guros que  esos  católicos  citados  por  Monroy  estarán  sumamente  disgus- 
tados al  saber  que  de  ese  modo  han  podido  ser  interpretados  por  él. 

Pero  dejando  el  terreno  a  las  anécdotas,  y  respetando  otra  vez  las  in- 
tenciones de  Monroy,  debemos  juzgar  de  los  fines  que  manifiestan  y  de 
los  medios  que  pretenden  emplearse  para  conseguirlos.  Es,  pues,  su  mis- 
ma realidad  objetiva,  la  que  se  nos  vuelve  sumamente  problemática;  por- 
que, nos  preguntamos:  esos  fines  y  esos  medios,  aun  prescindiendo  de  su 
exacta  valoración  objetiva,  sumamente  problemática,  ¿pueden  ser  fomen- 
tados y  conseguidos  por  los  medios  que  propone  y  defiende  el  protestan- 
tismo español?  ¿Es  él,  precisamente,  el  más  indicado  para  ello?  ¿Lo  es 
siquiera  el  protestantismo  en  general,  tal  como  históricamente  ha  llegado 
a  nuestros  días? 

Porque — puesto  que  se  urge  por  ellos  mismos  este  problema  pasto- 
ral grave — no  podemos  esperar  a  deducir  principios  de  un  protestantis- 
mo depurado  y  abstracto  por  obra  de  un  profesorado  doctoral  germano- 
protestante...,  todo  eso  es  una  entelequia  imaginada.  Hay  que  contemplar 
al  protestantismo  tal  y  como  ha  nacido,  se  ha  desarrollado  y  ha  llegado 
hasta  nosotros  históricamente.  Sabemos  ciertamente  que  hoy,  en  los  altos 
medios  intelectuales  protestantes,  existe  una  revisión  «a  fondo»  del  pro- 
testantismo histórico;  y  ya  sabemos  también  que,  de  ahí,  surgirá  una 
nueva  «facies»  protestante,  pero  la  cuestión  difícil  para  ellos  será  siempre 
la  misma:  ¿por  qué  esa  historia  de  las  variaciones  protestantes? 

Nosotros,  desde  luego,  mientras  esa  transformación  va  madurando, 
mientras  el  ambiente  ecuménico  va  alcanzando  una  cierta  mayoría  de  edad, 
tenemos  que  atenernos,  tanto  para  el  protestantismo  en  general,  como  pa- 
ra el  protestantismo  español  en  particular,  a  una  visión  histórica.  No  es 
esto  ceder  todavía  a  antiguas  «posiciones  apologéticas»,  ya  superadas  por 
«otros»  católicos  de  otros  países...;  es — creemos — adoptar  una  posición 
cristianamente  prudente  y  caritativa  para  no  estar  juzgando  en  una  cues- 
tión tan  grave  con  la  ilusión  de  un  caleidoscopio  desconcertante. 

Pues  bien,  nuestra  tesis  es:  que  el  protestantismo  histórico  en  ge- 
neral, lejos  de  haber  contribuido  a  una  labor  espiritualizadora  y  liberado- 
ra del  espíritu  en  Europa  y  en  el  mundo,  ha  sido  el  origen  radical  de  su 
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profunda  decadencia  espiritual  en  el  Occidente  europeo.  En  particular, 
el  protestantismo  español  en  las  escasas  apariciones  que  tiene  en  la  his- 
toria de  nuestra  patria,  ha  contribuido  gravemente  a  la  decadencia  espi- 
ritual de  nuestro  pueblo,  como  gran  aliado  de  todas  las  fuerzas  disol- 
ventes. 

Por  eso  resulta  totalmente  extraño  que  ahora  pretenda  presentarse 
como  un  aliado  del  catolicismo  en  la  lucha  espiritual  de  nuestros  días,  so- 
bre todo  cuando  para  ello  parte  del  supuesto  de  la  «impotencia  católica». 
Y  repetimos  que  no  juzgamos  el  aspecto  subjetivo  de  esas  intenciones,  si- 
no que  afirmamos  escueta,  pero  resueltamente,  la  imposibilidad  de  conse- 
guirlas desde  su  posición  «clásica»  y  aún  diríamos  «constitutiva».  Esta 
posición,  más  bien,  llega  a  conseguir  efectos  contrarios,  como  lo  prueba 
la  historia. 

Sobre  el  protestantismo  como  «reforma»  y  como  «movimiento  espi- 
ritual de  inspiración  auténticamente  evangélica»,  se  puede  especular  cuan- 
to se  quiera:  hoy  los  nuevos  exégetas  de  las  fuentes  protestantes  pueden 
encontrar  esa  imagen  ideal  de  un  protestantismo  «reformado»  que  nunca 
ha  existido  de  hecho;  pero  que  «debiera  haber  existido».  Estas  tenden- 
cias no  pueden  sino  sernos  sumamente  simpáticas.  En  cambio,  sobre  «el 
protestantismo  como  institución  o  conglomerado  de  instituciones  hostiles 
entre  sí,  al  mismo  tiempo  que  hostiles  a  la  Iglesia  Católica»  (146  bis),  se 
pueden  hacer  afirmaciones  concretas  bien  aseguradas  por  la  historia.  Por 
ejemplo: 

a)  Que  deshizo  la  unidad  política  de  Europa;  esa  misma  unidad  que 
ahora  nos  es  tan  difícil  instaurar. 

b)  Que  destruyó  su  unidad  religiosa;  esa  misma  unidad  que  ahora 
busca  tan  laudablemente  el  esfuerzo  ecuménico  protestante. 

c)  Que  llevó  a  su  máximo  extremo  el  principio  renacentista  del  hu- 
manismo individualista. 

d)  Que  fue  el  germen  de  las  revoluciones  «democráticas»  moder- 
nas, del  que  no  se  acaban  de  curar  las  naciones  democráticas  modernas. 

e)  Que  dio  origen  decisivo  al  indiferentismo  religioso  actual. 

/)  Que  es  el  principio  del  racionalismo  naturalista  del  mundo  occi- 
dental. 

Comprendemos  y  alabamos  los  esfuerzos  actuales  del  protestantismo 
contemporáneo  por  rehacer  su  historia  e  intentar  conseguir  «lo  que  de- 
biera haber  sido  hecho»,  buscando  una  barrera  al  materialismo  y  a  la  irre- 
ligión de  nuestros  días;  pero  nosotros — no  por  razones  de  principios — , 
sino  más  humildemente  por  razones  históricogenéticas,  que  se  nos  apare- 
cen evidentes,  no  podemos  menos  de  dudar  de  su  eficacia  al  advertir  que 
la  situación  actual  es  precisamente  el  fruto  más  amargo  de  un  proceso  de 
maduración,  que  comienza  fácticamente  en  1517. 

Si  ahora  reflexionamos  «históricamente»,  con  una  historia  fenómeno- 
lógica  y  no  «dialéctica»,  al  modo  hegeliano,  «alia  von  Ranke»,  sobre 

(146  bis)   Cfr.  Bouyer,  L.,  Du  proiestantisme  a  1'Eglise.  Avant-propos. 
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el  protestantismo  español,  nuestras  conclusiones  históricas  son  todavía,  si 
cabe,  de  mayor  fuerza  de  convicción: 

a)  El  protestantismo  español  hubiera  deshecho  la  unidad  política  de 
España  si  hubiera  triunfado  en  1559  y  1560. 

b)  Ya  desde  entonces  es  el  aliado,  número  uno,  de  todas  las  fuer- 
zas disgregadoras  del  Estado  español:  liberalismo,  masonería,  revolución, 
intriga  y  difamación  extranjeras,  leyenda  negra. 

c)  Tiene  una  responsabilidad  grave  en  el  proceso  de  irreligiosidad  e 
indiferentismo  que  viene  urgiendo  a  la  sociedad  española  desde  hace  si- 
glo y  medio,  y  que  culmina  en  1868  y  en  1931. 

Nosotros  volvemos  a  admitir  y  alabar  sinceramente  que  «hoy»  el  pro- 
testantismo español  nos  diga  que  «somos  apolíticos»,  «no  somos  antigu- 
bernamentales» y  «no  podemos  comulgar  con  un  sistema  ateo»,  «adopta- 
mos una  posición  abierta  contra  el  comunismo»,  «somos  perseguidos  por 
los  comunistas»,  «no  somos  elementos  peligrosos  para  el  Gobierno  espa- 
ñol», «para  la  Iglesia  Católica  y  para  las  tradiciones  patrias»...  (147). 

Pero  todas  esas  afirmaciones  de  «intenciones»  están  por  realizar.  Histó- 
ricamente los  hechos  dicen  todo  lo  contrario,  y  respetando  las  intenciones, 
nos  vemos  forzados  a  atenernos  a  los  hechos,  mientras  la  misma  historia, 
de  un  modo  fáctico  y  «futuro»,  no  nos  vaya  demostrando  lo  contrario. 
Porque  la  historia  más  contemporánea  contradice  igualmente  esas  afirma- 
ciones de  principio  de  los  protestantes  españoles.  Lo  que  los  protestantes 
españoles  de  «hoy»  quieren  hacer  en  un  futuro  próximo  o  lejano,  lo  de- 
jaremos al  juicio  de  la  historia,  que  es  también  un  «juicio  de  Dios...»,  y 
nosotros,  los  católicos,  tenemos  derechos  a  ser  bien  comprendidos  y  res- 
petados en  nuestras  intenciones  cuando,  al  advertir  los  hechos  de  ayer  y 
de  hoy,  nos  vemos  obligados  por  un  deber  estricto  de  conciencia,  a  ser 
muy  circunspectos  con  las  afirmaciones  de  principio  protestantes  para  ese 
futuro  brumoso. 

Es  cierto  que  hoy  atravesamos  todos,  católicos  y  no  católicos  una  grave 
crisis  de  espiritualidad  y  de  supernaturalismo  cristiano;  que  la  unión  sin- 
cera de  las  fuerzas  cristianas  para  constituir  un  solo  frente  es  una  necesi- 
dad. Pero  las  consecuencias  que  de  esas  premisas  pretenden  deducir  los 
protestantes,  sobre  todo  los  españoles,  son  del  todo  incongruentes. 

Así,  la  Iglesis  Católica  en  general — aún  alabando  los  esfuerzos  ecu- 
ménicos—  no  ha  juzgado  hasta  ahora  conveniente  unirse  a  ellos.  Las  ra- 
zones de  prudencia  son  obvias:  su  tendencia  claramente  protestante,  sus 
procedimientos  de  hecho  que  no  siempre  están  conformes  con  sus  afirma- 
ciones de  principio;  que  la  Iglesia  Católica  no  puede  dar  ocasión  a  una 
de  las  mayores  equivocaciones  en  el  planteamiento  de  los  problemas  ecu- 
ménicos; que  ella,  desde  dentro  de  ese  movimiento,  tal  como  está  orga- 
nizado por  el  W.  C.  C,  más  bien  les  impediría  la  libertad  de  acción; 
mientras  que  desde  fuera,  como  ha  sido  reconocido  por  Tomkins —  es  un 
perpetuo  correctivo  y  un  constante  comentario  a  su  labor. 


(147)  Así  Monroy,  O.  C,  p.  19-35.  Cfr.  Etoile...  (julio-septiembre  1956),  p.  35  (octubre- 
diciembre),  p.  55. 
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En  España,  esa  unión  que  pedirían  los  protestantes,  tiene  todavía 
mayores  dificultades,  que  la  hacen  «imprudente»  en  sumo  grado.  Supon- 
dría nada  menos  que  el  reconocimiento  de  un  «derecho»  que  le  situaría 
en  una  legislación  paritaria  que  les  reconoceríamos  de  hecho  los  católicos. 
Esto  sería  en  primer  lugar  una  flagrante  injusticia  con  la  nación  española 
en  general,  además  de  ser  ilusoria  e  inconveniente,  aun  para  los  mismos 
fines  que  quieren  conseguir.  No  es  un  celo  partidista  o  sectario  el  que  nos 
impide  aceptar  esa  colaboración  protestante,  es  una  elemental  prudencia 
pastoral  la  que  nos  fuerza  a  ello.  Por  lo  demás,  dentro  del  ámbito  única- 
mente justo  en  que  los  protestantes  españoles  pueden  y  deben  moverse, 
nunca  veremos  mal  los  católicos  que  su  vida  espiritual  sincera  sea  un 
fermento  más  en  la  renovación  espiritual  de  España. 

Comprendemos  que  un  protestante  extranjero  como  el  Prof.  Van  der 
Linde  (148)  hablara  del  problema  de  renovación  y  de  fermento  que  el 
protestantismo  presentaba  al  catolicismo,  pero  ¿en  qué  mentalidad  (ger- 
mana, suiza,  U.  S.  A.)  se  colocaba  el  bueno  del  abate  Couturier,  cuando 
nos  recomendaba  a  los  católicos  españoles  que  hiciéramos  «su»  octavario 
de  preces  por  la  unión  de  las  iglesias  en  unión  con  los  protestantes?  y 
también  ¿en  qué  mundo  irreal  vivía  ese  grupo  catalán  que  pretendió 
organizar  aquella  «convivencia»  nada  menos  que  en  Montserrat,  a  la  som- 
bra de  la  Virgen?... 

Ultimamente  se  han  oído  algunas  voces  de  protestantes  españoles  que 
para  urgir  la  sinceridad  de  sus  intenciones,  han  achacado  las  últimas  viru- 
lencias de  proselitismo,  no  a  las  «iglesias»  protestantes  sino  a  las  «sectas». 
Pero  hemos  de  decir  aquí  también  que,  respetando  sus  buenas  intenciones, 
los  hechos  nos  demuestran  que  el  proselitismo  de  tipo  antilegal  sigue 
siendo  llevado  a  cabo  no  solamente  por  las  que  «ellos»  llaman  «sectas» 
(pentecostales,  testigos  de  Jehová),  sino  también  por  las  que  «ellos»  lla- 
man «iglesias». 

Pero  el  protestantismo  no  puede  tener  un  criterio  seguro  y  sobre  todo 
eficaz,  para  distinguir  «iglesia»  de  «secta»,  ni  «evangelización»  de  «prose- 
litismo»; y  esto,  porque  tampoco  tiene  un  concepto  de  «iglesia».  Admiti- 
mos, sin  embargo,  que  en  cuanto  al  modo  de  realización  de  una  función 
misionera,  pueden  distinguirse  un  «modo  sectario»  y  un  «modo  evangé- 
lico». Hoy  ya,  los  protestantes  españoles,  quieren  realizar  su  misionerismo 
de  un  «modo  evangélico»...  Admitimos,  aquí  también,  la  rectitud  de  sus 
intenciones  actuales.  Pero  les  exigiríamos  que,  en  y  desde  la  realidad  espa- 
ñola, se  atuvieran  en  aquel  modo  evangélico  a  los  límites  de  la  ley  española. 
Y  que  sean  los  hechos  los  que  respondan,  no  las  afirmaciones  de  principio. 
Porque,  hasta  ayer  mismo,  los  casos  de  incursión  contra  la  ley  española 
— que  llevamos  registrados — nos  convencían  de  lo  contrario.  El  Cardenal 
Bea  decía,  en  su  intervención  de  Riedbohringen:  «Si,  en  ciertos  países,  los 
católicos  muestran  una  cierta  reticencia  a  establecer  contactos  semejantes, 
no  son  ellos  los  únicos  responsables,  porque  la  actitud  de  ciertos  grupos 
protestantes,  y  su  acción  misionera  y  propagandística,  reviste  formas  que, 
en  Alemania,  no  serían  ni  admitidas,  ni  comprendidas»  (148  bis). 

(148)  En  o.  c,  Situatie  van  den  Proíestanten...  (Ya  hemos  dicho  que  hov  el  profesor  Van 
der  Linde  es  católico.) 

(148  bis)   Véase  Civ.  Catt.  1  oct.  1960,  p.  81.  Y  AK,  24  agosto  1960. 
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Si  el  protestantismo  quiere  eficazmente  cumplir  sus  fines  espirituales, 
de  cuya  sinceridad  no  dudamos,  debería  comprender  la  realidad  española 
y  tener  toda  la  prudencia  y  toda  la  cordura,  y  toda  la  caridad  cristiana,  que 
le  señala  su  propio  estatuto  legal  en  la  ordenación  de  la  vida  española.  Es 
ese  el  único  camino  posible  en  España  para  que  algún  día,  el  Espíritu 
Santo,  impulse  de  todas  partes  hacia  unos  contactos  ecuménicos  (148/3). 
«Si  los  protestantes  en  España — dice  una  fuente  nada  sospechosa — quisie- 
ran cooperar,  dominándose  a  sí  mismos,  y  procurando  no  provocar  la  sen- 
sibilidad católica,  creemos  que  un  mayor  comportamiento  liberal  hacia  los 
disidentes  se  impondría»  (148/4). 

2.    Los  hechos.  Hacia  una  fenomenología 

DEL  PROTESTANTISMO  ESPAÑOL. 

Las  «intenciones»,  pues,  y  los  fines  del  protestantismo  español  pueden 
declararse  óptimos  subjetivamente;  pero  los  hechos  de  su  historia  pasada, 
contemporánea  y  presente,  los  demuestran  tremenda  y  objetivamente 
equivocados...  ¿podríamos  prudentemente  los  católicos  españoles  desechar 
nuestros  temores? 

Porque  es  cierto  que  sus  intenciones  no  están  conformes  con  sus  he- 
chos. La  legislación  española  es  conculcada  de  la  manera  más  obstinada 
y  patente.  ¿Se  acomodan — preguntaba  el  Sr.  Obispo  de  Jaén  (148/5) — 
los  protestantes  en  sus  actuales  actividades  de  proselitismo  religioso  a  la 
legislación  española?  De  ninguna  manera.  Obran  como  si  tuvieran  carta 
blanca  para  sus  propagandas.  Ejercen  el  culto  y  otras  actividades  que  no 
son  el  culto.  Toda  esa  labor  la  desarrollan  a  la  luz  del  día,  vendiendo 
biblias  evangélicas  y  otras  publicaciones  heréticas  en  la  calle,  en  el  «me- 
tro», en  las  estaciones,  en  las  puertas  de  nuestros  templos;  crean  escuelas 
y  colegios,  abren  suscripciones,  envían  por  correo  o  reparten  a  domicilio 
hojas  y  prospectos,  publican  revistas,  organizan  excursiones,  peroran  en 
actos  públicos  y  cementerios...» 

Lo  mismo  afirmaba  la  pastoral  del  Sr.  Arzobispo  de  Barcelona  (149). 
Y  el  diputado  norteamericano  Richard  veía  claro  en  el  asunto,  al  explicar: 
«no  hay,  por  tanto,  exageración  al  decir  que  la  actual  situación  de  los  no 
católicos  en  España  es  similiar  al  resultado  de  la  voluntad  de  la  mayoría 
del  pueblo,  expresada  anteriormente  muchas  veces  por  conductos  pura- 
mente democráticos»  (150).  Esta  posición  extraña  de  los  protestantes  es- 
pañoles en  relación  con  los  protestantes  extranjeros,  invita  a  una  des- 


(148/3)  Cfr.  Ecclesia,  1948/1,  p.  370,  aunque  con  unas  ciertas  reservas  de  principio  que 
serían  muy  largo  de  explicar  aquí,  nosotros  no  veríamos  mal  que  los  protestantes  españoles 
que  se  sienten  ligados  al  W.  C.  C.  intentaran  cumplir  lo  mejor  posible  las  normas  del  Do- 
cumento Rapport  presentado  por  el  Comité  Central  en  su  rennión  de  Galyatetó  de  1956.  Cfr. 
texto  en  Ecumenical  Review  IX  (1956).  Cfr.  las  declaraciones  hechas  por  G.  Marín  en  Re- 
jormaüo  (n.  de  marzo  de  1958),  en  que  se  habla  de  que  los  peores  enemigos  del  protestan- 
tismo español  son  los  «testigos  de  Jehová»  y  su  proselitismo  antiteológico,  antieclesiástico 
y  anticatólico. 

(148/4)  Véase  América  (22  marzo  1952),  pág.  662.  Nosotros  admitimos,  sin  reservas,  la 
nueva  posición  que  ofrecen  los  «jóvenes»  protestantes  españoles.  Cfr.  Inf.  Cath.  Inlern. 
(15-4-62),  p.  26. 

(148/5)   Cfr.  Ecclesia,  1948/1,  p.  370. 

(149)  Ibid.  p.  385. 

(150)  En  O.  /.  D.,  p.  173. 
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cripción  fenomenológica  que  juzgamos  sumamente  útil  para  conocerles  a 
fondo. 

La  fenomenología,  claro  está,  no  se  ocupa  de  problemas  valorativos, 
ni  mucho  menos  penetra  las  intenciones  morales  que  podrían  suponer  las 
notas  descriptivas  analizadas  que  logra  captar.  Lo  que  sigue,  por  tanto, 
no  son  «juicios  de  valor»:  son  simples  constataciones  de  los  hechos  obser- 
vados en  la  historia  viva  del  protestantismo  español. 

El  protestantismo  español  es  natural  que  comience  teniendo  el  genio 
y  el  talante  español:  vehemente  y  entusiasmado,  una  vez  que  se  convence, 
tiende  con  todo  el  ímpetu  a  la  realización  del  ideal  soñado.  De  ahí  surge 
ese  proselitismo  desmesurado  e  imprudente  que  no  siempre  repara  en  los 
medios  empleados.  Sin  embargo,  el  protestante  español,  que  se  encuentra 
sin  tradición  continuada,  sin  vida  propia,  y  sin  convicciones  profundas, 
falla  en  el  momento  crucial  de  la  prueba,  o  en  el  cambio  de  circunstancias 
vitales.  Así  por  curiosidad  o  por  anticlericalismo  en  épocas  turbulentas, 
como  en  1868  y  1931,  el  proselitismo  protestante  se  hace  extensivo,  pero 
cuando  renace  la  calma  política  vuelve  el  ghetto.  Quiere  indudablemente 
ser  español,  y  nadie  le  podrá  negar  su  amor  a  España  y  aún  imprime 
pronto  un  sello  español  aun  a  lo  más  exótico  como  es  el  fenómeno  pro- 
testante para  lo  «español».  Pero,  falto  de  savia  tradicional,  se  ve  forzado 
a  entregarse  económicamente  y  vitalmente  a  los  elementos  extranjeros 
de  que  depende;  y  éstos  ya  acaban  por  inocularle  el  veneno  antiespañol 
que — ¡ellos  sí! — llevan  profundamente  arraigado  en  su  tradición  pro- 
testante. Por  eso,  el  protestante  español  cuando  se  entrega  a  la  influencia 
extranjera  y  a  la  calumnia  y  a  la  difamación  de  España,  no  lo  puede  hacer 
sino  distinguiendo  a  la  patria  de  los  individuos.  Quisiera,  indudablemen- 
te, ser  «apolítico»,  pero  una  vez  más  la  violenta  situación  que  necesaria- 
mente adopta  en  el  ámbito  español  le  fuerza  a  la  alianza  con  todos  los 
elementos  revolucionarios  para  conseguir  sus  fines  proselitistas.  No  es, 
pues,  extraño  que  entre  los  protestantes  españoles  sea  tan  frecuente  el 
fenómeno  de  lo  masónico,  de  lo  izquierdista,  de  lo  liberal,  de  lo  revo- 
lucionario. El  protestante  español  es  casi  por  necesidad  «sectario»,  es 
decir,  siente  la  necesidad  de  odiar  a  la  Iglesia  Católica,  porque  inmediata 
e  intuitivamente  contempla  como  la  gran  aliada  del  poder  político  español, 
como  la  fuerza  de  oposición  que  habría  que  derribar.  Tiende  por  ello  a 
emplear  los  medios  más  forzados  y  a  veces  hasta  los  más  violentos;  de  ahí 
su  constante  «estar  fuera  de  la  ley».  Es  él  mismo  quien,  consecuentemen- 
te, se  hace  resentidamente  «clandestino»  y  se  goza  morbosamente  en 
ser  el  «perseguido»  por  la  justicia. 

En  España  es  obvio  que  el  proselitismo  tenga  que  realizarse  entre  la 
gente  inculta,  aunque  no  necesariamente  entre  la  gente  pobre;  y  que  la 
gente  «culta»  convertida  (¡!),  proceda  casi  exclusivamente  de  «apóstatas»  y 
«sacrilegos»,  cuyos  antecedentes  morales  suelen  ser  muy  sospechosos. 
Aquí,  claro  está,  que  «no  se  trata  de  comparar  «pobres»  y  «ricos»  ni 
siquiera  «buenos»  y  «malos»...  sino  simplemente  de  señalar  unos  hechos 
fácilmente  comprobables:  el  proselitismo  protestante  español  no  puede 
ejercerse  en  la  clase  culta,  porque  esta  es  incapaz  de  cambiar  consciente- 
mente el  catolicismo  por  el  protestantismo;  tiene  que  realizarse  en  la 
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clase  inculta  y,  además,  ordinariamente  pobre  económicamente,  porque 
su  propia  ignorancia  y  muchas  veces  su  propia  necesidad,  le  hacen  aceptar 
algo  que  no  comprende,  pero  que  le  resuelve  un  momento  difícil  de  su 
vida.  Los  apóstatas,  en  cambio,  y  los  sacrilegos,  se  pasan  ordinariamente 
al  proselitismo,  porque  es  allí  donde  pueden  realizar  sus  satisfacciones 
individualistas,  cuando  no  sus  pasiones  desbordadas,  conservando — pien- 
san— la  sustancia  cristiana. 

Toda  esa  fenomenología,  naturalmente,  es  negada  por  los  protestan- 
tes, pero  los  datos  y  los  hechos  son  los  que  aquí  cuentan,  y  no  las  afirma- 
ciones de  principio.  Son  los  hechos  los  que  descubren  una  fenomenología, 
lastimosa  si  se  quiere,  pero  real  y  objetiva.  Son  ellos  los  que  han  dado 
lugar  a  las  campañas  de  difamación  descritas  en  la  segunda  parte.  Tam- 
poco se  trata  aquí  de  disculparnos  «nosotros»  y  ni  siquiera  de  un  intento 
de  restar  responsabilidad  al  grupo  de  los  que  perpetraron  ciertos  he- 
chos de  violencia.  Se  trata  nada  más  que  de  puntualizar  críticamente 
las  exigencias  protestantes  que  son  ciertamente  la  última  raíz  de  todos 
esos  «casos-anécdotas»  y  que  descubren  toda  la  fenomenología  básica  del 
protestantismo  español. 

Cuando  los  protestantes  españoles  piden  la  que  llaman  «absoluta  li- 
bertad de  cultos»  y  de  acción  propagandística,  comprendemos  que  lo  ha- 
gan desde  un  convencimiento  subjetivo,  que  puede  producirnos  hasta  res- 
peto. Y,  cuando  para  ello,  se  dirigen  oficialmente  a  los  representantes  del 
poder,  no  hacen  más  que  emplear  los  medios  naturales  de  expresión  de 
todo  subdito  español  (151).  Pero,  cuando  sus  exigencias  llegan  hasta  re- 
clamar una  situación  de  privilegio,  como  sería  la  paridad  con  los  católicos; 
y  sobre  todo  cuando  sus  métodos  proselitistas  saltan  sobre  las  leyes  espa- 
ñolas, y  exponen  al  Estado  español  a  graves  disgustos  internos  y  externos, 
entonces  se  exponen  ellos  igualmente  a  la  crítica  y  a  la  acción  represiva 
más  contundente.  Si  se  obra  ilegalmente,  decía  el  enviado  especial  suizo 
para  examinar  la  situación  (152),  hay  que  atenerse  a  las  consecuencias. 

Ahora  bien,  esa  es  la  lamentable  realidad  de  los  protestantes  españo- 
les. Nos  preguntamos,  pues,  ¿quién  tiene  que  acomodarse  a  quién?  ¿El 
protestantismo  español  a  la  legislación  española,  o  ésta  a  aquél?... 


(151)  Cfr.  Fuero  de  los  españoles,  art.  21. 

(152)  En  Orientierung,  de  15  de  abril  de  1956,  pp.  73  ss. 
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Capítulo  VI 

EL  «CASO  ESPAÑOL»  ANTE  LOS  ORGANISMOS 
INTERNACIONALES 


Los  protestantes  españoles,  que  no  han  conseguido  hacer  valer  los 
que  juzgan  sus  derechos  ante  los  organismos  de  la  Autoridad  española,  se 
están  empleando  a  fondo  para  alcanzar  sus  fines  a  través  de  los  organis- 
mos internacionales.  Acabamos  de  decir  lo  poco  honesto  y  caballeroso  que 
es  para  un  español  intentar  «desde  fuera»  y  contra  el  Estado  español,  lo 
que  no  puede  conseguirse  «desde  dentro».  Pero  que  se  nos  permita  de 
nuevo  distinguir  entre  sus  intenciones  y  sus  fines,  y  los  medios  de  reali- 
zarlos. Admitimos  y  hasta  podemos  elogiar  los  primeros,  pero  en  modo 
alguno  los  segundos.  Los  medios,  tanto  de  tipo  político  como  religioso, 
empleados  hasta  ahora  mismo,  llevan  envuelto  un  ataque  a  España,  dis- 
frazado— ¡claro  está! — con  una  distinción  entre  su  régimen,  su  gobierno 
y  la  misma  España.  Este  ataque  se  producía  precisamente  — de  una  ma- 
nera «alevosa»  diríamos — en  el  momento  en  que  la  situación  española 
pasaba  por  la  mayor  crisis  de  su  historia:  cuando  salida  de  una  revolución 
interna,  sufría  la  más  tremenda  invectiva  de  todos  los  elementos  antiespa- 
ñoles. En  ese  momento,  precisamente,  son  protestantes  españoles  quienes 
vienen — una  vez  más  en  la  historia — a  azuzar  los  viejos  rencores  dor- 
midos del  protestantismo  internacional  contra  la  España  católica  «marti- 
llo de  herejes»  (Menéndez  y  Pelayo). 

Pero,  decimos,  no  es  eso  sobre  lo  que  ahora  vamos  a  dirigir  nuestras 
reflexiones  críticas,  sino  directamente  sobre  el  valor  objetivo  de  las  mis- 
mas reclamaciones  hechas  ante  o  por  los  organismos  internacionales. 

1.    Instancia  Roma. 

Como  solución  «definitiva»  al  caso  español  los  protestantes  han  mi- 
rado a  Roma...  ¿cómo  se  iba  a  negar  el  Estado  español  católico  cien  por 
cien,  a  una  invitación  de  Roma  para  suavizar  su  legislación  en  materia 
religiosa?  Y,  por  otra  parte,  ¿quién  sino  Roma  tenía  la  mayor  parte  de 
culpa  en  la  «intolerancia»  española?... 

Hagamos  en  este  punto  delicado  para  un  católico,  algunas  reflexiones 
críticas,  objetivas,  sí,  pero  de  garantía  puramente  personal. 

En  primer  lugar,  es  claro  que  los  protestantes  han  visto  que  la  solu- 
ción definitiva  de  su  problema  podría  estar  en  Roma,  y  a  ello  han  aludido. 
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Así  en  la  cuestión  de  la  clausura  del  Seminario,  como  ya  vimos  (153),  se 
intenta  la  ruptura  entre  el  Gobierno  Español  y  el  Nuncio,  que  estarían 
por  una  posición  «tolerante»  y  el  Episcopado  español  que  se  hubiera 
opuesto  decididamente  por  una  concesión  que  iría  contra  la  conciencia 
católica  y  contra  la  ley  de  estado,  así  como  igualmente  contra  el  Concor- 
dato. Vimos  (154)  la  insinuación  en  un  periódico  neoyorquino,  de  que 
Truman  en  su  visita  al  Papa  en  mayo  de  1956,  habría  intentado  una  re- 
comendación ante  Pío  XII  en  favor  de  los  protestantes  españoles. 

Otros  autores  protestantes,  en  escritos  más  bien  de  tipo  doctrinal, 
no  han  dejado  de  manifestar  su  irritación  porque  la  última  solución  no 
provenga  de  Roma  misma.  Así  Gross,  que  cita  expresamente  como  siem- 
pre el  caso  de  España  como  típico  de  la  «intolerancia»  católica  en  general 
(155),  pero  tal  vez  quien  con  una  insistencia  notable  ha  presentado  más 
este  problema  ha  sido  el  profesor  Courvoisier. 

En  1956,  concluía  un  artículo  en  «Le  Journal  de  Geneve»,  pidiendo 
a  los  católicos  que  apoyaran  su  «petición  que  dirigía  al  Vaticano  para  que 
adopte  oficialmente  una  posición  respecto  a  la  situación  en  España»;  y 
hacía  ver  la  diferente  influencia  que  podía  tener  una  intervención  del 
W.  C.  C.  sobre  una  nación  protestante  y  la  del  Vaticano  sobre  una  nación 
católica  (156).  Lo  mismo  hacía  Courvoisier  aunque  de  un  modo  más  ra- 
dical en  1957,  en  el  mismo  periódico  ginebrino.  Haciendo  relación  a  una 
negación  dada  por  el  señor  Patriarca  de  Madrid  a  una  petición  de  matri- 
monio protestante,  se  esfuerza  en  suponer  una  contraposición  entre  la 
Iglesia  y  el  Estado  en  este  asunto,  diciendo,  por  ejemplo:  «...se  saca  la 
impresión  de  que,  en  este  caso,  no  es  el  Estado,  sino  la  Jerarquía  católica, 
en  donde  radica  la  intransigencia...  lo  más  instructivo,  por  no  decir  lo 
más  inquietante,  lo  encontramos  en  las  consideraciones  aducidas  por  el 
Prelado  para  justificar  su  negativa.  No  sabemos  si  lo  ha  hecho  por  su 
autoridad  episcopal  o  por  sus  responsabilidades  de  pastor  de  almas,  pero 
en  todo  caso  lo  ha  hecho  invocando  el  Concordato...  En  otros  términos 
— si  comprendemos  bien  la  situación — ,  hace  intervenir  la  autoridad  pon- 
tificia, salvaguardia  del  decreto  canónico,  de  la  que  se  hace  el  portavoz  para 
justificar  su  decisión.  Llevando  las  cosas  a  su  último  extremo,  se  podría 
llegar  a  decir  que,  en  caso  de  conflicto  entre  España  y  el  Vaticano,  por 
cuestiones  de  la  vida  civil  en  la  península  Ibérica,  el  Vaticano  triunfaría. 
Repetidas  veces  hemos  pedido  a  Roma  en  este  periódico,  que  se  defina 
con  toda  claridad  de  nuevo  sobre  la  situación  española.  Aun  a  riesgo  de 
disgustar  de  nuevo  a  alguno  de  nuestros  conciudadanos  archicatólicos,  de 
cuya  buena  fe  no  podemos  dudar,  debemos  advertirles  que  es  preci- 
samente el  Arzobispo  (sic)  quien  nos  invita  a  ello.  Sabemos  que  en  Roma 
existen,  y  aun  en  las  más  elevadas  jerarquías,  hombres  que  deploran  lo 
que  ocurre  en  España  y  desearían  un  apaciguamiento»  (157).  Esto  mismo 
pedía  la  «Informations-Blatt»  de  Hamburgo  (158). 

(153)  Cfr.  II  Parte,  cap.  IV,  párrafo  2. 

(154)  Cfr.  II  parte,  cap.  IV,  párrafo  2. 

(155)  Gross  J.,  Religionsfreihéit  und  kathoüsche  Kirclie.  Evang.  Theol.  9  (1949-50),  pp.  481- 
497.  Cfr.  también  Duff,  Charles,  Spauien,  der  Stein  des  Anstosses  (Hamburg,  1949),  pp.  106-113. 

(156)  Journal  de  Geneve,  de  5  y  6  de  julio  de  1956,  con  el  título  «Protestantes  Españoles 
V  Católicos  Suizos». 

(157)  Ibid.  n.  16  febrero  1957.  Cfr.  texto  completo  en  Eloile...  (En.  marzo  1957),  pp.  8-10. 

(158)  Informationsbtatt  fiir  dic  niederdeulschen  luiherischen  Landeskirchen  (1  fase.  8  de 
marzo  de  1956). 
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Ante  esta  posición,  como  acabamos  de  ver  por  la  cita  segunda  de 
Courvoisier,  algunos  católicos  se  han  sentido  «molestos».  La  «Herder- 
Korrespondenz»  respondía  a  la  «Informations-Blatt»  que  no  había  lugar 
a  esa  «falschgezielter  Appell  an  den  Past»,  puesto  que,  en  el  caso  de  que 
se  trataba  (la  clausura  del  Seminario)  solo  era  cuestión  de  una  medida 
puramente  administrativa  del  Gobierno,  en  la  que  ni  la  Iglesia  española 
ni  el  Papa  habían  tenido  parte  (159).  El  lector  español  encontrará  que  la 
posición  adoptada  por  los  católicos  extranjeros  (suizos  y  alemanes)  para 
responder  a  esa  instancia  a  Roma  de  los  protestantes  no  es  adecuada,  y 
solamente  vale  para  colocarlos  todavía  ante  futuras  molestias  mayores. 
Nosotros  creemos  que  existe  una  respuesta  sincera  y  clara.  Porque,  en 
primer  lugar,  no  deja  de  ser  curioso  que  los  protestantes — que  quisieran 
ver  desaparecer  radicalmente  la  influencia  romana  en  España — apelen  a 
la  misma  Roma  para  ello...  ¿cabe  una  más  flagrante  contradicción  de 
hecho?...  Pero,  en  fin,  ¿cuál  es  la  posición  de  Roma?  ¿Es  que  no  ha 
hablado  ya  bastante  sobre  el  caso  de  España?  ¿Por  qué  tiene  que  repetir 
a  ciertos  «indocumentados»,  lo  que  ha  dicho  bien  claramente  sin  necesidad 
de  tomar  actitudes  aparatosas  de  «decisión»  radical,  como  parecen  pedirle 
los  protestantes,  sobre  todo  el  profesor  Courvoisier?... 

Sobre  la  cuestión  doctrinal  de  principios  en  torno  a  libertad  religiosa, 
y  su  diversa  aplicación  prudencial — ¡no  acomodaticia  como  dice  Gross! — 
a  las  diversas  naciones,  se  habla  en  otra  parte  (160).  Recordemos  sin  em- 
bargo, nada  más  el  principio  establecido  por  Pío  XII  en  estas  cuestiones 
delicadas  que  pudieran  afectar  a  un  bien  común  de  la  Iglesia:  en  primer 
lugar,  mantener  el  principio: 

«ció  che  non  risponde  alia  vertía  e  alia  norma  moróle,  non  ha  oggetivamente  alcun 
diritto  né  all'esistenza  ne  alia  propaganda  ?ié  all'azione;  secondo:  il  non  impedirlo  per 
mezzo  di  leggi  statali  e  di  disposizioni  coercitive  puó  non  di  meno  essere  giustificato 
nell'interesse  di  un  bene  superiore  e  piu  vasto.»  Y  el  Papa  continúa:  «se  poi  questa 
condizione  si  verifichi  nel  caso  concreto — e  la  «questio  facti» — ,  debe  giudicare  an- 
nanzi  tutto  lo  stesso  statista  cattolico...  Per  ció  che  riguarda  il  campo  religioso  e  mo- 
róle egli  domanderá  anche  il  giudizio  della  Chiesa.  Da  parte  della  quale  in  tali  ques- 
tioni  decisive  che  toccano  la  vita  internazionale,  é  competente  in  ultima  istanza  soltanto 
colui  a  cui  Cristo  ha  affidata  la  guida  di  tutta  la  Chiesa,  il  Romano  Pontífice»  (161). 

Pío  XII,  pues,  distingue  dos  campos  y  dos  criterios:  el  campo  y  el 
criterio  de  la  autoridad  civil;  el  campo  y  el  criterio  de  la  autoridad  ecle- 
siástica. Pues  bien;  en  ambos  casos  la  solución  no  hay  que  esperarla, 
está  ya  dada.  Como  conclusión  mínima,  decía  Giménez  Urresti,  a  este 
respecto  (162),  hay  que  deducir  que  la  última  decisión  en  el  campo  y  en 
el  criterio  religioso  hay  que  recibirla  del  Romano  Pontífice.  Tiene  razón 
Urresti  al  atenerse  a  la  «conclusión  mínima»,  pero  podía  haber  añadido 
que  en  el  «caso  de  España»  la  cuestión  estaba  ya  decidida,  tanto  para  el 
campo  y  el  criterio  civiles,  como  para  el  campo  y  el  criterio  religiosos; 
el  Papa  habla  el  6  de  diciembre  de  1953,  y  el  Concordato  español  había 
sido  firmado  el  27  de  agosto  del  mismo  año,  y  ratificado  el  27  de  oc- 
tubre... ¿Hay  o  no  razón  para  pensar  que  el  Concordato  manifiesta  que 

(159)  Cfr.  10  (1955-56),  357  ss.  Cfr.  también  10  (1955-56).  404  y  ss. 

(160)  Toda  la  primera  parte. 

(161)  Alocución  al  Congreso  de  Juristas  Católicos  Italianos.  .4.  A.  S.  25  (1953),  pp.  799-800. 

(162)  En  o.  c,  p.  26. 
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ambas  potestades  están  de  acuerdo  en  la  aplicación  de  los  principios  ca- 
tólicos al  «caso  español»?  Pero  se  puede  argumentar  todavía  con  mayor 
claridad. 

En  1851  se  firma  el  primer  Concordato  sobre  esta  materia,  el  1876 
Roma  protesta  por  el  artículo  11  de  la  Constitución;  la  R.  O  del  23  de 
octubre  del  mismo  año,  en  que  se  da  una  interpretación  restrictiva  de  ese 
artículo,  obedece  a  instancias  de  Roma;  y  desde  1936  poseemos  toda  una 
legislación  concordataria  de  hecho,  que  ha  culminado  en  el  Concordato 
de  1953...  En  todos  estos  casos  la  Santa  Sede  no  ha  hecho  más  que  apro- 
bar enteramente  la  legislación  española  en  materia  religiosa.  Toda  esta 
materia  ha  sido  antes  previamente  y  siempre  sometida  al  juicio  de  Roma, 
antes  de  ser  promulgada  por  el  Estado  español. 

Sabemos  ciertamente  que:  a)  la  aprobación  de  Roma  a  la  legislación 
religiosa  española  no  supone  ninguna  aprobación  general  a  todo  su  pro- 
ceder, aun  en  esa  misma  materia;  pero  sabemos,  igualmente  y  de  un 
modo  cierto,  que  lo  legislado  actualmente  ha  sido  antes  revisado  y  apro- 
bado por  la  Santa  Sede;  b)  que  el  Concordato  español  de  1953  no  puede 
constituirse  en  «tipo»  de  aplicación  de  principios  católicos  de  un  modo 
general,  ya  que,  realmente,  sólo  puede  referirse  a  España,  pero  una  cosa 
es  cierta:  que  nada  puede  contener  que  vaya  contra  esos  mismos  princi- 
pios; c)  que  siendo  el  Concordato  español  de  1953 — como  todos  los  con- 
cordatos— la  expresión  de  una  situación  de  hecho  e  históricamente  tal,  es, 
sin  embargo,  este  mismo  hecho  el  que  resalta  como  un  hecho  aprobado 
por  Roma;  d)  que,  aun  respecto  de  este  hecho,  el  Concordato  presenta  su 
propia  facticidad  histórica  y,  por  tanto,  una  cierta  relatividad;  no  puede, 
por  tanto,  «prejuzgar»  ni  las  circunstancias  históricas  futuras  y  posibles  que 
pudieran  exigir  un  cambio  en  la  vigente  legislación.  Pero — repetimos — aun 
supuesto  todo  esto,  hoy  queda  todavía  el  hecho  patente  de  la  conformidad 
positiva  de  Roma  con  el  «caso  español». 

Si,  ahora  ya  finalmente,  nos  preguntamos  por  esa  misma  posibilidad 
de  cambio  que  los  protestantes  quisieran  convertir  en  un  hecho  inme- 
diato, creemos  que  podríamos  responder  con  toda  prudencia,  pero  tam- 
bién con  toda  sinceridad,  que  es  éste  uno  de  los  asuntos  más  graves  que 
pueden  acontecer  en  la  vida  española,  sobre  el  cual  no  puede  aventurar- 
se un  juicio  prematuro.  De  todos  modos,  los  principios  de  solución  son 
claros,  son  ya  los  mismos  de  que  nos  ha  hablado  autorizadamente  Pío  XII: 
por  una  parte  los  principios  católicos  ciertos;  luego,  la  «questio  facti»,  en 
su  doble  aspecto:  civil  y  religioso,  y,  finalmente,  un  acuerdo  mutuo  en- 
tre la  Santa  Sede  y  el  Gobierno  español. 

Nosotros  no  podemos  pronunciarnos  aquí  más  que  sobre  la  «questio 
facti»  española,  tal  como  la  venimos  observando  desde  el  panorama  na- 
cional e  internacional.  Y  nuestro  juicio — ya  repetidamente  expresado — 
es  que  la  actual  legislación  española  es  la  que  responde  no  sólo  al  bien 
común  nacional,  sino  al  único  posible  que  España  puede  aportar,  como 
tal  nación  caracterizada,  al  bien  común  supranacional,  no  sólo  conside- 
rado desde  el  punto  de  vista  de  la  «civitas»,  sino  también  de  la  «ecclesia 
catholica»  (163). 

(163)   Cfr.  Iribarren,  en  Ecclesia,  1949/1,  p.  611. 
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Hoy  ya,  el  motivo  de  la  apelación  a  Roma  del  «caso  español»  ha  to- 
mado caracteres  más  actuales  a  causa  del  próximo  Concilio  Ecuménico: 
¿Adoptará  el  Concilio  el  tema  de  la  libertad  religiosa?,  se  preguntan 
muchos. 

En  los  círculos  protestantes  se  sigue  rumoreando  que  los  «medios  ro- 
manos» estarían  dispuestos  a  un  cambio  de  actitud  (164),  pero  verdade- 
ramente es  poco  serio  o  supone,  al  menos,  un  gran  desconocimiento  de  1? 
cuestión  el  «jugar  no  muy  limpiamente»  con  los  que  se  dicen  tan  vaga- 
mente «medios  romanos»;  así  como  hablar  de  un  cambio  de  actitud,  cuan- 
do ésta,  para  los  protestantes,  no  puede  significar  otra  cosa  que  un  cam- 
bio en  los  principios;  y  ésto,  ciertamente,  nunca  lo  hará  el  futuro  Con- 
cilio. 

La  agencia  no  confesional  «Religious  News  Service»,  publica  un  ar- 
tículo de  su  corresponsal,  M.  Claud  Nelson,  recogiendo  una  conversación 
con  el  cardenal  Bea,  quien  había  admitido  la  posibilidad  de  que  el  tema 
de  la  libertad  religiosa  fuese  tratado  en  el  futuro  Concilio  (165).  Nosotros, 
naturalmente,  sin  tener  por  qué  prejuzgar  sobre  los  futuros  temas  del 
Concilio,  ni  mucho  menos  sobre  sus  decisiones,  he  aquí  cómo  pensamos 
el  problema  concreto  ante  el  futuro  Concilio: 

La  conveniencia  del  tema  en  el  futuro  Concilio  la  consideramos  indu- 
dablente  cierta.  Afecta  a  dos  de  las  Comisiones  principales:  a  la  Doctri- 
nal, puesto  que  se  trata  de  principios  católicos  doctrinales  de  suma  impor- 
tancia, y  al  Secretariado  de  la  Unión  de  los  Cristianos,  en  cuanto  que 
otras  iglesias  consideran  este  punto  como  uno  de  aquellos  en  que  cabe 
una  concordia  y  un  diálogo  (166). 

El  tema  de  la  libertad  religiosa,  tal  como  entra  en  el  interés  actual, 
abarca  dos  aspectos:  el  de  los  principios  tanto  sobre  la  libertad  religiosa, 
como  sobre  las  relaciones  entre  el  orden  temporal  y  el  sobrenatural;  y  el 
de  las  aplicaciones,  tanto  bajo  el  aspecto  nacional  como  del  internacional, 
que  es  el  propiamente  nuevo  y  actual. 

Respecto  de  los  principios,  creemos  que  el  Concilio  tiene  la  labor 
absolutamente  hecha;  no  tiene  más  que  seguir  las  declaraciones  netas  de 
los  documentos  anteriores  del  Supremo  Magisterio  (167),  y  continuar  los 
proyectos  del  Concilio  Vaticano  I  (168). 

Si  acaso,  sería  conveniente  repetir  esos  principios  en  una  formulación 
nueva  que  excluyera  con  claridad  ciertas  confusiones  introducidas  por 
ciertas  corrientes  aun  católicas  que  quisieran  reformar  la  posición  tradi- 

(164)  Así  dice  Courvoisier:  «Nous  savons  qu'il  se  trouve  a  Rome  et  meme  á  l'échelon 
le  plus  elevé  des  hommes  qui  déplorent  ce  qui  se  passe  en  Espagne  et  désideraient  une 
solutíon  d'apaisement.»  (Art.  en  Journal  de  Geneve,  16-17  febrero  1957).  Cfr.  también  «Reac- 
tions  to  Román  Catholicism  and  Religious  Liberty»,  en  The  Ecumenical  Review,  XIII  (En. 
1961),  pp.  233-234.  Ahora  bien,  hablar  de  «medios  romanos»  es,  o  incongruente,  o  imprudente, 
cuando  se  tienen  medios  de  información  absolutamente  válidos  v  oficiales. 

(165)  Cit.  por  S.  O.  E.  P.  /..  n.  de  2  de  junio  de  1961.  Véase  R.  N.  S.  Foreign  Service 
Friday,  Mai  26,  1961.  'Cardinal  Bea  sees  religious  Liberty  important  Vatican  Council  Topic.» 
Adviértase  que,  tanto  el  título  como  el  texto,  no  tienen  otra  responsabilidad  que  la  del  co- 
rresponsal. 

(166)  Cfr.  la  crónica  citada  en  nota  164,  de  la  Ecumenical  Review. 

(167)  No  hay  más  que  seguir  los  títulos  del  Denzinger  en  torno  a  la  libertad  humana 
v  las  relaciones'  del  Estado  con  la  Iglesia. 

(168)  Cfr.  Cavada  Oviedo  C  O.  de  M.,  «Iglesia  v  Estado  ante  el  Concilio  Vaticano  II». 
Estudios.  17  (1961),  pp.  39-59.  Elizalde  I,  S.  J.,  «La  Iglesia  y  el  Estado  ante  el  próximo 
concilio».  En  Hechos  y  Dichos  (mavo  1961),  pp.  371-380. 
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cional  sobre  las  relaciones  entre  la  Iglesia  y  el  Estado,  y  se  dejan  influir 
demasiado  sobre  los  aspectos  individualistas  y  liberales  de  los  derechos 
de  la  persona  humana. 

En  cuanto  a  la  aplicación  de  los  principios,  el  Concilio  tiene  ya  las  lu- 
minosas enseñonzas  de  Pío  XII  en  torno  a  la  nueva  situación  creada  por 
el  desarrollo  de  las  nuevas  instituciones  internacionales. 

La  aplicación,  con  todo,  a  las  naciones  católicas,  en  su  inmensa  ma- 
yoría, no  puede  ser  una  cuestión  conciliar,  ya  que  supone  situaciones  con- 
cretas e  históricas  que  el  Concilio  no  puede  considerar.  No  se  puede  ol- 
vidar tampoco  que  los  hechos  «internacionales»  están  hoy  más  confusos 
que  nunca;  basados,  muchas  veces — como  decimos  más  abajo — ,  en  prin- 
cipios radicalmente  anticristianos.  De  ahí  que  el  Bien  Común,  o  religioso 
o  cristiano,  o  católico,  que  ciertos  ilusos  tienen  por  inmediato,  aparezca 
sumamente  problemático.  El  Concilio  no  podría  embarcarse  en  una  aven- 
tura sin  horizontes. 


2.    La  intervención  del  «Consejo  Mundial  de  las  Iglesias». 

Este  organismo,  de  abierta  y  declarada  intención  ecumenista  pero,  de 
hecho,  de  franca  tendencia  doctrinal  protestante,  no  necesita  ser  presen- 
tado aquí  (169).  Este  organismo  se  definió  en  Amsterdam  como  «una 
comunión  de  iglesias  que  aceptan  a  nuestro  Señor  Jesucristo  como  Dios 
y  Salvador»  (170).  Hoy  ya  ha  adoptado  en  su  reunión  de  Nueva  Delhi 
una  nueva  fórmula,  que  dice: 

«Le  Conseil  oecuménique  des  Eglises  est  une  association  fraternelle  d'Eglises  qui 
confessent  le  Seigneur  Jésus-Christ  comme  Dieu  et  Sauveur  selon  les  Ecritures  et 
s'efforcent  de  repondré  ensemble  á  leur  commune  vocation  pour  la  gloire  du  seul 
Dieu,  Pére,  Fils  et  Saint-Esprit»  (171). 

El  W.  C.  C.  quiere  ser  un  puro  instrumento  de  la  unión  de  las  Igle- 
sias en  busca  de  «la»  Iglesia  una;  quiere  estar  desligado  de  toda  acción 
política  y  no  pretende  ser  dominado  por  una  «Teología»,  y  manifiesta 
la  máxima  apertura  a  todas  las  iglesias  que  puedan  decirse  cristianas. 

Si  embargo,  es  igualmente  cierto,  que  todas  estas  declaraciones  de 
principios  luego,  en  la  práctica,  encuentran  las  naturales  irisaciones  de 
los  hechos  vivos  que  pudieran  ser  interpretados  como  consecuencias  ile- 
gítimas de  ellos. 

Una  de  las  grandes  secciones  del  Secretariado  General  que  funciona 
en  Ginebra,  es  la  C.  C.  I.  A.  (Comisión  de  las  Iglesias  para  los  Auntos 
Internacionales).  Esta  Comisión  quiere  ser — se  dice — «como  una  fuente 
de  estímulo  y  de  conocimiento  en  su  contacto  con  los  problemas  inter- 
nacionales; algo  así  como  un  medio  de  consejo  y  acción  comunes;  y  co- 


(169)  Cfr.  como  fuente  protestante,  A  Hístory  of  the  Ecumenical  Movement,  de  R.  Rouse 
et  Stephen  Neill  (London,  SPCK,  1954).  Como  fuente  católica:  Hisíoire  doctrínale  du  Mou- 
vement  Oecuménique  (Louvain,  1955). 

(170)  Cfr.  el  Rapport  Officiel  en  vol.  V,  p.  257  (Edic.  francesa  de  Desordrc  de  Vhomme... 
Delachaux  et  Niestle,  1948). 

(171)  Tomamos  el  texto  de  S.  OE.  P.  /.,  n.  47,  de  6  de  diciembre  de  1961. 
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mo  órgano  para  formular  el  sentido  cristiano  sobre  los  problemas  mun- 
diales; e  infundir  ese  sentido  efectivamente  en  ellos.»  Como  órgano  con- 
sultivo representa  ya  al  Consejo  Mundial  de  las  Iglesias  y  al  Consejo 
Mundial  de  las  Misiones  (I.  M.  C.)  en  la  O.  N.  U.  y  en  otros  organismos 
internacionales,  procurando,  sobre  todo,  el  desarrollo  de  las  institucio- 
nes supranacionales  y  del  derecho  internacional,  de  los  derechos  huma- 
nos y  de  las  libertades  fundamentales,  particularmente  de  la  libertad  re- 
ligiosa. 

«Particularmente  de  la  libertad  religiosa...»;  porque,  efectivamente, 
la  inmensa  mayoría  de  las  iglesias  que  constituyen  el  W.  C.  C.  están  for- 
madas en  el  ambiente  protestante  moderno,  fruto  maduro  de  un  libera- 
lismo a  ultranza.  Esta  comisión  del  W.  C.  C.  tuvo  una  gran  influencia 
sobre  la  declaración  de  los  Derechos  del  Hombre  de  la  O.  N.  U.,  princi- 
palmente en  los  que  se  refiere  a  la  libertad  religiosa. 

Ahora  bien;  tanto  el  Comité  Ejecutivo  del  W.  C.  C.  como  la 
C.  C.  I.  A.,  han  creído  también  un  deber  intervenir  en  el  «caso  español», 
en  nombre  de  esos  derechos  humanos,  como  el  caso  más  flagrante  contra 
la  libertad  religiosa. 

El  W.  C.  C.  no  se  constituye  normalmente  como  tal,  sino  en  la  Asam- 
blea de  Amsterdam,  de  1948;  pero  los  precedentes,  de  carácter  protes- 
tante internacional  que  se  ocupan  del  protestantismo  español  son  muy 
anteriores.  España  ha  sido  siempre  tierra  de  codicia  para  él.  Sobre  Espa- 
ña han  venido  fondos  cuantiosos  que,  como  decía  Menéndez  y  Pelayo, 
parecían  echarse  al  mar...  (172).  A  España  han  venido  en  visita  de  ins- 
pección todos  los  grandes  representantes  del  protestantismo  extranjero 
(173);  grupos  de  pastores  suizos,  holandeses  y  alemanes  han  querido  pal- 
par esta  realidad  acuciante  que  era  España,  esta  parcela  tan  bien  cultiva- 
da y  de  tan  escaso  rendimiento. 

Ya  en  el  Congreso  Protestante  Internacional  de  Utrecht,  de  1927, 
se  propuso  la  «evangelización»  de  España  y  la  institución  de  una  Univer- 
sidad Protestante  en  Madrid  (174).  La  segunda  conferencia  del  Life  and 
Work,  de  Oxford,  de  1937,  puso  mucho  interés  en  afirmar  los  elementos 
esenciales  de  la  libertad  religiosa  (175).  Y  en  la  Conferencia  de  Amster- 
dam el  problema  se  plantea  con  mucha  crudeza  (176).  Luego  veremos 
los  esfuerzos  del  W.  C.  C,  a  través  de  la  C.  C.  I.  A.,  en  los  trabajos  pre- 
paratorios de  la  Declaración  de  los  Derechos  del  Hombre  de  la  O.  N.  U. 
Entre  tanto,  el  W.  C.  C.  no  ha  cesado  de  proclamar  los  derechos  de  la 
libertad  religiosa  (177). 


(172)  Cfr.  O.  /.  £>.,  p.  37  ss.  Cfr.  Hughey,  p.  136. 

(173)  Así  Mackay,  Visser't  Hooft,  Van  der  Linde,  Delpech,  Vogel,  Sánger,  Turnbull,  Sante 
Barbieri,  Boegner,  Hans  Weber,  etc. 

(174)  Cfr.  Le  Semeur  Vaudois,  de  22  de  octubre  de  1927.  Con  este  fin,  en  septiembre  de 
1946,  el  doctor  Rizzo  visita  España  para  la  reorganización  del  Seminario.  Cfr.  Carta  circu- 
lar n.  28  de  27  de  febrero  de  1947;  lo  mismo,  y  con  fines  idénticos,  hace  en  junio  el  doctor 
C.  H.  Plug,  delegado  del  Comité  Internacional  para  la  reorganización  del  Seminario  Teo- 
lógico Unido. 

(175)  Cfr.  Desordre  de  l'homme  et  dessein  de  Dieu.  Documentos  de  la  Asamblea  de  Ams- 
terdam (Edic.  francesa),  vol.  IV,  pp.  261  ss. 

(176)  Cfr.  ibid.  todo  el  cap.  V,  p.  221  ss. 

(177)  Así  en  la  reunión  del  Comité  Ejecutivo  de  Chichester.  Cfr.  reflexiones  curiosas  en 
Rouquette,  Eludes,  262  (julio-septiembre  1949),  pp.  251  ss.  Así  en  Toronto,  cfr.  S.  O.  E.  P.  /., 
n.  29  de  julio  de  1950. 
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Pero  es,  sobre  todo,  con  ocasión  de  la  clausura  del  Seminario  Teoló- 
gico Unido,  de  Madrid,  cuando  el  Comité  Ejecutivo,  reunido  en  Gilbulla, 
publica  el  7  de  febrero  su  protesta  y  da  instrucciones  al  Secretariado 
General  y  a  la  C.  C.  I.  A.  para  que  se  tomen  las  medidas  oportunas  (178). 
Efectivamente,  estas  reacciones  mueven  la  opinión  religiosopolítica  del 
mundo.  Y  el  Servicio  de  Información  y  Prensa  Ecuménicos  señala  las 
importantes  repercusiones  (179).  Los  cristianos  de  Gran  Bretaña  se  ex- 
trañan que  España  haya  sido  admitida  en  la  O.  N.  U.  cuando  ha  acep- 
tado la  carta  de  la  O.  N.  U.  obligándose  a  respetar  los  derechos  del 
hombre  y  la  libertad  religioso  (180).  En  agosto  de  1956  se  reúne  el  Co- 
mité Ejecutivo  del  W.  C.  C,  en  Galyatetó  (Hungría),  y  de  nuevo  se 
preocupa  por  la  libertad  religiosa.  Allí,  el  profesor  Mackay,  conocido  por 
su  fobia  antiespañola,  se  interesa  particularmente  por  el  problema  es- 
pañol, y  ya  desde  Viena  el  Comité  Ejecutivo  exige  que  el  seminario  pro- 
testante de  Madrid  sea  reconocido:  «...  el  Comité  afirma  de  nuevo  su 
convicción  de  que  España,  miembro  de  la  O.  N.  U.  debe  respetar  los 
principios  de  la  libertad  religiosa  formulados  en  la  Carta  de  la  O.  N.  U. 
y  en  la  Declaración  de  los  Derechos  del  Hombre.»  Y  se  toma  la  siguiente 
resolución  sobre  España:  «El  Comité  Ejecutivo  constata  que,  no  obstan- 
te las  protestas  que  elevó  en  febrero  último  en  su  sesión  de  Australia 
y  de  la  inquietud  expresada  por  las  iglesias  de  muchos  países,  el  Semina- 
rio Evangélico  de  Teología  de  Madrid  ha  seguido  cerrado,  y  todavía  no 
ha  recibido  autorización  para  reanudar  su  actividad»  (181).  En  su  re- 
unión de  New  Haven,  de  julio  de  1957,  se  adoptan  nuevas  medidas;  so- 
bre todo  la  de  organizar  un  estudio  «sobre  las  cuestiones  de  libertad  re- 
ligiosa originadas  en  países  católicorromanos  y  en  otros.»  Esta  moción 
levantó  grandes  protestas  en  U.  S.  A.  (182).  En  su  reunión  de  Rodas, 
en  agosto  de  1959,  vuelve  a  primer  plano  el  problema  de  la  libertad  re- 
ligiosa (183).  Y,  finalmente,  en  la  última  reunión  de  St.  Andrews  (Esco- 
cia)— 24  a  26  de  agosto  de  1960 — se  insiste  en  el  tema  (184). 

El  W.  C.  C.  se  ha  preocupado  del  problema  español  en  todas  sus 
dimensiones:  ha  proporcionado  becas  para  estudios  en  el  Instituto  Ecu- 
ménico de  Boosey  (185);  ha  organizado  Comités  de  Socorro  (186);  ha 
patrocinado  la  publicación  de  libros  (187);  sostiene  obras  de  la  juven- 
tud española  protestante.  Y,  a  través  de  S.  O.  E.  P.  L,  ha  informado 
ampliamente,  en  un  sentido  dirigido,  de  todo  lo  referente  al  protestan- 
tismo español. 

(178)  Cfr.  S.  O.  E.  P.  /.,  n.  6  de  10  de  octubre  de  1956. 

(179)  Ibid,  n.  7  de  17  de  febrero  de  1956. 

(180)  España  acababa  de  ser  admitida  en  la  O.  N.  U. 

(181)  Cfr.  ibid.  n.  32,  de  10  de  agosto  de  1956. 

(182)  Cfr.  Vers  l'unité  chrétienne,  de  julio-agosto  de  1957,  p.  12:  «...  nous  pensons  que  le 
Comité  Central  a  fait  la  un  faux  pas».  Cfr.  ibid.,  n.  de  noviembre,  pp.  96-97  y  S.  O.  E.  P.  /., 
n.  30  de  16  de  agosto  de  1957.  Para  la  respuesta  católica  contra  esta  proposición,  consúltese 
S.  O.  E.  P.  /.,  n.  32,  de  30  de  agosto  de  1957.  El  ataque  partió  de  Barbieri  y  fue  moderado 
por  Lilye,  Fischer  y  Dun. 

(183)  Ibid.,  n.  del  28  de  agosto  de  1953:  cfr.  Docum.  Cathol.  1960,  col.  110. 

(184)  Cfr.  Irenikon,  33  (1960),  pp.  374  y  ss.  ¿Por  qué  puede  hablar  en  su  cuarto  punto 
del  modo  siguiente?:  «Sin  embargo  el  W.  C.  C.  podrá  tener  la  ocasión  de  presentar  al 
nuevo  Secretariado  del  Vaticano  ciertos  acuerdos  (!!)  sobre  cuestiones  de  base  tales  como 
la  libertad  religiosa  y  la  acción  social.» 

(185)  Cfr.,  aun  antes  de  fundarse  Boossey,  cfr.  S.  O.  E.  P.  /.,  n.  12  de  marzo  de  1947. 

(186)  Como  en  el  caso  de  las  inundaciones  de  Valencia,  en  el  que  se  forma  un  especial 
Comité. 

(187)  Así  el  libro  Les  prolcstants  cu  Espagne,  de  Delpech,  es  un  encargo  que  le  hace 
el  Comité  Internacional  de  Evangelización  para  España,  y  el  W.  C.  C. 
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Quede,  pues,  aquí — y  por  ahora,  nada  más — la  constancia  de  que  el 
«caso  español»  ha  sido  curiosamente  observado  por  este  importante  or- 
ganismo ecuménico  que  se  llama  Consejo  Mundial  de  las  Iglesias.  Con- 
sideraremos si  efectivamente  su  modo  de  interesarse  por  la  cuestión 
del  protestantismo  español,  no  está  en  contradicción  con  los  fines  ecu- 
ménicos que  persigue. 

Conocemos,  pues,  las  intervenciones  del  W.  C.  C.  en  el  caso  de 
los  protestantes  españoles,  y  admitimos,  sin  reservas,  que  las  intencio- 
nes de  los  hombres  que  lo  dirigen,  de  hacer  de  España,  tan  ligada  a 
Sudamérica,  un  gran  campo  de  operaciones  puedan  ser  subjetivamente 
respetadas,  pero  nos  parece  absolutamente  irregular  su  proceder  por  las 
siguientes  explícitas  razones: 

1.  El  W.  C.  C,  como  organismo  religioso,  se  ha  prohibido  a  sí 
mismo  la  acción  política.  Sin  embargo,  desde  el  principio  del  estableci- 
miento de  la  O.  N.  U.,  se  puso  en  relaciones  con  el  «Economic  and  So- 
cial Council»  de  dicha  organización,  a  través  de  la  «Commission  of  the 
Churches  on  International  Affairs  of  the  W.  C.  C.  and  I.  M.  C.»  Esta 
Comisión  fue  admtida  en  la  categoría  «B»,  como  consultiva  nada  más. 
Ahora  bien,  el  W.  C.  C,  a  través  de  esa  Comisión,  o  a  través  de  otras 
suyas,  como  la  «Ecumenical  Action»,  o  aun  la  «Interchurch  aid  and 
Service  to  Refugees»,  parece  emprender  actividades  que  desbordan  cier- 
tamente la  pura  acción  religiosa,  no  solamente  en  cuanto  «testimonio», 
sino  en  cuanto  acción  directa.  En  particular  las  intervenciones  del  Comité 
de  Gibulda,  en  1956,  y  las  del  mismo  en  Galyatetó,  en  el  año  siguiente, 
de  las  que  ya  hemos  hablado,  nos  parecen  francas  incursiones  en  un  te- 
rreno que  se  ha  prohibido  a  sí  mismo  el  W.  C.  C.  Hubiéramos  todavía 
comprendido  que  el  Consejo  Mundial  de  las  Iglesias  hubiera  dado  a  co- 
nocer su  protesta  por  las  cosas  españolas,  a  las  iglesias-miembros,  para  que 
éstas,  a  su  vez,  hubieran  presentado  las  suyas.  De  hecho,  estas  iglesias  orga- 
nizaron igualmente  una  acción  en  contra  de  la  situación  española,  que  está 
muy  lejos  de  ser  «evangélica»  y  de  reducirse  a  una  pura  acción  religiosa.  Lo 
que  no  comprendemos,  pues,  es  esa  acción  directa  de  apelación  a  la 
O.  N.  U.  y  ante  el  Gobierno  español,  ante  quienes  no  tienen  ni  deben 
tener  ninguna  responsabilidad  política.  El  W.  C.  C,  sobre  todo  por  las 
repetidas  afirmaciones  de  su  secretario  general,  Mr.  Visser't  Hooft,  ha 
declarado  su  expresa  intención  de  huir  de  la  tentación  política  y  de  todo 
atractivo  jurídicoestatal;  ya  que  ésto  le  llevaría,  en  un  día  más  o  menos 
lejano,  a  convertirse  en  esa  «Superiglesia»  que  tanto  rehuye  justificada- 
mente; pero,  en  el  caso  de  la  intervención  sobre  las  cosas  de  España,  el 
W.  C.  C.,  a  través  de  varias  de  sus  organizaciones,  parece  haber  cedido 
vehementemente  a  esa  tentación. 

2.  Puesto  que  el  W.  C.  C.  no  tiene,  ni  puede  tener,  un  reconoci- 
miento jurídico  ante  la  O.  N.  U.;  puesto  que,  naturalmente,  renuncia  a 
tener  ese  reconocimiento  ante  el  Gobierno  español...,  sus  intervenciones 
tienen  que  reducirse  a  puras  fórmulas  de  protesta.  Es  lo  que  advertía  Cour- 
voisier  (188). 


(188)   Cfr.  supra  nota  164. 
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3.  Si  ya  los  protestantes  españoles  son  una  minoría  tan  reducida  en 
el  conjunto  nacional,  piénsese  en  lo  que  representarán  ante  el  W.  C.  C.  los 
que  han  aceptado  entrar  como  miembros.  El  W.  C.  C.  se  compone  actual- 
mente de  unas  200  denominaciones,  repartidas  en  unos  cincuenta  países; 
pero,  ciertamente,  son  muy  pocas  las  que  tienen  una  representación  tan 
mínima  como  las  iglesias  protestantes  españolas. 

4.  El  W.  C.  C,  como  organismo  religioso,  tiene  sus  derechos  a  la 
ayuda  social,  que  España  tendría  más  bien  que  agradecerle  efusivamente. 
Pero  es  el  caso  que,  concretamente  en  España,  y  de  hecho,  su  ayuda  de 
tipo  social,  se  convierte  inmediatamente,  por  obra  de  los  mismos  protes- 
tantes españoles,  en  una  campaña  de  proselitismo,  que  el  mismo  W.  C.  C. 
desaprueba.  Si  el  W.  C.  C.  busca  unos  fines  auténticamente  ecuménicos 
también  en  España,  y  tiene  como  una  de  sus  grandes  aspiraciones  la  co- 
laboración de  la  Iglesia  Católica,  no  se  comprende  su  conducta  respecto  a 
España  y  respecto  a  Sudamérica.  Evidentemente,  todo  ello  no  puede  con- 
ducirles más  que  a  nuevas  escisiones  en  su  propio  seno,  o  también  a  que 
aparezca,  de  hecho,  como  un  organismo,  cuya  tendencia,  de  hecho,  se 
manifiesta  como  claramente  «protestante».  Por  ese  camino,  el  W.  C.  C. 
vendría  a  convertirse  en  un  organismo  «panprotestante»,  y  esto  va  en 
contra  de  su  misma  esencia  interna  «ecumenista». 

5.  Finalmente,  y  ya  de  una  manera  más  positiva,  nosotros  rogaría- 
mos al  W.  C.  C.  que  empleara  su  intercesión — ya  que  no  su  «autoridad» — 
para  con  las  iglesias  protestantes  españolas,  para  que  éstas  cesaran  en  sus 
campañas  proselitistas  y  tantas  veces  agresivas.  Lo  mismo  le  rogaríamos 
respecto  a  las  iglesias  nacionales  extranjeras.  Le  pediríamos  que.  efecti- 
vamente, sus  informaciones  a  este  respecto  no  estuvieran  solamente  to- 
madas de  fuentes  protestantes,  sino  católicas;  en  la  mayoría  de  los  casos 
éstas  no  pasarían  de  ser  meras  anécdotas,  si  se  conocieran  las  verdaderas 
circunstancias  que  las  ocasionan;  cuando  se  elevan  a  «principios»,  en- 
tonces es  difícil  una  mutua  inteligencia. 

Si  el  W.  C.  C.  pretende  una  acción  eficazmente  ecuménica  sin  signo 
confesional,  sería  necesario  que  considerase  que,  en  España,  una  acción 
proselitista  del  tipo  hasta  ahora  conocido  (189),  no  puede  llevar  más  que 
a  crear  dificultades  con  la  Iglesia  Católica,  a  exasperar  las  molestias  en- 
tre católicos  y  protestantes  en  otras  naciones,  y,  finalmente — si  es  que 
se  diera — a  una  acción  que,  lejos  de  ser  «ecuménica»,  sería  «disyuntiva»; 
es  decir,  tendería  a  romper  una  unidad  ya  existente:  la  católica,  para  cons- 
tituir unas  divisiones  que  todavía  no  existen.  ¿Puede,  verdaderamente, 
pretender  esto  el  W.  C.  C.  cuando  se  hace  el  portavoz  de  una  campaña 
contra  la  unidad  católica  de  España,  si  quiere  responder  a  su  esencia 
constitutiva,  como  organismo  e  instrumento  de  unión  y  de  acción  ecu- 
ménica entre  las  iglesias?... 


(189)  El  W.  C.  C.  ha  publicado  una  «relación  provisional»  con  el  título:  Christian  Witness, 
Proselytism  and  Religious  Liberty  in  the  setting  of  the  W.  C.  C.  (cfr.  E.  R.  IX,  octubre  de 
1956).  Un  estudio  y  crítica  del  documento,  que  algún  día  haremos,  nos  llevaría  a  la  conclu- 
sión de  que  el  W.  C.  C,  siguiendo  ese  magnífico  documento,  contribuiría  a  que  la  situación 
española  religiosa  sirviera  como  ninguna  otra  a  la  verdadera  causa  del  ecumenismo  que  per- 
sigue tan  laudablemente  el  W.  C.  C.  Pero — repetimos— para  ello  sería  necesario  que  la  men- 
talidad ecuménica  no  se  pierda  tan  lamentablemente  cuando  se  llega  a  la  consideración  del 
«caso  español». 
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LA  APELACION  A  LA  O.  N.  U. 


Como  hemos  visto  en  toda  la  segunda  parte,  las  intromisiones  de  ti- 
po político  han  constituido  el  caso  más  escandaloso  de  unos  Estados  que 
quieren  intervenir  en  los  asuntos  internos  de  otro  Estado,  y  precisamente 
de  tipo  religioso. 

Así,  el  entonces  secretario  de  Estado,  Mr.  Hull,  se  oponía  a  la  repo- 
sición de  embajadores  en  España,  «porque — decía — en  ésta  no  existe 
la  libertad  de  cultos,  fundamentalísima  para  el  libre  ejercicio  de  la  perso- 
nalidad humana»  (189  bis).  Mr.  Stuber,  presidente  de  la  Comisión  por  la  Li- 
bertad religiosa  de  la  Alianza  Bautista  Mundial,  se  oponía  al  reconocimien- 
to del  Gobierno  español,  por  la  misma  ra2Ón  (190).  Por  entonces  todavía 
nada  importaba  que  España  «tuviera  definitivamente  razón»  por  su  ac- 
titud anticomunista,  y  que  Europa  le  debiera  su  liberación  del  comunis- 
mo total  (191).  Esto  significaba  muy  poco  para  «Témoignage  Chrétien». 
En  cambio,  en  el  caso  español,  esa  publicación  veía:  «une  fois  de  plus,  c'est 
la  question  de  la  liberté  religieuse  et  celle  de  la  tolerance  qui  se  trouvent 
posées»  (192).  Trumann  habría  de  hacer  su  famosa  e  intemperante  de- 
claración contra  España,  bien  interpretada  por  su  embajador  saliente  de 
Madrid  (193). 

Pues  bien,  cuando  España  es  finalmente  admitida  en  la  O.  N.  U.,  el 
ritornello  es  bien  insistente,  pero  ya  dentro  de  la  nueva  situación. 

«Uno  de  los  primeros  en  lanzar  esta  acusación  es  John  Savage,  corresponsal  de  la 
Alianza  Evangélica  (194).  Una  nueva  apelación  a  la  O.  N.  U.  la  hace  el  Manchester 
Guardian,  quien  previene  a  las  naciones  ante  la  posibilidad  de  que  España  sea  tam- 
bién incluida  en  el  tratado  del  Adántico  (195).  Lo  mismo  insinúa  el  The  Christian 
Century,  al  decir:  «el  pueblo  español  ha  recibido  con  profunda  satisfacción  la  admi- 
sión de  su  país  en  la  O.  N.  U.,  y  muchos  están  orgullosos  de  que  la  U.  N.  E.  S.  C.  O. 
venga  a  celebrar  a  Madrid  la  Conferencia  General  en  el  mes  de  abril.  En  muchos  círcu- 
los hay  un  claro  deseo  de  obrar  con  una  mavor  armonía  respecto  del  espíritu  de  la  Carta 
de  la  O.  N.  U...»  (196). 

Pero,  como  suele  pasar,  las  insinuaciones  se  vuelven  pronto  amena- 
zas cuando  no  son  atendidas.  Es  lo  que  hacía  el  dirigente  protestante 
Stanley  Lowell,  ante  el  Comité  de  la  Comisión  de  Relaciones  Exteriores 
que  estudiaba  el  Programa  de  Ayuda  Exterior,  proponiendo  que  «Espa- 
ña fuera  privada  de  la  ayuda  económica  porque  el  Gobierno  español  con- 
tinúa probando — decía — ,  una  vez  más,  su  ineptitud  para  asociarse  sobre 


(189  bis)  Cfr.  Dean  Acheson,  «Letter  to  Chairraan  of  Commitee  on  Foreign  relations  of 
thc  United  States  Senate  concerning  American  Policv  towards  Spain»,  de  18  de  enero  de 
1950.  En  Documente  on  American  Foreign  relations,  vol.  XII  (enero  1,  diciembre  31)  (Edic. 
Princetown  Universitv  Press,  1951),  pp.  fcl7-22. 

(190)  Cfr.  S.  O.  É.  P.  I.,  n.  43,  octubre  1948. 

(191)  Así  en  Orientierung,  1950,  p.  35. 

(192)  Cfr.  O.  C.  Les  protestants  en  Espagne...  pp.  73-74. 

(193)  Cfr.  S.  O.  E.  P.  /.,  de  29  de  febrero  de  1952;  O.  C.  de  Hughey,  p.  157;  O.  C.  The 
oppression...,  p.  46. 

(194)  Cfr.  The  English  Churclnnan,  de  13  de  enero  de  1956. 

(195)  En  19  de  marzo  de  1956,  firmado  por  J.  Batallen 

(196)  En  su  número  de  7  de  marzo  de  1956. 
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una  base  de  igualdad  con  cualquier  otro  país  que  no  sea  un  Estado  totali- 
tario...» (197). 

Pero,  como  ya  sabemos  (198),  quien  realmente  ha  movido  con  más 
fuerza  y  en  varias  ocasiones  esta  reclamación  ante  la  O.  N.  U.  ha  sido 
el  Consejo  Mundial  de  las  Iglesias,  desde  su  reunión  en  Gibulla  (Austra- 
lia), en  1956. 

El  14  de  diciembre  de  1955,  España  ingresaba  finalmente  en  la  Or- 
ganización de  las  Naciones  Unidas,  cuando  en  enero  de  1956  y  en  abril 
del  mismo  año,  acontecen  las  dos  anécdotas  de  la  clausura  del  seminario 
protestante  de  Madrid  y  la  incautación  por  la  Policía  española  del  ma- 
terial de  propaganda  protestante,  las  protestas  diplomáticas,  parlamen- 
tarias, de  los  Consejos  nacionales  de  iglesias  protestantes,  y,  sobre  todo, 
del  W.  C.  C,  de  Ginebra,  utilizan — como  sabemos  ya — ,  preferentemen- 
te, un  nuevo  «slogan»  publicitario  en  sus  campañas  contra  la  unidad  re- 
ligiosa de  España: 

Esta,  que  acaba  de  ingresar  en  la  O.  N.  U.,  no  cumple  los  compro- 
misos de  la  Carta  de  San  Francisco,  ni  se  atiene  a  la  Declaración  de  los 
Derechos  del  Hombre. 

Por  la  misma  época — como  veremos —  el  delegado  de  los  Países  Ba- 
jos, doctor  J.  J.  Schmal,  interviene  en  el  Consejo  de  Europa  para  hacer 
una  fuerte  requisitoria  contra  España,  quien,  por  lo  demás,  todavía  no 
pertenece  a  esa  organización  europea.  La  acusación  era  nueva,  después 
de  tantas  otras  de  las  anteriores  campañas,  y  además  era  grave:  España, 
siempre  sincera  y  caballerosa  en  sus  aspectos  internacionales,  se  habría 
ahora  comprometido  con  un  organismo  internacional,  cuyas  obligaciones 
no  estaba  dispuesta  a  cumplir.  Y  las  presiones,  en  todos  los  estilos,  y  en 
todas  las  ocasiones,  se  han  continuado  sin  interrupción.  De  ellas  hablan 
las  grandes  agencias,  y  les  conceden  inusitada  resonancia  los  grandes  diarios 
extranjeros.  Así,  en  las  mutuas  visitas  de  Castiella  y  Lord  Home,  en  1959 
( 198/2);  así  en  la  del  mismo  ministro  español  a  Wáshington  en  1960; 
así  en  las  mutuas  visitas  de  Von  Brentano  y  Castiella;  y  en  la  entrevista 
de  éste  con  Couve  de  Murville.  Así  las  intervenciones  insistentes  de  la 
Embajada  USA  en  el  curioso  caso  del  pastor  Núñez  (198/3);  así  las  con- 
tinuas reclamaciones  de  las  Cámaras  inglesas  (198/4). 

Todo  esto  es  tan  extraño,  considerado  desde  un  punto  de  vista  pura- 
mente religioso,  que  uno  necesita  sospechar  otros  motivos  aleatorios,  que 
vuelven  la  trama  muy  turbia. 

Examinemos  la  cuestión  serenamente;  y  sólo  desde  un  punto  de  vista 
fundamental.  Hagámoslo  además  en  la  medida  en  que  interesa  a  nuestro 
estudio:  la  libertad  religiosa,  sobre  todo  en  relación  con  los  protestantes. 
Para  ello  hagámonos  tres  preguntas  base:  ¿Cuáles  eran  las  obligaciones 

(197)  Cfr.  ibid.  n.  del  10  de  mayo  de  1956;  cfr.  también  The  New  York  Times,  de  1  de 
marzo  de  1956. 

(198)  Cfr.  supra  nota  8  y  ss. 

(198/2)  Véase,  de  nuevo,  el  enormemente  extraño  informe,  de  la  R.  N.  S.,  recogido  por 
Jnform.  Cath.  Inlcrn.  (1-11-1959),  p.  10.  No  sabemos,  sin  embargo,  que  haya  sido  desmentido. 

(198/3)  Véase  la  Carta  de  la  Asociación  estadounidense  POAU,  de  20  oct.  1959,  dirigida  al 
entonces  secretario  de  Estado,  Mr.  Herter. 

(198/4)  Véase  Bel/ast  News  Letters,  de  9  de  junio  de  1961.  Y  el  Times,  del  29  de  junio 
del  mismo  año. 
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a  que  España  se  ha  comprometido  al  ingresar  en  la  O.  N.  U.?  ¿Qué 
obligación  jurídica  impone  a  los  Estados  miembros?  Si,  efectivamente,  el 
Derecho  constitucional  español,  o  al  menos  la  acción,  de  hecho,  del  Esta- 
do español  ha  faltado  a  tales  obligaciones. 


La  Carta  de  la  O.  N.  U.  y  la  Declaración  de  los 
Derechos  del  Hombre  (199). 


El  6  de  enero  de  1941,  el  presidente  Roosevelt  lanzaba  al  Congreso 
de  los  EE.  UU.  su  célebre  mensaje  de  las  Cuatro  Libertades:  la  segunda 
era  la  libertad  religiosa.  El  14  de  agosto  del  mismo  año  la  Carta  del 
Atlántico  aseguraba  de  nuevo  las  «intenciones»  por  las  que  se  luchaba. 
Finalmente — y  después  de  unos  precedentes  que  nos  interesan  menos — , 
el  26  de  junio  de  1945,  cincuenta  naciones  firmaban  la  Carta  de  San 
Francisco.  En  ella,  tanto  en  el  preámbulo  como  en  lor  artículos  1/3  y 
55/c,  se  proclamaban  los  derechos  humanos  y  las  libertades  fundamen- 
tales. Se  concede  luego  al  Consejo  Económico  y  Social  la  función  de  pro- 
moverlos en  el  artículo  62/2;  y  hasta  se  le  indica  el  procedimiento;  el 
establecimiento  de  Comisiones  al  efecto,  artículo  68.  Conforme  a  ello,  el 
16  de  febrero  de  1946  se  nombra  la  Comisión  Provisional,  y  después  de 
un  largo  trayecto  de  propuestas,  comisiones  e  informes,  queda  constitui- 
da la  Comisión  por  dieciocho  miembros,  presididos  por  la  señora  Roosel- 
vet.  Las  sesiones  se  tienen  en  enero-febrero  de  1948.  La  Comisión  nom- 
bra un  Comité  de  redacción  para  elaborar  el  proyecto.  El  texto  defini- 
tivo era  aprobado  por  el  Consejo  Económico  y  Social,  y  presentado  y 
aprobado  por  la  Asamblea  de  la  O.  N.  U.  el  10  de  diciembre  de  1948,  en 
París,  por  48  votos  y  ocho  abstenciones.  Recojamos  aquí  únicamente  lo 
esencial  que  se  refiere  a  nuestro  tema  (200). 

El  preámbulo  reconoce  la  dignidad  del  hombre,  sus  derechos,  denun- 
cia la  conculcación  de  los  mismos,  y  proclama  la  necesidad  de  que  sean 
respetados,  y  que  para  ello  sean  protegidos  por  un  régimen  de  derecho, 
proclamando  la  presente  Declaración  Universal  como  el  «ideal  común  de 
todos  los  pueblos».  El  artículo  1  hace  una  afirmación  de  principios  con 
una  consecuencia  ética:  «todos  los  seres  humanos  nacen  libres  e  iguales 
en  dignidad  y  en  derechos.  Están  dotados  de  razón  y  de  conciencia,  y 
deben  obrar  los  unos  para  con  los  otros  en  espíritu  de  fraternidad.»  El 


(199)  Como  nuestro  intento  no  puede  ser  realizar  un  estudio  ni  completo  ni  original,  nos 
remitimos  a  los  siguientes  trabajos  fundamentales:  Kelsen,  Hans,  The  Law  of  the  U.  Ñ.  W. 
(London,  1951),  2.a  edic.  con  excelente  bibliografía.  Ross  Alf,  Constituciones  de  las  N.  U. 
(Madrid,  1954),  trad.  de  F.  Arias  Parga,  prólogo  de  A.  de  Luna.  Cassim  R.,  La  Declaration 
Vniverselle  et  la  mise  en  oeuvre  des  droits  de  l'homtne.  En  Recueil  des  Cours  de  la  Acade- 
mie  de  Droit  Interne  de  La  Jiaye,  1951/11,  tomo  79,  pp.  279-367.  Moskowitz  M.,  Human  Rights 
and  World  Order  (Oceana  Public  Inc.  New  York,  1958).  Desde  puntos  de  vista  diferentes, 
pero  con  visión  católica  de  los  problemas,  pueden  verse:  Messineo  A.,  «La  Dichiarazione 
Internazionale  dei  Diritti  dell'uomo».  Civiltá  Catt.  1949/2,  pp.  380-392.  «La  persona  umana 
e  l'ordine  internazionale».  Ibid.  1949/3,  p.  493-504.  Vedel  G.,  «Les  Déclarations  des  Droits 
de  rhomme»  (1789-1949).  Etudes  (Juin,  1950),  308-318;  (Juillet,  Aout,  1950),  66-82.  Cfr.  Osser- 
vatore  romano,  n.  del  31  de  octubre  de  1948,  y  n.  del  17  de  marzo  de  1949.  O.Brien,  «La  portée 
de  cette  declaration»  (reproducido  por  Doc.  Cathol.,  1949,  pp.  411-414).  Riedmatten  H.  de  O.  P., 
«Le  X  anniversaire  de  la  Declaration  des  Droit  de  líhomme».  Informations  Cathol.  Intern. 
(15  del  12  de  1958),  pp.  3-4;  26.  Sobre  el  tema  han  hablado  las  «Conversaciones  católicas 
internacionales»,  de  San  Sebastián.  Cfr.  Documentos,  nn.  1-2;  y  amplia  información  en 
Doc.  Cathol,  1949,  414  ss. 

(200)  Tomamos  el  texto  español  ofrecido  por  Cordero  Torres  J.  M.  Textos  básicos  de  la 
Organización  Internacional,  Madrid,  1955,  pp.  39-99.  Aunque  tenemos  a  la  vista  el  texto 
francés  del  Journal  Ofliciel,  de  19  de  febrero  de  1949,  pp.  1.849-1.861. 
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artículo  7  reafirma  la  igualdad  contra  toda  discriminación.  El  artículo 
16  habla  de  la  libertad  ante  el  matrimonio.  Los  artículos  18,  19  y  20 
son  los  esenciales  (201).  El  artículo  21  determina  otras  libertades,  y  en 
su  número  3  hace  unas  afirmaciones  democráticas  interesantes  (202).  Fi- 
nalmente, el  artículo  29  regula  las  libertades  en  relación  con  la  Comuni- 
dad (203). 

La  Comisión  había  recibido  el  encargo  de  trabajar  en  una  Declara- 
ción, en  una  «convención»  y  en  un  instrumento  eficiente  ejecutivo.  To- 
do ello  hubiera  constituido  la  Carta  Internacional  de  los  Derechos  del 
Hombre.  Entonces  solamente  se  pudo  encomendar  al  Consejo  Económi- 
co Social  la  continuación  de  los  trabajos  para  llegar  a  ese  fin.  Aunque 
después  hablaremos  del  estado  actual  de  esos  trabajos,  nadie  puede  pre- 
ver cuándo  y  cómo  se  llevará  a  efecto  el  proyecto  total,  dadas  las  circuns- 
tancias difíciles  por  las  que  sigue  pasando  la  O.  N.  U.  (204). 

Para  nuestro  propósito,  no  tenemos  por  qué  entretenernos  en  seña- 
lar los  precedentes  históricos,  tanto  de  la  Carta,  como  de  la  Declara- 
ción (205).  Tampoco  consideramos  oportuno  el  hacer  una  crítica  de  los 
principios  filosóficojurídicos  que  están  suponiendo  ambos  documentos, 
aun  cuando  esa  crítica  ayudaría  no  poco  para  entender  mejor  su  fuerza 
jurídica  y  la  posibilidad  de  su  actuación  práctica  (206). 

Desde  luego,  no  consideramos  justo  el  comenzar  aquí  por  una  crítica 
general  negativa  de  base.  Todo  lo  contrario,  nosotros  estamos  más  bien 
convencidos  de  la  necesidad,  en  general,  existente  en  el  mundo  de  hoy  de 
llegar  a  un  organismo  internacional  de  tutela  y  salvaguardia  eficientes  de 
los  así  dichos  «derechos  y  libertades  fundamentales  del  hombre».  Aunque, 
de  hecho,  nosotros  seamos  más  bien  pesimistas  en  cuanto  a  considerarlo 
como  un  ideal  fácilmente  asequible  en  un  futuro  inmediato.  Y,  desde  lue- 
go, mucho  menos,  siguiendo  ciertos  caminos  por  los  que  marcha  la  actual 
Organización  de  las  Naciones  Unidas.  Empezamos,  pues,  diciendo  que 
no  tenemos  objeciones  de  principio  que  oponer,  si  bien,  un  católico  no 
puede  admitir  que  esas  sean  las  «aspiraciones  más  altas  a  que  puede  aspi- 
rar un  hombre». 

(201)  Art.  18. — Toda  persona  tiene  derecho  a  la  libertad  de  pensamiento,  de  conciencia 
y  de  religión ;  este  derecho  implica  la  libertad  de  cambiar  de  religión  o  de  convicción,  lo 
mismo  que  la  libertad  de  manifestar  su  religión  o  su  convicción,  sólo  o  en  común,  tanto  en 
privado  como  en  público,  por  la  enseñanza,  las  prácticas,  el  culto  y  el  cumplimiento  de 
los  ritos. 

Art.  19.— Todo  individuo  tiene  derecho  a  la  libertad  de  opinión  y  de  expresión;  lo  que 
implica  el  derecho  de  no  ser  inquietado  por  sus  opiniones,  y  el  de  buscar,  recibir  y  pro- 
pagar, sin  consideración  de  fronteras,  las  informaciones  y  las  ideas  por  cualquier  medio 
de  expresión. 

Art.  20. — 1)  Toda  persona  tiene  derecho  a  la  libertad  de  reunión  y  de  asociación  pací- 
fica. 2)   Nadie  puede  ser  obligado  a  formar  parte  de  una  asociación. 

(202)  Art.  21. — 3)  La  voluntad  del  pueblo  es  el  fundamento  de  la  autoridad  de  los  po- 
deres públicos;  esta  voluntad  debe  expresarse  por  elecciones  honestas  que  deben  tener  lugar 
periódicamente  con  sufragio  universal  igual  y  con  voto  secreto  o  siguiendo  un  proceder 
equivalente  que  asegure  la  libertad  del  voto.  (El  art.  26  regula  la  libertad  de  enseñanza). 

(203)  Art.  29. — 1)  El  individuo  tiene  deberes  hacia  la  comunidad,  en  la  que  únicamente 
es  posible  el  libre  y  pleno  desarrollo  de  su  personalidad. 

2)  En  el  ejercicio  de  estos  derechos  y  el  goce  de  sus  libertades,  ninguno  está  sometido 
más  que  a  las  limitaciones  establecidas  exclusivamente  por  la  Ley,  con  la  intención  de  ase- 
gurar el  reconocimiento  y  el  respeto  de  los  derechos  y  libertades  de  los  demás  y  a  fin  de 
satisfacer  las  justas  exigencias  de  la  moral,  del  orden  público  y  del  bienestar  general  de 
una  sociedad  democrática. 

3)  Estos  derechos  y  libertades  no  podrán  en  ningún  caso  ejercerse  contrariamente  a 
los  fines  y  a  los  principios  de  las  Naciones  Unidas. 

(204)  Cfr.  en  el  trabajo  cit.  de  Cassim,  pp.  297-315  y  316-360,  una  posible  trayectoria. 

(205)  Todo  ello  lo  puede  encontrar  en  la  bibliografía  cit.  en  nota  199. 

(206)  Cfr.  sobre  todo  el  art.  citado  de  Messineo. 
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A  la  Declaración  se  le  han  señalado  muchas  lagunas  y  se  le  han  hecho 
muchas  críticas.  Las  lagunas  las  reducía  el  profesor  Cassim  a  tres  funda- 
mentales: imprecisión,  falta  de  garantías  jurídicas  y  determinación  so- 
bre las  entidades  o  personas  cualificadas  para  que  un  organismo  interna- 
cional pudiera  llevarlas  a  la  práctica  y  urgirías  jurídicamente  (207). 

En  cuanto  a  las  críticas,  se  ha  advertido  que  se  trata,  sobre  todo,  de 
una  Declaración  «laica»,  que  olvida  a  Dios  (208). 

«La  Declaración — dice  Riedmatten — no  es  religiosa;  es  laica;  ignora 
absolutamente  la  aspiración  del  hombre  hacia  la  transcendencia,  enuncia 
solemnemente  unos  derechos  que  no  funda  sobre  su  verdadera  base  el 
hecho  de  la  creación  y  la  existencia  del  Creador.»  Dios  está  totalmente 
ausente;  y  lo  que  en  diferentes  ocasiones  dice  de  la  religión,  coloca  a  ésta 
entre  aquellas  diferencias  que  diversifican  a  los  hombres  sin  tocar  en  lo 
más  profundo  de  su  naturaleza  (art.  2  y  art.  16).  La  religión  no  es  más 
que  un  caso  de  la  libertad  de  opinión  (209).  A  estas  críticas  responde  el 
profesor  Cassim  que,  si  se  quería  llegar  a  una  entente,  no  había  otro  ca- 
mino; por  lo  demás,  la  Declaración  tampoco  es  «atea»  (210).  Lo  mismo 
esencialmente,  respondía  Mgr.  O'Brien,  obispo  católico,  delegado  de 
Australia  (211). 

Otra  crítica  que  nos  interesa  procedía  precisamente  de  parte  rusa.  El 
delegado  soviético  objetaba  que  la  declaración  desconocía  los  intereses  de 
la  soberanía  del  Estado  y  favorecía  la  ingerencia  en  los  asuntos  internos 
(212).  Efectivamente,  la  objeción  es  clásica  en  derecho  público  interna- 
cional. Y  la  solución  no  puede  pretender  hacerla  desaparecer  totalmente 
del  campo  de  las  relaciones  jurídicas,  sino  en  el  logro  de  un  ordenamiento 
jurídico  internacional  lo  más  perfecto  posible.  El  clásico  «jus  gentium» 
(Victoria,  Suárez)  precisamente  porque  poseía  un  concepto  claro  y  defini- 
do de  los  fundamentos  más  profundos  de  la  juridicidad,  pudo  proclamar 
el  derecho  de  todo  estado  a  ir  en  ayuda  de  los  inocentes  injustamente 
oprimidos,  para  asumir  como  propia  una  tutela  de  los  derechos  funda- 
mentales del  hombre  conculcados  por  la  tiranía.  Más  tarde,  con  todo, 
cuando  a  esta  juridicidad  se  la  priva,  primero  de  su  fundamento  revelado, 
luego  de  su  misma  vinculación  a  Dios  (deísmo  e  iluminismo  que  preceden 
a  la  Declaración  de  1789)  para  hacerla  depender  de  un  puro  hecho  posi- 
tivo e  histórico  (positivismo  jurídico),  ya  no  fue  posible  una  concepción 
fuerte  del  «jus  gentium».  Este  sufre  una  crisis  profunda  que  todavía  le 
atenaza  (213). 


(207)  En  o.  c,  pp.  245-257. 

(208)  Cfr.  a.  c.  de  O'Brien,  Riedmatten  v  Messineo. 

(209)  Art.  cit.  p.  26. 

(210)  Cfr.  p.  284. 

(211)  Art.  cit.  p.  406. 

(212)  Art.  cit.  de  Cassim,  p.  286.  Cfr.  Vedel  A.  C.  pp.  73  ss. 

(213)  «El  personalismo  no  tiene  por  qué  confundirse  con  cualquier  humanismo  lo  que 
implicaría  incurrir  en  las  confusiones  nacidas  del  Renacimiento,  de  la  Reforma,...  ni  tampoco 
tiene  por  qué  hacerse  del  hombre  el  centro  y  eje  del  mundo.  El  personalismo  supone  instau- 
rar al  hombre  como  persona  en  Cristo,  de  modo  que  su  inclusión  (no  identificación)  e 
integración  en  el  Verbo,  es  lo  que  contribuye  a  otorgarle  su  auténtica  plenitud,  es  decir, 
su  personalidad.  Este  personalismo  reclama  en  nuestro  problema  una  firme  posición  de  las 
relaciones  entre  las  formas  políticas,  los  grupos  sociales  y  el  hombre.  El  personalismo  que 
comprende  al  hombre  en  la  historia  y  en  la  sociedad,  no  puede  desconocer  hasta  qué 
punto  las  condiciones  sociales,  la  forma  política  de  actuar  el  estado,  son  presupuestos  de  un 
auténtico  orden».  Aguilar  Navarro  A.,  Derecho  ínter,  público,  t.  II/l  (Madrid,  1954)  pp.  482-83. 
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Desde  la  consagración  de  los  estados  modernos  con  la  Paz  de  West- 
íalia — que  canoniza  el  principio  de  «cuius  regio  eius  et  religio» — hasta 
casi  nuestros  días,  se  ha  estado  pensando  en  los  estados,  como  sujetos 
únicos  de  ordenación  jurídica  internacional. 

La  misma  Declaración  de  1789  lo  que  consigue  efectivamente  es  la 
ilusión  romántica  de  unas  libertades  individuales  que  automáticamente 
pasan  al  Estado  soberano  como  el  estado  ideal  que  las  incorpora  y  las 
guarda.  Desde  ese  mismo  momento  el  estado  «bonachón  y  rusoniano» 
personificación  y  prosopopeya  de  la  «ley»  («legalité»)  y  hasta  de  la  na- 
turaleza («liberté»)  podrá  ser  tan  déspota  — ¡mucho  más  déspota! —  que 
todos  los  absolutismos  arrumbados.  El  «pueblo»  — soberano  también  él — 
soportará  todas  las  injusticias  porque  se  ha  hecho  la  ilusión  de  soportar- 
se... ¡a  sí  mismo!  La  historia  de  la  turbulencia  política  decimonónica  se 
explica  por  ese  desequilibrio  de  un  pueblo,  primero  ilusionado  y  luego 
vuelto  a  la  trágica  realidad  de  unas  libertades  perdidas  irremisiblemente 
en  las  manos  «cucas»  del  Estado  liberal.  La  tremenda  realidad  es  que  no 
ha  cambiado  nada:  a  los  reyes  absolutos  han  sucedido  los  regímenes  libe- 
rales, da  igual  que  sean  monárquicos  que  republicanos. 

Poco  a  poco,  en  fuerza  de  la  ley  histórica  pendular,  se  empieza  a  pen- 
sar en  una  nueva  panacea  que  realice  el  milagro  de  la  tutela  de  los  dere- 
chos del  hombre  y  surge  el  horizonte  supraestatal,  cuyos  orígenes  son, 
claro  está,  muy  lejanos:  la  necesidad  de  convivencia,  creada  por  las  luchas 
religiosas  clásicas  nos  trae  ese  bien  tan  relativo  de  la  «tolerancia»,  fruto 
y  al  mismo  tiempo  hueso  del  protestantismo  europeo  (214).  Así,  desde 
el  IV  Congreso  de  Viena  hasta  la  carta  de  la  O.  N.  U.  existe  una  evolu- 
ción políticointernacional  que  acusa  cada  vez  más  a  la  persona  humana 
como  centro  del  Derecho  Público.  ¿Nos  hallaremos  una  vez  más  ante  un 
nuevo  fetiche  de  este  desorientado  «jus  gentium»  moderno?...  ¿Nos  de- 
jaremos llevar  esta  vez  más  del  optimismo  ilusorio  de  nuestros  abuelos 
decimonónicos?  ¿Criticaremos,  como  decía  Psichiari,  a  nuestros  padres 
en  nombre  de  nuestros  abuelos?  Y  sobre  todo,  ¿no  estaremos  incubando 
el  monstruo  que  pronto  va  a  deglutirnos?  De  la  simple  comparación  entre 
la  Declaración  de  1789  y  de  1948,  deducía  Vedel  la  evidente  inutilidad 
de  aquella  y  la  posible  inutilidad  de  ésta  (215). 

El  profesor  Cassim,  un  gran  entusiasmado  de  la  idea,  nos  asegura  que 
la  primera  gran  Guerra  luchó  por  la  libertad  de  las  naciones  y  la  segunda 
por  la  libertad  de  los  individuos.  Para  él,  como  para  todos  los  ilusionados 
de  hoy,  existe  una  íntima  relación  entre  la  paz  internacional  y  la  democra- 
tización nacional  e  internacional  (216). 

Nosotros,  pues — repetimos — ,  no  tenemos  ninguna  objeción  de  prin- 
cipio que  oponer  a  esa  línea  clara  por  la  que  se  apresura,  quemando  eta- 
pas, el  derecho  internacional  público  de  nuestros  días.  Afirmamos  con 

Mr.  O'Brien  que: 


(214)  Cfr.  una  síntesis  histórica  buena  en  o.  c.  de  Hartmann  (ed.  francesa,  pp.  10  ss.). 
Ce  n'est  pas  de  la  Reforme  comme  telle  qu'est  issue  l'ideé  de  la  tolerance.» 

(215)  En  A.  C,  p.  308. 

(216)  Cfr.  arts.  55  y  76  de  la  Carla,  y  O.  C.  de  Cassim,  p.  241-2. 
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«...  los  católicos  del  mundo  entero  pueden  jugar  un  papel  muy  importante  hacien- 
do triunfar  la  realización  de  esta  esperanza...  pueden  hacerlo,  no  solamente  por  su  re- 
solución de  vigilar  para  que  las  proposiciones  de  la  O.  N.  U.  que  valga  la  pena,  sean 
puestas  en  práctica  en  sus  países;  sino  porque  creemos  que  es  el  método  más  eficaz  de 
cooperación,  el  orar  con  constancia  al  Creador  del  género  humano  para  pedirle  que 
bendiga  a  los  artífices  bien  intencionados  de  la  paz  y  de  la  justicia,  y  que  les  ayude 
a  hacer  eficaces  sus  esfuerzos»  (217). 

Messineo  ve  en  la  Declaración,  en  medio  de  sus  defectos,  un  instru- 
mento prometedor  para  la  ruina  total  del  positivismo  jurídico  y  del 
dogma  de  la  soberanía  absoluta  (218).  Y  no  tenemos  por  qué  decir  que, 
en  la  misma  línea  de  pensamiento,  hay  que  poner  las  directrices  pontifi- 
cias, sobre  todo  de  Pío  XII  (219). 

Solo  que  nuestras  dificultades  parten  de  una  ligera  desconfianza,  bien 
asesorada  por  la  Historia:  y  se  fundan  en  unos  puntos  de  vista  más  con- 
cretos, que  — desde  luego —  no  son  necesariamente  los  mismos  que  aque- 
llos de  que  partía  el  delegado  soviético. 

En  primer  lugar  el  desequilibrio  que  podría  surgir  si,  de  un  modo 
absoluto,  hoy  se  tendiera  al  otro  extremo  del  concepto  absolutista  de  la 
persona  humana,  o  mejor  individualista,  tan  opuesto  a  la  doctrina  cris- 
tiana como  su  contrario,  el  positivista-relativista-historicista.  Ese  concep- 
to, bien  entendido,  no  tiene  por  qué  oponerse  irreductiblemente  al  otro 
concepto  de  «estado»,  si  a  éste  se  le  entiende  igualmente  de  un  modo 
justo. 

El  ilusionado  optimismo,  en  segundo  lugar,  con  que  estamos  queman- 
do etapas  para  llegar  a  un  tipo  de  organismo  supranacional,  a  quien  con- 
sideramos — tan  mecánicamente  como  los  mejores  rusonianos —  como  la 
nueva  panacea  insustituible  de  todos  los  males  políticos  del  mundo  actual. 
Sin  advertir  que  este  organismo  «supranacional»  mal  encajado  y  mal  es- 
tructurado, o  — lo  que  sería  peor —  en  manos  de  esas  fuerzas  soterráneas 
que  manejan  los  hilos  de  la  política  mundial,  podría  convertirse  en  un 
«super  Estado»  en  el  que  quedaría  absorbido  lo  poco  que  resta  de  autén- 
tica civilización  cristiana;  (y  aún  yo  añadiría  cautelosamente:  española). 

La  tercera  y  fundamental  crítica  que  se  ha  hecho  a  la  Declaración  la 
formula  así  el  profesor  Cassim: 

«...todo  documento  internacional,  cuando  se  trata  de  derechos  del 
hombre,  debe  ser  juzgado  según  la  importancia  de  las  reducciones  inme- 
diatas de  la  soberanía  de  los  estados  que  consigue.  Ahora  bien,  la  Decla- 
ración es  un  puro  «manifiesto»  sin  ninguna  reducción  de  soberanía.  No 
tiene  ninguna  autoridad,  ni  siquiera  moral»  (220). 

Y  como  Cassim  todos  los  demás  que  han  comentado  la  Decla- 
mación: Ross  (221),  Vedel  (222),  O'Brien  (223),  Salgado  (224),  Lojendio 


(217)  En  Doc.  calhol.  1949,  p.  413-4. 

(218)  En  A.  C,  1949/3,  p.  504. 

(219)  Cfr.  A.  de  Luna,  en  el  próloao  de  la  o.  c.  de  Ross. 

(220)  En  o.  c,  p.  228. 

(221)  En  o.  c,  p.  117. 

(222)  En  o.  c.,  pp.  74  ss. 

(223)  En  Doc.  catholic.  a.  c,  p.  413. 

(224)  En  Documentos  (San  Sebastián,  1949),  n.  1. 
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(225),  Verdross  (226),  Serení  (227),  Dahm  (228),  comenzando  por  la  ex- 
presa interpretación  de  la  señora  Roosevelt  (229).  Kelsen,  por  ejemplo, 
dice: 

«...  la  Carta  no  impone  a  los  miembros  una  estricta  obligación  de  conceder  a  sus 
sujetos  los  derechos  y  libertades  mencionados  en  el  preámbulo  o  en  el  texto.  La  Carta 
no  concede  a  los  individuos  la  posibilidad  legal  de  apelación  a  un  jurado  internacio- 
nal..., el  art.  34  dice  expresamente  que  únicamente  los  Estados  pueden  ser  partes  ante 
el  Tribunal  Internacional  de  Justicia»  (230). 

Cassim  hace  una  defensa  vigorosa,  en  lo  posible,  de  esta  crítica:  No 
importa  que  la  Declaración  no  tenga  fuerza  alguna  jurídica;  no  por  ello 
deja  de  tener  un  valor  moral  notable  y  un  verdadero  alcance  jurídico,  en 
cuanto  que  reivindica  la  competencia  para  los  órganos  de  la  O.  N.  U., 
por  el  art.  56  de  la  Carta;  es  una  «recomendación»  que  urge  a  los  estados 
miembros;  y  viene  a  aclarar  y  a  dar  fuerza  al  art.  38  del  Tribunal  de  La 
Haya;  finalmente  es  un  instrumento  precioso  de  Jurisprudencia  interna- 
cional (231). 

Un  último  libro  muy  vigilante,  el  del  profesor  Moskowitz,  ha  querido 
poner  en  evidencia  la  raíz  de  todo  el  mal:  el  principio  de  soberanía  estatal 
admitido  por  la  Carta.  De  ese  principio  se  seguía — corrobora  Messineo 
(232) — su  inmediata  consecuencia:  la  no  intervención.  ¿Por  qué — se 
pregunta  Moskowitz  (233) — los  resultados  tan  prontamente  obtenidos 
en  el  plan  internacional  han  sido  insuficientes  y  aun  frustrados?  No  se 
debe  pensar  superficialmente  y  confinarse  a  críticas  particularizadas...  es 
el  principio  de  soberanía  nacional  consagrado  por  la  Carta  en  el  art.  2/7 
(234). 

La  solución  que  ofrece  Moskowitz,  lo  mismo  que  Cassim,  no  está, 
claro  está,  en  que  ese  organismo  adopte  una  posición  «totalitaria»;  sino, 
primero  en  una  ratificación  de  los  mismos  estados,  como  sucede  con  la 
Convención  Europea  de  los  Derechos  del  Hombre  (235);  segundo,  en 
llevar  todo  ésto  a  la  posibilidad  de  una  reclamación  individual  o  de  gru- 
pos humanos  (236);  tercero,  en  la  creación  de  un  tribunal  internacional 
(237). 

Estas  soluciones  a  muchos  internacionalistas  les  parecen  demasiado 
forzadas  y  absolutamente  irrealizables  por  ahora.  Pero  lo  más  grave  está 
en  ciertas  afirmaciones  de  principio  que  hemos  observado  tanto  en  Cassim 
como  en  Moskowitz,  ambos  ilustres  profesores  judíos.  Moskowitz  no  pue- 
de ser  más  explícito: 


(225)  En  ibid,  n.  2.  p.  26. 

(226)  Verdross  A.,  Vólkerrecht  (Wien,  1950,  2.»  ed.),  p.  448. 

(227)  Sereni  A.  P.,  Diritto  Inlernazionale,  II  (Milano,  1958),  p.  271. 

(228)  Dahn  G.,  Vólkerrecht  I  (Stuttgart,  1958),  p.  411  ss. 

(229)  La  señora  Roosevelt  presidió  la  Comisión  definitiva. 

(230)  Cfr.  o.  c,  pp.  33-39-40. 

(231)  En  o.  c,  pp.  412-360-362. 

(232)  Citando  a  Mandelstan,  en  Recueil  des  Cours  de  la  Academie  de  Droit  Internat., 
1931/IV,  p.  172.  Cfr.  a.  c.  de  Mesineo,  1949/3,  p.  498-99. 

(233)  En  o.  c,  p.  VI  del  Foreword  de  R.  Cassim. 

(234)  Cfr.  ibid.,  p.  VI-VII;  158-9. 

(235)  Cfr.  todo  el  cap.  VIII  del  libro. 

(236)  Todo  el  cap.  X. 

(237)  Cfr.  todo  el  cap.  XI. 
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«Human  Freedom  and  Liberty  are  de  fruit  of  struggle  against  the 
authority  of  the  state»  (238). 

Pues  bien,  nosotros  nos  preguntamos  si  no  habremos  con  ello  ya 
llegado  al  más  desconcertante  «individualismo»  que  se  disfraza  con  el 
nombre  de  «persona  humana»  igual  que  el  absolutismo  del  estado  se  dis- 
fraza con  los  nombres  de  «naturaleza»  y  «ley». 

Porque  pensamos  que  tanto  Cassim  como  Moskowitz  parecen  partir 
de  un  concepto  de  persona  y  de  otro  de  estado  que  no  son  los  que  mejor 
responden  a  una  filosofía  equilibrada  del  Derecho  internacional  y  del  De- 
recho en  general.  Y  ésto  sin  hablar  de  ciertas  supuestas  «fobias»  o  «filias» 
que  están  actuando  instintivamente  como  reacción  natural,  pero  extrema, 
a  hechos  todavía  recientes  y  aún  actuales. 

No  se  puede  confundir  un  concepto  de  estado  «absolutista,  despótico 
y  totalitario»  con  ese  otro  que  la  misma  Carta  llama  «democrático».  Es 
aquél  quien  debe  perder,  no  una  «soberanía»  sino  el  abuso  de  ella;  mien- 
tras que  es  claro  que  este  último  no  tiene  por  qué  perder  una  soberanía 
natural  y  justa  cuando  entre  a  formar  parte  de  una  comunidad  interna- 
cional. Lo  que  tiene  que  hacer  únicamente  es  integrarla  y  armonizarla  con 
el  conjunto.  Sin  esa  soberanía  natural  justa  nosotros  creemos  imposible 
la  comunidad  misma  internacional  que  se  busca. 

La  fobia  comprensible  de  ciertos  internacionalistas  contra  la  soberanía 
estatal,  está  descubriendo  una  llaga  mal  cerrada,  causada  por  la  triste  ex- 
periencia de  ciertas  situaciones  modernas,  pero  esto  no  da  razón  para 
condenar  todo  concepto  de  soberanía;  y  mucho  menos  para  oponerlo,  como 
lo  hace  el  profesor  Maskowitz,  de  un  modo  tan  radical  e  irreductible, 
a  los  derechos  de  la  persona  humana,  que  se  suponen  guardados  infali- 
blemente en  la  Comunidad  Internacional. 

Nosotros  pensamos  que  un  justo  equilibrio  puede  establecerse  en  el 
que,  como  dice  la  misma  Declaración,  «el  individuo  encuentre  en  la  comu- 
nidad el  libre  y  pleno  desarrollo  de  su  personalidad».  Exactamente  lo 
mismo  debe  suceder  entre  el  Estado  y  el  «futuro  organismo  internacional», 
de  tal  forma  debe  ser  aquél  integrado  en  éste,  que  se  le  asegure  precisa- 
mente el  desarrollo  íntegro  y  perfecto  de  su  personalidad  jurídica. 

Es  claro  que,  por  lo  demás,  el  concepto  de  soberanía  del  Estado  no 
es  necesariamente  absoluto.  La  soberanía  de  los  estados  definida  muy  pre- 
cisamente por  Bodin,  como  «summa  potestas»  sobre  los  ciudadanos  y  súb- 
ditos,  también  la  sometió  a  Derecho  Divino,  al  Natural  y  al  «jus  gentium». 
Con  ellos  nos  hallamos  siempre  con  un  concepto  de  «soberanía»  solo  re- 
lativamente absoluto.  Pero  esta  relatividad  — todo  lo  mínima  que  se 
quiera —  es  tan  necesaria  que  es  precisamente  el  presupuesto  jurídico  para 
que  exista  el  Derecho  Internacional.  (239). 

Por  eso  decía  Pío  XII: 

«Al  ser  inserto  un  Estado  «soberano»  en  este  ordenamiento  de  Derecho  Interna- 
cional, lo  es  al  mismo  tiempo  en  el  ordenamiento  del  Derecho  Natural  que  a  todo 

(238)  En  o.  c.  p.  159. 

(239)  Así  Verdróss,  o.  c,  pp.  7  ss. 
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sostiene  y  corona.  Por  eso  no  pierde  una  soberanía  verdadera,  que  por  lo  demás  nunca 
pudo  ser  absoluta,  ya  que  la  soberanía  no  es  la  divinización  o  la  omnipotencia  del  Es- 
tado, al  modo  de  Hegel,  o  de  un  positivismo  jurídico  absoluto»  (240). 

Por  estas  razones,  tal  vez,  la  Carta  y  la  Declaración  — y  como  vamos 
a  ver,  también  el  proyecto  de  la  Comisión  de  los  Derechos  del  Hombre — , 
en  este  punto  gravísimo,  y  a  pesar  de  las  deficiencias  señaladas,  es  evi- 
dente que  no  han  querido  proceder  tan  aprisa  como  ciertos  aventureros  del 
Derecho  internacional  hubieran  deseado.  Ahí  están  el  art.  2/7  de  la  Carta 
y  el  art.  29  de  la  Declaración,  manifestando  una  prudencia  política  que 
parece  haber  desconocido,  un  poco  siquiera,  el  sesudo  Consejo  de  Europa. 


LOS  TRABAJOS  DE  LA  SUBCOMISIÓN  DE  LA  LUCHA  CONTRA  LAS 
MEDIDAS  DISCRIMINATORIAS  Y  PROTECCIÓN  DE  MINORÍAS. 

Según  la  resolución  antes  citada  de  la  Asamblea  General  de  París 
1948,  la  Declaración  debía  constar  de  un  instrumento  jurídico  que  permi- 
tiera al  individuo  una  instancia  internacional.  Pero,  poco  preocupado  de 
favorecer  ese  proyecto  que  prácticamente  habría  de  ser  contraproducente, 
los  EE.  UU.  anunciaron  que  nunca  ratificarían  los  pactos  previstos  y  en 
parte  ya  elaborados;  con  lo  que  el  proyecto  se  aplazaba  sine  die. 

El  trabajo,  sin  embargo,  de  la  Comisión  de  los  D.  del  H.  ha  conti- 
nuado y  se  encuentra  en  una  fase  interesante.  Esta  encarga  a  la  Sub- 
comisión de  la  Lucha...,  en  su  sesión  quinta  de  1953  (241),  de  emprender 
un  estudio.  En  1956  se  procede  a  ello  y  se  nombra  un  relator  especial,  a 
M.  Arcot  Krishnaswami  (242).  Para  ello  el  relator  reúne,  analiza  y  veri- 
fica las  informaciones  que  proceden  de  los  estados  miembros,  institucio- 
nes especializadas,  Secretario  General  de  la  O.  N.  U.,  de  las  organizacio- 
nes consultivas  que  pertenecen  a  la  O.  N.  U.,  y  aun  de  los  eruditos  en  la 
materia.  Después  de  muchos  preparativos  se  presenta  la  relación  definitiva 
a  la  Subcomisión  en  su  sesión  duodécima,  de  1960  (243).  Esta  relación 
tiene  ya  en  cuenta  todos  los  proyectos  anteriores  revisados  en  los  debates 
de  la  Comisión  y  de  la  Subcomisión  (244).  Y  ha  sido  muy  elogiado  por 
ambas,  aunque  ha  debido  aceptar  muchas  sugestiones  y  cambios,  que  han 
sido  incorporados  al  texto  publicado  (245).  Principalmente  hay  que  tener 
en  cuenta  la  serie  de  proyectos  de  principios  elaborados  por  la  Sub- 
comisión, y  transmitidos  a  la  Comisión  (246).  Finalmente  la  Comisión 


(240)  En  su  discurso  «Ci  riesce...»  A.  A.  S.  45  (1953),  795-6. 

(241)  Para  seguir  los  trabajos  de  la  subcomisión  nos  valemos  de  los  publicaciones  oficia- 
les de  la  Ó.  N.  Ü.  sobre  todo  lo  referente  al  Consejo  Económico  y  Social,  que  citaremos 
por  las  signaturas  especiales  empleadas  por  esas  publicaciones,  que  constan  de  letras  ma- 
yúsculas y  de  cifras.  Como  documento  imprescindible  citaremos:  A  rcot  Krishnaswami  (  =  K.), 
Rapporteur  special  de  la  Sous-commision  de  la  lutte  contre  les  mesures  discriminatoires  et 
de  la  protcction  des  minoritcs  (Nations  Unies,  New  York,  1960).  Cote:  E/CN.  4/Sub.  2/. 
200/Rev.  1.  Número  de  catalogue:  60.XIV.2).  Como  comentario  de  criterio  católico  puede 
verse:  «Les  Nations  Unies  et  la  liberté  religieuse».  En  Information  Cathol.  Internat.  15-10-1960, 
pp.  15  a  26.  Cfr.  también:  «Le  Discriminazioni  religiose  alie  Nazioni  Unite».  Osservatore 
Rom.,  16  marzo  1960.  Aunque  sin  firma,  ambos  trabajos  presentan  idénticos  criterios  y 
parecen  del  mismo  autor. 

(242)  Ya  en  1955,  la  Subcomisión  había  examinado  una  relación  preliminar  de  M.  Ph. 
Hajpern  (U.  S.  A.),  pero  estaba  ocupada  entonces  con  el  estudio  similar  sobre  la  enseñanza. 

(743)   Cfr.  las  varias  etapas  en  el  estudio  K.,  pp.  79  ss. 

(244)  El  Rapport  definitivo  tiene  como  signatura:  (E/CN.  4/Sub.  2/200). 

(245)  Cfr.  estudio  K.,  pp.  83-4. 

(246)  Cfr.  el  texto  en  estudio  K.,  pp.  76  ss.  Anexe  I. 
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ruega  al  Secretario  General  que  comunique  a  los  Gobiernos  el  texto  del 
proyecto  de  principios,  preparado  por  la  Subcomisión,  para  que,  a  más 
tardar,  el  31  de  octubre  de  1960,  puedan  comunicar  sus  observaciones 
sobre  fondo  y  forma  (247).  La  Asamblea  General  además  se  ocupa  actual- 
mente de  un  proyecto  de  Pacto  sobre  derechos  civiles  y  políticos  (248). 

Es,  por  lo  tanto,  conveniente  que,  para  una  inteligencia  exacta  del 
estado  de  la  cuestión,  distingamos  tres  series  de  documentos  de  diversas 
comisiones  de  la  O.  N.  U.  que  tratan  de  la  libertad  religiosa. 

1.  El  estudio  Krishnaswami,  cuya  autoridad  es  puramente  perso- 
nal (249). 

2.  El  proyecto  de  Principios  de  la  Subcomisión;  que  es  un  puro 
«proyecto». 

3.  El  Proyecto  de  Pacto  de  la  Asamblea;  que  es  igualmente  un  pro- 
yecto. 

Destaquemos  de  cada  uno  de  estos  documentos  lo  que  creemos  esen- 
cial para  nuestro  tema.  Primero  del  estudio  K. 

Distinguiendo  con  cuidado  entre  libertad  de  «mantener»  o  cambiar 
de  religión  o  «convicción»  y  de  «manifestar»,  se  dan  una  serie  de  «reglas 
fundamentales»  para  proteger  ampliamente  todos  los  derechos  de  la  liber- 
tad religiosa  (250).  Sin  embargo,  se  preocupa  igualmente  de  reconocer  la 
posibilidad  de  limitaciones  que  impone  «las  exigencias  de  la  moral,  el 
orden  público,  el  bienestar  general  en  una  sociedad  democrática»  (251). 

El  proyecto  de  Principios  de  la  Subcomisión  ha  suavizado  la  expre- 
sión de  «reglas»  por  el  de  «principios»,  con  lo  que  se  da  un  carácter  más 
general  y  vago  a  la  terminología,  pero  esencialmente  se  puede  decir  que 
conserva  el  tenor  de  las  Reglas  del  estudio  K. 

Traslademos  aquí  entero,  por  su  importancia,  el  art.  18  del  Proyecto 
de  Pacto  de  la  Asamblea: 


(247)  Ibid.,  p.  84,  n.  15. 

(248)  Cfr.  texto  en  estudio  K.,  pp.  72  ss.  Escrito  lo  que  procede,  sabemos  que  la  Comi- 
sión, en  su  reunión  de  marzo  1962,  ha  empezado  a  discutir  el  Proyecto  Krishnaswami,  ha- 
ciéndole preceder  de  un  Preámbulo,  en  el  que  se  distingue  ya  la  «religión»,  de  un  simple 
modo  de  opinar. 

(249)  Cfr.,  p.  IX:  «II  assume  totefois  l'entiére  responsabilité  de  l'ouvrage,  et,  en  par- 
ticulier  si  certains  points  n'ont  pas  été  mis  suffisamment  en  relief.» 

(250)  Las  «Regles  fondamentales»  se  dividen  en  tres  apartados: 

I.    Liberté  de  mantenir  ou  de  changer  sa  religión  ou  sa  conviction. 

1.  Toute  personne  doit  étre  livre  d'adhérer  ou  de  ne  pas  adhéres  une  religión  ou 
conviction,  conformement  a  se  qui  exige  sa  conscience. 

2.  (La  educación  religiosa  de  ios  hijos  corresponde  a  los  padres...). 

3.  Nul  ne  doit  étre  soumis  a  une  contrainte  ou  a  des  incitations  injustes  de  nature 
a  porter  attente  a  la  liberté  de  maintenir  ou  de  changer  sa  religión  ou  sa  conviction. 

II.  Liberté  de  manifester  sa  religión  ou  sa  conviction  (En  las  catorce  reglas  que  si- 
guen se  garantizan  todas  las  manifestaciones  de  la  religión  o  convicción  posibles.) 

III.  Devoirs  des  pouvoirs  publics  (la  regla  16  en  diversos  párrafos  no  hace  más  que 
insistir  a  los  Gobiernos  para  que  se  mezclen  lo  menos  posible  en  asuntos  religiosos.)  Co- 
piamos solamente  el  párrafo  4/b: 

(251)  b)  La  liberté  de  manifester  sa  religión  ou  sa  conviction,  individuellement  ou  en 
commun,  et  tan  en  public  qu'en  privé  doit  etre  assurée  a  toute  personne  aussi  largement 
que  possible.  Toute  limitation  apportée  a  cette  liberté  doit  étre  exceptionelle,  doit  étre 
prescrite  para  la  Loi  exclusivemente  en  vue  d'assurer  la  reconnaisance  et  le  respec  des 
droits  et  libertes  d'autrui  et  afin  de  satisfaire  aux  justes  exigences  de  la  morale,  de  l'ordre 
public  et  du  bien-étre  general  dans  une  societé  democratique,  et  ne  doit  pas  s'exercer  d'une 
tacón  contraire  aux  buts  et  aux  principes  des  Nations  Unies  (Estudio  K.,  p.  71). 
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1.  Toda  persona  tiene  derecho  a  la  libertad  de  pensamiento,  de  con- 
ciencia y  de  religión;  este  derecho  implica  la  libertad  de  mantener 
o  de  cambiar  su  religión  o  su  convicción,  lo  mismo  que  la  liber- 
tad de  manifestar  su  religión  o  convicción,  individualmente  o  en 
común,  tanto  en  público  como  en  privado,  por  el  culto,  los  ritos, 
las  prácticas  y  la  enseñanza. 

2.  Nadie  sufrirá  violencia  que  atente  a  su  libertad  de  mantener  o  de 
cambiar  su  religión  o  su  convicción. 

3.  La  libertad  de  manifestar  su  religión  o  sus  convicciones  no  puede 
ser  objeto  más  que  de  restricciones  previstas  por  la  ley  y  que  son 
necesarias  a  la  protección  de  la  seguridad  del  orden  y  de  la  salud 
pública,  o  de  la  moral  y  libertades  y  derechos  fundamentales 
ajenos. 

Una  crítica,  absolutamente  tal,  exigiría  antes  un  estudio  comparativo 
de  las  tres  series  de  documentos  citados.  Este  estudio  llegaría  ciertamente 
a  la  conclusión  de  que,  entre  los  tres,  existen  importantes  diferencias  no 
solo  de  forma  sino  de  fondo. 

Hay  algo,  sin  embargo,  en  lo  que  convienen:  es  la  dirección  bien  mar- 
cada hacia  una  defensa  fuerte  de  los  derechos  del  individuo  frente  al  es- 
tado, ya  que  es  tradicional  en  todos  los  instrumentos  jurídicos  que  de  una 
manera  u  otra  emanan  de  la  O.  N.  U.  Por  eso  creemos  que  es  hacerles 
justicia  si  los  incluímos  en  una  crítica  general  que,  sin  descender  a  detalles, 
se  fije  en  ciertos  principios  de  fondo. 

«Aunque  modificada  por  la  Subcomisión,  en  el  conjunto  los  principios  proceden 
del  espíritu  que  presidió  la  elaboración  de  las  Reglas  por  M.  K.  No  nos  admiremos, 
pues,  de  que  en  este  dossier  hagamos  un  solo  bloque  de  las  ideas  del  redactor  y  las  de 
la  Subcomisión.  Una  información  es  interesante:  aunque  la  Subcomisión  cuente  algún 
que  otro  cristiano  en  su  seno,  no  tiene  entre  sus  miembros  ninguno  altamente  cuali- 
ficativo  en  materia  de  libertades  religiosas  vistas  desde  el  punto  de  vista  de  los  cre- 
yentes. Carencia  que  explica  muchas  lagunas»  (252). 

Es  claro,  ante  todo,  el  principio  de  que  se  parte:  el  siempre  renovado 
mito  de  los  derechos  del  hombre  que  hoy  viven  las  democracias  con  una 
euforia  sin  rival. 

«...  En  teoría,  las  libertades  individuales  jamás  conocieron  la  suerte  que  hoy  les 
toca.  Pero,  en  desquite,  la  realidad  señala  a  este  propósito  equívocos  trágicos.  Pasa 
lo  mismo  que  con  el  régimen  político,  el  más  propio  para  garantizar  la  democracia,  na- 
die osará  poner  en  duda  su  legitimidad.  Que  se  le  viole,  que  se  le  desprecie  o  que 
se  le  ignore,  es  necesario  disfrazar  la  acción  y  aceptar  que  no  se  restringen  las  liberta- 
des sino  para  mejor  asegurarlas»  (253). 

En  la  creación  del  «mito»  esta  vez  no  ha  hecho  falta  «Dios»:  ni  la 
Carta,  ni  la  Declaración,  ni  el  Proyecto,  ni  el  trabajo  de  la  Subcomisión, 
ni  el  estudio  de  Mr.  K.  lo  mencionan  para  nada  (254).  Es  claro  que,  fal- 

(251  bis)   Cfr.  estudio  K.,  p.  72. 

(252)  Así,  a.  c,  de  informal.  Cathol.  Iníernat.,  p.  18. 

(253)  Ibid.,  p.  15. 

(254)  Adviértase  el  caso  lastimoso  de  la  Constitución  portuguesa  en  la  que  en  ultima 
instancia  no  fue  incluido  el  nombre  de  Dios. 
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tando  el  primer  fundamento  de  todo  derecho,  no  será  posible  una  recta 
formulación  de  «derechos  humanos»: 

Una  de  las  respuestas  católicas  a  la  encuesta  hablaba  de  esa  funda- 
mental discriminación  que  se  estaba  llevando  a  cabo:  la  discriminación 
sobre  el  hecho  religioso  mismo;  se  trata  precisamente  de  una  discrimina- 
ción religiosa  por  no  querer  el  hecho  mismo  del  carácter  religioso  de  la 
religión  (255). 

El  «Osservatore»  mismo  advertía  que  lo  extraño  estaba  en  que,  a 
pesar  de  la  buena  voluntad  del  texto  en  favorecer  la  libertad  religiosa,  y 
advertir  a  los  Gobiernos  que  se  ingirieran  cada  vez  menos  en  ello,  la  mis- 
ma libertad  religiosa  no  ha  sido  definida. 

«Y  es  que  parece  que  a  los  ojos  del  relator,  lo  mismo  que  a  los  de  la  Subcomisión, 
la  libertad  religiosa  no  sea  más  que  un  caso  de  la  libertad  de  opinión  individual,  con 
los  mismos  derechos  a  ser  respetada,  pero  capaz  de  la  misma  finura  y  flexibilidad  en 
el  adaptar  las  propias  manifestaciones  exteriores  a  las  exigencias  de  la  colectividad 
nacional,  representada  por  los  Gobiernos.  Y  así,  el  nombre  de  Dios,  centro  de  toda 
verdadera  religión,  apenas  ha  sonado  en  los  debates»  (256). 

Hay  más  — objeta  la  Federación  Femenina  Católica  (257) —  porque 
no  solo  no  se  define  el  concepto  de  religión  como  una  realidad  trascen- 
dental, sino  que  se  confunde  «religión»  y  «belief»  (=  religión,  agnosti- 
cismo, racionalismo,  ateísmo,  etc.).  Esto  repercute  luego  en  su  manifes- 
tación «social»:  Esta  puede  ser  simplemente  toda  manifestación  pública. 

Además,  las  relaciones  de  Religión  y  Estado  se  presenta  como  de  ab- 
soluta separación;  una  dicotomía  que  no  responde  a  ningún  deseo,  ya  que 
hoy  se  propone  por  muchos  la  separación  de  la  «Iglesia-Estado»,  pero  no  de 
«Religión-Estado»  (258). 

Que  nuestras  críticas  no  tienen  nada  de  exagerado,  nos  lo  dice  hasta 
la  evidencia  la  siguiente  nota  del  estudio  K. 

«Le  mot  «religión»  étant  difficile  a  definir,  l'expressión  «religión  ou  conviction» 
esí  employée  dans  la  présente  étude  et  comprend,  outre  les  diverses  croyances  reli- 
gieuses,  d'autres  convictions  comme  V agnosticisme ,  la  libre  pensée,  l'athéisme  et  le  ra- 
tionalisme»  (259). 


(255)  Ibid.,  p.  25. 

(256)  En  art.  cit. 

(257)  Signatura  E/CN.  4/Sub.  2/NG0/13.  Study  of  discrimination  in  the  matter  of  re- 
ligious  rights  and  practices.  Statement  submitted  by  the  International  Catholic  Child  Bu- 
reau,  Pax  Romana,  World  Federation  of  Catholic  Young  VVomen  and  Girls.  (Todas  organi- 
zaciones católicas  no  gubernamentales  en  la  categoría  B-consultivas.) 

(258)  Las  siguientes  fórmulas  van  a  ser  propuestas  tal  vez  a  las  Naciones  Unidas,  por  otras 
organizaciones  católicas : 

1.  La  liberté  religieuse  doit  garantir  aux  individus  la  practique  intégrale  de  leur  reli- 
gión, entendue  comme  le  principe  fondamental  de  leur  destinée  propre,  ainsi  que  comme 
le  premiére  de  leur  jugement  et  de  leurs  actions. 

2.  La  religión  revet  un  caractere  social  et  la  liberté  religieuse  s'applique  également 
a  la  societé  religieuse  come  telle. 

A  estas  fórmulas  nosotros  nos  permitimos  anotar  lo  siguiente:  El  n.  1  no  define  su- 
ficientemente el  carácter  esencial  de  la  religión,  que  consiste  en  una  relación  trascendental 
a  un  Ser  Supremo;  la  fórmula  propuesta  podría  acomodarse  muy  bien  al  ateísmo  y  al  ag- 
nosticismo. El  n.  2  no  destaca  suficientemente  que  lo  «social»  no  es  a  lo  «religioso»  algo 
adventicio  sino  esencial  y  fundado  en  la  misma  naturaleza  de  la  «humano».  Nosotros  pro- 
pondríamos la  siguiente  formulación: 

1.  La  libertad  religiosa  debe  garatizar  a  la  persona  la  fe  y  la  práctica  de  su  religión, 
entendida  ésta  como  una  relación  del  hombre  al  Ser  Supremo. 

2.  Esa  relación  constituye  al  hombre,  tanto  individualmente  considerado  como  social- 
mente. 

(259)  Estudio  K.,  p.  1,  en  nota. 
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Una  segunda  crítica  fundamental  de  todos  estos  documentos  es  que 
olvidan  el  hecho  religioso  en  su  esencial  dimensión  social,  preocupándose 
únicamente  de  la  libertad  religiosa  del  individuo  en  cuanto  tal: 

«El  hecho  religioso — dice  Trotabas  (260) — no  plantea  simplemente  un  problema 
de  creencias  y  de  fe,  que  puede  resolverse  muy  fácilmente  en  el  cuadro  de  las  ciencias 
políticas  a  título  de  libertades  individuales;  casi  siempre  implica  la  pertenencia  a  una 
iglesia;  y  esto  hace  aparecer  para  ciertas  confesiones,  y  especialmente  para  la  catoli- 
cidad, un  poder  distinto  del  del  Estado,  más  o  menos  sustraído  por  su  carácter  intem- 
poral a  las  fronteras  y  a  los  ataques  de  las  soberanías  nacionales.» 

Pero  claro  está  — explicaba  el  autor  del  dossier  de  «Informations» 
(261) —  si  la  religión  no  es  más  que  una  forma  de  libertad  de  opinión,  es 
imposible  pedir  al  Estado  que  se  declare  «religioso»  y  menos  todavía  que 
establezca  una  colaboración  colectiva  con  la  religión.  Pero  si  la  religión 
es  lo  que  es,  la  relación  entre  la  criatura  y  el  Creador,  que  todo  lo  abarca, 
a  priori  nada  se  opondrá  a  que  el  estado  se  proclame  religioso,  y  a  que  la 
Comunidad  haga  pasar  a  sus  actos  públicos  su  convicción.  La  O.  N.  U. 
misma  no  está  completamente  fuera  de  esta  idea:  ella  ha  admitido  que 
cada  sesión  comenzará  por  un  momento  de  recogimiento,  cuya  signifi- 
cación religiosa  no  es  dudosa  para  el  pensamiento  de  sus  promotores.  Es 
poco,  pero  es  algo.  M.  Khrouchtchev  ha  tenido  que  plegarse. 

Si,  pues,  a  la  religión  se  la  entiende  al  modo  clásico  liberal:  («asunto 
privado  de  conciencia»)  es  clara  la  afirmación  del  estudio  K:  lo  que  resta 
de  las  actuales  uniones  entre  religión  y  estado  son  puras  pervivencias  del 
pasado,  por  sí  sola  deben  ir  desapareciendo  (262). 

Supuesto  este  «historicismo»  relativista,  muchas  otras  conclusiones  se 
siguen: 

1.  La  religión  es  una  vaga  forma  de  fraternidad  universal  que  ter- 
mina en  las  superfetaciones  jurídicorituales  (263). 

2.  La  libertad  religiosa  se  define  por  la  libertad  exterior  de  práctica 
de  esos  ritos.  (264). 

3.  La  separación  radical  de  la  religión  y  del  estado  es  presentada 
como  el  ideal  a  que  se  debe  aspirar  para  evitar  todos  los  conflic- 
tos actuales  sobre  libertad  religiosa  (265). 

He  ahí,  pues,  unos  cuantos  puntos  críticos  fundamentales  que,  sin 
embargo,  no  quitan  a  esos  documentos  una  cierta  buena  voluntad  de  lle- 
gar a  la  solución  del  problema  complejo  de  la  libertad  religiosa. 

No  es  fácil  prever  en  qué  sentido  finalmente  serán  aceptados  por  la 
Asamblea  General;  y  todas  nuestras  previsiones  son  inútiles.  Lo  que  sí 
es  necesario  es  tener  muy  en  cuenta  que,  aun  aceptados  como  «declara- 
ción de  principios»,  tendrán  una  influencia  considerable;  primero  para 


(260)  Cit.  por  Informen.  Cathol.  Intem.,  p.  20. 

(261)  Ibid.,  p.  20. 

(262)  Cfr.  estudio  K.,  sobre  todo  cap.  IV. 

(263)  Cfr.,  ibid.,  pp.  1  ss. 

(264)  Cfr.  crítica  de  Inform.  Cathol.  Intem.,  p.  19. 

(265)  Cfr.  estudio  K.,  pp.  52-53.  Cfr.  Crítica  de  Infonn.  Cat.  Inter.,  p.  22. 
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imponerse  moralmente  como  una  especie  de  «ética  internacional»;  y  se- 
gundo como  criterios  decisivos  para  las  Constituciones  de  los  nuevos  es- 
tados que  surgen  del  colonialismo  o  imperialismo  en  decadencia  (266). 

Si  ahora  nos  preguntamos  finalmente  sobre  la  posición  que  España 
puede  adoptar,  con  sinceridad,  «sin  mala  conciencia  internacional».  Y  sin 
reticencias  ante  la  posibilidad  de  que  los  citados  proyectos  pasaran  a  ins- 
trumentos de  jurisprudencia  internacionales,  he  aquí  lo  que  pensamos 
desde  un  punto  de  vista  estrictamente  personal. 

España,  por  medio  de  sus  representantes  acreditados,  en  quienes  el 
pueblo  español  ha  depositado  su  confianza  y  a  quienes  puede  algún  día 
pedir  responsabilidades,  tendría  que  formular  graves  reservas  de  «prin- 
cipio». A  ello  le  obligan  el  carácter  social,  religiosocatólico  del  Estado 
español.  Debería  urgirse  una  definición  suficientemente  clara  de  la  religión 
como  algo  esencial  a  la  persona  humana,  tanto  individual  como  social- 
mente  considerada,  entendida  como  una  relación  humana  característica  de 
trascendencia  al  Ser  Supremo  que  toda  la  fenomenología  religiosa  llama 
«Dios».  Ya  solo  este  primer  punto  de  partida  colocaría  el  problema  con- 
secuente de  una  ética  religiosa  en  su  verdadera  luz;  y  ciertos  artículos 
— como  los  referentes  a  la  moral  conyugal  por  un  lado  y  a  las  relaciones 
sociales  entre  el  individuo  y  su  comunidad-iglesia,  por  otro —  quedarían 
justificados. 

Los  citados  Documentos  son  bastante  explícitos  y  exactos  sobre  la  for- 
mulación del  principio  limitativo  de  la  libertad  religiosa  en  relación  con 
el  Bien  Objetivo  de  la  Comunidad;  en  este  punto  pensamos  que  apenas 
habría  que  insistir  porque  forma  ya  una  tradición  continuada  desde  la 
Carta  hasta  el  actual  Proyecto  de  Pacto,  relativo  a  los  derechos  civiles  y 
políticos.  En  particular,  la  tercera  parte  del  Proyecto  de  principios  elabo- 
rado por  la  Subcomisión,  nos  parece  que  alcanza  una  perfección  difícil- 
mente superable. 

Por  lo  demás  «España»  ha  tenido  que  explicarse  ya  en  diferentes  oca- 
siones sobre  estos  puntos  de  un  modo  oficial. 

«El  relator  especial  ha  preparado,  para  cada  Estado  miembro  de  la  O.  N.  U...., 
un  proyecto  de  resumen  de  las  informaciones  disponibles  que  ha  comunicado  a  los 
Gobiernos  interesados,  a  fin  de  que  presenten  sus  observaciones  y  suministren  infor- 
maciones complementarias.  Sobre  la  base  de  las  observaciones  y  de  las  informaciones  re- 
cibidas, el  relator  especial  ha  preparado  monografías  definitivas  por  país,  que  han  sido 
distribuidas  a  los  miembros  de  la  Subcomisión,  bajo  forma  de  «documentos  de  traba- 
jo» y  que  han  sido  comunicadas  a  todas  las  personas  u  organismos  interesados  que 
lo  han  pedido.  Conforme  a  la  decisión  adoptada  por  el  Consejo  Económico  y  Social 
en  su  resolución  664  (XXIV),  las  monografías  por  países,  utilizadas  para  preparar  los 
estudios  de  esta  serie,  no  han  sido  publicadas  en  tanto  que  documentos  oficiales»  (267). 

Estas  monografías,  entre  ellas  la  de  España,  resumen  las  informacio- 
nes recibidas,  disponibles  hasta  el  14  de  octubre  de  1959  (268).  Más 
tarde,  como  sabemos  ya,  el  Proyecto  de  principios  es  igualmente  comuni- 


(266)  Cfr.  Osservatore  Rom.,  a.  c;  y  Inform.  Cat.  Inter.,  p.  16. 

(267)  Estudio  K.,  pp.  81-82. 

(268)  Ibid.,  p.  82,  num.  7. 
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cado  a  los  Gobiernos,  para  que  hasta  el  31  de  octubre  de  1960  formulen 
sus  reservas  e  informaciones  (269). 

Los  Estados,  efectivamente,  fueron  respondiendo. 

Puede  imaginarse  que  ciertos  Gobiernos,  acusados  tradicionalmente 
de  discriminación  a  causa  de  su  profesión  católica  no  iban  a  ser  menos 
en  el  curso  de  la  encuesta.  En  general,  con  todo,  la  moderación  ha  pre- 
valecido. Esta  moderación  atestigua  tal  vez  la  indiferencia  de  órganos 
más  oficiales  que  las  organizaciones  no  gubernamentales  que,  en  esta  en- 
cuesta, como  en  tantas  otras,  son  las  únicas  representantes  de  la  opinión. 
Algunos  no  fueron  poco  sorprendidos  al  oír  a  un  miembro  de  la  Sub- 
comisión, que  se  confesó  francamente  masón  en  el  curso  de  los  debates, 
atribuir  a  la  influencia  española  en  América  del  Sur,  el  grande  espíritu  de 
tolerancia  en  el  que  habían  sido  abordadas  las  cuestiones  relativas  a  la 
libertad  religiosa»  (270). 

En  el  momento  de  redactar  estas  líneas  no  hemos  podido  disponer  de 
las  monografías  por  países,  dado  su  carácter  reservado,  pero  he  aquí  las 
informaciones  que  nos  proporcionan  el  dossier  suficientemente  completo 
de  «Informations  Catholiques  Internationales»: 

El  Gobierno  portugués,  interrogado  sobre  ciertas  observaciones  referentes  a  las  di- 
ficultades encontradas  por  las  misiones  protestantes  en  sus  colonias,  hace  notar  que,  por 
una  parte,  quejas  de  esta  naturaleza  no  han  llegado  jamás  oficialmente  al  Gobierno;  y 
que  por  otra,  el  número  de  estas  misiones  es  extremadamente  restringido.  Parece  que 
es  el  Gobierno  italiano  a  quien  se  ha  procurado  poner  en  apuro.  Aquí  también  apenas 
hay  quejas  de  organizaciones  no  gubernamentales,  en  cambio  muchas  citaciones  de 
autores,  especialmente  de  la  obra  de  Leo  Pfeffer,  «Church,  State  and  Freedom».  Sin 
duda  las  respuestas  del  Gobierno  son  citadas  en  abundancia,  pero  un  párrafo  de  la 
monografía  referente  a  Italia,  debido  todo  entero  al  relator,  va  más  allá  que  casi  todo 
lo  que  se  lee  en  las  otras  monografías: 

«Conviene  mencionar  que,  según  ciertos  comentadores  de  la  Constitución,  muchas 
disposiciones  de  los  acuerdos  de  Letrán  estarían  en  cierta  oposición,  y  hasta  en  conflicto 
con  los  principios  de  igualdad  de  las  confesiones  denunciadas  en  los  artículos  3  y  8  de 
la  Constitución»  (271). 

El  Gobierno  de  Méjico  responde,  por  ejemplo,  que  todo  es  coherente 
con  el  principio  de  tolerancia  más  absoluto,  si  se  excluye  un  texto  de  la 
Constitución  del  Yucatán  que  disuade  de  enseñar  doctrinas  sobre  la  re- 
compensa y  castigo  en  el  otro  mundo.  El  Gobierno  suizo,  por  su  parte, 
ha  podido  comunicar  que  los  artículos  constitucionales  discriminatorios 
«tienen  por  objeto  el  asegurar  la  paz  religiosa»  (272).  Y  si  esto  ha  podido 
responder  Suiza,  los  Estados  comunistas  han  podido  responder  poco  más 
o  menos  lo  mismo. 


«Nadie  se  presenta  hoy  abiertamente  contra  el  dogma  de  las  libertades  individua- 
les. Los  Gobiernos,  en  sus  respuestas  a  la  encuesta,  lo  manifiestan  unánimenmente.  Tó- 
mense las  respuestas  de  los  Estados  comunistas  o  de  los  Estados  que  tienen  relaciones 


(269)  Ibid.,  p.  84,  núm.  15. 

(270)  Así,  Inform.  Cat.  Inter.,  p.  17. 

(271)  Ibid.,  p.  17. 

(272)  Adviértase  que  el  art.  50  de  la  Constitución  Federal  prohibe  erigir  nuevos  obispa- 
dos; el  art.  51  está  dirigido  expresamente  contra  la  Compañía  de  Jesús  y  sus  asociacio- 
nes, y  el  art.  52  prohibe  la  fundación  de  nuevas  Ordenes  Religiosas  y  de  restablecer  las 
suprimidas. 
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oficiales  con  la  Iglesia  católica,  o  que  reconocen  una  Iglesia  establecida,  las  de  los  Es- 
tados islámicos  o  las  de  los  Estados  de  constitución  deliberadamente  laica:  todos  dan 
el  mismo  son:  la  evolución  de  sus  derechos  ha  sido  en  el  sentido  de  la  tolerancia,  la 
más  completa;  ni  uno  siquiera  concede  que  le  quede  algo  que  recorrer.  El  relator  se 
esfuerza  de  dar  crédito  a  estas  aserciones,  y  reproduce  conscientemente  un  resumen 
de  la  evolución  de  Rusia  hacia  la  tolerancia,  la  más  completa  desde  la  abolición  del 
régimen  zarista.  El  Gobierno  búlgaro  afirma  igualmente  en  su  respuesta  que,  hasta  el 
9  de  septiembre  de  1944  (fecha  de  llegada  de  las  tropas  soviéticas  a  Bulgaria...)  no  exis- 
tía una  real  libertad  de  conciencia;  la  constitución  actual  garantiza  plenamente  esta 
libertad;  y  lo  mismo  responden  los  restantes  Estados  comunistas»  (273). 


ANTE  EL  CONSEJO  DE  EUROPA 

España  no  pertenece  todavía  al  Consejo  de  Europa.  Y  sin  embargo, 
y  precisamente  por  motivos  religiosos,  ha  sido  interpelada  varias  veces 
ante  su  Asamblea  Consultiva. 

La  primera  se  produce  en  la  sexta  sesión  ordinaria,  en  mayo  de  1954. 
El  representante  de  los  Países  Bajos,  M.  Schmall,  dice,  entre  otras  cosas: 
«...omito  toda  consideración  de  orden  político  o  militar  que  podría,  pron- 
to o  tarde,  justificar  la  afiliación  de  España  al  C.  E.;  inútil  decir  que,  a 
este  fin,  España  debería  responder  también,  ante  todo,  a  las  exigencias  a 
las  cuales  debe  conformarse  todo  país  deseoso  de  hacerse  representar  en 
este  hemiciclo.  Por  el  momento,  señor  presidente,  querría  simplemente 
señalar  la  multitud  de  vejaciones  a  las  cuales  se  hallan  expuestos  en  Es- 
paña los  cristianos  de  confesión  protestante.  Caveant  cónsules.  Que  todos 
los  que  forman  esta  Asamblea,  y  sobre  todo  los  creyentes  protestantes, 
estén  atentos  a  los  obstáculos  que  se  ponen  allí  a  la  libre  manifestación 
de  las  convicciones  religiosas»  (274). 

Nuestros  lectores  ya  saben  a  qué  atenerse  sobre  estas  supuestas  «ve- 
jaciones». Pero  no  dejarán  al  mismo  tiempo  de  admirarse  de  que  el  señor 
Schmall  prohiba  a  España  la  entrada  en  un  organismo  que  España  nunca 
ha  solicitado. 

La  segunda  interpelación  contra  España  la  realiza  el  mismo  doctor 
Schmall,  dos  años  después  y  por  los  mismos  motivos. 

Entre  otras  cosas  dijo:  «...  bien  que  no  afiliada  al  C.  E.,  España  pertenece  a  la 
gran  familia  occidental,  y  por  ello  merece  toda  nuestra  atención.  Se  ha  hablado  ya  de 
ello  en  esta  alta  Asamblea  el  25  de  mayo  de  1954,  con  ocasión  de  la  definición  de 
la  política  del  Consejo.  Me  siento  en  el  deber  de  señalar  de  nuevo  las  vejaciones  a  las 
que  se  encuentran  expuestos  allí  los  cristianos  evangélicos  que  sufren  desde  hace  lar- 
gos meses  una  ola  de  terror...  En  ningún  país  de  nuestra  vieja  Europa,  una  iglesia  ve 
limitada  su  libertad  de  acción  hasta  este  punto,  a  causa  de  disposiciones  legales,  de 
presiones  administrativas  o  de  opresiones  profesionales  (Sigue  recordando  el  hecho  del 
cierre  del  seminario  y  su  importancia  para  la  evangelización  de  España.) 

He  aquí  por  qué  me  siento  yo  también  en  el  derecho  y  en  el  deber  de  hacerme 
eco,  en  este  recinto,  de  la  desgracia  de  mis  correligionarios...  No  son  los  intereses  ma- 
teriales de  una  pequeña  minoría  los  que  están  en  juego,  sino  más  bien  los  sentimientos 

(273)  Inform.  Cat.  Inter.,  p.  23. 

(274)  Conseil  de  l'Europe.  Assemblée  consultative.  6  me.  Session  ordinaire.  (Premiére 
partie)  20-29  mayo  1954  (Compte  rendu  des  Debats,  t.  II,  Séances,  7  a  11,  pp.  126-303.  CE. 
Strasbourg,  1954).  Las  palabras  citadas  se  encuentran  en  la  octava  sesión  (miércoles,  25  de 
mayo  de  1954),  pp.  195  a-196  a. 
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de  todos  los  que,  en  cualquier  país,  están  deseosos  de  acabar  con  los  métodos  de  la 
Edad  de  Bronce,  incompatibles  con  la  conciencia  del  occidente  moderno.  Os  ruego, 
caros  colegas,  que  intervengáis  ante  vuestros  Gobiernos,  para  que  por  todos  los  me- 
dios posibles  se  haga  un  esfuerzo  para  poner  fin  a  una  situación  tan  anormal»  (275). 

Así,  de  una  manera  tan  melodramática,  era  interpelada  España  en  un 
organismo  al  que  ni  siquiera  pertenecía.  ¿Cuál  era,  sin  embargo,  la  ver- 
dadera situación  del  Consejo  de  Europa  enfrente  de  los  Derechos  del 
Hombre? — omitiendo  aquí,  como  menos  necesario,  todo  lo  referente  a  la 
constitución,  historia  y  evolución  del  C.  E.,  entremos  directamente  en  lo 
referente  a  la  Convención  Europea  de  los  Derechos  del  Hombre  (276). 

Esta  Convención  es  firmada  en  Roma  el  4  de  noviembre  de  1950,  y 
entra  en  vigor  al  ser  ratificada  por  la  mayoría  de  los  Estados  miembros 
el  3  de  septiembre  de  1953.  Un  protocolo  adicional  es  firmado  en  París 
el  20  de  marzo  de  1952,  y  entra  en  vigor  el  18  de  mayo  de  1954.  En 
la  actualidad,  pues,  catorce  de  los  quince  Estados  miembros  del  C.  E. 
están  ligados  por  un  instrumento  jurídico  que  somete  los  derechos  y  liber- 
tades en  él  enunciados  a  una  garantía  colectiva  ejercida  bajo  un  control 
solidario  internacional.  Además  de  los  recursos  de  que  pueden  disponer 
los  Estados  miembros  previstos  por  la  Convención,  otros  nueve  Estados 
miembros  de  los  quince  han  aceptado  ya  la  competencia  de  la  Comisión 
Europea  de  los  Derechos  del  Hombre  para  recibir  reclamaciones  indivi- 
duales. Y,  hasta  ahora,  ocho  Estados  miembros  han  reconocido  como  obli- 
gatoria la  jurisdicción  del  Tribunal  Europeo  de  los  Derechos  del  Hombre. 
Este  Tribunal  se  estableció  finalmente  en  1959,  una  vez  que  se  llegó  al 
mínimo  de  votos  requeridos  de  los  que  aceptaron  su  competencia;  lo  que 
ya  sucedía  en  septiembre  de  1958.  Hay  que  advertir,  finalmente,  que  estos 
organismos  han  empezado  a  actuar  ya  recibiendo  reclamaciones,  tanto  de 
los  Estados  como  de  los  individuos;  y  forman  una  jurisprudencia  notable 
para  el  Derecho  internacional  privado. 

Presentemos  ahora  nada  más  que  los  textos  fundamentales  que  nos 
interesa.  El  Estatuto  del  C.  E.  firmado  el  5  de  mayo  de  1949,  en  Londres, 
tanto  en  su  preámbulo  como  en  el  artículo  9  reconoce  el  principio  de  la 
existencia  de  tales  derechos  (277).  La  Convención  determina  esos  derechos: 

«Art.  9. — 1.  Toda  persona  tiene  derecho  a  la  libertad  de  pensamiento,  de  concien- 
cia y  de  religión.  Este  derecho  implica  la  libertad  de  cambiar  de  religión  o  de  convic- 


(275)  Ibid.  octava  sesión  ordinaire  II  Partie,  15-26  octubre  1956,  Compte  rendu  t.,  II, 
Séances  13-21  (CE.  Strasbourg,  1956),  p.  507  a.  Escrito  lo  anterior,  tenemos  noticia  de  una 
nueva  intervención,  del  25  oct.  1961,  contra  la  admisión  de  España  en  el  CE,  a  causa  de 
las  relaciones  entre  Iglesia  y  Estado,  que  lleva  consigo  una  negación  de  libertad  hacia  los 
protestantes,  a  quienes  se  hace  subir  a  40.000. 

(276)  Tampoco  aquí  pretendemos  ser  ni  originales  ni  completos.  Nos  basta  dar  la  in- 
formación esencial  sobre  nuestro  tema  que  luego  nos  permita  encuadrarlo  con  conoci- 
miento de  causa.  Nos  hemos  valido  de  los  siguientes  estudios  fundamentales.  Para  docu- 
mentación: European  Commission  of  Human  Rights  Documents  and  Decission:  1955-1956- 
1957  (La  Haya,  1959),  con  abundante  bibliografía.  Para  exposición:  Modinos,  P.  (Director 
de  los  Derechos  del  Hombre  en  el  Consejo  de  Europa).  La  Convenction  européenne  des 
droits  de  l'homme.  Rev.  Gen.  de  Droit  Inter.  Public.,  1956,  pp.  87-92.  Roberston,  A.  H.  The 
Council  of  Europa.  Its  structure,  Functions  and  Achievemenls  (London,  1956).  J.  M.  Sierra 
Nava,  El  Consejo  de  Europa  (Madrid,  1957).  Convención  Europea  de  los  Derechos  del  hom- 
bre (Madrid.  Deleg.  Nac.  de  Oigan,  del  Mov.  Gráficas  Osea,  1961),  Pardos  Pérez  J.  L.  Dere- 
chos del  hombre  en  el  C.  E.  (Murcia,  Diputación,  1960). 

(277)  «...  inquebrantablemente  unidos  a  los  valores  espirituales  y  morales  que  son  el  pa- 
trimonio común  de  los  pueblos  y  que  son  el  origen  de  los  principios  de  libertad  individual, 
de  libertad  política  y  de  preeminencia  del  Derecho  sobre  los  que  se  funda  toda  verdadera 
democracia...» 


218 


ción;  lo  mismo  que  la  libertad  de  manifestar  su  religión  o  su  convicción,  individual 
o  colectivamente,  en  público  o  en  privado,  por  el  culto,  la  enseñanza,  las  prácticas  y  el 
cumplimiento  de  los  ritos. 

2.  La  libertad  de  manifestar  su  religión  o  sus  convicciones  no  puede  ser  objeto 
de  otras  restricciones  que  las  que,  previstas  por  la  ley,  constituyen  medidas  necesarias 
en  una  sociedad  democrática,  a  la  seguridad  pública,  a  la  protección  del  orden,  de  la 
salud  y  moral  pública,  o  a  la  protección  de  los  derechos  y  libertades  de  los  otros»  (278). 

Es  interesante  anotar  que  el  artículo  64  permite  formular  reservas  en 
el  momento  de  la  signatura.  Efectivamente  éstas  tuvieron  lugar.  Así,  No- 
ruega, en  1951,  ratificaba  la  Convención,  pero  haciendo  reservas  sobre  el 
artículo  9,  porque  todavía  mantenía  el  artículo  2  de  su  constitución 
de  1914  contra  los  jesuítas.  Cuando  ese  artículo  desaparece  en  1956,  No- 
ruega comunica  que  ha  cesado  su  reserva  (279).  Suecia  igualmente  ratifi- 
ca, pero  con  reserva  sobre  el  artículo  2  del  Protocolo  en  materia  de  en- 
señanza (280)  y  lo  mismo  hace  Inglaterra  (281).  Francia  es  la  única  que 
todavía  no  ha  ratificado  ni  la  Convención  ni  el  Protocolo  (282). 


De  esta  exposición  sumaria  del  contenido  jurídico,  tanto  de  la  Carta 
y  de  la  Declaración  de  la  O.  N.  U.  como  del  Proyecto  de  Pacto  de  la  Co- 
misión, como  de  la  Convención  y  del  Protocolo  de  la  Comisión  Europea 
de  los  Derechos  del  Hombre  del  C.  E. — y  antes  de  seguir  aplicándolas  al 
caso  español — se  deducen  estas  tres  consecuencias  más  importantes: 

1.  La  Carta,  la  Declaración  y  el  Proyecto  de  Pacto  de  la  O.  N.  U. 
implican,  al  menos,  una  obligación  moral  a  los  Estados  miembros  de  la 
que  no  pueden  desentenderse  sin  motivos  justificados,  «en  buena  concien- 
cia de  relaciones  internacionales». 

2.  La  Convención  y  el  Protocolo  adicional  de  la  Comisión  Europea 
de  los  Derechos  del  Hombre  del  C.  E.  implican,  además,  una  obligación 
jurídica  que  puede  urgirse  con  instrumentos  eficaces  para  los  Estados 
miembros  ratificantes. 

Esto  exige  de  ellos  una  seria  reflexión  antes  de  la  ratificación,  para 
formular  o  no  reservas  oportunas  y  justificadas. 

3.  De  todos  modos,  todos  estos  instrumentos  jurídicos  han  previsto 
y  determinado  con  suficiente  claridad  las  necesarias  limitaciones  que  los 
derechos  y  libertades  del  individuo  pueden  tener  enfrente  del  Bien  Común 
Objetivo  de  la  Comunidad. 


Art.  3.  Todo  miembro  del  C.  E.  reconoce  el  principio  de  la  preeminencia  del  Derecho, 
y  el  principio  en  virtud  del  cual  toda  persona  colocada  bajo  su  juricdicción,  debe  gozar 
de  los  derechos  del  hombre  y  de  las  libertades  fundamentales.  Se  compromete  a  colaborar 
sinceramente  y  equitativamente  a  la  consecución  del  fin  determinado  en  el  Cap.  I. 

(278)  El  aft.  10  determina  la  libertad  de  expresión,  pero  con  las  mismas  limitaciones 
que  el  art.  9.  El  art.  11  habla  de  la  libertad  de  asociación  con  las  mismas  restricciones. 

(279)  Ibid..  pp.  41-42. 

(280)  Ibid.,  p.  44. 

(281)  Ibid.,  p.  45. 

(282)  Confróntese  el  esquema  en  pp.  54-55. 
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Capítulo  vii 

LAS  «RAZONES»  DEL  ESTADO  ESPAÑOL  (283) 


Ante  tantas  y  tan  injustas  ingerencias  extranjeras;  ante  tantas  y  tan 
extrañas  interpretaciones  del  «caso  español»,  la  verdad  es  que  el  único  a 
quien  no  se  quiere  escuchar  es  precisamente  el  llamado  «jure  proprio»  a 
definir  un  asunto  que  le  compete  exclusivamente:  el  Estado  español. 

Y  lo  ha  hecho: 

a)  con  una  legislación  adecuada  que  responde  a  la  realidad  española, 
que  él  puede  conocer  mejor  que  nadie; 

b)  con  unas  declaraciones  de  hecho  que  la  interpretan  rectamente; 

c)  con  unas  razones  de  principio  que  la  justifican  plenamente  ante  el 
derecho  público  y  privado. 

Hemos  expuesto  ya  la  posición  «de  derecho»  del  Estado  español,  al 
exponer,  en  su  lugar  (284),  la  legislación  española  en  materia  religiosa. 
Esta,  si  es  verdad  que  está  sujeta  siempre  a  una  posible  evolución  (285),  no 
es  menos  cierto  que,  en  el  estadio  actual,  responde  adecuadamente  a  la 
realidad  políticoreligiosa  de  España. 

Hemos  igualmente  declarado  las  razones  que  han  llevado  al  Estado 
español  a  esa  legislación;  tomadas  de  la  unidad  histórica,  sociológica  y  re- 
ligiosa que  tiene — como  caso  singular — la  nación  española;  y  las  graves 
consecuencias  que  tendría  para  esa  unidad — Sumo  Bien  Nacional — otra 
actitud  (286). 

Ahora  bien;  la  posición  «de  hecho»  del  Gobierno  español,  no  podría 
ser  defendida,  sino  cuando  se  piensa  al  «Estado»,  como  el  órgano  de  la 
Nación,  en  una  situación  jurídica  perfecta,  tanto  desde  el  punto  de  vista 
nacional,  como  internacional.  Las  pruebas  de  que  el  Estado  español  goza 
de  esa  perfecta  juridicidad,  además  de  que  nos  llevarían  muy  lejos,  no  las 
creemos  necesarias. 

Presentemos,  pues,  ahora  ya,  del  modo  más  esquemático,  los  otros  dos 
puntos  restantes. 


(283)  Aunque  no  juzgamos  necesario  repetir  las  advertencias  hechas  en  el  Prólogo  sobre 
todo  lo  que  se  afirma  en  este  libro,  creemos  conveniente  hacerlo,  en  relación  con  este  capi- 
tulo, y  del  modo  más  formal. 

(284)  Véase  2.»  parte,  cap.  2.°,  B. 

(285)  Véase  artículo  34  del  Fuero  de  los  Españoles. 

(286)  Véase  3.a  parte,  capítulos  3.°,  4.°  y  5.°. 
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1.    Declaraciones  de  hecho 


Estas  declaraciones  podrían  multiplicarse  indefinidamente;  ya  que,  des- 
de que  se  inicia  el  Movimiento  Nacional,  no  ha  habido  acto  público  oficial 
en  que  no  se  haya  afirmado  la  realidad  española,  por  ambas  autoridades 
Religiosa  y  Civil,  como  un  hecho  de  unidad  religiosocatólica  (287).  Por 
ella  se  combatió  y  se  venció  en  nuestra  guerra  de  liberación;  y  por  ella  se 
han  mantenido  los  más  duros  trances  de  la  postguerra. 

Sería,  creemos,  superfluo  referirnos  expresamente  a  las  numerosas  de- 
claraciones del  Jefe  del  Estado  (288). 

En  cambio,  podría  ser  más  oportuno  referirse,  siquiera  a  las  más  im- 
portantes de  sus  más  adjuntos  colaboradores.  Sobre  todo,  del  Ministerio 
de  Asuntos  Exteriores  (289).  Pero,  de  todo  ello,  hemos  dado  ya  suficiente 
documentación  a  lo  largo  de  nuestro  trabajo,  y  todavía  hemos  de  insinuar 
aspectos  particulares  en  el  orden  internacional. 

Permítasenos,  todavía,  recoger  aquí  algunas  de  las  ideas  del  Prólogo  y 
de  la  Conclusión  del  informe  magnífico  que  la  Oficina  de  Información 
Diplomática  hiciera,  y  que  han  servido  siempre  para  dirigir  la  acción  de 
nuestro  Ministerio  de  Asuntos  Exteriores,  en  este  asunto  molesto  de  los 
protestantes  de  España. 

«De  cuando  en  cuando,  arrecia  por  el  mundo  una  campaña  de  difama- 
ción contra  España,  suscitada  en  torno  a  la  situación  del  protestantismo  en 
nuestra  Patria. 

La  verdad  es  que  estas  campañas  no  suponen  ningún  hecho  nuevo.  La 
leyenda  antiespañola  no  es  de  hoy,  ni  de  ayer.  Viene  de  más  lejos.  Arranca 
de  los  tiempos  en  que  España  vivía  siglos  de  grandeza.  Tampoco  han  va- 
riado los  modos...  el  hecho  es  que  el  protestantismo  nunca  tuvo  en  España 
la  suficiente  consistencia  para  ser  elevado  a  la  categoría  de  problema.  Es 
una  verdad  inconcusa  que  jamás  pudo  arraigar  en  nuestro  suelo  por  muchos 
esfuerzos  que  se  han  hecho  para  conseguirlo...  La  razón  hay  que  buscarla 
en  la  íntima  manera  de  ser  española.  Su  condición  católica  es  una  caracte- 
rística inmanente  que  le  conviene  a  España  en  sí  misma...  La  única  verdad 
de  los  pueblos  se  condensa  en  la  fidelidad  a  sí  mismos.  Y  España  es  así  de 
fiel  a  su  pasado.  Somos  así.  Esta  es  la  única  explicación  que  puede  darse  a 
problemas  como  el  creado  en  torno  al  protestantismo;  problema  por  lo 
demás  ficticio,  artificioso  y  sospechoso  en  extremo.» 

Las  Conclusiones  de  este  magnífico  estudio  merecen  igualmente  ser 
destacadas  en  nuestro  trabajo,  ya  que  condensan  y  resumen  todas  nuestras 
conclusiones: 

Primera:  La  «persecución»  a  los  protestantes  en  España,  por  motivo 
de  intolerancia  religiosa,  es  un  mito.  No  existe  discriminación  legal  alguna 
en  su  perjuicio.  Y  sí  sólo  el  legítimo  y  resuelto  propósito  por  parte  de  la 


(287)  Véase  2.a  parte,  cap.  2.a,  C. 

(288)  Habría  que  destacar  el  Mensaje  a  las  Cortes  Españolas,  con  ocasión  de  la  firma 
del  Concordato,  en  octubre  de  1953;  y  el  Discurso  del  8  de  mayo  de  1954,  en  la  Universidad 
Pontificia  de  Salamanca. 

(289)  Nos  hemos  referido  ya  a  las  principales:  cfr.  2.a  parte,  cap.  2.°,  B. 
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casi  totalidad  del  país  de  no  debilitar  la  unidad  de  la  Fe — allá  donde  exis- 
te— y  de  no  tolerar  proselitismos  fomentados  de  una  manera  tan  artificial 
como  antinacional. 

Segunda:  Los  protestantes  de  España  (entendiendo  por  tales  a  los  es- 
pañoles auténticos  de  religión  protestante)  son  menos  de  un  medio  por 
ciento  de  la  población  del  país;  esta  minoría  dispone  de  medios  materiales 
y  morales  de  asistencia  religiosa  muy  importantes  y  proporcionalmente  su- 
periores a  los  de  la  aplastante  mayoría  católica. 

Tercera:  Por  motivos  que  la  historia  y  la  psicología  nacional  explican 
y  justifican,  todos  los  conflictos  graves  de  tipo  religioso  en  España  se  dan 
exclusivamente  entre  católicos  y  anticatólicos  (lo  que  hoy  quiere  decir 
comunizantes,  con  raras  excepciones).  El  protestantismo  propiamente  dicho 
ha  sido  y  es  extraño  a  la  inmensa  mayoría  de  los  españoles. 

Cuarta:  El  proselitismo  protestante  en  España  y  su  soporte  político  y 
económico  (antes  y  ahora)  son  específicamente  de  origen  extranjero;  en  los 
tiempos  más  recientes  han  pretendido  extenderse,  a  la  vez  que  ciertas  cam- 
pañas políticas  (también  de  origen  extranjero)  presionaban  al  Gobierno 
español;  reciben  apoyo  e  inspiración  de  organismos  oficiales  extranjeros; 
y  al  menos  una  buena  parte  de  los  elementos  más  representativos  de  los 
protestantes  españoles  han  adoptado  posturas  políticas  y  desarrollan  su 
propaganda,  en  condiciones  tales,  que  inevitablemente  ligan  el  concepto 
que  se  tiene  de  su  fe  religiosa,  en  la  consideración  que  merece  su  posición 
política. 

En  resumen:  Alrededor  de  la  situación  legal  y  de  facto  de  la  minúscula 
minoría  protestante  española  se  ha  montado  una  leyenda  cuyos  fines  nos 
parecen  turbios.  Hablar  de  persecución,  con  todo  lo  que  esta  palabra  en- 
cierra implícitamente  de  oficial  y  sistemático,  nos  parece  calumnioso  a  sa- 
biendas. Otra  cosa  sería  el  hablar  de  las  dificultades  o  resistencia  que  la 
conciencia  católica  opone  a  la  propaganda  de  toda  doctrina  disidente. 

En  fin,  por  muy  «obscurantista»,  «fanático»,  «iletrado»  e  «inquisito- 
rial» que  los  protestantes  juzguen  al  catolicismo  español,  el  caso  es  que, 
hoy  por  hoy,  bien  puede  decirse  que  es  España  el  país  en  donde  el  espíritu 
del  Evangelio  se  traduce  más  extensa  y  profundamente  en  virtudes,  tanto 
cotidianas  como  heroicas;  la  vida  de  familia  las  demuestra;  la  última  y 
verdadera  persecución  que  sufrió  el  catolicismo  español,  las  selló  con  su 
sangre»  (290). 

2.     LOS  INFORMES  A  LA  COMISIÓN  DE  LOS  DERECHOS 

del  Hombre  de  la  ONU. 

Como  ya  sabemos,  España  entra  a  pertenecer  a  la  ONU  en  diciembre 
de  1955.  Con  ello,  naturalmente,  y  de  algún  modo  verdaderamente  jurídi- 
co, acepta  las  consecuencias  políticas.  Y  también,  de  algún  modo  «moral», 


(290)   En  O.  I.  D.,  pp.  8  y  59. 
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reconoce  las  consecuencias  que  llevaba  consigo  la  Declaración  de  los  Dere- 
chos del  Hombre  de  Diciembre  de  1948  (291). 

Sin  embargo,  cuando  comienzan  en  1956  los  trabajos  de  la  Subcomisión 
de  la  lucha  contra  las  medidas  discriminatorias  y  protección  de  minorías, 
y  llegan  a  una  cierta  madurez  en  1958  y  1959,  los  Estados  miembros  son 
invitados,  como  ya  sabemos  (292),  a  presentar  sus  informes  sobre  la  situa- 
ción de  la  libertad  religiosa  en  su  país. 

El  Secretario  General  de  la  ONU  resumía  así  una  respuesta  del  Go- 
bierno español: 

«España  responde  que  los  derechos  reclamados  están  conformes  con 
su  legislación:  Fuero  de  los  Españoles,  Carta  del  Trabajo  y  Código  Pe- 
nal» (293). 

333  (del  art.  29):  «España  informa  que  los  derechos  proclamados  por 
la  Declaración  Universal  están  garantizados  en  una  serie  de  estatutos  lega- 
les y  únicamente  sujetos  a  las  limitaciones  que  están  permitidas  por  los 
términos  del  art.  29/2.»  (294). 

Más  tarde,  por  el  informe  por  naciones,  redactado  por  el  relator  especial 
Mr.  Krishnaswami,  y  no  publicado  oficialmente  (295),  pero  que  hemos 
podido  utilizar,  gracias  a  Mr.  J.  Higham,  Bibliotecario  de  las  Salles  Eco- 
nomiques  et  sociales,  de  la  Biblioteca  de  la  ONU  de  Ginebra,  nos  entera- 
mos de  una  nueva  respuesta  del  Gobierno  Español  justa  y  exacta;  de  la  que 
extractamos  los  siguientes  párrafos: 

«El  Gobierno  español  expone  que...  (296)  la  experiencia  lamentable 
de  la  segunda  República  española,  que,  en  los  arts.  3,  26,  43,  45  y  48  de 
su  Constitución  de  9  de  diciembre  de  1931;  y  en  su  persecutoria  Ley  de 
2  de  julio  de  1933  de  confesiones  y  Congregaciones  religiosas  intentó  en- 
frentarse con  dicho  sentimiento  mayoritario  del  pueblo  español,  revela 
hasta  qué  punto  es,  sociológica  y  políticamente,  imposible,  cualquier  otro 
criterio  distinto  de  éste,  ya  consagrado  por  una  larga  experiencia  y  defini- 
tivamente acuñado  por  las  Constituyentes  de  1876... 

España  sigue  siendo  un  pueblo  de  sustancial  unidad  religiosa  desde  el 
punto  de  vista  sociológico,  con  más  del  99  por  100  de  su  población 
adscrito  formalmente  a  la  confesión  católica,  apostólica  romana.  Este  es 
un  hecho  fundamental  en  la  interpretación  de  las  normas  constitucionales 
y  administrativas  que  regulan  el  problema  de  la  libertad  de  conciencia  y 
de  cultos  en  España... 

El  Gobierno  español  comunica  (297)  que,  por  ley  de  13  de  noviembre 
de  1957,  fue  derogada  la  ley  de  23  de  junio  de  1941  (reformada  por  la  ley 
de  17  de  julio  de  1948),  que  establecía  que  los  generales,  oficiales  y  asimila- 
dos y  el  personal  del  Cuerpo  de  suboficiales  del  Ejército  que  contrajeren 


(291)  Véase  3.a  parte,  cap.  6.°,  §  3. 

(292)  Cfr.  ibidem  nota  247. 

(293)  Commis.  on  Human  Righls.  Fifteenth  Session.  Periodic  Rcports  by  Secrctary  Ge- 
neral. Signatura:  E/CN.4/757/Add.,  de  5  dic.  1958. 

(294)  Ibid.,  al  párrafo  333  del  artículo  29  de  la  Declaración. 

(295)  Cfr.  estudio  del  relator  Krishnaswami,  ya  citado,  pp.  81-82. 

(296)  Este  informe  lleva  fecha  de  7  de  agosto  de  1956. 

(297)  Este  informe  lleva  fecha  de  26  de  marzo  de  1959. 
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matrimonio  con  persona  no  católica  o  divorciada,  serían  separados  del  ser- 
vicio, previa  tramitación  del  procedimiento  correspondiente»  (298). 

Y,  resumiendo  este  mismo  documento,  el  autor  del  largo  artículo  de 
Informations  Catboliques  Internacionales  sobre  la  libertad  religiosa  en  la 
ONU,  decía: 

«Tratándose  de  España,  el  relator  no  ha  ignorado  las  quejas  manifes- 
tadas comunmente  por  ciertos  medios  contra  la  intolerancia  que  se  dice 
practicada  por  la  autoridad  civil  respecto  a  los  no  católicos,  más  particular- 
mente de  los  protestantes.  Y  las  menciona  según  fuentes  privadas  más  bien 
que  según  quejas  de  organizaciones  no  gubernamentales.  Solamente  la 
Unión  Mundial  para  el  Judaismo  Progresivo  parece  haber  mencionado  la 
famosa  clausura  del  seminario  protestante  de  Madrid,  que  en  sus  tiempos 
hizo  correr  tanta  tinta.  El  relator,  por  su  cuenta,  como  oposición  a  las  ob- 
jeciones hechas  a  la  práctica  del  Gobierno  español,  se  contenta  con  citar 
largos  párrafos  extraídos  de  una  publicación  de  carácter  a  lo  menos  oficioso, 
pero  redactada  con  equilibrio  y  cuidado  de  ser  claro:  «The  situation  of  the 
Proíestants  in  Spain»  (299). 

La  posición,  pues,  de  España  es  limpia  y  justa.  Tanto  como  lo  pueda 
ser  la  de  cualquier  otra  nación  «democrática»,  miembro  de  la  ONU;  y  esto 
sin  hipocresía  y  «mala»  conciencia.  No  tienen,  pues,  razón  las  campañas  de 
difamación  de  que  hemos  hablado  en  toda  la  segunda  parte.  Todas  parten 
de  un  supuesto:  que  la  legislación  española  en  materia  religiosa  viola  tanto 
la  justicia  nacional  como  la  internacional.  Ya  hemos  visto  cómo  el  aspecto 
nacional  de  esa  justicia  está  perfectamente  dentro  de  las  exigencias  con- 
cretas de  la  nación  española,  no  de  Inglaterra,  o  de  otra  cualquiera.  El 
Estado  español  no  es  un  Estado  «totalitario»,  absolutista  y  despótico... 
Hoy  ya  nadie  hace  esa  inelegante  acusación. 

Pero  queda  todavía  responder  brevemente  a  la  objeción  desde  su  as- 
pecto internacional,  que  naturalmente  es  imposible  separar  del  mismo  as- 
pecto nacional. 

3.    España  ante  la  Carta,  la  Declaración  y  los  trabajos 
de  la  Comisión  de  los  Derechos  del  Hombre. 

Una  comparación  crítica  completa  entre  la  Carta  de  la  ONU  y  las  Leyes 
fundamentales  del  Estado  español  (300),  sería  tan  interesante,  como  di- 


(298)  El  documento  de  trabajo  sobre  España  lleva  el  número  45,  y  fecha  del  6  de  abril 
de  1959.  Recordamos  que  utilizamos  el  informe  realizado  por  el  señor  Krishnaswami ;  el  úni- 
co disponible. 

(299)  En  art.  cit.  p.  17. 

(300)  «Art.  10.  Son  Leyes  fundamentales  de  la  Nación:  El  Fuero  de  los  Españoles,  el 
Fuero  del  Trabajo,  la  Ley  Constitutiva  de  las  Cortes,  la  presente  Ley  de  Sucesión,  la  del 
Referéndum  Nacional  y  cualquier  otra  que,  en  lo  sucesivo,  se  promulgue  confiriéndole  tal 
categoría. 

Para  derogarlas  o  modificarlas  será  necesario,  además  del  acuerdo  de  las  Cortes,  el 
referéndum  de  la  Nación.» 

El  Fuero  del  Trabajo,  formulado  como  Declaración  de  9  de  marzo  de  1938,  es  convertido 
en  Ley  fundamental  de  la  Nación  por  el  referéndum  de  6  de  julio  de  1947.  La  Lev  del  17  de 
julio  de  1942,  de  creación  de  las  Cortes  españolas,  fue  modificada  por  la  de  9  de  marzo 
de  1946.  El  Fuero  de  los  Españoles,  Ley  de  julio  de  1945,  convertido  en  Ley  fundamental 
de  la  Nación  por  el  referéndum  de  6  de  julio  de  1947.  La  Ley  de  sucesión  en  la  Jefatura 
del  Estado,  aprobada  por  las  Cortes  Españolas  en  la  sesión  del  día  7  de  junio  y  confir- 
mada por  el  referéndum  de  6  de  julio  de  1947.  Ley  de  22  de  octubre  de  1945  por  la  que 
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fícil;  y,  desde  luego,  está  sobre  nuestras  fuerzas.  No  podemos  pretender 
aquí  más  que  unas  breves  reflexiones  en  torno  al  tema  de  nuestro  trabajo. 

La  Carta  de  la  ONU,  en  su  preámbulo,  hace  votos  por  la  paz,  por  la 
dignidad  de  la  persona,  por  la  tutela  del  derecho  internacional,  por  el  pro- 
greso y  elevación  del  nivel  social,  por  la  tolerancia,  por  la  buena  vecin- 
dad... etc — ;  y  todas  sus  disposiciones  se  orientan  en  ese  sentido. 

Pues  bien,  el  nuevo  Estado  Español  que  renace  después  del  Movi- 
miento Nacional,  en  su  declaración  del  9  de  marzo  de  1938,  comienza 
promulgando  el  «Fuero  del  Trabajo»,  que  es  un  gran  documento  de  la 
dignidad  humana  de  la  persona  del  trabajador,  bien  lejos  del  pesimismo 
marxista  y  del  optimismo  rusoniano.  Todo  ello  centrado  en  la  más  pura 
línea  del  personalismo  cristiano: 

«Renovando  la  tradición  católica  de  justicia  social  y  alto  sentido  huma- 
no que  informó  nuestra  legislación  del  Imperio,  el  Estado  nacional,  en 
cuanto  es  instrumento  al  servicio  de  la  integridad  Patria,  y  sindicalista  en 
cuanto  representa  una  reacción  contra  el  capitalismo  liberal  y  el  materialis- 
mo marxista...» 

«Por  ser  esencialmente  personal  y  humano,  el  trabajo  no  puede  redu- 
cirse a  un  concepto  material  de  mercancía,  ni  ser  objeto  de  transacción  in- 
compatible con  la  dignidad  personal  de  quien  lo  preste»,  (art.  2). 

«El  derecho  de  trabajar  es  consecuencia  del  deber  impuesto  al  hombre 
por  Dios  para  el  cumplimiento  de  sus  fines  individuales  y  la  prosperidad 
y  grandeza  de  la  Patria,  (art.  3). 

El  Fuero  de  los  Españoles  dice  en  su  «título  preliminar»: 

«Artículo  1.°  El  Estado  español  proclama  como  principio  rector  de 
sus  actos  el  respeto  a  la  dignidad,  la  integridad  y  la  libertad  de  la  persona 
humana;  reconociendo  al  hombre,  en  cuanto  portador  de  valores  eternos 
y  miembro  de  una  comunidad  nacional,  titular  de  deberes  y  derechos,  cuyo 
ejercicio  garantiza  en  orden  al  bien  común». 

Naturalmente,  ni  la  Carta,  ni  la  Declaración  de  los  Derechos  del  Hom- 
bre de  la  ONU,  podían  hacer  una  declaración  tan  abierta  de  la  dignidad 
humana  en  ese  plano  sobrenatural  y  cristiano,  para  un  mundo  pluralista  y 
laico;  pero  hay  perfecta  convergencia  entre  el  principio  establecido  por  los 
documentos  fundamentales  de  la  Organización  y  los  del  Estado  español. 

Se  ha  objetado,  empero,  que  inmediatamente,  en  el  artículo  6  del  Fuero 
hay  una  flagrante  contradicción  con  esas  declaraciones;  ya  que  la  Religión 
Católica  goza  de  régimen  de  favor;  mientras  que  los  no  católicos  quedan 
reducidos  al  culto  privado.  Todo  eso  heriría  el  principio  de  la  igualdad  y  de 
la  indiscriminación  por  motivos  religiosos  proclamado  por  la  Carta  y  la 
Declaración.  Existen  además — se  sigue  objetando — otras  discriminaciones 
que  afectan  a  la  libertad  del  hombre  en  muchos  otros  puntos.  (301). 


el  Jefe  del  Estado  podrá  someter  a  referéndum  aquellas  leyes  que  su  trascendencia  lo 
aconseje  o  el  interés  público  lo  demande.  Tiene  igualmente  mucha  importancia,  para 
nuestro  tema,  la  Ley  sobre  el  orden  público  de  30  de  julio  de  1959.  Véase,  por  ej.,  la 
reacción  protestante  en  Eíoile...  de  enero-marzo  de  1960,  pág.  5. 

(301)   Todo  el  elenco  de  incriminaciones  está  recogido  en  2.a  parte,  cap.  2.°,  n.  5. 
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Nosotros — que  ya  hemos  respondido  a  todo  ello  desde  un  punto  de 
vista  nacional — ahora,  desde  un  punto  de  vista  del  derecho  internacional 
más  estricto,  aunque  demasiado  expeditivo,  podríamos  responder:  ni  la 
Carta,  en  este  punto,  ni  mucho  menos  la  «Declaración»,  tienen  carácter 
jurídico  obligatorio.  Y  no  es  España  precisamente  quien  se  está  oponiendo 
a  que  algún  día  la  mera  «declaración»  pueda  llegar  a  ser  una  verdadera 
«Convención»».  La  Carta  es  una  pura  declaración  de  principios  interna- 
cionales, en  los  que  se  quiere  salvar  ante  todo,  como  ya  hemos  visto,  la 
soberanía  de  los  Estados  miembros  y  el  principio  de  la  no  intervención 
en  los  asuntos  domésticos  de  las  naciones.  Y  la  Declaración  de  1948  sobre 
los  Derechos  del  Hombre  sigue  un  proceso  laborioso  de  futuro  «Pacto», 
cuyo  término  todavía  no  se  adivina. 

Sin  embargo,  esta  respuesta — según  ya  hemos  dicho  al  criticar  esos  do- 
cumentos (302) — si  no  es  de  una  obligatoriedad  jurídica,  nos  dejaría  en 
una  situación  de  conciencia  internacional,  si  no  falsa,  al  menos  perpleja; 
y  desde  luego  nada  noble... 

Nosotros  hemos  empezado  por  reconocer  que  la  Carta  y  la  Declaración 
pretenden  esos  fines  esencialmente  humanos  y  justos;  aunque  sea  en  un 
plano  puramente  neutralista  y  «laico».  Dicho  esto,  podemos  añadir  que 
España,  al  ingresar  como  Estado  miembro  en  la  Organización  de  las  Na- 
ciones Unidas,  no  tiene  necesidad  de  hacer  restricciones  mentales;  sino  que 
puede  tomar  una  actitud  de  clara  definición  de  principios.  Estos  no  con- 
tradicen ni  a  la  Carta  ni  a  la  Declaración.  Antes  al  contrario,  se  confor- 
man perfectamente  no  sólo  con  su  «espíritu»,  sino  hasta  con  su  «letra». 

Para  ello,  España  comienza  afirmando  la  rectitud  «democrática»  de 
su  legislación  en  materia  religiosa.  Esta  responde  adecuadamente  a  la 
estructura  concreta  del  pueblo  español;  tal  como  se  deduce  de  su  historia, 
de  su  sociología  religiosa  y  de  su  misma  demografía.  Hay  que  hacer  ver 
que  no  existe,  propiamente  hablando,  régimen  de  privilegio,  ni  mucho 
menos  régimen  de  excepción: 

«Tanto  la  inmensa  mayoría  católica,  como  la  exigua  minoría  no  cató- 
lica, ocupan  el  puesto  que  les  corresponde  en  este  bien  común  que  todo 
Estado  bien  organizado  debe  intentar  salvaguardar.» 

Hay  que  afirmar,  en  segundo  lugar,  que  este  problema  de  la  unidad 
religiosa  en  España,  con  todas  sus  consecuencias  en  los  diversos  aspectos, 
reviste  una  gravedad  excepcional  para  la  seguridad  fundamental  del  Es- 
tado español.  Ahora  bien;  el  artículo  2/7  de  la  Carta  y  el  artículo  29 
de  la  Declaración  están  suponiendo  precisamente  que  tienen  que  existir, 
en  muchos  países  miembros,  esas  situaciones  «de  hecho». 

En  tercer  lugar,  hay  que  afirmar  muy  concretamente  que  el  único 
modo  posible  de  que  España  pueda  cooperar,  con  sus  grandes  reservas 
espirituales,  en  un  Organismo  tanto  europeo  como  mundial;  y  esto  sin 
prevenciones,  sin  mala  conciencia,  con  eficacia  auténtica,  será  si  le  res- 
petan sus  más  característicos  valores,  concentrados  en  su  bien  sumo  na- 
cional, que  es  su  unidad  religiosa. 


(302)   Véase  3.a  parte,  cap.  6.°,  n.  3. 
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Sería  ciertamente  echarse  tierra  a  los  ojos — cuando  no  dejarse  llevar 
de  viejos  resentimientos  trasnochados — el  exigir  de  España  aquello  que, 
una  vez  obtenido,  la  reduciría  a  la  nada  política;  y  esto,  tanto  para  el 
bien  nacional  como  para  el  bien  internacional  de  una  comunidad  más 
amplia.  España  tiene  sus  propios  derechos  «personales»,  como  nación;  y 
si  éstos  son  olvidados,  o  preteridos,  o  vilipendiados,  entonces  España  no 
podrá  cumplir  misión  alguna  con  personalidad  definida.  Sería  una  de 
tantas  piezas  anodinas,  y  hasta  mal  encajadas,  de  las  que  constaría  ese 
gran  engranaje  violento  y  nada  duradero  en  el  que  todos  rodarían  en  la 
más  completa  inconsciencia  nacional  en  cuanto  Estados  soberanos. 

Hoy,  el  acuerdo  internacional  no  está  lejos  de  alcanzarse;  pero,  para 
ello,  y  como  ley  primaria,  hay  que  respetar  las  características  étnicas.  Una 
unión  de  Estados  indisoluble,  que  respete  la  personalidad  y  la  igualdad 
de  los  derechos  entre  sus  miembros;  que  tenga  como  objetivo  una  polí- 
tica extranjera  coordinada,  una  defensa  común  de  los  derechos  del  hom- 
bre, mutua  ayuda  para  mutua  seguridad,  el  progreso  científico  y  cultural. 

Huxley  decía,  con  su  tremenda  ironía:  confían  en  poder  combinar  la 
seguridad  patrocinada  por  el  Estado,  con  las  libertades  personal,  civil  y 
política...  me  temo  que  el  precio  de  una  seguridad  económica,  garanti- 
zada por  los  Estados  nacionales  centralizados,  va  a  ser,  a  la  larga,  dema- 
siado alto  (303).  Algo  de  esto  se  puede  temer  respecto  de  las  seguridades 
que  hoy  ofrecen  bonachonamente  todas  esas  propagandas  de  cartel  en 
favor  de  los  organismos  internacionales,  tanto  políticos  como  económi- 
cos, si  no  son  controlados  por  unos  Estados  muy  conscientes  de  sí  mismos 
y  del  momento  histórico  que  vivimos  de  perpetua  evolución  (304). 

4.    España  ante  el  consejo  de  Europa. 

En  cuanto  al  Consejo  de  Europa,  nuestra  posición  «no  debería  ser» 
distinta  de  la  que  adoptamos  ante  la  Carta  y  la  Declaración  de  la  ONU. 
Y  esto  porque  el  artículo  2  de  su  Estatuto,  en  su  párrafo  segundo,  prevé 
igualmente  la  posibilidad  de  que  los  Estados  miembros  tengan  que  apli- 
car, por  razones  justas  y  determinadas,  ciertas  concesiones  de  libertad  y 
derechos  humanos,  según  las  exigencias  internas  del  bien  común  nacional 

Sin  embargo,  en  concreto,  si  se  intentara  algún  día  ratificar,  sin  más, 
tanto  la  Convención  como  el  Protocolo  adicional,  y  se  admitiera,  sin 
más,  la  competencia  de  la  Comisión  en  el  orden  nacional  e  individual  para 
recibir  reclamaciones;  y  si,  finalmente,  se  admitiera,  sin  más,  la  jurisdic- 
ción del  Tribunal  internacional...,  es  evidente  que  el  Estado  español  se 
crearía  una  situación  de  hecho  demasiado  enojosa;  no  precisamente  por 
falta  de  justicia  de  su  limpia  postura  internacional,  sino  por  las  implica- 
ciones lastimosamente  humanas  que  inevitablemente  surgirían.  ¿Qué  so- 
lución, pues?  Creemos  que,  para  ello,  está  el  artículo  64,  que  permite 


(303)  Citado  por  Logendio,  art.  cit.,  pág.  33. 

(304)  Acabamos  de  citar  los  organismos  de  tipo  económico...  El  lector,  por  lo  que  ya 
llevamos  dicho,  puede  suponer  que  tampoco  aquí  podemos  tener  objeciones  de  principio... 
Pero  España  tiene  una  larga  serie  de  sufrimientos  materiales  por  salvar  los  altos  valores 
del  espíritu. 
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formular  reservas  válidas  en  el  momento  de  la  ratificación.  Estas  reservas 
deberían  formularse  con  toda  fuerza  y  con  toda  sinceridad  y  precisión; 
de  modo  que,  en  lo  sucesivo,  el  Estado  español  tuviera  siempre  una  pos- 
tura clara,  desde  la  que  podría  responder  a  cualquier  clase  de  reclama- 
ciones. España  tendría  que  adoptar  más  o  menos,  si  no  la  postura  de  Fran- 
cia, sí  al  menos  la  de  Noruega,  Suecia,  Inglaterra;  y  ciertamente  la  de 
otros  países  que  en  lo  futuro  pudieran  entrar  en  el  Consejo  de  Europa. 

5.    Razones  de  principio. 
Del  conjunto,  pues: 

a)  de  la  legislación  española  en  materia  religiosa, 

b)  de  las  declaraciones  de  hecho,  oficiales  y  oficiosas, 

se  deducen  unas  cuantan  razones  de  principio  que  justifican  plenamente 
la  posición  católica  de  España;  y  que  vamos  a  expresar  concretamente: 

1.  La  legislación  española  no  ha  hecho  más  que  expresar  refleja- 
mente la  estructura  histórica,  demográfica  y  sociológica  de  la  rea- 
lidad del  pueblo  español. 

2.  No  hay,  pues,  discriminación  religiosa.  Ni  existe  favoritismo,  por 
lo  menos  «de  derecho»;  la  ley  no  ha  pretendido,  ni  el  sectarismo 
persecutorio,  ni  la  situación  de  privilegio.  Si  de  hecho  esto  se 
produce  en  casos  concretos,  esto  se  debe,  para  los  católicos,  a  su 
misma  situación  fáctica  de  mayoría  imponente  y  los  demás  fac- 
tores históricos  y  sociológicos.  Y  esto  es  normal  y  perfectamente 
equitativo  en  todo  derecho.  Y,  para  los  no  católicos,  a  su  misma 
situación  de  minoría,  que  a  veces  pierde  la  serenidad,  se  exaspera 
y  salta  la  valla  de  la  ley. 

3.  El  Estado  español  no  ha  hecho,  pues,  más  que  reflejar,  proteger 
y  ordenar  esa  estructura  étnica  para  que  responda  a  su  realidad. 
Obrar  de  otro  modo  sería  entrar  por  las  vías  de  la  clásica  «tira- 
nía» político-estatal. 

4.  Positivamente  la  legislación  española  protege  los  derechos  de  la 
persona  humana,  tanto  en  el  orden  del  derecho  privado  y  nacio- 
nal, como  en  el  público  e  internacional;  ya  que  juzga  que  es  éste 
el  modo  mejor  de  concordar  ambos  derechos,  en  un  punto  en  el 
que  los  demás  Estados  del  mundo  encuentran  igualmente  sus 
dificultades  serias. 

5.  El  Estado  español  es  el  único  llamado  a  juzgar  en  un  asunto  que 
inmediatamente  reviste,  en  la  circunstancia  concreta  de  la  vida 
española,  la  máxima  gravedad  para  la  seguridad  del  Estado;  tanto 
para  la  seguridad  interna  del  país,  como  para  la  tranquilidad  de 
las  relaciones  internacionales. 

6.  El  Estado  español  puede  rogar  serenamente  a  los  demás  Estados 
que,  así  como  él  sabe  respetar  las  peculiaridades  de  otros  países 
«soberanos»,  se  respeten  igualmente  las  características  propias  de 
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la  historia,  de  la  demografía  y  de  la  sociología  de  la  realidad  es- 
pañola en  materia  religiosa. 

7.  El  Estado  español  es  esto  lo  que  siempre  ha  hecho  conocer  repe- 
tidamente, tanto  a  los  reclamantes  protestantes,  cuanto  a  las  re- 
clamaciones, diplomáticas  o  no,  extranjeras.  En  este  asunto,  difí- 
cilmente podría  ya  añadir  una  sola  palabra. 


Nuestra  posición,  pues — la  personal  de  los  autores  de  estas  páginas — , 
es  absolutamente  neta.  No  aceptamos,  por  una  parte,  esa  especie  de  ma- 
niqueísmo  español,  que  juzga  vitando  todo  lo  que  está  más  allá  de  los 
Pirineos...  Por  eso  creemos  en  la  necesidad  del  concierto  europeo  y  uni- 
versal. 

Sin  embargo,  pensamos  al  mismo  tiempo  que  hay  que  cuidar  bien  la 
«vacuna».  Porque  tampoco  aceptamos,  sin  más,  ese  otro  pelagianismo 
— ¡español  también! — de  los  que  piensan  que  todo  el  remedio  de  nuestros 
males  se  encuentra  «fuera».  Y  practican,  como  un  deporte  elegante,  como 
un  riesgo  bonito,  como  una  aventura  de  ilusión,  todo  «europeísmo»,  todo 
«extranjerismo»... 

Una  vez  más — y  casi  siempre — ,  entre  tradición  y  progreso,  entre 
revolución  y  estancamiento,  no  es  preciso  elegir...  ni  por  lo  uno,  ni  por 
lo  otro.  Es  preciso,  sí,  ver  claro  que:  «Europa»  hoy  no  es  Europa;  es 
decir,  no  es  ya  aquel  valor  universal  y  cristiano  que  señalaba  Belloc,  sino 
una  masa  amorfa  y  disgregada  de  Estados,  creados  por  la  revolución  pro- 
testante. Es  preciso  ver  claro  que:  España,  en  perfecta  contraposición,  y 
a  pesar  de  todos  los  intentos  disolventes,  todavía  es  España;  es  decir,  que 
tiene  una  continuación  europea  por  la  que  se  salva  lo  mejor  de  la  Europa 
que  fue.  Es  preciso  ver  claro  que:  entre  el  pesimismo  tradicional  de  quie- 
nes todo  se  lo  temen  de  las  fuerzas  oscuras  del  progreso...  y  el  optimismo 
papanatas,  de  quienes  se  acuestan  junto  a  las  fauces  de  la  posible  fiera, 
cabe  el  sereno  realismo  político — tanto  tiempo  perdido — español  que  ad- 
quiere madurez,  dominio  y  señorío  de  Hidalgo;  que  piensa  maduramente 
la  historia  y  deduce  importantes  consecuencias  para  la  acción  política 
prudente. 

Nosotros  reconocemos  la  necesidad  de  llegar  a  una  convivencia  inter- 
nacional en  la  que  sean  eficazmente  tutelados  los  no  siempre  bien  llama- 
dos derechos  fundamentales  del  hombre.  Pero  queremos  que  nuestro 
reconocimiento  esté  claramente  garantizado  y  condicionado  a  la  situación 
histórica  y  concreta  en  que  se  plantea  el  problema  de  la  libertad  religiosa 
en  España.  No  podemos  dejarnos  alucinar  por  vagos  conceptos  de  euro- 
peísmo, ni  en  el  orden  de  la  economía,  ni  en  el  de  la  cultura,  ni  mucho 
menos  en  el  orden  de  aquel  gran  Bien  Común  Español,  que  es  su  Unidad 
Católica. 
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EPILOGO-MENSAJE 


Nuestro  libro,  aunque  solamente  en  aspectos  fundamentales,  ha  que- 
rido contemplar  el  tema  complejo  que  se  proponía,  desde  todas  sus  di- 
mensiones. 

Ahora  hemos  creído  pertinente  terminarlo  con  unas  reflexiones  me- 
ditativas que  puedan  descubrir  las  últimas  intenciones  que  han  movido 
a  los  autores  a*  redactarlo.  Las  dirigimos,  ante  todo,  a  los  tres  posibles 
grupos  de  lectores  a  quienes  principalmente  pueden  interesar:  protestan- 
tes, católicos  extranjeros,  católicos  españoles. 

*    *  * 

El  protestantismo  en  España  ha  tenido  siempre  una  fisonomía  pecu- 
liar que  lo  distingue  netamente  del  protestantismo  extranjero.  Sólo  en 
nuestros  mismos  días,  y  bajo  la  influencia  benéfica  del  movimiento  ecumé- 
nico protestante,  comienza  a  tomar  nuevos  rumbos.  ¡Y  esta  sí  que  podría 
ser  la  «Segunda  Reforma»,  y  no  la  tan  decantada  de  1868!... 

Esta  fisonomía,  vista  a  la  luz  de  una  fenomenología  histórica  y  posi- 
tiva, le  define,  «de  hecho»,  con  unos  caracteres  negativos  para  el  hecho 
histórico  tradicional  español.  No  intentemos — tampoco  ahora — valorar  esa 
fenomenología  concreta,  viva,  histórica.  Aquí  tampoco  debemos  hacer  un 
proceso,  ni  siquiera  «histórico». 

El  caso  es  que,  hoy  ya,  el  protestantismo  en  España,  distinguiéndose 
bien  de  lo  que  llama  él  mismo  «sectas»,  quiere  presentarse  como  un  fer- 
mento de  renovación  cristiana  ante  la  que  él  llama  «impotencia  católica». 
Afirma  que  quiere  abandonar  todo  proselitismo,  olvidando  todos  los  pre- 
cedentes y  todas  las  concomitancias  políticas  de  dentro  y  de  fuera.  Este 
programa  ideal  viene  urgido,  decimos,  por  el  influjo  benéfico  del  movi- 
miento ecuménico,  tal  como  está  representado  sobre  todo  por  el  Consejo 
Mundial  de  las  Iglesias.  Y  esto  invita  al  diálogo,  al  encuentro,  a  la  con- 
cordia. 

En  páginas  anteriores  hemos  aceptado  la  nueva  posición  de  los  protes- 
tantes en  España,  salvando  todo  lo  que  un  cristiano  sincero,  pero  que  se 
mueve  en  un  orden  concreto  de  caridad  y  prudencia,  podía  salvar:  sus 
intenciones.  Y  aún  más:  si  solamente  se  tratara  del  bien  personal  de  los 
teólogos,  autores  de  estas  páginas,  estaríamos  dispuestos  al  diálogo  ecu- 
ménico; al  que,  por  lo  demás,  no  hemos  sido  extraños  fuera  de  España. 
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Pero  la  cuestión  viva  y  concreta  en  su  lastimosa  historicidad  es  otra. 
Y  es  esta  la  que  no  acaban  de  considerar  tantos  autores  que  se  han  atre- 
vido a  especular  con  el  «caso  español». 

No  se  trata  de  un  protestantismo  de  cátedra  o  de  alta  polémica;  como 
tampoco  de  un  protestantismo  «tradicional»,  al  modo  tudesco  o  inglés. 
Se  trata  de  un  protestantismo  que,  de  hecho  y  necesariamente,  se  siente 
ligado  todavía  a  un  pasado  de  lucha  fracasada,  con  todos  los  complejos 
de  una  psicología  impotente.  Se  trata  de  un  protestantismo  que  no  puede 
echa  por  la  borda  tan  fácilmente  ya,  en  unos  años  de  historia,  toda  la  ganga 
antigua  de  muchos  siglos.  Y  esto,  a  pesar  de  las  afirmaciones  sinceras  y 
generosas  de  unos  jóvenes  dirigentes.  Se  trata  de  un  protestantismo  suma- 
mente minoritario,  pero  militante  y  activista;  el  cual,  a  pesar  de  sus  bue- 
nas intenciones,  además  de  no  ser  aceptado  por  los  dirigentes  más  avan- 
zados y  acostumbrados  a  todos  los  clásicos  «anti»,  es  él  mismo  desbor- 
dado por  los  hechos  que  le  empujan  «a  tergo». 

No  sabemos  si  llegará  un  día  en  que  el  grupo  minoritario  protestante 
en  España  salga  renovado  de  su  actual  situación.  Pero,  entre  tanto,  los 
católicos  hemos  de  atenernos  a  los  hechos  demasiado  evidentes  para  que 
podamos  descuidarlos.  Se  juega  en  ello  un  bien  demasiado  grande  de 
nuestro  pueblo  sencillo,  turbado  en  su  fe  por  una  acción  que  sigue  toda- 
vía manifestándose  virulentamente  proselitista;  es  decir — como  lo  definía 
el  documento  sobre  el  proselitismo  del  Consejo  Mundial  de  las  Iglesias — 
como  un  «proselitismo-deformación»  de  la  evangelización  cristiana. 

Quisiéramos  creer  en  las  buenas  intenciones  de  un  «protestantismo- 
fermento»  del  catolicismo  español,  del  tipo  proclamado  por  el  entonces 
reformado  Van  der  Linde.  Pero  igualmente  unos  hechos  evidentes  nos 
fuerzan  a  la  prudencia  más  estricta  imperada  por  la  misma  caridad,  a  vi- 
gilar nuestro  apostolado  pastoral;  no  sea  que  el  fermento  se  convierta  en 
veneno  corrosivo  del  catolicismo  de  nuestro  pueblo.  Los  mismos  protes- 
tantes nos  afirman  que  el  remedio  a  los  males  españoles — como  ellos  di- 
cen— no  está  en  un  cambio  de  estructuras  políticas  o  sociales,  muy  anhe- 
ladas por  ellos,  sino  que  reside  en  un  cambio  radical  en  la  misma  estruc- 
tura de  la  fe...  Ante  tales  afirmaciones  de  un  radicalismo  anticatólico  tan 
fuerte,  no  podemos  menos  de  aceptar  con  prevención  todas  las  demás  afir- 
maciones de  principio  y  de  intenciones. 

Aceptamos  la  distinción  que  ahora  nos  proponen  entre  «sectas»  e 
«iglesias»,  atribuyendo  a  aquéllas  un  proselitismo  que  éstas  «ya  no»  ejer- 
citarían; aunque  no  comprendamos  las  razones  eclesiales  de  principio  por 
las  que  el  protestantismo  auténtico  pueda  llegar  a  esa  distinción,  que  otros 
autores  protestantes  niegan,  al  parecer  con  lógica  de  sistema.  Pero,  de 
todos  modos,  son  los  hechos  los  que  nos  obligan  a  no  fiarnos  demasiado 
de  una  distinción  que,  por  lo  menos  en  España,  no  acaba  de  llevarse 
a  cabo. 

Si,  pues,  la  situación  protestante  actual  en  España  se  encuentra  en 
esta  fase,  en  la  que  las  buenas  intenciones  no  acaban  de  superar  la  ten- 
dencia congénita  de  los  hechos,  ¿quiere  decir  que  seguiremos  en  la  misma 
mutua  actitud  de  siempre?... 
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Nos  atrevemos  a  insinuar  que  ya  no  es  posible  seguir  así.  Y  no  es  la 
primera  vez  que  hacemos — siempre  a  riesgo  personal — las  graves  afirma- 
ciones que  siguen. 

Porque,  en  el  espíritu  de  los  tiempos,  trabajan  ciertos  factores  de  cam- 
bio y  ese  trabajo  difícilmente  será  ineficaz.  El  problema  del  protestantis- 
mo en  España  hoy  debe  ser  contemplado  desde  una  perspectiva  ecuménica 
que  urge  a  los  protestantes  tanto  o  más  que  a  los  católicos. 

1.  En  primer  lugar,  cuando  nos  dirigimos  a  los  protestantes  en  Es- 
paña, no  sabemos  a  quién  nos  dirigimos;  no  sólo  por  su  escaso  número, 
sino  sobre  todo  por  sus  muchas  divisiones,  fruto  lastimoso  de  una  historia 
proselitista,  organizada  por  una  multitud  de  Sociedades  extranjeras,  con- 
fesionalmente  distintas  y  contrarias,  como  hoy  confiesan  los  dirigentes  jó- 
venes españoles.  Unas  iglesias  «reunidas»  pertenecen  al  Consejo  Mundial, 
otras  no;  y  aunque  esa  reunión  sea  bien  externa  y  precaria,  es  con  todo 
una  garantía  de  orden  y  de  paz.  A  esas  iglesias  les  recordaríamos,  ante 
todo,  la  obligación  adquirida  de  atenerse  a  las  normas  contra  todo  proseli- 
tismo,  si  quieren  ser  fieles  al  espíritu  ecuménico,  esencial  al  Consejo  Mun- 
dial de  las  Iglesias. 

Se  dice,  es  verdad,  que  ciertas  actitudes  violentas  de  algunos  católicos 
españoles  ponen  en  compromiso  el  mismo  ecumenismo  católico;  pero  no 
es  menos  cierto  que,  hasta  ahora,  la  actuación  de  las  mismas  iglesias, 
pertenecientes  al  Consejo  Mundial  de  las  Iglesias,  ponen  a  este  organismo 
en  graves  aprietos.  La  Iglesia  Evangélica  Española,  por  su  directa  perte- 
nencia al  Consejo,  y  la  Iglesia  Reformada  Española,  por  su  pertenencia 
indirecta,  son  las  primeras  responsables  de  una  acción  ecuménica  que, 
sólo  Dios  sabe  cuándo,  permite  una  suavización  de  la  tensión  actual.  Es- 
tamos seguros  de  que,  si  el  Secretariado  General  del  WCC  conociera  el 
estado  real  de  la  situación,  no  aprobaría  los  métodos,  ni  los  procedimien- 
tos de  ciertos  evangélicos  españoles.  Porque,  aunque  concedamos  no  ser 
siempre  fácil  la  distinción  entre  «evangelización»  y  «proselitismo»,  una 
cosa  nos  parece  cierta:  que  la  acción  protestante  en  América  latina,  y  mu- 
cho más  en  España,  es  siempre  necesariamente  proselitista  al  convertirse 
en  «anticatólica».  Es  evidente,  por  lo  tanto,  que  va  abiertamente  contra 
las  finalidades  ecuménicas  del  Consejo  Mundial.  La  Una  Sancta  no  puede 
ser  fabricada  favoreciendo  nuevas  rupturas.  Cuando  en  octubre  de  1909, 
ante  la  primera  Asamblea  general  del  protestantismo  francés,  el  activista 
Cadier  ofrece  sus  pretensiones  de  «evangelización»  española,  la  Asamblea 
le  contesta  que:  «siente  no  poder  entrar  por  un  camino  que  le  haría  salir 
de  su  jurisdicción»;  lo  mismo  decían,  por  ese  tiempo,  ciertas  asambleas 
protestantes  americanas  respecto  de  América  del  Sur...  ¿por  qué  se  han 
olvidado  medidas  tan  «ecuménicas»?... 

Otras  Iglesias  no  pertenecen  al  Consejo  y  organizan  su  acción  prose- 
litista sin  trabas...  ¿Cómo  entenderse  con  ellas?  ¿A  qué  puede  conducir 
el  organizarse  con  ellas  en  Semanas  bíblicas,  en  Asociaciones  de  pastores, 
en  la  asociación  de  propaganda  «Literatura  evangélica  española»,  en  «Co- 
mité Evangélico  de  Defensa»?  ¿No  existe  el  peligro  de  hacer  un  doble 
juego  y  de  engañar  al  Consejo  Mundial  de  Iglesias? 
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Finalmente  están  las  llamadas  «sectas».  Ya  se  sabe  que  éstas  en  Es- 
paña son  tenidas,  de  hecho,  como  protestantes.  Y  de  derecho  los  mismos 
protestantes  no  saben  decirnos  cuáles  deben  ser  consideradas  como  tales 
y  cuáles  no. 

He  ahí,  pues,  un  cuadro  que  difícilmente  puede  ofrecer  ni  una  unidad 
de  perspectiva,  ni  de  acción,  ni  de  inteligencia  ecuménica.  Y  esta  vez  la 
culpa  no  es  ciertamente  de  los  católicos. 

Ante  estos  hechos,  ¿podríamos  dejar  de  ser  prudentes?... 

2.  Supuesto,  por  lo  tanto,  que  los  protestantes  en  España  pudieran 
llegar  a  una  total  reforma  de  métodos  de  acción,  podríamos  pensar,  en 
segundo  lugar,  en  una  cierta  inteligencia  ecuménica,  difícil  siempre  en 
España,  pero  posible  dentro  siempre  de  la  más  estricta  prudencia  y  cari- 
dad, y  condicionada  por  inevitables  limitaciones  impuestas  por  la  realidad 
misma.  En  cuanto  al  modo  y  a  la  extensión,  no  nos  corresponde  a  nos- 
otros ni  la  iniciativa  ni  la  determinación. 

Desearíamos  únicamente  que  los  protestantes  sinceros  y  realistas  se 
dieran  cuenta  de  que,  en  España,  por  las  circunstancias  demasiado  cono- 
cidas, toda  acción  precipitada  por  ambas  partes,  en  este  punto  gravísimo, 
no  produciría  más  que  una  regresión  a  las  viejas  polémicas  tradicionales, 
que  nadie  quiere.  Todo  nerviosismo,  cuando  no  todo  ímpetu  imprudente, 
puede  abrir  nuevos  fosos...,  levantar  nuevas  barreras.  Son  los  mismos 
protestantes  quienes,  con  mirada  ecuménica,  deben  evitar  toda  provoca- 
ción contra  el  estatuto  actual  que  poseen.  Todo  cambio  repentino,  impre- 
meditado e  imprudente  en  general,  no  haría  más  que  torpedear  la  evolu- 
ción normal  de  una  situación  siempre  difícil. 

Reconocemos  que  la  situación  de  los  protestantes  en  España,  por  ser 
una  minoría  exigua  y  por  las  circunstancias  lamentables  que  rodean  su 
historia,  es  una  situación  «molesta»  normal  en  minorías  religiosas,  mal 
miradas  por  el  pueblo  español.  Pero,  en  primer  lugar,  creemos  que  no  es 
prudente,  ni  «patriótico»,  el  fomento  de  alharacas  de  propaganda,  pre- 
sentando esa  situación  como  «dramática  persecución»  con  todos  sus  gas- 
tados recursos  de  la  Inquisición  y  demás  viejas  patrañas  en  torno  a  la 
Leyenda  Negra...  En  los  mismos  protestantes  está  principalmente  el  lo- 
grar transformar  un  ambiente  contrario  con  unas  actitudes  contrarias  a 
las  que  históricamente  conocemos.  Querer  perseverar  en  métodos  anti- 
guos no  puede  conducir  más  que  a  una  nueva  exasperación  de  un  pueblo 
herido  vitalmente  en  su  alma. 


A  los  católicos  extranjeros  necesitaríamos  decirles  unas  palabras  de 
comprensión,  cordiales  y  sinceras.  España  puede  permitirse  ese  desahogo... 
con  alguna  razón,  ya  que  muchos  de  los  pueblos  católicos  del  orbe  deben 
a  España,  de  hecho,  la  primera  evangelización  de  la  fe  católica;  y  no  pocos 
la  conservación... 

Los  católicos  españoles  somos  conscientes  de  que  nuestra  posición 
católico-española,  y  sobre  todo  ciertas  reacciones  sentimentales  e  intuiti- 
vas de  nuestro  pueblo,  herido  en  lo  más  vivo,  han  sido  ocasión  de  moles- 
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tias  para  nuestros  hermanos  que  tienen  que  vivir  en  minoría  con  cristianos 
de  otras  confesiones. 

Pero  todo  ello  constituye  los  mutuos  sufrimientos  del  testimonio  de 
nuestra  común  fe;  no  de  otra  suerte  que  los  que  sufrió  España  por  la 
conservación  de  esa  misma  fe  en  Europa. 

Debemos,  con  todo,  preguntarnos  serenamente  primero  si  nuestros 
hermanos  católicos  extranjeros  se  han  procurado  informaciones  objetivas 
sobre  los  sucesos  españoles,  y  se  han  esforzado,  además,  en  penetrar  en 
la  especial  psicología  del  catolicismo  español. 

Una  lectura  atenta  de  las  fuentes  de  información  que  hemos  utilizado 
en  nuestra  obra,  creemos  que  lleva  al  convencimiento  de  que  los  autores  han 
leído  la  casi  totalidad  de  los  escritos  que,  de  un  modo  o  de  otro,  se  han 
referido  al  caso  español.  Pues  bien,  esa  misma  lectura  nos  ha  llevado  al 
convencimiento  de  que,  por  diversos  y  lamentables  motivos,  los  católicos 
extranjeros  o  no  han  estado  informados  de  ningún  modo  o — lo  que  es 
peor — han  sido  informados  únicamente  por  fuentes  de  influencia  no- 
católica. 

Confesemos,  en  primer  lugar,  que  los  católicos  españoles  hemos  sido 
más  bien  parcos  en  suministrar  informaciones  al  extranjero.  Si  exceptua- 
mos las  reiteradas  y  preciosas  intervenciones  de  «Ecclesia»,  el  estudio 
magnífico  de  la  Oficina  de  Información  Diplomática  y  algunos  trabajos 
de  «Razón  y  Fe»,  apenas  se  hallará  cosa  de  importancia  suficiente  para 
formar  una  opinión  pública  objetiva  acerca  de  nuestra  situación  religiosa. 
Pero,  reconocida  esta  lamentable  realidad,  hemos  de  explicarla,  en  parte 
al  menos,  por  las  escasas  posibilidades  españolas  para  otra  información 
completa  y  eficaz.  Cabe,  además,  preguntar  si  los  católicos  extranjeros 
han  valorado  debidamente  la  información  real  y  verídica  ofrecida  por  sus 
hermanos  españoles  ni  siquiera  cuando  de  ella  eran  elemento  integrante 
las  manifestaciones  de  la  Jerarquía  eclesiástica. 

En  cambio,  como  ya  saben  nuestros  lectores,  las  grandes  agencias  ex- 
tranjeras, los  diarios,  las  revistas  confesionales  o  no,  han  suministrado 
grandes  dosis  de  información  sobre  el  asunto;  información  desorbitada, 
falsa  o  tendenciosa.  Y  esto  sí  que  ha  sido  conocido  por  los  católicos  ex- 
tranjeros, y  aun  admitido  con  excesiva  credulidad.  Solamente  cuando  és- 
tos, en  un  decidido  propósito  de  conocer  la  verdad,  se  resolvían  a  realizar 
investigaciones  directas  y  personales,  nos  daban  las  objetivas  y  equilibra- 
das crónicas  de  Chavaz  en  la  «Vie  Intellectuelle»,  de  Platner  en  «Orien- 
tierung»,  y  el  libro  modelo  de  Van  der  Linde  (entonces  todavía  refor- 
mado, hoy  católico)  y  Thiyssen. 

Además,  cuando  más  agudamente  se  ha  presentado  el  problema 
(años  1945-1949),  han  sido  unos  años  en  que  la  pasión  política  podía  en- 
turbiar fácilmente  la  serena  visión  de  los  hechos  a  nuestros  hermanos  ca- 
tólicos extranjeros.  Se  nos  ha  argüido  tantas  veces  de  que  comprometía- 
mos a  la  Iglesia  con  la  política...  Pero  se  nos  permitirá  rogar  a  nuestros 
hermanos  católicos  de  fuera  si  ellos,  a  su  vez,  no  juzgaban  la  cuestión 
religiosa  española  desde  el  ángulo  cerrado  de  «su»  política  nacional.  Es 
hora  ya  de  que,  clarificados  los  principios  católicos,  oscurecidos  tal  vez 
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por  extrañas  corrientes  neoliberales  católicas,  pueden  ser  contemplados 
serenamente  en  su  aplicación  a  España. 

Nosotros  no  pedimos  que  se  nos  tenga  por  el  país  católico  ideal... 
Ni  exigimos  que  nuestro  estatuto  religioso  sea  tomado  como  norma  para 
todos  los  países  católicos.  Ni  nos  atrevemos  siquiera  a  pensar  en  serio  que 
Dios  nos  tiene  preparados  a  ser  la  «reserva  católica»  de  Europa  y  del 
mundo,  como  a  veces  tan  lisonjeramente  nos  dicen... 

Pero  sí  podemos  exigir  una  comprensión  caritativa  para  nuestra  his- 
toria, macizamente  católica;  para  nuestra  psicología,  radicalmente  católica; 
y  hasta  para  nuestros  defectos,  fruto  inesperado  de  un  catolicismo  vivido 
históricamente,  humanamente...  pero  al  fin  vivido. 

Cuando  se  nos  pide  que  «cedamos»  en  nombre  del  que  se  dice  «Bien 
Católico — y  aun  cristiano — general»,  respetamos  las  intenciones,  pero  te- 
nemos que  atenernos,  una  vez  más,  a  los  hechos,  puesto  que  se  trata  de 
algo  tan  grave,  que  es  ese  Bien  mismo  Católicocristiano  universal  el  que 
pudiera  salir  malparado  con  nuestras  «cesiones».  Porque  miramos  a  Roma 
y  advertimos  que  es  ella,  antes  que  nadie,  quien  aprueba  nuestra  posición 
de  la  manera  más  solemne  y  autoritativa;  luego  miramos  hacia  fuera  y 
advertimos  igualmente  que  nuestro  «sacrificio»  no  solamente  va  a  resul- 
tar inútil,  sino  perjudicial  para  ese  Bien  Católico  Universal. 

No  haría  más  que  aumentar  los  contubernios  con  el  mal  y  las  con- 
fusiones y  desorientaciones  de  un  mundo  laicizado  hasta  la  médula. 

Finalmente  miramos  al  interior  y  vemos,  con  la  mayor  de  las  eviden- 
cias, que  toda  cesión  en  este  terreno  gravísimo  pudiera  ser  un  mal  tre- 
mendo e  irreparable  para  nuestro  pueblo. 

Si  nuestros  hermanos  católicos  extranjeros  conocieran  la  verdadera 
actuación  del  protestantismo  en  España,  empezarían  exigiendo — como  lo 
hacía  el  cardenal  Frings  en  respuesta  al  doctor  Dibellius,  y  lo  ha  hecho 
recientemente  el  cardenal  Bea — que  los  protestantes  mismos  empezaran 
cambiando  de  actitud.  Ellos  no  sufrirían,  en  sus  países,  que  los  protestan- 
tes utilizaran  los  métodos  y  las  actitudes  que  adoptan  en  España. 

¿Pueden  exigirnos  nuestros  hermanos  católicos  extranjeros  esas  con- 
cesiones en  fuerza  de  un  Bien  tan  problemático  y  en  contra  de  un  mal 
tan  grave  y  cierto?... 

Los  católicos  españoles — por  lo  menos  los  que  se  muestran  más  cons- 
cientes— piensan  que,  en  un  concierto  de  pueblos,  España  sólo  podría  ser 
útil  en  cuanto  permaneciera  lo  que  es  y  ha  sido  siempre.  Una  organiza- 
ción internacional  que  comenzara  por  destruir  las  individualidades  de  los 
pueblos  integrados  sería  el  peor  monstruo,  el  «Superestado»,  que  acabaría 
con  toda  civilización.  Hoy  ya  se  nos  ha  dado  la  razón  por  nuestra  posi- 
ción irreductiblemente  anticomunista...  Mañana,  nuestros  hermanos  cató- 
licos extranjeros  podrían  tal  vez  arrepentirse  tardíamente  de  haber  sido 
ocasión  para  una  España  «made  in...»  que  no  sólo  no  les  sirve  para  nada, 
sino  que  bien  pudiera  ser  de  nuevo,  pero  con  signo  totalmente  contrario 
al  actual,  un  «escándalo  católico»... 
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A  los  católicos  españoles  creemos  que  podemos  dirigirles  las  palabras 
más  sinceras  y  ciertamente  las  más  graves. 

Podemos  aquí  prescindir  de  una  vieja  cuestión  en  torno  a  la  genética 
más  íntima  del  movimiento  protestante:  si  cuando  nace  en  Europa  viene 
urgido  por  un  impulso  místicocarismático  de  auténtica  «reforma»...  Lo 
cierto  es  que,  por  culpa  de  los  hombres  e  inmediatamente,  se  corrompe 
para  terminar  en  un  movimiento  revolucionario,  individualista  y  «anti- 
romano». Hoy  el  protestantismo  quiere  ser  solamente  «reforma»,  e  inten- 
ta rehacer  su  atormentada  historia  de  disgregación  individualista. 

La  lástima  es  que  esto  no  lo  pueda  realizar  sin  un  cambio  radical  de 
sus  estructuras  dogmáticas  más  clásicas,  nacidas  precisamente,  no  ya  de 
su  presunto  movimiento  primitivo  místicocarismático,  sino  de  la  misma 
necesidad  de  consolidarse  y  de  organizarse. 

Los  movimientos  místicos,  en  la  historia  de  la  Iglesia  frecuentes,  nun- 
ca han  representado  una  instancia  de  vida  o  muerte  para  ella,  sino  cuando, 
por  culpa  de  los  hombres  de  una  o  de  ambas  partes,  han  terminado  en  el 
cisma.  En  cambio,  lo  que  distingue  netamente  al  protestantismo  de  todos 
los  movimientos  heréticos  y  cismáticos  está  en  que  fue  entonces,  es  hoy 
y  será  siempre  una  instancia  de  vida  o  muerte  para  el  catolicismo,  cuan- 
do éste  pierda,  y  en  la  medida  en  que  pierda,  su  fuerza  interna  y  vital. 

Diríamos  que  sería  siempre  como  un  cuerpo  extraño  y  parásito  que 
no  podrá  ser  disuelto  sino  por  una  absorción  vital  del  organismo  fuerte 
y. robusto.  En  este  sentido  decimos  que  el  protestantismo  es  una  perpetua 
y  constante  instancia  para  el  catolicismo. 

También  para  el  catolicismo  español.  Si  le  pudimos  vencer  tan  radi- 
calmente en  el  siglo  xvi  se  debe,  más  que  a  las  fuerzas  de  represión  ner 
gativa,  a  otras  mucho  más  positivas  que  hacían  que  aquéllas  pudieran 
tener  una  funcionalidad  perfecta:  éstas  fueron  las  que  hicieron  aquella 
cohesión  interna  y  positiva  de  nuestro  pueblo,  que  no  solamente  lo  ex- 
pelieron violentamente  de  su  seno,  sino  que  le  combatieron  en  el  exterior, 
preservando  a  Europa  de  la  total  prevaricación.  Como  hemos  dicho  más 
arriba,  la  santa  Inquisición,  más  que  una  causa  de  extirpación  del  pro- 
testantismo en  España,  debe  ser  considerada  como  un  efecto  manifesta- 
tivo de  la  fuerza  católica  de  nuestro  pueblo. 

Ahora  bien — ¡obsérvese  bien! — ,  el  protestantismo  en  España  solamen- 
te ha  podido  hacer  sensible  su  presencia  en  los  momentos  más  lastimosos 
de  su  decadencia  política  y  religiosa,  bien  aprovechados  por  él:  1820, 
1868,  1910,  1931...  Pero  fácilmente  desaparece  ante  una  vida  católica 
y  nacional  robusta  y  fuerte,  que  logra  absorber  en  su  seno  a  los  peque- 
ños y  dispersos  grupos  disidentes. 

Juzgamos  necesario  que  los  católicos  españoles  apresuren  su  «mayoría 
de  edad»  para  darse  cuenta  de  que  las  soluciones  «políticoreligiosas»,  si 
es  verdad  que  pueden  y  deben  ser  una  realidad  tutelar  de  valores  fun- 
damentales de  la  nación,  no  deben  ser  ni  la  única,  ni  la  última  solución. 
Es  necesaria  una  reacción  católica  que  haga  imposibles,  por  ineficaces, 
ciertas  viejas  y  gastadas  objeciones  sobre  la  insinceridad,  servilismo  y 
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aburguesamiento  del  catolicismo  español,  como  si  estos  defectos  fueran 
una  consecuencia  necesaria  de  una  protección  estatal  atosigante. 

No  solamente  nuestra  venerable  Jerarquía  quedaría  comprometida, 
sino  también  nuestros  magníficos  hombres  de  Gobierno. 

Un  catolicismo  burgués  e  hipócrita  presentaría  un  cuerpo  enfermo  y 
débil  a  ese  parásito  temible  que  es  el  protestantismo  joven  y  activista  de 
nuestros  días. 


¿Y  por  qué  habríamos  de  cerrar  los  ojos  a  una  realidad  amenazante? 
¿Y  por  qué  habríamos  de  llamar  todavía  suavemente  a  la  puerta  de  unas 
casas  próximas  al  incendio? 

Este  libro  no  está  escrito  principalmente  para  los  protestantes  y  cató- 
licos de  fuera...  Ha  sido  redactado  con  una  grande  esperanza  de  hacer 
conocer  una  realidad  tremenda,  dar  un  fuerte  aldabonazo  e  insinuar  unos 
remedios  radicales  a  los  católicos  españoles. 

A  ese  grupo  de  católicos  bien  intencionados,  pero  ilusos,  pero  román- 
ticos, que  todavía  piensan  que  en  España  es  útil  y  hasta  necesario  orga- 
nizar convivencias  en  nuestros  venerables  santuarios  marianos,  círculos 
de  estudio,  reuniones  ecuménicas,  jornadas  de  oración  con  nuestros  her- 
manos protestantes,  como  una  copia  servil  y  mecánica  de  procedimientos 
suizos,  holandeses,  tudescos... 

A  ese  grupo  de  católicos  exasperados,  que,  en  su  idealismo,  estiman 
solución  verdadera  una  justicia  personal  e  inmediata  de  violencia... 

A  ese  grupo  de  católicos  perezosos,  burgueses,  los  de  la  táctica  del 
avestruz,  que  no  quieren  ver  turbadas  sus  difíciles  digestiones  con  proble- 
mas desagradables... 

Al  grupo  de  católicos  «progresistas»  que  todo  lo  fían  a  la  panacea  de 
una  Declaración  Universal  de  los  Derechos  del  Hombre,  como  en  los 
mejores  tiempos  rusonianos,  o  a  la  apelación  de  un  Tribunal  internacional. 

Y  ya,  sin  ironías  irreverentes  de  ninguna  clase,  antes  bien,  con  todo 
respeto  y  estima,  casi  no  osaríamos  dirigirnos  a  nuestros  hombres  de  Go- 
biernos para  pedirles  una  sinceridad  a  toda  prueba  de  solicitaciones,  de  re- 
clamaciones diplomáticas  importunas,  y  sobre  todo  de  alharacas  de  prensa 
y  propaganda.  Ellos  se  saben  responsables  de  un  Bien  Común;  y  el  pueblo 
español  sabrá  agradecer  sus  esfuerzos  por  conservar  y  aumentar  un  BIEN 
que,  sólo  siendo  tradicionalmente  español,  podrá  serlo  universal. 
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